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Introducción

La ley es el método más fácil para ejercer la tiranía
 Nicolás Gómez Dávila

La segunda edición corregida y ampliada sobre todo en fuentes de este li-
bro ha sido acompañado de otro del mismo autor publicado bajo el título de 
Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas1, que de nuevo 
ha visto la luz casi simultáneamente con este que el lector tiene ahora. Ese 
primer texto, fuera de aportar una interpretación de los procesos de cons-
trucción social de la criminalidad en América Latina y, de manera particular, 
en Colombia, procuró suministrar una interpretación crítica y una revisión 
del “estado del arte” del pensamiento criminológico a lo largo de la historia, 
lo que era imprescindible tanto para informar al lector y proveerlo de los ru-
dimentos necesarios para que adquiriese un dominio sobre el discurso crimi-
nológico, como para que el autor estableciera los antecedentes a partir de los 
cuales emerge la teoría sociológica del delito planteada aquí. 

El libro que enfrenta el lector es un trabajo teórico inscrito en la crimi-
nología o sociología jurídica penal, dado que está dedicado al estudio de los 
fenómenos relativos a las acciones sociales divergentes y a las actividades del 
control penal que ellas suscitan. Su propósito central ha sido, tal como se dijo 
ya, intentar la construcción de una propuesta novedosa denominada teoría 
sociológica del delito. Delito es una categoría jurídica penal que hace refe-
rencia a los distintos elementos normativos que integran la infracción penal, 
pero también implica la existencia de actuaciones humanas hipotéticas que 
pueden adecuarse o no a dichos elementos, es decir, acciones sociales que 
serían adjetivizadas o rotuladas como criminales o lícitas, según el caso. Por 
tanto, delito es una expresión que condensa, por una parte, la tarea central 
del control penal, esto es, la definición selectiva de los eventos reprochables 
en el plano penal que serán objeto de intervención por el control social y, 
por otra, de manera amplia y tomando alguna libertad, la descripción de las 
acciones sociales consideradas de relevancia penal. Entonces, fue escogida 
dicha denominación para subtitular el libro e identificar la teoría propuesta, 

1	 Germán Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, 2.ª ed., Bo-
gotá, Instituto Latinoamericano de Altos Estudios –ilae–, 2016.
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puesto que es el término que mejor se aproxima a la pretensión de compren-
der los dos ámbitos que representarían el objeto de estudio por abordar, de 
un lado, las acciones sociales divergentes y, de otro, las instituciones relativas 
al control penal.

La categoría de divergencia social es una novedad. La idea de divergen-
cia, totalmente opuesta a la de desviación social, comprende la existencia de 
una clase singular de acciones que hacen intercambios sociales con otras, 
también divergentes, que siguen direcciones y persiguen objetivos distintos, 
en tanto concurren disputas entre sus actores en torno a intereses, valores, 
creencias o concepciones, lo que motiva la aparición de conflictos sociales 
y, muchas veces, la intervención del control penal. El concepto es utilizado 
para describir un tipo particular de hecho social, que puede ser comprobado 
empíricamente, y que se diferencia claramente de la definición o rotulación 
de ese hecho como criminal o antisocial. La condición de criminal adscrita 
a un comportamiento no es una cualidad objetiva de éste, sino un atributo 
subjetivo que le es asignado. En este libro, además de ahondar en el concepto 
de divergencia, se expondrá la manera como opera el control social penal, a 
través del proceso de criminalización, para incidir sobre la divergencia. De 
tal modo, se propondrán unos postulados que pretenden articular bajo un 
cuerpo teórico común los fenómenos, distintos, pero relacionados en forma 
intensa, de la divergencia de interés penal y del control social penal.

La obra ha recogido los resultados de las investigaciones empíricas aco-
metidas por este autor y otros, combinadas con una extensa revisión de la 
literatura sobre temas relacionados con la criminalidad y el control penal. En 
la bibliografía el lector, en ocasiones, se encontrará con distintas ediciones 
de un mismo texto, un efecto nada apropiado por el que se ofrecen disculpas, 
resultado de haber deambulado por distintas bibliotecas en diferentes paí-
ses. El acceso a las fuentes bibliográficas es muchas veces muy difícil desde 
la periferia. De otra parte, como una ayuda para contextualizar socialmente 
a los pensadores que son citados, el lector encontrará que aquellos autores 
de relevancia que son referidos en el cuerpo del texto aparecen acompaña-
dos, en la primera cita, con una nota a pie de página de un registro de sus 
fechas de nacimiento y muerte acompañadas, para el caso de aquellos de ma-
yor trascendencia para el pensamiento criminológico de una breve biografía. 
Apenas se han incorporado las señas de las personas desaparecidas, puesto 
que aquellos que viven aún no han cerrado sus biografías; se exceptúa de está 
regla a presidentes de la República, en cuyo caso se indica además de sus 
fechas de nacimiento y, dado el caso, muerte, el partido por el que ganaron 
la presidencia y el período de la misma. Cierra la obra un útil índice onomás-
tico que facilita la búsqueda de cada personaje citado.

Tal como se hizo en el libro que se ha mencionado, Criminología. Cons-
trucciones sociales e innovaciones teóricas, se extiende un agradecimiento 
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muy especial a la las bibliotecas de la Universidad de Barcelona, del Centre de 
D’Estudis Jurídics i Formació Especialitzada de la Generalitat de Catalunya, 
del Instituto Internacional de Sociología Jurídica de Oñati –iisjo–, del Insti-
tuto Latinoamericano de Altos Estudios –ilae– y a la Biblioteca Nacional de 
Francia, lo mismo que a varias otras que resultaría interminable nombrar. Así 
mismo, se renueva el agradecimiento a quienes colaboraron para buscar por 
el mundo textos a los que resultaba imposible acceder, entre ellos Rafael Ve-
landia Montes, Mauricio Pérez Salazar, Carlos Fernando García, San-
dra Nieto, Gonzalo Cataño e Iván F. Pacheco. Respecto de la revisión final 
del texto mi gratitud es para Rafael López Iglesias, Rafael Velandia Mon-
tes, Ricardo Garzón Cárdenas, María Angélica Cortés Montejo y Anto-
nio Milla. En especial, la deuda de este libro con Antonio Milla es muy alta, 
pues como editor del ilae ha tenido en sus manos la tarea de producirlo, sin 
contar el provecho que se obtuvo de su Manual de estilo del Instituto Latinoa-
mericano de Altos Estudios2. También un agradecimiento muy especial a quie-
nes como asistentes de la investigación contribuyeron con su trabajo, ideas y 
desvelos a la conclusión de este libro: Bernardo Pérez Salazar, Rafael Ve-
landia Montes, Rafael López Iglesias, Juan José Gómez, Linda Silva, Car-
los Saldaña Bernal, María Angélica Cortés Montejo y Dayana Becerra 
Alipio. Este libro tiene un pedacito de cada uno de ellos en sus páginas. En 
particular, las platicas, críticas y sugerencias de Bernardo Pérez Salazar, 
Rafael Velandia Montes y de Rafael López Iglesias fueron de mucha uti-
lidad.

2	 Antonio Milla. Manual de estilo del Instituto Latinoamericano de Altos Estudios –ilae–, Bogo-
tá, ilae, 2011.
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Capítulo primero
Fundamentos y tendencias de la criminología contemporánea

Si la historia de las penas es una historia de horrores,
la historia de los juicios es una historia de errores

Luigi Ferrajoli

Este capítulo comprende una inspección de varias cuestiones básicas de la 
criminología o sociología jurídica penal, casi todas ellas derivadas de su con-
cepto. El examen será emprendido desde la perspectiva de la teoría socioló-
gica del delito, cuyos planteos fundamentales son enunciados en este libro, 
mientras que los antecedentes fueron expuestos de manera pormenoriza-
da en nuestro otro libro3. Con todo, serán constantes las referencias a otras 
visiones, con las que se trabarán no pocas polémicas, pues temas como la 
noción de criminología, a pesar de ser materia capital, en modo alguno han 
convocado consenso. Entonces, la revisión de las temáticas contempladas, al 
menos en los dos primeros acápites, tendrá el efecto colateral de servir de 
introducción al conocimiento de las principales tendencias del pensamiento 
criminológico.

I. En busca de una definición

Desde un punto de vista etimológico, criminología es un vocablo que pro-
viene de la descomposición de las palabras latinas crimen (crimen) y logia 
(logos = tratado)4. En consecuencia, por criminología podría entenderse tra-
tado sobre la criminalidad o, en otras palabras, en principio, la criminología 
sería la disciplina del conocimiento relacionada con el estudio de la crimi-
nalidad. Este concepto primario, bastante limitado, en nada se diferencia 
de las opiniones de muchos autores de la criminología, sobre todo en sus 

3	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
4	 Real Academia Española. Diccionario de la lengua española, Madrid, Espasa-Calpe, 1984, p. 

396, define además a la criminología como: “Ciencia del delito, sus causas y su represión”. En-
tenderla como ciencia destinada al estudio de las causas de la criminalidad implica, además, 
asumir una perspectiva teórica positivista, causal-explicativa, que no es compartida, puesto 
que se trata de entender los fenómenos relativos a la divergencia social definida como delito, 
lo que corresponde al enfoque de la sociología comprensiva que será visto en el capítulo si-
guiente.
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períodos iniciales5. Empero, por su falta de plenitud es indispensable adicio-
nar otros elementos y no pocas precisiones a la acepción esbozada, la cual 
aparece ligada de modo necesario con el hecho social que deviene en crimi-
nal. Con ese propósito se empezará por presentar la definición de crimino-
logía adoptada para, en seguida, proceder a explicar y discutir la noción con 
mayor detalle: criminología es la parte de la ciencia social que, como sub-
especialidad de la sociología jurídica, se dedica al estudio de la divergencia 
de interés penal y de las instituciones relativas al control social penal que 
pretende ejercerse sobre ella, con la finalidad de definir la política penal.

El carácter de ciencia o status científico dado a la criminología es una 
condición que ha sido objetada afirmando que no hay un acuerdo sobre su 
objeto de conocimiento y método o, incluso, sobre su cuerpo teórico. Tam-
bién se ha alegado, para debatir la cuestión, que es necesaria la existencia 
misma de un armazón o sistema teórico, el cual ni siquiera existiría. Este 
último sería un problema diferente al de la ausencia de asentimiento más o 
menos general sobre su núcleo teórico, ya que la cuestión es peor, no habría 
cuando menos algo que con legitimidad se pudiera llamar teoría criminoló-
gica. 

En la tradición de la literatura criminológica anglosajona, al tratar es-
tos temas, por regla general, suele ser citada la opinión de Edwin Hardin 
Sutherland6, para quien la criminología es “un cuerpo de saberes con res-
pecto al crimen como fenómeno social”, ocupado de una tarea tripartita 

5	 Así, para Raffaele Garófalo la criminología “es la ciencia del delito”, de acuerdo con Ernest 
Seelig sería “el estudio del crimen”, para Quintiliano Saldaña “es la ciencia del crimen o 
estudio científico de la criminalidad”, Instituto de Investigaciones Jurídicas. Diccionario ju-
rídico mexicano, 2.ª ed., México D. F., Porrúa, 1987, p. 779. Conforme a José Alberto Garrone. 
Diccionario jurídico Abeledo-Perrot, t. i, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1986, p. 565, sería: “Su 
tema es el crimen como hecho real, sus causas, el delincuente, su génesis y su tratamiento en 
las distintas etapas del proceso individual o social”. Una posición más reciente, pero por ello no 
menos tradicional, establece que la criminología es “el estudio científico del comportamiento 
humano, la causación criminal, la prevención y el castigo y la rehabilitación de infractores”, 
John A. Winterdyk. Canadian Criminology, Scarborough (Ontario), Prentice Hall Canada Ca-
reer & Technology, 2000, p. 5. El autor anota que el concepto depende de la orientación disci-
plinar utilizada para definir la naturaleza del crimen y los criminales, lo cual es, sin duda, del 
todo cierto; pero es necesario agregar que también depende del enfoque epistemológico y, 
además, en particular, el concepto relacionado de Winterdyk es una derivación de una visión 
positivista, esto es, causal explicativa, así mismo, como se dijo, con un entendimiento muy 
tradicionalista, que será un poco más adelante cuestionado. 

6	 Gibbon, Nebraska, 13 de agosto de 1883-Bloomington, Indiana, 11 de octubre de 1950, soció-
logo estadounidense, proveniente de una familia religiosa (su padre era ministro baptista), 
estudió en la Universidad de Chicago donde se doctoró en sociología en 1913. Ocupó la presi-
dencia de la American Sociological Association (1939), fue profesor de criminología e inves-
tigador de las universidades de Illinois, Minnesota, Chicago e Indiana, autor de: Criminology 
(1924); Principles of Criminology (1934), después reeditada junto a Donald R. Cressey; The 
Professional Thief (1937); Twenty Thousand Homeless Men (1937); White Collar Crime (1949), 
cuya investigación comenzó en 1928. Fue el autor de la teoría de la asociación diferencial, 
Donald R. Cressey y Albert K. Cohen fueron alumnos suyos.
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comprensiva de “los procesos de elaboración de las leyes, de la violación de 
las leyes y de la reacción a la ruptura de las leyes”, labor en cuyo desarrollo la 
criminología ha tenido que afrontar como problemática principal su propia 
incapacidad teórica para hacer generalizaciones7. En su concepto de crimi-
nología, Sutherland, a grandes rasgos, se aproximaba bastante bien, sobre 
todo para su tiempo, a lo que constituyen las materias principales de la cri-
minología, esto es, las acciones sociales que involucran una transgresión de 
interés penal y la operación del control social penal, lo que de manera co-
mún incluye tanto los procesos de creación de los instrumentos de control, 
como de aplicación de esos mecanismos. Ello aunque su explicación estaba 
demasiado sujeta a la ley, que para este autor no sólo era la penal, pues la 
criminología podría interesarse por otras actividades ilícitas reguladas en 
otros estatutos y, también, pese a que existen diferencias terminológicas y 
conceptuales con la noción de criminología acá expuesta y acogida. 

En este trabajo muy citado, Sutherland tampoco definió la criminología 
como ciencia o especialidad científica, sino como cuerpo de saberes, lo que 
en apariencia arrojaba dudas sobre su estatuto, aunque ello no era así. De 
igual modo, se encuentra su objeción acerca de la incapacidad de la crimino-
logía para hacer generalizaciones. No obstante, la consolidación de un pen-
samiento criminológico o sociojurídico penal sólo se alcanza varias decenas 
de años después, pues debe recordarse que el corazón de la obra de Suther-
land está ubicado en la década de los 1930, hace más de 85 años. Es preciso 
considerar que, en la época y por varias décadas más, la criminología esta-
dounidense estaba dominada por teorías biológicas y multifactoriales, cuya 
raigambre científica era más que dudosa. Por último, para Sutherland la 
construcción de una disciplina científica correspondía a una tarea en curso 
en ese momento, y con posterioridad su teoría de la asociación diferencial 
sería la concreción de un esfuerzo de generalización teórica.

La tradición criminológica anglosajona que heredó las contribuciones e 
interrogantes de Sutherland, y que utilizó su trabajo como punto de parti-
da de una reflexión sobre qué era la criminología, su ubicación y naturaleza, 
dueña de opiniones muy diversas, muestra en este punto resultados esca-
samente dispares. Para Stephen E. Brown, Finn-Aage Esbensen y Gilbert 
Geis, la criminología es una ciencia, pues posee los componentes que serían 
esenciales, los cuales son una teoría y una metodología. La teoría representa 
un esfuerzo por explicar los sentidos relativos al crimen, la criminalización 
y las cuestiones que les conciernen, mientras que la metodología implica la 

7	 Edwin H. Sutherland, Donald R. Cressey y David F. Luckenbill. Principles of Criminology, 
11.ª ed., Lanham MD, General Hall, 1992, p. 3; Edwin H. Sutherland y Donald R. Cressey. 
Criminology, New York, Lippincott, 1974, pp. 3 y ss.
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disposición de técnicas y métodos para atender las preguntas que atañen a 
la teoría8. Frank Schmalleger, en igual dirección, considera que se trata 
de una disciplina de índole científica, lo mismo que, sin asomo de duda, lo 
es para Freda Adler, Gerhard O. W. Mueller y William S. Laufer, que 
la califican de ciencia empírica9. Por su parte, Ronald L. Akers no titubea 
respecto del carácter científico de la criminología y ahonda, con base en las 
ideas iniciales de Sutherland, en los dos grandes tipos de teorías crimi-
nológicas, es decir, aquel referido a la ejecución del control penal y el que 
atañe a la criminalidad y el comportamiento desviado, para subrayar los 
requisitos que deben cumplir desde un punto de vista científico (consisten-
cia lógica, alcance, posibilidad de verificación o capacidad de demostración 
y validez empírica, que juzga el más importante criterio para valorar una 
teoría)10. Posición sobre el carácter científico de la criminología que suma 
otros partidarios en John A. Winterdyk y Sue Titus Reid, para sólo citar 
algunos ejemplos11.

En el ámbito continental europeo y latinoamericano existe una adhesión 
considerable a la tesis sobre su estatuto científico, la que marcha aparejada 
a la idea sobre su pertenencia a la sociología como subespecialidad jurídi-
ca penal, pese a algunas voces disidentes. Entre ellas, Adolfo Ceretti, ex-
ponente italiano de la criminología europea, encuentra que la materia está 
afectada por múltiples problemas epistemológicos que procura analizar a 
fondo. Ceretti (1992), parte de los interrogantes planteados por los aca-
démicos estadounidenses Jerome Michael y Mortimer Jerome Adler12 en 
un texto de 1939, que considera todavía referente del debate, reflexiona de 
manera permanente en torno al estado de la criminología desde una pers-
pectiva causal explicativa o etiológica, contempla a la criminología como 
una ciencia del hombre, provista de distintas secciones, como criminología 
clínica y como sociología criminal, y culmina concluyendo que la crimino-
logía es una disciplina13. También Carlos Alberto Elbert, para el caso la-

8	 Stephen E. Brown, Finn-Aage Esbensen y Gilbert Geis. Criminology, 4.ª ed., Cincinnati OH, 
Anderson, 2001, p. 11.

9	 Frank Schmalleger. Criminology Today, 2.ª ed., New Jersey, Prentice Hall, 1999, p. 17; Freda 
Adler, Gerhard O. W. Mueller y William S. Laufer. Criminology, 2ª. ed., New York, McGraw 
Hill, 1995, pp. 6 y 7.

10	 Ronald L. Akers. Criminological Theories, 2.ª ed., Los Angeles, Roxbury, 1997, pp. 1 a 13.
11	 Winterdyk. Canadian Criminology, cit., p. 5; Sue Titus Reid. Crime and Criminology, Hinsdale 

ILL, Dryden, 1976, pp. 92 y 93.
12	 Nueva York, 28 de diciembre de 1902-San Mateo, California, 28 de junio de 2001, editor, edu-

cador y filósofo, doctor en filosofía de la Universidad de Columbia (1928) y catedrático de ju-
risprudencia en la Universidad de Chicago, donde con Robert M. Hutchins promovió la idea 
de la educación liberal a través del debate de lo que denominaron los Great Books, a partir de 
lo cual editaron la extensa obra en 54 tomos Great Books of the Western World (1952).

13	 Adolfo Ceretti. El horizonte artificial. Problemas epistemológicos de la criminología, Buenos 
Aires, BdeF, 2008, pp. 30 y ss. El trabajo de Michael y Adler inspiró no pocas críticas de Ed-
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tinoamericano, expone el punto de vista opuesto al carácter científico de 
la criminología, al considerar que no posee ni un objeto de estudio ni un 
método compartido o común, lo que analiza así: 

no es posible afirmar que la criminología sea una ciencia. Convengamos en que su 
objeto y método son materia de permanente y actual disputa, por lo que, lamen-
tablemente, la cuestión no puede ser resuelta con absoluta claridad, ni interna ni 
externamente a la disciplina misma.

Y concluye que se trata de una disciplina científica14. En seguida, se abordan 
las discusiones relativas a los interrogantes y las objeciones planteadas.

Aunque Ceretti acomete una revisión de la evolución del pensamiento 
criminológico que parte de los años 1930 y avanza hasta los 1990 con pro-
piedad, lo que incluye una revisión de las teorías críticas y de la sociología 
estadounidense de los 1970 y 1980, pese a ello nunca abandona el marco 
etiológico como escenario de las discusiones que emprende, por tanto jamás 
descubre las posibilidades de la sociología comprensiva, paradigma del co-
nocimiento consolidado con la obra de Maximiliam Karl Emil Weber15. En 
este momento no se discutirá sobre los principios de la sociología compren-
siva, cuyos elementos son expuestos al iniciar el próximo capítulo, pero sí es 
prudente indicar que la discusión sobre las posibilidades de la criminología 
como ciencia, junto a las distintas cuestiones epistemológicas imbricadas, 
cambian en forma radical si se permanece en la orilla de un enfoque positivis-
ta. Ya en nuestro otro libro16 fue examinada la visión causal explicativa de la 
criminalidad propia del positivismo y se concluyó que como modelo de cono-
cimiento planteaba tareas que resultaban imposibles de realizar, como des-
cubrir las causas científicas de la delincuencia, lo mismo que inútiles, puesto 

win H. Sutherland, al respecto, Mark S. Gaylor y John F. Galliher. The Criminology of Edwin 
Sutherland, New Brunswick NJ, Transaction Publishers, 1994, p. 103.

14	 Carlos A. Elbert. Criminología latinoamericana. Parte primera, Buenos Aires, Universidad, 
1996, p. 58. Empero, entre ciencia y disciplina científica no hay ninguna diferencia, que sí 
entre disciplina del conocimiento y ciencia, fuera de la cuestión de fondo que un poco más 
adelante se debatirá.

15	 Tréveris, Prusia, 5 de mayo de 1818-Londres, 14 de marzo de 1883, economista, filósofo y 
sociólogo de origen judío, provenía de una familia de clase media acomodada, pero las grandes 
diferencias entre sus padres lo afectaron profundamente. Su madre era calvinista devota, con 
un estilo de vida disciplinado y ascético; su padre, que estaba dedicado con éxito a la política, 
se inclinaba por una vida oportunista y dada a los placeres. Weber sufrió de graves padeci-
mientos mentales que paralizaron su trabajo por largos períodos. Estudió derecho en Berlín 
y Heidelberg, siendo profesor de economía en la última ciudad. Integró la comisión alemana 
que participó en la negociación de paz de Versalles, al final de la Primera Guerra Mundial, e 
hizo parte en la redacción de la Constitución de Weimar. Hermano de Alfred Weber, también 
importante sociólogo, fue coeditor de Archivos de ciencia social y política social. Sus princi-
pales aportes emergieron en la sociología y la historia económica y fue, además, profesor en 
Freiburg y Múnich, entre otros textos publicó: La ética protestante y el espíritu del capitalismo 
(1904-1905); Economía y sociedad (1922) publicada incompleta a su muerte.

16	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
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que de lograr su cometido con esa información no puede hacerse algo legíti-
mo en términos de política penal. Pero el tema es que al aferrarse al modelo 
positivista, Ceretti empieza con el pie equivocado, lo que luego no corrige y, 
además, lo hace con poco sentido histórico.

En efecto, por ejemplo, Michael y Adler expresaban sus reservas sobre 
el estatuto de la criminología, pero en una época en la que creían, al igual que 
otros autores como Paul Wilbur Tappan17, que la criminología tenía por ob-
jeto el estudio de la criminalidad de conformidad con los parámetros de las 
normas penales, lo que suponía entre otras muchas cosas identificar un objeto 
de conocimiento subordinado a la ley penal, que además no incluía el estu-
dio del control social penal. Ambas cuestiones serán tratadas a fondo en otros 
apartes de este libro, pero por ahora baste señalar que con supuestos tan equi-
vocados, no sólo se apuntaba en una dirección errada, sino que los desarrollos 
ulteriores que siguieron esa ruta de manera necesaria estaban viciados. Tam-
bién las orientaciones epistemológicas de la criminología son muy distintas 
si se piensa que la clínica y la sociología criminal hacen parte de su cuerpo 
teórico y metodológico, pues ello significa pensar que los comportamientos 
de quienes son definidos como criminales obedecen a causas patológicas y 
que, además, existen unas determinadas realidades materiales que contienen 
unos ingredientes objetivos que las hacen criminales, es decir, existen eventos 
y personas que son, por su naturaleza, criminales. Si ello fuera así, este mismo 
autor pensaría que la criminología no es una ciencia, sino un discurso pletóri-
co de prejuicios y creencias usadas para legitimar unos dispositivos de control 
social. Ambos puntos son analizados y rechazados en este libro, como verá el 
lector más adelante, pero lo que importa ahora es subrayar que esos cuestio-
namientos, lo mismo que toda la discusión sobre los problemas de la teoría 
del conocimiento que pretende plantear Ceretti, están mediados de un modo 
bastante agudo por las perspectivas epistemológicas y las posturas teóricas 
que asume de partida. 

Así, para dar otro ejemplo, la criminología no será una ciencia del hom-
bre, pese a esa antiquísima división entre ciencias de la naturaleza y cien-
cias del hombre que usa, la cual no parece dejarle otra alternativa. Es una 
especialidad científica de una ciencia social, cual es la sociología. En tanto 
ciencia social no se ocupa del estudio del hombre, tampoco del estudio del 
comportamiento, como ocurre en cambio con la psicología, sino que trata 

17	 Danbury, Connecticut, 1911-Berkeley, California, 9 de julio de 1964, se doctoró en la Universi-
dad de Wisconsin. Profesor de sociología y derecho en el Departamento de Sociología y Antro-
pología de la Universidad de Nueva York, también fue profesor de la Universidad de Berkeley, 
consultor de Naciones Unidas, autor de Contemporary Correction; Delinquent Girls in Court: A 
Study of the Wayward Minor Sourt New York (1947); Juvenile Delinquency (1949); Comparative 
Survey of Juvenile Delinquency (1952); Crime, Justice and Correction (1960).
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acerca de las acciones sociales y sobre las estructuras sociales, aunque con 
el nivel de especialidad que le sería propio, es decir, aparece concentrada 
en el estudio de las acciones sociales divergentes de interés penal y de la 
estructura del control social penal. Porque una acción social y un comporta-
miento no son la misma cosa, como podrá verse al examinar su concepto al 
comienzo del capítulo tercero. La criminología desde luego está interesada 
por las personas, en tanto ellas son los actores de las acciones sociales y 
vienen a ser también quienes operan el control penal, pero lo hace desde la 
perspectiva que son seres sociales, esto es, como sujetos con un determina-
do status, a cargo del desempeño de unos ciertos roles, portadores de unos 
determinados capitales que les proveen distintos grados de poder, dueños 
de una ideología, que actúan en un contexto histórico y social, etc. En pocas 
palabras, tiene en cuenta a las personas en sus estudios, pero lo hace en los 
términos que quiso significar Ralf Gustav Dahrendorf18, valga decir, como 
Homo Sociologicus19.

En cuanto a las restantes impugnaciones, caben varias consideraciones. 
La epistemología demanda que una ciencia disponga de un objeto de estu-
dio y de un método de conocimiento para que pueda ser considerada como 
tal. Cualidades que se supondrían ausentes de la criminología, como quiera 
que no existe aquiescencia general en torno a un único objeto de estudio 
y un método de investigación. No obstante, los debates entablados sobre 
presupuestos teóricos fundamentales no niegan el carácter científico de la 
criminología, son consustanciales a todas las ciencias sociales. Es decir, el 
estado sobre el cual se arguye para descalificar la índole científica de la cri-
minología es propio y característico de toda ciencia social y, precisamente, 
sobre la base de los desacuerdos y de los debates es que ella progresa. La 
ciencia, a diferencia de la política, sobre todo de aquella reivindicada como 
democrática, no demanda un consenso de opiniones como imperativo20. 
Pensar lo contrario no sólo sería desconocer a la criminología como ciencia, 
sino también afirmar que no existe la ciencia social en ninguna de sus expre-
siones. En forma adicional, esas grandes diferencias sobre qué es la crimino-

18	 Hamburg, 1.º de mayo de 1929-Köln, 17 de junio de 2009, aunque desarrolló buena parte de 
su carrera en Inglaterra. Estudió sociología y filosofía en Hamburg, donde se doctoró, para 
luego proseguir su formación en la London School of Economics. Fue profesor de las univer-
sidades de Hamburg, Tübingen y Konstanz, fue director de la London School of Economics y 
decano del St. Anthony College de la Universidad de Oxford. Publicó Clases y conflictos de clase 
en la sociedad industrial (1973); Homo sociologicus (1985); Ley y orden (1994); El conflicto 
social moderno (1994); El recomienzo de la historia. De la caída del muro a la guerra de Irak 
(2007) y muchos otros libros.

19	 Ralf Dahrendorf. Homo sociologicus, Madrid, Akal, 1975, p. 25.
20	 Consensos relativos y provisionales, siempre parciales y fragmentados son, con todo, indicati-

vos de avances teóricos que se consolidan, puesto que denotan su refrendación por parte de la 
comunidad académica.
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logía y qué hace obedecen a que ella envuelve numerosos puntos de vista lo 
cual responde, en parte, como advierten Martin O’Brien y Majid Yar a que 
en diversas sociedades y en distintas épocas ha habido variados entendi-
mientos sobre lo que es el crimen21. Entonces, en modo alguno una ciencia, 
para ser tal, debe tener un objeto único y compartido de conocimiento, lo 
que debe poseer es un objeto. Tratándose de este o de otro componente 
esencial, habrá un área bastante general que convoca acuerdos, después de 
la cual caben los disensos, situación que corresponde al estado de la crimi-
nología. Si se sigue el enfoque acá sostenido, la criminología está provista de 
un objeto de estudio acotado y exclusivo, además cuenta con un conjunto de 
métodos seleccionados para abarcarlo y, ello, también es una nota común 
e inconfundible en las distintas vertientes teóricas existentes, aunque con 
distintos contenidos.

Los citados, Brown, Esbensen y Geis, al discutir el carácter científico de 
la criminología, como se dijo, fijaron la necesidad de contar como condición 
con dos brazos, uno teórico y el otro metodológico, para poder hablar de 
una ciencia criminológica, elementos que reconocieron como presentes en 
la criminología, mientras que en forma paralela no desconocieron en modo 
alguno la posesión de un objeto propio de estudio. Aunque advirtieron, he 
ahí la cuestión más importante, que hay muchas criminologías y criminólo-
gos, con diferentes tendencias teóricas y epistemológicas, ante lo cual es ne-
cesario aceptar la diversidad de la disciplina como condición para iniciar un 
diálogo que permita a los distintos criminólogos de variadas corrientes ha-
blar con seriedad entre sí22. Esa puede ser la nota característica, en especial 
a nivel teórico y metodológico, aunque también a nivel de los métodos utili-
zados: diversas criminologías y muy diferentes criminólogos. Así, también, 
Daniel J. Curran y Claire M. Renzetti encuentran que la criminología 
dispone tanto de un cuerpo teórico como de un método, donde la observa-
ción empírica ocupa un lugar central, aunque advierten sobre la existencia 
de malas, buenas y mejores teorías, lo que deberá ser juzgado con criterios 
como su alcance y precisión23.

La segunda cuestión en debate ofrece menos dudas, pues hay un con-
junto de métodos científicos, es decir, de formas de conocer o indagar, bá-
sicos y generales, cuyos pasos son susceptibles de aplicación en el campo 
criminológico. También hay una metodología científica, entendida como un 
procedimiento general de organización de la investigación24. De acuerdo 

21	 Martin O’Brien y Majid Yar. Criminology: The Key Concepts, New York, Routledge, 2008, p. x. 
22	 Brown, Esbensen y Geis. Criminology, cit., pp. 11 y 12.
23	 Daniel J. Curran y Claire M. Renzetti. Theories of Crimes, Needham MA, Allyn and Bacon, 

1994, pp. 1 a 5.
24	 La literatura de la ciencias sociales confunde los términos método y metodología, al usarlos in-
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con la división más tradicional, la ciencia recurre a los métodos inductivo y 
deductivo. Por el inductivo, del cual la criminología hace un uso preferente, 
se infieren proposiciones a partir de la observación directa de los hechos y 
del empleo de otras técnicas de investigación, cuantitativas y cualitativas, 
que persiguen recaudar información sobre los sucesos materiales. También 
puede hacerse uso del método deductivo, pues aun cuando la información 
empírica procesada de manera inductiva es la principal fuente de conoci-
miento, ello no impide obtener conceptos o enunciados a partir de otros 
preexistentes. Ya de modo más específico, la ciencia dispone de un plexo de 
métodos (histórico, dialéctico, funcional, analítico, comparativo, etc.), cuya 
aplicación paralela o alternativa es viable en todos los campos, incluido el 
criminológico. Por ejemplo, el método comparativo, esencial desde el punto 
de vista del enfoque de la sociología comprensiva que será explicado más 
adelante, común a todas las ciencias, ha tenido eficaces aplicaciones en el 
campo de la criminología25. Autores como John E. Conklin ahondan en la 
exposición de las distintas estrategias que pueden ser utilizadas para la in-
vestigación científica en el campo de la criminología (comparaciones histó-
ricas, estudios biográficos, entrevistas, observaciones, etc.)26.

El que no sean métodos privilegiados de la criminología, puesto que son 
usados por otras ciencias, no es óbice que signifique un desvalor. Por el con-
trario, los métodos científicos suelen ser comunes en esencia a todas las 
ciencias. Ellos, además, son usados de modo alternativo y discrecional, de 
acuerdo con las necesidades, pues los métodos constituyen herramientas 
que se emplean según el caso. Ahora, si al servicio de todas las ciencias hay 
una pluralidad de métodos, resulta evidente que no es imprescindible el 

distintamente para comprender lo que uno u otra tratan, pero usualmente se explica el alcance 
con el que son usados. De modo general, la metodología científica, que puede ser aplicada por 
la criminología o por cualquier otra ciencia o especialidad científica, comprende: “1. Detectar 
la existencia de un problema; 2. Separar luego y desechar los aspectos no esenciales; 3. Reunir 
todos los datos posibles que incidan sobre el problema, mediante la observación simple y 
experimental; 4. Elaborar una generalización provisional que los describa de la manera más 
simple posible: un enunciado breve o una formulación matemática. Esto es una hipótesis; 5. 
Con la hipótesis se pueden predecir los resultados de experimentos no realizados aún y ver 
con ellos si la hipótesis es válida; y 6. Si los experimentos funcionan, la hipótesis sale reforzada 
y puede convertirse en una teoría o una ley natural”, Restituto Sierra Bravo. Técnicas de 
investigación social, 8.ª ed., Madrid, Paraninfo, 1992, p. 20. Desde luego, aunque los experi-
mentos, en condiciones reales o artificiales (laboratorio), pueden ser usados en el campo de la 
sociología jurídica penal o criminología, no tienen la relevancia central como procedimiento 
de verificación de las hipótesis formuladas.

25	 El método comparativo permite probar con rigor proposiciones teóricas y empíricas que en 
últimas conducen a generalizaciones útiles, aunque dado que el crimen es un fenómeno vin-
culado a contextos muy específicos, ello demandará de mecanismos explicativos singulares 
en tanto que ningún delito se puede catalogar como un fenómeno universal, Alexander T. 
Vazsonyi. “Comparative Criminology: Content or Simply Methodology?”, en Chester L. Britt 
y Michael R. Gottfredson (eds.). Control Theories of Crime and Delinquency, New Brunswick, 
Transaction, 2003, p. 204.

26	 John E. Conklin. Criminology, 4.ª ed., New York, Macmillan Publishing, 1992, pp. 15 a 25.
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consenso sobre un método único en el campo de la criminología. Es más, 
los métodos son formas de conocer y, en la medida en que ello se alcance, 
todos serán válidos; representan apenas puertas de acceso al conocimien-
to. En realidad, en la actualidad, a diferencia de lo que ocurría en los años 
1930, se ha desarrollado de manera extensa una literatura informativa so-
bre aplicación de métodos y técnicas de investigación en las indagaciones 
criminológicas27.

Existe una teoría que es la base indispensable de cualquier pregunta de 
investigación, una metodología de indagación científica, un conjunto de mé-
todos comunes a todas las ciencias aplicados con las variaciones propias del 
carácter singular del objeto de conocimiento, junto a una batería de técnicas 
de investigación (observación, entrevistas, encuestas, experimentos, histo-
rias de vida, etc.), que son estrategias utilizadas según las posibilidades y 
necesidades de la investigación para recaudar información. Para Dean John 
Champion28 no hay duda sobre la posesión por parte de la criminología de 
métodos y técnicas de investigación, pertenecientes ellos y ellas en común a 
las ciencias sociales, pero que este autor amolda a los requerimientos de la 
criminología, dentro del entendido de que la investigación es una secuencia 
ordenada de eventos que se puede comparar a una cadena con varios esla-
bones; la teoría de que la calidad y la resistencia de la cadena no es mayor a 
la de cualquiera de sus partes o eslabones es usada aquí, lo que significa que 
la calidad de una investigación depende de todas y cada una de sus partes, 
dentro de un proceso en el cual se supone que existen patrones generales 
para comprender todos los comportamientos29. Por ende, teoría, metodolo-
gía, métodos y técnicas van de un modo estrecho enlazados.

27	 Por ejemplo, Bonnie S. Fisher, John J. Sloan, Francis T. Cullen y Chunmeng Lu. “Crime in the 
Ivory Tower: The Level and Sources of Student Victimization”, en Joseph G. Weis. The Sociol-
ogy of Deviance, 2.ª ed., Mason OH, Thomson, 2006, pp. 75 y ss.; Richard T. Wright y Scott H. 
Decker. “Doing Research on Burglars”, en Weis. The Sociology of Deviance, cit., pp. 31 y ss.

28	 California, 21 de enero de 1940-23 de febrero de 2009, egresado de la Universidad Brigham 
Young y PhD de la Universidad Pardue, profesor de justicia criminal en la Universidad de Texas 
hasta su muerte. Sus intereses incluyen justicia juvenil, administración de justicia criminal, 
correccionales y métodos y estadísticas. Escribió más de 40 libros de texto.

29	 Además, señala que 1. Existe un patrón entre ciertas variables de interés para los criminólo-
gos; 2. Los patrones de interrelación de variables se pueden describir y usar como base para 
probar hipótesis; 3. Existe una relación causal entre ciertas variables criminológicas; 4. Las 
variables relevantes son empíricas y susceptibles de medición; y 5. Existen inconsistencias 
en los estudios sobre los mismos fenómenos, pero ellas no son indicativas de la inexistencia 
de relaciones entre los distintos fenómenos, mientras que, a la par, son discutidas las diversas 
funciones que desempeñan los métodos de investigación (descriptivas, exploratorias, expe-
rimentales y de toma de decisiones). Con todo, puede discutirse el tercer patrón, en el que 
asume una visión positivista causal explicativa, que podría ser reemplazada por una compren-
siva, como la que se explica en un capítulo posterior. Dean J. Champion. Research Methods for 
Criminal Justice and Criminology, New Jersey, Prentice Hall, 1993, pp. 1, 11 a 16.
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Cosa distinta son los alcances que pueden darse a la noción de ciencia, 
en particular a la de índole social. Allí también residen diversas posturas 
epistemológicas. Según el planteamiento promovido, el concepto de ciencia 
no se identifica con el de verdad30. La ciencia social debe ser entendida como 
una determinada clase de conocimiento, que es socialmente construido y 
apenas tiene la dimensión de constituir una plataforma para avanzar en ti-
pos de interpretación, con fines comprensivos, sobre los fenómenos de la 
vida. En consecuencia, los discursos científicos no son equiparables a la ver-
dad, conforman saberes e interpretaciones provisionales sujetos a un cier-
to rigor metodológico de acuerdo con unos cánones, provistos de un valor 
relativo, que superando el conocimiento intuitivo y a falta de un mecanismo 
superior sirven para tomar decisiones y abstenerse o modificar la realidad 
social31. Al mismo tiempo, no cabe duda que el saber es un poderoso meca-
nismo de poder, más que de conocimiento.

Las objeciones que desconocen el carácter científico de la criminología, 
fundadas en las aseveraciones relativas a la ausencia de un objeto de cono-
cimiento único, un método homogéneo e, inclusive, un cuerpo teórico com-
partido al unísono y universal, como lo señala Antonio García-Pablos de 
Molina condensan un reparo que carece 

hoy de fundamento sólido porque responde a un determinado paradigma de “cien-
cia”, el “causal explicativo”, propio de las “ciencias de la naturaleza”, que se extrapola 
inflexiblemente a todos los ámbitos del saber en virtud de un superado prejuicio 
positivista32.

Ello, puesto que bajo la perspectiva positivista una ciencia debía ser “ver-
dad”, por ende, uniforme, exacta y objetiva, lo que por lo menos supone un 
bagaje teórico, un método y un objeto de conocimiento consonantes, aun-
que éstos son campos todos en los cuales acuden, como se ha señalado, múl-
tiples desemejanzas. 

30	 En todo caso, la ciencia no es una panacea extraordinaria, ni es necesariamente equivalente 
a certeza o a representación sublime del conocimiento. Es una de las formas de la ideología, 
junto a las creencias, los valores y las concepciones, que comprenderían los postulados cientí-
ficos. Las concepciones se distinguen de las restantes especies de ideología al disponer de un 
cuerpo de doctrinas (bastante inestable), junto a un método, además de lo cual sus tesis deben 
ser susceptibles de verificación.

31	 Sin negar la posibilidad del conocimiento, Foucault destaca su relatividad como saber, las 
limitaciones que contiene y su papel estratégico en conexión con el poder político: “El cono-
cimiento esquematiza, ignora las diferencias, asimila las cosas entre sí, y cumple un papel sin 
ningún fundamento en verdad. Por ello el conocimiento es siempre un desconocimiento [...] 
Sólo hay conocimiento en la medida en que se establece entre el hombre y aquello que conoce 
algo así como una lucha singular, un tête-a-tête, un duelo”, Michel Foucault. La verdad y las 
formas jurídicas, 4.ª ed., Barcelona, Gedisa, 1995, p. 31. 

32	 Antonio García-Pablos de Molina. Manual de criminología, Madrid, Espasa Universidad, 
1988, p. 47.
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La criminología reúne un conjunto de conocimientos, categorías y enfo-
ques, las más de las veces sistematizados, racionales y coherentes sobre su 
objeto de estudio, que contienen elementos adecuados para orientar des-
cripciones y análisis. Las teorías contienen proposiciones interrelacionadas, 
que son descritas como axiomas (afirmaciones ciertas) y teoremas (se de-
rivan por medio de razonamientos de los axiomas), pero también incluyen 
explicaciones para interpretar los fenómenos estudiados33. Existe, pues, una 
teoría, requisito imprescindible de toda ciencia. En tanto teoría comprende 
la concurrencia de conceptos y proposiciones que definen e interpretan la 
franja del mundo observable a su cargo, dentro de una perspectiva com-
prensiva. Hay teorías cuantitativas que se ajustan a los datos, pero las teo-
rías cualitativas, fundadas en criterios de ese orden, incluyen la robustez 
lógica de los conceptos y evidencias que les sirven de soporte, la habilidad 
para comprender varias posiciones conflictivas y el grado en que las teorías 
puedan ayudar a sensibilizar a la gente en temas que antes no eran consi-
derados, todo lo cual es muy importante para establecer la utilidad social y 
política de una teoría34. Los postulados y los planteamientos que integran la 
teoría son susceptibles de verificación, al menos en buena parte, por con-
ducto del método científico, esto es, en términos empíricos. 

La afirmación criticada en cuanto a que la criminología no es una ciencia, 
debe suponer que no sería equivalente a una sociología jurídica penal don-
de, a pesar de asistir condiciones análogas a las polemizadas, nadie cues-
tiona su carácter científico. Ahora, dado que la disciplina es una subespe-
cialidad de la sociología general, objetar su índole científica llevaría a negar 
que la sociología sea una ciencia. Si los consensos fueran tan importantes 
como lo señalan quienes argumentan en contra de la naturaleza científica 
de la criminología, debe advertirse que concurre un concierto más o menos 
general acerca de su carácter científico y su pertenencia, como especialidad, 
a la sociología. Lo anterior resulta significativo, pues las cosas suelen ser lo 
que los agentes sociales definen que son. Lo último, sobre todo, cuando las 
pautas establecidas para adquirir la categoría de ciencia están lejos de ser 
con rigurosidad exactas u objetivas, se trata de juicios subjetivos o impre-
siones sociales.

En cuanto a la naturaleza social de la disciplina, ella deriva de su empeño 
por examinar la divergencia y el control no en términos individuales, ni en-
focando los procesos de la psique de las personas, sino como fenómenos que 
operan en la interacción entre los actores sociales, a partir y con relación a 

33	 Donald J. Shoemaker. Theories of Delinquency, 3.ª ed., New York, Oxford University, 1996, p. 7.
34	 Frank P. Williams iii y Marilyn D. McShane. Criminological Theory, 2.ª ed., New Jersey, Pren-

tice Hall, 1994, p. 4.
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las estructuras y los contextos dados por la sociedad. Las acciones que de-
vienen en criminales o son rotuladas como tales, en tanto interacciones en 
las que otros han sido afectados, corresponden sin el menor asomo de duda 
a fenómenos sociales, lo que también ocurre con las operaciones desarro-
lladas por las agencias de control penal. Por todo ello, además, no es una 
ciencia del comportamiento.

Ahora, ¿de qué tipo de ciencia social se trata? A ese respecto, como lo 
exterioriza el concepto de criminología enunciado, habrá de decirse que la 
disciplina es equivalente a la sociología jurídica penal. Ella es una especiali-
dad de la sociología del derecho (otras serían la civil, la constitucional, etc.) 
y, a su vez, una subespecialidad de la sociología general, lo cual rubrica que 
no se trata de una ciencia autónoma. Para constituir una ciencia indepen-
diente tendría que diferenciarse de la sociología, sobre todo en cuanto a su 
objeto de estudio, pero también en lo que atañe a su perspectiva teórica, lo 
que no sucede. La sociología se ha ocupado del estudio de la estructura y 
de la interacción social, bajo las más variadas posturas teóricas. Dentro de 
ese objeto global, la sociología estudia las acciones sociales que derivan en 
conflictos, aquí denominadas divergentes y por otros desviadas, y también 
el control social, del cual el penal es una especie, dos temas clásicos de la 
disciplina. Es más, los términos y las nociones de desviación social y de con-
trol social nacieron en la sociología. Pero como quiera que son numerosas 
las expresiones que pueden asumir la acción y el control, sus estudios han 
correspondido a especialidades distintas de la sociología. Sin que lo ante-
rior signifique una separación estricta e inviolable de los campos de traba-
jo, puesto que todas las especialidades pertenecen al dominio de la misma 
ciencia: la sociología general. Entonces, la criminología es una de las subes-
pecialidades de la sociología. 

Su ubicación como parte de la sociología, a manera de una subespecia-
lidad, que no necesariamente es la sociología jurídica, ha dominado el pen-
samiento criminológico en Estados Unidos35. En este plano, Frank Schma-
lleger, John A. Winterdyk y Larry J. Siegel, también el citado Ronald 
L. Akers, por ejemplo, aun cuando reconocen las contribuciones de otras 
disciplinas, consideran que en la criminología prima la perspectiva teórica 
de la sociología36. En Europa fue bien conocida y se hizo evidente la posición 

35	 Harry E. Allen, Paul C. Friday, Julian B. Roebuck y Edward Sagarin. Crime and Punishment, 
New York, Free Press, 1981, p. 22.

36	 Schmalleger. Criminology Today, cit., pp. 38 y 39. En el mismo sentido, referido a Norteaméri-
ca, Winterdyk. Canadian Criminology, cit., p. 22; Larry J. Siegel. Criminology, 7.ª ed., Belmont 
CA, Wadsworth, 1999, p. 4, considera a la criminología una ciencia, aunque una ciencia inter-
disciplinaria, pues si bien la sociología constituye su orientación primaria, ella es combinada 
con otros muchos campos.
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de muchos criminólogos como Alessandro Baratta37, Roberto Bergalli 
y Colin Sumner que la identificaban como una sociología jurídica penal. 
Entre los grandes teóricos de la sociología del derecho, como en el caso de 
Vincenzo Ferrari, esa era la conclusión a la que se arribaba después de 
considerar sus fuentes teóricas y su objeto, puesto que no es adoptado un 
enfoque clínico que llevaría a la criminología en una dirección muy distin-
ta38. El propio Edwin Sutherland identificaba en forma decidida a la cri-
minología con la sociología, al visualizar la disciplina como resultado de la 
convergencia de tres ramas distintas: la sociología del derecho penal, que 
analiza con un alcance sistemático la creación y el desarrollo de las normas 
penales; la sociología del crimen y la psicología social del comportamiento 
criminal, las cuales están empeñadas en el estudio metódico de las condicio-
nes económicas, sociales y políticas en las que es generada la criminalidad; 
la sociología del castigo y la corrección, que se dedica al análisis sistemáti-
co de las políticas y los procedimientos para controlar la incidencia del cri-
men39. Razones de más que no sólo pusieron de presente que Sutherland 
no desconocía el carácter científico de la criminología, sino que la ubicaba 
en el ámbito de la sociología.

No obstante, aquí también concurren opiniones contrarias. En ese senti-
do Harry E. Allen, Paul C. Friday, Julian B. Roebuck y Edward Sagarin40, 
para citar un grupo de autores estadounidenses, no la consideran una sub-
disciplina de la sociología sino un campo de estudios interdisciplinarios, al 
que concurren varias ciencias41. En la misma dirección, Gregg Barak, uno 

37	 Roma, 6 de octubre de 1933-Saarbrücken, Alemania, 25 de mayo de 2002, sociólogo y filósofo 
del derecho penal italiano, nacido en Roma, en el seno de una familia de músicos, graduado en 
derecho y filosofía en la Universidad de esa ciudad, se doctoró en derecho en la Universidad de 
Roma La Sapienza, muerto en Homburg (Alemania), fue profesor de filosofía del derecho en 
las universidades de Freiburg, Roma La Sapienza, Camerino, Göttingen y Lecce, de sociología 
del derecho y filosofía social de la Universidad del Sarre. Desde 1971 fue director del Instituto 
de Investigaciones de la Universidad de Saarland en Saarbrücken, hizo parte del llamado Gru-
po de Bolonia al lado de Massimo Pavarini, Dario Melossi y Tamar Pitch, cofundador de las 
revistas La Questione Criminale y Dei Delitti e delle Pene, profesor del Instituto Internacional 
de Sociología Jurídica de Oñati. Publicó: Antinomie giuridiche e conflitti di coscienza (1963); 
Positivismo giuridico del diritto penale (1966); Natura del fatto e giustizia materiale (1968); 
Ricerche su essere e dover essere nell’esperienza normativa e nella scienza del diritto (1968); 
Criminologia critica e critica del diritto penale (1982); Philosophie und strafrecht. Ausgewählte 
aufsätze 1959-1974 (1985).

38	 Vincenzo Ferrari. Lineamenti di sociologia del diritto, Bari, Laterza, 1997, p. 85, para quien no 
cabe duda que la criminología es una sociología jurídica penal.

39	 Sutherland y Cressey. Principles of Criminology, cit., p. 3.
40	 Schenectady, Nueva York, 18 de septiembre de 1913-10 de junio de 1986, también conocido 

por su seudónimo Donald Webster Cory, fue profesor de sociología y criminología en la Uni-
versidad de Nueva York. Su libro Homosexual in America: A Subjective Approach (1951) fue 
considerado uno de los trabajos más influyentes en la historia del movimiento de derechos 
homosexuales e inspiró la compasión al destacar las dificultades enfrentadas por esa 
comunidad.

41	 Allen, Friday, Roebuck y Sagarin. Crime and Punishment, cit., pp. 22 y 23.
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de los criminólogos contemporáneos de tendencia crítica más reconocidos 
en Estados Unidos, define a la criminología como varios cuerpos de saberes 
aplicados al estudio de su objeto de conocimiento42. En forma análoga, John 
A. Winterdyk contempla a la criminología como un ámbito interdisciplina-
rio de estudios, lo que resulta muy coherente en su caso, pues incorpora en 
su visión sobre la problemática que conoce la disciplina a la psicología y a 
la biología, junto a la sociología43. Discrepan también, por ejemplo, Carlos 
Elbert y Miguel Herrera Figueroa44-45. También para Freda Adler, Ger-
hard O. W. Mueller46 y William S. Laufer la criminología corresponde a 
un campo que acumula los saberes de muchas disciplinas y, por ende, se 
trata de una ciencia autónoma o “separada”47. 

Autores como los citados entienden que diferentes disciplinas incursio-
nan en los campos de las acciones sociales definidas como delictivas y en la 
ejecución del control penal. La concurrencia en cuestiones puntuales de la 
economía, la arquitectura, la antropología, la biología, la geografía, la psico-
logía, etc., es más que evidente. Esto, desde luego, implica que pertenece a 
una especialidad de un modo notablemente interdisciplinaria. Pero una cosa 
es que su objeto de conocimiento, las acciones divergentes de relevancia pe-
nal y el control social penal, por su importancia social y política, atraigan el 
interés de múltiples disciplinas, y otra muy distinta es que por ello quede 
convertida en una ciencia autónoma. Las normas jurídicas, por ejemplo, las 

42	 Gregg Barak. Integrating Criminologies, Boston, Allyn and Bacon, 1998, p. 303.
43	 Winterdyk. Canadian Criminology, cit., pp. 25 a 27.
44	 Salta, Argentina, 17 de junio de 1913-Buenos Aires, 1.º de enero de 1999, abogado y doctor 

en jurisprudencia. Se desempeñó como juez federal en Tucumán y como juez de la Cámara 
de Apelaciones en lo Comercial de la Capital Federal. Desde 1965 hasta su muerte, fue rector 
de la Universidad Kennedy y profesor en la Escuela de Graduados de esa casa de estudios en 
la cátedra de Psicología Social y Política. Presidió distintas asociaciones científicas, como la 
Sociedad Argentina de Psicología Social y Política, la Sociedad Panamericana de Criminolo-
gía, la Sociedad Argentina de Psicología y el Centro de Estudios Sociológicos de Buenos Aires. 
Fue autor de numerosos ensayos sobre diferentes temas relacionados con la psicosociología. 
Estos estudios reflejan su permanente dedicación a la investigación y abrieron paso a una 
nueva línea de pensamiento. Entre sus obras se destacan “Sociología del derecho”, “Justicia 
y sentido”, “Filosofía de los valores”, “Psicología y criminología”, “Sociología del espectáculo”, 
“Universidad y educación triversitaria”, “Desde la ciencia del derecho y del Estado”, “Vocablos 
intrivitriales”, “Enfoques triversitarios”, “Principios de política” y “Estimativa luspolítica”.

45	 Elbert. Criminología Latinoamericana. Parte primera, cit., pp. 96, 97 y 98 y Miguel Herrera 
Figueroa. Psicología y criminología, Buenos Aires, Omeba, 1966, p. 106.

46	 Alemania, 15 de marzo de 1926-New Jersey, 21 de abril de 2006, nacido en una familia pro-
minente –su tío abuelo fue presidente de la República de Weimar–, obtuvo su título en dere-
cho en la Universidad de Kiel (1949). Migró a Estados Unidos, donde estudió derecho en la 
Universidad de Chicago. Sirvió como jefe de la rama de prevención criminal y justicia criminal 
de las Naciones Unidas. Es considerado por muchos como el padre de la justicia criminal inter-
nacional/comparativa. Profesor de derecho y criminología en múltiples universidades y autor 
de numerosos libros en la materia.

47	 Adler, Mueller y Laufer. Criminology, cit., pp. 6 y 7. Afirman: “Los criminólogos reconocen 
su deuda con todas las disciplinas que contribuyen, pero consideran que la suya es una ciencia 
separada”.
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cuales integran el núcleo del objeto de conocimiento del derecho, convocan 
un interés elevado de la filosofía, la historia, la antropología, la psicología, la 
sociología, la economía, la administración, etc., que de manera permanente 
hacen contribuciones a su estudio e incluso han creado especialidades cien-
tíficas en su seno para examinarlas, pero eso no hace del estudio de las nor-
mas jurídicas una ciencia separada e independiente del derecho. Un mismo 
objeto de conocimiento puede ser abordado por distintas ciencias, pero eso 
ocurre con propósitos distintos y, sobre todo, suele haber una ciencia para 
la cual ese objeto representa su especificidad central. 

La criminología no tiene un objeto de estudio distinto al de la sociología, 
tal como ha sido explicado48. En algunas épocas de su devenir histórico, y 
aún en la actualidad, ciertas corrientes de pensamiento la conectaban a la 
antropología física, a la medicina, a la psicología clínica o a la biología, pero 
la criminología aparece centrada en la sociología, lo que se traduce en que 
el grueso de los planteamientos teóricos de la criminología moderna se ori-
ginan en ella. Desde luego, no hay separaciones absolutas en los objetos de 
estudio de las diversas ciencias sociales, tampoco comparece ningún obstá-
culo para que el conocimiento criminológico se nutra de otras fuentes, acla-
raciones que no desdibujan su naturaleza, pues el núcleo de su saber sigue 
siendo en esencia sociológico. 

A la vez, en dirección opuesta a la sostenida, Vicente Garrido Genovés, 
Per Stangeland y Santiago Redondo Illescas reconocen que correspon-
de a una ciencia, aun cuando autónoma respecto de la sociología, pues argu-
mentan que la criminología trata acerca del comportamiento delictivo y la 
reacción social, mientras que la sociología se ocupa de los hechos sociales, 
como si los comportamientos y las reacciones sociales no fueran, a pesar 
de lo evidente, hechos sociales49. Después agregan con una enorme inocen-
cia teórica que ninguna “otra ciencia social o jurídica tiene en su punto de 
mira científico la intersección entre conductas delictivas y valoraciones y 
reacciones sociales frente a tales conductas”, cuando esa es la tarea por an-
tonomasia de la sociología jurídica cuando estudia, conforme a la definición 
clásica, la interrelación entre derecho y sociedad50. También Jorge Restre-
po Fontalvo sostiene que aun cuando la sociología aborda la desviación so-

48	 El control social jurídico es un tema de la sociología, asumido por la subespecialidad, Elías 
Díaz García. Sociología y filosofía del derecho, 2.ª ed., Madrid, Taurus, 1980, p. 174. La acción, 
por su carácter de social, incluidas aquel tipo de acciones sociales que son definidas como 
delitos, es el objeto de estudio esencial de la sociología, para lo que puede verse el concepto de 
sociología de Max Weber, entre muchos.

49	 De manera moderna, si se dice que la sociología estudia los hechos sociales, debe pensarse que 
estudia las acciones sociales.

50	 Vicente Garrido Genovés, Per Stangeland y Santiago Redondo Illescas. Principios de cri-
minología, 2.ª ed., Valencia, Tirant lo Blanch, 2001, p. 49.
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cial, puede diferenciarse de la criminología por un criterio de especialidad: 
la criminología trata ese tema como su objeto central, lo que se supondría 
no hace la sociología, además en forma más extensa y con el agregado de 
introducir cuestionamientos que abarcan aspectos no comprendidos por la 
sociología, con lo que concluye que equivalen a ciencias distintas51. No obs-
tante, el razonamiento ha sido poco macerado, la especialización no tiene la 
virtud de convertir un campo del saber en una ciencia autónoma, del mis-
mo modo que la pediatría no se separa de la medicina hasta constituirse en 
ciencia independiente, porque se ocupa de las enfermedades de los niños y 
del estudio del crecimiento de los infantes como su objeto central, lo que no 
hace la medicina en general, o en razón de que los trata con niveles de pro-
fundidad, extensión o críticos no contemplados por la medicina, pues todas 
las anteriores son las razones obvias que distinguen a una especialidad de la 
ciencia matriz de la que proviene. Por otra parte, la sociología jurídica tiene 
a cargo también el examen del control social, incluso como tarea prepon-
derante, no apenas de la desviación (concepto que, además, es criticado y 
sustituido en este libro).

Otra opinión contraria pertenece a Alfonso Serrano Maíllo, quien sos-
tiene que la criminología: 1. Tiene un objeto de estudio exclusivo, aun cuan-
do al sostener este punto de vista ignora que la problemática del comporta-
miento transgresor y el problema del orden acompañaron y motivaron a la 
sociología desde su nacimiento y, así mismo, siempre han estado presentes 
en sus progresos; 2. La criminología ha desarrollado teorías originales, lo 
cual es cierto, pero al menos en lo que atañe a las de mayor valor y reconoci-
miento, ello ocurrió en virtud al trabajo de sociólogos y, sobre todo, esto no 
independiza una especialidad de su matriz; 3. La criminología tiene especi-
ficidades metodológicas, pero que Serrano Maíllo no menciona ni explica; 
y 4. Tiene “un alto nivel de rigor teórico y metodológico”, lo que pareciera 
significar, si se trata de una diferencia, que la sociología no posee ese alto 
nivel de seriedad teórica y metodológica, lo cual no tiene el más mínimo 
fundamento52. En conclusión, las anteriores razones alegadas no convierten 
a ninguna subespecialidad en ciencia autónoma.

De acuerdo con el concepto tradicional, la sociología jurídica estudia las 
relaciones entre el derecho y la sociedad53. Tal noción es válida, pero dema-

51	 Jorge Restrepo Fontalvo. Criminología. Un enfoque humanístico, 3.ª ed., Bogotá, Temis, 2002, 
p. 19.

52	 Alfonso Serrano Maíllo. Introducción a la criminología, 5.ª ed., Dykinson, 2008, pp. 52 y 53.
53	 “Sociología del derecho, en cambio, es el análisis en cierto modo exterior a la norma, el análisis 

entre derecho y sociedad, entre el fenómeno jurídico y los demás factores sociales”, Díaz Gar-
cía. Sociología y filosofía del derecho, cit., pp. 176 y 177. En sentido análogo, Renato Treves. 
Introducción a la sociología del derecho, Madrid, Taurus, 1985, p. 21; Theodor Geiger. Estudios 
de sociología del derecho, México D. F., Fondo de Cultura Económica, 1983, p. 11; Roger Cotte-
rrell. Introducción a la sociología del derecho, Barcelona, Ariel, 1991, p. 23.
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siado general y poco precisa. Fue criticada con razón por Vincenzo Ferrari, 
ya que en estricto sentido no se trata del estudio de una conexión entre lo 
social y el derecho, pues este último también es un producto social. Sin em-
bargo, realizada esa aclaración, podría ser admitida la definición comenta-
da como una idea o una visión panorámica sobre la disciplina, que debería 
desarrollarse con conceptos que gocen de mayor profundidad y exactitud.

En la dirección anterior, Ferrari propone considerarla como la “especia-
lidad de la sociología que estudia el derecho como modalidad de la acción 
social”54. Pero, en contra, debe decirse que la cualidad de jurídica de la ac-
ción es una atribución, un acto prescriptivo, no un elemento propio de ella. 
En otras palabras, las acciones sociales llamadas jurídicas no constituyen 
un fenómeno objetivo, pues sólo a raíz de un juicio de valor son percibidas 
como jurídicas. Si se piensa en la acción jurídica como derivada de una per-
cepción, tampoco es del todo preciso hablar de la jurídica como una clase 
de acción social, puesto que si bien es claro que acciones reguladas por el 
derecho o donde lo jurídico aparece incorporado en sus contenidos signifi-
cativos estarían incluidas, verbigracia, proferir una sentencia, no ocurriría 
lo mismo, por ejemplo, con el matrimonio, pues en éste los contrayentes es-
tán lejos de percibir que celebran un contrato, es decir, que están poniendo 
en acción el derecho, del mismo modo que algunas veces los actores sociales 
no perciben que una determinada actuación que despliegan sea delictiva, 
por tanto de incumbencia del derecho. La definición comentada también es 
menos satisfactoria, por cuanto sólo alude en forma explícita al derecho, lo 
cual deja por fuera a las diferentes estructuras vinculadas al control jurídico 
(la policía, la profesión jurídica, la cárcel, etc.). Al final ese concepto, que 
en realidad corresponde a una versión extendida o más especializada de la 
definición de sociología de Max Weber, sólo hace alusión a la dimensión de 
la acción social, esto es, la microsocial, mientras que la dimensión de la es-
tructura social, valga decir la macrosocial, se encuentra del todo ausente o, 
al menos, no es explícita en la noción criticada. En modo análogo, la crimino-
logía o sociología jurídica penal no sólo estudia el derecho como modalidad 
de la acción social, también examina la acción social como tipología de ac-
tuación, es decir, en tanto divergencia social, que es objeto de intervención 
por parte del derecho y del control penal en un sentido más amplio55. 

54	 Vincenzo Ferrari. “Lo status quaestionis della sociologia del diritto”, en Memorias congreso 
internacional. Derecho público, filosofía y sociología jurídicas: perspectivas para el próximo mi-
lenio, Bogotá, Externado y Consejo Superior de la Judicatura, 1996, p. 152. En iguales términos 
Ferrari. Lineamenti di sociologia del diritto, cit., p. 56.

55	 Una revisión crítica del concepto de Ferrari, también, en Germán Silva García. “Sobre el 
objeto, las fuentes y el oficio de la sociología jurídica desde una perspectiva interdisciplinaria”, 
en Diálogos de Saberes, n.º 17, Bogotá, Universidad Libre, 2002, pp. 119 a 121.
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Por todo lo anterior se disiente de la acepción de Ferrari. De tal manera, 
en otras palabras juzgadas más precisas y comprensivas, la sociología jurí-
dica 

es la especialidad de la sociología que conoce acerca de las instituciones (estructu-
ras) relativas al control social jurídico en su relación con las prácticas sociales (inte-
racciones) que acaecen en la sociedad56. 

La sociología jurídica penal realizaría el papel anterior, aunque referida al 
campo que la apellida, lo que se satisface en la necesidad de examinar las 
estructuras vinculadas al control social penal y, por otra parte, las prácticas 
relativas al ejercicio del control penal y, a la par, las acciones divergentes, 
libres de valoraciones o calificaciones jurídicas, aunque susceptibles de ser 
aprehendidas, interpretadas y definidas por el control penal57. El propósito 
práctico de todo ello será fijar las políticas jurídicas e ilustrar reformas so-
ciales.

En el ámbito que compete a las instituciones relacionadas con el control 
penal son de su interés, por ejemplo, el Estado, el derecho (en especial el 
penal y el constitucional), la organización policial, la profesión jurídica, la 
administración de justicia, las características socioculturales de los opera-
dores jurídicos, el sistema penitenciario, etc.; en el terreno que equivale a 
las prácticas del control penal, por ejemplo, las redadas policiales, los mode-
los para la interpretación y aplicación del derecho en las decisiones judicia-
les, los roles sociales de los operadores jurídicos, etc.; mientras en la orilla 
que corresponde a las prácticas de la divergencia social, por ejemplo, las 
posiciones de status, los intereses y los valores en juego, el proceso de la in-
teracción, las características de los sujetos divergentes, las expresiones del 
conflicto social, etc. Además, la intención no es considerar los ingredientes 

56	 Germán Silva García. “El proceso de la investigación socio-jurídica en Colombia”, en Diálogo 
de Saberes, n.º 15, Bogotá, Universidad Libre, 2002, p. 11. Se prefiere la última definición dada 
su mayor amplitud, puesto que además de constituir un concepto abierto, en forma clara no 
sólo abarca instituciones como el derecho, sino otras que también están vinculadas en forma 
íntima al control social jurídico, como la organización de las profesiones relacionadas con el 
control o la estructura prevista para arreglar la administración de justicia. Aunque el grueso 
de teóricos de la sociología del derecho comparten la idea de que el estudio de la profesión 
jurídica es parte integrante de su objeto de conocimiento (una excepción sería Niklas Luh-
mann. A Sociological Theory of Law, London, Routledge & Kegan Paul, 1985, pp. 2 y 3), las de-
finiciones tradicionales tienden a circunscribirse al derecho, con lo que no la comprenden en 
forma directa e inequívoca. Así mismo, la noción expuesta incorpora tanto la dimensión macro 
como la microsociológica de la vida social. Es más exacto un concepto que en forma explícita 
se refiere a las acciones y a las estructuras sociales.

57	 De modo complementario sostiene Díaz García. Sociología y filosofía del derecho, cit., p. 188: 
“la sociología jurídica se refiere a esos sectores de la actividad humana desde el momento en 
que una norma jurídica se encarga de su regulación o, como mínimo, desde el momento en que 
interfieren, de una u otra forma, con una normatividad jurídica”.
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citados por separado, es observar los múltiples intercambios que se verifi-
can entre el control penal, que opera por medio de las reacciones sociales, 
y la divergencia.

La posición anterior exige una distinción entre sociología jurídica y “so-
ciología del derecho”, conforme a un viejo debate teórico sobre la materia, 
aun cuando en este texto, salvo la presente excepción, ambas expresiones 
serán utilizadas como sinónimas. La “sociología del derecho”, opina Jean 
Carbonnier58, trataría acerca del derecho considerado en sí mismo, por 
ende, en ella se comprenden teorías, métodos y enfoques sociológicos que 
son objeto de apropiación por parte de la teoría jurídica, pero que siguen 
perteneciendo al derecho59. La sociología jurídica, en cambio, como especia-
lidad de la sociología general, se ocupa de los fenómenos institucionales de 
índole o con implicaciones jurídicas, junto al estudio de diversos problemas 
sociales, no jurídicos en estricto sentido, pero que repercuten sobre el de-
recho. Dos posturas ante las cuales debe señalarse, que si bien el empleo de 
elementos sociológicos en las teorías o perspectivas jurídicas puede ser de 
recibo, una reducción tal que limite a la tarea anterior la intervención de la 
sociología, conllevaría una renuncia a explorar las múltiples conexiones re-
cíprocas que se establecen entre el derecho y los restantes aspectos sociales 
de la vida. La disciplina tratada es, pues, sociología jurídica y no “sociología 
del derecho”60. 

Ahora, se añade al debate mencionado una circunstancia adicional: a 
partir de sus posturas, un sector de la criminología, con probabilidad sin 
tener plena conciencia de ello, abraza el punto de vista criticado de la “so-
ciología del derecho”, al plantearse como única materia de conocimiento la 
forma como se entrecruzan las normas jurídicas y la realidad social, esto 
es, el modo como el derecho ha sido aplicado en la vida social o la manera 
como lo social incide sobre las normas jurídicas, por ende, el derecho debe 

58	 Libourne, Francia, 20 de abril de 1908-París, 28 de octubre de 2003, jurista y sociólogo del de-
recho. Hombre religioso, fue una figura relevante del protestantismo francés, el cual influyó en 
su obra. Jugó un papel protagónico para introducir la disciplina de la sociología jurídica en el 
ambiente universitario. Fue fundador del Laboratorio de Sociología Jurídica de la Universidad 
de Paris ii, dirigió la revista Année Sociologique, fue uno de los creadores del Comité de Investi-
gaciones de Sociología del Derecho de la International of Sociology Association –isa– (1961) y 
del Instituto Internacional de Sociología Jurídica de Oñati (1989), también fue autor de varias 
leyes civiles. Profesor y decano de derecho en la Universidad de Poitiers (1937-1955) y de la 
Universidad de Paris (1955-1976). Publicó Sociologie juridique (1972), Droit flexible. Per une 
sociologie du droit sans rigueur (1969); Essais sur les lois (1979); Droit et passion du droit sous 
la v République (1996).

59	 Jean Carbonnier. Sociología jurídica, Madrid, Tecnos, 1977, p. 17.
60	 Hoy, se encuentra un consenso notorio acerca de su caracterización como sociología jurídica: 

Geiger. Estudios de sociología del derecho, cit., p. 11; Díaz García. Sociología y filosofía del 
derecho, cit., p. 172; Ferrari. Lineamenti di sociologia del diritto, cit., pp. 52 y 53; Carbonnier. 
Sociología jurídica, cit., p. 15; Silva García. “El proceso de la investigación socio-jurídica en 
Colombia”, cit., p. 11.
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estar siempre presente de modo directo. La sociología jurídica aquí presen-
tada considera la misma relación, pero también los fenómenos sociales que 
pueden llegar a ser de interés para la práctica del derecho, entre ellos los 
conflictos sociales o la divergencia social, aunque la referencia a las normas 
jurídicas sea más remota. 

En concordancia con lo anterior, también con la definición sostenida 
sobre la sociología del derecho, no podría hablarse, por ejemplo, de una 
sociología de la divergencia social y otra del control jurídico como concu-
rrentes en el escenario de la criminología, tal como lo planteaban Alessan-
dro Baratta o Roberto Bergalli, puesto que la sociología jurídica penal 
comprendería ambos aspectos: divergencia y control social de interés penal. 
En efecto, autores, como Baratta, al contrario, sostienen la diferencia de 
disciplinas, lo que a la postre significa que siguen el concepto de sociología 
del derecho recién cuestionado: 

La sociología criminal estudia el comportamiento desviado con significación penal, 
su génesis y su función dentro de la estructura social dada. La sociología jurídica-
penal, en cambio, estudia propiamente los comportamientos que representan una 
reacción ante el comportamiento desviado, los factores condicionantes y los efectos 
de esta reacción, así como las implicaciones funcionales de la misma respecto de la 
estructura social global61. 

Sin embargo, por las razones expuestas y otras consignadas en el siguiente 
acápite, no puede escindirse el estudio de las acciones sociales de interés 
penal del que comprende el examen de las intervenciones del control social 
penal; tampoco, como será analizado más adelante, existe algo que pueda 
llamarse con fundamento sociología criminal. De modo análogo Bergalli 
identifica la sociología jurídica penal como una sociología del control penal, 
lo que tiene el mismo efecto mencionado, pues las actuaciones sociales de-
finidas como criminales no pueden ser estudiadas, sólo deberían serlo los 
asuntos relativos al control62. El control social es uno de los dos aspectos 
esenciales del objeto de conocimiento de la sociología jurídica, no el úni-
co, como ya fue explicado. No sobra, con todo, aclarar que el examen de las 
acciones sociales, por ejemplo de aquellas que vienen a ser definidas como 
delictivas, no de modo necesario se hace en términos etiológicos, con un 
modelo causal explicativo.

61	 Alessandro Baratta. Criminología crítica y crítica del derecho penal, México D. F., Siglo xxi, 
1986, p. 15.

62	 Roberto Bergalli. “El control penal en el marco de la sociología jurídica”, en Doctrina Penal, 
Buenos Aires, Depalma, 1988, pp. 595 y 596.
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A partir de teatros distintos al expuesto y tal como comenzó a relatarse, 
las acciones de interés penal han sido materia de análisis por “ramas” de la 
sociología, reivindicadas como especialidades de ella. Por el tipo de deno-
minaciones adoptadas equivalen a enfoques peculiares de su objeto de co-
nocimiento, que no a especialidades. Dichos enfoques son conocidos como 
la sociología criminal y la sociología de la desviación. La sociología criminal 
es descartada, pues el término es arcaico e inapropiado, pero sobre todo 
porque tal expresión pertenece al ambiente de la escuela positivista del de-
recho penal y la criminología, sin que se compartan sus principios63. De con-
formidad con ellos se supone que es legítimo identificar ese apelativo para 
dicha sociología, dado que lo criminal constituiría una entidad empírica en 
cuyo análisis estaría empeñada la especialidad, cosa del todo falsa, ya que 
no hay una realidad social con atributos objetivos dotados de una naturale-
za criminal64. En términos históricos puede apreciarse que la criminología 
evolucionó de una antropología física, la cual involucraba muchos elemen-
tos médicos y biológicos que al lado de otros propios de la psicología clínica 
mantuvieron una larga vigencia, a una especie de sociología mal llamada cri-
minal, para luego dar un salto definitivo a la sociología jurídica penal. Tam-
poco hay identificación con el concepto de sociología de la desviación, pues 
la expresión desviación es normativa, por ello incompetente para describir 
los hechos que se pretenden analizar y, además, como será visto algo más 
adelante, fue construida la categoría teórica de la divergencia en oposición 
y abierta contradicción con la noción de desviación. 

De paso, vale la pena aclarar que en el curso de la evolución criminoló-
gica brotaron otras seudo-disciplinas, en primer lugar la llamada “victimo-
logía”, dedicada al estudio de los perjudicados con los delitos, la cual carece 
de un objeto de saber autónomo y que ni siquiera puede ser considerada 
un capítulo de la criminología, ya que el estudio de los individuos definidos 
como víctimas no puede ser escindido de los etiquetados como criminales, 
entre otras razones, porque son las dos partes involucradas de modo in-
separable en las mismas situaciones de interacción65. En segundo lugar la 
“penología”, destinada al examen de las sanciones penales, la cual también 
carece de un objeto de estudio independiente, dada su pertenencia a una 

63	 La sociología criminal “estudia al delito como fenómeno social y la pena como reacción social 
en sus orígenes, evolución y significación y en sus relaciones con otros fenómenos sociales”, 
Eugenio Florian. Parte general del derecho penal, t. 1, La Habana, La Propagandista, 1929, p. 
101. Para otros la sociología criminal sólo aparece referida al primer aspecto mencionado.

64	 La categoría de criminal no existe como una unidad empírica de análisis, es prescriptiva (pro-
ducto de una decisión o de un juicio de valor) y, sólo en esos términos, puede ser materia de 
indagación sociológica.

65	 El tema divide a los criminólogos según Luis Rodríguez Manzanera. Victimología, 2.ª ed., 
México D. F., Porrúa, 1989, pp. 14 a 21, que la considera una ciencia autónoma. Otro partidario 
Rodrigo Ramírez González. Victimología, Bogotá, Temis, 1983, pp. 6 y 7.
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sección de la criminología, aquella vinculada al componente del control so-
cial penal, como uno de sus aspectos. La seguridad y la policía, lo mismo que 
la administración de justicia son otros aspectos del objeto de estudio en el 
escenario del control penal, pero no por ello se incurre en el exabrupto de 
fundar ciencias dedicadas a ellas. Como es obvio, las penas son un instru-
mento del control. Tercero, la “justicia criminal”, considerada por algunos en 
Estados Unidos como una ciencia, representada además en carreras univer-
sitarias y una asociación académica66. Pero que no es una ciencia, es parte de 
un objeto de estudio, del mismo modo que la “criminalidad” no constituye 
una ciencia, por lo que en realidad equivale a la parte de la criminología que 
trata del control penal.

La sociología del derecho es por antonomasia una especialidad cientí-
fica interdisciplinaria que, además de las dos ciencias que aparecen con-
densadas en su nombre, aprovecha los aportes originados en la historia, la 
economía, la ciencia política, la filosofía, la psicología social y la antropo-
logía, entre las fuentes principales que versan sobre las mismas materias 
que constituyen el campo de estudio criminológico. La interdisciplinariedad 
riñe con la concepción rígida de la ciencia positivista que la imagina como 
compartimientos estanco, donde el conocimiento se simplifica, divide y aís-
la, aun cuando la realidad social es producida como una unidad compleja, 
lo que demanda la concurrencia de distintas disciplinas para enriquecer los 
procesos que llevan a aplicar los verbos conocer, analizar y comprender, que 
están en la base del trabajo científico. Empero, a la vez, la interdisciplina-
riedad supone la existencia de una especificidad integrada por el saber que 
define a la ciencia en cuestión, esto es, un núcleo disciplinario propio. Para 
el caso de la criminología, ese núcleo ha sido construido en comunión con su 
objeto de estudio, es decir, en torno al delito en sentido amplio, como eje que 
determina qué estructuras de la sociedad y cuáles acciones sociales resulta 
pertinentes conocer. Entonces la criminología parte de su saber disciplinar: 
sociológico y jurídico, como cuerpo teórico principal para acometer sus pes-
quisas y recurre, de modo simultáneo, a herramientas teóricas originadas 
en distintas disciplinas que, en todo caso, no pierden su identidad67. Tam-

66	 Mark L. Dantzker. Criminology and Criminal Justice, Woburn, Butterworth-Heinemann, 1998, 
pp. 105 y ss.

67	 Con independencia de varios factores que la explican, la división entre disciplinas es necesaria 
o ineludible como consecuencia o efecto de: la complejidad y extensión de los conocimientos 
disciplinares, junto a las limitaciones del ser humano para conocer, estudiar y comunicar como 
una totalidad la vida social. La interdisciplinariedad ha sido explicada de manera errónea 
como una subversión de los órdenes establecidos por las especialidades científicas que persi-
gue acabar con las fronteras entre ellas (Mauricio García Villegas y César A. Rodríguez M. 
“Derecho y sociedad en América Latina: propuesta para la consolidación de los estudios jurídi-
cos críticos”, en Mauricio García Villegas y César A. Rodríguez M. (eds.). Derecho y sociedad 
en América Latina: un debate sobre los estudios jurídicos críticos, Bogotá, ilsa y Universidad 
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bién, la criminología es una especialidad empírica. Aunque, en Europa y en 
América Latina, la criminología ha estado conectada en mayor medida con 
el derecho imprimiéndole un perfil proclive al de una disciplina normativa, 
también basada de modo principal en “disertaciones teóricas” especulativas 
o apoyada en fuentes secundarias, por lo cual las pesquisas empíricas han 
sido excepcionales y respecto de muchos “teóricos” inexistentes.

El término divergencia, el cual es tratado a fondo en este libro, como 
quiera que constituye un postulado teórico relevante y novedoso, incluso de 
trascendencia para la sociología general, que por ello requiere de un examen 
más extenso, involucra las acciones sociales contrapuestas que en razón de 
su naturaleza diversa devienen en conflicto, respecto de las cuales, a partir 
de la intervención del control penal puede juzgarse que comportan un daño 
social de envergadura o un peligro elevado y, por tanto, llegar a ser definidas 
como de interés penal. Ello comprende también los hechos sociales tipifica-
dos de manera hipotética en la ley penal como punibles, puesto que estos 
son siempre expresión de divergencia, también los reseñados como ilícitos 
en otros estatutos normativos, que por igual serían manifestaciones de di-
vergencia, aun cuando siempre que posean una magnitud que convoque la 
atención criminológica. Del mismo modo, las acciones sociales cuya prohi-
bición no ha sido incorporada a la ley penal o en otros estatutos, pero que 
son divergentes, pueden despertar el cuidado del investigador, en razón del 
daño que ocasionan, porque se debate la posibilidad de su criminalización 
o debido a la importancia política que poseen. Por tanto, lo que se advier-
te con claridad es que en la noción de divergencia radica una categoría de 
análisis fundamental, capaz de comprender todos los eventos que pueden 
interesar a la disciplina. 

Sólo se contemplarán aquellas acciones sociales divergentes que sean de 
alguna entidad significativa para el sistema penal, a partir de un juicio de 
valor político, social y ético, o en razón de que ha sido prescrita la interven-
ción penal sobre ellas. La divergencia puede ser escindida en dos partes: el 
análisis de las situaciones, esto es, el proceso de interacción social y los roles 
desempeñados, lo que comprende los hechos (acciones) generados por los 
actores, sus significaciones y las relaciones de intercambio con todos sus 

Nacional de Colombia, 2003, p. 17). Sin embargo, esa idea desconoce la noción misma de in-
terdisciplinariedad, donde el prefijo “inter” significa “entre”, es decir, trabajo entre disciplinas 
que, por tanto, no se disuelven. Una visión interdisciplinaria conlleva un reconocimiento de la 
identidad y especificidad de las disciplinas, convocadas para el análisis conjugado de la rea-
lidad social, entendiendo que las disciplinas se presentan como espectros de saberes, con lo 
cual los límites entre ellas son difusos, lo que por demás implica que el problema no radica 
en sus fronteras, ya que ellas serían borrosas, Germán Silva García. “Derecho y sociedad en 
América Latina: ¿cómo armar el rompecabezas y para qué?”, en García Villegas y Rodríguez 
M. (eds.). Derecho y sociedad en América Latina: un debate sobre los estudios jurídicos críticos, 
cit., pp. 154 a 158.
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supuestos (intereses, creencias y valores en disputa) y productos (conflic-
tos) junto al contexto que los rodea (condiciones históricas y sociales) todo 
lo cual constituye una cuestión con manifestaciones objetivas; en segundo 
término, el examen de los atributos sociales que corresponden a los sujetos 
comprometidos en el procedimiento interactivo (p. ej., su status o su ideo-
logía), o sea, las características de los individuos y grupos divergentes. Esto 
último, desde el punto de vista del derecho penal, abarca a quienes en vir-
tud del proceso de criminalización son etiquetados como criminales, al igual 
que aquellos a quienes se reconoce, en virtud del mismo proceso, la calidad 
de víctimas o perjudicados68.

Respecto del control social, comprende aquel de índole penal expresado 
con preferencia en las estructuras o instituciones previstas y en las medi-
das o actuaciones adoptadas o ejecutadas para evitar, contener o regular 
la divergencia objeto de reproche, con el fin de mantener o instaurar un 
determinado orden social. En consecuencia, el control social penal, abarca 
el conjunto de definiciones, mecanismos y acciones diseñadas y aplicadas 
por agentes del Estado y por distintos grupos o actores sociales no oficiales 
para preservar el orden (el cual debe incorporar las garantías ciudadanas 
existentes) y tratar las acciones sociales definidas como delictivas en razón 
del proceso de criminalización. La noción de proceso de criminalización, in-
troducida por el sociólogo estadounidense Howard Saul Becker, aunque 
fue su colega Edwin M. Schur quien acuñó esa denominación, constituye 
un elemento crucial de la operación del control penal. El concepto hace re-
ferencia al procedimiento político por el cual se seleccionan determinados 
comportamientos y sujetos para imponerles la definición de criminales, 
conforme a criterios sociales, económicos y culturales69. Es una noción cru-
cial, que será usada en forma extensa en este libro. De ella se deduce que la 

68	 A propósito del estudio y de la definición de lo criminal, es decir, del etiquetamiento de ciertos 
sujetos y comportamientos, es interesante la siguiente reflexión que explica ese proceso: “La 
clasificación es un procedimiento mediante el cual algunos elementos, en el mundo real, son 
reunidos bajo un mismo encabezado, a pesar de que puedan ser disímiles en todos los demás 
aspectos. La ciencia busca encontrar patrones entre elementos aparentemente únicos para 
agrupar aquellos objetos que son, en alguna manera, similares y excluir los que no califican. 
Al ser trazados los límites de cada categoría se realiza el proceso de clasificación, al darle una 
etiqueta simbólica a cada categoría se está realizando el proceso de nombramiento o deno-
minación. En términos generales, el atributo común de todos los elementos de una clase se 
describe mediante el proceso de la definición. Por medio de este proceso algunos fenómenos 
son separados de otros, a los cuales estaban relacionados por el sentido común, la costumbre 
y el lenguaje y, en algunos casos, se juntan elementos que se habrían soslayado si no hubiese 
una definición que los relacione. Una definición es importante porque nos permite saber si las 
conclusiones derivadas de la observación o investigación, de diversas experiencias, pueden 
ser aplicadas de manera apropiada a otros fenómenos que no han sido estudiados”, Harry 
E. Allen, Paul C. Friday, Julian B. Roebuck y Edward Sagarin. Crime and Punishment, New 
York, Free Press, 1981, pp. 3 y 4.

69	 Howard S. Becker. Los extraños. Sociología de la desviación, Buenos Aires, Tiempo Contem-
poráneo, 1971, p. 19. 
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criminalidad es una etiqueta o definición impuesta dentro de procesos de 
interacción social. 

De otra parte, las instituciones relativas al control penal son puestas en 
marcha o desarrolladas mediante actuaciones. La noción de reacción social, 
vinculada al ámbito del control, hace referencia a esas prácticas sociales que 
se constituyen en expresión del control en la realidad, es decir, al modo de 
proceder de sus actores, y deben entenderse como parte integrante del tema 
del control penal, pues como fue acotado son su representación, convertida 
en verbo o acción. Por tanto, la reacción social es la respuesta de los órganos 
o agentes de control, también de la población, a la divergencia censurada. 
Ella será penal, cuando sea definida en esos términos. De esta manera, se 
compendian en el aspecto del control penal las instituciones o previsiones 
y las respuestas también con significación penal, formales e informales, del 
Estado y de otros componentes de la sociedad, dadas a la divergencia. Esto 
comprende los orígenes, fundamentos, características y aplicaciones del 
control penal. 

Se tendría un contenido en la criminología referido al análisis de: 1. La 
divergencia de interés penal: a. Las situaciones de interacción social diver-
gentes y b. Los actores (individuos y grupos) de la divergencia; 2. El control 
social penal: a. Las instituciones vinculadas al control penal, b. El proceso de 
criminalización, y c. La reacción social de agentes estatales y de otros gru-
pos sociales.

Por último, el estudio simultáneo de las acciones sociales divergentes 
y de las estructuras e intervenciones penales del sistema de control tiene 
una finalidad específica, que supera la mera acumulación de conocimientos 
acerca de tales fenómenos. Dicho propósito será informar o ilustrar el di-
seño de la política penal, esto es, la definición y la aplicación de los medios, 
junto a los objetivos perseguidos para materializar las intervenciones. 

II. Diferentes corrientes criminológicas

La definición de criminología explicada, al igual que muchas de las nociones 
presentadas por otros autores, no es común y compartida. De modo bas-
tante genérico resulta posible señalar cuatro grandes vertientes en torno al 
concepto de criminología, que también alcanzan a comprometer su objeto 
de conocimiento. Pero debe instruirse en que la unidad de cada una de las 
corrientes es bastante precaria. En sede del concepto es, a veces, apenas una 
identidad nominal sobre el enunciado. Esto sin contar las diferencias sobre 
el objeto, el método, su carácter de ciencia, los presupuestos teóricos y la 
finalidad, puntos todos donde abundan las polémicas. De allí que la agrupa-
ción en tendencias sólo sea posible postularla en términos muy generales. 
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Basados en las distinciones y similitudes con el concepto de criminología 
expuesto, se intentará explicar tales corrientes, advirtiendo en todo caso 
que aquello que fue llamado divergencia es identificado en las vertientes 
aludidas con muy distintas acepciones, que contienen notables diferencias 
teóricas e implicaciones prácticas, por ejemplo, como desviación, estados 
antisociales, anormalidad social, comportamientos negativos en términos 
sociales o, simplemente, criminalidad.

Según el planteo de la primera tendencia, que podría denominarse tra-
dicional, la criminología cubriría la pesquisa del comportamiento llamado 
desviado o criminal, con exclusión del examen del control social penal (a 
veces, con la excepción de las estructuras punitivas, cuya organización es la 
prolongación de un escenario para el estudio, clasificación e intervención 
sobre el delincuente). Esa inspección estaría referida a sus causas explica-
tivas, características que asume el fenómeno criminal o desviado, efectos 
que ocasiona sobre la realidad y al estudio de los protagonistas del hecho 
delictivo o antinormativo. Estos postulados, que corresponden al enfoque 
tradicional de la criminología, son expuestos también con no pocas y crucia-
les variantes. En este caso, en comparación con el concepto de criminología 
presentado, sólo habría alguna similitud, bastante aparente, con el nume-
ral 1. La noción de divergencia, como fue dicho y se verá en detalle más 
adelante, es distinta a la de desviación y tampoco sería asimilable a la de 
criminalidad. Dentro del enfoque analizado la importancia del control penal 
es ignorada o minimizada. Se desconoce la influencia mutua existente entre 
divergencia y control, lo mismo que el papel crucial que juega el proceso 
de criminalización en la definición de lo delictivo. El control social puede 
promover ciertas manifestaciones de divergencia, también las característi-
cas de la divergencia producen variaciones en el control o, su ineficacia, ser 
condición de la ausencia de respuesta penal contra varias especies de diver-
gencia consideradas dañinas. Por ello la determinación de la política penal 
no puede descansar de modo exclusivo en la observación de la divergencia 
o, según la corriente comentada, de lo rotulado como desviado o criminal. 
Debe asumirse también el estudio del control penal, como quiera que este 
incide, altera, modela y hasta estimula la divergencia. La escuela positivista, 
los postores de las doctrinas biológicas, varias de las teorías psicológicas 
sobre la criminalidad, los autores que promovieron algunas de las teorías 
sociales para explicar los actos delictivos, etc., condensan esta tendencia.

De acuerdo con la segunda corriente, que podría intitularse del control, 
la criminología tendría como único propósito a su cargo la averiguación so-
bre los presupuestos y la actividad del sistema de control; carecería ya de 
validez el análisis de la acción social, que conforme a la visión anterior y 
también a la presente es designada como desviada o criminal, y que en este 
libro es denominada divergente. Es decir, queda al margen la observación 
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de los comportamientos y de los sujetos involucrados en actuaciones ca-
lificadas como criminales. La criminología versaría sobre las característi-
cas del control, sus fundamentos, definiciones y modos de aplicación70. Las 
premisas de la tendencia del control disfrutan de una extensa acogida en la 
criminología contemporánea. Esta concepción restringiría la criminología al 
numeral 2 de la definición expuesta, aunque cabe aclarar que para algunos 
pocos autores la criminología debe ocuparse del control social en general y, 
para otros, apenas del control penal. El presupuesto de este planteo radica 
en que la penalización de ciertos comportamientos no es resultado de un 
juicio que aprecie su información ontológica, sino del proceso selectivo (po-
lítico) de criminalización71. Por ende, es innecesario e irrelevante estudiar 
factores sociales, psicológicos o de cualquier otro orden como generadores 
del delito, pues ellos no determinan lo criminal, siendo que esta etiqueta 
es adjudicada de manera selectiva, con distintos grados de intensidad, de 
acuerdo con un proceso de decisión política configurado con base en intere-
ses sociales, económicos, políticos y culturales de los grupos de poder que 
forjan un dominio. 

Desde luego, el rótulo de criminal o el de desviado surgen del proceso 
de criminalización o, en cualquier caso, de una actividad prescriptiva, no 
pudiendo ser interpretados o explicados en razón de elementos sociales o 
psicosociales. Pero ello no ocurre con la categoría de divergencia referida a 
las acciones sociales, que tiene una entidad empírica y es susceptible a tales 
esfuerzos comprensivos. Por tanto, aquí el defecto es similar al considerado 
en la primera tendencia, aunque inverso: se desconoce la interrelación en-
tre divergencia y control, la ilación dialéctica que comparten, otorgándole 
preeminencia al segundo aspecto. Pero, además, al prestar atención sólo al 
etiquetamiento, esto es, al acto político de definición como criminal, se olvi-
da que las acciones sociales son una realidad empírica que existe con inde-
pendencia de éste. La corriente representa ante todo a los partidarios de la 
criminología crítica. La historia reciente de la teoría criminológica ha estado 
marcada por una polarización entre las dos corrientes anteriores. 

Siguiendo a la tercera posición, que puede ser ubicada como la perspec-
tiva ecléctica, la criminología se orientaría tanto al estudio de las conductas 
y de los sujetos criminales o desviados, como al análisis de los fundamentos 
y mecanismos del control social penal. En esta postura habría correspon-

70	 Carlos González Zorrilla. ”Sobre l’objecte y les funcions de la criminologia”, en De les causes 
del delicte a la producció del control. El debate actual de la criminología, Barcelona, Centre 
D’estudis Juridcs y Formació Especialitzada –Generalitat de Catalunya–, 1992, pp. 66 a 68. 

71	 Ontología: desde el punto de vista etimológico traduce tratado del ser. Es la parte de la meta-
física que trata del ser en general y de sus propiedades trascendentales o esenciales. Lo cri-
minal, entonces, tendría una naturaleza ontológica o, dicho de otro modo, en ciertas acciones 
concurriría lo criminal como un atributo esencial.
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dencia, apenas superficial, con los dos ítems del concepto presentado en el 
apartado anterior. Respecto de ella un primer problema radica en que la 
categoría de criminal o la de desviado, según el caso, son tomadas como 
entidades empíricas, cuando se trata de definiciones subjetivas, antecedi-
das por un juicio de valor. El concepto expuesto, en cambio, usa la categoría 
de divergencia social, de índole descriptiva o de base empírica. Esta actitud 
teórica ecléctica, con matices diferentes, es acogida por varios autores. Para 
Günther Kaiser72 la “criminología es el conjunto ordenado de la ciencia ex-
perimental acerca del crimen, del infractor de las normas jurídicas, del com-
portamiento socialmente negativo y del control de dicho comportamiento”73. 
Por su parte, Martin Killias sostenía: “la criminología es una ciencia social 
que verifica las hipótesis concernientes a las causas del crimen y de la re-
acción social frente al crimen”74. Definiciones coincidentes con las que se 
encuentran en diversos autores75. La línea ecléctica contiene numerosas 
variables. Las mayores diferencias aparecen con relación a la perspectiva 
teórica con la que son examinadas las acciones consideradas criminales o el 
control social. En particular, son mayores las distancias con referencia a la 
indagación sobre la criminalidad. En muchos casos, ha intentado mezclarse 
una revisión de la criminalidad, entendida como un fenómeno que obedece 
a causas determinantes o que posee un carácter empírico, con el estudio 
del control social. Otros rechazan la idea de la criminalidad como sujeta a 
explicaciones etiológicas, lo mismo que el determinismo, aunque en forma 
contradictoria adolecen del defecto mencionado de considerar lo criminal 
como una realidad objetiva.

La fracción ecléctica, mayoritaria en el campo de la criminología, par-
te del ensayo de tratar de hacer compatibles dos discursos antagónicos en 
una posición media. Sin ofrecer una fórmula teórica que excluya aquellos 
aspectos opuestos de las dos perspectivas, se recae en una posición ambi-
gua y, sobre todo, contradictoria. Por ejemplo, Vicente Garrido Genovés, 
Per Stangeland y Santiago Redondo Illescas, para quienes la crimina-
lidad sería un problema real y, a la vez, un fenómeno construido76. Cuan-
do la divergencia social es el fenómeno real, mientras que la criminalidad 
y la desviación social son definiciones y, no siempre, pero sí muchas veces, 

72	 Walkenried, 27 de diciembre de 1928-Emmendingen, 3 de septiembre de 2007, abogado, se 
doctoró en 1962 en la Universidad de Tübingen, fue juez, fiscal, director del Instituto Max 
Planck y profesor de derecho penal y criminología en las universidades de Freiburg y Zürich. 
Publicó: Introducción a la Criminología y Criminología.

73	 Günther Kaiser. Criminología, Madrid, Espasa-Calpe, 1983, p. 19.
74	 Martin Killias. Précis de criminologie, Berna, Staempfli, 1991, p. 17.
75	 Por ejemplo, Gianvittorio Pisapia. Fondamento e oggetto della criminologia, Padova, cedam, 

1983, p. 10.
76	 Garrido, Stangeland y Redondo. Principios de criminología, cit., p. 46.
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categorías socialmente construidas que configuran determinados entendi-
mientos o imaginarios sobre ellas y, desde luego, nunca son algo real. Esa es 
con exactitud la gran contribución de Cirus Rinaldi, al hacer un minucioso 
y sistemático recorrido por la historia de la teoría social para develar tan-
to las claves que han sido utilizadas para interpretar tales acciones, como 
los dispositivos que han servido para hacer una construcción social de lo 
desviado y de lo criminal, lo que deriva en la asignación de una identidad 
social con ciertos atributos singulares, un status o reputación, a quienes se 
les atribuye ser criminales o desviados77. Entonces lo desviado o criminal es 
una identidad que ha sido asignada de un modo subjetivo no algo objetivo 
o real. No puede, por ende, sostenerse que la etiqueta de criminal o la de 
desviado es un producto de la actividad jurídico-política del control penal y, 
a la vez, que tiene representación material en los comportamientos sociales 
de las personas, pues entonces no sería lo primero. La línea en cuestión está 
representada en vertientes de la criminología crítica, que han atemperado 
la postura original que sólo contemplaba el estudio del control, y entre algu-
nos criminólogos de otras tendencias que al reconocer la trascendencia del 
funcionamiento del control penal, con fundamento en la criminalización, se 
han resistido a abandonar la indagación de la criminalidad como un fenó-
meno empírico. 

La cuarta tendencia, que en sus orígenes históricos fue posterior a la 
primera y antecedió a las expuestas en segundo y tercer lugar, que puede 
ser llamada el enfoque de la unificación o integral, asentada en algunas ver-
tientes de la sociología, de la psicología y de la economía, aborda en forma 
simultánea temas referidos a la conducta tildada criminal y vinculados al 
estudio de la justicia penal o del control social, la mayoría de las veces, no 
en todos los casos, asociando la idea de crimen o desviación como compor-
tamiento social a la de crimen como definición legal sin mayores diferencia-
ciones. En algunas de las manifestaciones de esta línea es evidente que las 
tesis sobre el etiquetamiento y el proceso de criminalización no han sido 
acogidas mientras, a la vez, se piensa que la desviación o la criminalidad 
son entidades que poseen una representación empírica. Empero, su mérito, 
a pesar de los defectos teóricos señalados, radica en que no pretende un 
eclecticismo imposible y conserva una congruencia teórica al examinar la 
criminalidad como suceso y el control penal bajo categorías que no son a 
priori excluyentes. Ejemplos de esta dirección aparecen en la doctrina es-
tructural-funcionalista de la desviación y del control, en las tesis psicoana-
líticas, en la teoría conductista y en el análisis de economía de escala de la 
criminalidad y de la justicia penal o teoría de la elección racional. Con todo, 

77	 Cirus Rinaldi. Deviazioni. Devianza, devianze, divergenze, Roma, sas, 2009, pp. 189 y ss.
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dentro del propio enfoque integral o de la unificación, comparecen visiones 
que no incurren en los errores mencionados.

La posición analizada encuentra su mejor expresión histórica en la teoría 
de la criminalidad y del control elaborada por el interaccionismo simbóli-
co (Howard Becker, Edwin Lemert). Allí sobre una base teórica común, 
es propuesta una concepción para la interpretación de la criminalidad de 
alcance medio –la teoría del etiquetamiento– que abarca también la com-
prensión del control penal. En este evento, la noción acerca del proceso de 
criminalización no es omitida, de hecho fue uno de sus aportes mayores a 
la teoría criminológica, y luego ella misma sería empleada para interpretar 
tanto la desviación como el control. Autores como Becker, que no llegaron a 
hacer explícitas definiciones particulares de la criminología, desarrollaron 
sus trabajos teóricos compartiendo este enfoque integrador. Un segundo 
caso sobresaliente, radicaría en la teoría conflictualista liberal donde, por 
ejemplo, el elemento del poder, como en el caso del trabajo de George Bryan 
Vold78, es utilizado tanto para interpretar la situación y las actuaciones de 
aquellos individuos definidos como criminales así como el funcionamiento 
del control penal. Por tanto, estas posturas no expresan un planteamien-
to ecléctico, ni tampoco tienen los grados de contradicción e incoherencia, 
cuando no los vacíos teóricos, que afloran en la posición ecléctica. En igual 
sentido, ambos brazos teóricos de la criminología entienden el crimen como 
resultado de la imposición de una definición política, luego tampoco partici-
pan del yerro que sobre este aspecto fue detectado en otras líneas teóricas 
de la propia tendencia integral. En esta materia, la mayor falencia de ambas 
teorías aludidas se desprende de la persistencia en el uso de la categoría de 
desviación o la de criminalidad para representar a las acciones sociales. 

En la concepción adoptada, que corresponde a la que ha sido denomina-
da la teoría sociológica del delito, análoga a la desarrollada por el interac-
cionismo simbólico y la teoría conflictualista, ubicada a grandes rasgos en 
la línea integral o de la unificación, no se encuentra el propósito mecánico 
y cómodo de reunir en un mismo cuerpo teórico versiones opuestas. Con 
mayor sentido es planteada la existencia de una relación indisoluble de in-
tercambio entre divergencia y control. En esos términos, aun cuando am-

78	 Platte, Dakota del Sur, 5 de octubre de 1896-La Jolla, California, 20 de noviembre de 1967, 
sociólogo graduado en la Universidad de Chicago, cursó también allí su maestría de sociología 
y, luego, se doctoró en la Universidad de Minnesota por el año de 1930. Fue profesor asistente 
en el Macalester College y por 37 años profesor de la Universidad de Minnesota. Se desempe-
ñó como coeditor de la American Sociological Review en 1944 y 1945, órgano de la American 
Sociological Association –asa–, presidente de la Midwest Sociology Society, investigador y ana-
lista para las fuerzas de ocupación de Estados Unidos en Japón durante 1946 y 1947, miembro 
de la Comisión del Crimen de Minnesota, tuvo influencia en la reforma de las prisiones. Su tra-
bajo en criminología fue laureado en 1966 con el Premio Edwind H. Sutherland de la American 
Criminological Society. Autor de Theoretical Criminology (1956). 
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bos fenómenos son diversos, conforman un único objeto de estudio, dada la 
mutua influencia que ejercen el uno sobre el otro, la forma como cada uno 
se transforma, adapta, desarrolla o reacciona de conformidad con el papel 
desempeñado por el otro. Pero, sobre todo, la única ventaja no es el recono-
cimiento de la existencia de un proceso continuo entre divergencia y con-
trol, sino la capacidad para analizar bajo elementos teóricos coincidentes y 
sincrónicos los dos aspectos. Frente al ámbito que integra el contenido de 
la criminología, la teoría sociológica del delito encuentra su fundamento en 
distintas razones que sirven para delimitar el alcance de la disciplina, las 
cuales conviene examinar en seguida. 

Tal como es argumentado por los partidarios de postular al control penal 
como contenido de la criminología o como lo demostraron bastante antes 
los autores de la teoría del etiquetamiento y los criminólogos conflictua-
listas, el rótulo de criminal endosado a la conducta humana carece de una 
naturaleza ontológica. O sea, la característica de criminal la cual es achacada 
a determinados comportamientos no se desprende de una serie de hechos 
que, en sí mismos, contengan condiciones o atributos que los hagan algo cri-
minal. La calificación de criminal jamás es deducida de un modo natural de 
ciertos eventos, como algo siempre presente en ellos, que forme parte de su 
esencia. Si así fuera, una misma conducta sería en forma invariable criminal, 
en todo tiempo y lugar donde suceda; empero, ello no ocurre de esa manera.

En el Código Penal colombiano de 1837 era sancionado con pena de con-
finamiento el sostener, entre personas no casadas, relaciones sexuales. Si 
alguno de los miembros de la pareja había contraído matrimonio con un 
tercero la pena constaba, entonces, de prisión79. Hoy la conducta anterior 
en Occidente, en ninguna de las modalidades indicadas, constituye delito. 
También en muchos países, incluida Colombia, el aborto es una conducta 
criminalizada, salvo algunas excepciones limitadas; pero en otros es un acto 
lícito que puede practicarse con pocas restricciones, como en Inglaterra u 
Holanda80. Si en los dos casos anteriores las acciones fueran de un modo 
ontológico reprochables, valga decir actos criminales por su sustancia, lo se-
rían tanto en el siglo xix como en el xxi, en Colombia al igual que en Holanda 
o en Inglaterra. Lo contrario sería predicar dos cosas distintas sobre un mis-
mo respecto. Esta conclusión es, incluso, invariable frente a los mal llama-
dos “delitos naturales”. Infracciones respecto de las cuales se ha sostenido 

79	 Lino de Pombo O’Donell. Recopilación de las leyes de la Nueva Granada, Bogotá, Zoilo Salazar, 
1845, p. 201.

80	 El aborto era lícito en el derecho consuetudinario inglés y en las colonias norteamericanas 
hasta 1803 si se verificaba antes de la presentación de movimientos fetales, luego volvería a 
ser despenalizado. Este sólo es considerado pecado en la doctrina católica desde 1869, Diane 
E. Papalia y Sally Wendkos Olds. Desarrollo humano, México D. F., McGraw Hill, 1985, p. 69.
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que sí disponen de una génesis ontológica, como quiera que son conductas 
indudablemente reprobables y negativas, ya que afectan bienes fundamen-
tales de la humanidad. 

El primero de estos delitos sería el homicidio. Sin embargo, ni siquiera el 
acto de ocasionar la muerte a otro ser humano es criminalizado en razón de 
un juego ontológico. Pues el hecho de provocar la muerte de otra persona, 
aunque hoy por hoy nadie dudaría en sancionarlo, al menos en ciertas mo-
dalidades, no ha sido un comportamiento siempre consagrado como delito. 
No lo es el homicidio aplicado como pena, en los países que contemplan esa 
sanción en su legislación, tampoco el ejecutado en ejercicio del derecho de 
legítima defensa o el cometido en un combate que libran los ejércitos de dos 
naciones en guerra, aun cuando el acto de segar la vida es en esencia el mis-
mo al de cualquier otra muerte intencional. No lo fue la defunción suscitada 
en un duelo, como si el status de caballero o el cumplimiento de una rituali-
dad pudieran variar la supuesta valoración ontológica del homicidio81. Tam-
poco frente a varios sistemas jurídicos lo sería la eutanasia por razones de 
piedad. Y en épocas aun más pretéritas de la historia de la humanidad, como 
en la antigüedad, el asesinato o el robo podían llegar a constituir eventos 
inocuos, poco relevantes, a veces socialmente apreciados, pero en todo caso 
sin las cualidades ontológicas señaladas. 

81	 La prohibición de los duelos empieza a imponerse en Europa en el periodo histórico de la 
monarquía de Luis xiii, alrededor de 1626, de acuerdo con el retrato de Alexandre Dumas. 
Los tres mosqueteros, Barcelona, Ramón Sopena, 1935, pp. 30 y 31, que incluye el siguiente 
relato en el que se alude a los edictos del Rey: “¡Las espadas a la vaina [...] pronto, las espadas 
a la vaina! Pero ya era tarde. Los dos combatientes habían sido vistos en una posición que no 
dejaba lugar a duda [...] ¡Hola, Mosqueteros, parece que nos batimos! ¿Y para qué se dan los 
edictos?”. La razón de la prohibición de los duelos fue política, perseguía evitar que los guar-
dias y oficiales del Rey perecieran o resultaran lesionados, lo cual privaría al ejército del sobe-
rano de varios de sus mejores cuadros en caso de guerra. A fin del siglo xix el duelo es ilegal en 
España, pero escasamente perseguido y, en todo caso, suavemente penado; entonces todavía 
preserva los elementos culturales que lo habían acompañado y lo conciben como legítimo, 
lo cual queda retratado en este fragmento: “¿Cuándo es un duelo legal? Cuando sus trámites 
se ajustan severamente a lo escrito en el Código de Honor y aquél se realiza de conformidad 
con las condiciones pactadas por los padrinos”, Eusebio Iñiguez. Ofensas y desafíos, Madrid, 
Evaristo Sánchez, 1890, p. 15. La legalidad del duelo estaba sujeta, entonces, al cumplimiento 
de unas reglas de “caballeros” (en México existió un código), por lo que sólo la clase alta se en-
frentaba en duelos, mientras que las clases bajas incurrían en homicidios, en riñas que sí eran 
severamente penados, por lo que de paso es negado que las clases populares poseyeran honor 
que defender, Elisa Speckman Guerra. “El último duelo. Opiniones y resoluciones en torno 
al lance Verástegui-Romero (ciudad de México, 1894)”, en María Silvia di Liscia y Ernesto 
Bohoslavsky (ed.). Instituciones y formas de control social en América Latina 1840-1940, Bue-
nos Aires, Prometeo Libros, 2005, p. 172. Ocurre de modo similar en Argentina, Sandra Gayol. 
“Elogio, deslegitimación y estéticas de las violencias urbanas: Buenos Aires, 1870-1920”, en 
Sandra Gayol y Gabriel Kessler (comps.). Violencias, delitos y justicias en la Argentina, Bue-
nos Aires, Manantial, 2002, p. 55.
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De allí que Gustav Lambert Radbruch82 y Wilhem Heinrich Gwinner83 
recordaran: la 

gran mayoría de las acciones que hoy constituyen delito, a la cabeza de todas ellas el 
homicidio, no caen en la protohistoria germánica bajo el derecho penal: incumben 
al ofendido y su familia […] Lo que haya entre las familias, lo que pueda haber entre 
unas tribus y otras no tiene el carácter de delictivo, de punible. En este sentido abun-
da [Julio] Cesar (de bello Gallico, vi, 23): “ninguna infamia hay en los robos que se 
cometen fuera de los límites de la tribu; y dicen que son realizados para adiestra-
miento de la juventud y superación de la desidia”84.

Pero no es indispensable remontarse tanto en la historia para encontrar 
conductas que hoy son incontrovertibles materias de persecución penal, 
pero que para su momento no sólo eran catalogadas de lícitas en el campo 
penal, sino que la idea de punirlas sonaba escandalosa. Así, por ejemplo, 
Jerome Hall85 relata: 

todavía en 1761, en un caso en que el acusado había falseado la cantidad de mer-
cadería vendida, una alta corte inglesa […] no encontró responsabilidad penal de-
clarando: “No vamos a acusar de delito a una persona por el solo hecho de haber 
embaucado a otra”86. 

82	 Lübeck, 21 de noviembre de 1878-Heidelberg, 23 de noviembre de 1949, filósofo del derecho 
alemán, provenía de una familia acomodada de la burguesía que profesaba el credo luterano, 
frente al cual mantuvo una posición crítica, aunque después aumentaron sus sentimientos 
religiosos al enfrentar al nazismo. Inició estudios de derecho en la Universidad de München, 
que luego prosiguió en la Universidad de Leipzig, donde fue alumno de Karl Binding, a la par 
que era receptivo a la influencia de Franz von Liszt que se desempeñaba como profesor en 
Berlín. Estudioso del derecho, la economía, la historia y la filosofía, fue sensible al socialismo 
liberal de Lujo Brentano y al pensamiento sociológico de Max Weber. Doctorado en Berlín, 
laboró como docente en las universidades de Heidelberg, Königsberg y Kiel. Contrario al po-
sitivismo analítico, Radbruch promovía una ciencia jurídica sociológica y funcional, conec-
tada a los intereses y a los problemas sociales. Fue concejal y ocupó varios cargos públicos 
en áreas de competencia social, además de oficial durante la Primera Guerra Mundial, sería 
arrestado en 1920 a raíz de una revuelta en el ejército alemán. Después fue electo miembro 
del Reichstag y ocupó en dos ocasiones el cargo de ministro de Justicia, para ser destituido 
por los nazis en 1933 del puesto que desempeñaba en la administración pública. Fue además 
perseguido y excluido de la universidad, a pesar de lo cual su único hijo murió en el frente 
ruso. Publicó Einführung in die Rechtswissenschaft (1910); Grundzüge der Rechtsphilophie 
(1914); Religionsphilosophie (1919) con Paul Tillich; Kulturlehre des Sozialismus (1922); 
Rechtsphilosophie (1932); Elegantiae iuris criminalis (1938); Gestalten und Gedanken (1944); 
Der Geist des englischen Rechts (1946).

83	 1906-1967.
84	 Gustav Radbruch y Heinrich Gwinner. Historia de la criminalidad (ensayo de una crimino-

logía histórica), Barcelona, Bosch, 1955, pp. 22 y 23.
85	 Chicago, 4 de febrero de 1901-California, 1.º de marzo de 1992, estudia derecho en la Univer-

sidad de Chicago. Fue profesor de las universidades de Indiana y California. Publica Readings 
in Jurisprudence (1938); General Principles of Criminal Law (1947); Law, Social Science and 
Criminal Theory (1982).

86	 Jerome Hall. Criminología, Buenos Aires, Depalma, 1963, p. 117.
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En consecuencia, le asiste la razón a quienes ponen de presente la im-
portancia del estudio del control social penal, como epicentro de las defini-
ciones sobre lo delictivo, a la par que cuestionan la equivocada procedencia 
ontológica adscrita a la criminalidad. Otro acierto obtienen cuando, siguien-
do la tesis propuesta por la criminología del interaccionismo simbólico, lo-
calizan la raíz de la configuración del delito en el proceso de criminalización. 
Es decir, cuando quiera que rechazan el origen de lo criminal en el mundo 
ontológico, para ubicarlo en el procedimiento político por el cual el legis-
lador o el agente del control, según el caso, adoptan una serie de criterios 
o prejuicios, conforme a los cuales, determinan a su arbitrio qué puede ser 
tildado como acto criminal y cuáles comportamientos considerados lícitos. 
Por ende, puede aceptarse que el proceso de criminalización pertenece al 
contenido de la criminología, ya que a partir de él se produce la definición 
de lo delictivo impuesta a las conductas divergentes. En otras palabras, es 
preciso detenerse sobre el proceso de criminalización pues será el funda-
mento u origen de lo calificado como criminal. 

Ahora bien, con una apreciación no compartida, quienes siguen la idea de 
reducir la criminología al estudio del control penal, inspirados en la misma 
base anterior, concluyen que no sería necesario examinar la acción social 
de interés penal, pues la característica de criminal que le es adherida no 
se deduce de la acción en cuestión, por el contrario, provendría del proce-
so de criminalización. Sin embargo, aquí resulta imprescindible hacer una 
diferenciación fundamental: si bien la adjetivización de una conducta como 
criminal surge del proceso de criminalización, es perfectamente factible y 
relevante examinar la acción social no como hecho calificado en forma ju-
rídica, sino en cuanto fenómeno empírico propio de la vida social. En otras 
palabras, puede distinguirse entre la definición como delictivo o el juicio 
de valor o calificación que es impuesto al hecho y, por otra parte, el suceso 
como fenómeno social y evento natural (físico). Y ambos pueden ser estu-
diados, aunque entendiendo que la primera circunstancia no está implícita 
en la segunda. Si ello no fuera así, la sociología, la antropología y la psicolo-
gía social no tendrían un espacio dentro de las ciencias.

Se trata, entonces, de una dirección y concepción diferente a aquella que 
propone un sentido etiológico para la criminología. El propósito ya no se-
ría examinar el comportamiento para identificar y extraer las causas que 
lo hacen criminal, pues esa etiqueta sólo tiene origen en el proceso político 
y jurídico de criminalización. Se pasa, en cambio, a intentar el análisis y la 
interpretación de la acción social, en tanto hecho que trasciende en la rea-
lidad histórica y social. Es decir, se observaría y reflexionaría acerca de la 
acción social, no como “homicidio”, que es una definición e interpretación 
jurídica, sino en cuanto hecho que deriva en la muerte de una persona, como 
acto de un proceso de divergencia. En esas condiciones, si aceptamos que 
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una conducta es criminalizada debido a intereses políticos opuestos que 
buscan censurarla, todavía será conducente preguntar con fines interpre-
tativos qué elementos motivan y cuáles condiciones afectan la realización 
de ese tipo de acciones, a más de indagar sobre sus características, efectos 
y funciones. Averiguaciones estas no en cuanto conducta punible, pues su 
definición como tal es comprendida en el proceso de criminalización, sería 
en términos de hecho social y empírico, como suceso material que conlleva 
una transformación física y un impacto social. 

Dicho de otro modo, el proceso de criminalización puede servir para in-
terpretar cómo y por qué el homicidio piadoso es criminalizado en algunas 
legislaciones y en otras no, pero aún entonces será posible analizar e inten-
tar comprender esa clase de muerte provocada no como infracción penal, 
sino en cuanto práctica social87. Y si bien el proceso de criminalización es 
lo que determina que se trate de un crimen en algunos países, no provoca 
que ello ocurra como un evento material. Es más, dentro de determinadas 
circunstancias la invasión de tierras u ocupación de inmuebles suele ser 
contemplada como delito en la legislación, aunque en la historia ello no fue 
siempre así. La ocurrencia de ese hecho en cuestión es autónoma de los tér-
minos de su criminalización o descriminalización, puesto que con indepen-
dencia de ella acaece esa acción como fenómeno social. Luego todavía cabe 
indagar al margen de la intervención del derecho y de la etiqueta estampa-
da a tales eventos ¿qué circunstancias, motivaciones y contexto conducen a 
la ocurrencia de muertes por piedad o a la ocupación de inmuebles ajenos 
como hechos sociales? Lo que podría ser de relevancia para la antropología 
cultural o la sociología y, con alto grado de probabilidad, para la criminolo-
gía. Caso último, donde, para responder, habría que recurrir a la sociología 
del delito a fin de analizarlos tanto como hechos divergentes y como objetos 
del etiquetamiento penal.

Si no fuera posible o necesario el estudio de las acciones sociales que de-
rivan en delitos, como lo sostiene algún sector de la criminología que recluye 

87	 La crítica del texto apunta a quienes aspiran a reducir la criminología al estudio del control 
penal. Sin embargo, esa dificultad comentada para distinguir entre la etiqueta y el hecho so-
cial es puesta también en evidencia con la crítica que en su momento formularon algunos 
autores tradicionales contra los planteamientos de Becker y Lemert. Sin desconocer la im-
portancia de la definición o etiquetamiento, se argumentó que “la probabilidad de ser clasi-
ficado como desviado aumenta con el comportamiento desviado”. De tal modo, la desviación 
social es a la vez una definición y un hecho social, visión del todo contradictoria, reafirmada 
cuando se agrega: “pero la deviación se convierte en un hecho social solamente después que 
cierto comportamiento, persona o grupo haya sido rotulado como tal por los organismos de 
control social”, lo que permite concluir que la desviación social es el resultado de la conducta 
desviada más la definición estigmatizadora como desviada. De lo citado, S. Giora Shoham. 
“Clasificación y lo que va más allá: revisión del estigma social”, en Sarnoff A. Mednick y S. 
Giora Shoham (dirs.). Nuevas sendas en criminología, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1981, p. 
210.
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la disciplina al campo del control penal, sería contradictorio aceptar la posi-
bilidad de realizar estudios sociológicos sobre los operadores jurídicos y sus 
actuaciones; además, habría una renuncia a la observación del conflicto social 
y de las dinámicas que genera, lo que tiene bastante importancia política; por 
último, se ignoraría la interrelación entre la divergencia y el control penal, lo 
que equivale a omitir la observación de la interrelación entre acción y estruc-
tura sociales, es decir, se renuncia a dar una mirada dialéctica sobre el objeto 
de la criminología. En definitiva, la tendencia del control escamotea una de las 
facetas fundamentales de los estudios criminológicos.

Para aclarar ese sentido podemos aprovecharnos del debate planteado 
por Jürgen Habermas contra la neutralidad valorativa de la investigación 
promovida por Karl Raimund Popper88, cuando sostiene la dicotomía entre 
la indagación acerca de hechos, por un lado, y de decisiones, por otro. En 
este análisis, también en Habermas, los hechos corresponden a los acon-
tecimientos materiales de la vida social, aunque aquí interesan los hechos 
particulares que traducen acciones de divergencia; mientras las decisiones 
están referidas a las definiciones del control social, si bien Habermas se 
ocupa de uno de sus aspectos o productos más importantes, las normas so-
ciales. Los dos extremos del problema son presentados así por Habermas: 

Por un lado, tenemos regularidades empíricas en la esfera de los fenómenos natu-
rales y sociales, es decir, leyes de la naturaleza; por otro reglas de comportamiento 
humano, es decir, normas sociales. Mientras las constancias de los fenómenos, fi-
jadas en términos de leyes de la naturaleza, no sufren en principio excepción y se 
mantienen con independencia de la influencia de los sujetos agentes, las normas 
sociales son algo establecido y que se impone bajo la amenaza de sanciones: sólo 
rigen a través de la conciencia y del reconocimiento de los sujetos que orientan su 
acción por ellas89.

De acuerdo con Jürgen Habermas el paradigma positivista del conocimien-
to asume ambas esferas en forma separada, negando la relación dialéctica 
entre el ámbito de los hechos y el de las decisiones, desconociendo su inter-
dependencia mutua. En este escrito, en el campo particular de la criminolo-
gía, es la actitud que niega el intercambio entre divergencia (mundo de los 
hechos) y control penal (mundo de las decisiones). El cuestionamiento es 
expuesto así: 

88	 28 de julio de 1902-Londres, 17 de septiembre de 1994, filósofo e historiador austriaco, nació 
en Viena y falleció en Londres. Vivió largo tiempo en Nueva Zelanda, para luego instalarse 
en Inglaterra, donde fue profesor de la London School of Economics. Publicó: La lógica de la 
investigación científica (1934); La miseria del historicismo (1944); La sociedad abierta y sus 
enemigos (1945); Conjeturas y refutaciones (1963); Conocimiento objetivo (1972); Sociedad 
abierta, universo abierto (1982).

89	 Jürgen Habermas. La lógica de las ciencias sociales, 2.ª ed., Madrid, Tecnos, 1990, pp. 32 y 33.
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Las hipótesis que se refieren a leyes de la naturaleza, son “posiciones” que resultan o 
no resultan empíricamente atinadas. Por el contrario, los enunciados con que acep-
tamos o rechazamos, aprobamos o recusamos normas sociales son “posiciones” que 
no pueden ser de un modo empírico verdaderas ni falsas. Aquellos juicios tienen por 
base el conocimiento, estos la decisión. Ahora bien, como según lo supuesto, el sen-
tido de las normas sociales no depende de las leyes fácticas de la naturaleza ni estas 
de aquél, el contenido normativo de los juicios de valor no puede deducirse en modo 
alguno del contenido descriptivo de las constataciones del hecho ni, a la inversa, el 
contenido descriptivo puede deducirse del normativo90.

El positivismo criminológico estableció el divorcio entre ambos mundos, el 
descriptivo y el prescriptivo, como presupuesto necesario para disminuir, 
casi negar, la trascendencia del mundo de las decisiones. El meollo se en-
cuentra en los llamados “delitos naturales”, presentados como una realidad 
empírica verificable, en tanto la condición de criminal hace parte de esa 
realidad empírica y que como tal es una verdad desvinculada de las deter-
minaciones del legislador, del mundo de las decisiones. Ya luego, como una 
simple cuestión de consecuencia y conveniencia, el creador de las normas 
penales aparece, simplemente, reconociendo la entidad cierta de la infor-
mación valorativa proveniente del mundo de las descripciones y, entonces, 
eleva a la categoría de delito semejantes atentados. Es, pues, desconocido el 
papel selectivo y subjetivo del proceso de criminalización. A su vez, la crimi-
nología crítica ha seguido el camino del positivismo, aun cuando de mane-
ra inversa a la tradicional, al considerar que el proceso de criminalización, 
procedimiento de definición de lo delictivo a partir de la determinación de 
los órganos de poder, es suficiente para investigar y comprender el tema del 
delito, por cuanto este obedece a un proceso de decisión en forma exclusi-
va valorativo y político. Ello sucede cuando con relación a la ocurrencia de 
un delito afirma que la actuación social del individuo no puede ni debe ser 
objeto de investigación, pues se trata de un acto de la voluntad aleatorio, 
transformado en delictivo por la decisión de los aparatos de control. Desde 
luego, no ha sido negado nunca el papel y el impacto del proceso de crimi-
nalización, pero se reprueba, siguiendo aquí a Habermas, la reducción de la 
cuestión del delito a un plano apenas prescriptivo, cuando en términos de 
hecho social tiene también una dimensión descriptiva. Aquí de nuevo es ig-
norado el examen de la divergencia y el control de manera dialéctica, como 
una totalidad, al mismo tiempo que son desconocidos los intercambios con-
currentes entre divergencia y control.

La percepción dialéctica de los fenómenos de la divergencia y del control, 
los cuales constituyen el universo o la unidad sociológica del delito, conlleva 

90	 Ibíd., p. 33.
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a una observación adicional. Al identificarse un substrato dialéctico en la 
composición de los elementos de la divergencia y del control penal, que por 
tanto no son dos componentes aislados trabados en una relación binaria o 
dicotómica, ha de reconocerse que cada uno de ellos es portador, al menos 
de manera parcial, de propiedades desprendidas del otro91. O sea, la diver-
gencia contiene en su seno gérmenes del control penal y, a su vez, el control 
guarda ingredientes de la divergencia.

Ahora, respecto de la vertiente de la unificación o integral en la que están 
ubicadas las tesis de este texto, caben algunas precisiones. Los puntos de 
convergencia teórica entre los planteamientos expuestos en este libro y los 
que pertenecen al interaccionismo simbólico son frecuentes, dado que su 
tradición es recuperada como una de las plataformas iniciales de desarrollo. 
A pesar de lo cual se aparta de los autores clásicos de la teoría del etiqueta-
miento (inscrita en el interaccionismo simbólico), con la introducción de la 
teoría de la divergencia. También al agregar nuevos elementos para el aná-
lisis de la relación entre divergencia y control penal, lo que significa otorgar 
un mayor alcance a la cuestión del control y, en general, a los aspectos ma-
crosociales de la sociedad; con la inserción de una perspectiva que integra 
de modo más extenso las facetas de la acción y de la estructura social, es 
decir el plano microsociológico de la divergencia y el macro del control pe-
nal; en la búsqueda de una contextualización histórica de tales fenómenos, 
como requisito para comprenderlos, lo que representaba una ausencia en 
el interaccionismo simbólico; al ampliar el cuadro de instrumentos teóri-
cos para explorar las acciones sociales divergentes; por el recurso a otras 
fuentes teóricas no consideradas por el interaccionismo, a más de otras di-
ferencias. De otra parte, aunque no se escatiman las críticas contra algunos 
de los postulados que corresponden a los fundadores del conflictualismo, 
en gran parte la perspectiva asumida en este escrito representa una conti-
nuidad dentro de dicha orientación, con el agregado de nuevos elementos 
teóricos y, sobre todo, de un enfoque más amplio para el estudio del control 
y de la divergencia. 

Frente a las posturas eclécticas y de la unificación o integrales comen-
tadas, fue discutida también la factibilidad de desarrollar una perspectiva 
teórica de unión de las dos perspectivas que abarcan los aspectos que com-
ponen la problemática social del delito: el crimen y el control penal. Así, al 
respecto se ha sostenido: 

91	 Tales características son supuestos de toda relación dialéctica. Al respecto François Ost y 
Michel van de Kerchove. “Pensare la complessità del diritto: per una teoria dialletica”, en 
Sociologia del Diritto, n.º xxiv, Milano, 1997, p. 8.
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cada una de estas teorías corresponde a premisas metodológicas y sistemáticas bas-
tante heterogéneas entre sí; no es posible servirse al mismo tiempo de estas diversas 
teorías como si formasen un corpus teórico homogéneo, orientado a una visión glo-
bal de la sociedad y del comportamiento humano. El resultado sería extremadamen-
te ecléctico y teóricamente contradictorio. Así pues [...] se reúnen diversas teorías no 
susceptibles de integrarse en un sistema92. 

Empero, la crítica válida ante la posición ecléctica, ya que en razón de su 
carácter pretende armonizar componentes teóricos los cuales en términos 
lógicos se excluyen mutuamente, no puede tener cabida al ser confrontada 
con la teoría sociológica del delito, que promueve una teoría de la unifica-
ción de los fenómenos de la divergencia y del control penal, tampoco ante 
otras corrientes teóricas expuestas localizadas en la misma línea integrado-
ra, puesto que comprenden dentro de unos supuestos teóricos coherentes 
y sistemáticos, ya el análisis sociológico de la divergencia ora el examen del 
control social penal, considerando en ambos casos condiciones, motivacio-
nes, características, actores, efectos, actitudes y funciones sociales.

En lo que concierne al control social penal, es posible advertir también 
varias orientaciones y enfoques referidos a las bases de la criminalización, 
que tienen que ver con el origen de la ley penal. En ese sentido William 
Joseph Chambliss93 detecta, de una parte, dos grandes visiones generales 
al respecto y, de otra, seis importantes teorías específicas. Para Chambliss, 
con cuyo planteo hay plena coincidencia, los estudios sobre el origen de la 
ley, por ende, de la criminalización, de manera común siguen las teorías más 
generales de la sociedad, conforme a las cuales, pese a una gran cantidad 
de variables, la principal división proviene de quienes ven al Estado como 
representativo de los intereses de una clase en particular, que usa a conve-
niencia la estructura estatal y el derecho, y los que lo contemplan como una 
organización de todos los ciudadanos, para quienes la organización estatal 
es neutral y, sobre todo, expresión del consenso. A su vez, anota Chambliss, 
entre estas dos grandes visiones globales hay varias pequeñas teorías. En 
este último orden, algunos ven a la ley como reflejo de la actividad de los 
empresarios morales (Howard S. Becker), de los intereses burocráticos 
(William J. Chambliss), acción de clases sociales en decadencia (Joseph R. 

92	 Baratta. Criminología crítica y crítica del derecho penal, cit., p. 156.
93	 Buffalo, Nueva York, 12 de diciembre de 1933-Washington, 22 de febrero de 2014, sociólogo 

de la Universidad de California (1955), PhD en Sociología de la Universidad de Indiana (1962), 
autor de más de 25 libros, dos veces ganador del premio a la trayectoria de la Asociación Ame-
ricana de Sosiología. Fue Presidente de la Sociedad Criminológica Americana y de la Sociedad 
para el Estudio de los Problemas Sociales. Profesor de sociología en la Universidad George 
Washington.
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Gusfield94)95, como resultado de las necesidades sociales percibidas (Je-
rome Hall96), del interés público (Samuel Auerbach, Lloyd K. Garrison, 
Willard Hurst y Samuel Mermin)97 y de la indignación moral (Svend Ra-
nulf98). 

Ninguna de las teorías más importantes, esto es, las teorías globales re-
feridas al principio, pueden dar cuenta de la creación de la mayoría de las 
leyes penales, pero hay algunos modelos que pueden ser más útiles, entre 
ellos el que subraya el papel de los conflictos sociales para promover la crea-
ción de leyes penales. Son los conflictos inducidos de un modo estructural 
entre grupos de la sociedad los que determinan la forma y el contenido de 
la ley penal, por supuesto hay diferencias en el poder, los grupos y las clases 
de la sociedad, donde el que tenga el control de los recursos económicos 
será quien influya en mayor medida, pero también hay límites a las élites 
para determinar el contenido de la ley, de acuerdo con las transformaciones 
históricas y en tanto las sociedades avanzan y consolidan progresos demo-
cráticos. Así mismo, conviene aclarar que las variables sociales, políticas y, 
en especial, culturales tienen una alta incidencia, dependiendo del caso. Por 

94	 6 de septiembre de 1923-California, 5 de enero de 2015, sociólogo de la Universidad de Chica-
go, entre 1943 y 1945 soldado en la Segunda Guerra Mundial, su trabajo cumbre sobre el con-
cepto de sí mismo se realiza en 1950, es considerado líder en la trasformación del estudio del 
uso del alcohol en Estados Unidos, profesor de sociología en la Universidad de Illinois (1969) y 
de la Universidad de California (San Diego), domnde consigue el título emérito en 2007. Entre 
sus obras más destacadas se encuentran Social Structure and Moral Reform: A Study of the 
Woman’s Christian Temperance Union (1955), Community: A Critical Response (1975), Symbolic 
crusade. Status politics and the American temperance movement (1986), y Contested Meanings: 
The Construction of Alcohol Problems (1996).

95	 La propuesta de Joseph R. Gusfield (1963) advierte, a propósito del análisis de la ley de pro-
hibición, que la sensación de la pérdida de poder por parte de segmentos que ven su posición 
social y económica amenazada, dado el declive de tales grupos, es lo que lleva a la movilización 
de esos grupos como una fuerza para influir en la creación de las normas legales, es decir, 
un grupo amenazado por el cambio social y su propia decadencia podía movilizar suficiente 
poder político para cambiar la ley penal en una forma que apacigüe sus ansiedades, Joseph R. 
Gusfield. Symbolic Crusade, 2.ª ed., Urbana, University of Illinois, 1986, pp. 87 y ss.

96	 Chicago, 4 de febrero de 1901-California, 1.º de marzo de 1992, estudia derecho en la Uni-
versidad de Chicago. Profesor de las universidades de Indiana y California. Publica Readings 
in Jurisprudence (1938); General Principles of Criminal Law (1947); Law, Social Science and 
Criminal Theory (1982).

97	 De manera frecuente se invoca el interés público como la razón de la ley, aunque ello no siem-
pre puede ser y es demostrado. Los elementos en los que debe basarse el interés público se-
rían 1. Autodeterminación; 2. Preservación de un Gobierno democrático; 3. No prevalencia 
de un grupo que suprima los reclamos de los demás; 4. Todos los reclamos deben ser oídos y 
considerados por los legisladores; y 5. Cada individuo debe poder disfrutar de una vida míni-
mamente decente y con oportunidades, Samuel Auerbach et al. The Legal Process: An Intro-
duction to Decision-Making by Judicial, Legislative, Executive, and Administrative Agencies, San 
Francisco, Chandler, 1961, p. 661.

98	 Odense, Dinamarca, 26 de marzo de 1894-Aarhus, Dinamarca, 16 de marzo de 1953, filósofo 
y sociólogo, desde 1939 profesor de sociología en la Universidad de Aarhus, opuesto a las 
teorías de Theodor Geiger, sus principales obras son Der eleatische Satz vom Widerspruch 
(1924), Moral indignation and middle class psychology: a sociological study (1938), On the sur-
vival Chances of democracy (1948), y Methods of Sociology (1955).
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ello, se dirá para complementar a William J. Chambliss que, aún siguiendo 
el modelo teórico que comprende a la sociedad como un campo en el que 
son entablados conflictos por intereses e ideologías, esa visión de la vida 
social debe ser más compleja para abarcar sus diversas aristas y, por tanto, 
el modelo teórico seguido será bastante más versátil para comprenderla. 
Por ello, Chambliss afirma que las dos grandes macroteorías enunciadas 
son inadecuadas de conformidad con los datos empíricos existentes, inclui-
da la referida a los roles desempeñados por la clase social dominante, pues 
supone que la élite es monolítica y el papel de los subordinados es pasivo, 
mientras que el modelo del consenso presupone que hay un beneplácito o 
un acuerdo comunitario sin que existan evidencias del mismo99.

Incluso, debe agregarse a lo dicho por Chambliss que, contrario a los 
puntos de vista más tradicionales, no puede plantearse la existencia de una 
situación bipolar entre el conflicto y el consenso, puesto que en forma dia-
léctica están interrelacionados, son dos cosas distintas, pero mutuamente 
dependientes y de manera recíproca influenciadas. Ambos modelos, dice 
Chambliss, incluyen elementos valiosos, que deben ser combinados con 
otras perspectivas. Una teoría del conflicto y del cambio legal reconoce que 
la sociedad está dividida en distintos grupos que compiten por obtener los 
favores del Estado, y del curso de los conflictos generados por las divisiones 
entre los grupos es que se definen algunos actos como criminales. El crimen 
es un fenómeno político, resultado de un proceso político, en el que las re-
glas son constituidas para requerir que las personas se porten con deter-
minadas actitudes, pues “no hay nada que sea inherentemente criminal”100. 

William J. Chambliss encuentra que toda tipología de organización po-
lítica tiene un sesgo conforme al cual tiende a favorecer cierto tipo de con-
flictos y a suprimir otros, porque la naturaleza de una organización es la de 
la gestión de sesgos. Los grupos de interés se organizan para impulsar a las 
facciones que representan e influir en los procesos de creación de reglas, 
mientras algunas cosas se organizan para que queden en el centro de la po-
lítica y algunas otras estén por fuera de la política, hay asuntos que de un 
modo simple quedan al margen de la toma de decisiones. Al final la consi-
deración de ciertos temas da cuenta de la urgencia y de la atención sesgada 
que reciben en la ley penal, de conformidad con los intereses de los grupos 
dominantes. Dicho en otras palabras, frente a la ley hay problemáticas que 
son objeto de silencios, mientras que otras llenan las agendas, lo cual obe-
dece a intereses de grupos con poder y, de modo inmediato, a la gestión 

99	 De los apartes comentados en los últimos párrafos, William J. Chambliss. “The State and 
Criminal Law”, en William J. Chambliss y Milton Mankoff (eds.). Whose Law? What Order? 
A Conflict Approach to Criminology, New York, John Wiley & Sons, 1976, pp. 66 y ss. 

100	 Ibíd., pp. 67, 100 a 102.
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sesgada de los problemas sociales. Se suele plantear que los cambios de la 
ley obedecen a cambios en los valores de la ley, con lo cual será reforzado el 
mito que sostiene que la ley responde a un consenso de valores, aun cuan-
do ello no es así. Desde el punto de vista de Chambliss, la influencia de las 
élites en la definición de la delincuencia es sólo una parte de la cuestión, las 
burocracias gubernamentales que no hacen parte de las élites, aunque son 
controladas de acuerdo con las estructuras de organización estatal, tienen 
su propia autonomía y cuentan con una enorme ascendencia para definir 
qué será un comportamiento criminal o desviado, es más, los grupos buro-
cráticos modernos constituyen uno de los principales agentes en la defini-
ción de la ley penal101.

Los seis enfoques específicos relacionados por Chambliss son bastante 
valiosos, constituyen auténticas tipologías sobre el origen de la ley, sin que 
desde luego ninguno sirva para explicar todos los procesos de criminaliza-
ción, pero sí pueden ser muy útiles como modelos para orientar pesquisas, 
combinados con una teoría general sobre la sociedad, donde al final la de-
cisión de utilizar uno u otro modelo dependerá del caso concreto que sea 
objeto de análisis. Claro, entre tales tipologías, probablemente la expuesta 
por Howard S. Becker, que se acerca en gran medida al modelo de “drama-
tización del mal” de Frank Tannenbaum102, la cual sería una séptima teoría, 
concurrirá con mayor frecuencia, en comparación con todas las demás, en 
especial con la de Joseph R. Gusfield, que tiene aplicación a casos más pun-
tuales. No sobra decir, que dichas teorías no son excluyentes entre sí, salvo 
que se adopte una visión bipolar sobre el consenso y el conflicto, no dialéc-
tica, pues en tal caso las perspectivas de Jerome Hall y Samuel Auerbach 
serían incompatibles con una mirada conflictualista. A la vez, debe ser claro 
que las teorías enunciadas hacen referencia de manera crítica a los criterios 

101	 Ibíd., pp. 79 y ss., 87 y ss., y 90.
102	 Brody, Imperio Austro-Húngaro, 4 de marzo de 1893-Nueva York, 1.º de junio de 1969, nacio-

nalizado estadounidense después de inmigrar en 1905. En su juventud fue un activista radical 
y líder del movimiento de trabajadores de Nueva York, por lo cual fue arrestado y condenado 
en 1914 a un año de prisión que cumplió en Blackwell Island. Economista, politólogo, histo-
riador y criminólogo, estudió en la Universidad de Columbia, sirvió en el Ejército acantonado 
en el sur cerca de México, y se doctoró en la Brookings School of Economics en 1927. Como 
académico laboró en distintos campos: historia institucional, sociología del trabajo, relaciones 
raciales y sistema penal, pero sobre todo se le consideró un experto en América Latina –en 
México fue consejero del presidente Lázaro Cárdenas del Río–, su obra tiene aún influencia 
en México. Estuvo empeñado en la cátedra universitaria: fue profesor de criminología en la 
Universidad de Cornell y de historia latinoamericana en la Universidad de Columbia. Produjo 
una extensa obra: The Labor Movement (1921); Wall Shadows (1922); Darker Phases of the 
South (1924); The Mexican Agrarian Revolution (1928); Peace by Revolution: An Interpretation 
of Mexico (1933); Whitler Latin America? (1934); Crime and Community (1938), su obra de in-
terés criminológico; Salave and Citizen: the Negro in the Americas (1947); Mexico: The Struggle 
for Peace and Bread (1950); A Philosophy of Labor (1951); The American Tradition in Foreign 
Policy (1955); Ten Keys to Latin America (1962).
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y procesos con y en los cuales se produce la ley, no a aquellos que en el mun-
do del deber ser tendrían que emplearse.

Cuando surgen en las sociedades cambiantes nuevos productos, ideas 
y patrones de comportamiento en áreas donde el sentimiento comunita-
rio aún no se ha definido, hay grupos de interés que interpretan los nuevos 
eventos para obstruir, moldear o promover iniciativas legislativas o sociales 
que califican esas nuevas situaciones, en tanto tienen influencia sobre quie-
nes poseen el poder para resolver sobre ellas, y en tanto de alguna manera 
tienen algo que ganar con la calificación moral de tales innovaciones. Allí es 
cuando brotan los empresarios morales103.

Ahora bien, en realidad existen otras tipologías sobre la creación de la 
ley penal, considerando sólo las más contemporáneas. En estas como en 
las anteriores, los autores citados entre paréntesis no defienden como algo 
necesario que el criterio postulado en cada caso sea el ideal para crear la 
ley penal, pues la mayoría de las veces es del todo ilegítimo, son más bien 
los autores que han develado o analizado con un bagaje bastante crítico la 
forma como los sistemas penales implantan la ley. Se trata de los modelos 
del “pánico moral” (Stanley Cohen104), bastante cercano al propuesto por 
el sociólogo danés Svend Ranulf, del “populismo penal” (David Garland, 
Zygmunt Bauman, entre otros), de la “peligrosidad social” (autores va-
rios), que cuentan con justificaciones biológicas y sociales, junto al mode-
lo, bastante próximo al anterior, pero con diferencias de matiz en algunos 
aspectos, de la “sociedad del riesgo” (Ulrich Beck105, Sandra Walklate, 
Eamonn Carrabine y otros) y del “derecho penal de enemigo” (Eugenio 
Raúl Zaffaroni y otros)106. En virtud del pánico moral se gesta un estado 

103	 Stuart L. Hills. Crime, Power and Morality, New York, Chandler, 1971, p. 6.
104	 Johannesburgo, 23 de febrero de 1942-7 de enero de 2013, profesor emérito de sociología en 

la London School of Economics, destacado autor en criminología, acuñó el término “pánico 
moral” en su libro de 1972 Folk Devils and Moral Panic para referirse a la reacción social y de 
los medios de comunicación en el Reino Unido frente a los Mods and Rockers de la década de 
1960.

105	 Słupsk, Alemania (hoy Polonia), 15 de mayo de 1944-1.º de enero de 2015, sociólogo, pro-
fesor de la Universidad de München y de la London School of Economics, estudió aspectos 
como la modernización, los problemas ecológicos, la individualización y la globalización. 
Contribuyó con nuevos conceptos a la sociología, como la llamada “sociedad del riesgo” y la 
“segunda modernidad”. Entre sus obras más destacadas se encuentran Risk Society: Towards 
a New Modernity (1992), Reflexive Modernization. Politics, Tradition and Aesthetics in the 
Modern Social Order (1994), Ecological Politics in an Age of Risk (1995), The Reinvention of 
Politics. Rethinking Modernity in the Global Social Order (1997), Democracy without Enemies 
(1998), The Brave New World of Work (2000), Individualization: Institutionalized Individua-
lism and its Social and Political Consequences (2002), Power in the Global Age (2005), y Cos-
mopolitan Vision (2006).

106	 Entre paréntesis se han ubicado el nombre de autores que han expuesto de manera clarivi-
dente las respectivas teorías, pero ellas tienen varios expositores y, a veces, muy distintos 
gestores. Con frecuencia, los nombres señalados corresponden a los críticos más conspicuos 
de las teorías relacionadas.
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de alarma y hostilidad que presiona la adopción de normas penales repre-
sivas; el populismo penal procura compensar los miedos al crimen entre la 
población con el endurecimiento del sistema penal, mediante medidas que 
resultan más populares entre más severas sean107; la versiones modernas 
de la peligrosidad social, cuyas raíces se hunden en el positivismo crimi-
nológico de Cesare Lombroso108 y Enrico Ferri109, con dificultad pueden 
defender en el escenario de la creación de la ley penal sus ideas sobre la 
propensión biológica o social al delito, pero patrocinan propuestas que bus-
can sancionar de manera gravosa la reincidencia, con lo que igual logran 
traducir sus lecturas sobre el origen anómalo de la criminalidad en políticas 
penales; la concepción de la sociedad del riesgo que ante las posibilidades 
de extender los cálculos de contingencias futuras, de buscar el control de las 
nuevas problemáticas que emergen de los cambios ecológicos y los desar-
rollos científicos y tecnológicos, procura aplacar los miedos emergentes con 
recursos penales; el derecho penal de enemigo que, so pretexto de combatir 
al terrorismo y otros adversarios del Estado, distorsiona el derecho penal 
ordinario.

Con las anteriores son 12 las teorías específicas. Ellas representan las 
tendencias más relevantes de la criminología contemporánea para inter-

107	 A este respecto, recomendamos la obra electrónica en dos tomos de Rafael Velandia Mon-
tes. La punitividad electoral en las políticas penales contemporáneas, Bogotá, Instituto Lati-
noamericano de Altos Estudios –ilae–, 2015, disponible en [www.ilae.edu.co].

108	 Verona, 6 de noviembre de 1835-Turín, 19 de octubre de 1909, médico de la Universidad de 
Pavía, donde se graduó con la tesis Investigación sobre el cretinismo en Lombardía, durante 
algunos años estuvo vinculado a la carrera militar, ofició como director de manicomio, médi-
co de varias cárceles y funcionario del Consejo Sanitario de Turín; fue profesor de las Univer-
sidades de Pavía y Turín en cursos sobre medicina legal, higiene pública, psiquiatría, clínica 
psiquiátrica y antropología criminal. Autor, entre otras obras, de Genio y locura (1864); El 
hombre delincuente (1876) –en castellano Los criminales (1878)–; El delito político y la revo-
lución (1890); La mujer delincuente, la prostituta y la mujer normal (1893); Los anarquistas 
(1895); Lecciones de medicina legal (1900); publicó junto con Ferri y Giulio Fioretti La 
escuela criminalista positiva. Una elogiosa semblanza biográfica en el texto de su hija, Gina 
Lombroso Ferrero. Vida de Lombroso, Buenos Aires, Aquiles Gatti, 1940, pp. 14 y ss.

109	 San Benedetto Po, Italia, 25 de febrero de 1856-Roma, 12 de abril de 1929, abogado y crimi-
nólogo, hijo del dueño de un almacén, su madre era analfabeta (Ferri mismo le enseñaría a 
leer). Alumno de Cesare Lombroso, Pietro Ellero y del filósofo positivista Roberto Ardi-
gó. Estudió derecho en la Universidad de Bolonia, y completó su formación en París y Turín, 
donde fue discípulo de Lombroso. Se desempeñaría como profesor en las universidades de 
Bolonia, Siena, Roma, Pisa (donde sustituyó a Francesco Carrara), Bruselas y Palermo, fue 
además conferencista en Argentina y Brasil. En 1886 fue elegido diputado del parlamento, 
militante socialista, luego se deslizaría al fascismo. Publicó Annali di statistica (1880); I nuovi 
orizzonti del diritto e della procedura penale (1881); Sociologia criminale (1892), su obra 
criminológica más importante; L’omicidio-sucidio (1884); Socialismo e criminalità (1893); 
Socialismo e scienza positiva (1894); L’omicidio nella antropologia criminale (1895), después 
reeditado como L’omicidio nella psicologia e nella psicopatologia criminale; Discordie positive 
sul socialismo (1896); I delinquenti nell’arte (1898); Difese penali e studi di giurisprudenza 
(1899); Studi sulla criminalità (1904); Principi di diritto criminale (1927). Fue cofundador 
(1880) de las revistas Archivio di Psichiatria, Antropologia Criminale e Scienze Penali y Scuola 
Positiva (1891).

http://www.ilae.edu.co
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pretar y analizar en términos históricos la criminalización y el origen de 
la ley penal. Pero también deben ser contempladas como estrategias para 
la realización de los objetivos de los grupos sociales que, en razón de su 
poder, logran influir de modo decidido en la creación de la ley penal, y la uti-
lizan como un medio para la realización de sus intereses o la imposición de 
sus ideologías. Todo ello en detrimento de otros grupos sociales, dentro del 
contexto de una sociedad conflictiva. De esa manera, las teorías específicas 
examinadas se articulan con la teoría macrosociológica del conflicto social 
que, ahora, ha sido apenas enunciada. 

Las grandes orientaciones macroteóricas sobre la sociedad van a ser 
objeto de continuas alusiones en las páginas que vienen y, en especial, las 
teorías sobre el conflicto y el consenso serán expuestas y debatidas en el 
capítulo quinto. Aunque puede decirse que los conflictos sociales de intere-
ses son la principal fuerza motivadora de los cambios legales. En el capítulo 
cuarto se presentarán las teorías que pretenden establecer criterios para re-
gir las definiciones penales sobre la criminalidad, incluido la acogida en este 
libro. También algunas de las teorías criminológicas que comprenden defi-
niciones sobre el origen de la ley penal son tratadas en nuestro otro libro110, 
en particular aquellas que tienen que ver con el criterio de la peligrosidad 
social. Sin embargo, las 12 teorías que han sido expuestas en torno al origen 
de la ley penal no tratan sobre su deber ser, sino más bien acerca de los pro-
cesos reales de producción de las leyes penales, por ende, de la criminaliza-
ción en la operación del control penal. Sólo el enfoque de la “peligrosidad 
social” es registrado como propuesta teórica y a la vez como fundamento 
efectivo e histórico de la ley penal. Por lo demás, ocurre que la mayoría de 
los enfoques teóricos sobre los orígenes de la ley penal encierran propues-
tas de política penal que son impresentables. El relativo a la peligrosidad 
social es jurídica y filosóficamente escandaloso e ilegítimo, pero la proble-
mática de la criminalidad tolera cierto nivel de cinismo. Ahora, a lo largo de 
este libro, sobre todo en el último capítulo, son examinados los 12 enfoques 
sociológicos que han sido expuestos. En consecuencia, el debate en torno a 
las teorías que exponen pautas y parámetros para entender cómo ha ope-
rado la criminalización es una constante. Ellos además son retomados en el 
apartado final de este libro, a propósito de la discusión sobre lo que se ha 
denominado “la filosofía del delito”.

110	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
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III. Política penal

Se entiende por finalidad de una ciencia la utilidad, el motivo, el móvil o el 
aliciente de ella. En el caso de la criminología ésta sería ilustrar, informar o 
instruir, también analizar de modo crítico, la política penal, por medio del 
estudio de su objeto de conocimiento, a fin de lograr los objetivos que persi-
gue realizar; es decir, formar un saber que pueda aleccionar la política penal 
como resultado del análisis sociológico del delito, considerando de modo si-
multáneo los ámbitos de la divergencia y del control penal. Quiere ello signi-
ficar que la criminología no carece de un sentido teleológico, pues con la ge-
neración de un cierto saber sobre su objeto de conocimiento aspira a lograr 
determinados propósitos111. En este caso, metas prácticas que implican una 
aplicación del conocimiento producido y una afectación o transformación 
de la realidad social, política y jurídica. En esas condiciones, la discusión 
sobre la finalidad de la ciencia debe servir para responder al interrogan-
te sobre para qué sirve la criminología. Y, en esa dirección, ha de indicarse 
que, por medio de la política penal, a la criminología le corresponde inducir 
transformaciones sociales en su campo de acción, lo cual significa proveer 
los insumos teóricos y proponer estrategias que organicen el control penal 
y, a la vez, puedan neutralizar las formas de divergencia social que se consi-
deren inadmisibles.

La política penal es el programa de acción para tratar la divergencia de 
interés penal y conducir el control penal, lo que comprende como medios el 
conjunto de concepciones, medidas y prácticas penales diseñadas y ejecuta-
das por el Estado o por grupos sociales organizados, en un tiempo y espacio 
determinados, para materializar objetivos o intereses superiores de la orga-
nización social respectiva112. 

De manera tradicional, la expresión común y habitual para referirse a la 
política en la materia se condensa en la acepción “política criminal”. No obs-
tante, dicho término es obsoleto e inapropiado, pues comparecen múltiples 
razones que invitan a abandonarlo113. Se evade el término política criminal 

111	 Sobre el sentido teleológico, esto es, orientado por fines, de la criminología, Alfonso Reyes 
Echandía. Criminología, Bogotá, Externado, 1968, p. 10.

112	 Cabe recordar la distinción tradicional de la lengua inglesa entre politics y policy, la primera 
acepción hace relación a luchas del poder, electorales y de los partidos, además de compren-
der también a la “politiquería”; mientras la segunda está referida al marco de una orientación 
para la acción y a las perspectivas de actividad en un terreno específico. Al respecto, Yves 
Meny y Jean-Claude Thoenig. Las políticas públicas, Barcelona, Ariel, 1996, p. 89. La política 
penal se ubica en el segundo campo. 

113	 La denominación política criminal se remonta a mediados del siglo xvii, para referirse al 
“arte de gobernar en relación con la acción del Estado en la materia de los delitos y de las 
penas”, Florian. Parte general del derecho penal, cit., p. 123. Algunos autores, de modo muy 
distinto al aquí planteado y, en todo caso, sin rechazar la acepción “política criminal”, plantea-
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porque tal expresión corresponde a la visión que percibe a la criminalidad 
como una realidad empírica, con propiedades ontológicas, por ende, habría 
un objeto de conocimiento con atributos o de naturaleza criminal, cuyo es-
tudio informaría la política respectiva. Sin embargo, ya ha sido mencionado 
que la definición de criminal es producto de un proceso político de crimina-
lización, un acto de definición subjetiva el cual emerge de juicios de valor, 
no una cualidad que corresponda a la descripción del mundo objetivo114. De 
otra parte, la política en este terreno no tiene como receptores únicos a los 
sujetos ni a las situaciones rotuladas como criminales, puesto que la política 
mencionada está destinada al conjunto de la población, afectada o compro-
metida por sus medidas o intervenciones115. Es, además, imprecisa, porque 
la aspiración de una política penal no puede ser únicamente la de actuar so-
bre la criminalidad, ya sea previniéndola, reprimiéndola u otorgándole ga-
rantías, que serían las únicas acciones coherentes si su objeto es la conducta 
criminal y los criminales. Tal política busca también la protección y el res-
tablecimiento de determinados intereses o bienes jurídicos vulnerados que 
involucran a las víctimas, promueve ciertos valores, desarrolla y fortalece 
la democracia y la participación o se opone a ellas116. Y, por último, política 
criminal es una expresión arcaica frente al derecho, pues hace décadas fue 
sustituida la nominación de derecho criminal por la de derecho penal, más 
acorde con su objeto y finalidades117.

ban una diferencia con la “política penal”, por ejemplo, para vincular las medidas más severas 
que comportan el uso del derecho penal a la política penal y las medidas no jurídico-penales 
de contenido social a la política criminal, en Franco Bricola. “Politica criminale e politica 
penale dell’ordine pubblico”, en La Questione Criminale, n.º 1, Bolonia, 1975, p. 222, o como 
Alfonso Zambrano Pasquel. Temas de derecho penal y criminología, Guayaquil, Offset Gra-
ba, 1988, p. 34, que refiere la política penal a lo que tiene que ver con el ejercicio punitivo. 
Desde luego ese último significado es rechazado, pues la distinción no tiene sentido. No sólo 
las medidas o decisiones que directamente atañen a las penas, como la resolución de au-
mentarlas, guardan relación con las penas, pues, por ejemplo, el otorgar mayores garantías 
al imputado para el ejercicio de su defensa, que no es una medida punitiva, con probabilidad 
tendría incidencia en el campo de las sanciones, reduciéndolas en cantidad, haciéndolas más 
justas, etc.

114	 En los terrenos de las ciencias sociales y humanas, de tiempo atrás, fueron olvidadas las 
expresiones sociología criminal, antropología criminal y psicología criminal, hace un siglo en 
boga, cuando se reconoció que no había una materialidad que tuviera atributos criminales, 
por ende, que pudiera constituir el objeto de conocimiento empírico de esas ciencias, ya que 
lo criminal representaba una etiqueta adjudicada en un acto político.

115	 Un retén policial que registra a personas y vehículos en tránsito no sólo afecta la moviliza-
ción de quienes tienen una orden de captura en su contra, sino a todos los ciudadanos que 
son interceptados. Una prohibición penal de realizar determinado tipo de acciones limita a 
todas las personas cobijadas por ella. La garantía de disponer de una defensa técnica en ma-
teria penal no sería consignada apenas a favor de los criminales, es estatuida para proteger a 
la población en su conjunto.

116	 Varias nociones usadas en la doctrina comparten las críticas enunciadas, por ejemplo, la ex-
puesta por  Hans Goppinger. Criminología, Madrid, Reus, 1975, p. 19, cuando refiere la polí-
tica criminal a la lucha contra el crimen. 

117	 Regnerus Engelhard en 1756 fue el primero en utilizar la expresión “derecho penal” en 
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Con los avances obtenidos por la ciencia en el siglo xix, sobre todo a par-
tir del paradigma positivista, cuando llega a predominar la idea de un do-
minio de los fenómenos sociales por medio de la ciencia, es el momento 
en el que se consolida la política penal, bajo la acepción de “criminal”118. 
Desde entonces, esto es, a partir de la política de “defensa social” promovi-
da por la escuela positivista del derecho penal y la criminología, concurren 
distintos modelos de política inspirados en las prácticas del control y, en 
gran parte, en las diferentes corrientes de pensamiento criminológico. La 
política penal obra a partir y sobre un contexto histórico y social, con el cual 
guarda relaciones de múltiples órdenes, de allí que siempre esté referida 
a un tiempo, espacio y problemática particulares, los cuales surgen de un 
proceso dinámico de transformaciones, en el que sus distintos eslabones se 
encuentran entrelazados o conectados, de modo mediato o inmediato. Re-
sulta pues, indispensable, consultar su sentido histórico y social. En forma 
similar, implica la construcción y diagnóstico de un “problema”, ante el cual 
ha de obrar. La denominación como “penal” de esta política obedece, preci-
samente, a que los medios seleccionados son de ese orden y tienen un ob-
jeto vinculado a dicho campo. Los objetivos apetecidos abarcan escenarios 
complejos, aunque en última instancia pueden estar referidos a la introduc-
ción y preservación de un determinado orden social119. Esa naturaleza penal 
de los medios no se discute, alude siempre al tema de la pena, los casos en 
que debe ser impuesta, las condiciones para evitarla, las características de 
los procedimientos que darán o no lugar a ella, sus fines y las modalidades 
de su ejecución práctica, etc. El objeto sobre el cual actúa la política penal 
posee una naturaleza análoga, ya que comprende la divergencia social de in-
terés penal y la operación del control penal. Con relación a la meta última o 
superior perseguida, cual es la realización del orden social, la política penal, 
desde luego, no ocupa un lugar exclusivo ni preponderante para lograr ese 
propósito.

Aunque la diferencia puede parecer algo sutil, la finalidad de la crimino-
logía no sería la política penal, ni ella hace parte de la criminología. El obje-
tivo o fin es instruir o fundamentar la política penal con el concurso de sus 

vez de la voz usual de “derecho criminal”, popularizada luego con el Código Penal francés de 
1810, que Reinhart Maurach y Heinz Zipf atribuyen al paso del Estado absolutista al Es-
tado de derecho, Juan Bustos Ramírez. Introducción al derecho penal, Bogotá, Temis, 1986, 
pp. 3 y 4.

118	 Ángel de Sola Dueñas. “Política social y política criminal”, en Roberto Bergalli y Juan 
Bustos Ramírez (dirs.). El pensamiento criminológico, t. ii, Bogotá, Temis, 1983, p. 245. No 
obstante, nace en el siglo xvii.

119	 Medidas de índole penal pueden tener por objeto preservar la estabilidad de un Gobierno, 
proteger el mercado financiero, evitar disputas intrafamiliares, en fin, las más diversas inten-
ciones específicas. De allí que pueda decirse que la política penal posee finalidades inmedia-
tas que, a la vez, apuntan a la realización de objetivos superiores o mediatos. 
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conocimientos. Entonces, la política penal será un escenario o, mejor, una 
institución, a cuyo servicio se coloca la criminología y respecto de la cual 
actúa al tiempo de modo crítico. En tanto escenario o campo es un objeto, 
que puede ser estudiado o utilizado, pero no pertenece a la criminología, 
del mismo modo que la prisión, que también es un escenario y un objeto, de 
igual modo una institución, puede ser estudiada, criticada y usada, tal vez 
mejorada con el concurso del saber criminológico, pero no es parte de la 
criminología como disciplina, sino algo externo a ella.

En la discusión sobre la naturaleza de la política penal es pertinente el 
debate acerca de su ubicación. La política penal, o la política criminal según 
la nomenclatura común, es considerada por algunos una materia separada 
de la criminología y por otros un aspecto perteneciente a ella120. En efecto, 
muchos sostuvieron que la política criminal no estaba comprendida dentro 
de la criminología o el derecho penal, pues era una disciplina autónoma121. 
Eugenio Raúl Zaffaroni explica esa diferenciación entre política criminal 
y criminología como proveniente de la distinción según la cual, la política 
criminal es una criminología aplicada, mientras la criminología teórica, apa-
recía referida al análisis del comportamiento criminal y del sujeto agente 
de ésta. Para Zaffaroni tal diferencia surge de una equivocada tentativa de 
separar la política de la ciencia122. Lo cual es concordante con la visión del 
paradigma científico positivista que pretende esa escisión. 

Sin embargo, en realidad, ambas opciones son reprobadas. Conforme a 
lo explicado, la política penal no es parte de la criminología, sino un objeto 
externo a ella, que también obra como receptor de su trabajo123. Aun cuando 

120	 Como parte integrante de ella, por ejemplo, José Adolfo Reyes Calderón. Criminología, 
Guatemala, Universidad Rafael Landívar, 1986, p. 238. Pese a algunos visos eclécticos, tam-
bién Émiro Sandoval Huertas. Penología. Parte general, Bogotá, Externado, 1982, p. 17; Eu-
genio Raúl Zaffaroni. Política criminal latinoamericana, Buenos Aires, Hammurabi, 1982, 
p. 70.

121	 Manuel López-Rey y Arroyo. Compendio de criminología y política criminal, Salamanca, Tec-
nos, 1985, p. 148; Goppinger. Criminología, cit., p. 19; Jean Pinatel. Tratado de criminología, 
2.ª ed., Caracas, Universidad Central de Venezuela, 1984, p. 27. Cosa parecida ocurrió entre 
política social y sociología, cuando de modo marginal se consideró a la política social como 
una ciencia.

122	 Eugenio Raúl Zaffaroni. Criminología. Aproximación desde un margen, vol. i, Bogotá, Temis, 
1988, pp. 20 y 21. En concordancia, se hablaba de modo bastante ilustrativo de: “Junto a la 
ciencia aplicada (política criminal) hay, como es sabido, una ciencia criminológica pura, que 
estaría constituida por toda investigación y enseñanza criminológica que no se ocupe de 
la aplicabilidad de sus hallazgos y declaraciones. Sería ‘pura’, como la matemática o la físi-
ca, pero también en el sentido de ‘limpia’, justamente, de efectos contaminantes que se dan, 
forzosamente, en cada aplicación o contexto valorativo […] Habría que opinar que un caso 
de aplicación que además tenga que ver con la política, es un negocio que debe ser necesa-
riamente sucio”, Horts Schüler-Springorum. Cuestiones básicas y estrategias de la política 
criminal, Buenos Aires, Depalma, 1989, p. 8. 

123	 Al explicar la relación entre política penal y criminología, fue acotado con razón: “La dife-
rencia estriba en que la política criminal implica más bien la estrategia a adoptar dentro del 
Estado respecto de la criminalidad y el control. En ese sentido la criminología se convierte, 
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se entiende la explicación histórica y la crítica que comporta, una institución 
o un escenario social, como sucede con la prisión o la política penal, no es 
algo constitutivo de una ciencia, sino un referente o un objeto de ella, inclu-
so aunque exista una teoría acerca de la prisión o sobre la política penal, 
como en efecto ocurre. Y pese a la negación de la postura que integra en la 
criminología a la política penal, la distinción entre criminología teórica y cri-
minología aplicada es igualmente rechazada. Sus supuestos o razones son 
artificiales, del mismo modo que ocurre con la disección entre ciencia y po-
lítica, ya que el científico no es apolítico, ni ignora las implicaciones políticas 
de su trabajo de investigación o teórico, de hecho siempre parte de determi-
nadas posturas políticas e ideológicas que orientan su labor124. La objetivi-
dad de la ciencia, planteada por el positivismo para justificar su aislamiento 
de la política, sólo sirve para ocultar las bases y finalidades políticas de la 
actividad científica, por lo que se le considera un anhelo inalcanzable y una 
aspiración falsa, sustituida por una exigencia de honestidad y transparen-
cia. De tal modo, no será sostenida una escisión entre criminología y política 
penal en el sentido propugnado por los positivistas, pero sí es contemplada 
su separación en razón de su distinta naturaleza, tal como ha sido explicado. 
Donde se concluye, que la criminología suministra elementos de juicio que 
informan a la política penal y, claro, también la observa y analiza de modo 
crítico con idéntico propósito. 

En tanto objeto de conocimiento, la política penal es a la vez abordada 
por la ciencia política, otra ciencia social con un estatuto epistemológico au-
tónomo respecto de la sociología y el derecho125. Se puede decir también 
que ella constituye una zona compartida por la sociología, el derecho y la 
ciencia política, aun cuando los aportes y las miradas de cada disciplina son 
distintos. Para la criminología la relación principal con la política penal será 
de provisión de información y análisis, para la politología la conexión pri-
mordial con ella es como objeto de conocimiento. Desde un punto de vis-
ta interdisciplinario, la ciencia política puede enriquecer la tarea que debe 
cumplir la criminología para ilustrar con sus aportes y críticas la política 

respecto de la política criminal, más bien en una ciencia de referencia, en base material para 
configurar dicha estrategia”, Juan Bustos Ramírez. “La criminología”, en  Roberto Bergalli 
y Juan Bustos Ramírez (dirs.). El pensamiento criminológico, t. i, Bogotá, Temis, 1983, cit., 
p. 25.

124	 “Toda elección de una política lleva aparejada la formulación previa de juicios de valor, la 
existencia de una teoría suficientemente consolidada y de unos hechos que pueden consi-
derarse como constitutivos de una situación problemática”, Andrés Muños Machado. “Po-
líticas públicas y modelos de gestión de organizaciones”, en Rafael Bañón i Martínez. La 
evaluación de la acción y de las políticas públicas, Madrid, Díaz de Santos, 2003, p. 90.

125	 Sobre la autonomía de la ciencia política obtenida en el siglo xix y su separación del derecho 
y de la sociología, Fernando Harto de Vera. Ciencia política y teoría política contemporá-
neas: una relación problemática, Madrid, Trotta, 2005, pp. 17 y ss.
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penal. Así, en el ámbito de la ciencia política existe una teoría general de las 
políticas públicas que informa la teoría sobre la política penal, cuyos ele-
mentos pueden ser aprovechados por la criminología. Todas las políticas 
públicas son sociales. La especie penal, como parte de las políticas públi-
cas, es una de las modalidades de la política social. No obstante, a veces se 
pretende confundir la política penal o la llamada “política criminal” con la 
social, como si fueran equivalentes, identificando la parte con el todo. Nada 
más equívoco, ya que la política laboral, por ejemplo, no es penal, aunque 
sí social. Desde luego, pero eso es otra cosa, las variadas formas de política 
inciden sobre la vida social, pudiendo evitar o, acaso, promover situaciones 
de divergencia y conflicto126. 

En el ámbito de la ciencia política será considerada, como asunto clave, la 
cuestión del proceso de toma de la decisión política, en el que se producen 
acoplamientos variables entre los actores, sus ideologías, sus intereses y los 
recursos disponibles para llevarla a cabo. Al tiempo, los medios y los obje-
tivos determinados son fichas relevantes de la política y están de un modo 
estrecho conectados a su concepción, como partes cruciales de ella. En el 
análisis de la política penal el poder es otro elemento esencial. Aun cuando 
constituye un componente teórico que será evaluado a fondo después, cabe 
indicar que del poder depende la capacidad para imponer o ejecutar políti-
cas específicas de control social en la materia. La postulación y realización 
de políticas penales suele involucrar luchas de poder, que comprometen a 
distintos grupos sociales, desde facciones con intereses corporativos, entre 
las cuales comparecen los miembros de las agencias de control penal, hasta 
bandas que hacen carrera en la divergencia de interés penal. A su vez, si el 
discurso criminológico informa el diseño de la política penal, debe calcular-
se también que el propio saber criminológico es un mecanismo de poder, en 
gran medida, legitimado como conocimiento científico o técnico.

Es claro que la política penal no se inspira sólo en teorías criminológicas 
o en la dogmática jurídica, valga decir, en los discursos científicos, pues los 
saberes cotidianos o los estereotipos acerca del crimen y del control penal 
poseen una elevada incidencia en su curso. Por lo anterior, es manifiesto que 
la política penal puede ser, de hecho lo es con frecuencia, irracional o contar 
con aspectos irracionales. Del mismo modo, tampoco suelen ser los crimi-
nólogos los actores principales en la definición de las políticas penales, so-
bre todo en el Tercer Mundo. Además del conocimiento criminológico, como 
especie técnica, los saberes político y popular, entre otros, exponen una in-

126	 Los criminólogos en Estados Unidos son conscientes de la necesidad de conectar las políti-
cas sociales eficaces a los hallazgos de la investigación criminológica bien conducida. Una 
reunión de la Sociedad Americana de Criminología se enfocó en el fortalecimiento de este 
vínculo, Schmalleger. Criminology Today, cit., p. 20.
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fluencia considerable en la determinación de las orientaciones en materia 
de política penal, lo que sitúa a políticos, legisladores y directores de parti-
dos y agencias de control gubernamental, lo mismo que a segmentos de la 
población con poder, en una posición privilegiada para decidir el rumbo de 
las políticas penales127. El derecho penal y la criminología, a la vez, hallarán 
en la política penal una zona de intersección en la cual ambos concurren, 
siendo que el primero es también fuente en la determinación de las políticas 
penales, sobre todo, de carácter legislativo. 

De otra parte, es habitual que un tipo de populismo penal inspire las po-
líticas en el campo. El temor al delito y la inseguridad solían representar 
preocupaciones de primer orden en la mayoría de los países de Occidente, 
por tanto terreno abonado para la proposición de políticas demagógicas que 
producen grandes réditos electorales. Esto tiene una traducción en incre-
mentos de pena, criminalización de nuevas conductas, prohibición de ex-
carcelar a los acusados y medidas similares, con las que se busca aplacar el 
miedo a la inseguridad y lograr popularidad.

Con relación a los gestores o actores en la definición y aplicación de la 
política penal, concurren algunos problemas que conviene examinar. Mirei-
lle Delmas-Marty define la política criminal como “el conjunto de proce-
dimientos por los cuales el cuerpo social organizado responde al fenómeno 
criminal”128. De modo opuesto, debe acotarse que la política no sólo se con-
creta en procedimientos, dado que implica también concepciones y obje-
tivos. Tampoco, como fue comentado, la política penal actúa, apenas, ante 
aquellas conductas o individuos que han sido definidos como criminales. Lo 
último sólo sería válido, de creerse que lo criminal es una realidad que se 
encuentra en la sociedad, idea ya bastante reprobada, y no fuera producto 
de decisiones. Además, en esos términos no podrían plantearse problemas 
como la criminalización de nuevas acciones divergentes, que hasta entonces 
no serían criminales. 

Pero el aspecto más importante del concepto de la autora francesa radica 
en que coincide en no limitar la política penal a la acción del Estado, pues 
al citar al “cuerpo social” involucra tanto al ente estatal como a segmentos 
de la sociedad129. Suponiendo que la reacción penal es siempre organiza-
da, lo cual representa un requisito de la política, al menos como pretensión. 

127	 Sobre el saber político y popular, al igual que sobre el saber técnico que en este caso corres-
pondería al de los criminólogos, y su influencia en el derecho, Manuel José Cepeda Espino-
sa. “La práctica jurídica colombiana: una visión crítica”, en Revista de Derecho Privado, n.º 4, 
Bogotá, Universidad de Los Andes, 1988, pp. 100 y ss.

128	 Mireille Delmas-Marty. Modeles et movements de politique criminelle, Paris, Economica, 
1983, p. 14.

129	 Se identifica también con esta postura, Fernando Tocora. Política criminal en América Lati-
na, Bogotá, Librería del Profesional, 1990, p. 140. 
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Cuando la política penal es promovida por el Estado, hace parte de las polí-
ticas públicas (noción que irrumpió en la teoría a inicios de la década de los 
1950), mientras que aquellas medidas o acciones promovidas o desarrolla-
das por grupos de la sociedad corresponden a políticas privadas130. Desde 
luego, en este campo, como en otros similares considerados en este libro, 
no se puede plantear una bipolaridad entre políticas públicas y privadas, 
entre Estado y sociedad. Dentro de la perspectiva dialéctica sostenida en 
este trabajo, es diáfana la interacción entre los dos campos, lo mismo que la 
presencia de ingredientes de cada uno en el otro131. Entre las fuerzas no es-
tatales hay organizaciones no gubernamentales y centros e institutos de in-
vestigación que, como entidades privadas de utilidad común, influyen en la 
política penal. Algunas de las cuales son, en realidad, aparatos de poderosos 
grupos de presión empresariales, que pocas veces son transparentes para 
mostrar el lugar desde el que hablan. En forma análoga, otros agentes de 
las políticas privadas son empresas cuyo objeto social es la seguridad, que 
serían exponentes de la cada vez más creciente participación en un mercado 
de venta del servicio, a quien puede pagarlo, el cual sustituye al Estado en 
varios renglones132.

En Colombia esas políticas desarrolladas por grupos sociales organiza-
dos, como juntas barriales, empresas, guerrillas, paramilitares, minorías ét-
nicas, gremios, etc., son una realidad acreditada. Que, igualmente, equivale 
en no pocos casos a la existencia de formas normativas o derechos parale-
los133. Hay allí, como en la política penal del Estado, concepciones y medios 
prescritos para combatir la divergencia y ejercer el poder de control social. 
Los medios son en ocasiones ilegales y, en otras, legítimos o, inclusive, ex-
presión de las posibilidades de participación de la población en la gestión 
de fenómenos como la divergencia y en la administración del poder. Tam-
bién desde el Estado, sea por causa de su fragmentación u otras razones, se 
promueven políticas penales paralelas, en veces legales, en otros eventos 
contrarias al propio ordenamiento jurídico establecido134. Y esa política in-

130	 “Una política pública es el resultado de la actividad de una autoridad investida de poder pú-
blico y de legitimidad gubernamental”, Meny y Thoenig. Las políticas públicas, cit., p. 89.

131	 Un ejemplo en Colombia fueron las acciones de grupos privados que obtuvieron un aumento 
considerable de las penas para el delito de secuestro. Luego, en el campo de las políticas pú-
blicas, sus gestores se vieron obligados a elevar las penas contra otras infracciones, como el 
homicidio, para mantener una coherencia en la política punitiva del Estado.

132	 Philippe Robert. El ciudadano, el delito y el Estado, Barcelona, Atelier, 2003, pp. 163 y ss.
133	 A ese respecto existe una extensa literatura. Entre los autores contemporáneos que se de-

dican al tema, Boaventura de Sousa Santos. Estado, derecho y lucha sociales, Bogotá, ilsa, 
1991, pp. 171 y ss.

134	 En Colombia desde los años 1970 fue construida y ejecutada una política de control social, en 
particular para el ámbito penal, que generó un sistema de control social paralelo, mientras 
se procuraba articular a los órganos judiciales, valga decir subordinarlos, a las políticas del 
ejecutivo, Germán Silva García. “Justicia, jueces y poder político en Colombia”, en Jurimpru-
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formal, originada en grupos de la sociedad será penal, en la medida en que 
sus acciones se encuentran destinadas a incidir sobre situaciones de diver-
gencia de interés o relevancia penal.

De acuerdo con la definición expuesta de política penal, los medios es-
cogidos para realizarla pueden ser preventivos, represivos, proactivos y 
reparatorios. Los preventivos son de contención, su sentido es evitar o des-
alentar situaciones de divergencia que deriven en conflictos, antes que ellos 
acaezcan. Por ejemplo, cuando se colocan barreras para proteger una pro-
piedad de intrusos; al expedir un reglamento que prohíbe a los conductores 
de vehículos ingerir alcohol, etc. Sin embargo, es corriente que las medidas 
preventivas lesionen derechos fundamentales. Los medios represivos con-
llevan una reacción de fuerza para intentar reducir la divergencia y obran 
con posterioridad a su manifestación. Ellos pueden ser ilustrados en la ac-
ción policial que repele un asalto bancario. Los proactivos tienen por propó-
sito generar condiciones adecuadas para la realización material de derechos 
diversos. Por ejemplo, por intermedio de la prerrogativa de elegir un defen-
sor, garantizar el ejercicio del derecho de defensa o, también, a través de la 
publicidad del proceso penal, favorecer el ejercicio de un control ciudadano 
sobre las actuaciones de la administración de justicia. Los reparatorios bus-
can el restablecimiento de derechos afectados por las acciones divergentes. 
Por ejemplo, la devolución de un bien objeto de apropiación indebida que 
ordena el juez. Con todo, la ejecución de políticas en las cuatro áreas men-
cionadas, aunque tengan a un determinado destinatario, afectan a todos los 
individuos de la sociedad, de manera inmediata o mediata, aun cuando no 
hayan sido los actores de la relación de divergencia objeto de intervención 
por los aparatos de control penal. 

De igual modo, los medios deberían de guardar una relación de racio-
nalidad respecto de los objetivos, en términos weberianos135. O sea, ha de 
existir una relación lógica de idoneidad entre los medios optados y los fi-
nes específicos perseguidos, donde los primeros tengan la capacidad para 
alcanzar los resultados buscados136. Otra cuestión será cuando quiera que 
fijados unos determinados fines ocurren efectos sociales diferentes, evento 
donde podrá distinguirse entre los fines deseados y las funciones sociales 

dencias, n.º 2, Bogotá, ilsa, 1991, pp. 59 y ss.; íd. “¿A quien le canta la sirena? La reforma a la 
administración de justicia en el Gobierno de Álvaro Uribe Vélez”, en Opera. Reformas políticas 
en Colombia y América Latina, Bogotá, Externado, 2003, pp. 231 y ss. Véase, para el caso 
brasileño, acerca de la ilegalidad de las prácticas de control, Wanda de Lemos Capeller. 
L’engrenage de la répression, Paris, lgdj, 1995, pp. 9, 11, 188 y 189. 

135	 Max Weber. Economía y sociedad, 2.ª ed., México D. F., Fondo de Cultura Económica, 1992, pp. 
6 y 7.

136	 “El concepto de política criminal resulta estrechamente conexo a una idea de racionalidad, la 
cual resguarda especialmente la relación entre medio y resultado”, Gabrio Forti. L’immane 
concretezza. Metamorfosi del crimine e controllo penale, Milano, Rafaelo Cortina, 2000, p. 95.
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verificadas. Sin embargo, para hablar de política no es necesaria la ejecución 
real de los medios escogidos, basta su diseño y la capacidad potencial de 
llevarlos a cabo. La política penal puede ser por igual evaluada en términos 
de su eficacia, eficiencia, legitimidad, congruencia, legalidad, transparencia, 
etc., con distintos indicadores fijados de acuerdo con las metas. En el área 
penal, como en otras (sanitaria, laboral, cultural, etc.) el derecho constituye 
uno de los medios para la realización de las políticas, más no es el único 
existente. Existen muchos otros instrumentos de política penal distintos a 
los normativos o, al menos, donde lo jurídico no sería el atributo principal 
(redadas policiales, técnicas de intervención sobre los reclusos, etc.)137.

Respecto de la divergencia, aunque algunos piensan lo contrario, la aspi-
ración del control penal, como especie singular del control jurídico, es tratar 
el conflicto que se desprende de ella, no de modo necesario solucionarlo. 
Muchas veces la intervención penal sólo opera sobre la manifestación de la 
divergencia, el conflicto social, pero no toca los elementos que lo generan, 
las diferencias sobre intereses e ideologías. Además, aún oficiando sobre las 
razonas que la motivan, ello no garantiza la superación de la situación de 
divergencia, ni el conflicto, pues los actores sociales pueden no compartir 
la respuesta dada por el control penal o ésta ser deficiente. Por ende la in-
tromisión del sistema penal podrá gestar nuevas divergencias y conflictos o 
agravar los existentes.

Los fines superiores a los cuales se hace referencia en la definición de 
política penal expuesta concurren, en un grado variable, tanto en la política 
instrumentalizada por el Estado como en aquella promovida por los grupos 
sociales organizados. En el caso estatal ellos, en gran parte, dependerán de 
la forma-Estado adoptada, de los niveles de fragmentación del poder estatal 
y del grado de autonomía con el cual pueda ejercer su poder. Por caso, la 
protección de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución 
Política, la distribución efectiva y equitativa de titularidades y de provisio-
nes o recursos, serán los fines mayores dentro de un Estado social de dere-
cho. La política de los grupos de la sociedad, menos ambiciosa en cuanto al 
número de problemas y relaciones que comprende, estará supeditada al de-
sarrollo y capacidad de las fuerzas o movimientos sociales que las impulsan.

Partiendo del estudio de atributos con influencia y relevancia en las ac-
ciones y los fenómenos sociales (falta de educación, desempleo, etc.) no es 
conveniente realizar predicciones generales con el propósito de incorporar-
las a una política penal restrictiva de derechos, pues al no caber generaliza-

137	 De Sola Dueñas. “Política social y política criminal”, cit., p. 259, plantea el problema de un 
cierto abandono del derecho penal como instrumento de la política en el campo, dado que los 
medios extrajurídicos y las técnicas de control originadas en otras disciplinas, muchas veces, 
no están sujetas al garantismo que impregna a la ley penal.
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ciones, las consecuencias para los sectores de la población afectados serían 
ilegítimas. Otro tanto puede advertirse acerca de los pronósticos específicos 
realizados sobre un sujeto o un grupo, dados los grandes márgenes de error 
existentes. Retomando un ejemplo simple bastante familiar, la pobreza pue-
de ser un elemento de influencia probable en un número importante de he-
chos delictivos, pero no todos los sujetos que afrontan deficiencias socioe-
conómicas en la calidad de vida ejecutan acciones divergentes para superar 
esa situación, por lo que políticas penales contra ese grupo serían injustas. 
Sólo la hipótesis descartada del determinismo en el comportamiento podría 
apuntalar la formulación de tales vaticinios. En esas condiciones, un grupo 
social que en el ámbito de la divergencia ofrece perspectivas que son con-
sideradas de riesgo, aun cuando ellas no serían definitivas ni concluyentes, 
se convertiría por gracia de la actuación del sistema de control penal en un 
grupo vulnerable a su operación. Es decir, adoptar medidas de política penal 
preventivas con un carácter intervencionista y restrictivo, como se ha hecho 
con frecuencia sobre la base del discurso etiológico (leyes causales y de-
terministas) carece de bases empíricas comprobadas y tiene repercusiones 
nocivas. Dada la relatividad de las predicciones generales o específicas, las 
medidas de política penal resultarían en la lesión arbitraria de la libertad 
y los derechos fundamentales de los miembros de la sociedad calificados 
de sospechosos, con vulneración de los principios del debido proceso y de 
legalidad138. 

Con todo, ello no impide la posibilidad de identificar condiciones (rela-
ciones combinadas) o grupos vulnerables. Pero el riesgo sólo implica una 
mayor posibilidad, ni tan siquiera probabilidad y menos certeza. Por ende, la 
política preventiva debe dirigirse a oficiar contra los elementos con influen-
cia en la divergencia de manera constructiva. Debe promover condiciones 
distintas a aquellas que están representadas en las tendencias identificadas, 
eliminando desigualdades, proveyendo alternativas para el tratamiento de 
los conflictos, reforzando las oportunidades y los derechos fundamentales 
de la sociedad. Entonces podrá diseñarse una política eficaz, jurídica y social 

138	 La investigación criminológica ha llenado de razones esta conclusión. Al respecto sólo será 
citado un ejemplo, referido a las predicciones clásicas sobre reincidencia: “En octubre de 
1972, los doctores Harry Kozol, Richard Boucher y Ralph Garofalo informaron acerca de 
un estudio de diez años para verificar su capacidad de definir y predecir la peligrosidad. Es-
cogieron un grupo de delincuentes de alto riesgo encarcelados en Massachusetts y, entonces, 
con recursos excepcionalmente amplios de clínica y de trabajo social –examen independien-
te de cada caso por al menos dos psiquiatras y un trabajador social– se dedicaron a predecir 
la peligrosidad futura probable de cada reo antes de que se considerara su liberación [...] De 
los 49 que fueron liberados contra la opinión del equipo de Kozol, 32 no cometieron después 
ningún delito grave de agresión durante cinco años de libertad”. A su vez, porcentajes más ba-
jos de reincidencia fueron hallados en otros casos, Norval Morris. El futuro de las prisiones, 
3.ª ed., México D. F., Siglo xxi, 1985, pp. 114 a 116.
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de carácter preventivo, que no sólo reduzca los costos sociales de la diver-
gencia y de las intervenciones penales, sino que signifique beneficios y no 
limitaciones para todos aquellos que, con probabilidad, siendo partícipes 
de condiciones similares no han previsto participar en acciones divergen-
tes con relevancia penal. Así se abre un espacio paralelo para limitar las 
intervenciones de los aparatos de control penal, evitando que su actividad 
transforme en grupos vulnerables a los individuos que de modo hipotético 
pueden ser percibidos como clientes potenciales del sistema.

Una presentación y discusión de las grandes corrientes de la política pe-
nal no se emprenderá en estas páginas, pese a algunas referencias. De la 
lectura del pensamiento de las distintas teorías criminológicas que fueron 
presentadas en nuestro otro libro139, tal vez, pueda deducirse el esquema de 
sus propuestas político-penales. El tema escapa a la ambición de este libro. 

139	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
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Capítulo segundo
Las bases de la teoría sociológica del delito

Una sociedad se embrutece más con el empleo habitual 
de los castigos que con la repetición de los delitos.

Oscar Wilde

En el presente capítulo serán expuestas las bases teóricas y metodológicas, 
esto es, los prismas principales que emplea la teoría sociología del delito. 
Para el efecto, el capítulo, con relación a los dos aspectos del objeto de estu-
dio de la criminología, valga decir, siempre con referencia a la divergencia 
social de interés penal y el control social penal, comienza con una exposi-
ción sobre el paradigma de la sociología comprensiva que utiliza la teoría 
sociológica del delito, para seguir con una explicación acerca del contexto 
histórico y social en el que se ubican sus componentes, lo que es comple-
mentado con una presentación de la sociología integral que aborda las mu-
tuas relaciones entre divergencia social y control penal a fin de, enseguida, 
profundizar de modo adicional con la explicación de las herramientas pro-
pias de los enfoques del constructivismo social de la realidad y del análisis 
funcional con lo que se redondea el capítulo.

I. Sociología comprensiva y estrategias metodológicas

En este apartado se aspira, apenas, a introducir algunas pistas básicas sobre 
el paradigma de conocimiento denominado interpretativo o comprensivo 
que ha sido adoptado en este libro. El paradigma interpretativo es contrario 
al positivista de gran carrera en la criminología. En segundo lugar el propó-
sito es mostrar, en forma somera, algunos apuntes generales conectados a 
cuestiones metodológicas de interés para los investigadores. No será éste un 
ejercicio sistemático, el criterio utilizado ha sido el de seleccionar algunos 
temas problemáticos debido a que son recurrentes en el campo de la crimi-
nología.
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La palabra paradigma, introducida por el filósofo de la ciencia Thomas 
Samuel Kuhn140, representa la concurrencia de un gran enfoque, perspec-
tiva o modelo teórico dotado de cierta universalidad, que ha alcanzado gra-
dos de desarrollo superlativos, luego de adquirir un consenso significativo 
en la comunidad científica. Un paradigma orienta los avances de la ciencia 
en varios campos, durante largos periodos, hasta que pierde eficiencia para 
resolver los problemas de investigación y atender los cuestionamientos teó-
ricos, lo cual implica una crisis que será seguida de una ruptura que llevará 
a la asunción de un nuevo paradigma. Ya en nuestro otro libro141 se expusie-
ron los rasgos principales del paradigma científico positivista y sus aplica-
ciones en el escenario criminológico, con las respectivas críticas, por tanto 
ello hace innecesario distraerse en su exposición.	

Por su parte, el enfoque interpretativo surgió en los estudios de histo-
ria, pero fue Max Weber el autor que logra darle al paradigma toda su di-
mensión142. Ya no se trataba de adelantar estudios etiológicos, puesto que el 
objetivo no es determinar cuáles son las causas de los fenómenos, dada su 
inutilidad, imposibilidad o incertidumbre cuando aparecen seres humanos 
involucrados143. Al contrario, la finalidad es la de comprender esos fenóme-
nos por medio de la indagación sobre su sentido, esto es, su significado para 
los actores, el cual se desprende de la observación de las acciones socia-
les144. La sociología, lo mismo la historia, 

en esta nueva configuración, no se ocupa tanto del estudio de “comportamientos” 
observables desde fuera, cuanto de la acción humana. El comportamiento que nace 
de la libre voluntad individual de cada sujeto y se dirige a la consecución de un pro-
pósito dotado de sentido objetivo es llamado, en efecto, acción. En el momento en 
que una acción entra en relación con la acción de los demás, al ser condicionada por 

140	 Cincinnati, Ohio, 18 de julio de 1922-Cambridge, Massachussetts, 17 de junio de 1996, histo-
riador y filósofo de la ciencia. Se doctoró en física teórica en la Universidad de Harvard, fue 
profesor de las universidades de Berkeley, Princeton, Massachusetts y Harvard. Su trabajo 
produjo un remezón radical en el entendimiento sobre los procesos de avance de la ciencia; 
se trenzó en un famoso debate epistemológico con Karl Popper y sus discípulos. Publicó La 
estructura de las revoluciones científicas (1962). 

141	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
142	 Introducido (1850) por el historiador Johann Gustav Droysen contó con aportes de Wil-

helm Dilthey, Hermann Rickert, Georg Simmel y otros, Julien Freund. Sociología de Max 
Weber, Barcelona, Península, 1986, p. 84.

143	 La crítica a la teoría causal empezó a ser esbozada desde el siglo xviii: “En realidad, no hay 
ninguna parte de materia que nos descubra por sus cualidades sensibles alguna fuerza o 
energía o que nos dé fundamento para imaginar que podría producir algo o ser seguida por 
algún otro objeto que nosotros pudiéramos denominar efecto”, David Hume. Investigación 
sobre el entendimiento humano, Buenos Aires, Losada, 1939, p. 107. Sin embargo, un sector 
de la criminología comprensiva pretende combinarla con los estudios causales, lo que aquí se 
rechaza, por ejemplo Serrano Maíllo. Introducción a la criminología, cit., pp. 48 y 49, pese a 
que ambos paradigmas son opuestos y excluyentes.

144	 Weber. Economía y sociedad, cit., pp. 6 y ss.
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ellas, contribuye a la formación de la acción social, entendida como la resultante de 
actitudes individuales que se condicionan de manera recíproca. Así entendida, la ac-
ción es objeto, a un mismo tiempo, de “comprensión” y de “explicación”. La compren-
sión y la explicación de la acción se hacen posibles por la indicación de su sentido.

Que al disponer de esa cualidad por medio de acciones recíprocas entre va-
rios actores también establece “relaciones”145. Entonces, “el objeto propio de 
la comprensión es captar el sentido de una actividad o de una relación”146. 
Es decir, la pretensión fundamental es entender cómo suceden las cosas, 
dentro de cuáles condiciones y qué sentido tienen sus características, sin 
que importen si son causas. 

Para el efecto, el investigador que indaga en torno a las actuaciones de las 
personas en general, entre las cuales se cuentan aquellas divergentes defini-
das como criminales, pero también las reacciones sociales de quienes ope-
ran el control penal, debe comenzar su pesquisa por recaudar información 
sobre las distintas modalidades de comportamientos, de motivaciones, de 
actitudes y de respuestas frente a situaciones análogas. El primer paso, por 
ende, sería estudiar las acciones sociales y las relaciones que producen para 
encontrar regularidades en sus expresiones y contenidos, esto es, ante todo, 
en sus significados. Por tanto, se trata de detectar cuáles son los fines más 
recurrentes en determinados tipos de acciones sociales. Los fines que moti-
van las acciones las proveen de un sentido significativo, pues condensan sus 
propósitos. Así que identificados sus sentidos, ellas podrán ser comprendi-
das. Como resultado de dicho estudio, se dispondrá de información profusa 
sobre una batería o un abanico de acciones sociales (comportamientos que 
poseen un sentido significativo para otros) y de las relaciones de interacción 
que generan, con la cual podrá iluminarse el análisis de nuevas actuaciones 
sociales. Tal batería de posibilidades relativas a la acciones pueden ser de-
nominadas tipologías o tipos ideales. Los tipos ideales serán luego usados 
para hacer comparaciones con las actuaciones sociales que son estudiadas. 
Es decir, los nuevos fenómenos sociales serán examinados, para ser com-
prendidos en su sentido, con empleo de un método comparativo. 

Lo descrito condensa el planteamiento de la sociología comprensiva, 
cuyo objetivo no es ubicar las causas de los hechos sociales, sino entender 
el sentido de las acciones sociales y las relaciones que se despliegan. Para 
acometer los objetivos mencionados, Max Weber desarrolló un modelo de 
análisis de la intencionalidad de las actuaciones, valga decir, para interpre-
tar su sentido significativo diseñó un procedimiento de pesquisa apoyado 

145	 Ferrari. Lineamenti di sociologia del diritto, cit., p. 13.
146	 Freund. Sociología de Max Weber, cit., p. 85.
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en su teoría sobre la acción guiada por fines racionales. Debe tenerse pre-
sente que las personas actúan persiguiendo fines, representados en inte-
reses o valores, para lo cual seleccionan los medios que sean más idóneos 
para alcanzarlos. Es posible que el investigador no conozca cuáles fueron 
las motivaciones, esto es, las metas que el actor se había fijado, pero entre 
varias opciones, ellas podrán ser descifradas si se observan los medios que 
utilizó, o sea, los actos que ejecutó. Conocidas sus motivaciones la acción 
podrá ser entendida, valga decir, comprendida. La aplicación del método de 
investigación anterior, obtiene sustento en las evidencias que se despren-
den de la observación de los medios utilizados en la acción social, siendo 
interpretada la “acción con arreglo a fines orientados racionalmente”, pues-
to que las actuaciones racionales están encauzadas por fines (intereses o 
valores). Ahora, ante la acción social irracional (donde no hay concordancia 
o idoneidad entre medios y fines), que aparece impulsada por las tradicio-
nes y las emociones, ella será identificada y examinada de modo compara-
tivo confrontándola con un modelo ideal de acción racional con arreglo a 
fines147. En resumen, las 

regularidades de la acción social ofrecen la peculiaridad de resultar comprensibles. 
La acción social pertenece a la clase de las acciones intencionales, a las que entende-
mos reconstruyendo su sentido. Los hechos sociales nos resultan accesibles por vía 
de una comprensión de la motivación que les subyace148. 

Así, ocurre un tránsito del estudio de las motivaciones individuales a la in-
terpretación de su sentido social, de su significación en la interacción y con 
relación a la sociedad.

El estudio de múltiples acciones, emprendido bajo los parámetros ante-
riores, permitirá identificar regularidades. Es decir, tipos de acciones con 
ciertos sentidos significativos frente a determinadas situaciones o en par-
ticulares condiciones. En las pesquisas sobre la divergencia y el control pe-
nal pueden reconocerse uniformidades que atañen a sus características y 
efectos, pero también a sus objetivos y, por tanto, a sus sentidos. En cuanto 
a las características importa identificar las regularidades en la ocurrencia 
de situaciones y acciones, que en el último caso se presentan con frecuencia 
bajo la calidad de recetas o tipificaciones149. Hallar los atributos de sentido 
que constituyen las uniformidades será el reto a efectos de interpretar los 
fenómenos citados.

147	 Weber. Economía y sociedad, cit., pp. 6 a 8.
148	 Habermas. La lógica de las ciencias sociales, cit., p. 91.
149	 “Si la acción es previsible, sólo es porque nos encontramos con decisiones típicas bajo condi-

ciones típicas”, Thomas Luckmann. Teoría de la acción social, Barcelona, Paidós, 1996, p. 13.
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Con fundamento en esos datos, los cuales deberían abarcar las diferentes 
variables inmersas en el fenómeno examinado, sus características y condi-
ciones singulares, como se dijo, es procedente la confección de tipologías 
o modelos ideales. De este modo, cada modelo se convierte en una herra-
mienta teórica para análisis posteriores, donde el modelo ideal reúne en su 
seno los atributos y las expresiones que permiten describir y entender cada 
variable. Las tipologías son el instrumento principal de la sociología com-
prensiva, desde un punto de vista metodológico. Precisamente, Max Weber 
pretendía que pudieran hacerse afirmaciones más generales en los estudios 
sociales y con ese propósito introdujo la categoría de tipo ideal. 

Los tipos ideales son idealizaciones (conocidas en metodología), conceptos de caso 
límite, modelos teóricos, etcétera; es decir, medidas sui generis con las que es compa-
rada la realidad. Se forman sobre la base de un conocimiento de los hechos, pero son 
solamente una categoría gnoseológica y metodológica que nos sirve para adquirir un 
conocimiento de la realidad sin ser un producto de dicho conocimiento150. 

Después, en posesión de un conjunto de tipos ideales, el investigador que 
se interroga acerca de un caso en particular, deberá recaudar información 
sobre las cualidades del evento estudiado e intentar su ubicación dentro 
de alguna de las tipologías que habían sido en forma previa identificadas 
por medio de comparaciones. Así, las tipologías operan como hipótesis en 
nuevas investigaciones. Al cabo de varios ejercicios similares podrán, con un 
alto grado de seguridad, hacerse importantes generalizaciones. En definiti-
va, a la luz del modelo, en gran medida por una vía comparativa, metodolo-
gía de la cual Weber fue un autor destacado, el estudioso podrá observar e 
ilustrarse sobre el hecho evaluado, es decir, estará en condiciones de enten-
derlo o interpretarlo, al descifrar su sentido. 

En términos metodológicos también es posible construir uno o varios 
tipos ideales como modelos puramente teóricos, fundados en razonamien-
tos lógicos e intuiciones, sin echar mano de información empírica. En tal 
evento, las tipologías tienen una naturaleza apenas hipotética, son modelos 
intuitivos, y pueden ser empleadas para orientar una investigación y hacer 
comparaciones con los datos de la realidad social, lo que permitirá anali-
zarla con espíritu crítico y con bastante propiedad. Por ejemplo, puede es-
tudiarse a los actores de grupos subversivos que, como en Colombia, se han 
alzado en armas. Una exploración que tuviera por objeto, como problema 
de investigación, examinar las circunstancias o las razones que los llevaron 
a incorporarse a las filas de estas organizaciones, tendría que empezar por 

150	 Jerzy Topolsky. Metodología de la historia, 2.ª ed., Madrid, Cátedra, 1985, pp. 114 y 115. 
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reunir información empírica que permita elaborar los modelos ideales con 
una representación importante dentro de la población estudiada. El objeti-
vo no es determinar cuáles son las causas de la insurrección. La aspiración 
es identificar, en primer lugar, cuáles son las motivaciones o finalidades que 
tienen expresión relevante para, enseguida y con fundamento en esos datos, 
establecer los modelos ideales (que con seguridad serán varios), es decir, 
las baterías de motivaciones que alentaron la decisión respectiva y sus ca-
racterísticas. Concurre una búsqueda para acumular la mayor cantidad de 
información que ilustre la manera específica como se expresan los modelos 
comentados, y los contextos de sentido que construyen. 

Entonces, con fundamento en los modelos, el tercer paso sería entender 
otras actuaciones análogas, cuyo análisis resultaría iluminado con la infor-
mación reunida en el modelo ideal que aplica al nuevo caso. En ese momento, 
deberá considerarse que las tipologías son modelos “ideales” o “puros”, que 
orientan el análisis, pero en la práctica es muy posible que los fenómenos 
estudiados no correspondan de modo exacto o integral a un modelo, sino 
que de manera impura mezclen elementos de varias tipologías, aun cuando 
haya uno predominante. Ya de modo específico, respecto a la acción social 
divergente de interés penal y la operación del control social penal conviene 
examinar el sentido de cada uno de los elementos que inciden en ellas, ade-
más estudiando sus relaciones con una pretensión de interpretación, aun-
que ninguno de tales elementos sea tomado como un fetiche que explica las 
causas de tales fenómenos151. 

Las prácticas de control no carecen de fines. Desde luego, al igual que la 
divergencia, la operación del control puede ser irracional, denotando au-
sencia de idoneidad lógica entre los medios seleccionados y los fines perse-
guidos, lo que en realidad sucede con mucha frecuencia152. En consecuencia, 
en el estudio de la ejecución de las acciones de control penal la metodología 
comparativa que utiliza los modelos ideales de Weber tiene idéntica aplica-
ción. Además del método de investigación comparativo, bajo la visión de la 
sociología comprensiva pueden usarse y, en este trabajo se ha hecho uso, de 
los métodos funcional, histórico, dialéctico y analítico. 

El método funcional será explicado en el acápite final de este capítulo, 
junto a varias consideraciones teóricas. El histórico, matizado con numero-

151	 “Una teoría dialéctica de la sociedad procede en términos hermenéuticos. Para ello es deter-
minante la comprensión del sentido”, Habermas. La lógica de las ciencias sociales, cit., pp. 27 
y 28.

152	 “Limitarse a estudiar la evolución de una institución únicamente desde el exterior, indepen-
diente de lo que se convierte para el hombre, es olvidar un aspecto capital de la vida social. 
En efecto, el desarrollo de una relación social se explica igualmente por las intenciones que 
el ser humano tiene con respecto a ella, por los intereses que allí descubre y por el diferente 
sentido que le da a lo largo del tiempo”, Freund. Sociología de Max Weber, cit., p. 80.
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sas observaciones consignadas en el próximo apartado, desde la perspecti-
va asumida aquí, implica seguir un enfoque sociológico que va a preguntar 
sobre los eventos históricos en conexión con las situaciones y transforma-
ciones sociales, con la meta de interpretar los fenómenos contemporáneos 
conociendo su génesis, su ubicación y su curso dentro de la vida social, la 
cual es visualizada como un proceso. Se parte de la consecución de fuentes 
primarias, sobre todo documentales, lo que se complementa con la crítica a 
tales fuentes, a fin de construir un relato interpretativo. El método dialéctico 
significa entender los procesos sociales como una lucha de contrarios. En el 
discurso, en la naturaleza o en la sociedad existe una posición que es identi-
ficada como una tesis, a la que se antepone una antítesis, que representa su 
negación, de cuya confrontación va a emerger una síntesis, la cual constituye 
una nueva posición. Entonces, en el estudio de la realidad deben reconocer-
se las posiciones que están enfrentadas, las características y la dinámica de 
las contradicciones, lo que supone conocer sus motivaciones o, mejor, los 
fines que son perseguidos. Tesis y antítesis constituyen contrarios, pero a la 
vez representan una unidad. La unidad está integrada por partes distintas, 
que expresan contradicción, pero que a la vez se definen y entienden al ob-
servarlas en los elementos que las oponen. Los cambios sociales deben ser 
entendidos dialécticamente. En lo que toca con el método analítico, recurre 
a la descomposición de las partes que constituyen el objeto de indagación, 
para observar sus fundamentos o motivaciones, su naturaleza y efectos, los 
cuales son sometidos a examen pormenorizado y sistemático, para com-
prender los vínculos entre los distintos elementos y de ellos con el todo, 
en una ruta que marcha de lo concreto a lo abstracto, de lo particular a lo 
general. Ninguno de los métodos anteriores, enunciados acá de manera so-
mera, pero sobre los cuales existe una extensa literatura, son incompatibles, 
al contrario, se complementan.

De otra parte, conviene reseñar un conjunto de problemas metodológicos 
comunes, con la intención de elaborar un panorama general de las dificul-
tades en la búsqueda del conocimiento, para así subrayar la relatividad de 
los ejercicios investigativos y teóricos. Al respecto, debe tenerse en cuenta 
que, como ciencia o, mejor, como especialidad científica de la sociología jurí-
dica, la criminología afronta la inmensa mayoría de las dificultades que son 
propias de esa disciplina, que también son comunes a la sociología general 
y a las demás ciencias sociales. La objetividad y la capacidad de generaliza-
ción de las ciencias sociales son materia de debate, innumerables teorías 
opuestas están en permanente discusión, una cantidad indeterminada de 
variables escapan al control de la investigación, muchos supuestos teóri-
cos o hechos que hacen parte del discurso o de la realidad analizada son 
ajenos a las probabilidades de constatación, las técnicas de investigación 
desarrolladas poseen una capacidad limitada, la universalización del cono-
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cimiento producido es reducida con frecuencia a la determinación de meras 
tendencias y factores relevantes, todo ello sin contar, cosas sobre las que se 
ha insistido aquí, que las correlaciones de causa a efecto son de muy dudosa 
verificación y la libertad de las personas hace de las relaciones sociales un 
fenómeno de incierta predicción153. Con todo, la ciencia social consciente de 
las dificultades que debe enfrentar, por tanto del grado de certeza contin-
gente de sus averiguaciones, intenta aproximarse de la forma más rigurosa 
factible al examen de su objeto para obtener conclusiones que siempre se-
rán temporales.

En otro escenario adicional, cabe mencionar que las posiciones metateó-
ricas y teóricas, previamente asumidas para orientar la investigación inci-
den, en gran medida, en la labor de identificar, circunscribir y descifrar el 
objeto de conocimiento. Donde debe tenerse en cuenta que las 

orientaciones teóricas son el resultado de una serie de decisiones tomadas por el 
teórico respecto de lo que considera problemático. Dichas decisiones lo llevan a 
adoptar determinados marcos teóricos de referencia y a ignorar otros154. 

Las posturas metateóricas corresponden a los presupuestos filosóficos, en 
consecuencia al margen de la verificación empírica, que sirven para orientar 
las indagaciones, al establecer las reglas utilizadas en la elaboración de teo-
rías sociológicas y en la selección de métodos de investigación. 

También las teorías preexistentes, imposibles de desconocer como saber 
acumulado, son un punto de partida para su refutación o constituyen fuen-
te para la construcción de nuevas hipótesis de investigación. En todo caso, 
con dificultad una investigación cualquiera podría evitar dar como ciertos 
algunos supuestos teóricos, para a continuación intentar obtener respues-
tas a nuevos problemas y modificar, ajustar o desarrollar tales bases teó-
ricas. De este modo, en el menor de los eventos, la teoría cumple un papel 
“sensibilizador”155. Habida cuenta que la teoría es el conjunto de conceptos 
congruentes e interrelacionados que permiten comprender un fenómeno, su 
tarea, en la temática específica que se aborda, consiste en llamar la atención 
sobre la relevancia que en potencia pueden alcanzar determinados atribu-
tos o condiciones de la divergencia y el control. La teoría es punto de partida 
para orientar la tarea de investigación, formulando hipótesis e indicando, en 
las aproximaciones preliminares, cuáles elementos pueden ser tomados en 
cuenta o constituir objeto de averiguación inicial antes de su descarte. 

153	 Hubert Blalock. Introducción a la investigación social, Buenos Aires, Amorrortu, 1989, pp. 
15, 80, 81 y 125.

154	 Lewis Coser. Las funciones del conflicto social, México D. F., Fondo de Cultura Económica, 
1961, p. 149.

155	 Blalock. Introducción a la investigación social, cit., pp. 91 y 92.
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Toda teoría debe disponer de un cuerpo conceptual coherente, con una 
cobertura sistemática y completa de su objeto, dotada de proposiciones re-
lacionadas en forma lógica, susceptibles de verificación empírica, provistas 
de capacidad de análisis e interpretación. Sin embargo, la teoría general 
tiene también sus limitaciones, porque establece unos fundamentos comu-
nes de carácter global que tienen la propiedad de constituir una perspec-
tiva básica, pero no puede abarcar en profundidad todos los aspectos de 
una realidad compleja con especificaciones propias. Las teorías generales 
no son totales, so pena de incurrir en vaguedades e imprecisiones, como 
consecuencia del empleo de categorías en exceso abstractas y alejadas de 
la realidad empírica. De allí que, en compensación, no pocas situaciones di-
símiles, que responden a las particularidades de los fenómenos de la vida 
social, están en condiciones de ser examinados por conducto de teorías de 
alcance intermedio. Tal claridad es una contribución metodológica de Ro-
bert King Merton156. 

Las teorías de rango medio, ubicadas entre las pequeñas hipótesis y los 
grandes sistemas teóricos abstractos, incorporan proposiciones, pero se en-
cuentran muy próximas a sus fuentes empíricas, lo que las hace verificables 
con facilidad, razón por la cual serían bastante apropiadas para guiar la in-
vestigación empírica; “tratan aspectos delimitados de los fenómenos socia-
les”, puntuales y delimitados, por lo que no pueden ser una teoría general 
sobre las diversas estructuras que componen la sociedad o toda clase de 
acciones sociales, representan teorías específicas157. Definidas como 

teorías que intentan explicar ciertas clases de fenómenos en forma suficientemente 
clara y concreta como para sugerir un conjunto de hipótesis interrelacionadas, apli-
cables a varios fenómenos de apariencia diversos158. 

Es decir, se trata de teorías limitadas a un campo de acción, muy cercanas 
a sus fuentes empíricas, con tesis dotadas de alcance explicativo reducido, 

156	 Philadelphia, 4 de julio de 1910-Nueva York, 23 de febrero de 2003, sociólogo estadounidense 
nacido en Philadelphia, proveniente de una familia judía de clase baja, muy joven hizo parte 
de las bandas juveniles en su barriada. Estudia en la Universidad de Temple, para luego docto-
rarse en la Universidad de Harvard donde fue alumno de Pitirim Alexandrovich Sorokin y 
Talcott Parsons, para a la postre convertirse en uno de los autores más importantes dentro 
de la vertiente del estructural-funcionalismo. Fue profesor de las universidades de Tulane y 
Columbia, presidente de la Asociación Americana de Sociología. Autor de Ciencia, tecnología y 
sociedad en la Inglaterra del siglo xvii (1938); Teoría y estructura sociales (1949); Teoría social 
y análisis funcional (1969); Ambivalencia sociológica y otros ensayos (1979).

157	 Robert K. Merton. Teoría y estructura sociales, 3.ª ed., México D. F., Fondo de Cultura Econó-
mica, 1992, p. 56.

158	 Blalock. Introducción a la investigación social, cit., p. 90. Aunque consideradas una solución 
de emergencia, son también una fórmula satisfactoria para Siegfried Lamnek. Teorías de la 
criminalidad, México D. F., Siglo xxi, 1980, pp. 233 a 235.
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inutilizables frente a todas las expresiones sociales; aun cuando con la en-
vergadura y el valor adecuados para aplicarlas en condiciones de uniformi-
dad a una serie de problemas análogos, obteniendo respuestas concretas. 
Aunque dependen de las respectivas construcciones doctrinales, muchas 
de las teorías de alcance medio no exponen incompatibilidad alguna con la 
teoría general, ni su utilización adicional traduce inconsistencias o fisuras. 

Frecuentemente son congruentes con una diversidad de los llamados sistemas de la 
teoría sociológica [...] las teorías sociológicas generales son lo suficientemente laxas, 
internamente diversificadas y traslapadas mutuamente que una teoría dada de al-
cance intermedio, que tiene una medida de confirmación empírica, puede a menudo 
subsumirse en teorías comprensivas, ellas mismas discrepantes en algunos aspec-
tos159. 

La multiplicidad de acciones divergentes de interés penal no constituye una 
unidad idéntica y homogénea. Se olvida con frecuencia que las actuacio-
nes que pueden llegar a ser calificadas como delictivas son muy variadas, 
existiendo entre ellas sólo algunos elementos comunes. Ese marco teórico 
compartido será presentado al exponer la teoría de la divergencia. Más allá 
empiezan las dificultades. Entre el llamado crimen organizado y la delin-
cuencia individual, o entre las acciones pasionales y las animadas por el afán 
de lucro económico, o entre la violencia sexual y la política hay gran distan-
cia. De allí que el estudio de la divergencia deba explorar no pocas formula-
ciones teóricas. En igual manera, la reacción del control penal no conserva la 
misma magnitud y características frente al conjunto de hechos que han sido 
criminalizados. Esto reafirma la dificultad de análisis específicos y porme-
norizados sobre una base macro teórica común160. Resulta imprescindible 
un marco teórico complejo, por lo mismo enriquecido con distintas fuentes 
teóricas. Entonces varias de las teorías criminológicas desarrolladas en la 
historia de la disciplina serán consideradas válidas y útiles.

Otro problema metodológico, que involucra las relaciones entre derecho 
penal y criminología, emergió de la tendencia orientada a la circunscripción 
de la criminología al objeto de trabajo del derecho penal, lo que respondió a 
una posición impulsada por Franz Ritter von Liszt161 en Alemania, y acogi-

159	 Merton. Teoría y estructura sociales, cit., p. 60.
160	 “Mejor sería contar con una teoría que explicara tanto la conducta de los ladrones como la de 

los homicidas, y también la de los suicidas. En realidad, sería conveniente poseer una expli-
cación única para todas las formas de desviación. Ahora bien, la conveniencia de una teoría 
general de esa índole no debe impedirnos advertir que sería poco realista suponerla, al mis-
mo tiempo, apropiada para explicar todas las formas de desviación”, Blalock. Introducción a 
la investigación social, cit., p. 91.

161	 Viena, 2 de marzo de 1851-Seeheim-Jugenheim, 21 de junio de 1919, abogado de origen hún-
garo, provenía de una familia numerosa, cuyo padre había estudiado leyes y trabajaba como 
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da con no pocos cambios por Enrico Ferri en Italia. Se trataba de la concep-
ción de la ciencia penal total o ciencia penal integral, que hizo carrera hacia 
las décadas de 1920 y 1930. En esta óptica el papel de la criminología era 
apenas auxiliar del derecho penal. Consistía en usar la sociología y la antro-
pología (criminales) para estudiar los hechos sociales, y entregarle a la dog-
mática penal los datos ontológicos y materiales que le fueran necesarios para 
realizar sus construcciones jurídicas sobre la teoría del delito162. En su mo-
mento, la integración de la dogmática penal y la criminología culminó, desde 
el punto de vista del derecho penal, con la irrupción del formalismo jurídico o 
tecnicismo jurídico de Ernest Ludwig von Beling163 y Arturo Rocco164, que 
negaba la utilidad y conveniencia del recaudo de datos sociales para informar 
la aplicación del derecho penal, a la par con los bruscos cambios políticos 
hacia el totalitarismo que se sucedieron en Europa para la época. Semejante 
perspectiva metodológica era apenas favorable a los puntos de vista de los 
gobiernos autoritarios e implicaba la negación de la realidad social165. Por su 
parte, la criminología se rebelaba contra su supeditación respecto de la dog-
mática penal. No resultaba satisfactorio el monopolio ejercido por la dogmá-
tica penal para definir el objeto de estudio de la criminología. 

Al examinar las dos vertientes de la ciencia penal integral mencionadas, 
es posible establecer serias diferencias en la forma como dicha integración 
era concebida por Franz von Liszt y Enrico Ferri166. Para Enrique Baci-

funcionario judicial. Estudió derecho en la Universidad de Viena, donde tuvo como profesor 
a Rudolf von Ihering, fue profesor de derecho penal de las universidades de Gießen, Mar-
burgo y Berlin, fundador de la Unión Internacional de Derecho Penal en 1888, creador de la 
escuela sociológica del derecho penal, que contemplaba al delito como un fenómeno prove-
niente de causas mixtas: exógenas y endógenas. Autor de Perjurio y falso testimonio (1876); 
Tratado de derecho penal alemán (1881); Derecho internacional público (1898).

162	 Alessandro Baratta. “Criminología y dogmática penal. Pasado y futuro del modelo integral 
de la ciencia penal”, en aa. vv. Política criminal y reforma del derecho penal, Bogotá, Temis, 
1982, pp. 28 a 30. Otros comentarios en Eduardo Novoa Monreal. Cuestiones de derecho 
penal y criminología, Santiago de Chile, Ediar-Cono Sur, 1987, p. 299. 

163	 Głogów, Alemania, 19 de junio de 1866-München, 18 de mayo de 1932, abogado alemán, 
reconocido por sus contribuciones a la elaboración de la teoría de la tipicidad. Fue profesor 
de la Universidad de München y rector de la Universidad de Tübingen. Publicó Die Lehre von 
Verbrechen (1906) y Die Lehre vom Tatbestand (1930).

164	 Nápoles, 23 de diciembre de 1876-Roma, 1942, abogado. Fue profesor de derecho penal de 
las universidades de Sassari, Nápoles y Roma. Militante fascista, su hermano Alfredo Rocco 
ocupó el cargo de ministro de Justicia de Benito Mussolini y, desde esa posición, lo nombró 
en la comisión redactora del Código Penal italiano de 1930, todavía vigente. Su trabajo más 
importante aparece representado en El problema del método en la ciencia jurídica (1910).

165	 Arturo Rocco. El problema y el método de la ciencia del derecho penal, 3.ª ed., Bogotá, Temis, 
1986, pp. 2, 3, 8 a 18. También Ernest von Beling. Esquema del derecho penal. La doctrina 
del delito-tipo, Buenos Aires, Librería El Foro, 2002.

166	 Ciertamente von Liszt se resistía al planteo de Ferri sobre el tema, Franz von Liszt. La idea 
del fin en el derecho penal, Bogotá, Temis, 1998, pp. 8 y 9. Pero, además, la idea propuesta por 
Ferri de una fusión del derecho penal y la sociología criminal o, mejor de someter el prime-
ro a la segunda, no fue aceptada por otros positivistas, que sí admiten una ligazón íntima 
entre el derecho penal y las disciplinas que lo informan y nutren: sociología, antropología y 
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galupo Zapater, von Liszt planteó una integración de orden funcional o de 
conveniencia práctica entre dogmática penal y criminología, para abordar la 
reforma penal. Ambas disciplinas tendrían en todo caso objetos diferentes: 
el análisis normativo y el hecho social respectivamente. También los méto-
dos utilizados por cada una serían distintos. Bacigalupo Zapater hace notar 
que Enrico Ferri proponía una verdadera unificación de dogmática penal y 
criminología. En este caso, el objeto y el método del derecho penal y la crimi-
nología serían únicos y comunes. Frente a esta postulación la conclusión del 
crítico es terminante: el modelo de integración de Ferri no era realizable. 
El método inductivo utilizado por la criminología no puede ser aplicado por 
la dogmática penal, que recurre a un método deductivo o de abstracciones 
lógicas167. 

En lo que concierne a los nexos entre derecho penal y criminología,  Juan 
José Bustos Ramírez168, con evidente razón, al defender un cierto nivel de 
integración del derecho penal y la criminología, halla en la teoría sobre los 
bienes jurídicos materia de tutela del derecho penal, una porción de trabajo 
común con la criminología169. La teoría penal de los bienes jurídicos coincide 
de manera estrecha con la criminología que examina los intereses como epi-
centro de las disputas que generan conflictos sociales. La construcción del 
concepto de antijuridicidad material, coadyuvado por la criminología, por 

psicología criminales, por ejemplo, Florian. Parte general del derecho penal, cit., pp. 120 y 
121. Ferri sostenía que la escuela positiva criminal ha creado una ciencia sintética mediante 
la conjunción de la antropología, la psicología, la estadística criminal, el derecho penal y los 
estudios penitenciarios, que denomina sociología criminal, la cual expone luego de manera 
extensa (Enrico Ferri. Sociología criminal, t. i, Madrid, De Góngora, 1908, pp. 44 y ss.).

167	 Enrique Bacigalupo Zapater. Estudios de derecho penal y política criminal, México D. F., Cár-
denas, 1989, pp. 60 a 70.

168	 Santiago de Chile, 8 de diciembre de 1935-7 de agosto de 2008, abogado penalista y crimi-
nólogo, nacido en Santiago de Chile. Estudió derecho en la Universidad de Chile y culminó su 
doctorado en derecho en la Universidad Complutense de Madrid, para más adelante estudiar 
en la Universidad de Bonn con la dirección de Hans Welzel. Fue profesor e investigador de 
las universidades de Valparaíso y de Chile, donde fue director del Departamento de Ciencias 
Penales y Criminológicas. Militante del Partido Socialista, desde su época de estudiante uni-
versitario, con posterioridad fue asesor jurídico del Ministerio del Interior durante el Gobier-
no de Salvador Allende Gossens. Ocurrido el golpe militar de 1973, se refugió en Argentina 
donde fue detenido y entregado a los militares chilenos que lo encarcelaron durante seis me-
ses, hasta que fue liberado en razón de presiones del Gobierno alemán. Exiliado en Europa, 
fue profesor de la Universidad de Bonn y desde 1982 profesor de la Universidad Autónoma 
de Barcelona. En 1989 pudo volver a Chile al ser eliminado de las listas de exclusión de la 
dictadura militar. Entonces, fue profesor o investigador de las universidades Nacional Andrés 
Bello, Diego Portales, de Chile e Internacional sek. Intervino en el juicio contra el general Ma-
nuel Contreras Sepúlveda por el asesinato del ministro Orlando Letelier del Solar, en 
representación de la familia. Diputado entre 1997 y 2008, fue presidente de la Cámara de Di-
putados. Publicó Manual de derecho penal español: parte general (1984); Manual de derecho 
penal: parte especial (1986); Introducción al derecho penal (1986); Control social y sistema 
penal (1987); Coca-cocaína, entre el derecho y la guerra (1990); Fue también coautor de las 
siguientes obras: El pensamiento criminológico (1983); Derecho penal de menores (1990); 
Victimología: presente y futuro (1993); Lecciones de derecho penal (1997).

169	 Bustos Ramírez. “La criminología”, cit., pp. 24 y 25.
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encima de la noción limitada de antijuridicidad formal, ha sido un avance sig-
nificativo de la dogmática penal170. En lo que atañe a Bacigalupo Zapater, 
éste encuentra que la integración de la dogmática penal y la criminología es 
posible en algunos puntos. De modo particular, con relación a los aportes que 
pueden desprenderse de los estudios sobre el control social efectuados por la 
criminología, en las instancias judiciales de aplicación de ese control. En ese 
contexto la criminología podría subrayar la distorsión sufrida por principios 
y normas de la dogmática, como consecuencia de la aplicación de “criterios 
de selección criminal” ajenos a los enunciados por el derecho penal171. 

Aunque el derecho penal indicaría qué conductas eran delictivas, con lo 
que definiría el objeto de estudio de la criminología, al menos para una va-
riante, en todo caso, con la ciencia penal integral el vaticinio era que la crimi-
nología absorbería al derecho penal. Como quiera que el enfoque positivista 
tenía por objeto la identificación de las causas de la anormalidad (biológica, 
psicológica, social o sociobiológica) que generaban el fenómeno criminal, 
determinadas esas causas podía preverse quienes iban a delinquir. En se-
mejantes condiciones ya no sería necesario el derecho penal o éste perdería 
toda autonomía, pues la detección de los anormales (sujetos peligrosos) y 
su identificación con las razones causal-explicativas de la criminalidad, con 
antelación a la realización de la conducta delictiva, harían inútil al derecho 
penal que operaba ante el hecho delictivo consumado. De allí que Luis Ji-
ménez de Asúa172 pronosticara que la criminología terminaría “tragándose” 
al derecho penal173. Empero, dada la ausencia de elementos ontológicos en 

170	 La antijuridicidad material supone una lesión o amenaza efectiva al bien jurídico tutelado, 
mientras que la antijuridicidad formal reseña una contradicción intrascendente entre el bien 
jurídico y la acción.

171	 Bacigalupo Zapater. Estudios de derecho penal y política criminal, cit., pp. 73 a 76.
172	 Madrid, 19 de junio de 1889-Buenos Aires, 16 de noviembre de 1970, abogado y político 

republicano, había sido también alumno de Franz von Liszt en Berlín. Fue por largo tiempo 
profesor de la Universidad Complutense de Madrid. Sería desterrado de España a las Islas 
Chafarinas en 1926 por la dictadura de Miguel Primo de Rivera, al haber hecho la defensa 
penal de Miguel de Unamuno, entonces rector de la Universidad de Salamanca. Durante su 
exilio en Argentina se desempeñó como docente en las universidades Nacional de La Plata, 
Nacional del Litoral, donde creó el Instituto de Derecho Penal y Criminología, y de Buenos 
Aires. Fue vicepresidente de la Association Internationale de Droit Pénal e integrante de la 
Société Internationale de Criminologie, diputado de las Cortes republicanas, representante 
de España en la Sociedad de Naciones, diplomático en Praga, participó de manera activa en la 
redacción de la Constitución española de 1931, fue fundador de la Revista de Derecho Penal 
y Criminología en Argentina y presidente en el exilio de la República de España. Publicó: La 
teoría jurídica del delito (1931); El criminalista (1941-1949); Crónica del crimen (1943); La 
ley y el delito (1945); Tratado de derecho penal (1949-1963).

173	 Luis Jiménez de Asúa. La ley y el delito, 2.ª ed., Buenos Aires, Hermes, 1954, p. 63, donde 
sostenía: “Esta ciencia nueva, el día que no hagamos valoraciones –desvalorizaciones, más 
bien– sobre la conducta criminal, reemplazará al derecho punitivo. Repetimos lo que tantas 
veces hemos dicho, con indignación de algunos ‘juristas’: ‘La criminología se tragará al dere-
cho penal’”.
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las acciones tildadas criminales, como la imposibilidad de anticipar quiénes 
son los delincuentes, la profecía fue un fracaso.

La concepción sobre la integración de la dogmática penal y la criminología 
fue reivindicada otra vez, aunque sobre nuevos elementos de fundamenta-
ción, entre los cuales figura la independencia de cada disciplina en la selec-
ción de su respectivo objeto174. No obstante, la idea de la integración es con 
toda probabilidad una exageración. Lo que ocurre es que la criminología o 
sociología jurídica penal, como especialidad interdisciplinaria, de manera 
necesaria conjuga elementos del derecho y de la sociología, aunque como 
es bien sabido, en este caso, el derecho es analizado de otra forma. Ahora, 
además de proveer información que instruye la política penal, lo que puede 
llevar a la reforma de la ley penal, existe una relación entre las dimensiones 
prescriptiva (del derecho) y descriptiva (de la criminología), como también 
concurre una relación estrecha entre el control penal y la divergencia social, 
que va mucho más lejos de lo enunciado por Franz von Liszt, Enrique Ba-
cigalupo Zapater, Alessandro Baratta y Juan José Bustos Ramírez, que 
se evidenciará en distintos apartes de este libro, en particular en el capítulo 
y acápite final sobre la filosofía del delito (donde se demuestra la coherencia 
y la íntima conexión entre la percepción del crimen y la operación y los fines 
del control penal) y la integración de las dimensiones objetivas y subjetivas 
de la vida social.

II. Carácter histórico y social

Los seres de la especie humana son, por excelencia, sujetos sociales dueños 
de una historicidad. En tanto actores de la divergencia y del ejercicio del 
control penal, como en todos los campos de la vida, obran a partir de deter-
minadas raíces históricas y proveyendo a sus actuaciones de una significa-
ción social. Las condiciones biológicas de las personas, las físicas del medio 
ambiente en que se desenvuelven, constituyen plataformas que describen 
las posibilidades, las oportunidades y las limitaciones para relacionarse y 
desarrollar su esencia social; en particular las cualidades biológicas son ba-
ses, no los atributos trascendentales que definen su identidad como seres 
humanos, puesto que las personas son, como se dijo, seres sociales. Sin las 
ocasiones apropiadas para interrelacionarse con otros, las personas carece-
rían de las propiedades que los diferencian como seres humanos. 

174	 Además de Baratta. “Criminología y dogmática penal…”, cit., pp. 44 y ss., exploraron esta lí-
nea, entre otros, Émiro Sandoval Huertas. Sistema penal y criminología crítica, Bogotá, Temis, 
1989. 



85Las bases de la teoría sociológica del delito

No implica lo anterior un desdeño por las condiciones biológicas, al con-
trario, es reconocida su importancia como soporte de la sociabilidad del ser 
humano. Ocurre que los 

hombres producen juntos un ambiente social con la totalidad de sus formaciones 
socio-culturales y psicológicas. Ninguna de estas formaciones debe considerarse 
como un producto de la constitución biológica del hombre, la que como ya se dijo, 
proporciona sólo los límites exteriores para la actividad productiva humana175. 

De modo coetáneo, todos los individuos poseen un pasado, no sólo consti-
tuido por una biografía personal representativa de trayectorias más o me-
nos inmediatas sino, además, imbricado en un devenir social y remoto en el 
plano temporal, el cual impregna su identidad y sus opciones de vida, aun 
cuando el sujeto a veces no sea consciente de ello176. Existe, pues, un ser 
humano formado en términos sociales e históricos177. El sujeto no es, enton-
ces, sólo una entidad biológica, ni puede ser concebido de modo principal 
en esos términos, tampoco nace con una cierta constitución ética sujeta a la 
corrupción de la sociedad y, menos, puede hablarse de una naturaleza hu-
mana compartida en todo tiempo y lugar como algo común y general a los 
individuos de la especie178. 

Las personas, lo que incluye los modelos de conciencia o las ideologías de 
las que participan, son producto de las condiciones históricas y sociales de 
su existencia y, aunque puede actuar sobre ellas para, por ejemplo, modifi-
carlas, éstas en todo caso le suministran el marco de alternativas dentro de 
las cuales pueden moverse. La 

sociedad crea las condiciones para que los hombres puedan en general actuar; y 
para que lo hagan de la manera que lo hacen. Sin ninguna sociedad no sería posible 
la acción social; sin una sociedad histórica determinada no sería posible la respecti-
va acción determinada179. 

175	 Peter L. Berger y Thomas Luckmann. La construcción social de la realidad, Buenos Aires, 
Amorrortu, 1991, p. 72.

176	 “Los hombres hacen su propia historia, pero no la hacen a su libre arbitrio, bajo circuns-
tancias elegidas por ellos mismos, sino bajo aquellas circunstancias con que se encuentran 
directamente, que existen y les han sido legadas por el pasado”, Karl Marx. “El dieciocho 
brumario de Luis Bonaparte”, en Obras escogidas, Moscú, Progreso, 1981, p. 95.

177	 Ya Montesquieu vislumbraba “que el hombre es un animal sociable”, Cartas persas, Madrid, 
Tecnos, 1986, p. 127. Igualmente, la ideología se “halla siempre vinculada a la situación vital 
del pensador” como algo histórica y socialmente determinado, Karl Mannheim. Ideología y 
utopía, 2.ª ed., México D. F., Fondo de Cultura Económica, 1993, pp. 71 y ss.

178	 “El examen de la historia de la humanidad indica que el hombre de nuestra época es tan di-
ferente del hombre de tiempos pretéritos que parecía poco realista suponer que en todas las 
épocas habían tenido los hombres en común algo llamado ‘naturaleza humana’. El modo de 
ver histórico se corroboró, sobre todo en los Estados Unidos, con estudios en el campo de la 
antropología cultural”, Erich Fromm. Anatomía de la destructividad humana, 16.ª ed., México 
D. F., Siglo xxi, 1998, p. 224.

179	 Luckmann. Teoría de la acción social, cit., p. 90.
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A su vez, los acontecimientos sociales no son resultado de actos heróicos, 
visionarios o sobrenaturales de los sujetos, aun cuando las cualidades de 
los individuos deben ser reconocidas como de indudable influencia, ellas 
pueden realizarse en virtud de las circunstancias sociales e históricas que 
las propician o que las colocan en un lugar protagónico180. Dado lo ante-
rior, la ejecución del control penal y la realización de la divergencia, que 
son resultado de actos humanos, como otras franjas de la vida en sociedad, 
disponen de una innegable índole social e histórica. La concurrencia de los 
dos elementos mencionados indica que el control penal y la divergencia no 
representan fenómenos estáticos y aislados, al contrario constituyen enti-
dades dinámicas y cambiantes en constante intercambio con el entramado 
social e histórico en el que se originan.

La divergencia, al igual que el ejercicio del control penal, incorpora la 
ejecución de acciones con una raigambre social, dentro de escenarios micro-
sociales. Esto ocurre, por ejemplo, cuando un individuo rapta a otra persona 
o un juez dicta una sentencia, en ambos casos los sujetos han actuado y, 
además, lo han hecho en forma tal que sus comportamientos tienen una sig-
nificación social, ya que en ambos casos afectan a otros. A su vez, todas las 
personas, también aquellas involucradas en la divergencia o en la operación 
del control penal, tienen historias de vida personales que inciden sobre sus 
actuaciones, las cuales poseen un carácter biográfico. 

Pero, así mismo, del conjunto de prácticas sociales llevadas a cabo por 
distintos actores, a lo largo de periodos extensos de tiempo, han emergido 
estructuras con unos sentidos sociales, preexistentes y autónomas respecto 
de los actores involucrados en una situación concreta en un momento deter-
minado. Ello implica, por ejemplo, la existencia de un derecho que contiene 
leyes que sancionan el hurto y hacen parte de los instrumentos del control 
penal, o una economía con problemas de desigualdad en el acceso a bienes 
necesarios para la subsistencia que repercuten sobre la divergencia. Igual-
mente, esas instituciones y prácticas (relativas al control o la divergencia) 
han evolucionado en la historia, aún a pesar de los actores envueltos en una 
situación determinada. Por consiguiente, puede hablarse de condiciones so-
ciales e históricas que inciden de modo decisivo sobre el control penal y la 
divergencia de interés penal, relativas a situaciones de interacción o deriva-
das de las estructuras sociales.

Respecto de la entidad social de la divergencia y el control penal, a pro-
pósito de la exposición sobre el concepto de criminología visto en el capítu-

180	 “No es la conciencia del hombre la que determina su ser, sino, por el contrario, el ser social 
es lo que determina su conciencia”, Karl Marx. “Prologo de la contribución a la crítica de la 
economía política”, en Obras escogidas, cit., p. 182.
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lo primero, al ahondar en la fundamentación sobre el carácter social de la 
disciplina, dicha naturaleza fue afirmada teniendo en cuenta que los com-
ponentes citados de su objeto de conocimiento (divergencia y control pe-
nal) poseían tal esencia, lo que demostraba la estirpe de la ciencia que los 
estudiaba. En sintonía con lo expuesto, ahora pueden ser repasados los ar-
gumentos que allí fueron consignados. Entonces se dijo que la divergencia, 
al tratarse de un tipo de acción particular, involucraba una actuación con un 
sentido significativo para otros, lo que le otorgaba el carácter de social. La 
reacción social penal, que es otra modalidad de acción social, tiene también 
significaciones para terceros que le otorgan un carácter social. El control 
penal, al perseguir la preservación o la imposición de un determinado orden 
social e, igualmente, acarrear consecuencias sociales como resultado de su 
operación, no cabe duda que posee una índole social. El orden social es un 
producto humano que emerge de su vida asociada.

Por su parte, la raigambre histórica de la divergencia y del control penal 
denota que no son productos acabados e inmutables, sino el resultado de 
una larga serie de experiencias y transformaciones, en cuyo transcurso van 
adoptando figuras y propiedades que guardan estrecha conexión con las es-
tructuras y las condiciones coyunturales de cada sociedad, al igual que con 
las calidades de diversas situaciones específicas de interacción social. Con-
siderar al control social penal, también las características, formas de mani-
festación y motivación de la divergencia, como una derivación emanada de 
procesos históricos singulares significa imaginarlas como expresión de una 
sucesión de hechos encadenados, cuya interpretación exige remontarse en 
el tiempo hasta alcanzar eslabones anteriores de la cadena de eventos so-
ciales, sin cuyo conocimiento no pueden ser interpretadas de manera cabal.

Los dispositivos que hacen parte del control penal, también las actua-
ciones desplegadas en el escenario de la divergencia, que han germinado a 
partir de experiencias que se han generalizado, las cuales fueron además es-
tudiadas y sistematizadas por distintas disciplinas científicas, comparecen 
como instituciones sociales que condensan las estrategias típicas de organi-
zación, procedimiento y reacción que se han comprobado o creído exitosas 
en algún momento histórico, o que han sido variadas a raíz del análisis críti-
co de esas experiencias. Las instituciones 

implican historicidad y control. Las tipificaciones recíprocas de acciones se cons-
truyen en el curso de la historia compartida: no pueden crearse en un instante. Las 
instituciones siempre tienen una historia, de la cual son productos. Es imposible 
comprender adecuadamente qué es una institución, si no se comprende el proceso 
histórico en que se produjo181. 

181	 Berger y Luckmann. La construcción social de la realidad, cit., p. 176.
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Por su parte, el cambio social en las estrategias, las instituciones y las 
prácticas en el control y la divergencia, surge del cuestionamiento de las 
tipificaciones existentes, valga decir, de las fórmulas aceptadas hasta enton-
ces para interpretar los fenómenos y obrar sobre ellos, cuando en la interac-
ción social se afrontan nuevas situaciones no previstas, aunque en todo caso 
siempre a partir y con referencia al contexto social e histórico precedente.

El control social, y cualquiera de las instituciones o fenómenos asocia-
dos, lo mismo que las acciones divergentes, no poseen un substrato natu-
ral182. Quiere decir esto que la dominación que unos grupos o personas ejer-
cen sobre otros, al igual que los entornos de conflicto que se presentan en 
medio de las disputas por intereses o valores, tienen una naturaleza social, 
es decir, unas características que dependen del tipo de sociedad dentro de 
la cual opera el control o resulta escenificada la divergencia. Las condiciones 
económicas, políticas y culturales que integran el contexto social en sentido 
amplio, habrán de matizar por tanto al control y a la divergencia. 

En esos términos, ni las prácticas del control, tampoco de la divergen-
cia, son fenómenos aislados e individuales, puesto que ocurren en el decur-
so de la vida social, en medio de los procesos de interacción dentro de los 
que se ubican y con referencia a las estructuras dentro de las cuales se en-
marcan183. Con el agregado conforme al cual tales intercambios verificados 
en la ejecución del control o en la representación de la divergencia no son 
casuales ni gratuitos, implican relaciones de contradicción, dominación o 
transacción entre individuos pertenecientes a grupos, que constituyen un 
verdadero proceso, un proceso social. En esa dirección, como ya fue expues-
to, la manifestación de la divergencia y la operación del control cumplen 
funciones sociales en no pocos casos, por las repercusiones que acarrean 
para la sociedad o segmentos de ella, lo que en ambos planos ratifica la na-
turaleza indicada.

El temperamento social del control surge, por otra parte, de su finali-
dad, en la medida en que por medio de los instrumentos que le son pro-
pios aspira a conservar, restablecer, modificar o desarrollar un tipo de or-
den (también entretejido en el escenario social) que regula las relaciones 
(igualmente sociales) entre las personas, interviniendo sobre los conflictos 
(del mismo modo sociales), con las aspiración de lograr alguna clase de so-

182	 Con todo, y al contrario de lo sostenido, el carácter “natural” ha sido afirmado sobre institu-
ciones propias del control o prácticas vinculadas a la divergencia, por ejemplo, para el primer 
evento al referir la existencia de una ley o de derechos naturales, para la segunda hipótesis, 
por ejemplo, al explicar la violencia como una manifestación de condiciones naturales de 
ciertos pueblos, a veces, con un origen genético.

183	 Ni siquiera los actos llamados de autocontrol carecen de sentido social, pues ellos son, en 
parte, resultado de procesos de socialización o de haber procesado y asumido las expectati-
vas de los otros.



89Las bases de la teoría sociológica del delito

lución (política)184. Esto conduce a indagar sobre las problemáticas socia-
les que, por una parte, alientan las intervenciones penales con el objeto de 
tratarlas y, por otra, son fuente para la interpretación de la divergencia. A 
la par, el ejercicio del control no es una cuestión de pura técnica, ni puede 
ser adjudicado a una “ley natural”, posee una idiosincrasia política, que le 
agrega carácter y sentido sociales. En cuanto a la divergencia ya se ha hecho 
notar que no obedece a razones biológicas (fisiológicas, morfológicas, gené-
ticas o raciales), ni personales o vinculadas a la psicología individual, como 
problemas clínicos, pues al contrario corresponde a situaciones en las que 
concurren disputas por intereses, valores o creencias de las que emerge el 
conflicto social (que puede afectar el orden social), como consecuencia que 
ilustra y dota de dinámica a las relaciones sociales.

Respecto de las condiciones sociales e históricas y su relación con la con-
ciencia, las acciones y las instituciones, algunas interpretaciones del pen-
samiento marxista llegaron a plantear con una impronta mecánica, un tipo 
de determinismo centrado en el factor económico, además vinculado de un 
modo específico al modo de producción, del que se derivarían las formas jurí-
dico-políticas y las prácticas sociales185. Por tanto los atributos de la divergen-
cia y del control penal estarían sujetos al sistema económico de producción. 
Sin embargo, las diferentes esferas o estructuras de la vida: económica, polí-
tica, cultural y social, se conjugan de manera simultánea para influir sobre los 
fenómenos del control y la divergencia, sin que a priori ninguna prevalezca ni 
quepa determinismo alguno; cosa distinta es que concurren variaciones en su 
grado de incidencia, lo que depende del caso o manifestación específica exa-
minada186. Por ejemplo, instituciones del control pueden emerger de discur-
sos, sin conexión razonable con las condiciones de vida económicas, pero con 
la capacidad de inducir transformaciones políticas y sociales. Tampoco todas 
las expresiones de la divergencia social tienen un vínculo inmediato con las 
condiciones económicas, como en los conflictos de género, entre grupos etá-
reos o de orden étnico. La problemática del narcotráfico es ilustrativa de la 
confluencia anotada, ya que razones de política pública en salud (protección 

184	 Sobre el orden social se ha apuntado: “es un producto humano, o más exactamente, una pro-
ducción humana constante (carácter histórico) realizada por el hombre en el curso de su 
continua externalización (carácter social). El orden social no se da biológicamente ni deriva 
de datos biológicos en sus manifestaciones empíricas”, Berger y Luckmann. La construcción 
social de la realidad, cit., p. 73 (los paréntesis no pertenecen al texto original).

185	 La apreciación de Karl Marx que funda tales interpretaciones sostenía que el “conjunto de 
estas relaciones de producción forma la estructura económica de la sociedad, la base real 
sobre la que se levanta la superestructura jurídica y política y a la que corresponden deter-
minadas formas de conciencia social. El modo de producción de la vida material condiciona 
el proceso de la vida social, política y espiritual en general”, (“Prologo de la contribución a la 
crítica de la economía política”, cit., p. 182).

186	 Silva García. “El proceso de la investigación socio-jurídica en Colombia”, cit., p. 17.
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de los enfermos drogodependientes), objetivos de política internacional (le-
gitimar intervenciones en otros países o eliminar competidores del poder), 
argumentos de orden moral (censurar el placer de la embriaguez y estilos de 
vida reprobados), cuestiones culturales (neutralización de grupos étnicos), 
motivaciones sociojurídicas (frenar la criminalidad violenta anexa) y facto-
res de conveniencia económica (contener la fuga de capitales), a lo largo de 
la historia, han repercutido conjugados en distintos grados para producir la 
represión penal187.

Una discusión adicional surge del examen del carácter coercitivo sobre los 
individuos y externo a ellos adjudicado a las condiciones estructurales socioe-
conómicas, políticas y culturales, en consecuencia, respecto de los actores de 
la divergencia y el control penal188. En ese sentido, siguiendo a Paul-Michel 
Foucault189, debe advertirse que las condiciones estructurales son a la vez 
externas al sujeto y, por ende, pueden tener una capacidad coercitiva sobre 
el individuo, como el derecho y, a la vez, son internas de la persona y no coer-
citivas, por ejemplo, respecto de algunos rasgos de la cultura, que han sido 
interiorizados con profundidad y definen lo que es la identidad de un sujeto o 
un grupo social. Por este motivo, es mejor pensar en las condiciones sociales 
estructurales como un piso de soporte que provee un marco a los grupos para 
el desarrollo de las actividades que son propias de la vida en sociedad. 

Tanto la acción como el control, más que estar sujetos, participan de con-
diciones estructurales e históricas, sin las cuales carecerían de existencia y 
significado, no tendrían posibilidades de desarrollarse o su evolución en la 
práctica seguiría un curso en absoluto aleatorio. También, aun cuando los 
sujetos son libres y deciden su destino, lo hacen dentro de condiciones y cir-
cunstancias ya existentes, las que en la inmensa mayoría de los casos escapan 
a sus opciones de decisión190. Por tanto los individuos y los grupos sociales, 

187	 Sobre el tema, Antonio Escohotado. Historia de las drogas, 3.ª ed., t. 2, Madrid, Alianza, 
1992, pp. 237 y ss.

188	 Foucault. La verdad y las formas jurídicas, cit., p. 14.
189	 Poitiers, 15 de octubre de 1926-París, 25 de junio de 1984, filósofo e historiador, estudió 

filosofía y psicología en la Ecole Normale Supérieure de París, fue profesor de filosofía de las 
universidades de Clermont-Ferrand y Vincennes, también profesor del Colegio de Francia 
desde 1970. De preferencias homosexuales, falleció luego de ser afectado por el sida. Autor 
de Historia de la locura en la época clásica (1961); Las palabras y las cosas (1966); Arqueolo-
gía del saber (1969); El nacimiento de la clínica (1975); Vigilar y castigar (1975); La verdad y 
las formas jurídicas (1978); Historia de la sexualidad (1980/1985).

190	 Marx. “Prologo a la contribución a la crítica de la economía política”, cit., p.182. También pue-
de hacerse uso de uno de los teoremas de la teoría marxista: “los hombres hacen su historia, 
pero no en circunstancia libremente elegidas por ellos”. Aun cuando los elementos anterio-
res exponen los márgenes de flexibilidad y de libertad con los que se mueven los actores 
sociales, que rechazan todo determinismo, lo cierto es que aún en el siglo xxi se sostiene la 
creencia relativa al determinismo de las causas del delito, lo que ni siquiera en los tiempos 
actuales es refrendado por los neopositivistas, en el sentido cuestionado Serrano Maíllo. 
Introducción a la criminología, cit., p. 50.
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además del marco de condiciones personales o comunes, obran con la se-
lección de alguna opción entre un abanico de alternativas frente a las cuales 
pueden actuar. Por ende, las condiciones estructurales e históricas constitu-
yen un elemento fundamental de la investigación y el análisis criminológico.

A la postre, en cuanto al enfoque asumido para el estudio de las correla-
ciones sociales e históricas de los hechos del control y la divergencia, puede 
aclararse que ambos elementos no pueden ser escindidos. Las problemáti-
cas sociales contemporáneas requieren de la historia para su entendimiento, 
mientras que los sucesos históricos no pueden ser comprendidos sin consi-
derar el contexto social. Esto conlleva a la aplicación de un método histórico 
de manera paralela al análisis sociológico de los fenómenos actuales de la 
divergencia y el control penal, y a la utilización de un enfoque sociológico en 
el análisis histórico de los dos escenarios.

III. Sociología integral micro/macro

La realidad social puede ser escindida en dos niveles distintos, el que co-
rresponde a la estructura social y aquel representado en la interacción so-
cial. Siendo que, cosa sobre la cual se profundizará más adelante, las interac-
ciones sociales son las acciones humanas que tienen un sentido significativo 
para los demás, mientras que las estructuras sociales constituyen los gran-
des componentes institucionales que organizan la sociedad, como la cultu-
ra, la familia, el derecho o la economía. Lo anterior, dicho en otras palabras, 
equivaldría a identificar un nivel microsociológico y otro macrosociológico 
en la sociedad. En el cual lo macrosociológico reúne las instituciones so-
ciales y los fenómenos de gran escala, y en el que lo microsociológico está 
representado por las interacciones sociales y los fenómenos en pequeña es-
cala que están vinculados en forma estrecha a ellas. Es decir, en buena medi-
da la estructura social se identifica con lo macrosociológico y la interacción 
social con lo microsociológico. 

La terminología que alude al análisis binario o disyuntiva estructura so-
cial-interacción social, es propia de la teoría sociológica europea, mientras 
que la categorización que hace referencia al análisis binario o dilema ma-
cro/microsociológico es familiar a la literatura estadounidense191. En este 
escrito, aunque son tomadas como cuestiones semejantes, se prefiere pen-
sar en el binomio estructura/interacción sociales como objeto de estudio de 
la sociología, y la dualidad de lo macro/microsociológico como niveles de 

191	 George Ritzer. Teoría sociológica contemporánea, Madrid, McGraw Hill, 1993, pp. 456 y 490. 
El movimiento en la sociología general en pos de la integración micro/macro se desarrolló 
con intensidad en Estados Unidos a partir de la década de los 1980.
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análisis de la sociedad. A su vez, lo que aquí ha sido denominado “sociología 
integral” aspiraría a organizar y desarrollar un modelo de análisis teórico 
que reúna bajo la misma perspectiva el estudio integrado de las dos face-
tas del objeto de conocimiento: la estructura social y la interacción social. 
Empero, a la sociología jurídica penal o criminología, como subespecialidad 
de la sociología, no le competería el examen de un objeto tan amplio, éste 
tendría que ser acotado o circunscrito a las materias que interesan a la dis-
ciplina, esto es, a la divergencia social de relevancia penal y al control social 
penal. Donde la divergencia correspondería al nivel microsociológico y el 
control penal al plano macrosociológico. En consecuencia, la teoría socioló-
gica del delito expuesta en este libro pretende acometer el estudio integral 
del objeto de conocimiento indicado que ha sido delimitado, compuesto por 
sus dos escenarios, el de la divergencia social de interés penal y el del con-
trol penal. 

La realidad de la vida social no aparece escindida en niveles macro y mi-
crosociales o en franjas que equivalgan a la acción social y a la estructura 
social. Dicha separación es producto de categorías confeccionadas por la so-
ciología con fines analíticos, interpretativos, metodológicos y pedagógicos. 
La sociedad es una unidad en la que concurren de modo coetáneo estructu-
ras y acciones sociales. 

Aunque el uso de los términos micro y macro pueden sugerir que estamos analizan-
do una dicotomía, somos conscientes en todo momento del hecho de que existe un 
continuum que va del extremo micro al extremo macro192. 

A lo largo de la historia, la teoría social ha diseñado y promovido construc-
ciones doctrinales que procuraron abarcar toda la sociedad en grandes 
cuerpos teóricos, aunque casi siempre con un fuerte acento que ha dado 
prioridad a uno u otro nivel de análisis. Por ejemplo, el marxismo y el es-
tructural-funcionalismo condensaron dos teorías macrosociológicas; el in-
teraccionismo simbólico y la fenomenología, a su vez, contienen dos teorías 
de clara raigambre microsociológica. El problema de las teorías con énfasis 
o intensidad macro o micro era que descuidaban el otro aspecto o nivel. Sin 
embargo, en los últimos años concurrieron al escenario de la sociología ge-
neral un conjunto de teorías que proponían la adopción de enfoques teóricos 
integrales. Precisamente, lo que aspiraban estas teorías era a incrementar 
el potencial analítico de sus herramientas mediante una clase de compren-
sión de la complejidad social que tuviera en cuenta los dos espacios que la 
componen. Aunque suene paradójico, la opción metodológica de escindir 

192	 Ibíd., p. 456.
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la sociedad en sus dos niveles, la relativa a la estructura social y la referida 
a la acción social, aumenta de modo considerable la capacidad de la teoría 
criminológica no sólo para estudiar las partes de la sociedad, sino para exa-
minarla como un todo, lo que es la gran virtud de las teorías integrales. 

Para llevar a cabo los estudios integrales comentados, fueron abiertas dos 
opciones alternativas. La primera consistió en la configuración de teorías 
nuevas, más o menos autónomas, que incluían herramientas y categorías 
novedosas para adelantar análisis integrales193. La siguiente opción radicó 
en la recuperación de teorías ya existentes con énfasis macrosociales y su 
integración con otras teorías conocidas con énfasis microsociales que eran 
seleccionadas con ese propósito194. La primera ruta descrita partía de un 
ejercicio en gran parte creativo; la segunda se apoyaba en teorías existen-
tes para ajustarlas, modificarlas y desarrollarlas, de tal modo que pudieran 
llevarse a cabo los análisis integrales perseguidos, también en un ejercicio 
de creación teórica, pero de menor envergadura. Lo último, en todo caso, 
sería posible siempre que fuera intentado con teorías dueñas de postulados 
compatibles en un ejercicio de integración congruente, puesto que existen 
muchas corrientes teóricas con planteamientos excluyentes u opuestos. 

Frente a la disyuntiva anterior, la teoría sociológica del delito aquí ex-
puesta optó por la segunda posibilidad. Para el campo de trabajo de la socio-
logía jurídica, al menos desde 1996, fue adoptado en forma explícita un en-
foque que integraba los niveles de análisis macro y microsociológico con el 
propósito de estudiar las esferas societales de la estructura y de la interac-
ción195. Propuesta que representaba un giro profundo en el campo teórico 

193	 En la sociología general, los sistemas teóricos propuestos por Anthony Giddens y Pierre 
Bourdieu son dos ejemplos de este tipo de teorías. Hablar de una sociología integral de los 
dos niveles citados no tiene nada que ver con la “sociología de la integración” inspirada en 
el estructural-funcionalismo, la cual supone que en la sociedad predominan relaciones de 
cooperación destinadas a integrar a los individuos y generar estabilidad social.

194	 En la sociología general el trabajo sobre la construcción social de la realidad de Peter L. 
Berger y Thomas Luckmann (combina el pensamiento de Weber, el marxismo y la fenome-
nología), la sociología integral de George Ritzer, la sociología de Randall Collins (integra 
la teoría conflictualista y el interaccionismo simbólico), pueden ser citados no sólo como 
ejemplos, sino además como expresiones que han influido en la teoría sociológica del delito.

195	 La proposición para la sociología jurídica y, en particular, para los estudios criminológicos 
del enfoque de la sociología integral relativo a la divergencia social y el control penal que 
engloba los niveles micro y macro de la acción y de la estructura sociales fue propuesta, 
de manera preliminar, en Germán Silva García. “La concepción sobre el crimen: un punto 
de partida para la exploración teórica”, en aa. vv. Congreso internacional. Derecho público, 
filosofía y sociología jurídicas: perspectivas para el próximo milenio, cit., pp. 846 y ss. Coin-
cidencialmente, en el mismo evento académico, Vincenzo Ferrari presentó una iniciativa 
muy similar, en la que postulaba un ejercicio de integración micro/macro para el desarrollo 
futuro de la sociología jurídica, al respecto Ferrari. “Lo status quaestionis della sociologia 
del diritto”, cit., p. 155. Feliz casualidad que motivó un comentario por la crítica: el trabajo de 
Ferrari “equivalía a la incorporación de una perspectiva de integración sociojurídica de lo 
micro/macro, siguiendo parámetros muy similares a los expuestos por Germán Silva Gar-
cía, con una elevada coincidencia temporal, espacial y teórica […] Los dos trabajos sobre el 
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específico de la sociología jurídica penal o criminología196. La visión comen-
tada exigió, como paso previo, la elaboración de la categoría de divergencia 
social. Sin ella no era factible proponer, en el ámbito del objeto de estudio de 
la criminología, una teoría integral que fuera coherente. Al respecto Cirus 
Rinaldi establece que: 

La divergencia es el reconocimiento de las diversas modalidades de la interacción 
social, y de su relación con la estructura social, en términos del control, lo que expo-
ne la fecunda posibilidad del análisis de la continuidad micro/macro197. 

La perspectiva teórica adoptada recurrió a la teoría sociológica conflictua-
lista liberal con relación al estudio de la estructura social como principal 
fuente macrosociológica y, de modo simultáneo, a las corrientes de la fe-
nomenología y del interaccionismo simbólico como fuentes principales 
respecto al estudio de la interacción social en el plano microsociológico. El 
enfoque, que será explicado en forma detallada en este aparte en cuanto a 
las líneas metodológicas y los aspectos teóricos principales, fue usado de 
manera extensa en numerosas investigaciones publicadas y también acom-
paña distintos análisis teóricos en este texto198. Por todo ello, en este apar-

tema fueron presentados en el mismo congreso internacional, el mismo día”, Iván F. Pacheco. 
“El método de análisis funcional en la criminología”, en Carlos Alberto Elbert (coord.). La 
criminología del siglo xxi en América Latina, Buenos Aires, Rubinzal-Culzoni, 1999, p. 302. 
En realidad, aunque con muchos elementos comunes, la propuesta de integración planteada 
difiere en otros muchos aspectos de la sostenida por Ferrari, por una parte, en cuanto a las 
fuentes de la integración, pues existen diferencias sobre el papel del funcionalismo que se 
abordan en el apartado final de este capítulo y, sobre todo, porque la propuesta defendida de 
integración ha procurado desarrollar una investigación empírica de soporte y la creación de 
unas categorías teóricas específicas, lo que es ajeno al planteo de Ferrari. 

196	 La novedad en la criminología se acentuaba en razón de la posición de sectores de la crimino-
logía crítica que únicamente consideran válido el estudio del control penal (como estructura 
–macro– y en las actuaciones de los operadores como acciones –micro–), pero que rehúsan 
el estudio de las acciones sociales que llegan a ser definidas como criminales. Con bastante 
posterioridad, Alfonso Serrano Maíllo, a su vez, sostuvo la importancia de considerar los 
niveles de análisis micro y macrosocial, además de lo cual destacó que contemplar ambos 
niveles en los estudios del delito sería lo más conveniente, aunque ello implicaba la gran 
dificultad de disponer de teorías que pudieran abarcarlos, (Introducción a la criminología, 
cit., pp. 202 a 207). Sin embargo, allí mismo incurre en el grave error de creer que lo micro-
social se refiere “a elementos relativos al actor” o ubicados “en el nivel individual”, cuando 
lo microsocial, tal como ha sido explicado, hace referencia al plano de la interacción social. 
Por esto mismo, al intentar dar un ejemplo de lo microsocial cita las teorías biológicas, que 
ciertamente perciben el delito como una cuestión individual, pero no son microsociales, y es 
que ni siquiera son sociales, por ser biológicas.

197	 Rinaldi. Deviazioni. Devianza, devianze, divergenze, cit., p. 135.
198	 Esta perspectiva teórica integral, con las fuentes teóricas indicadas ha sido aplicada en varias 

investigaciones. Así, por ejemplo, de manera extensa y profunda para el análisis de la profe-
sión jurídica, la administración de justicia y las prácticas penales, Germán Silva García. El 
mundo real de los abogados y de la justicia, t. i, La profesión jurídica, Bogotá, Externado e ilsa, 
2001, pp. 245 y 246, 254 a 258; íd. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. ii, Las 
prácticas jurídicas, cit., pp. 129 y ss. También, por ejemplo, para el análisis de la operación 
del control penal y la divergencia social en casos de invasiones de tierras, íd. ¿Será justicia?, 
Criminalidad y justicia penal en Colombia, Bogotá, Externado, 1997, pp. 223 y ss.
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tado no comienza ni se agota el enfoque de la sociología integral micro/
macro, sólo son expuestas y discutidas las facetas más problemáticas de su 
utilización. Ahora bien, pese a la insistencia, no es que los análisis unilate-
rales que sólo alcanzan uno de los dos niveles, el de la divergencia o el del 
control, sean inútiles. En modo alguno. Además, muchas veces, lo especiali-
zado de un trabajo de investigación o las limitaciones de recursos impiden 
realizar análisis integrales micro/macro. Sin embargo, no cabría duda del 
valor superior de los estudios que comprenden de modo simultáneo los dos 
escenarios (la divergencia y el control), pues tienen una capacidad mayor 
para comprender la complejidad de la realidad social (que en efecto aparece 
como un continuo micro/macro) y, sobre todo, las mutuas relaciones que 
aparecen entretejidas entre divergencia y control. 

Entonces, el propósito del examen de las relaciones entre las esferas de 
la divergencia y del control, referido a los niveles macro y microsocial de 
la realidad social, apunta en primera instancia a construir una teoría inte-
gral, como supuesto para enriquecer la interpretación de cada una de tales 
esferas y su unidad misma. No basta al efecto invocar, de un modo simple, 
la necesidad de tener en cuenta la observación y la interpretación de las 
acciones sociales que son o pueden llegar a ser reputadas como delictivas, 
de manera conjunta con las maniobras de intervención del control penal. 
Aunque sería un principio, ello es insuficiente. Lo planteado demanda ela-
borar un modelo único de análisis que facilite de manera simultánea, bajo 
presupuestos y categorías teóricas comunes, emprender con coherencia el 
estudio de la divergencia y el control penal199. Sin embargo, antes de eso 
habrá que demostrar la viabilidad y la necesidad de una teoría de tal natura-
leza, lo que nos regresa al comienzo, es decir, a la inspección de la relaciones 
entre divergencia y control. 

En lo que atañe al enfoque de la perspectiva de la sociología integral ma-
cro/micro, la propuesta de Randall Collins –si bien tiene el valor de partir 
de una teoría sociológica conflictualista y contribuir a desarrollarla, visión 
que se encuentra presente en este libro–, en realidad no asume una posición 
integradora, sino que recae en una microsociología radical, puesto que al 
final declara que sólo existen y pueden ser reconocidas las actuaciones de 
las personas y que las estructuras sociales son, por tanto, una mera expre-

199	 Aun cuando en el capítulo primero se insistió en el tema, cabe repetir que divergencia social 
y control penal son dos fenómenos que se afectan en forma mutua, por lo que no deben ser 
escindidos. En ese sentido, por ejemplo, un análisis social e histórico estableció cómo en 
Hungría los cambios constantes durante el siglo xx en el Estado y la sociedad afectaron tanto 
el problema del crimen, como las políticas de control penal, Klara Kerezsi y Miklós Lévay. 
“Criminology, Crime and Criminal Justice in Hungary”, en European Journal of Criminology, 
vol. 5, n.º 2, 2008, pp. 246 y ss.
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sión de repetidas pautas de interacción social200. No obstante, aun cuando 
las estructuras sociales vienen a ser el resultado de múltiples interacciones 
sociales que han sido vertidas a lo largo de la historia de la sociedad, pueden 
ser identificadas como instituciones con una entidad empírica, adquieren 
una autonomía propia respecto de las interacciones sociales y, sobre todo, 
influyen sobre el rumbo y el desarrollo de las acciones sociales. De allí la 
necesidad de promover un enfoque que contemple de modo equilibrado los 
dos niveles.

En el desarrollo de la propuesta anterior, es establecida una relación 
general entre estructura social, en un nivel macrosocial, y acción social o 
interacción, dentro de una órbita microsocial. La relación comentada entre 
acción y estructura puede ser puntualizada o singularizada, para los efec-
tos propios del campo de estudio de la criminología, como aquella tejida 
entre control penal, que pertenece al ámbito de la estructura social y posee 
una expresión macrosocial, y divergencia social de interés penal, adscrita 
al terreno de la acción social y dueña de un nivel microsocial. Las estructu-
ras, aunque sólo tienen una capacidad o potencialidad coercitiva sobre los 
individuos y no determinan sus conductas, en todo caso influyen en el com-
portamiento de las personas y delimitan sus posibilidades u oportunidades 
de interacción201. Las estructuras sociales proveen el piso sobre el cual son 
desarrolladas las acciones. Por su parte, las acciones, en realidad una mul-
tiplicidad de relaciones de interacción ejecutadas a lo largo de la historia y 
en determinados contextos, tienen a su cargo la producción y preservación 
de las estructuras sociales. También, como es explicado en otros apartes, las 
estructuras son externas a los individuos, pues existen de modo autónomo, 
con independencia de ellos y sus actuaciones y, a la vez, son muchas veces 
internas pues hacen parte de aquello que define a los individuos, por ejem-
plo, cuando un sujeto opta por acatar una norma jurídica ya que se identifica 
y cree en el interés o el valor que ella representa, el cual hace parte de sus 
principios. 

En cuanto a las relaciones entre interacción y estructura sociales, esto es, 
entre divergencia social y control penal, cabe agregar que cada uno de tales 
componentes es modificado, ajustado o alterado por acción del otro202. Lue-

200	 Randall Collins. “On the Microfoundations of Macrosociology”, en American Journal of Soci-
ology, n.º 86, 1981, pp. 985 y ss.

201	 Las estructuras sociales se expresan y reproducen a través de prácticas o acciones sociales. 
En el caso del control penal sus actuaciones se denominan reacciones penales, condensadas 
en prácticas penales tales como proferir una sentencia, realizar un operativo policial de re-
quisa o castigar a un reo golpeándolo.

202	 Aaron Cicourel. “Notes on the Integration of Micro-and Macro-Levels of Analysis”, en Karin 
Knorr-Cettina y Aaron V. Cicourel (eds.). Advances in Social Theory and Methodology, New 
York, Methuen, 1981, p. 54.
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go resulta algo incompleto e insuficiente estudiar algún tipo particular de 
acción social, como sería la divergente, e ignorar la necesidad imperiosa de 
examinar o considerar de modo simultáneo las estructuras sociales, entre 
ellas, sobre todo por su pertinencia y conexión inmediata, el control social 
penal. De modo correlativo, es insatisfactorio examinar un tipo particular de 
estructura social, como sería el control penal, y omitir el estudio en forma 
paralela de las acciones a cuya neutralización está dedicado el control penal.

Por ejemplo, en Colombia, en el ámbito de la divergencia, el desarrollo 
de una práctica consistente en captar dineros del público con un carácter 
masivo, sin constituir una entidad financiera autorizada, se volvió un uso 
común a fines de los años 1970 y comienzos de los 1980, lo que entre otras 
razones condujo a una crisis financiera de grandes proporciones, cuando 
las empresas captadoras que rendían intereses superiores a los bancarios 
no pudieron pagarlos; situación que impulsó como respuesta, en el plano 
del control social, una reforma a la ley penal en 1982 con la creación de 
varios delitos que perseguían esa y otras acciones financieras discutidas, 
que hasta entonces no eran delictivas; lo cual, a su vez, en un famoso caso, 
llevó a que en la primera década del siglo xxi, en el terreno de la divergencia 
social, la captación de dineros fuera canalizada o encubierta como opera-
ciones de compra de bienes a largo plazo, para evitar incurrir en los delitos 
introducidos en 1982, cuando en realidad eran “cadenas” financieras que 
cancelaban grandes beneficios con los nuevos dineros recaudados, y que 
en algunos años captaron miles de millones de pesos ante la pasividad de 
la Superintendencia Financiera que encontraba tales prácticas por fuera de 
sus competencias; luego, en el campo del control social, dadas las grandes 
proporciones de la operación, el Gobierno nacional intervino la empresa y 
la Fiscalía construyó una nueva interpretación de las normas que pudiera 
ser aplicada a la actividad. La intervención del control penal llevó a la cárcel 
a los directivos de la empresa y apresuró su quiebra con pérdidas multimi-
llonarias. 

Como puede verse, lo que ocurre en cada uno de los dos escenarios, el de 
la divergencia y el del control, genera respuestas o adecuaciones en el otro, 
puesto que se encuentran dialécticamente entrelazados, en una situación de 
tensión, de confrontación y de mutuos intercambios. La anterior correspon-
de a una postura dialéctica, comprensiva de las diferencias y relaciones en-
tre divergencia y control. Posición opuesta, por tanto, a las versiones mecá-
nicas acerca de las conexiones entre acción y estructura, que no distinguen 
las posibilidades de la individualidad dentro de un marco de condiciones 
sociales e históricas dadas: 

El hecho de que todas las personas estén constituidas por procesos sociales, o en 
términos de ellos, y que sean reflejos individuales de ellos –o más bien, de esa pauta 
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de conducta organizada que ellos exhiben y que las personas aprenden en sus res-
pectivas estructuras– no es en modo alguno incompatible con el hecho de que todas 
las personas individuales tienen su individualidad peculiar, su propia pauta única, ni 
destruye tal hecho203. 

El control y la divergencia son productos del mundo social, unidos de mane-
ra dialéctica, tal como fue dicho, dado que se afectan en forma mutua: 

a pesar de la objetividad que caracteriza el mundo social en la experiencia humana, 
no por esto adquiere un status ontológico separado de la actividad humana que la 
produjo [...] es importante destacar que la relación entre el hombre, productor, y el 
mundo social, su producto, es y sigue siendo dialéctica. Vale decir, que el hombre (no 
aislado, por supuesto, sino en sus colectividades) y su mundo social interactúan. El 
producto vuelve a actuar sobre el productor204.

Ambos campos, el de la divergencia y el del control penal, son en grado 
sumo interdependientes, existen intercambios entre ellos y una mutua in-
fluencia, además de lo cual sostienen una relación dialéctica, por ende, de 
contradicción205. La acción social divergente no es un producto exclusivo del 
libre arbitrio, de las micro reglas y situaciones específicas que regulan e in-
fluyen sobre la interacción social. Es modulada, afectada y modificada, en 
razón de la influencia que ejerce sobre ella el control penal. Por ejemplo, 
al proponerse la realización de una acción determinada en una situación 
de divergencia, el actor social puede llegar a calcular cuáles son las posibi-
lidades de que su adversario invoque con éxito la intervención del control 
penal y, a continuación, decide el curso de sus acciones de conformidad con 
tales expectativas. A su vez, el control penal en muchas ocasiones resuelve 
el curso de sus intervenciones examinando las características que acompa-
ñan a la divergencia social, por lo que la divergencia motiva nuevas áreas de 
intervención, induce reformas legislativas o cambios en los procedimientos 
policiales. Como fue dicho en otro espacio, la divergencia social y el control 
penal son las dos caras de la misma moneda, que pueden ser miradas por 
separado, pero constituyen un mismo objeto, en el que un aspecto incide en 
un tracto continuo sobre el otro y viceversa. De allí que el uno no pueda ser 
entendido sin considerar el otro206. 

203	 George H. Mead. Espíritu, persona y sociedad, México D. F., Paidós, 1993, p. 226.
204	 Berger y Luckmann. La construcción social de la realidad, cit., p. 83.
205	 Por ejemplo, se ha señalado que la socialización primaria, expresada en el escenario de la fa-

milia, es un mecanismo de control social que inculca valores, creencias y conductas sociales, 
pero también otros definidos como anti-sociales, Matt DeLisi. “Self-Control Pathology: The 
Elephant in the Living Room”, en Britt y Gottfredson (eds.). Control Theories of Crime and 
Delinquency, cit., p. 22. Entonces, un mecanismo social de control de modo simultáneo puede 
servir para animar la divergencia. 

206	 Existe una alta coincidencia con los planteos de Pedro R. David, formulados hace varios años, 
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Existe una relación básica entre los dos componentes del objeto de estu-
dio de la criminología dada por la pretensión del control penal de someter 
o reducir la criminalidad, lo que influye sobre las características de la diver-
gencia y, como reflejo, conlleva a una continua modificación de los instru-
mentos ideados por las agencias de control para fortalecer los mecanismos 
de reacción penal. Por ende, una teoría del cambio social en este campo, en 
una u otra materia, debe comprender la correlación trabada entre las dos 
esferas. Hechos sucedidos en uno de los ámbitos, por ejemplo en el terreno 
de la divergencia, pueden traducir la verificación de funciones sociales en el 
otro. Un ejemplo clásico es la solidaridad social que en torno a las institu-
ciones, el derecho, el orden buscado o los valores propugnados, es decir, en 
derredor del control, puede llegar a despertar un acto de divergencia repro-
chado. Una medida de control penal, por ejemplo aquella que en Colombia 
decretó la obligación de empadronarse en el puesto de policía más cercano 
durante el Gobierno de Virgilio Barco Vargas207, cumplió la función social 
de generar una situación de desobediencia ciudadana generalizada, al pun-
to que la norma fue derogada. La interdependencia descansa también en la 
propiedad que tiene el control de llegar a provocar, en ciertos eventos, di-
vergencia social. Y no se hace referencia al caso en el que la criminalización 

dentro de una perspectiva muy similar aunque también pletórica de diferencias, al respecto 
Pedro R. David. El mundo del delincuente, Buenos Aires, Astrea, 1976, p. 13, quien afirma: 
“La criminología integrativa requiere un cuidadoso examen tanto desde la perspectiva del 
sistema como desde la del infractor, anverso y reverso de la misma moneda. Ambas perspec-
tivas son relatos unilaterales del mismo objeto, conducta humana que en un tiempo y lugar 
se rotula como delito. Así lo narrado por los delincuentes es parte esencial del estudio del 
sistema y su funcionamiento, desde el punto de vista de los que están comprometidos para 
siempre en el desafío al orden jurídico”. David, sin embargo, pensaba que “la perspectiva del 
delincuente acerca del sistema de justicia penal está distorsionada en cuanto a sus valores 
y normas”, cuando sencillamente es otra visión, no especialmente distorsionada en compa-
ración con la que pueden brindar los agentes del control. En realidad las dos integraciones 
planteadas son muy distintas, en David se trataba de ver en conjunto las visiones de las au-
toridades y de los infractores sobre el foco común del delito; en la sociología integral la tarea 
propone considerar las interrelaciones entre la reacción penal y la divergencia con signifi-
cación penal, algo mucho más amplio que la mera contemplación de las percepciones sobre 
el delito. David veía en el conocimiento de esa perspectiva del delincuente una oportunidad 
para estudiar los males de la sociedad. Ambos comentarios reflejan su postura inclinada a 
considerar a la criminología como una disciplina valorativa, posición que tomaba de Jerome 
Hall, pero la criminología es parte de una ciencia social, de base empírica, que estudia los 
fenómenos sociales libres de valores. Para David considerar el punto de vista del delincuen-
te consistía en observar su lectura sobre las instituciones y prácticas del control penal. Sin 
embargo, no sólo se trata de ver sus percepciones sobre el control penal, sino en general las 
referidas a la situación de divergencia y conflicto que es trabada. Así mismo, no únicamente 
puede contemplarse la posición de quien es definido como criminal, también la de aquel 
etiquetado como víctima o perjudicado, al igual que la forma como uno y otro se relacionan 
con el control penal. Resulta, por otra parte, muy interesante advertir que David (ibíd., p. 16) 
promovía la adopción de una visión fenomenológica, basada en la obra de Alfred Schütz.

207	 Cúcuta, 17 de septiembre de 1921-Bogotá, 20 de mayo de 1997, ingeniero civil y político 
colombiano, Presidente de la República por el Partido Liberal del 7 de agosto de 1986 al 7 de 
agosto de 1990.
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de una nueva conducta la convierte en delictiva, sino al control como moti-
vador de la divergencia, cuando estimula acciones de resistencia o rebeldía 
que profundizan el conflicto social. Al tiempo, tanto la divergencia como el 
control sociales se han visto alterados por las transformaciones históricas y 
sociopolíticas, lo que demanda una teoría que contenga una interpretación 
común o compartida.

Existe una relación de dominio entre control y divergencia. Para explicar 
esto cabe interrogarse primero ¿cuál razón hace que una determinada ac-
ción social devenga en divergente y no en una acción de otro tipo? En prin-
cipio concurriría una contradicción de intereses, valores o creencias, pero 
lo que convierte a la divergencia en un hecho de relevancia penal y por ello 
en objeto de la reacción de la estructura de control, es la definición como 
delictiva que recibe la acción divergente. En ese plano la correlación entre 
divergencia y control es tal que solamente hay la certeza sobre la implica-
ción diversa de una línea de acción cuando quiera que produce una reacción 
social, es decir, si ocurre una respuesta tendiente a reprobar o controlar la 
situación. Entonces, sin una reacción del control la acción divergente no ad-
quiere una connotación penal. Por tanto, el dominio como acto de conoci-
miento y de poder del control sobre la divergencia marca la relación entre 
las dos esferas. 

La diversidad representa el atributo mayor en el desarrollo de las accio-
nes sociales divergentes, pero también constituye el motor fundamental que 
alienta el ejercicio del control social penal, como quiera que, en realidad, la 
tarea a cargo de su aparato consiste en establecer qué tipos de diversidad 
resultan inadmisibles o intolerables. De manera paralela, la diversidad es el 
auténtico substrato de la divergencia y del control penal. La diversidad será 
la nota característica de la divergencia, mientras que el pluralismo, cuando 
expresa un reconocimiento de la diversidad, corresponderá al componente 
del control.

La acción divergente como actuación social pertenece al ámbito de lo 
descriptivo, por cuanto expresa un hecho que es verificable por medios em-
píricos, el cual tiene un alcance objetivo. El control social penal, en tanto 
sistema de normas, pertenece al ámbito de lo prescriptivo, en la medida en 
que representa la manifestación de una decisión jurídica y política que no 
puede ser verificada empíricamente como tal, pero podría ser debatida en 
términos de su legitimidad o de la estructura lógica argumentativa que la 
soporta y, además, posee una naturaleza subjetiva. Por consiguiente, esos 
ámbitos tienen atributos e índoles bastante diferentes. 

Pero como lo señaló Jürgen Habermas, entre las dimensiones prescrip-
tiva y descriptiva de la vida social, aun cuando poseen entidades del todo di-
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ferentes, existen mutuas relaciones e influencias de carácter dialéctico208. El 
mundo de la decisiones afecta el mundo de los hechos y, viceversa, el mundo 
de los hechos repercute sobre el de las decisiones. El control penal es la ne-
gación de la divergencia que ha seleccionado en razón del proceso de crimi-
nalización, de un modo específico es la negación de alguna especie singular 
de la diversidad, frente a la cual no cupo el pluralismo sino la censura. El 
control penal se define además por oposición a la divergencia, en un sentido 
según el cual la norma que establece una prohibición incorpora una acción 
divergente bajo la fórmula de una hipótesis de conducta. La divergencia so-
cial es la negación del control penal, en la medida en que la realización de la 
conducta divergente comporta la impugnación de los intereses o ideologías 
que la hipótesis normativa pretende hacer prevalecer. La divergencia social 
es una acción que contiene en su seno la norma propia del control, en la 
medida en que el actor social actúa porque cree con razón o sin ella que no 
infringe la norma, o porque si bien piensa que la vulnera, confía en evadir 
su aplicación.

La posición teórica expuesta contraviene el pensamiento de la crimino-
logía tradicional, en especial la positivista, cuyo carácter unilateral o monis-
ta es evidente al encerrarse en el estudio de la criminalidad, pero también 
las posturas de la criminología crítica, pues aun cuando ambos reductos se 
aferran a extremos distintos, representan posiciones idénticas que niegan 
la necesidad de examinar de modo concurrente la divergencia social, que 
visualizan en forma equivocada como criminalidad o desviación, y el con-
trol penal. Desconocer la relación expuesta equivale a negar la relación dia-
léctica entre el ámbito de los hechos y el de las decisiones, desconociendo 
su interdependencia mutua, o sea, es la postura que ignora el intercambio 
entre divergencia (mundo de los hechos) y control penal (mundo de las de-
cisiones). Dentro de la criminología crítica esa ruta llevó a plantear que la 
criminología era, de modo unilateral, una sociología del control penal, lo 
cual excluía el estudio de las acciones sociales como fenómenos físicos o na-
turales, es decir, como eventos sociales libres o despojados de adjetivos que 
los etiquetaran como “desviados”, “criminales” o “antisociales”, etc.209. Esto 
ocurría porque la criminología crítica, al menos el grueso de esa corriente 
teórica, no hallaba una categoría que pudiera describir los hechos sociales 
de un modo que los diferenciara de la etiqueta y también, porque muchas 
veces, debido a razones ideológicas valorativas carecía de interés estudiar 
las acciones que podían llegar a ser reputadas como delictivas. Incluso, los 

208	 Habermas. La lógica de las ciencias sociales, cit., p. 33.
209	 Una propuesta como sociología del control penal en Bergalli. “El control penal en el marco 

de la sociología jurídica”, cit., pp. 595 y 596.
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intentos para aproximarse al tema fueron tímidos y confusos. Como cuan-
do Alessandro Baratta, de manera bastante sintomática de los errores y 
embrollos predominantes, no situaba el sistema de selección de, según sus 
palabras, la conducta desviada, como parte o derivación de la actividad de 
control penal, pues localizaba a los “procesos de criminalización” como una 
zona común o un punto de encuentro entre aquellos que para él constituían 
los dos campos de la criminología: la sociología criminal y la sociología ju-
rídica-penal210. 

No obstante, el proceso de criminalización es un instrumento del con-
trol penal y tiene una naturaleza prescriptiva, por ende, no es una “zona 
común” ni levanta un puente con el estudio de las acciones sociales, que 
tampoco son objeto de conocimiento de una disciplina llamada “sociología 
criminal”, pues ello supone que hay hechos que son criminales, y lo criminal 
representa apenas un calificativo o una etiqueta estampada a las actuacio-
nes sociales. Este error partía de suponer, como lo hacía Baratta, que “[l]
a sociología criminal estudia el comportamiento desviado con significación 
penal, su génesis y su función dentro de la estructura social dada”, cuando 
no hay comportamientos desviados, pues ese es otra etiqueta prescriptiva, 
originada en una noción puramente normativa al igual que la de criminal211. 
Pero, sobre todo, la criminología no tiene dos campos distintos, su objeto 
de conocimiento no puede ser segmentado, ni hay dos disciplinas ocupadas 
de éste. Todas las confusiones anteriores, por las cuales parecían subsistir 
en la mayoría de las vertientes de la criminología dos objetos de estudio, la 
criminalidad por un lado, y el control penal por el otro que, muchas veces, 
al intentar abarcarlos aparecían expuestos de modo incoherente (pues lo 
criminal no es un atributo que pueda describir un hecho social, sino una eti-
queta que emerge de la operación del control penal, luego estudiar la crimi-
nalidad y el control penal era lo mismo), llevaron a algunos autores, los cua-
les serán examinados adelante, a plantear con bastante sentido crítico una 
serie de preguntas en torno a las incongruencias y vacíos anotados. Ahora, 
los distintos problemas epistemológicos arrogados o atribuidos, con toda 
razón, a la criminología, también los interrogantes que corresponden a los 
nuevos cuestionamientos, pueden ser superados con el enfoque explicado 
de la teoría sociológica del delito.

Françoise Digneff indicaba, frente a las viejas inconsistencias, 

que el campo de la criminología aparece hoy como un campo fragmentado entre dos 
objetos múltiples considerados ellos mismos según perspectivas muy diferentes. 

210	 Baratta. Criminología crítica y crítica del derecho penal, cit., pp. 15 y 16.
211	 Ibíd., p. 15.
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Ante este planteo, debe decirse que la sociología integral micro/macro 
por conducto de la teoría sociológica del delito intenta remontar esa frag-
mentación por medio de una teoría coherente, que abarca los escenarios de 
la divergencia social (acción de interés penal) y del control social penal (el 
proceso de criminalización activado por las agencias y materializado en re-
acciones penales). Pero Digneff –que en esencia se limita en el texto citado 
a la formulación de la problemática–, procura su explicación histórica, en la 
que encuentra distintas líneas de comunicación entre la criminología y la 
sociedad, lo que tiene impactos en la gestión de la delincuencia, en la defi-
nición de la política penal y en el derecho, por ende, la historia de la crimi-
nología se inscribe en una historia más larga, social y política, pero también 
es una historia de las ideas, de los intereses y de los valores en juego212. Sin 
duda, tales conexiones existen y demuestran la trascendencia del problema 
planteado. Los relatos históricos incluidos de manera frondosa en este libro 
y en nuestro otro texto213, tanto en los capítulos que describen la historia de 
las teorías como en otros, han estado justificados, entre distintas razones, 
en la conveniencia de demostrar esos enlaces.

Las teorías tradicionales sobre la criminalidad ontológica y la desviación, 
las cuales creían en la existencia de determinadas señas que hacían a las 
personas criminales, cobran sentido histórico y social en las pretensiones 
de exclusión que las animaron. Las teorías críticas (del etiquetamiento, con-
flictualista, de la criminología crítica, etc.), las cuales atendían a puntos de 
vista liberales o más radicales, con mayores cualidades teóricas y más con-
sistencia epistemológica, en no pocos casos se vieron arrastradas por consi-
deraciones valorativas que respondían a sus perspectivas políticas. La teoría 
sociológica del delito pretende un relativismo valorativo que, en especial, a 
partir de la categoría de la divergencia social, le permita efectuar su tarea 
descriptiva y analítica. Empero, ello no implica que como teoría criminoló-
gica aparezca desconectada de la historia social y política de la sociedad, ni 
ajena a las implicaciones políticas y filosóficas envueltas. Al contrario, tales 
vasos comunicantes son claros, pero de muy distinta estirpe a las ideas del 
pensamiento criminológico previo. En este caso, puede acotarse que al tener 
la divergencia como epicentro a la diversidad, lo cual desde luego impacta 
también sobre la concepción del control penal, su ligazón con la sociedad se 

212	 Françoise Digneff. “La criminologie et son histoire. Réflexions à propos de quelques ques-
tions d’objet(s) et de méthode(s)”, en Revue Internationale de Criminologie et de Police Tech-
nique, n.º 3, Genéve, 1991, pp. 299 y 301. Ese esfuerzo de contextualización histórica es luego 
profundizado con relación a los siglos xviii y xix en asocio con sus colegas, en Christian 
Debuyst, Françoise Digneff y Alvaro P. Pires. Histoire des savoirs sur le crime et la peine, t. 
2, “La rationalité penalé et la naissance de la criminologie”, Bruxelles, Larcier, 2008, pp. 23 y 
ss.

213	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
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presenta en el terreno de las discusiones sobre determinados fenómenos 
políticos de las sociedades contemporáneas, los que atañen al pluralismo, la 
exclusión y la inclusión social, la protección de los derechos fundamentales 
y el papel del Estado en ese entorno. La cuestión es que una criminología 
enriquecida por la teoría sociológica del delito, que en todo caso constituye 
una disciplina social, empírica y acompañada de un relativismo valorativo, 
cumple su papel de ilustrar a las instancias de la política penal para que allí 
se tomen las decisiones que correspondan.

Alvaro P. Pires, por su parte, no propone una teoría integral de los nive-
les micro/macro que pueda articular el estudio del hecho social, esto es, de 
la divergencia y de las definiciones o el etiquetamiento de ella, valga decir, 
del control penal. Tampoco proyecta una nueva categoría teórica para des-
cribir e interpretar las actuaciones que pueden ser de interés penal, ya que 
utiliza las de “comportamiento o situación problemática”. Sin embargo, en 
un trabajo bastante interesante, plantea la cuestión que implica la concu-
rrencia en el pensamiento criminológico contemporáneo de unos objetos 
de estudio paradójicos, los cuales abarcan, de una parte, el paradigma del 
hecho social en bruto y, por otra, el paradigma de la definición social, dentro 
del presupuesto de que el crimen es una construcción social y, al tiempo, se 
trata de un comportamiento delictivo, lo que sería expresión de una lógica 
absurda214. Y ciertamente, aunque el delito es una construcción social e his-
tórica, no hay dudas de la existencia de comportamientos sociales suscepti-
bles de ser estudiados de un modo empírico como entidades objetivas por 
la sociología y la criminología, los cuales pueden llegar a ser definidos como 
delictivos. Comentarios que indican dos importantes coincidencias con la 
teoría sociológica del delito aquí expuesta: 1. La insatisfacción ante las de-
ficiencias de los dos paradigmas dominantes; y, 2. El entendimiento confor-
me al cual los eventos calificados como criminales pueden ser estudiados 
considerándolos, en palabras de Pires, en tanto “hechos sociales en bruto”, 
o como se ha dicho: acciones sociales libres de valoraciones o definiciones 
que las interpretan y califican.

Enseguida Pires, al marchar en una dirección similar a la acá recorrida, 
postula lo que define como un “tercer paradigma”, a fin de articular el estu-
dio del comportamiento y su definición social, por fuera de los paradigmas 
etiológico y de la reacción social. Se trataría del paradigma de las “interre-
laciones sociales”, promovido en asocio con la criminóloga belga Françoise 

214	 Alvaro P. Pires. “La criminologie et ses objets paradoxaux: réflexions épistémologiques sur 
un noveau paradigme”, en Déviance et Société, vol. 17, n.º 2, 1993, pp. 129 y 135. Ocurre que 
autores del paradigma del control o de la reacción social, en oportunidades, deben referirse a 
los comportamientos sociales, que definen como hechos socialmente negativos, antisociales, 
hechos molestos, etc.
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Digneff, el cual entiende que los individuos o los grupos envueltos en la 
situación problemática interactúan entre sí (es representado como un eje 
horizontal), lo mismo que con el Estado el cual instrumentaliza el derecho 
penal y los grupos de presión (se representa como un eje vertical), con cuya 
intervención se desarrolla un proceso de objetivización de una cierta mate-
ria o problema en criminalidad. De manera adicional, es recuperada la dis-
tinción entre juicios de hecho y juicios de valor, para combinarlas en lo que 
se identifica como un tercer juicio que los incorpora215. 

Se hace causa común con las críticas de Pires y Digneff a las corrientes 
tradicionales y críticas de la criminología, que según el caso han promovido 
el enfoque etiológico y el del control social, con ilógica exclusión de los fenó-
menos de la acción social libre de valoraciones o adjetivos o de la operación 
del control penal que etiqueta esas acciones. Con todo, aunque contiene las 
preguntas adecuadas, la propuesta de Pires y Digneff ofrece respuestas 
deficientes. El principal problema radica en no introducir una categoría des-
criptiva que comprenda los hechos sociales, como sería la de divergencia. 
Pues la de comportamiento problemático, fuera de ser en el plano teórico 
muy poco ilustrativa es, en realidad, prescriptiva, dado que está basada en 
un juicio de valor. Pero además, no hay un tercer juicio, colocado entre los 
juicios de hecho y los de valor, al contrario eso parece un imposible episte-
mológico que pierde de vista las diferencias entre las dimensiones descrip-
tiva y prescriptiva de la vida social; tampoco hay puntos intermedios ni “zo-
nas comunes”, es una relación dialéctica de intercambio entre divergencia 
social de interés penal y control social penal.

Desde un punto de vista metodológico, la adopción del enfoque de la so-
ciología integral micro/macro supone determinadas elecciones al iniciar 
una pesquisa o avanzar en la interpretación de un fenómeno. Si la metodo-
logía implica asumir un procedimiento general para conocer las dos facetas 
que componen el universo único de estudio para la sociología del delito, esto 
significaría que debe considerarse, primero por separado, cómo se expresan 
la divergencia social y el control penal, y luego observar y hacer un reporte 
sobre las relaciones de intercambio e influencia recíproca entre los dos as-
pectos. Después, otras elecciones metodológicas estarán prefiguradas por la 
clase de teorías macro o micro que han sido incorporadas al análisis, porque 
cada una de ellas supone un tipo específico de preguntas para la pesquisa en 
concordancia con sus postulados.

La dinámica de la divergencia y del control penal puede ser estudiada 
con base en el modelo teórico propuesto por el sociólogo estadounidense 
George Ritzer. Este modelo permite visualizar y analizar, con todas sus va-

215	 Ibíd., p. 134.
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riables, las relaciones entre los niveles macrosocial o macroscópico y micro-
social o microscópico de la vida en sociedad que han sido expuestos216. Cada 
uno de los niveles aludidos dispone a su vez de dos dimensiones o escena-
rios, que son el objetivo y el subjetivo. Lo objetivo comprende el mundo de 
los hechos expresados en la vida material, mientras que lo subjetivo abarca 
el mundo de las ideas manifestadas en percepciones, juicios o decisiones. 
Ahora, luego de combinar todas las posibilidades citadas pueden identifi-
carse en total cuatro dimensiones conectadas a esos niveles, que conden-
san la globalidad de la vida social: 1. Macro-objetiva; 2. Micro-objetiva; 3. 
Macro-subjetiva; y 4. Micro-subjetiva. A continuación, la Gráfica i ofrece una 
imagen de lo explicado en la que se incluyen, a modo de ejemplo, distintos 
componentes que son presentados en diferentes pasajes de este libro, los 
cuales ilustran los procesos de divergencia y de control penales y coadyuvan 
a su interpretación:

Gráfica i 
modelo de la sociología integral

nivel macroscópico

nivel microscópico

216	 El modelo propuesto corresponde a una adaptación al campo de la sociología jurídica penal 
del propuesto por Ritzer. Teoría sociológica contemporánea, cit., p. 463.
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Dimensiones que George Ritzer explica: 

El nivel macro-objetivo implica grandes realidades materiales tales como la socie-
dad, la burocracia y la tecnología. El nivel macro-subjetivo abarca grandes fenóme-
nos no materiales tales como las normas y los valores. En los niveles micro, la micro-
objetividad implica pequeñas entidades objetivas tales como las pautas de la acción 
y la interacción, mientras la micro-subjetividad implica los pequeños procesos men-
tales mediante los cuales las personas construyen la realidad social. Cada uno de 
estos cuatro niveles es importante per se, pero lo más importante es la relación dia-
léctica dentro y entre ellos217. 

Una de las virtudes mayores del modelo expuesto radica en que permite la 
observación de las estructuras sociales, lo mismo que las acciones sociales, 
tanto en la dimensión objetiva como en la subjetiva, ya referidas al control 
social penal ora a la divergencia social de importancia penal. Valga decir, se 
advierte cómo el control social penal y la divergencia social de relevancia 
penal aparecen proyectados en escenarios objetivos y subjetivos. El modelo 
implica la existencia en la sociedad de una continuidad entre estructura y 
acción sociales y, a la par, entre los mundos objetivo y subjetivo, aunque toda 
la atención recae aquí sobre los procesos continuos, entrelazados en forma 
dialéctica, entre control penal y divergencia social. 

Ninguna de las cuatro dimensiones tiene más importancia y, en términos 
metodológicos, pueden ser abordadas comenzando por cualquiera de ellas. 
De igual forma, desde el punto de vista metodológico, los componentes que 
hacen parte de las cuatro dimensiones indicadas admiten indagaciones em-
píricas, incluso, aquellos pertenecientes al nivel micro-subjetivo, puesto que 
por medio de técnicas de investigación cualitativas, con documentos y me-
diante la observación de las acciones racionales a fin de discernir sus fines, 
la conciencia puede ser investigada.

IV. Construcción social de la realidad del delito

La vida social tiene una dimensión objetiva, constituida por hechos que son 
verificables por medios empíricos, y una dimensión subjetiva, compuesta 
por ideas, juicios de valor, decisiones, interpretaciones y definiciones. Se su-
pone que aquello que se conoce como la realidad social es en forma directa 
equiparable a la dimensión objetiva, como un producto de ella. Empero, con 
el concurso de los aportes teóricos de la escuela sociológica de la fenome-
nología, generados en sus averiguaciones microsociológicas, en los párrafos 
siguientes se expondrá cómo esa realidad social puede ser un resultado de 

217	 Ibíd., p. 463.
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la dimensión subjetiva, en cuyo caso, más que una realidad (que siempre 
es objetiva), será una realidad construida. Esto demanda de varias expli-
caciones, además de una exposición sobre su aplicación en el campo de la 
criminología. 

Cuando las personas enfrentan una determinada situación deben buscar 
una respuesta para resolver los problemas o requerimientos que conlleva. 
Los individuos experimentan una solución que, de ser evaluada como exito-
sa, será con cierta continuidad puesta en práctica y repetida cada vez que el 
sujeto cree enfrentar una situación que califica como análoga. A su vez, es 
posible que otras personas observen la fórmula que fue aplicada y, debido a 
su éxito o logros, sea utilizada a su vez por ellos cuando juzguen que enfren-
tan situaciones similares. De tal modo, es muy posible que esa respuesta se 
convierta en una tipología para tratar un determinado tipo de eventos y sea 
de manera permanente aplicada por los miembros de una comunidad. Tam-
bién, por las mismas razones, es bastante probable que la fórmula de reac-
ción comentada sea incorporada a alguna clase de proceso de enseñanza y 
aprendizaje, formal o informal, con lo cual se extenderá y generalizará aún 
más su empleo. Es factible, a renglón seguido, que esta respuesta típica ante 
situaciones consideradas típicas sea reproducida a lo largo de la historia, 
entre distintas generaciones, siempre que se piense que es enfrentado un 
caso semejante218. Tal clase de fórmulas de repuesta o adaptación ante las 
situaciones, es lo que se conoce como una tipificación social o una “receta”. 

Las recetas son utilizadas en todos los ámbitos de la vida social y, desde 
luego, aparecen en el desarrollo de la divergencia social y en el funciona-
miento del control penal. Por ejemplo, extender la mano para saludar es un 
ejemplo de la aplicación de una receta común con la que puede absolverse 
la situación: “cómo saludar y reconocer a personas con las que se establece 
contacto”; comprar y regalar chocolates y flores a una muchacha por la que 
se siente atracción resuelve el problema: “cómo cortejar a una mujer”. En 
ninguno de los dos casos el sujeto debe desgastarse en los campos intelec-
tual y emocional para dilucidar cómo debería actuar, no tiene que experi-
mentar un nuevo procedimiento para cumplir el objetivo que pretende, que 
tal vez no sea de buen recibo, simplemente acude a la receta preestablecida 
para ese tipo de situaciones y el asunto está resuelto.

En la vida social los individuos actúan orientados por tipificaciones so-
ciales o “recetas”, puesto que resulta mucho más cómodo echar mano de 
una de ellas que intentar innovar. Con el recurso de las recetas el individuo 
puede ahorrarse el gasto emocional o psicológico que significa tener que 
encontrar una solución o respuesta apropiada para atender el problema que 

218	 Alfred Schütz. El problema de la realidad social, Buenos Aires, Amorrortu, 1962, pp. 39 y ss. 



109Las bases de la teoría sociológica del delito

confronta219. Tales recetas pueden referirse al modo de hacer las cosas o a la 
forma de interpretarlas. En el ámbito del control social penal, los pasos apli-
cados para inmovilizar y detener a un individuo, a fin de evitar que el sos-
pechoso pueda sorprender al agente policial, son un ejemplo de una receta 
de hacer. A su vez, los estándares predeterminados con los que se valora 
cierta clase de pruebas al momento de dictar una sentencia, la confiabilidad 
atribuida al modelo de ponderación con independencia del caso específico, 
corresponden a la utilización de una receta para interpretar.

El problema concurre cuando la receta sustituye la evaluación de los he-
chos concretos de un caso y el análisis que ellos merecen, porque a pesar de 
que muchos eventos o situaciones pueden con razón considerarse pareci-
dos, en verdad, con demasiada frecuencia tienen aspectos que son distintos. 
Así las cosas, cuando una receta que aparece, por ejemplo, bajo la fórmula 
de una interpretación sobre cierta clase de situaciones suple al estudio del 
caso singular, la realidad no habría sido establecida a partir de los supues-
tos propios del asunto, sino de la receta, por lo que deberá concluirse que 
la realidad ha sido producida por la receta. Y como la receta apenas repre-
senta una interpretación, es decir, un juicio subjetivo, se dirá además que 
la realidad ha sido definida de un modo subjetivo, pues el establecerla no 
dependió de los supuestos fácticos derivados del caso particular, verificados 
o constatados, sino del ideal de interpretación o fórmula típica de respuesta 
que fue experimentada y aplicada con éxito a otros casos. Para poder hacer 
lo descrito, el actor deberá suprimir o ignorar todos aquellos elementos de 
la realidad que no concuerden con la receta que ha utilizado para establecer 
una respuesta, ya que de lo contrario la tipificación social no serviría, con 
lo que la respuesta adoptada no describe la realidad, sino que la realidad 
ha sido ajustada o manipulada para acoplarla con la respuesta. En las con-
diciones relatadas, la realidad ha sido adaptada y transformada a imagen y 
semejanza de la receta, con lo cual la realidad no emerge de un juicio objeti-
vo, sino de un juicio subjetivo, derivada de las definiciones o interpretacio-
nes que estructuraban la receta dentro de un proceso social, lo cual permite 
concluir que es una realidad social construida.

A continuación la Gráfica ii ilustra lo explicado en el párrafo anterior.

219	 Berger y Luckmann. La construcción social de la realidad, cit., pp. 74 y 75.
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Gráfica ii
Proceso de construcción social de la realidad

En la Figura 1 se describe la receta que ha sido edificada, como fue explica-
do, con fundamento en experiencias anteriores exitosas, en la observación 
de las usanzas o prácticas efectivas de otros o en lo aprendido de manera 
formal o informal. En la Figura 2 se representa a la realidad social, en tanto 
fenómeno objetivo, que aun cuando de algún modo es parecida a la receta, 
en todo caso difiere en forma sustancial de ella. En la Figura 3 queda plas-
mado el momento en que sería iniciada la adaptación de la receta en la rea-
lidad social, valga decir, cuando se busca encajonar la receta en la realidad 
para interpretarla. En la Figura 4 se describe el resultado de la adaptación, 
que se supone corresponde a una interpretación fiel de la realidad objeti-
va, pero el cual permite advertir cómo aquellas partes de la realidad social 
que la diferenciaban de la receta fueron eliminadas, omitidas o ignoradas, 
precisamente, para que la receta sirviera o pudiera ser utilizada. En la mis-
ma figura citada el resultado de la adaptación es idéntico a la receta, lo que 
ilustra cómo la realidad ha sido acomodada, moldeada o manipulada para 
que pudiera ser ajustada a la receta, hasta el punto que la realidad ha sido 
interpretada a imagen y semejanza de la receta, por lo que la interpretación 
de la realidad no proviene de su lectura, sino de la receta misma, por ende 
las figuras 1 y 4 son iguales. Es decir, la realidad ha sido construida de ma-
nera social y subjetiva.

Por ejemplo, el fenómeno mafioso –organización, principios, reglas y san-
ciones–, no sólo fue estudiado por las ciencias sociales, sino que periodistas, 
escritores de ficción, cineastas y “eruditos” popularizaron una cierta idea 
acerca de el. Después, esas descripciones detalladas de sus características e 
interpretaciones sobre lo que significaba, divulgadas en términos amplios, 
hicieron carrera como una manera de relatar y entender todo aquello que 
le fuera parecido, es decir, le fue aplicado a casi toda banda organizada. La 
generalización de la caracterización de las distintas formas de divergencia 
organizada con cierta complejidad como “mafia” no es otra cosa que el uso 
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de una tipificación sobre el crimen organizado, en especial el violento. Esto 
implicaba un desconocimiento absoluto de las particularidades, por demás 
bastante singulares, que matizaron el largo proceso histórico que condujo 
a la estructuración de la mafia como fenómeno en Sicilia, donde la palabra 
se empieza a usar poco después del periodo del “resurgimiento” (la reunifi-
cación política que lleva a la formación del Estado moderno en Italia), hacia 
1862, aun cuando la organización como tal tiene un origen antiquísimo que 
se remonta a la Edad Media220.

La investigación empírica sobre las prácticas penales en el escenario de 
la administración de justicia ha dado cuenta de la utilización de formatos de 
decisión estándar en las sentencias, los cuales no eran otra cosa que tipifi-
caciones sociales o recetas que comprendían la estructura de las decisiones, 
la presentación y “valoración” de las pruebas, lo mismo que el “análisis” de 
los elementos jurídicos y la “argumentación” empleada para soportar las 
decisiones. Desde luego, como las valoraciones, los análisis y las argumen-
taciones no se referían al caso en particular, sino que eran tomadas de las 
recetas, la “realidad” o “verdad” del caso era establecida en la sentencia no a 
partir de las evidencias ni de los razonamientos desprendidos de ellas, sino 
que era producida por la receta, es decir, resultaba socialmente construi-
da. En la misma investigación empírica logró establecerse que no sólo eran 
utilizados modelos estándar de decisiones jurídicas, sino que el monto de 
las penas impuestas, la decisión sobre la concesión de subrogados penales, 
la valoración de ciertos medios de prueba como el testimonio de agentes 
policiales, el análisis de elementos propios de las normas penales, etc., era 
resuelto por medio de la aplicación de recetas221.

Una veta muy relevante de los procesos de construcción social de la rea-
lidad proviene del juego de las interpretaciones y de las definiciones. Ambos 
son elementos subjetivos, elaboraciones con las que se representan ideas y, 
en ocasiones, juicios de valor. En la teoría social las definiciones y las inter-
pretaciones, como regla general, deben estar fundadas en hechos objetivos, 
susceptibles a una constatación empírica que demuestre su verdad o su fal-
sedad. Sin embargo, lo criminal –también su contrario– es una categoría que 
en su definición, sea en el acto legislativo o en el momento de aplicar el dere-
cho, deriva de una construcción social222. En efecto, en el campo del derecho, 
los juicios sobre la responsabilidad penal, es decir, acerca de la culpabilidad 
del imputado, que no son otra cosa que una interpretación y una definición, 
deben estar basados en los hechos, que han sido reconstruidos en el proceso 

220	 Salvatore Lupo. Storia della mafia, Roma, Donzelli, 2004, pp. 11 y ss.
221	 Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. ii, cit., pp. 152 y ss.
222	 Eamonn Carrabine, Paul Iganski, Maggy Lee, Ken Plummer, Nigel South. Criminology. A 

sociological Introduction, New York, Routledge, 2004, p. 5.
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con el apoyo de los medios de prueba (es la suposición). No obstante, las 
interpretaciones y las definiciones, como se ha visto, no siempre germinan 
a consecuencia de una equilibrada y certera lectura de los hechos. Aquí los 
hechos como entidades objetivas no tienen relevancia, sino la construcción 
de significados dentro de ciertos contextos culturales, políticos y económi-
cos223. Muchas veces florecen a partir de recetas o tipificaciones sociales que 
debido a su éxito en otros casos suelen ser bastante convincentes. 

En algunas ocasiones brotan de estereotipos, como creencias, que de-
ben recurrir en apoyo a alguna clase de argumentación o prejuicio para que 
resulten creíbles. Las tipificaciones basadas en estereotipos resultan habi-
tuales, así por ejemplo, en una serie de experimentos en los que eran inda-
gadas las actitudes o se pedía describir a homosexuales, radicales políticos, 
miembros de culturas juveniles, adúlteros y fumadores de marihuana, con 
formularios de entrevista abiertos, que permitían usar con libertad elemen-
tos descriptivos, los entrevistados acudieron en proporción considerable 
a estereotipos que involucraban cuadros negativos, fuera de lo cual cabe 
destacar que los estereotipos estaban asociados a demandas de reacción 
severas contra esas tipologías de comportamiento o grupos224. Un punto re-
levante es que con fundamento en estereotipos, ciertos individuos son per-
cibidos como inferiores225. Semejante condición coloca a esos grupos en una 
situación de extrema vulnerabilidad frente a las opciones de criminalización 
dentro de una coyuntura determinada.

En otras oportunidades la criminalización constituye una derivación 
compleja de muchas recetas y estereotipos conjugados. En todos estos ca-
sos las interpretaciones y las definiciones tienen un carácter subjetivo, son 
además productos humanos gestados dentro de procesos de interacción, 
por lo cual tienen una índole social. A veces, basta que la interpretación o la 
definición queden plasmadas en una palabra para consumar la construcción 
social de la realidad. Esto porque el lenguaje, tal como se ha insistido en 
otros espacios, configura realidades; en palabras de Arthur Kaufmann226, 

223	 Hugh D. Barlow y Theodore N. Ferdinand. Understanding Delinquency, New York, Harper 
Collins, 1992, p. 12.

224	 Allen E. Liska. Perspectives on Deviance, Englewood Cliffs NJ, Prentice Hall, 1987, pp. 154 y 
155.

225	 Existen grupos sociales objeto de estereotipos que son ubicados en la condición de sujetos 
inferiores, como ocurre con los estadounidenses de origen mexicano, vistos por sus con-
ciudadanos de ascendencia anglo “por fuera del orden moral aceptado”, además de lo cual 
les adscriben características indeseables, que llevan a tratarlos de modo diferente, Ozzie G. 
Simmons. “Stereotypes: Explaining People Who Are Different”, en James P. Spradley y David 
W. McCurdy (eds.). Conformity and Conflict, 2.ª ed., Boston, Little Brown, 1974, p. 233.

226	 Singen (Hohentwiel), Alemania, 10 de mayo de 1923-München, 11 de abril de 2001, profe-
sor de derecho y de filosofía del derecho. Hijo del político Edmund Kaufmann, estudió en 
principio matemáticas y física en la Universidad de Frankfurt a. M., pero debió enrolarse 
como soldado en la Segunda Guerra Mundial donde es herido y conserva un fragmento de 



113Las bases de la teoría sociológica del delito

crea un “mundo” y, ello, es más que válido cuando se trata de asuntos que 
involucran al derecho227. En otras ocasiones será necesario confeccionar un 
relato, por ende, un discurso más o menos largo y elaborado. También las 
imágenes pueden cumplir el mismo cometido con gran eficacia. Las imáge-
nes y los relatos son recursos empleados en forma cotidiana por los medios 
de comunicación y su papel en la construcción social de la realidad del de-
lito será clave.

El proceso que Robert K. Merton llamó la “alquimia moral”, donde un 
mismo hecho es interpretado o definido a través del lenguaje con connota-
ciones positivas en ciertos casos y con significaciones negativas en otros, 
es muy ilustrativo de la manera como se construye socialmente la realidad. 
Merton observó cómo en medio de las relaciones entre grupos étnicos, la 
misma situación, dependiendo de si se refería al propio grupo o al extra-
grupo, era calificada de un modo u otro. Así, un comportamiento que era 
definido como “firme” en un caso, trocaba en “obstinado” en otro y en “ter-
co” respecto de un agente aún más distante; una conducta que era califi-
cada como “ahorrativa” en un evento se volvía “tacaña” en otro228. Y todas 
las expresiones citadas, referidas a los mismos hechos, adquieren según el 
término empleado, sentidos significantes muy diferentes gracias a la alqui-
mia moral. Aquí el lenguaje basta para construir una determinada realidad. 
Expresiones como el “sindicado de marras”, de uso frecuente en los medios 
judiciales colombianos, por ejemplo, le agregan toda una serie de atributos 
sociales negativos a la persona definida con esa expresión, la cual es aún 
inocente en la medida en que no existe una sentencia condenatoria ejecuto-
riada en su contra, pero que con la connotación negativa endilgada ya recibe 
el status de criminal con elevada intensidad. De nuevo, una o dos palabras 
dentro de un acto de definición, sirven para elaborar en términos sociales 
una realidad229. 

Una conocida investigación desarrollada por W. Lance Bennett y Mar-
tha S. Feldman estableció que en los procesos judiciales estadounidenses 

bala en la cabeza el resto de su vida. Terminada la guerra, y fascinado con la personalidad de 
Gustav Radbruch, ingresa a estudiar derecho en la Universidad de Heidelberg. Su obra más 
importante es la Rechtsphilosophie de 1997.

227	 Arthur Kaufmann. Filosofía del derecho, Luis Villar Borda y Ana María Montoya (trads.), 
Bogotá, Externado, 1999, pp. 223 y ss.

228	 Merton. Teoría y estructura sociales, cit., pp. 512 y 513.
229	 Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. ii, cit., p. 141. El uso de ciertas 

claves del lenguaje en la construcción social del delito relativa a inmigrantes fue analizado 
en Raymond Coulon. “Mot, mythe et logique dans la construction de réalités juridique et 
sociale”, en Droit et Société, n.º 22, Paris, 1992, pp. 577 y ss. Otro trabajo referido a Francia, 
aunque en Colombia ocurre igual, da cuenta del uso de expresiones o clichés que hacen parte 
del argot judicial, como estrategia para generar la apariencia de una decisión judicial bien 
fundamentada, aunque se trata de un mero ejercicio lingüístico para construir la realidad, 
André-Jean Arnaud. Clefs pour la justice, Paris, Seghers, 1977, p. 124. 
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los abogados más experimentados apelaban a la estrategia de elaborar, de 
acuerdo con ciertos códigos, narrativas en las que reconstruían las reali-
dades objeto de inspección con la suficiente fuerza de verosimilitud como 
para lograr fallos favorables230. Pero el relato era exitoso en tanto usaba los 
códigos propios de un alegato judicial convincente. Entonces, con indepen-
dencia de los hechos de cada proceso, estos podían ser ganados si eran utili-
zados los códigos adecuados del relato judicial, aquellos que hacían pensar 
que lo narrado era verdad. Por eso, en gran parte y con relación a no pocos 
eventos, puede decirse que en realidad los abogados (jueces, fiscales y liti-
gantes) son “contadores de cuentos”, que manejan las técnicas de un tipo de 
guión bastante singular, las cuales deben ser seguidas de manera estricta 
para elaborar una historia que convenza. Los relatos son usados a la par por 
los agentes del control penal y por quienes representan a los divergentes, 
aunque también por los acusados. Pero con probabilidad la narración de los 
operadores jurídicos, no la de los legos, sea la más apropiada, ya que es con-
feccionada por profesionales entrenados para producir la clase de historias 
que requiere el teatro judicial.

Los medios de comunicación usan a diario imágenes asociadas con la cri-
minalidad o con aspectos relativos al control penal. Cuando alguna de esas 
imágenes resulta dispuesta, por ejemplo, como fondo de una noticia en la 
cual se acusa a alguien de la comisión de un hecho delictivo, la imagen es 
una forma de atribuirle responsabilidad penal al sospechoso, siendo un me-
dio eficaz para construir la realidad social, puesto que todos los sentidos 
significantes derivados de la imagen, que nada tiene que ver con la noticia, 
son transferidos al sujeto sobre el cual versa la noticia. Por ello las imáge-
nes son todavía más eficientes para hacer una construcción social de la rea-
lidad, pues no sólo la interpretan o la definen, sino que la mayoría de las 
veces tienen la virtud de “probar” la verdad inmersa en la interpretación o 
la definición. También el miedo al crimen es una base poderosa para hacer 
construcciones sobre el delito que legitiman determinadas políticas de con-
trol penal. Existe una relación simbiótica entre medios de comunicación y 
agencias de control, materializada en los procesos de construcción social de 
la realidad231. En los capítulos primero a tercero de nuestro otro trabajo232, 
fueron objeto de examen los procesos de construcción de la percepción del 
delincuente en América Latina y en Colombia, además de que otro tanto se 
hizo con referencia al nacimiento de la criminología cuando se edificó una 

230	 W. Lance Bennett y Martha S. Feldman. Reconstructing Reality in the Courtroom: Justice 
and Judgment in America, New Brunswick, Rutgers University, 1984, pp. 7 y ss.

231	 Sobre el tema Jacques Commaille. “L´exercise de la fonction de justice comme enjeu de pou-
voir entre justice et médias”, en Droit et Société, n.º 26, Paris, 1994, pp. 12 y ss.

232	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
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versión de la criminalidad por medio de la noción de “clase criminal”, que 
tuvo un impacto en el surgimiento de la disciplina. En otros capítulos de ese 
libro se encuentran también múltiples referencias al proceso de construc-
ción social de la realidad del delito, que en ocasiones se introducen a través 
de interpretaciones con pretensiones científicas, pero que no son más que 
construcciones basadas en estereotipos.

Una famosa acotación del sociólogo William Isaac Thomas233, conocida 
como el Teorema de Thomas, es un comienzo para profundizar en las reper-
cusiones de la construcción social de la realidad, en este caso, en el campo 
del control social penal. Thomas afirmaba que: “Si los hombres definen las 
situaciones como reales, son reales en cuanto a sus consecuencias”234. Así, 
Thomas subraya la relevancia que tienen los juicios según los cuales los in-
dividuos le atribuyen determinados significados a las situaciones sociales. Y 
tales juicios pueden constituir una interpretación desacertada o ficticia de 
la situación, virtualmente una percepción imaginaria de los hechos sociales 
y, a pesar de ello, tal como lo advierte  Thomas, derivar en hechos reales 
como consecuencia de las acciones motivadas en dichas interpretaciones. 
La apreciación que de las pruebas se efectúa con miras a atribuirle una res-
ponsabilidad penal a un sujeto, puede basarse en un juicio equivocado en el 
cual se ha endosado a los hechos un sentido imaginario que no tienen; pero 
las repercusiones de semejante atribución ficticia serán del todo reales, una 
pena que lesiona derechos del procesado. La persecución de las brujas po-
dría estar basada en prejuicios ridículos sobre la ciencia y la religión, pero 
ello no obsta para que la quema de brujas fuera real. La política penal domi-

233	 Russell County, Virginia, 13 de agosto de 1863-Berkeley, California, 5 de diciembre de 1947, 
sociólogo y psicólogo social estadounidense, nacido en Russell County (Virginia), muerto en 
Berkeley (California), se casó dos veces. Estudió en la Universidad de Tennessee y durante 
su estancia en Alemania en las universidades de Berlín y Göttingen, luego se doctoró en la 
Universidad de Chicago. Fue profesor de sociología en Oberlin College y en la Universidad 
de Chicago. Coeditor del American Journal of Sociology. En 1918 fue arrestado por el fbi en 
compañía de una mujer casada, acusado del transporte interestatal de mujeres con propósi-
tos inmorales (Ley Mann de 1910), lo que generó un gran escándalo. Thomas era censurado 
por la sociedad conservadora de Chicago y varios de sus colegas, por sus actitudes bohemias 
y posiciones políticas de izquierda; se sospechó que había sido deliberadamente perseguido 
por el fbi. Absuelto en el juicio, había sido despedido de la Universidad antes de ello, sin 
que sus colegas protestaran. Después del escándalo se trasladó a Nueva York y trabajó en 
la New School for Social Research y más tarde fue profesor visitante en la Universidad de 
Harvard, pero su prestigio sufrió un daño irreversible que incluso lo obligó a publicar algún 
trabajo sin que su nombre se mencionara. Integró como miembro prominente la escuela de 
Chicago, fue pionero de la corriente del interaccionismo simbólico e introdujo el concepto de 
“definición de la situación”, en el campo de la metodología creó la técnica de las historias de 
vida. Publicó: Sexo y sociedad (1907), El campesino polaco en Europa y América (1914, con 
Florian Znaniecki); The Unadjusted Girl (1923); The Child in America: Behavior Problems and 
Programs (1928, con Dorothy S. Thomas).

234	 William I. Thomas y Dorothy S. Thomas. The Child in America: Behavior Problems and Pro-
grams, New York, Knopf, 1928, p. 572.
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nante propugna por la prohibición de ciertas drogas bajo distintos supues-
tos propios de una construcción social que no sería del caso analizar aquí 
y, pese a que sus presupuestos no son reales, ella ha dado lugar a una serie 
de hechos sociales por completo reales, que no existían antes de la interpre-
tación: constitución de bandas criminales con altos márgenes de ganancia 
económica, “guerras” entre narcotraficantes y autoridades con elevado sal-
do de víctimas, una burocracia antinarcóticos que devora enormes partidas 
presupuestales, restricciones a la libertad de los ciudadanos so pretexto de 
combatir el problema, etc.

Una variable del teorema de Thomas, expresión de su desarrollo teórico, 
fue propuesta por Robert K. Merton, después de reconocer el núcleo del 
teorema: “la parábola nos dice que las definiciones públicas de una situa-
ción (profecías o predicciones) llegan a ser parte integrante de la situación 
y, en consecuencia, afectan a los acontecimientos posteriores”, dedujo el 
postulado teórico de la “profecía que se cumple a sí misma”235. La profecía 
auto-cumplida 

es, en origen, una definición falsa de la situación que suscita una conducta nueva, la 
cual convierte en verdadero el concepto originariamente falso. La especiosa validez 
de la profecía que se cumple a sí misma perpetúa el reinado del error, pues el profeta 
citará el curso real de los acontecimientos como prueba de que tenía razón desde el 
principio236. 

Lo que agrega Merton al teorema radica en que los hechos posteriores a la 
interpretación de la situación social no sólo serán reales, sino que ellos pue-
den poseer la cualidad aparente de confirmar como ciertos los presupuestos 
de la interpretación. Las repercusiones de la interpretación ficticia, además 
de tangibles, representan de un modo real los hechos imaginados en la in-
terpretación, aunque la profecía ha sido la causa de ellos y no su prueba. La 
profecía auto-cumplida puede ser verificada tanto a nivel del control penal 
como de la divergencia de interés penal. La política prohibicionista sobre las 
drogas ha diagnosticado al consumidor como un delincuente, al que su vicio 
estimula a cometer delitos para reunir lo necesario con el designio de ad-
quirir las dosis; también proclama que el consumo de drogas provoca altos 
índices de mortandad entre la población de consumidores; siendo ambos 
elementos dos de los argumentos que se citan para justificar la persecu-
ción penal del tráfico y consumo de drogas. Luego, cuando la ilegalidad del 
consumo eleva los costos, parte de los consumidores se convierten en los 
delincuentes de la predicción; a su vez, con el aumento de costos y la falta 

235	 Merton. Teoría y estructura sociales, cit., pp. 420 y 421.
236	 Ibíd., p. 421.
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de control de calidad originada en la ilegalidad, las dosis son alteradas para 
obtener mayor lucro produciendo las muertes profetizadas.

V. Fines y funciones sociales

Los conceptos de fin y función se confunden con bastante frecuencia, fuera de 
lo cual la palabra función es empleada con acepciones distintas237. Por ejem-
plo, en el campo del derecho se alude de manera habitual a determinadas 
“funciones” que, en verdad, son apenas fines, como cuando la Constitución 
Política de Colombia habla de la “función” social de la propiedad o cuando 
el Código Penal colombiano hace referencia a las “funciones” de la pena. No 
obstante, fin y función son términos bastante diferentes, aunque están rela-
cionados. La claridad teórica al respecto, lo mismo que la mayor parte de los 
insumos teóricos relativos al tema de las funciones sociales son deudores de 
la obra de Merton, cuyas contribuciones serán introducidas más adelante 
junto a algunos matices y no pocas críticas. 

Los fines están vinculados a los propósitos u objetivos que son persegui-
dos por las medidas, las acciones o las instituciones, lo que comprende desde 
luego las finalidades buscadas por la divergencia y por el control penal. Los 
fines pertenecen al mundo del deber ser, por ende, no son susceptibles de 
verificación empírica ni están sujetos a juicios sobre su verdad o falsedad; 
de modo distinto, pueden ser examinados para observar o debatir la estruc-
tura lógica que soporta su justificación, sus bases axiológicas o la argumen-
tación en la que están fundados. La filosofía es la disciplina que se aproxima 
en mayor medida a los fines, al menos cuando poseen cierta relevancia. Las 
funciones, en cambio, son consecuencias sociales con algún grado de genera-
lización, las cuales son una abstracción o derivación de los hechos sociales, 
esto es, que se desprenden de las medidas o acciones que han sido ejecuta-
das o de las prácticas institucionales desarrolladas, lo cual abarca aquellas 
que pueden emerger de la divergencia o de la operación del control penal238. 
Por tanto, las funciones sociales pertenecen al mundo del ser, lo cual significa 
que pueden someterse a verificación empírica con la intención de dilucidar 
su verdad o falsedad. La sociología es la disciplina que ilustra el análisis de las 

237	 Una revisión sistemática de los diferentes usos del término, incluso dentro de las ciencias 
sociales, se encuentra en ibíd., pp. 92 a 96. En derecho se usa como sinónimo de atribución 
o competencia significado distinto al sociológico. La materialización del error de concebir al 
“fin” como una “función”, por ejemplo, en Eugenio Raúl Zaffaroni. Estructuras judiciales, 
Buenos Aires, ediar, 1994, pp. 31 y ss.

238	 “La expresión función social se refiere a las consecuencias objetivas observables, y no a dis-
posiciones subjetivas (propósitos, motivos, finalidades). Y el no distinguir entre las conse-
cuencias sociológicas objetivas y las disposiciones subjetivas lleva inevitablemente a confu-
sión en el análisis funcional”, Merton. Teoría y estructura sociales, cit., p. 97.
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funciones sociales. Una función no resulta desglosada o inducida a partir del 
conocimiento de todo hecho social, puesto que la consecuencia debe tener la 
suficiente entidad como para hacer una generalización teórica; aunque no es 
requisito su concurrencia repetida, pues de un solo hecho puede derivarse 
una función social. Examinar los fines implica asumir una posición interna, es 
decir, observar desde el lugar de quien los adopta; mientras que analizar las 
funciones sociales conlleva la adopción de una posición externa. No es lo mis-
mo aquello que motiva o desea un actor en comparación con lo que sucede 
en la realidad, en especial, en el ámbito del derecho, por tanto tener presente 
esta diferencia entre fin y función puede ser muy útil para el análisis y para 
evitar las distorsiones que brotarían de no distinguir entre teoría y práctica.

Por su parte, el control penal posee metas establecidas por las agencias 
estatales o la ley, también fijadas en las políticas penales. De modo especial, 
con el Estado intervencionista la persecución de determinados fines se mul-
tiplicó y acentuó en grado superlativo, pues la intervención en la vida social 
es un medio político para alcanzar ciertas metas, por ejemplo mayor justicia 
social. Así, el derecho propio del Estado intervencionista está cargado con no-
table intensidad de finalidades. Por otro lado, los fines de la divergencia son 
los mismos de las acciones sociales, en tanto la divergencia es una modalidad 
particular de acción social, como será visto en forma detallada adelante. Ade-
más, las acciones sociales racionales se definen porque aparecen orientadas 
por fines. Los fines tienen que ver con la realización de los intereses o la im-
posición de las creencias y de los valores divergentes. 

Las funciones sociales pueden ser manifiestas, latentes y simbólicas. Las 
funciones manifiestas son aquellas en las cuales las consecuencias sociales 
generadas coinciden con los fines pretendidos. Por ejemplo, son tomadas me-
didas que tienen como finalidad reducir las muertes y lesiones en accidentes 
de tránsito y a consecuencia de riñas y, para el efecto, se obliga a los esta-
blecimientos públicos donde se venden bebidas alcohólicas a cerrar a una 
hora temprana, lo que acarrea como resultado un descenso en los índices de 
homicidios y lesiones reportadas. Las funciones sociales latentes son aquellas 
en las cuales hay diferencias evidenciadas entre las finalidades perseguidas y 
los efectos sociales acaecidos en la práctica239. Por ejemplo, cuando se interna 
en prisión a alguien con el propósito de resocializarlo, pero a raíz de la aplica-
ción de la sanción, el sujeto, lejos de rehabilitarse, en el ambiente de la cárcel 
aprende nuevas técnicas para la realización de delitos. Una misma medida, 
acción o práctica institucional puede cumplir de manera simultánea funcio-

239	 Ibíd., pp. 136 y ss. Aunque para Merton las funciones latentes no sólo eran las que no coin-
cidían con las metas, sino que además no eran funcionales para el sistema, aspecto último 
descartado de plano al asumir el concepto, por razones expuestas más adelante.
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nes manifiestas y latentes de diversa índole. Por ejemplo, cuando la medida 
de obligar al cierre de los establecimientos en que se expende alcohol cumple 
la función social, ella sí latente, de coartar la libertad personal o cuando la 
medida desempeña la función de procrear redes de bares clandestinos. 

Las funciones simbólicas, no contempladas por Merton en su obra, son 
aquellas en las cuales no ocurre ningún hecho que acarree consecuencias so-
ciales observables, sino que generan la sensación o la apariencia de que un 
hecho de esa índole se ha producido como algo real240. Pueden distinguirse 
de las “instrumentales” las cuales incorporan el concepto opuesto. Un ejem-
plo de función simbólica comparece cuando la repetida ocurrencia de un tipo 
específico de delito provoca una gran alarma social y una imagen de imperar 
la impunidad y, como consecuencia, es expedida legislación que eleva a una 
cifra cuantiosa el monto de la pena prevista para el delito. Luego la ley en 
cuestión no produce resultados en materia de aprehensión de los sospecho-
sos de cometer tales infracciones ni para disuadir a no ejecutarlas, pero la ley 
ha calmado los temores frente al delito y promovido la imagen tranquilizado-
ra de haber hecho algo para combatirlo con severidad, todo lo cual describe 
la verificación de una función simbólica. En ella, no ha sucedido un hecho del 
cual provenga una consecuencia real, acaece un evento que induce la apa-
riencia de la verificación de un resultado. Las funciones simbólicas, en con-
traste con las instrumentales, permiten explicar la persistencia de normas 
ineficaces transgredidas en forma amplia y reiterada, pues a veces la mera 
existencia de la ley simboliza la afirmación pública y el predominio de ciertos 
ideales y normas sociales; la función simbólica de la ley sirve para vigorizar y 
glorificar el prestigio social de aquellos grupos que sostienen estos valores y 
para degradar y menospreciar a los grupos cuyos patrones morales o estilos 
de vida se condenan como desviados o mal reputados241.

El tipo de análisis funcional susceptible de desarrollo, dentro de un abanico 
de opciones metodológicas, implica determinar en el caso específico estudia-
do, relativo a la aplicación de una norma, de una medida o a la realización de 
una acción o una práctica institucional, cuáles eran los fines perseguidos para, 
en seguida, contrastarlos con las consecuencias sociales producidas a efectos 
de establecer qué funciones se verificaron y si ellas fueron manifiestas, laten-
tes o simbólicas. El procedimiento será utilizado de modo simultáneo para el 
análisis de la divergencia y de la operación del control penal. Aun cuando el 

240	 Joseph R. Gusfield inicia su estudio (1963) al examinar lo que denominó las cruzadas sim-
bólicas, de las cuales analiza su impacto sobre el status de los individuos, Gusfield. Symbolic 
Crusade, cit., pp. 87 y ss. Después retoma la clasificación entre funciones simbólicas e instru-
mentales del derecho, en Joseph R. Gusfield. Contested Meanings: the Construction of Alcohol 
Problems, Madison, University of Wisconsin, 1996, pp. 171 a 174.

241	 Hills. Crime, Power and Morality, cit., p. 8.
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análisis funcional supone adelantar evaluaciones específicas sobre los hechos 
que acontecen, a continuación pueden citarse algunas situaciones que de ma-
nera común corresponden a funciones sociales. Un caso, ya invocado en otros 
apartados, hace referencia a la función latente cumplida por la divergencia 
etiquetada como delito cuando, a causa del rechazo que despierta su ocurren-
cia, se incrementa la cohesión social y es reforzada la solidaridad en el grupo, 
además de reafirmar el valor de las normas que han sido vulneradas. Allí la 
finalidad, predicada del actor de la divergencia, radica en la realización de los 
intereses, creencias o valores propios, y la función social es del todo distinta, 
además de estar vinculada a personas diferentes. Otro caso, es la función so-
cial latente desarrollada en virtud de la resocialización como finalidad de la 
pena de prisión cuando, en vez de rehabilitar, cumple el efecto de coadyuvar a 
mantener la disciplina e insertar al recluso en la vida penitenciaria242.

La metodología anterior implica dejar a un lado las creencias del estruc-
tural-funcionalismo acerca de la sociedad o lo que algunos autores deno-
minan los aspectos ideológicos de su pensamiento. Esto se traduce en que 
las funciones no son consideradas como una “utilidad” conectada a algún 
aspecto o estructura de la sociedad, como cuando se dice que tal medida “es 
funcional a…”, del mismo modo que tampoco habría “exigencias funciona-
les” a manera de requerimientos hechos por un subsistema social a otro. No 
se considera, por tanto, que una práctica, medida, acción o norma adquiera 
la calidad de funcional para la preservación del orden, la integración social o 
el desarrollo de relaciones de cooperación, como suele suponer el estructu-
ral-funcionalismo, por ejemplo, en Merton, para quien: “Funciones son las 
consecuencias observadas que favorecen la adaptación o ajuste de un siste-
ma dado”. Visión que, además, supone una cierta naturaleza positiva o be-
néfica de la función, lo que implica un juicio de valor extraño a la sociología. 
Lo cierto es que no de un modo necesario, mucho menos por regla general, 
las consecuencias sociales verificadas conllevan conservación, estabilidad, 
integración, cooperación o ajuste entre subsistemas de la sociedad. Tampo-
co los subsistemas son funcionales entre sí, ni tienen relaciones de coope-
ración. Pensar que la sociedad es un conjunto de sistemas o subsistemas in-
terrelacionados entre sí, que de modo armónico se orientan a la realización 
de unos fines comunes compartidos es una mera creencia sin comprobación 
empírica. La sociedad, que puede ser dividida en estructuras a efectos de 

242	 Erving Goffman. Internados, 2.ª ed., Buenos Aires, Amorrortu, 1972, p. 89. Un resumen so-
bre la verificación de la función social latente de preservar la seguridad y la disciplina inter-
nas, en Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. iv, Las ideologías, cit., p. 
129. También, Philippe Mary y Stephan Durviaux. “L’education en prison: resocialisation 
ou ocupation?”, en Revue Internationale de Criminologie et de Police Technique, n.º 1, Genève, 
1991, p. 41.
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estudiarla o describirla, estaría conformada por estructuras que tienen re-
laciones la mayoría de veces conflictivas, las cuales obran orientadas por sus 
propios fines, lo que comporta la exclusión de otros componentes243. 

En sentido similar al cuestionado, persiste la idea de considerar al con-
trol penal como parte de un sistema244. Por sistema, según la noción tradi-
cional, se entiende un conjunto ordenado de factores o componentes que 
relacionados de manera armónica entre sí, pretenden alcanzar una serie de 
finalidades preestablecidas, cumpliendo determinadas funciones245. Como 
es obvio, la sociedad puede ser escindida y descrita como integrada por dis-
tintos sistemas singulares y subsistemas. Además, debe admitirse que la de-
limitación de los sistemas es elástica y variable, según la posición desde la 
cual se produce el análisis y el objeto de éste246. Sin embargo, el control pe-
nal no corresponde, como tampoco otras instituciones sociales, a la noción 
anterior de sistema. El desorden, las fracturas o las inconsistencias pueden 
matizar a las partes que representan al sistema en su composición; tam-
bién, por regla general, las relaciones entre los subsistemas son conflictivas 
o expresan contradicciones; al tiempo, los objetivos perseguidos no son co-
munes en muchos casos y en cuanto a las funciones sociales, si bien pueden 
ser detectadas, como fue explicado, ello no significa que estén orientadas a 
preservar la estabilidad del sistema en su conjunto o a reforzar o gratificar 
a sus partes247. 

243	 Por ello se rechaza, como fue explicado hace poco, la idea de función latente como la que no es 
funcional para el sistema, pues el concepto implica abrazar las creencias políticas no demostra-
das del estructural-funcionalismo.

244	 En los años 1960 Alfred Blumstein y Richard Larson. “Models of a Total Criminal Justice 
System”, en Operations Research, vol. 17, n.º 2, 1969, pp. 119 a 231, señalaron, al referirse al 
sistema de justicia penal, que “la necesidad de examinar la totalidad del sjp como un conjun-
to integrado está en el centro del problema de la mejora de la aplicación de la ley”.

245	 Sobre el concepto de sistema Alfred Büllesbach anota dos usos comunes, en el primero 
“se emplea el concepto al modo tradicional y hace referencia a un principio de ordenación o 
a un sistema de codificación”, en el segundo, que posee distintas variantes, la sociología los 
concibe como “un conjunto de elementos y un conjunto de relaciones entre estos elementos, 
con lo que todas las totalidades isomorfas del tipo así definido son definidas como uno y el 
mismo sistema”, (Alfred Büllesbach. “Enfoques de teoría de sistemas”, en Arthur Kauf-
mann, Winfried Hassemer y Gregorio Robles Morchón (coords.). El pensamiento jurídico 
contemporáneo, Madrid, Debate, 1992, pp. 313 y 314).

246	 En esas condiciones, puede hacerse referencia a la sociedad en general como el sistema so-
cial, evento en el cual las grandes estructuras que la integran, por ejemplo, la economía, la 
cultura o el Estado, tendrían que ser visualizados como subsistemas o, de modo distinto, 
tomar una estructura determinada como un sistema, por ejemplo la economía, en cuyo caso 
los elementos o partes que la configuran serían percibidos como subsistemas.

247	 A los cuestionamientos anteriores es posible sumar otros esgrimidos contra la teoría tradi-
cional sobre los sistemas. En primer término, la noción de sistema es una categoría teórica 
sin una existencia real, por ende, su uso debe ser cuidadoso puesto que comporta el riesgo de 
una excesiva esquematización de la realidad social, donde además las relaciones podrían ser 
contempladas de manera mecánica. Así mismo, las visiones sistémicas sobre las estructuras 
de la sociedad suelen ser ahistóricas. En otras versiones de la teoría sistémica los sistemas 
se constituyen por relaciones abstractas y los seres humanos, actores de la vida social, se 
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Tampoco es de recibo el concepto de Vincenzo Ferrari, para quien: 

Por función de un elemento que opera en (o sobre) un sistema entendemos, por 
tanto, la tarea o el conjunto de tareas, no incompatibles entre sí, que son atribuibles 
con carácter primario a aquel elemento por el sujeto que actúa mediante ellos en el 
sistema248. 

Ocurre, en primer lugar, que la referencia de la función al sistema implica la 
adopción de las creencias del estructural-funcionalismo que recién han sido 
cuestionadas, lo cual se reafirma de pleno en la idea de que la función es una 
“tarea”, afirmación que tiene ese tono antes comentado de “utilidad” predi-
cada respecto del sistema. En segundo lugar, sucede que el término “tarea” 
tiene una connotación de “misión”, lo que significaría que, en realidad, se 
trata de un fin y no de una función, esto desnaturaliza el concepto; conclu-
sión que resulta corroborada cuando en la misma noción Ferrari insiste en 
que esas tareas son “atribuibles”, lo cual implica que son subjetivas, al igual 
que los fines. Críticas en definitiva refrendadas cuando Ferrari en otro pa-
saje declara que las funciones del derecho son “entendidas como objetivos 
primarios asignados por los actores sociales”249. Acerca de la última cues-
tión, aunque al inicio del aparte se hizo un recuento de las razones sobre las 
cuales descansa la distinción entre fin y función, a propósito de las objecio-
nes enunciadas, cabe recordar las precisiones de Luigi Ferrajoli sobre el 
tema, producidas con motivo de su análisis sobre los fines y las funciones de 
la pena, las cuales son concluyentes: 

Un vicio metodológico que puede observarse en muchas de las respuestas a la pre-
gunta “¿por qué castigar?”, consiste en la confusión en la que caen aquéllas entre 
función y fin, o bien entre el ser y el deber ser de la pena […] Las doctrinas normati-
vas del fin y las teorías explicativas de la función resultan además asimétricas entre 
ellas no sólo en el terreno semántico, a causa del distinto significado de “fin” y de 
“función”, sino también en el plano pragmático, a consecuencia de las finalidades 
directivas de las primeras y descriptivas de las segundas250.

No tiene sentido confundir en la misma noción los conceptos de fin y fun-
ción, que no son sinónimos. Como fue subrayado ya, distinguir entre fin y 
función social tiene la utilidad teórica imbricada en la diferenciación entre 

encuentran ausentes, lo que distorsiona el análisis social. La gran mayoría de las críticas 
precedentes contravienen la concepción sistémica de la sociedad propia del estructural-
funcionalismo.

248	 Vincenzo Ferrari. Funciones del derecho, Madrid, Debate, 1989, p. 53. Lo anterior pese a que 
Ferrari manifiesta directamente que asume una posición relativista.

249	 Ibíd., p. 107.
250	 Luigi Ferrajoli. “El derecho penal mínimo”, en Juan Bustos Ramírez (dir.). Prevención y 

teoría de la pena, Santiago de Chile, Editorial Jurídica Cono Sur, 1995, pp. 26 y 27.
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el mundo de las decisiones y el de los hechos sociales, entre lo prescriptivo 
y lo descriptivo, entre lo subjetivo y lo objetivo, entre lo propositivo y lo 
empírico.

En concordancia con las creencias del estructural-funcionalismo sobre 
la sociedad emerge la noción de disfunción. Semejante concepto no es de 
utilidad, pues es resultado directo de las creencias comentadas de la teo-
ría estructural-funcionalista al sostener que todas las estructuras sociales 
desempeñan funciones orientadas a la preservación de la estabilidad del 
sistema social y que, cuando de modo excepcional ello no ocurre así, es el 
momento en el cual comparece una disfunción social. Las estructuras junto 
a las acciones pueden inclinarse por la cooperación y conducir a la estabili-
dad, pero tantas o muchas veces más lo harán por el conflicto que obstruye 
el equilibrio. La idea de disfunción comporta un juicio de valor, ajeno a la 
sociología, del todo subjetivo y que no puede ser demostrado de modo em-
pírico. 

En alguna literatura criminológica, sobre todo, se habla de funciones de-
claradas y no declaradas251. Estos términos, con toda probabilidad, obede-
cieron en su origen a que se desconocían las aportaciones de Merton al 
tema, así como el “estado del arte” de los desarrollos teóricos de la sociolo-
gía. La “función declarada”, que condensa la afirmación de lo pretendido o 
buscado, es equivalente al fin y no es una función. La llamada “función no 
declarada”, definida como lo ocurrido en la realidad social y que no ha sido 
hecho explícito por el Estado o las agencias de control, sí corresponde a una 
función, aquella catalogada como latente. Entre las funciones latentes y las 
no declaradas, de acuerdo con los conceptos explicados no habría ningu-
na diferencia. Sin embargo, puede haber funciones como sería el caso de 
las manifiestas, que al tener correspondencia con los fines buscados, han 
sido explicitadas o declaradas. Es posible la existencia de fines que no han 
sido declarados, los cuales se mantienen ocultos o reservados e, incluso, han 
sido falseados en forma deliberada. Podrían citarse otras hipótesis similares 
que arrojan incongruencias, pero ya se ha demostrado el punto. Los eventos 
mencionados indican lo inapropiados o insatisfactorios que pueden resultar 
los conceptos de funciones declaradas y no declaradas, todo porque no dis-
tinguen entre fines y funciones. En cambio, los conceptos de fin declarado y 
no admitido, que tienen otra implicación, pueden ser de utilidad analítica. 

La metodología del análisis funcional, fundada en los conceptos que han 
sido expuestos, los cuales tuvieron un origen en los postulados de Robert 
K. Merton, pero que se alejaron en términos sustanciales de ellos, en tanto 
estaban referidos a la creencia estructural-funcionalista en un sociedad ar-

251	 Émiro Sandoval Huertas. Penología. Parte especial, Bogotá, Externado, 1984, pp. 245 y ss.
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mónica y, por igual, sistémica, resulta bastante útil para orientar la investi-
gación, hacer análisis e interpretar los fenómenos relativos al control penal 
y a la divergencia de resonancia penal, desde luego, después de despojarla 
de los lastres anotados.



125

Capítulo tercero
El objeto de estudio: la divergencia social

Quien acepta el léxico del enemigo se rinde sin saberlo.
Antes de hacerse explícitos en las proposiciones, 

los juicios están implícitos en los vocablos.
	 Nicolás Gómez Dávila

El objeto de cualquier ciencia es todo aquello que puede ser materia de co-
nocimiento con relación a ella. El objeto de estudio condensa las materias de 
investigación, interpretación, teorización y posible aplicación en la discipli-
na. Desde el ámbito criminológico, desentrañar ese objeto debe, entonces, 
responder al interrogante: ¿a qué se dedica la criminología? En este estado, 
dentro del enfoque de la teoría sociológica del delito, ya no es ningún se-
creto la posición planteada sobre el objeto de estudio: éste estaría repre-
sentado en la indagación integral sobre los fenómenos de la divergencia y 
el control penal. En las líneas siguientes se va a adelantar una presentación 
de las tesis relativas a la divergencia social, mientras que la segunda parte 
del objeto, la que concierne al control penal, será expuesta en el próximo 
capítulo. Ahora, antes de tratar la cuestión de la divergencia, se abordará 
el estudio de la teoría general de la acción social, de la cual la divergencia 
es una especie. También en forma previa, serán examinadas otras nociones 
que pretenden oficiar como categorías descriptivas de la acción que serán 
debatidas. Por último, el propósito es identificar un concepto teórico que 
permita el estudio y la interpretación del comportamiento humano, como 
hecho social, libre de valoraciones y etiquetas jurídicas y políticas.

I. La acción social

La acción social es una conducta, actuación, acto o comportamiento huma-
no, pero que además tiene un sentido significativo para otros, es decir, que 
le comunica a otros un contenido o un sentido, razón por la cual recibe el 
apelativo de social. Traduce lo anterior que no toda actuación realizada por 
una persona es una acción social. Un acto humano que no tiene ninguna 
implicación para terceros no será social. En efecto, como se había acotado 
ya, la acción social es la actuación o el comportamiento guiado por fines (ra-
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cional), tradiciones o emociones (irracional), que posee un sentido signifi-
cativo para otros252. Por ende, las acciones sociales serán, siempre, acciones 
comunicativas. Donde además las acciones orientadas por fines estarán mo-
tivadas por intereses, concepciones científicas, valores y creencias. No muy 
distinto a las acciones irracionales dirigidas por emociones o tradiciones 
basadas, de modo singular, en creencias. 

La sociología jurídica penal trataría, en este punto, de dos clases de ac-
ciones sociales singulares: la divergente, que atañe a los justiciables, esto es, 
a aquellos individuos que pueden ser objeto de una intervención por parte 
del control social penal, en razón de acciones sociales que han desarrollado 
con la pretensión de realizar determinados intereses o imponer sus valores 
o creencias, lo cual genera una disputa que ocasiona un conflicto y, por otra 
parte, la reactiva, desplegada por los operadores jurídicos y otros agentes 
del control social penal, constituidas por las acciones sociales ejecutadas 
con el propósito de movilizar la intervención penal para seleccionar como 
criminales a ciertos sujetos y sus conductas253. De manera general, en térmi-
nos sociales o naturales, entre la divergencia social y la reacción social no 
cabrían diferencias, se trata en ambos casos de acciones sociales o interac-
ciones, pero desde luego conviene distinguirlas dadas sus diferentes conno-
taciones, actores y motivaciones. En resumen, la reacción social es la clase 
de acción por la cual el control social jurídico penal se expresa, a modo de 
respuesta, frente a los fenómenos de la divergencia social o la amenaza de 
ella. En cambio, la divergencia social es la acción susceptible a las interven-
ciones políticas y jurídicas del control penal. Enseguida, con todo, sólo serán 
examinadas las bases teóricas generales de la acción social254.

Respecto de la interacción social importan tanto el status de los actores, 
las situaciones de encuentro, como las relaciones que se generan, al igual 
que el contexto social que le sirve de soporte, etc.255. Pero, en primer térmi-
no, resulta indispensable ahondar en la temática de los roles sociales. Los 
roles sociales, que en ocasiones están acompañados de determinados va-
lores, son las actuaciones o los papeles que desempeñan las personas, lo 
cual incluye las actitudes adoptadas256. De acuerdo con lo anterior, los roles 
informan la interacción social o, dicho de otro modo, la interacción social es 

252	 Del concepto de acción social, Weber. Economía y sociedad, cit., p. 5.
253	 El concepto de justiciables es introducido y ampliamente utilizado por Roberto Bergalli.
254	 “Reacción social es un término extremadamente general que hace referencia a la reacción 

expresada por los otros (la indignación moral) en la confrontación de la desviación”, Edwin 
M. Lemert. Devianza, problemi sociali e forme di controllo, Milano, Giuffrè, 1981, p. 90.

255	 Se utilizan las expresiones acción, práctica e interacción sociales como sinónimas.
256	 El rol es una “respuesta típica a una expectativa”, un patrón de actuación en una situación 

particular, Peter L. Berger. Introducción a la sociología, 4.ª ed., México D. F., Limusa, 1976, 
pp. 135 a 137.
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materializada por intermedio del desempeño de los roles sociales. Los roles 
se desprenden del yo social, en términos de George Herbert Mead257 del 
“Mi”, que responde asumiendo las actitudes organizadas de los demás, como 
expectativas de conducta esperadas258. El sentido de la interacción es defi-
nido en las particularidades del encuentro e intercambio social, de acuer-
do con las interpretaciones que hacen los actores sociales. Para Herbert 
George Blumer259 la realidad social posee un carácter negociado entre los 
actores que la interpretan y construyen dentro de las situaciones de interac-
ción social. Comparece en la interacción social un proceso de asignación de 
significados singulares, de cuya interpretación se deriva su sentido social. 
El lenguaje, instrumento importante en la interacción, es un producto de la 
estructura cultural de la sociedad, que cobra vida auténtica en la interacción 
social260.

La actitud sería un tipo especial de rol. En el escenario de la psicología 
social, por 

lo general, la actitud es considerada una disposición interna de carácter aprendido y 
duradera que sostiene las respuestas favorables o desfavorables del individuo hacia 
un objeto del mundo social; es el producto y el resumen de todas las experiencias del 
individuo, directas o socialmente mediatizadas, con dicho objeto o clase de objetos. 

257	 South Hadley, Massachusetts, 27 de febrero de 1863-Chicago, 26 de abril de 1931, estudió filo-
sofía en Oberlin College, Harvard y en las Universidades de Leipzig y Berlín, aunque nunca 
obtuvo un título universitario, fue profesor de la Universidad de Michigan y luego en la Uni-
versidad de Chicago donde realizó su más importante labor docente y se distinguió por la 
brillantez de sus exposiciones orales. Aun cuando trabajaba en filosofía y psicología social 
influyó de modo sustancial sobre los estudiantes de sociología de la Universidad de Chicago 
que tomaban su asignatura. Su obra principal fue publicada luego de su muerte: Espíritu, per-
sona y sociedad (1934); The Philosofhy of the Act (1938); The Philosofhy of the Present (1959).

258	 Mead. Espíritu, persona y sociedad, cit., p. 232.
259	 Saint Louis, Missouri, 7 de marzo de 1900-Danville, California, 13 de abril de 1987, estudió 

en la Universidad de Missouri y se doctoró en sociología en la Universidad de Chicago (1928), 
ciudad donde jugaba fútbol profesional mientras estudiaba. Fue profesor de las universida-
des de Chicago, donde sería una de las figuras principales de su escuela (en particular luego 
de la muerte de George Herbert Mead y de la jubilación de Robert E. Park, quienes habían 
sido sus profesores), de Michigan, de Hawaii y de California en Berkeley (en la que junto a 
Erving Goffman, alumno suyo de Chicago, fue uno de los grandes divulgadores del interac-
cionismo simbólico en el Oeste de Estados Unidos). Presidente de la American Sociological 
Society (1956), editor de American Journal of Sociology (1941-1952). Hizo parte del ejército 
en la Segunda Guerra Mundial. Su obra tuvo una fuerte influencia de George H. Mead y otros 
autores de la escuela de Chicago, acuñó la expresión “interaccionismo simbólico” (1937) con 
la que se conoció a esa corriente de la microsociología iniciada por Mead, aunque Blumer 
era reacio a la escisión entre micro y macrosociología. Publicó Movies and Conduct (1933); 
Movies, Delinquency and Crime (1933, con Philip Hanson); The Human Side of Social Plan-
ning (1935) Symbolic Interacionism: Perspective and Method (1969).

260	 Los elementos anteriores, bajo la perspectiva del interaccionismo simbólico y precisamente 
con la huella de Herbert Blumer, fundaron una exploración pionera para interpretar la gé-
nesis del homicidio y la criminalidad violenta, forjada con 23 entrevistas en profundidad a 
asesinos que fue realizada por Lonnie Athens. Sobre los retos del trabajo, Richard Rhodes. 
Why they Kill, New York, Alfred Knopf, 1999, pp. 38 y ss.
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Con distintas significaciones sociales en los planos individual, de la in-
teracción y colectivo261. En tanto disposición, de manera implícita, una ac-
titud conlleva una posición valorativa sobre el objeto al que va dirigida o 
enfocada, positiva o negativa, de rechazo o aceptación. A su vez, los valores 
orientan y acompañan los roles, como principios axiológicos, que contienen 
pautas generales de orden moral para guiar las acciones desplegadas.

Las presiones de la estructura social para la configuración de los roles 
sociales no son la matriz única en la definición de tales roles262. Los roles 
sociales pueden ser prescritos o informales. Los prescritos han alcanzado 
cierto nivel avanzado de formalización, están incorporados en algún tipo 
de código de conducta y suelen ser adquiridos o conocidos con antelación 
por los actores. Por ejemplo, gracias a los roles prescritos ilustrados en las 
reglas del Código de Procedimiento Penal, un abogado defensor sabe cómo 
comportarse en una audiencia pública: cuándo hablar, en cuál orden, qué 
tipo de preguntas puede hacer al testigo o de objeciones al fiscal; en virtud 
de los roles prescritos registrados en los códigos de urbanidad, una persona 
sabrá cómo actuar en una mesa, qué cubiertos debe usar para cada plato, 
cómo debe masticar, dónde poner los codos. Al tratarse de los roles sociales 
prescritos se establece una correlación que integra a la acción social y a la 
estructura social, como lo advierte Ralf Dahrendorf: “en el punto de inter-
sección del individuo y la sociedad se halla el homo sociologicus, el hombre 
como portador de papeles sociales predeterminados”263. 

Los roles sociales informales no están regulados en ningún tipo de regla-
mento, emergen de las mismas situaciones de interacción social, en forma 
espontánea, de acuerdo con sus condiciones. Los roles prescritos no alcan-
zan a contemplar o cubrir todas los eventos, por ello la mayoría de los roles 
son informales. La innovación en la interacción social, valga decir el cambio 
social, también dependerá de los roles informales. Aspecto último retoma-
do por Sheldon Stryker, cuando señala las correlaciones reciprocas entre 
estructura social e interacción social, escenario donde los roles sociales son 
decisivos, en tanto que están vinculados a las posiciones sociales que derivan 
de la estructura social y hacen parte de la identidad personal, a la par que 
los roles son construidos de modo creativo dentro de la interacción social264. 

261	 Francisco Javier Cantero Sánchez, José María León Rubio y Silverio Barriga Jiménez. 
“Actitudes: naturaleza, formación y cambio”, en José María León Rubio (coord.). Psicología 
social, Madrid, McGraw Hill, 1998, p. 118.

262	 Dicho impacto se manifiesta en el sujeto como ser social, pero también en su esfera psicoló-
gica, Charles Horton Cooley. Social Organization, New York, Charles Scribner’s Sons, 1929, 
pp. 313 y ss.

263	 Dahrendorf. Homo sociologicus, cit., p. 25.
264	 Sheldon Stryker. Symbolic Interactionism: A Social Structural Version, Menlo Park CA, Ben-

jamin Cummings, 1980, pp. 52 y ss.
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Los roles contienen elementos que derivan de las estructuras sociales y, en 
esos términos, influyen sobre la interacción social, pero a su vez, los roles se 
expresan de modos que permiten la interpretación y las variaciones, y así 
pueden llegar a modificar las estructuras sociales265. También hay conflictos 
de rol en la medida en que los sistemas sociales son de alta complejidad e 
implican para los individuos la ocupación simultánea de varias posiciones, 
algunas relacionadas otras no, con lo que se abre una amplia gama para que 
se presente la confusión y el conflicto, lo cual resulta agravado donde las 
pautas normativas son inciertas o inconsistentes266.

En cuanto a la clase de interacciones sociales o tipología de relaciones 
sociales, Charles Horton Cooley267 distinguió entre la presencia de grupos 
primarios y secundarios. El grupo primario está conformado por personas 
cercanas, familiares o amigos, con los que hay confianza, intimidad y cierta 
continuidad e intensidad en las interacciones. Con los integrantes del grupo 
secundario no hay confianza, los contactos son superficiales, breves y oca-
sionales. Un tercer grupo serían los desconocidos, con los cuales también 
es posible interactuar de modo impersonal. En consecuencia, los individuos 
intervienen en distintas modalidades de interacción social: relaciones in-
directas e impersonales con sujetos extraños o desconocidos, donde los in-
tercambios no son cara a cara; relaciones directas y personales, primarias o 
secundarias, según el caso, entre actores que tienen relaciones frecuentes, 
más o menos permanentes y con algún grado de intimidad, o entre acto-
res que participan de relaciones esporádicas, casuales o limitadas, con un 
carácter público en la mayoría de las ocasiones y que carecen de continui-

265	 En el análisis de las contribuciones de Sheldon Stryker, se ha destacado que él “enfatizando 
la comunicación”, insiste en que la interacción y la estructura definen a los individuos, pues 
señala que “Las estructuras significantes sociales definen los límites, presentan barreras o 
son facilitadoras de la interacción. Al mismo tiempo, la implicación en las relaciones de rol 
[…] hace más probable que las personas adquieran actitudes y cogniciones diferentes”. Con 
Stryker la interacción y las estructuras sociales se “aproximan y se conectan a través de la 
teoría de los roles. La estructura social se compone de una serie de posiciones a las que se 
asocian actitudes, maneras de ser, expectativas y roles sociales. Las personas a su vez quedan 
definidas socialmente, y también de cara a ellas mismas, por los papeles y posiciones que 
desempeñan, aunque eso no es todo lo que marca sus identidades. Los roles de la estructura 
social imponen fuertes demandas (rol making), pero también permiten la creatividad y la 
interpretación personal (rol taking) de los individuos”, Concepción Fernández Villanueva. 
Psicologías sociales en el umbral del siglo xxi, Madrid, Fundamentos, 2003, p. 40. 

266	 Raymond G. Hunt. “Role and Role Conflict”, en Edwin P. Hollander y Raymond G. Hunt 
(eds.). Current Perspectives in Social Psychology, New York, Oxford University, 1971, p. 283.

267	 Ann Arbor, Michigan, 17 de agosto de 1864-7 de mayo de 1929, filósofo y sociólogo. Pertene-
ció a la Escuela de Chicago, sobre la que tuvo bastante influencia. Sus obras mayores fueron: 
Human Nature and Social Order (1902); Social Process (1918); Sociological Theory and Social 
Research (1930). Sostuvo posturas organicistas para el análisis social, pero también introdu-
jo el concepto del “yo social” (el sí mismo reflejado en el espejo), adoptado por la escuela del 
interaccionismo simbólico, según el cual éste se forma en el contexto social y de acuerdo con 
las relaciones con los grupos primarios. 
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dad268. Los grupos primarios han existido en todas las sociedades, en todos 
los tiempos, pero no siempre pueden resolver todos los problemas de sus 
miembros, a la vez resultan más importantes en pequeñas comunidades con 
menor complejidad269.

Las relaciones indirectas, entre desconocidos, suelen vincularse a las ma-
nifestaciones de divergencia social que comportan atentados contra los lla-
mados “intereses difusos”, por ejemplo, delitos de peculado o malversación 
de fondos públicos o acciones que conllevan un fraude a los consumidores. 
También es el tipo de relaciones que existían en varios de los fenómenos 
definidos como “delitos sin víctima”, como cuando se estafa a un banco o a 
una gran empresa. En tales casos, la naturaleza indirecta de las relaciones 
sociales, hacen pensar a los integrantes de la sociedad que la infracción no 
los ha afectado, aunque la vulneración a esos intereses difusos, en realidad, 
perjudica a todos sus componentes. En la misma línea será argüido a modo 
de justificación, para morigerar o evitar la reacción social, que se trata de un 
“delito sin víctima”, porque atenta contra una persona jurídica o en razón de 
que ella estaba asegurada, aun cuando sí existen personas lesionadas (los 
accionistas, los trabajadores y los clientes)270. Los auténticos delitos sin víc-
tima no deberían ser criminalizados271. Las relaciones primarias y las secun-
darias pueden comparecer de modo preponderante en ciertas tipologías de 
divergencia con resonancia penal, por ejemplo, las primeras, en la violencia 
intrafamiliar, lo cual ocasiona una conmoción que afecta al grupo, su iden-
tidad, sus valores y vínculos emocionales, al punto que puede fracturarlo o 
dividirlo, lo cual extendería las implicaciones del conflicto; las segundas, en 

268	 Una gran cantidad de interacciones sociales son realizadas con “desconocidos”, es decir, per-
sonas con las que nunca se ha presentado ni acaece un encuentro personal, pero que en 
virtud a la existencia de relaciones indirectas (gracias a la tecnología de las comunicaciones, 
el poder político, la burocracia u otros canales de intermediación) acaecen intercambios u 
ocurren actuaciones que afectan a una de las partes, al respecto Craig Calhoum, Donald 
Light y Suzanne Keller. Sociología, 7.ª ed., Madrid, McGraw Hill, 2000, p. 70. A partir de 
la diferenciación planteada entre “grupos primarios” y “grupos secundarios”, donde los pri-
meros participan de relaciones de interacción continua cara a cara (caracterizadas por la 
intimidad y la cooperación), con contactos múltiples, y los segundos se involucran en una 
o pocas relaciones cara a cara restringidas, con contactos limitados y superficiales, puede 
distinguirse de modo equivalente entre relaciones primarias y secundarias, Cooley. Social 
Organization, cit., pp. 23 a 31.

269	 William I. Thomas. On Social Organization and Social Personality, Chicago, University of Chi-
cago, 1966, p. 84.

270	 Otra especie muy diferente de delitos sin víctima corresponde a aquellos donde la actuación 
censurada no afecta los intereses de terceros, como cuando es sancionado el consumo de 
ciertas drogas.

271	 El concepto de “crímenes sin víctimas” se refiere a los intercambios voluntarios entre adultos 
de bienes y servicios de alta demanda, pero legalmente proscritos, e involucran intentos de 
legislar en materia de la moralidad, para beneficio propio de ella, pero no hay una victimi-
zación real, Edwin M. Schur. “Crimes Whitout Victims”, en Doug A. Timmer y D. Stanley 
Eitzen (eds.). Crime in the Streets and Crime in the Suites: Perspectives on Crime and Criminal 
Justice, Needham Heights MA, Allyn and Bacon, 1989, p. 190.
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el atraco callejero donde, por regla general, no concurren lazos que permi-
tan una identificación grupal272. 

Por su parte, entre los agentes del control penal y los justiciables, de ma-
nera habitual se establecen relaciones sociales secundarias que deparan 
rangos muy bajos o inexistentes de identificación grupal, lo cual podría fa-
vorecer la neutralidad o, incluso, la dureza de la reacción social desplegada. 
En escenarios que corresponden a espacios propios de la justicia comunita-
ria, donde prevalecen relaciones primarias, forzados a ejercer una suerte de 
control de índole penal, la preocupación principal de los mediadores será la 
de asegurar la cohesión del grupo, por encima de otras finalidades.

De modo adicional, la teoría del intercambio social subraya la reciproci-
dad como un componente de algunas expresiones de la interacción social, 
donde una persona al relacionarse con otra, y en forma calculada, hace algo 
en beneficio de ésta, lo que luego exige una retribución equivalente que 
restablezca el equilibrio social, todo lo cual refuerza las relaciones de coo-
peración y va generando un ritmo constante de compromisos sociales273. 
Empero, el intercambio social sirve para entender las relaciones basadas en 
la inclusión social y el modo como se gesta un determinado orden social co-
mún a los actores envueltos en él, lo cual conduce a estados de convergencia. 
El elemento de la reciprocidad, que claro está puede ser traicionado por los 
otros, orientaría el curso de la interacción social de modo consciente.

En la determinación de los roles sociales intervienen o inciden los pro-
cesos de socialización, el status, las expectativas de rol, la definición de la 
situación social y los micro-órdenes sociales, que serán explicados a con-
tinuación. Anthony Giddens agrega otro elemento, consistente en los “sa-
beres compartidos”, comunes a las personas participantes en la interacción 
social, como una condición que la hace posible274.

Los procesos de socialización son dinámicas informales, nada conscien-
tes, de aprendizaje de roles sociales y de valores. Se acota: 

Los hombres aprenden a actuar mediante procesos históricos de socialización –y no 
de cualquier manera, sino de una manera y modo determinados, lo cual debe consi-
derarse con la mayor naturalidad y como el modo y manera de actuar en la sociedad 
en que viven y en la época en que crecen–275. 

272	 Las bandas de atracadores rara vez cometen el error de actuar en su propia comunidad, don-
de al contrario, las relaciones vecinales pueden ser primarias. Si obran en un barrio aledaño, 
los distintos componentes de la identidad grupal no se ven amenazados y los atracadores 
puede obtener protección o refugio en su barrio.

273	 Calhoum, Light y Keller. Sociología, cit., p. 85.
274	 Anthony Giddens. Las nuevas reglas del método sociológico, Buenos Aires, Amorrortu, 1997, 

pp. 112, 132 y 133.
275	 Luckmann. Teoría de la acción social, cit., p. 92.
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La socialización es experimentada en situaciones sociales concretas, en 
las que el sujeto, de una forma paulatina, aprende e interioriza las pautas 
sociales de comportamiento, al conocer las posiciones sociales, compene-
trarse y reproducir los roles que le son transmitidos. Es decir, en el proceso 
la persona reconoce y adquiere las actitudes sociales que, de su parte, son 
esperadas por otros. Así, se tiene que la 

socialización transforma el organismo individual humano en “socio”, en miembro de 
la sociedad. Es un proceso de aprendizaje, en el sentido psicológico, que incorpora 
en el individuo el contenido de una cultura (en el sentido de la antropología cultural) 
y que lo realizan grupos concretos de la sociedad276.

Dado que el sujeto aprende con el propósito de reproducir los valores y los 
roles sociales prescritos, esto es, los principios éticos, las actitudes y las 
pautas de conducta que rigen las relaciones sociales con algún predominio, 
lo que envuelve el tipo de conductas prohibidas, la socialización constituye 
un mecanismo básico de control social. En consecuencia, el sujeto se abs-
tiene de la realización de ciertas conductas dado el predominio de un auto-
control desarrollado en la infancia por medio de la socialización, mediante 
el cual sería inducido a preocuparse por las consecuencias a largo plazo de 
la conducta277.

Se diferencia entre socialización primaria y secundaria. La primaria, sin 
duda la de mayor importancia, hace referencia a la que es sometido el niño 
en sus primeros años de vida, por lo general, en el núcleo familiar. En la 
socialización primaria el niño incorporará en sus juegos el aprendizaje de 
muchos roles, que luego reproducirá. La secundaria implica la participación 
en procesos posteriores de aprendizaje, como la del menor en la escuela 
o la del adulto en la empresa o dentro de otras instituciones o grupos que 
comportan valores y roles novedosos para el individuo como, por ejemplo, 
la profesión jurídica. De allí que pueda sostenerse que la socialización tiene 
prolongación a lo largo de toda la vida. En las distintas experiencias sociales, 
que pueden corresponder o no a diferentes periodos biológicos, el sujeto 
irá asumiendo nuevos papeles sociales, que derivarán de los procesos de 
socialización que le resultan inéditos. En cualquier caso, el impacto de la 
socialización primaria, lo mismo que la incidencia del grupo de referencia 
primario (la familia), es bastante mayor, tanto por la edad del sujeto que 
implica una personalidad en formación y moldeable, por la ascendencia de 

276	 Julio Iglesias de Ussel. “Socialización y control social”, en Salustiano del Campo Urbano 
(ed.). Tratado de sociología, vol. i, 2.ª ed., Madrid, Taurus, 1992, pp. 62 y 63. 

277	 Michael R. Gottfredson y Travis Hirschi. “Self-Control and Opportunity”, en Britt y 
Gottfredson (eds.). Control Theories of Crime and Delinquency, cit., p. 8.
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los padres y el poder del cual disponen, la ausencia o la debilidad de la in-
fluencia de otros actores, la permanencia y la continuidad del proceso, al 
igual que en razón del carácter íntimo de la relación, por ello, más intensa. 
Así, pues, las diferencias cualitativas entre la socialización primaria y la se-
cundaria son sustanciales. 

El status que implica una ubicación dentro de una escala de posiciones 
sociales, de las que se desprenden, en distintos grados, poder y/o prestigio 
o sus opuestos (poco poder o desprestigio), incide de modo primordial en 
la elección de los roles sociales a ejecutar. Las diferentes posiciones del sis-
tema de status son definidas en términos comparativos con las otras. Hay 
varias estructuras de status y un sujeto, de modo simultáneo, puede perte-
necer a la vez a varias. Ahora, el punto central, es que las personas en gran 
parte actúan y, a la par, son tratadas, de conformidad con el status que po-
seen278. Es decir, a cada posición social le corresponden unos determinados 
roles. El individuo interioriza su posición de status y empieza a desempe-
ñar roles acordes con esa posición, fuera de lo cual reconoce las posiciones 
que ostentan sus interlocutores y les da un tratamiento que corresponde 
a sus status respectivos. El status influye en la configuración de la identi-
dad personal, como una auto-percepción del individuo, y en la definición 
de la identidad social, representada en la percepción de los terceros279. En 
las sociedades rurales las posiciones sociales son identificadas con facili-
dad, incluso se llega a conocer la biografía personal ilustrada con datos que 
pueden remontarse a varias generaciones; pero en las sociedades urbanas, 
caracterizadas por la concurrencia de relaciones sociales superficiales, anó-
nimas y transitorias, es bastante más difícil establecer el status de los otros. 
Para resolver el problema anterior adquieren importancia los símbolos de 
status. Ellos son señales visibles que están asociadas a determinadas posi-
ciones sociales como una joya, un reloj costoso, la corbata o el antiguo traje 
blanco con rayas negras verticales que usaban los prisioneros. En términos 
generales, la “fachada” que rodea la situación de interacción social, integra-

278	 “A cada posición que adopta un hombre pertenecen ciertos modos de comportarse que se 
esperan del detentador de esa posición”, Dahrendorf. Homo sociologicus, cit., p. 37.

279	 Cada persona se ve como un individuo con unas características únicas, aunque reconozca que 
hay algunas personas que son parecidas en ciertas cosas, y cada individuo toma su identidad 
personal como algo dado, así mismo las personas se conciben como unidades separadas, 
lo que es la base para asignarles responsabilidades por sus acciones, pero hay una imagen 
social dada por los otros, como posiciones de status, que señalan la posición de una persona 
en la comunidad, identificables como los derechos, deberes, privilegios e inmunidades de las 
cuales disfruta una persona en razón de esa posición. El status es además un proceso social 
derivado de la interacción. El linaje, los ingresos, la identidad étnica, el nivel de logro intelec-
tual alcanzado son, por ejemplo, indicadores de las posiciones de status, Tamotsu Shibutani. 
Society and Personality, Englewood Cliffs NJ, Prentice Hall, 1961, pp. 214 a 218.
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da por tres elementos: el medio, la apariencia y los modales, repercutirá en 
el desarrollo de los roles280.

Es necesario distinguir entre status adquirido, lo que corresponde a las 
posiciones por las cuales han optado los actores y que obtienen mediante 
un esfuerzo personal (juez, jefe de una banda, víctima, general o ministro), 
y el status adscrito al que se llega como efecto de una atribución que hacen 
otros, aún contra toda resistencia, y que muchas veces emerge de condicio-
nes sociales o biológicas que escapan al manejo del sujeto, como el origen 
étnico, la pertenencia a un grupo etáreo y la nacionalidad281. La condición de 
criminal es un status adscrito. En escenarios como la prisión, una institución 
total, el status del recluso acarrea una radical transformación en los roles 
sociales realizados y esperados, donde un simple hecho cotidiano, que en 
otras condiciones no tendría más que implicaciones inocentes, puede tener 
implicaciones muy diferentes282. 

Los sujetos participan, la mayoría de las veces y de manera simultánea de 
distintas posiciones de status, lo cual acarrea la realización de roles sociales 
distintos, aunque suele haber una posición social principal o status domi-
nante, que en mayor medida condensa la identidad social del individuo. De 
la situación descrita puede desprenderse la posibilidad de un conflicto de 
roles, puesto que la participación en status diversos puede presionar al su-
jeto a realizar acciones contrapuestas a los roles reclamados por alguno de 
ellos. El conflicto de roles podría incidir tanto en la divergencia, por ejemplo, 
la madre que en razón de ese status acepta transportar drogas para cumplir 
a cabalidad con sus roles maternos que la impulsan a obtener medios para 
proveer de bienestar a su hijo, en contradicción con otras posiciones de sta-
tus que la llaman a acatar las prohibiciones legales; como en la operación 
del control penal, por ejemplo, cuando un soldado se niega a intervenir con 
violencia contra sus coterráneos, pues su status de paisano prima sobre el 
de militar. En cualquier caso, en el ámbito del control penal, el status de cri-
minal o sospechoso tiende a ser el principal para el justiciable en la relación 
entretejida con el operador penal.

Sobre las expectativas de rol, cabe señalar que corresponden al cálculo 
que hace el actor social sobre lo que los demás esperan de él, para luego 
con fundamento en esa información decidir su actuación, es decir, los roles 
sociales a realizar283. Por ende, configura un componente relevante para de-

280	 Erving Goffman. La presentación de la persona en la vida cotidiana, Buenos Aires, Amorrortu, 
1971, pp. 34 y 41.

281	 Calhoum, Light y Keller. Sociología, cit., p. 64.
282	 Erving Goffman. “Characteristics of Total Institutions”, en Simon Dinitz, Russell R. Dynes 

y Alfred C. Clarke. Deviance. Studies in the Process of Stigmatization and Societal Reaction, 
New York, Oxford University, 1969, pp. 474 y ss.

283	 De un modo similar, que ayuda a ilustrar el tema, se explica que la expectativa de rol “es el 
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terminar el tipo de roles que serán desempeñados. No es que el sujeto sea 
alguien sin carácter limitado a actuar del modo que otros esperan, lo que 
ocurre es que toma en cuenta lo que cree son las expectativas que recaen 
sobre él para definir una estrategia de acción. Entonces, podrá comportarse 
de acuerdo con lo esperado por otros o sorprender a sus interlocutores con 
un movimiento inesperado. Las personas incluso con fundamento en las ex-
pectativas de rol planean y hasta entrenan sus acciones futuras, intentando 
prever varios movimientos con anticipación. Las expectativas de rol muchas 
veces son acentuadas de conformidad con el status de los actores sociales. 
Desde luego, el actor social también puede equivocarse en el cálculo, lo que 
igual tendrá consecuencias en la interacción social, con probabilidad desa-
fortunadas para el autor. Cuando las expectativas de rol resultan defrauda-
das, o lo que es lo mismo, el individuo actúa de un modo que no era espera-
do, podrá producirse una situación de hilaridad, de sorpresa o de malestar, 
lo que depende del caso. En el ámbito criminológico también importará la 
ruptura de las expectativas de rol, en particular cuando ello produce un es-
tado de malestar, lo cual tendrá repercusiones en la interacción social. Por 
ejemplo, en el ámbito de la operación del control penal en el evento en que 
el procesado se niega a responder las preguntas del fiscal, aunque tiene de-
recho a guardar silencio, su conducta producirá molestias y será mal inter-
pretada pues lo esperado es que el imputado se defienda. 

La definición de la situación social es otro factor de relevancia en la de-
terminación de los roles. En cada encuentro los participantes comparten, 
en forma tácita, una definición de la situación, esto es, un entendimiento 
del objeto del encuentro o de las actividades cumplidas y, según tal defini-
ción, trazan sus acciones. En pocas palabras, los actores de la situación se 
comportarán de conformidad con la definición que han hecho de ella. Como 
consecuencia de la definición de la situación, que sería compartida, los acto-
res pueden ahorrarse una serie de advertencias, aclaraciones o precisiones 
sobre los que hacen o van a hacer, en cambio, pueden empezar a interactuar 
entre ellos de inmediato. Así, el profesor universitario que concurre al aula 
comparte con los estudiantes la definición de la situación como una “clase”, 
lo que implicaría determinadas actuaciones por unos y otros, en ese mo-
mento y escenario. 

Respecto de los micro-órdenes sociales, ellos operan en un plano micro-
social, disponen de reglas informales de conducta, que son exigibles y cuen-
tan con algún tipo de sanción en caso de transgresión. Los micro-órdenes 

proceso mediante el cual un individuo construye imaginativamente las actitudes del otro 
y, así, anticipa el comportamiento del otro”, Robert H. Louer y Warren H. Handel. Social 
Psycology. The Theory and Application of Symbolic Interactionism, Boston, Houghton Mifflin, 
1977, p. 60.
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emergen de la interacción social, pues se vuelven necesarios para reglar de-
terminadas situaciones o establecer procedimientos de acción, en ocasiones 
llenando los vacíos de órdenes macrosociales imperantes a veces generan-
do nuevas pautas que serían contrarias a sus preceptos. Quienes generan 
el micro-orden acostumbran tener cierto poder, el cual pueden movilizar 
contra los infractores. En ocasiones el micro-orden es negociado y acordado 
entre los actores, quienes deben consentirlo. La eficiencia del micro-orden 
ayuda a su legitimación. La carencia de reglas oficiales para regular un caso 
coadyuva al surgimiento de los micro-órdenes. Con frecuencia detrás del 
micro-orden hay motivaciones políticas.

La mayoría de los factores explicados aparecen conjugados de modo si-
multáneo para otorgarle un significado a los roles que informan la acción o 
interacción. El estudio de las acciones sociales es tarea que compromete a 
la sociología jurídica penal. Empero, no todas las acciones resultan o con-
vocan el interés de la criminología. Se supone que son aquellas de interés 
penal. ¿Pero cuáles serían esas acciones? La respuesta fácil haría hincapié 
en las acciones criminales. Más sin embargo, se ha dicho que tales acciones 
no existen. Entonces, ¿qué particularidades o rasgos distintivos deberían 
tener las acciones que interesaría estudiar? Al anterior respecto, deben dis-
tinguirse tres cuestiones. Una primera es que la identificación y la defini-
ción teórica de las prácticas sociales que serían objeto de conocimiento de 
la criminología, debe comprenderlas como fenómenos sociales, que tienen 
manifestación en el mundo material, con independencia de la calificación 
de criminales que les impone el control penal. Otra condición indispensable 
para la resolución del problema planteado radica en que la categoría con la 
que se relacionen e interpreten las acciones sociales debe ser descriptiva. 
En el sentido anterior, por ejemplo, denota todo lo que se pretende evitar 
el concepto de criminología de Mark Lewis Dantzker, que la expone como 
la aproximación científica al estudio del crimen como fenómeno social284. 
Precisamente en esa definición, aunque alude a los fenómenos sociales, 
ellos son identificados con un término de origen normativo –el crimen–, no 
con autonomía respecto de las etiquetas que se le imponen, lo cual además 
pone en evidencia la ausencia de una categoría descriptiva que comprenda 
esos fenómenos. La tercera cuestión es que las prácticas o acciones sociales 
comentadas llegan a ser rotuladas como criminales, pero tal como ha sido 
explicado, ese es un resultado valorativo que emerge como consecuencia 
de la intervención del control penal, por lo cual es válido diferenciar entre 
la acción y su definición como criminal. Distinción última que equivale a di-

284	 Dantzker. Criminology and Criminal Justice, cit., p. 27.
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ferenciar entre las dimensiones descriptiva y prescriptiva de la vida social, 
sobre la que va a ahondarse después. 

Más adelante serán examinadas las diferentes propuestas sobre el tema, 
en particular, la categoría teórica de la divergencia social que es la adoptada 
en este libro, como una de sus tesis principales, con el propósito de interpre-
tar y conceptualizar esa clase singular de acciones sociales que interesarían 
a la criminología, aunque con antelación se repasarán de modo crítico otros 
conceptos como los de desviación social, hechos molestos o problemáticos, 
conflicto social, actos censurados y marginalidad, a pesar que muchos de 
ellos no son en realidad descriptivos de las acciones sociales.

II. Otras perspectivas sobre el hecho social

La categoría de divergencia social, a tono con lo planteado en el acápite an-
terior, corresponde a una noción que representa a la acción como fenómeno 
social, la cual posee un talante descriptivo y que puede ser diferenciada de 
la etiqueta de criminal que se le atribuye. Empero, la teoría de la divergen-
cia será expuesta más adelante, en el apartado siguiente de este capítulo. 
Enseguida serán presentadas otras nociones que fueron postuladas con las 
mismas pretensiones, para someterlas a crítica y establecer un debate. La 
concepción de la divergencia se opone, de manera principal, al término des-
viación social. Por ende, la introducción del concepto de divergencia supon-
drá, entonces, una crítica inicial a la acepción de desviación para justificar su 
abandono. La categoría de la desviación social apareció en la sociología ha-
cia 1937 y 1938 y, en un libro, fue utilizada por primera vez por James Ford 
(1884-1944) en Social Deviation (1939)285. La sociología de la desviación 
denotaba una perspectiva de las ciencias sociales desarrollada con fuerza 
desde los años 1950, y con la adopción del concepto de Talcott Parsons286, 
asumía un enfoque normativo referido a un sistema con el que se interco-
nectaba, que tomaba como un hecho dado la existencia de desviados, dan-
do por supuesto que en alguna parte existe un consenso sobre las normas 

285	 Al respecto, Roberto Bergalli. “Las funciones del sistema penal en el estado constitucio-
nal de derecho, social y democrático: perspectivas socio-jurídicas”, en Roberto Bergalli 
(coord.). Sistema penal y problemas sociales, Valencia, Tirant lo Blanch, 2003, p. 37.

286	 Colorado Springs, 13 de diciembre de 1902-München, 8 de mayo de 1979, su padre fue 
pastor congregacional y profesor universitario. Estudió biología y ciencias sociales en el 
Amherst College, en la London School of Economics donde se doctoró, y en la Universidad 
de Heidelberg. Fue profesor en el Amherst College y de la Universidad de Harvard, donde 
dirigió su Departamento de Sociología y tuvo como alumno a Robert K. Merton. Fue presi-
dente de la American Sociological Association –asa– (1949). Publicó, entre otras obras: La 
estructura de la acción social (1937); Hacia una teoría general de la acción social (1951); El 
sistema social (1951, con Edgard Shills); Societies: Evolutionary and Comparative Perspec-
tives (1966); Ensayos de teoría sociológica (1967); The System of Modern Societies (1971); La 
sociedad (1974). 
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respecto de las cuales se predica la desviación; con lo que se dejó de lado la 
posibilidad de confrontación de perspectivas, normas y valores287. Hoy, la lo-
cución desviación social es además la voz más utilizada por la sociología y la 
criminología modernas288. Por tanto, de modo principal, se hará referencia a 
ella dejando de lado otras expresiones aún más limitadas usadas a veces en 
la criminología, como “estados antisociales”, “conductas peligrosas”, etc.289.

Cabe recordar que el vocablo “desviación se usa para aludir a la conducta 
que infringe las normas o las expectativas de los demás y que lleva consi-
go desaprobación o castigo”290. Noción similar a la presentada por Parsons, 
autor donde tal categoría alcanza su mejor expresión, para quien “la desvia-
ción es la tendencia motivada para un actor en orden a comportarse en con-
travención de una o más pautas normativas institucionalizadas”291. Y, con 
exactitud, en esas definiciones están contenidos los elementos que hacen 
del concepto una expresión insuficiente y sesgada en un plano teórico. En 
seguida podrá verse por qué.

El adjetivo desviado implica que existe una posición o dirección correcta, 
respecto de la cual una acción diferente recibe dicho calificativo. Contiene, 
pues, una interpretación anticipada de la cuestión, donde se parte de una 
disyuntiva entre lo normal y lo desviado. Como definición presupuesta de 
la realidad social es inadmisible, salvo si fuera juzgado de modo acrítico 
que una revelación normativa de lo desviado, social o jurídica, es objetiva 
y siempre acertada. En esta dirección, con la mera fuerza del apelativo da 

287	 Gene Kassebaum. Delinquency and Social Policy, Englewood Cliff NJ, Prentice Hall, 1974, pp. 
68 y 69. Becker y Lemert pusieron de presente que la adscripción del status de desviado 
era un acto de definición política, pero no cuestionaron el término, ni buscaron otro para 
referirse a esa clase de acciones sociales que se etiquetaban como desviadas.

288	 Ello lo acredita una bibliografía muy extensa, por lo que sólo serán citados algunos autores 
de la criminología y la sociología, en obras bastante conocidas: Ian Taylor, Paul Walton y 
Jock Young. “Criminología crítica en Gran Bretaña: reseña y perspectivas”, en Ian Taylor, 
Paul Walton y Jock Young. Criminología crítica, 3.ª ed., México D. F., Siglo xxi, 1985, p. 21; 
Massimo Pavarini. Control y dominación, México D. F., Siglo xxi, 1983, p. 171; Alessandro 
Baratta. Criminología crítica y crítica del derecho penal, cit., p. 14; Albert Ogien. Sociologie 
de la déviance, Paris, Armand Colin, 1999, pp. 6 y ss.; Calhoum, Light y Keller. Sociología, 
cit., pp. 146 y ss.; Charles H. McCaghy, Thimothy A. Capron y Jay David Jamieson. Deviant 
Behavior, 5.ª ed., Boston, Allyn and Bacon, 1997, pp. 4 y 5; David Matza. Becoming Deviant, 
Englewood Cliffs NJ, Prentice Hall, 1969, pp. 10, 11 y 155. También hacen uso de la acepción 
una larga lista de sociólogos generales y jurídicos citados a lo largo de este texto como Talc-
ott Parsons, Robert K. Merton, Howard S. Becker, Vincenzo Ferrari, etc.

289	 Utilizada de manera minoritaria, la expresión “conducta descarriada” no contiene ninguna 
novedad e implica: “cualquier separación socialmente proscrita de la ‘normalidad’”, Nicho-
las Abercombrie, Sthepen Hill y Bryan S. Turner. Diccionario de sociología, 2.ª ed., Ma-
drid, Cátedra, 1992, p. 57. La idea de normalidad sería cuantitativa, referida a la opinión o 
decisión de la mayoría es, desde luego, un parámetro prescriptivo, como son todos los juicios 
de valor, nunca una categoría descriptiva.

290	 Duncan Mitchell (ed.). Diccionario de sociología, Barcelona, Grijalbo, 1983, p. 66. En el mis-
mo sentido, desviación como apartarse de las normas, Pisapia. Fondamento e oggetto della 
criminologia, cit., p. 5.

291	 Talcott Parsons. El sistema social, 2.ª ed., Madrid, Alianza Universidad, 1984, pp. 238 y 239.
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como válida y legítima la norma o la expectativa residente en los “otros”. 
De tal suerte, además, los mandatos normativos utilizados como referente 
aparecen como deseables, mientras que las conductas, contradictorias con 
esas normas, recibirían el apelativo de desviadas como una cosa apenas na-
tural. No obstante, al contrario, la historia y el razonamiento filosófico han 
demostrado que muchos mandatos normativos o expectativas de conducta 
exigidas por Estados o ciertos grupos sociales, a pesar de pertenecer al de-
recho o habiendo sido aprobadas por las mayorías en una coyuntura dada, 
carecen de justificación social, política o axiológica. 

Cirus Rinaldi agrega otro cuestionamiento en una ruta paralela a la an-
terior, cuando observa que la idea de desviación, al suponer una dicotomía 
entre lo correcto y lo desviado, ya “ha negado semánticamente la posibili-
dad del pluralismo valorativo y normativo”292. La alternativa expuesta ex-
cluye y descalifica en su totalidad la existencia de otros sistemas. En efecto, 
el pluralismo jurídico representa una realidad incontestable, que denota la 
decadencia del concepto de desviación.

La noción de desviación es demasiado superficial y formal al considerar 
el núcleo del asunto como una contraposición de la conducta con unas nor-
mas o expectativas, cuando la problemática sustancial radica en una con-
tradicción de intereses y, en menor medida, de valores y creencias. Repre-
senta con ello una negación o encubrimiento de la existencia de intereses, 
de creencias y de valores dispares como factores que motivan las acciones 
sociales, no sólo de los sujetos divergentes sino también del sistema de con-
trol social penal. En el campo del derecho, ese es el mismo planteamiento 
del formalismo jurídico, ya bastante impugnado en la literatura moderna, 
que no trasciende los enunciados de las normas para evitar el cuestiona-
miento de los intereses, de las creencias y de los valores que se encuentran 
en el trasfondo de éstas. 

Conviene señalar, en concordancia con lo explicado, que el término des-
viación, al igual que la voz criminal, es prescriptivo y valorativo, no descrip-
tivo, con lo que se confunden dos ámbitos en principio diferentes, como 
distintos son el mundo subjetivo de los juicios de valor y el mundo objetivo 
de la realidad social. Ello acaece así, dado que la noción de desviación sería 
normativa. En consecuencia, si su esencia es prescriptiva, pues corresponde 
a un juicio de valor, no puede ser tomado como parámetro para representar 
la realidad social empírica, valga decir, descriptiva293. 

292	 Rinaldi. Deviazioni. Devianza, devianze, divergenze, cit., p. 35.
293	 Es más, el concepto de desviación es normativo, ya hace alusión a un sistema de normas 

sancionadas por el Estado o a uno informal, razón por la cual la diferencia con el concepto 
de crimen o delito, el último entendido en términos jurídico-penales, sea escasa. En esas 
condiciones, todos ellos son conceptos normativos o prescriptivos, sólo distinguidos por el 
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La afirmación según la cual desviada es una acción que viola o atenta con-
tra las normas o expectativas de otros nada nos dice acerca de las relaciones 
entre el “desviado” y quien ha establecido la norma, la alega en su favor o 
posee una expectativa vulnerada o en peligro. Los dos polos confrontados 
son, por un lado, las normas o pautas de conducta institucionalizadas y, por 
otro, la actuación desviada que se ha apartado de ellas. Pero ese individuo o 
grupo que recibe el mote de desviado ha interactuado con otras personas o 
grupos particulares y concretos, los cuales están ausentes en la concepción 
de la desviación. En otras palabras, conforme al concepto el vínculo exclu-
sivo que se traba, por ello la única contradicción presente, concurre entre 
la norma o expectativa de comportamiento y la acción desviada, con lo cual 
desaparece el tercero que ha comparecido en la relación social, aquel sujeto 
que previa intervención del aparato penal puede ser definido como “vícti-
ma” o “perjudicado”294. El desarreglo se explicaría en la necesidad que tiene 
la teoría de la desviación de simular que las normas o pautas de conducta 
encarnan y representan a todos los demás componentes de la sociedad, tan-
to a los actores de la interacción como a aquellos que no han participado en 
ella. Aún así, aunque tal pretensión política fuera cierta, que no siempre lo 
es, no justifica la exclusión de la otra parte en el análisis y en la teoría. 

Tampoco se intuye a partir del concepto por qué alguien obra de manera 
“desviada” y otro lo hace de modo conformista. Dispone, en consecuencia, de 
una escasa capacidad comprensiva y explicativa de la realidad que pretende 
examinar. En la noción de desviación no sería anunciado nada al respecto, 
salvo al aseverar que el sujeto desviado obra en forma motivada, con lo cual 
lo único que queda claro es que su comportamiento está fundamentado, no 
es producto de un estado de alienación. 

De otra parte, cuando la teoría comentada enfrenta el tema de la desvia-
ción con las normas o expectativas de “los demás” sugiere que estos son la 
mayoría (de lo contrario ellos serían los desviados), que sus actitudes serán 
representación de la normalidad y que la identificación de ellos con las nor-
mas o expectativas opuestas a la desviación es coherente, cuestiones todas 
bastante discutibles295. La mayoría de las personas han realizado alguna ac-
tuación que con cierta probabilidad podría ser definida como delictiva, eso 

carácter no necesariamente jurídico, sino social en un sentido amplio, propio de la idea de 
desviación, la cual, poseyendo mayor extensión, engloba a aquella que alcanza un contenido 
penal. Por otra parte, el derecho francés ha distinguido entre crimen y delito, según la grave-
dad con que es juzgado el asunto, mientras aquí se toman como términos análogos.

294	 En realidad, ese tercero solamente es tal en la proporción en que ha sido excluido del conflic-
to el cual busca ser tratado o gestionado por quien es el auténtico tercero: el Estado o quien 
media en el conflicto, que se ha apropiado del litigio para procurar absolverlo.

295	 Acerca de la desviación como conducta contraria a la normalidad, Ogien. Sociologie de la 
déviance, cit., pp. 195 a 198.
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sin considerar el terreno más amplio de las acciones sociales “desviadas” 
que no son reprendidas por el derecho penal. Los sujetos no se comportan 
siempre a lo largo de sus vidas, en todo instante y situación, acatando las 
pautas de conducta institucionalizadas. Así, las actuaciones conformistas 
serían, en verdad, minoritarias y tampoco expresan un estado de norma-
lidad. No obstante, si el actuar conformista no es mayoritario, entendien-
do que ello no puede predicarse respecto de un hecho social particular y 
aislado, sino a lo largo de la historia social de las personas, tampoco podrá 
alegarse la existencia de coherencia en la identificación con las pautas de 
comportamiento. Es más, siendo la acción “desviada” la más corriente, pue-
de advertirse que lo predominante es un estado de incoherencia respecto de 
los mandatos, pues quienes delinquen adhieren a muchos de los parámetros 
de conducta y valores propugnados por el establecimiento. Por ello, tampo-
co será posible imaginar a quienes en un momento dado actúan de modo 
conformista como un bloque de mayorías homogéneo. Desviados y confor-
mistas serían las mismas personas, unos sujetos que a lo largo de sus vidas 
obran de acuerdo con los mandatos estipulados de conducta y, en ocasiones, 
que pueden variar en grado y cantidad, actúan en forma “desviada”. De allí 
que toda dicotomía en este asunto sea falsa.

Además, la expresión desviación reúne una serie de connotaciones pe-
yorativas que, en particular, lo señalan como una deficiencia o patología so-
cial, valga decir, de comportamiento defectuoso o anormal (ello traduce una 
determinada concepción sobre el modo como es entendida la criminalidad 
y su génesis, que no sería compartida). Esto es factible, debido a que la in-
tensidad del adjetivo le agrega al sujeto o a la conducta así rotulada un con-
junto de cualidades adicionales reprobables. En el terreno de la medicina, 
donde ha tenido largo uso, la acepción indica la existencia de deformidades 
o defectos, desde luego, negativos296. De allí emergen varias derivaciones 
con significados estigmatizadores, que le agregan otras propiedades al in-
dividuo que ha incurrido en una conducta delictiva. Cuando en realidad, por 
regla general, la divergencia penal no obedece a patrones patológicos; es, 
por el contrario, un fenómeno normal de la sociedad, libre de tales cargas 
fundadas en meras creencias.

La falta de adecuación del término desviación fue materia de sucesivos 
comentarios críticos que quedaron registrados en la historia de la teoría cri-
minológica. Ellos parecían expresar siempre algún tipo de desagrado con la 

296	 De allí toma el concepto Durkheim, pues precisamente considera que la anomia es una forma 
de patología social, una anormalidad, por lo que indica: “se podría afirmar perfectamente 
[que] el tipo normal se confunde con el tipo medio y que toda desviación de este tipo de la 
salud constituye u fenómeno morboso”, Émile Durkheim. Las reglas del método sociológico, 
Bogotá, Ediciones Bogotá, 1979, p. 66.
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palabra, además de la inconformidad con las significaciones colaterales que 
solía dar a entender, pero sin reemplazar el concepto por una noción con 
propiedades interpretativas novedosas297. Por esto, haciendo salvedad de 
las conjeturas sobre lo defectuoso o anormal, ha continuado usándose la voz 
desviación, aún dentro de las corrientes contemporáneas y llamadas críticas 
de la criminología, como si se tratará de una simple palabra cuyo sentido 
sería matizado con acotaciones complementarias. Esto es un contrasentido 
imputable a las corrientes contrarias a la escuela sociológica del estructural 
funcionalismo, pues prosiguen utilizando la noción de desviación y, he ahí la 
increíble paradoja, ella sólo tiene un sentido pleno dentro de la concepción 
estructural funcionalista298. Con la orientación cuestionada, la sociología de 
la desviación trató de relativizar el concepto, afirmar su normalidad, expli-
carlo como algo derivado de la estructura de poder, algo cambiante según 
la sociedad y su tiempo, por lo tanto, la reacción a ella era variable según la 
tolerancia existente en el grupo, etc. 299. Todo lo cual puede ser en buena par-
te cierto, no obstante, peso a ello, estas tentativas de aclaración no ocultan 
que el concepto tiene un sentido teórico e ideológico muy dudoso, tal como 
se ha explicado.

Resulta coherente que el criterio jurídico formal postulado para definir 
las acciones sociales que serían materia de conocimiento de la criminología, 
que será examinado en un capítulo posterior, conforme al cual la criminolo-
gía debería restringir sus estudios a las conductas definidas en la ley penal 
como ilícitas, sea prohijado por muchos de quienes recurren al concepto de 
desviación como eje del trabajo criminológico. En realidad, el empleo de la 
noción de desviación implicaría de manera necesaria la adopción del crite-
rio jurídico-formal, so pena de incurrir en evidente contradicción. Si la des-
viación consiste en apartarse de unas normas de conducta que, para el caso 
de la desviación penal y no de la desviación social en general, son preceptos 
incorporados en los estatutos penales, pues entonces la desviación criminal 
será aquella que involucra la trasgresión de las normas jurídicas penales. 
Sin embargo, tal identidad lejos de implicar una clara separación entre el 

297	 Alexander Liazos hizo una extensa crítica del empleo de la noción de desviado centrada, 
de modo principal, en la significación de “diferente” que contendría y que, para él, no existi-
ría. Sin embargo, no ofrece una alternativa conceptual consistente. Liazos hace también una 
relación de autores opuestos al término, entre ellos Charles McGaghy (1968) In their Own 
Behalf: Voices From the Margin, quien manifestaba la incomodidad que le causaba; John Lo-
fland (1969) en Deviance and Identy, donde afirmaba tener reservas; Thomas Szasz (1970) 
The Manufacture of Madness, quien invitaba a abandonar el término, Alexander Liazos. “La 
pobreza de la sociología de la desviación”, en Rosa del Olmo (comp.). Estigmatización y con-
ducta desviada, Maracaibo, Universidad de Zulia, 1974, pp. 191 y ss.

298	 La contradicción anotada fue puesta de presente en Vincenzo Tomeo. “Dalla devianza al con-
flitto”, en Sociologia del Diritto, 1-2, Milano, Giuffré, 1979, p. 36.

299	 Leslie Wilkins. “A General Theory of Deviance: Deviance, Opportunity, and Normality”, en 
Weis. The Sociology of Deviance, cit., pp. 5 y ss.



143El objeto de estudio: la divergencia social

mundo de los hechos y el de las decisiones, conlleva una confusión de am-
bos, demostrando en parte la inutilidad del término desviación.

No puede perderse vista que la categoría de la desviación social, al igual 
que otras como criminal, lunático, pervertido, etc., hacen parte de las elabo-
raciones tanto de legos como de sociólogos, que emergen de la interacción 
social como una expresión de “sentido común”, para identificar ciertos actos 
e individuos juzgados diferentes, que infunden temor, sobre los cuales habrá 
de sentirse el mayor poder de los sectores sociales más organizados que se 
creen amenazados300. En esas condiciones, el concepto de desviación social 
interesa por su presencia en el imaginario popular y en el “saber” de ciertas 
corrientes teóricas, para efectos de observar cómo es interpretado y actúa 
por medio de la reacción frente a tales fenómenos, para a continuación ha-
cer una deconstrucción social de la acepción, mediante la crítica y, al final, 
introducir otra categoría con virtudes descriptivas y teóricas superiores. 
Como lo explicó con elocuencia Cirus Rinaldi: “del análisis de la desviación 
como fenómeno ‘natural’ se pasará al estudio de la desviación como cons-
trucción social”301.

Frente al predominio del término desviación social apenas podrían men-
cionarse algunas excepciones relativas. Una de ellas residiría en la corriente 
del abolicionismo, dentro de la criminología crítica, que describe los hechos 
calificados de delictivos como “actos lamentables”, “comportamientos no 
deseables”, “conflictos”, etc., aunque sin renunciar del todo a la expresión 
desviación, pues lo pretendido es reemplazar la palabra crimen302. En con-
trario debe decirse que los términos citados, referidos a algunas consecuen-
cias o percepciones de las conductas, son poco ilustrativos de las cualidades 
materiales del acto juzgado delictivo y, en algunos de ellos, de las relaciones 
subyacentes entre aquellos sujetos involucrados en la situación. Es más, va-
rios de esos términos sustitutivos corresponden a juicios de valor, que no 
sólo carecen de capacidad descriptiva y poseen una elevada carga emocio-
nal, sino que además incorporan un tipo de visión subjetiva idealizada que, 
en realidad, está muy lejos de corresponder a las impresiones que el delito 
produce entre quienes se consideran sus víctimas. 

Como puede apreciarse con facilidad, existe una notable confusión entre 
las dimensiones prescriptiva y descriptiva o, lo que es lo mismo, entre lo 
objetivo y lo subjetivo, al examinar el objeto de estudio. Por ejemplo, Ga-
brio Forti, sostiene con toda razón que la criminología está ocupada de un 

300	 John Lofland. “Deviance as Social Conflict”, en Earl Rubington y Martin S. Weinberg. De-
viance. The Interactionist Perspective, 3.ª ed., New York, Macmillan, 1978, p. 30.

301	 Rinaldi. Deviazioni. Devianza, devianze, divergenze, cit., p. 152.
302	 Louk Huslman y J. Bernat de Celis. Sistema penal y seguridad ciudadana: hacia una alterna-

tiva, Barcelona, Ariel, 1988, pp. 71, 84 y 85.
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objeto o dimensión empírica y el derecho penal de un objeto o dimensión 
normativa, lo que considera la “diferencia” y la “esencia” de las dos áreas 
de estudio. Acto seguido, asevera que la dimensión normativa del derecho 
penal se traduce en el “reato”, mientras que la dimensión empírica de la cri-
minología brota como manifestación en el “crimen”303. Pero ocurre que la 
criminalidad no tiene una naturaleza empírica, puesto que no existe ningún 
hecho que tenga ese atributo, se trata de una definición política y jurídica 
que recae como un adjetivo calificativo que comporta una valoración del 
hecho o acción social.

La siguiente tentativa puede ser reconocida en el trabajo del criminólogo 
inglés Colin Sumner, quien adopta la expresión censura o comportamiento 
censurado, en sustitución de conducta desviada304. Para Sumner la crimina-
lidad y la desviación serán entendidas, mejor que como una construcción 
social, como un acto de censura el cual refleja los intereses y las preferencias 
económicas, políticas y culturales dominantes305. Postura que acoge Rober-
to Bergalli que, con razón, ubica el concepto de desviación en el contexto 
del pensamiento sobre la sociedad de David Émile Durkheim306 y Talcott 
Parsons, y quien advierte que ha sido cargado de significaciones negativas, 
por lo cual manifiesta 

suscribir la opinión que sostiene que el concepto de desviación social, como compor-
tamiento que infringe las normas sociales, hoy es tan inherentemente problemático, 
y tan peligroso en sus consecuencias, que debe ser abandonado de una vez por to-
das, junto a todo el bagaje teórico que comporta. 

Para concluir que lo 

apropiado es asumir las implicaciones que acarrea el reconocimiento de que la des-
viación ha constituido, simplemente, un desarrollo moderno de una forma mucho 
más antigua de censura que no es más que eso: un juicio moral y político307. 

303	 Forti. L’immane concretezza. Metamorfosi del crimine e controllo penale, cit., pp. 50 y 51.
304	 Colin Sumner. “The Decline of Social Control”, paper Seminar Social Control at the End of the 

Millenium, Barcelona University, 18th-19th November 1993, p. 7. También, Colin Sumner. The 
Sociology of Deviance: an Obituary, Buckingham, Open University, 1994.

305	 Colin Sumner. “The Social Nature of Crime”, en íd. (ed.). The Blackwell Companion to Crimi-
nology, Maden MA, Blackwell Publishing, 2004, p. 28.

306	 Épinal, Francia, 15 de abril de 1858-París, 15 de noviembre de 1917, proveniente de una fa-
milia judía (él llegó a estudiar para rabino, de acuerdo con la tradición familiar, pero se volvió 
agnóstico). Estudió en la Ecole Normale Superieure de Paris, donde se graduó en 1882 para 
casi de inmediato empezar a impartir clases de derecho y filosofía, a las que siguieron algu-
nos años después su curso de sociología en la Universidad de Burdeos (1887), el primero de 
su especie en Francia. Fue fundador de la revista L’année Sociologique (1898) y profesor en 
la Sorbona desde 1902. Autor de La división del trabajo social (1893); Las reglas del método 
sociológico (1895); El suicidio (1897); Las formas elementales de la vida religiosa (1912).

307	 Roberto Bergalli. “¿De cuál derecho y de qué control social se habla?”, en Roberto Berga-
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No obstante Sumner, consecuente con su postura de reducir a la crimi-
nología al ámbito del estudio del control social, no define ni caracteriza el 
acto calificado como ilícito, es decir, la acción social. La censura o lo cen-
surado, no será una cualidad del acto reputado delictivo que la sociología 
general y la criminología han llamado desviado y, en abierta oposición, aquí 
es definido como divergente. Censurar corresponde a una acción o un verbo 
que ejerce el control social respecto de ciertas situaciones y sobre las perso-
nas que ejecutan determinadas conductas, siendo por ello una consecuencia 
o una propiedad predicable del control social no de los comportamientos en 
cuestión308. También Bergalli, pese a todo, tiene cierta razón en su crítica, 
si la desviación social no describe el hecho social, como en efecto ocurre, 
tratándose más bien de un tipo específico de valoración o reproche negati-
vo, pues contendrá “un juicio moral y político” que equivale a una clase de 
censura.

Por su parte, Vincenzo Tomeo309 logró aproximarse bastante al quid del 
asunto con su crítica a la noción de desviación, buscando suplirla por la de 
conflicto social310. Tomeo había profundizado, a su vez, en las contradiccio-
nes implícitas en el uso del concepto de desviación, cuando se pretendía 
emplearlo por fuera de la teoría de la integración social propia del estruc-
tural-funcionalismo311. Con todo, aunque el conflicto es uno de los compo-
nentes fundamentales de la divergencia, no es el único y constituye más 
una manifestación de ella. De allí que el planteamiento de Tomeo no fuera 
satisfactorio a plenitud, puesto que sólo comprendía uno de los aspectos 
involucrados, incluso considerando los supuestos del conflicto. La crítica 
de Tomeo, sin embargo, implicó el cuestionamiento más serio de la época 
contra la doctrina de la desviación, cuya conexión con el conservadurismo 
social de la teoría estructural-funcionalista desnudó.

lli (ed.). Contradicciones entre derecho y control social, Barcelona, M. J. Bosch y Goethe-Insti-
tut, 1998, pp. 21 y 22. Inicialmente, este autor consideraba que la noción de desviación era, 
aparentemente, neutral y objetiva, además de útil por su cobertura de fenómenos variados, 
Roberto Bergalli. “La teoría de la desviación y la recaída en el delito”, en Doctrina Penal, 
Buenos Aires, Depalma, 1978, p. 694, pero es su cuestionamiento a las connotaciones que 
asume el término lo que lo lleva a replantear su posición.

308	 Con todo, debe reconocerse que dentro de la perspectiva que considera al control social 
como objeto único de estudio de la criminología, es bastante más coherente denominar al 
acto delictivo como comportamiento censurado y no como conducta desviada. En ese sen-
tido, el aporte de Sumner es un avance, pues la criminología crítica no ha terminado por 
separarse del concepto de desviación, en evidente contradicción con sus postulados.

309	 Milán, 1930-13 de marzo de 1990, sociólogo del derecho. Fue funcionario público de la ad-
ministración de Milán, profesor de la Universidad de Messina, a su retiro sustituyó a Renato 
Treves en la Universidad de Milán (1981). Publicó Il giudice sullo schermo: magistratura e 
polizia nel cinema italiano (1973); Il diritto come struttura del conflitto: una analisi sociológi-
ca (1981).

310	 Tomeo. “Dalla devianza al conflitto”, cit., pp. 35 y ss.
311	 Vincenzo Tomeo. Il diritto come stuttura del conflitto. Una analisi sociologica, Milano, Angeli, 

1981, pp. 98 y 99.
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A su turno, Morris L. Ghezzi sugiere la idea de marginalidad para supe-
rar las incongruencias y dudas que encuentra reflejadas en el empleo del 
término desviación312. El concepto de marginalidad, con una índole geográ-
fica, “describe la localización del individuo respecto del mapa social de la 
distribución de bienes y servicios y del poder”313. Para el autor italiano, la 
marginalidad se examina con relación al poder, a mayor marginalidad me-
nor poder lo que incrementa los riesgos de criminalización. La propuesta 
de Ghezzi debe considerarse como una contribución valiosa para compren-
der la operación del control penal, así como el significado de la tenencia 
de poder entre los justiciables y, sobre todo, acerca de las relaciones entre 
el sistema penal y los individuos que realizan acciones divergentes. Ghezzi 
explora un elemento que debe ser tenido en cuenta para su interpretación: 
el poder, cuya evaluación está asociada a la noción de marginalidad. Más 
conviene aclarar que el concepto de marginalidad, aun cuando es descripti-
vo, no sería comprensivo de las actuaciones sociales que pueden llegar a ser 
desacreditadas con el rótulo de criminales, de allí que Ghezzi haya optado 
por combinar los conceptos de divergencia y marginación, introduciendo 
aportes al desarrollo de la teoría de la divergencia314. El punto es que la idea 
de marginalidad sirve para ilustrar la vulnerabilidad de los actores sociales 
ante las intervenciones del control penal, por ello se refiere a la operación 
del control penal; pero no describe ese tipo de acciones sociales que intere-
sa comprender y que han sido definidas como divergentes.

Observemos como lo examinado no corresponde apenas a un asunto 
semántico; los términos hacen parte de ideologías y exhiben connotacio-
nes que sirven para la construcción de realidades determinadas. Como lo 
advierte Stanley Cohen: “Las palabras son verdaderas fuentes de poder 
para justificar cambios en la política y para aislar al sistema de cualquier 
criticismo”315. En definitiva, no es sólo una palabra, expone una noción 
conceptual básica, que por ello mismo tiene hondas repercusiones sobre 
la forma como será interpretado todo el problema de la criminalidad y del 
control. Damián Zaitch y Ramiro Sagarduy encontraron que la cuestión 
de la definición del delito retrataba la dispersión epistemológica en que se 
hallaba la criminología crítica316. Ya un autor francés, Philippe Robert, aco-

312	 Morris L. Ghezzi. Devianza tra fatto e valore nella sociologia del diritto, Milano, Giuffrè, 1987, 
pp. 122 a 134; íd. “Metodología como elección política en la sociología de la desviación”, en 
Doctrina Penal, Buenos Aires, Depalma, 1988, pp. 34, 37 y 38.

313	 Morris L. Ghezzi. Diversità e pluralismo, Milano, Raffaello Cortina, 1996, p. 188.
314	 Morris L. Ghezzi. “Per un pluralismo difunzionale”, en Vincenzo Ferrari, Paola Ronfani, 

Silvia Stabile (eds.). Conflitti e diritto nella società transnazionale, Milano, Franco Angeli, 
2001, pp. 491 y ss. 

315	 Stanley Cohen. Visiones del control social, Barcelona, ppu, 1988, p. 175.
316	 Damián Zaitch y Ramiro Sagarduy. “La criminología crítica y la construcción del delito: 

entre la dispersión ideológica y los compromisos políticos”, en Delito y Sociedad, año 1, n.º 2, 
Buenos Aires, 1992, p. 32.
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taba con acierto que era fundamental establecer una definición de crimen 
(en sentido amplio, no como categoría jurídica) como punto inicial para el 
desarrollo teórico, aunque encuentra que en ese ámbito la criminología ha 
sido deficiente, razón que lo lleva a concluir que la legitimidad científica de 
su teoría es débil317. Punto en el cual habría que indicar que la criminología 
no ha hallado un concepto satisfactorio de crimen, puesto que fuera y más 
allá de las definiciones del derecho penal, no ha encontrado una fórmula 
adecuada para conceptualizar las acciones sociales sometidas a su escruti-
nio. Es en esa dirección que se introduce el concepto de divergencia, pues 
sería indispensable para describir la naturaleza de la conducta calificada 
como delictiva, lo mismo que para analizar las características de la relación 
existente entre los sujetos envueltos en este tipo de acciones sociales, como 
también las cualidades de la reacción penal frente al acto definido como cri-
minal (en ese caso, para desnudar su carácter selectivo) y, por último, para 
establecer una distinción precisa con la noción de crimen que emana del 
derecho.

III. La categoría divergencia social

En la nueva teoría propuesta –la teoría sociológica del delito– el concepto de 
divergencia, tal como ha sido anunciado, es uno de los ejes centrales318. Su 
construcción responde a dos razones fundamentales: la insatisfacción e, in-
cluso, el rechazo que producen las nociones empleadas por la criminología y 
la sociología en sus diversas vertientes, para definir las situaciones sociales 
que acá se llaman divergentes319. Por otra parte, responde a la necesidad de 
poseer una categoría teórica con mayores capacidades descriptivas e inter-
pretativas y una proyección superior sobre el tipo de fenómenos sociales 
que se pretenden abarcar por medio de la teoría. 

Por ende, ha sido, una razón negativa, la insuficiencia de la teoría domi-
nante y, de otro lado, una razón positiva, el imperativo de ganar en las posi-

317	 Philippe Robert. “La reflexió criminológica en el momento present”, en aa. vv. Des les causes 
del delicte a la producció del control. El debat actual de la criminologia (Justícia i Societat), 
Barcelona, Centre D’Estudis Juridcs y Formació Especialitzada-Generalitat de Catalunya, 
1992, p. 97.

318	 Una presentación preliminar del concepto de divergencia en Silva García. “La concepción 
sobre el crimen: un punto de partida para la exploración teórica”, cit., pp. 846 y ss. Su intro-
ducción, junto a otros problemas teóricos relacionados, en íd. “Criminología. Bases para una 
teoría sociológica del delito”, en Elbert (coord.). La criminología del siglo xxi en América 
Latina, cit.; íd. “Le basi della teoria sociologica del delitto”, en Sociologia del Diritto, n.º 2, 
Milano, Giuffré, 2000, pp. 119 a 135; íd. “De la desviación a la divergencia: introducción a la 
teoría sociológica del delito”, en El Otro Derecho, n.º 29, Visiones sobre el crimen y el castigo 
en América Latina, Bogotá, ilsa, 2003, pp. 11 a 42. 

319	 Por ello mismo, la categoría de divergencia puede ser también de gran utilidad para la socio-
logía general u otras especies de la sociología jurídica, fuera de la penal.
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bilidades de describir e interpretar las acciones sociales, lo que ha animado 
el desarrollo de una teoría edificada sobre la categoría de la divergencia so-
cial. El vocablo divergencia no es en absoluto extraño, pues aparece de modo 
ocasional en algunas obras sociológicas. Con todo, allí divergencia parece si-
nónimo de desviación o, en cualquier caso, la palabra no fue objeto de un de-
sarrollo conceptual, ni se le otorgó un significado especial. Por tanto, a más 
de los cuestionamientos enunciados al término desviación, serán presenta-
dos a continuación el concepto y los elementos teóricos de la divergencia. 

Divergencia, en sentido figurativo, es diversidad. Expresa también disen-
tir. Diversidad de opiniones, valores, creencias, actitudes e intereses, todo 
lo cual puede traducirse en expectativas de acción o acciones distintas. Son 
relevantes las motivaciones (manifestaciones de la diversidad) pues consti-
tuyen la naturaleza figurativa de la divergencia, pero tratándose de eventos 
que deben tener una relevancia penal han de traducirse tales motivaciones 
en algún tipo de acción con trascendencia en la vida social. En geometría, 
de donde se extraen los elementos básicos del concepto, divergencia signi-
fica la separación de dos líneas o elementos que tienen un punto común de 
partida. 

Al situar el plano de análisis en el campo sociológico, habría un punto 
común de encuentro o de partida de las relaciones sociales de interacción. 
Son las relaciones sociales, que de modo necesario no son cara a cara, el 
escenario donde concurren las condiciones económicas, políticas y cultura-
les (piso o contexto social), las razones (fines, tradiciones o emociones), las 
propiedades (diferencias de intereses o ideológicas) y los intercambios (in-
terpersonales o intergrupales), que motivan la separación de las líneas, las 
cuales adquieren una cualidad de diversidad. Las líneas representan a las 
acciones sociales, las conductas de las personas que siguen rutas distintas, 
pero las cuales guardan una relación entre sí de contradicción, aunque tam-
bién de interdependencia. Son los comportamientos de las personas enten-
didos como integrantes de un proceso, que tienen un recorrido el cual cruza 
un contexto y poseen una historia. Esas acciones de los sujetos, equivalen a 
actuaciones motivadas, orientadas por fines, por la tradición o las emocio-
nes, que tienen un sentido significativo para los demás, por lo cual pueden 
ser definidas como sociales320. 

Cuando las líneas de acción social siguen vías distintas, es visible un cam-
po de separación que conlleva diferencia, pero sobre todo, en el área que 
convoca nuestro interés: contraposición. El campo de separación contendrá 
entonces los elementos (intereses, valores, creencias y actitudes) que evitan 
la convergencia de las líneas de acción. Por tanto, en el campo de separación 

320	 Weber. Economía y sociedad, cit., p. 6.
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está localizado el conflicto social que media entre las líneas de acción. El 
conflicto es una manifestación de la existencia de un campo de separación y 
del rumbo distinto y dinámico que toman las líneas de acción en el proceso 
de su desarrollo. En forma análoga, el campo de separación evidencia una 
situación de diversidad. 

La diversidad caracteriza la naturaleza de la divergencia. Ella se funda 
en las condiciones o los atributos que distinguen las dos acciones represen-
tadas en las sendas diferentes que siguen las líneas. La diversidad es una 
cualidad de las líneas de acción comparadas y su substrato esencial son las 
diferencias por intereses e ideologías, ubicadas en el campo generado por 
la separación de las líneas. La diversidad es un elemento imbricado en la 
divergencia, condensa el objeto de conocimiento de ella. No tiene una re-
presentación expresa en la Gráfica iii, porque sería transversal a todos sus 
elementos, asiste en cada uno de ellos. Puede sí advertirse, como lo pone de 
presente Morris L. Ghezzi, luego de acotar que el concepto de desviación 
ha quedado de manera inevitable superado, que la categoría de divergencia 
se coloca “en el interior de una teoría sociológica decididamente conflictua-
lista” que, con relación a las acciones sociales en contraposición, que son 
objeto de estudio, “evidencia la naturaleza política de toda la calificación 
social y, en particular, de aquella jurídica”321 que puede recaer sobre ellas.

Con los elementos descritos puede fundarse el concepto de la sociología 
del delito sobre lo divergente. En términos generales, la divergencia está 
referida a un proceso dinámico de interacción entre líneas de acción social 
que mantienen una relación dialéctica, las cuales se expresan formando 
un campo de separación al distinguirse por las diferencias sobre intereses, 
creencias o valores existentes entre sus actores, lo que provoca un conflicto 
y representa una situación de diversidad. 

Esto significa que existe una línea de acción separada y diversa respecto 
de otra, la cual también posee las mismas cualidades respecto de la primera, 
que con sus acciones respectivas producen un campo de separación entre 
ellas, que aglomera una situación de conflicto y contradicción. Tales líneas 
poseen a la vez y en un sentido general atributos similares, además de un 
punto de partida común en la relación de interacción, no obstante lo cual, 
en algún momento se diferenciarán por la primacía de una de las líneas de 
acción, mientras que la otra podrá ser declarada por el sistema penal como 
ilícita. Esto ya supone una intervención del aparato de control, que seleccio-
na una de las líneas de acción y a su agente para imponerles como conse-
cuencia de un ejercicio prescriptivo la etiqueta de criminales.

La divergencia puede ser ilustrada en la siguiente gráfica. 

321	 Ghezzi. “Per un pluralismo difunzionale”, cit., p. 491.
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Gráfica iii
Representación de la divergencia 

La explicación precedente es aplicable a un número plural de personas o 
de grupos, aun cuando entonces la representación gráfica de las líneas de 
acción social, tal vez, quedaría mejor expresada en ramilletes de líneas. Con 
frecuencia la divergencia se expresa en la acción de grupos, muchas veces 
informales y con un grado heterogéneo de organización. Inclusive, cuando 
las actuaciones son desarrolladas de manera más o menos individual, en 
todo caso suelen involucrar o afectar a grupos de modo tangencial. Lo ante-
rior no es extraño, como lo apunta George Bryan Vold322, la sociedad está 
dividida en grupos elásticos con algún tipo de identidad común, que se inte-
gran y recomponen en forma continua, con el propósito de realizar determi-
nados intereses e imponer sus valores.

De acuerdo con lo anterior, la noción divergencia contiene, en primer 
término, lo que puede llamarse el punto de encuentro, esto es, una zona de 
inicio de la interacción, un escenario donde se traba y comienza el intercam-
bio entre los agentes. A ese punto de encuentro los sujetos concurren par-
ticipando de unas condiciones de contexto que van a rodear y ambientar la 

322	 1896-1967, es considerado como uno de los aportantes más influyentes a la criminología 
americana temprana. Hijo de inmigrantes noruegos, creció en una granja en Dakota del sur, 
donde se graduó del South Dakota State College. Egresado de la Universidad de Chicago, ob-
tuvo su PhD en la Universidad de Minnesota, donde permaneció durante toda su carrera 
como profesor e investigador. Su principal obra es Theoretical Criminology (1958).
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interacción que entablan los actores sociales. Esas condiciones del contexto 
son históricas y sociales, y no van a determinar la orientación de las accio-
nes, pero si van a influir sobre su curso, al circunscribir las oportunidades 
de intercambio a unas ciertas posibilidades. El contexto histórico y social 
será el soporte o el piso sobre el que se escenifica la interacción, que además 
contiene un marco de circunstancias imbuidas por la estructura, que afec-
tarán la interacción. Por ejemplo, la preexistencia de un cuerpo de reglas 
de derecho que regula aspectos importantes de la relación planteada, es un 
elemento del contexto que impregnará el desarrollo de la interacción. A su 
vez, los individuos comparecen al punto de encuentro siendo portadores de 
unas ciertas condiciones biológicas, las cuales delimitan las posibilidades de 
la interacción. Otro aspecto pertinente, de índole psicológica, con influencia 
desde el punto de encuentro es la personalidad323. De la misma manera, los 
sujetos abordan la situación dueños de una posición de status, una identidad 
personal y social, intereses e ideologías, elementos todos que repercuten so-
bre la interacción. Estos ingredientes acompañan luego todo el proceso de 
interacción que apenas está comenzando, es decir, la evolución de las líneas 
de acción diversas, aunque el curso de ellas puede modificarse dependiendo 
de la dinámica de la conexión entre las actuaciones respectivas. 

Desde el punto de encuentro emerge una relación de interacción (inter-
subjetiva, con significación social), que obra como una base o punto de par-
tida común, pero que luego va a prolongarse a medida que se desarrollan las 
líneas de acción. En la interacción hay, como es evidente, un tipo de inter-
cambio entre los agentes envueltos. Se establece, ante todo, una relación de 
comunicación, que permite traslucir las pretensiones de cada actor respecto 
del otro. 

El siguiente elemento son las líneas de acción social, que representan el 
desarrollo o el avance de la interacción. Las líneas de acción serán diferentes 
entre sí, pero poseen cualidades recíprocas. En tanto líneas o trayectorias de 
acción, involucran las motivaciones y condiciones con las cuales los sujetos 
han concurrido a la relación social. En cuanto acción, traducen un tipo espe-
cífico de actuaciones y comportamientos, activos u omisivos, considerados 
como parte de un proceso, que afectan o inciden sobre los demás. La prolon-
gación en el espacio de las líneas de acción denotan su carácter dinámico, el 
movimiento y el cambio, en otras palabras, un proceso continuo de interre-
lación que envuelve a los actores; con un trazo atraviesa el escenario dado 
por el contexto, las condiciones históricas y sociales, que son soporte de las 

323	 “La personalidad sería el conjunto de rasgos de carácter, de comportamiento, temperamen-
tales, emocionales y mentales de un sujeto, donde se tiene que el estilo básico de comporta-
miento de un individuo parece ser innato”, Papalia y Olds. Desarrollo humano, cit., pp. 28 y 
29.
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líneas de acción, pero a la vez aparecen entremezcladas con ellas, partici-
pando de estas. Lo anterior porque las condiciones históricas y sociales del 
contexto no serían sólo algo externo a las personas y sus actuaciones, tam-
bién son parte de ellas. Por ejemplo, la cultura pertenece al marco histórico 
y social de una sociedad, como un componente estructural, pero a la vez, es 
un rasgo que identifica y caracteriza a las personas. 

También es ubicada una separación que crea un campo o área entre las 
líneas de acción. Allí están localizados los intereses y las ideologías por cuyo 
disenso entre los actores de las líneas de acción se produce la separación. El 
campo de separación establece el tipo de relación social que compartirán los 
sujetos. Ese campo está constituido, de manera principal, por una relación 
de contradicción mutua, dialéctica, al no comparecer la convergencia sobre 
intereses, creencias y/o valores. Si el campo de separación desapareciera, 
de modo necesario, las líneas de acción se volverían coincidentes, se super-
pondrían para, más o menos, seguir la misma orientación, lo que implicaría 
que no habría diferencias o disensos entre ellas. Las direcciones variadas 
que siguen las líneas de acción social, las cuales expresan el disenso provo-
cado en los actores, producen el campo de separación, lo que representa un 
tipo de relaciones dialécticas entre los sujetos, pues existe contradicción e 
interdependencia. La concurrencia de intereses y valores en contraposición 
indica la contradicción, pero esa discrepancia sólo existe a partir de la dife-
rencia que aparece respecto del otro (de allí la interdependencia), es decir, 
en el otro, en sus distintos intereses, creencias, valores y actuaciones están, 
a la vez, las razones de los intereses, valores y comportamientos propios. 

Al generarse el campo de separación con la consiguiente situación de 
contraposición de intereses, valores, creencias o actitudes ocurre un con-
flicto social, del cual puede derivarse un daño o lesión a un bien o interés de 
uno de los miembros de la relación o, incluso, para ambos. El conflicto es la 
consecuencia o manifestación de la divergencia y, en tanto expresión o pro-
ducto de ella, constituye uno de sus componentes teóricos más importantes. 
Un elemento significativo que explica su relevancia, radica en que las inter-
venciones del sistema penal no tienden a orientarse dentro del propósito 
de aplacar o reprimir la divergencia, sino con la intención de neutralizar el 
conflicto social, pues éste es el que llega a ser definido como problema. Con 
todo, el tratamiento dado al conflicto habrá de reconocer, adjudicar o resta-
blecer derechos, señalando a la vez responsabilidades, lo que implicará un 
pronunciamiento en distintos grados sobre los intereses, creencias o valo-
res, cuya disputa ha alentado la divergencia. De esta manera la gestión del 
conflicto comporta un pronunciamiento sobre la divergencia y, de modo es-
pecífico, sobre los tipos de diversidad que pueden ser admitidos o tolerados. 

Las líneas de acción podrían desarrollarse en forma convergente, no sólo 
por la identidad común sobre intereses, valores, creencias o actitudes, tam-
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bién a pesar de la diferencia existente entre ellas. Se opta por la convergen-
cia en razón de múltiples factores que no corresponde analizar ahora, tales 
como la carencia de poder, la oportunidad, la prevalencia de otro interés que 
sugiere evitar el riesgo de un conflicto o de la reacción penal, o por causa de 
la negociación, etc. Como quiera que la diferencia adolece de expresión por 
conducto de la acción, no acaece un comportamiento activo u omisivo que 
afecte a otros, queda reducida a la conciencia sin que exista divergencia. 

De no realizarse la hipótesis última, surge como característica la diversi-
dad, aunque ella pudo haber estado presente en la situación de convergen-
cia y, precisamente, por la aprobación o tolerancia que convocó no haber 
disputa. Pero si se desata una situación de divergencia, la diversidad concu-
rrente será problemática o, al menos, una de un tipo que constituye un reto 
porque habrá de considerarse que ataca los intereses o ideologías del parti-
do contrario324. La diversidad (étnica, social, política, biológica, psicológica, 
etc.), que expone un elemento de índole descriptiva y no prescriptiva, que 
por tanto puede ser objeto de pesquisas empíricas, es la multiplicidad de 
representaciones manifestadas en la sociedad, lo cual implica diferencia o 
variación. La diversidad es social cuando comparece en la interacción como 
un elemento asociado a ella, que repercute en los intercambios entre indivi-
duos y grupos. Ella es, ante todo, aunque no con exclusividad, una propiedad 
que puede predicarse o inducirse de toda la situación de divergencia. La di-
versidad es resultado de la coexistencia de unas condiciones o atributos que 
hacen diferir a los sujetos o grupos que están representados en las distintas 
posiciones, intereses e ideologías sostenidas o no en contraposición. La di-
versidad no tiene una representación concreta en la gráfica antes delineada 
sobre la divergencia, porque toda ella sería una imagen figurativa que la re-
presenta. En otras palabras, la diversidad es una abstracción que representa 
en su integridad la esencia de la divergencia. 

La diversidad puede ser o no reconocida o admitida por el poder de con-
trol social o por otros. Kai Theodor Erikson percibía la problemática de la 
diversidad en el meollo de la operación del control penal, en tanto implica 
fijar los niveles de admisibilidad de la diversidad: el sistema social establece 
límites al margen de los cuales impondrá etiquetas de desviación, pero lo re-

324	 En un estado de convergencia puede presentarse una situación de diversidad, la que habrá 
sido admitida pues, de lo contrario, se habría trabado un conflicto. Se deduce de lo anterior 
que: 1. La diversidad no es un atributo exclusivo de la divergencia, y cuando quiera que asista 
en la convergencia es porque fue admitido el pluralismo; 2. Siempre que haya divergencia 
habrá diversidad, pero no siempre que concurra la convergencia debe haber diversidad; 3. 
Cuando hay divergencia, por ende, diversidad, emergerá un conflicto y, por otra parte, será 
patente que no se admitió el pluralismo; y 4. En un estado de divergencia puede producirse 
una intervención del control penal que reconoce y no censura la diversidad al adoptar una 
postura pluralista.
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levante es que en esos límites, dentro de los intercambios entre las agencias 
de control y las conductas y agentes calificados de desviados radicará la de-
cisión acerca de cuánta diversidad puede existir dentro del sistema social325. 
En caso negativo surge la censura materializada en la intervención del con-
trol penal que lleva a la criminalización del comportamiento cuestionado 
que ha sido seleccionado, lo que acarrea la negación del pluralismo. En caso 
positivo, puede emerger el pluralismo como aceptación de ciertas varieda-
des específicas de diversidad. Éste –como lo señala Morris L. Ghezzi– tiene 
una naturaleza y un significado prescriptivo, lo que implica que su reconoci-
miento es una atribución política, es producto de una decisión. En todo caso, 
agrega Ghezzi, el pluralismo enfrenta al proceso hegemónico (de la cultura, 
del ordenamiento jurídico, del sistema social y económico, del modelo po-
lítico y del Estado) propio de la globalización, “que tiende a construir un 
monopolio internacional de la conciencia, una suerte de totalitarismo”, a la 
par que el pluralismo discute los límites de la admisibilidad del derecho en 
confrontación con la diversidad, rebate la existencia de supuestos consen-
sos que ocultan “integrismo social, totalitarismo institucional y unamismo 
populista”, donde la diversidad se convierte en un instrumento permanente 
de desequilibrio que anima la conflictividad326.

El pluralismo es una creación de la modernidad, que comparece hacia 
el siglo xviii; Giovanni Sartori explica su génesis como un producto de las 
guerras y de las persecuciones religiosas, y señala a la democracia liberal 
como su gran promotor. Este autor lo representa en tres niveles, el pluralis-
mo cultural (expresado en creencias), el societal y el político. Al primero lo 
define como 

una visión del mundo basada, en esencia, en la creencia de que la diferencia, y no la 
semejanza, el disenso y no la unanimidad, el cambio y no la inmutabilidad, contribu-
yen a la vida buena. 

Este concepto tiene la virtud de representar los fundamentos del pluralismo 
y, a la vez, los que corresponden a su negación327. Como creencia, desde lue-
go, comporta una apreciación subjetiva que tiene una naturaleza prescrip-
tiva. En cambio, no convencen los niveles que Sartori refiere a lo societal y 
a lo político: cuando alude a ellos, todo indica que confunde el pluralismo y 
la diversidad, más cuando señala que el pluralismo puede ser una categoría 
descriptiva. Por ello afirma que puede haber una sociedad plural y sin plu-

325	 Kai Erikson. “Notes on the Sociology of Deviance”, en Social Problems, n.º 9, 1962.
326	 Ghezzi. “Per un pluralismo difunzionale”, cit., pp. 485, 486, 489, 494 y 495.
327	 Giovanni Sartori. “Los fundamentos del pluralismo”, en Revista de Estudios sobre el Estado y 

la Sociedad, n.º 1, Barcelona, Paidós, 1996, pp. 108 y 111. 
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ralismo, cuando en realidad, lo que puede concurrir es una sociedad diver-
sa, sin pluralismo328. Con todo, más allá del problema anterior, el concepto 
inicial de pluralismo expuesto por Sartori tiene una significativa utilidad. 
Luego agrega otros elementos relevantes cuando señala tres criterios que 
sirven al propósito de fijar las fronteras del pluralismo: deben haber razo-
nes que expliquen lo admisible o inadmisible de la diversidad, sin dogmatis-
mos; la conducta diversa no puede ser dañina; las acciones diversas deben 
ser admitidas bajo supuestos de reciprocidad. 

En esta época al menos, se busca que la diversidad sea un objeto recono-
cido por el pluralismo, no apenas aguantada en una actitud de tolerancia. 
La tolerancia es percibida, en gran medida como una concesión. Es decir, la 
admisión del pensamiento, las posturas, las preferencias y las actuaciones 
diversas es algo que se permite de modo condescendiente por quien tiene el 
poder para imponer su propio parecer o pautas de conducta. Por ello John 
Locke329 entiende la tolerancia o la intolerancia como una cuestión de po-
der330. Poder al que se renuncia. Aún así, la aceptación de la diversidad debe 
emerger de un derecho ante el cual tiene que doblegarse el más poderoso, 
no como algo que en forma graciosa se concede. De manera adicional, una 
posición pluralista además de aceptar, implica valorar las diferencias.

El tema de la diversidad tiene una relación intensa con la cuestión del 
multiculturalismo (una clase específica de pluralismo), que se aspira sea 
reconocido por una política pluralista, democrática e incluyente. El multi-
culturalismo ha sido acotado como uno de los temas frontera de la filosofía 
del derecho, el cual, a la par, es objeto de reflexión y de averiguaciones en 
los ámbitos de la sociología del derecho y la filosofía política, debido a que 
ofrece varios puntos de tensión y debate, así: entre la necesidad de preser-

328	 Ibíd., p. 111. Lo que puede verificarse empíricamente es que la creencia pluralista esté re-
presentada en la sociedad, pero ello no hace a las creencias algo descriptivo, sigue siendo un 
componente prescriptivo.

329	 Wrington, Somerset, 29 de agosto de 1632-High Laver, Essex, 28 de octubre de 1704, filósofo, 
estudió en la Universidad de Oxford, donde también fue profesor de filosofía y otras mate-
rias; trabajó como funcionario en la Cancillería y comisario de apelaciones; fue perseguido 
por el rey James ii y durante algunos periodos debió vivir fuera de Inglaterra, a su regreso fue 
nombrado ministro de Comercio por el rey William iii. Publicó Ensayo sobre entendimiento 
humano (1690), su obra más importante, donde trata acerca de la ideología y la filosofía 
del conocimiento; Ensayo sobre el gobierno civil (1660-1662); Ensayos sobre la ley de la na-
turaleza (1664); Cartas sobre la tolerancia (1667); Pensamiento de la educación (1693); El 
cristianismo racional (1695). Locke sostiene que el conocimiento humano se funda en la 
experiencia de los sentidos, no en la especulación y la deducción. En su obra política cuestio-
nó el derecho divino de los reyes a gobernar, planteó la libertad de cultos y la separación de 
los poderes del Estado y de éste respecto de la Iglesia, sostuvo que la soberanía radicaba en 
el pueblo y no en el Estado, argumentó que el Estado es supremo sólo cuando respeta la ley, 
defendió la idea del derecho popular a la insurrección y expuso los fundamentos del Estado 
de derecho.

330	 John Locke. Carta sobre la tolerancia, Madrid, Tecnos, 1988, pp. 6 y 7.
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var la libertad individual y, por otra parte, la conveniencia de eliminar las 
diferencias entre la identidad personal y los valores de la comunidad; en 
torno al principio de separación entre las esferas de lo público (aquello con 
relevancia política) y lo privado (lo que atañe a la particular identidad del 
sujeto); sobre el derecho a un reconocimiento público de la prerrogativa de 
poseer una propia cultura, que implica respecto del Estado una política de 
reconocimiento331. Los asuntos anteriores son capitales en el debate sobre 
los límites a la intervención penal o, en otros términos, acerca de los rangos 
de diversidad admisibles en la divergencia. No puede ser aprobado un fun-
damentalismo cultural so pretexto de amparar la identidad cultural, cuando 
denota el menoscabo o un grave riesgo para los derechos fundamentales 
de otros. La ablación del clítoris para distintos grupos de Asia y África, la 
prohibición de hacer trasfusiones de sangre entre los Testigos de Jehová, 
los castigos que imponen azotes o el cepo para los indígenas colombianos, 
vulneran en todos los casos derechos fundamentales, aunque son manifes-
taciones culturales y se trate de tipos de divergencia o reacción penal, igual 
son inadmisibles. Ninguna de esas expresiones aprueba los criterios antes 
esbozados para una declaración de pluralismo.

Aun cuando la multiculturalidad suele ser referida a la presencia de dis-
tintos grupos étnicos diferenciados con claridad, como indígenas y afroa-
mericanos, lo cierto es que ella concurre en razón de distintas variables, no 
en forma exclusiva ante el componente étnico. Tres de ellas, por ejemplo, se 
refieren al género, la clase social y la región de origen dentro de un mismo 
país. Puede verse como, debido a diferencias culturales de género, de estirpe 
machista, muchos hombres consideran legítimo golpear a sus esposas para 
corregirlas o controlarlas y además, en razón de la misma cultura, muchas 
de esas mujeres están dispuestas a ser tratadas así. De igual modo, los ras-
gos singulares con los que es percibido el derecho a la propiedad cambian 
según la clase social, por lo que escamotear el pago de impuestos puede ser 
tenido como válido para una clase que se considera perseguida y agobiada 
por los gravámenes; mientras que para otra clase el apropiarse de una cosa 
ajena de alguien, que tiene mucho, puede ser legítimo. En el caso de las di-
ferencias regionales es distinta, en Colombia, la percepción sobre los límites 
de la violencia en ejercicio del derecho de corrección de los hijos menores, 
también acerca de las uniones de pareja o matrimonio e, incluso, sobre el 
incesto es variable. Sin embargo, con dificultad en cualquiera de esos casos, 
citados para hacer un contraste crudo con los tipos de multiculturalidad de 
naturaleza étnica, se admitiría la divergencia. Con una lógica que afirme que 

331	 Carla Faralli. La filosofía del diritto contemporanea, 5.ª ed., Bari, Laterza, 2005, pp. 87 y 89.
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toda diferencia cultural es legítima, por lo que debe ser admitida por el plu-
ralismo, se llegaría a extremos insospechados.

Por su parte, para Cirus Rinaldi, quien avanza de manera fructífera para 
examinar las relaciones entre acciones divergentes, comunicación y pro-
cesos de atribución de identidad, el análisis de la acción divergente debe 
considerar las manipulaciones de la identidad que se relacionan con nor-
mas y valores no siempre compatibles, más bien en conflicto o irreconcilia-
bles. La identidad de quienes poseen otros valores o sistemas normativos 
es alterada o destruida. Donde el análisis tiene como objetivo investigar la 
cuestión del pluralismo en todas sus declinaciones (cultural, religioso, polí-
tico y jurídico…), en contextos complejos, a partir del análisis de las fuerzas 
concurrentes en el campo y de las estrategias de identidad, considerando la 
representación de la normas que guían el comportamiento y la definición de 
las estrategias y manipulaciones de la identidad de los sujetos, dentro de las 
distintas categorías de individuos o grupos332.

En resumen, como consecuencia de la divergencia emergen en la interac-
ción un conjunto de relaciones que involucran a los actores partícipes de ella 
y a sus propias acciones. Dichas relaciones producidas por la divergencia son: 
dialécticas, de reciprocidad, de simultaneidad, de interdependencia, de comu-
nicación, conflictivas y de mutua diversidad. Se trata de una relación de inter-
cambio dialéctica, por ello de una relación contradictoria en su naturaleza, 
pues existe una postura dialéctica reconocida en una situación de conflicto 
en el corazón de la divergencia, donde las líneas de acción son tesis y antíte-
sis que provocan como resultado un cambio social (síntesis). La reciprocidad 
concurre en razón de que ambas partes comparten las mismas característi-
cas; la simultaneidad deriva de su expresión paralela o coetánea; la interde-
pendencia y los demás atributos antes señalados ya han sido explicados.

Ghezzi subraya el relativismo valorativo de la categoría de la divergencia, 
pues aun cuando el concepto es claro en demostrar la naturaleza política 
del derecho en sus intervenciones sobre el conflicto social, ello no induce a 
una politización en la que se toma partido, lo que significaría abandonar el 
sentido sociológico que la inspiró y, al contrario, se preserva la importancia 
científica de la teoría contenida en el papel descriptivo del concepto. Dicho 
en palabras de Ghezzi 

El relativismo de los valores que anima el concepto de divergencia, lo inmuniza de la 
tentación política de cualquier signo y le permite observar los intereses sociales, en 
lucha, en conflicto entre sí, sin manifestar preferencias, sin afiliarse a uno u otro lado 
sin hacer juicios extraños a la investigación científica333. 

332	 Rinaldi. Deviazioni. Devianza, devianze, divergenze, cit., p. 136.
333	 Ghezzi. “Per un pluralismo difunzionale”, cit., p. 492.
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Los juicios de valor, desde luego, no están prohibidos, pero ellos no en-
troncan con una categoría científica descriptiva, son prescriptivos; tampoco 
corresponden a la sociología, pertenecen a la filosofía, a la política y, claro, 
al derecho.

Como elemento adicional, puede concurrir una intervención de la estruc-
tura penal que desaprueba una de las líneas de acción. Es decir, la definición 
como delito y la aplicación de una decisión punitiva en contra de una de las 
acciones divergentes, con lo cual pretende desatarse la contradicción. Con 
todo, semejante intervención, de acuerdo con los órganos de poder político, 
sólo ocurre cuando la proporción de la divergencia la hace relevante en tér-
minos penales y según la evolución histórica y social de la respectiva orga-
nización política. Por ende, la divergencia penal puede ser diferenciada de 
otros tipos de divergencia social. No en todas las situaciones se produce la 
intervención del sistema penal, tal vez, ni siquiera en la mayoría de los casos. 
De acaecer, ella es selectiva y conduce al etiquetamiento de una de las líneas 
de acción social. Como las cualidades esenciales de las líneas de acción son, 
en términos generales, equivalentes, queda claro que la selección se produ-
ce en virtud a criterios políticos, sociales, económicos y culturales. Cuando 
no se verifica la intervención del sistema penal, pues la situación de diver-
gencia no tiene interés o no ha sido objeto de comunicación, deberá llegarse 
a una situación de convergencia. En geometría las líneas divergentes no se 
prolongan de modo infinito, llega un punto donde se cruzan y convergen. 
En un plano social ocurre otro tanto, en ausencia de la intervención penal, 
la convergencia se producirá cuando desaparezca el campo de separación y, 
de manera subsiguiente el conflicto, esto es, en virtud de la eliminación del 
adversario, su integración, la negociación, la desaparición del interés o la 
subordinación del antagonista.

El sistema penal no se inclina de modo automático e instantáneo por una 
de las posiciones en divergencia. El asunto puede ser confuso y controver-
sial, así mismo, existen mecanismos de defensa o evasión del proceso de 
atribución de responsabilidades. Además del papel desempeñado por las 
definiciones normativas, los procesos de interpretación y aplicación de tales 
disposiciones serán cruciales en la asignación final de responsabilidades. 

El sujeto que adquiere la condición de imputado en el proceso penal 
podría ser inocente, verbigracia, porque no cometió el hecho del cual es 
sospechoso, empero a pesar de ello existe divergencia y conflicto. Aquí el 
concepto de divergencia es más difícil de aprehender. No obstante, si la lí-
nea de acción social cuestionada no fue realizada por el sujeto o el grupo 
en los términos en que fue acusado, por ejemplo, no se vulneró el interés 
de preservar la propiedad privada de otro, la diferencia de opiniones sobre 
ese hecho provoca líneas de acción, un campo de separación, la situación de 
diversidad y un conflicto de consecuencias impredecibles. Las mismas ven-
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tajas del concepto de divergencia son aplicables al caso en que el autor de 
un determinado resultado, visto como delictivo, es absuelto por la justicia 
penal, entre otros, en razón de que no pudieron recaudarse las pruebas que 
lo incriminaban. En ese evento, aun cuando el sujeto que era autor del hecho 
es declarado inocente sin merecerlo, igual se ha trabado una situación de 
divergencia y sus actores son divergentes, pues nada de ello depende del 
sentido de la intervención penal, sino de la interacción guiada por intereses 
e ideologías que crea un campo de separación y desemboca en un conflicto 
social.

La expresión divergencia, en el sentido conceptual que le es adjudica-
do, implica que frente a determinados intereses, creencias o valores exis-
ten otros contrarios, lo que produce como consecuencia una situación de 
conflicto. La noción de desviación induce a pensar que el conflicto es algo 
anómalo y excepcional dentro de la sociedad. En cambio al tratar de la di-
vergencia se pone de relieve el conflicto, en concordancia con el carácter de 
la sociedad334.

Trasladado al campo penal, el uso del concepto de desviación puede re-
sultar incongruente. Al respecto sería factible reflexionar de nuevo sobre 
el evento en que ha sido imputado con falsedad un acto que infringe una 
norma legal en proceso que concluye con una sentencia condenatoria. ¿El 
individuo es o no un desviado? Se tendrá que afirmar y negar el califica-
tivo a la vez. Lo cual es un contrasentido lógico, por cuanto no se pueden 
predicar dos cosas distintas sobre un mismo respecto. Ello, por las razones 
anotadas y explicadas, no acontece al trabajar con la categoría teórica de 
divergencia. Allí, sea declarada la persona inocente o culpable es divergente, 
al igual que su antagonista en el conflicto. Una incoherencia similar acaece 
cuando un sujeto resulta absuelto en un proceso penal, por lo que no sería 
un desviado, pero es “condenado” por la sociedad que reprueba su accionar. 
Ahí la contradicción sobre la definición como desviado de un individuo y su 
comportamiento se presenta entre las valoraciones emanadas del control 
social penal y las provenientes del control social informal. Para el sistema 
penal y sus aparatos el sujeto no es un desviado, mientras que para sectores 
de la sociedad si posee esa condición. Esto demuestra, una vez más, que la 
categoría de desviado no consulta la realidad social, pues entonces ella no 
ofrecería evidencias contradictorias, sino que obedece a un proceso de deci-
siones donde, en cambio, las resoluciones pueden ser diferentes. 

Visualizar al crimen como una realidad empírica con las connotaciones 
dadas por el positivismo o, en su defecto, percibirlo como un acto de desvia-

334	 Sobre el tema del conflicto, conserva un enorme valor teórico la obra de George B. Vold. 
Theoretical Criminology, 4.ª ed., New York, Oxford University, 1967, pp. 203 y ss. 
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ción en los términos aquí explicados o, también, como una mera manifesta-
ción del poder ejercido por conducto del control penal, lo que no responde 
nada al interrogante de por qué las personas realizan esas conductas cri-
minalizadas, son todas alternativas insuficientes que no llenan las expecta-
tivas. En cambio, remitida la noción de divergencia al campo penal resulta 
apropiada y coherente para fundar una nueva definición sociológica del cri-
men, que sería la acción divergente que ha sido seleccionada por el siste-
ma de control penal, para imponerle dicha etiqueta. Tal conceptualización, 
previas las explicaciones introducidas en este apartado, refiere cuáles son 
las aptitudes propias de la acción social que recibe el rótulo de criminal, 
suministra una información básica para absolver la incógnita que cuestiona 
el por qué son realizadas esas acciones y, al mismo tiempo, no pasa inadver-
tido el papel desempeñado por el control penal.

El concepto de divergencia no conlleva, a priori, que la norma redacta-
da sea correcta o constituya la representación de un deber ser incuestiona-
ble, elementos subyacentes al término desviación. La noción de divergencia 
no sólo es predicable de la conducta criminalizada, puesto que la valorada 
como lícita también sería divergente respecto de la primera. Con ello, ade-
más, se expone en forma dialéctica la relación existente. Comparece un in-
terés diverso respecto de otro interés, también dueño del mismo atributo, 
en una contradicción que el sistema penal aspira a administrar, gracias al 
reconocimiento de la primacía, según la clase de intervención penal, de uno 
de los intereses enfrentados.

El enfoque teórico de la divergencia posee un elevado potencial crítico, 
fundamental para examinar en esos términos los problemas atinentes al 
delito, los actos socialmente dañinos y el control social penal. Cuando en 
el concepto de desviación se toma como punto de partida la existencia de 
una conducta correcta en antinomia con la acción desviada, la noción pierde 
toda posibilidad crítica, pues ¿cómo puede ponerse en duda aquello que, 
de manera previa, es consagrado como correcto o debido? Por el contrario, 
de modo singular, la concepción de la divergencia permite exhibir en forma 
abierta la naturaleza política del control penal. El concepto de divergencia 
aparece despojado de cargas valorativas, representa la acción social vista 
desde un ángulo empírico, como una realidad material. Las prescripciones 
sólo arriban con la intervención del sistema penal. Dicho contraste permite 
calibrar con claridad toda la significación selectiva de la operación del con-
trol penal. 

Cuando sucede una reforma legislativa con la que es descriminalizado un 
comportamiento antes calificado como ilícito, sería imposible comprender 
que lo desviado (se supone en términos empíricos), incorrecto o indebido, 
ha trocado en algo aceptado o adecuado. Esto sólo puede entenderse si es 
percibido el origen político de la definición de criminal o de desviado que, 



161El objeto de estudio: la divergencia social

por lo mismo, no tenía una base empírica. Y dicha definición, por su par-
te, cobra sentido al ver que ninguno de los dos intereses o expectativas de 
conducta en contraposición eran buenos o correctos, tan solo ambos eran 
divergentes entre sí. Por ello, aquí, la descriminalización de la conducta no 
elimina la divergencia, que permanece viva, desaparece sí la intervención 
penal que esperaba tratarla.

Cirus Rinaldi agrega en su revisión crítica de la divergencia y contribu-
ción al desarrollo de una teoría basada en la categoría, que la 

noción de divergencia, por las características indicadas, será útil para el análisis del 
comportamiento de relevancia jurídica y no calificado jurídicamente, pues puede 
operar al nivel micro y macro de la conflictividad social […] El valor que a la di-
mensión conflictualista viene atribuido a través de la noción de divergencia, puede 
constituir una útil indicación metodológica y de investigación para la ciencia social 
que desee ponerse en contacto con el análisis del comportamiento “divergente” del 
individuo o de los grupos335.

Una ventaja adicional del concepto teórico de divergencia puede reconocer-
se en el análisis de su contrario. Lo divergente a diferencia de lo sucedido 
con lo desviado –que se opone a lo conformista o normal–, encuentra su 
acepción opuesta en lo convergente336. Definir como apropiada una con-
ducta que deja de infringir normas y expectativas de conducta de otros es 
subjetivo y, apenas, sería posible si aceptáramos que el comportamiento re-
probado (desviado) es de un modo ontológico negativo. Al entender que la 
rotulación como delictiva de una acción obedece a un proceso de definición 
política, la hipótesis anterior debe ser rechazada337. En cambio, la expresión 
convergencia es más descriptiva de la relación social trabada, porque indica 
comunidad, acuerdo o ausencia de oposición respecto de intereses, valores 
o creencias, lo cual lleva a que las acciones se orienten en una misma direc-
ción, esto es, que sean convergentes.

El apelativo de criminal no es una cualidad atribuible al hecho respec-
tivo, en sí mismo considerado, sino una calificación producto de un acto 

335	 Rinaldi. Deviazioni. Devianza, devianze, divergenze, cit., p. 136.
336	 La convergencia hacia una unidad grupal puede verse afectada, en un plano psicosocial, 

debido a: la ambigüedad o la dificultad de los estímulos, el status o poder de la fuente de 
influencia, la ascendencia de quien se juzga atractivo y las dificultades de adaptación para 
lograr las metas deseadas, Edwin P. Hollander y Richard H. Willis. “Some Current Issues 
in the Psichology of Conformity and Nonconformity”, en Hollander y Hunt (eds.). Current 
Perspectives in Social Psychology, cit., p. 443. Sin embargo, el tema requiere de mayores inves-
tigaciones y, sin duda, la coincidencia de ideología y la comunidad de intereses o existencia 
de intereses comunes tienen, desde el punto de vista sociológico, una alta incidencia. 

337	 Para la sociología la comprensión de la intervención penal, del proceso de criminalización en 
particular, es mérito del trabajo de autores interaccionistas como Edwin M. Lemert, Edwin 
M. Schur y, en especial, Howard S. Becker. 
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de decisión política, ejecutado a través del proceso de criminalización. En 
contraste, la condición de divergente constituye una propiedad implícita de 
todo hecho con relevancia penal. El atributo de la divergencia está presente, 
en todo tiempo y lugar, aun cuando la acción social no haya sido criminaliza-
da o deje de serlo. Con tales acotaciones se entiende la transición que hace el 
hecho social como acto divergente, al hecho como delito frente a la ley penal. 
Lo que no ocurre con la acepción desviación, pues siendo el delito (defini-
ción jurídica) y también la desviación (definición sociológica) la contraven-
ción de normas institucionalizadas, es decir, algo idéntico o de igual índole, 
no habría criminalización en realidad y no se entendería el papel del control 
penal. En estricto sentido, es imposible identificar por medios empíricos la 
naturaleza criminal de ciertas acciones, pues no existen elementos o indi-
cadores objetivos que hagan de una conducta algo criminal, sino decisiones 
o juicios de valor. El investigador sólo podrá constatar qué hechos han sido 
registrados como tales en las estadísticas de criminalidad o, a lo sumo, cer-
ciorarse de cuáles comportamientos coinciden con las definiciones políticas 
y normativas sobre lo ilícito, y que han sido conocidos. En cambio, la diver-
gencia puede ser identificada con herramientas empíricas como un atributo 
consustancial a las situaciones materiales investigadas.

La relación entre divergencia y criminalización permite advertir la nece-
sidad de un proceso de comunicación, en primera instancia. El proceso de 
criminalización, manifestado por intermedio de la reacción penal produci-
da, implica una relación de comunicación en la que el mensaje principal es 
la atribución de responsabilidad, junto al status de criminal. Por otra parte, 
luego de producida la intervención penal, mucho más allá de las definiciones 
normativas sobre lo delictivo, es imprescindible comprender que los pro-
cesos de interpretación y aplicación de las normas penales pueden variar, 
como en efecto sucede en muchos casos, el resultado final de la actividad 
del control penal. Lo que debe subrayarse sería que la claridad o el consenso 
formal en torno a las definiciones de lo criminal no aseguran los resultados 
de la intervención, en el juego dialéctico entre las líneas de acción, el proce-
so penal puede concluir de manera inesperada. 

Se sabe que una vez trabado el conflicto y como consecuencia de la in-
tervención penal, el status de los actores de la interacción divergente queda 
transformado, al ser adicionado por una decisión política expresada en tér-
minos jurídicos. En esas condiciones, al menos uno de los sujetos sociales 
recibirá como resultado del proceso de criminalización la etiqueta de crimi-
nal, siendo su conducta adjetivizada en términos similares; mientras que, 
en un número cuantioso de casos, el otro individuo de la relación divergente 
recibirá el calificativo de víctima o perjudicado, siendo su comportamiento 
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rotulado como ajustado a derecho o lícito338. Es decir, la etiqueta de criminal 
no será la única asignada a raíz de la actuación del sistema de control penal. 
En esas condiciones, como quiera que la naturaleza esencial de la acción 
(fenómeno social) no se modifica por la calificación como delictiva, prose-
guirá el interés en estudiar la divergencia, incluyendo a todos sus agentes, 
aun cuando como resultado de la selección política y la distinta imposición 
de etiquetas dispensadas por el control penal varíe la identidad social de los 
actores, siendo uno de ellos definido como criminal y el otro como víctima 
o perjudicado.

La intervención del control penal sobre la divergencia genera una serie 
de relaciones sociales, además de las trabadas en el escenario de la diver-
gencia. Son las relaciones que se tejen entre el Estado, aquel calificado como 
criminal en virtud del proceso de criminalización, quien ha sido definido 
como víctima y la opinión pública, las cuales constituyen lo que fue llamado 
el cuadrado del delito y son relevantes para que una determinada acción 
sea definida como delictiva339. En efecto, las “relaciones sociales del control 
del delito”, que emergen de las interacciones entre los actores menciona-
dos, son definitivas para construir el delito, pues éste no se encuentra en 
los tribunales como un hecho preexistente y formal, sino que emerge del 
proceso social de interacciones, que hace de la criminalización una posibi-
lidad efectiva340. Por tanto, de modo adicional, una teoría sociológica sobre 
el delito no perderá de vista el examen de dichas relaciones de interacción, 
lo cual comprende también los sentidos significantes y las interpretaciones 
que son asignadas por los actores a las acciones.

Al apuntar las características de los hechos o actuaciones sociales y las 
que corresponden a sus gestores o actores como los aspectos centrales del 
primer componente del objeto de estudio de la criminología, no debe ol-
vidarse que la prospección tiene que aparecer conectada al análisis de las 
condiciones históricas y sociales de la sociedad respectiva, sin cuyo concur-
so las posibilidades de interpretación quedarían bastante limitadas e, in-
clusive, podrían perder todo sentido. Aunque la teoría sociológica del delito 
ofrece algunas herramientas teóricas generales para examinar la divergen-
cia, que son comunes a todas sus expresiones, tampoco debe perderse de 
vista que existen multitud de manifestaciones de la divergencia, cada una de 

338	 De modo excepcional, ambos actores de la situación de divergencia pueden recibir el rótulo 
de criminales, como en un accidente de tránsito con lesiones recíprocas, cuando se juzga que 
la culpa fue compartida de manera coetánea por ambos conductores. En ese evento, en forma 
paralela, ambas partes son rotuladas también como víctimas.

339	 El cuadrado del delito y la teoría que le subyace es una contribución de la criminología crí-
tica inglesa, sobre el mismo Roger Mattews y Jock Young. “Reflexiones sobre el ‘realismo’ 
criminológico’”, en Delito y Sociedad, n.º 3, 1993, pp. 32 a 35. 

340	 John Lea. Delito y modernidad, México D. F., Coyoacán, 2006, pp. 58 y 59.
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ellas concretada en conflicto, las cuales constituyen fenómenos muy diver-
sos. Si bien hay unos elementos comunes que coinciden en las formas varia-
das que asume la divergencia, también concurren componentes singulares 
que demandan de herramientas teóricas específicas para una comprensión 
adecuada. Es decir, sin más no se puede “meter en el mismo saco” acciones 
que implican una disputa sobre bienes, aquellas que tienen implicaciones 
sobre el medio ambiente, las que representan un enfrentamiento referido 
a la sexualidad, o las que conllevan el propósito de alterar o transformar 
el régimen político y constitucional de un país. Ahora bien, el argumento 
corriente sobre la imposibilidad de edificar una teoría interpretativa de las 
acciones sociales de interés penal, fundado en las diferencias considerables 
que están presentes entre ellas no es aceptable, pues haciendo un parangón 
equivaldría al despropósito de afirmar que una teoría general sobre la so-
ciedad, lo que incluye diversos campos y materias, no podría ser formulada, 
tópico que encuentra una contundente refutación en las numerosas teorías 
sociológicas que han sido elaboradas, las cuales reúnen una cantidad de va-
riables mayores a las contempladas por la criminología al estudiar las actua-
ciones de interés penal341.

El examen de los atributos o características de los sujetos involucrados 
en la divergencia se produce en tanto actores sociales, no como un ejercicio 
de inspección clínica que intentaría indagar sobre las propiedades que los 
hacen criminales. En su condición de actores, poseen identidades persona-
les y sociales, se insertan dentro de grupos, disponen de cierto poder o están 
sometidos a estados de marginalidad con escasa capacidad de resistencia, 
actúan orientados por determinados intereses, valores u otras expresiones 
del pensamiento ideológico, participan de estilos culturales particulares y 
despliegan relaciones de interacción con un sentido significante en térmi-
nos sociales, etc. Lo anterior se reputa con independencia de los rótulos, 
criminal o víctima, que estampa el control penal. Con todo, no sobra señalar 
que en la operación del control penal, con frecuencia, las cualidades que 
poseen los individuos, previas interpretaciones que les atribuyen determi-
nados significados, son tomadas como fundamento para definir de manera 
selectiva quiénes serían o no criminales. Tal circunstancia reafirma la nece-
sidad de examinar las características de los actores de la divergencia, sobre 

341	 El argumento plantea que el homicidio, el hurto, el pánico económico, la injuria, por ejemplo, 
tienen características tan distintas que es imposible preparar una teoría explicativa de la cri-
minalidad. Al margen de que no se trataría de una teoría sobre la criminalidad sino acerca de 
la acción social divergente, además interpretativa y no causal-explicativa, el alegato implica 
que no podrían existir teorías sociológicas, económicas, jurídicas, filosóficas, psicológicas, ni 
antropológicas, etc., pues todas ellas incorporan una multiplicidad tal de situaciones, formas 
de acción y actores, que lo harían imposible. 
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todo, con la pretensión de controvertir las razones argüidas o los motivos 
ocultos que fundamentan la criminalización.

En otros pasajes se mencionó que no todas las acciones divergentes de-
mandarían atención por parte de la criminología. Existen actuaciones he-
terogéneas que generan algún tipo de conflicto, pero que son materia de 
reproche en ámbitos distintos al penal, por ejemplo, disputas en torno al 
protocolo o a las maneras exigidas a los comensales en un restaurante. 
Sólo tendrían relevancia las divergencias de interés penal, esto es, las que 
de modo hipotético están consignadas en la ley penal (aun para proponer 
su descriminalización) y, al mismo tiempo, aquellas modalidades de la di-
vergencia cuya criminalización se discute o conviene someter a debate. Por 
ende, no serían apenas objeto de conocimiento las acciones sobre las cuales 
recae una elevada probabilidad de ser criminalizadas, ya que figuran en las 
descripciones teóricas y abstractas de la legislación penal, sino también ti-
pos de actuación que no han sido criminalizados. Desde luego, es esencial 
introducir algunos elementos de juicio con la pretensión de establecer qué 
puede ser definido como de interés penal, asunto que por razones de perti-
nencia será examinado más adelante al tocar el tema del control penal. 

El análisis de Antonio García-Pablos de Molina puede servir de colo-
fón, para sacar varias conclusiones sobre este primer componente del ob-
jeto de estudio de la criminología: la divergencia social. García-Pablos de 
Molina plantea y explica con bastante propiedad y agudeza los distintos 
problemas teóricos que rodean el análisis del objeto de estudio de la crimi-
nología y, al tiempo, lo que es algo paradójico, en su trabajo se advierten con 
claridad los yerros que son comunes en la gran mayoría de los textos cri-
minológicos a ese mismo respecto. Este autor especifica que el delito, valga 
decir la criminalidad, es un componente esencial del objeto de estudio de la 
criminología. Pero al indagar sobre la definición de “delito”, encuentra que 
los distintos intentos por construir una noción de delito “neutra” o “libre de 
valoraciones”, “objetiva”, precisa y con “respaldo empírico”, han fracasado de 
un modo estrepitoso. 

En efecto, en el ámbito de la sociología se ha tratado de acuñar una noción estricta-
mente criminológica de delito acudiendo al término desviación […] Por su amplitud 
y aparente neutralidad, parecía ajustarse mejor que el estrecho concepto jurídico-
formal de delito a las exigencias de una investigación criminológica realista y pluri-
dimensional. 

No obstante, el autor español cuestiona que constituya una definición obje-
tiva, pues “no existen conductas desviadas in se o per se, ni puede elaborarse 
a priori un catálogo de las mismas”, en realidad “la desviación no reside en 
la conducta misma, sino en los demás”, motivo por el cual lo considera un 
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instrumento muy “equívoco”. El concepto jurídico formal de delito, donde 
crimen es aquel definido como tal en la ley y declarado en sentencia de res-
ponsabilidad penal ejecutoriada, no le parece muy distinto al de desviación. 
Críticas en las que tiene toda la razón, y coinciden en gran medida con las 
plasmadas en acápite anterior de este mismo capítulo. Por lo que agrega que 

el concepto de “desviación” no ofrece una alternativa válida al subjetivismo, al rela-
tivismo y al formalismo del concepto jurídico-penal de “delito”. Contrapone simple-
mente a éste otro concepto también subjetivo y valorativo –y mucho más impreciso y 
relativo–, con lo que no satisface el proyecto –por otra parte inviable– […] de formu-
lar una noción apriorística, objetiva y segura, de base empírica, de delito indepen-
diente de valoraciones legales para uso privativo de la criminología342. 

Y, claro, siendo las categorías “delito” o “crimen” de índole prescriptiva, tam-
bién la de “desviación social”, pues al ser un imposible absoluto encontrar 
en ella una base empírica, será una definición subjetiva y, como en todo acto 
de decisión política y ética estará pletórica de valoraciones, por lo que no 
podrá ser algo neutro, a más de que tendrá tantas imprecisiones como va-
cíos y contradicciones tenga la ley. Sin embargo, en lo que equivoca García-
Pablos de Molina es en considerar inviable la búsqueda de un concepto 
objetivo, con respaldo empírico, neutro y libre de valoraciones, que pueda 
utilizar la criminología como referente material de su trabajo343. Lo que re-
quiere para ello es una categoría descriptiva, jamás podrá hacerse con una 
noción prescriptiva, la que por su naturaleza excluye esas posibilidades. Con 
todo, siguiendo una dirección distinta, esto fue lo que se logró con la intro-
ducción del concepto de divergencia social, que sí posee los atributos ante-
riores, tal como fue establecido en las últimas páginas.

Pero, entonces, García-Pablos de Molina, al no hallar el concepto con 
las cualidades indicadas, aunque fuera porque el mismo se estaba buscan-
do donde era imposible hallarlo, termina entonces por abrazar el concepto 
jurídico formal de delito o criminalidad, que en nada se diferencia del de 
desviación social, salvo en que el primero es más específico y el segundo 
más amplio o general, y en que, como dice el autor español, el jurídico puede 
ser más preciso. No obstante, en ese momento García-Pablos de Molina 
es consciente que se ha metido en un aprieto, el mismo que afana a la gran 
mayoría de investigadores de la criminología, puesto que ese concepto hace 
de la criminología una disciplina auxiliar del derecho y, sobre todo, es un 
problema grave pues establecería unas limitaciones indeseables si se qui-

342	 García-Pablos de Molina. Manual de criminología, cit., pp. 62 y 69.
343	 “No parece posible elaborar un concepto estrictamente criminológico de delito, autónomo, 

que prescinda de las valoraciones legales formales”, ibíd., p. 70.
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siera estudiar, por ejemplo, la criminalización de nuevos comportamientos 
no consignados en la ley como crímenes, ya que al no ser delitos no harían 
parte del objeto de estudio de la criminología. Los anteriores son algunos de 
los problemas que comporta adoptar el concepto jurídico formal de delito, 
pero no se ahondará en ellos, ya que el tema será tratado con profundidad 
en el próximo capítulo. Por ahora importa señalar que García-Pablos de 
Molina resuelve el inconveniente aclarando, como han hecho otros muchos 
autores, que en razón de la autonomía que reclama para la criminología, la 
disciplina puede autodefinir su objeto, por la vía de elaborar un concepto 
más amplio que el jurídico formal, que lo incluiría, pero que agregaría otros 
eventos de interés, que no explica cuáles son o cómo se establecerían. De-
jando de lado el último defecto, se trataría de un concepto criminológico del 
delito “material”, relativo, distinto al “formal” propio del derecho. Donde el 
delito sería examinado tanto por el derecho penal como por la criminología, 
pero con miradas distintas. García-Pablos de Molina lo dice así: 

La criminología toma como punto de partida el concepto jurídico-penal de delito. 
Aunque no opera sólo y exclusivamente con éste, ni se somete siempre, y sin más, 
a las definiciones formales del Código Penal. En definitiva, el concepto legal sirve 
para delimitar y orientar el campo de la investigación criminológica, más no como 
criterio único y excluyente, porque la criminología, como ciencia empírica, aborda 
el problema criminal de un modo sui generis, con una perspectiva distinta a la del 
derecho penal344.

Sin embargo, no puede existir un concepto “material” y otro “formal” de 
delito, este es un artilugio puramente retórico, primero porque cuando el 
concepto “material” coincide y se superpone con el “formal” en un gran nú-
mero de casos, en qué se diferencian uno y otro. En segundo lugar, no puede 
haber un concepto “material” de delito, porque la noción de delito siempre 
es prescriptiva. De manera adicional, aunque como bien lo supone el autor 
español, la criminología no va a condenar a nadie, en todo caso, ese concep-
to criminológico de delito es contrario al principio de legalidad y, es más, la 
noción jurídica de delito por definición sería la negación del concepto de 
delito criminológico. Tampoco puede decirse que la existencia de los con-
ceptos está justificada, porque ambas disciplinas tienen una mirada distinta 
sobre el delito. Eso es, precisamente, lo que se dice de la sociología jurídica 
y del derecho respecto de las normas, en aparte que ya había sido citado de 
Elías Díaz García, pero no por ello la sociología jurídica tiene un concepto 
diferente al del derecho sobre la norma. De allí que hablar de dos conceptos 
distintos de delito, a veces excluyentes, es introducir un galimatías engorro-

344	 Ibíd., pp. 65, 66 y 72.



168 Criminología. Teoría sociológica del delito

so y contradictorio. Otras críticas al criterio jurídico formal se sumarán en 
el siguiente capítulo.

IV. Formas de divergencia social

Respecto de la criminalidad, hay varias clasificaciones en los textos crimino-
lógicos. El paradigma científico positivista implicó un afán por clasificarlo 
todo, como tarea consustancial al trabajo de la ciencia, y la criminología no 
escapó a esa tendencia. La primera clasificación de criminales se remonta a 
la obra de Cesare Lombroso, que llevó a cabo una gran encuesta a reclusos 
de Pensilvania en 1916, pero desde entonces han sido reeditadas una y otra 
vez, con propuestas más actuales345. Empero, muchas de tales categorizacio-
nes no prestan ninguna utilidad teórica. Desde luego, varias de esas clasifi-
caciones encierran formas especiales de la divergencia social, antes de su 
definición como delitos. Examinarlas aquí sería pertinente, en tanto detrás 
de ellas se encuentran acciones sociales. Entonces, habría que verlas como 
acciones divergentes etiquetadas como tipos particulares de criminalidad. 

La noción clásica, introducida por Edwin H. Sutherland, de crimina-
lidad de “cuello blanco” tiene un valor histórico y descriptivo importante. 
Considerado como un tipo de delito cometido por personas tenidas como 
respetables y con un status social alto, con relación a la ocupación que des-
empeñan346. El delincuente de cuello blanco pertenece a la clase media o 
alta y ocupa cargos de importancia, lo que es decisivo para la ejecución de 
la acción que trocará en delito (más que la remuneración, el prestigio o los 
logros educativos asociados a la posición); cargo al que accede en razón 
de sus aptitudes intelectuales reconocidas o la confianza depositada347. El 
status resulta entonces definitivo, pero también el status tiene una alta re-
levancia en la inmensa mayoría de las acciones sociales que son rotuladas 
como criminales, al igual que lo tiene para entender las relaciones sociales 
en general. Varias otras clasificaciones referenciadas con prendas o colores 
no prestan ninguna utilidad teórica348. La categoría de “crímenes de odio”, 
usada sobre todo en Estados Unidos, se refiere a delitos que involucran ata-
ques motivados por prejuicios y actitudes discriminatorias, que no tienen 
ninguna motivación sustancial más allá de la presencia de una diferencia 

345	 Fred Haynes. Criminology, New York, McGraw Hill, 1930, pp. 61 y ss.
346	 Edwin H. Sutherland. White Collar Crime, New York, Holt, Rinehart and Winston, 1961, pp. 

6 y ss.
347	 David Weisburd, Elin Waring y Ellen F. Chayet. White-Collar Crime and Criminal Careers, 

New York, Cambridge University, 2002, p. 62.
348	 Nociones que remedaban la de “cuello blanco”, como la de criminalidad de “overol” o “verde 

oliva”, etc., son poco menos que ridículas.
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que despierta hostilidad (ser negro, indio, judío, homosexual, etc.), con lo 
que se ataca la diversidad y es negado el pluralismo. 

La de “criminalidad registrada”, relativa a los eventos que son reportados 
en las estadísticas delictivas y que son conocidos por las autoridades pe-
nales, es útil para el análisis. Otra clasificación, de uso frecuente, aun cuan-
do partícipe de varios problemas teóricos, es aquella que descompone la 
criminalidad en aparente, oculta y real. Tipos de criminalidad que, como 
lo explica Leon Radzinowicz349 son identificados respecto de un tiempo y 
un espacio determinados350. La llamada “criminalidad aparente” está cons-
tituida por el conjunto de hechos que son materia de conocimiento de las 
autoridades penales, por denuncia o de oficio. La denominada “criminali-
dad oculta” o “cifra oscura” de la criminalidad se integra por el agregado de 
hechos delictivos cuya existencia no llega a ser detectada o conocida por las 
agencias penales. La designada como “criminalidad real” se refiere al total 
de delitos que ocurren. Así, la criminalidad real sería una suma de la crimi-
nalidad aparente y de la oculta. 

Sin embargo, de acuerdo con lo que ya ha sido señalado y será explica-
do con más detalle en el próximo capítulo, criminal sólo es aquél hecho di-
vergente que ha sido definido como tal, de manera eficaz, a consecuencia 
de la intervención del control penal. Por ende, la “criminalidad oculta” no 
existiría, y respecto de los hechos que la integran no se tiene, en verdad, 
información fiable o certeza que permita pensar que los eventos en cues-
tión, de llegar a ser conocidos por las autoridades, serían calificados con 
probabilidad como delictivos. Ni siquiera resulta admisible la categoría de 
“criminalidad aparente”, pues no todos los hechos que son conocidos por 
las autoridades penales son, al final, objeto de una sentencia condenatoria, 
debido a que entre otras razones, las personas presentan acusaciones teme-
rarias sobre eventos que no existieron o acerca de sucesos que acaecieron, 

349	 Łódź, Polonia, 15 de agosto de 1906, Haverford, Pennsylvania, 29 de diciembre de 1999, 
criminólogo, historiador del derecho y jurista. Emigró a Inglaterra como refugiado y años 
después fue nombrado caballero. Estudió en Italia con Enrico Ferri, derecho en la Sorbona, 
criminología en Ginebra y en la Universidad de Cracovia. Fue director del Instituto de Crimi-
nología de la Universidad de Cambridge y profesor de criminología desde 1959. Escribió His-
tory of English Criminal Law (1948, 5 volúmenes); In Search of Criminology (1962); The Roots 
of the International Association of Criminal Law (1971); Criminology and the Administration 
of Criminal Justice (1977, con Roger Hood); Adventures in Criminology (1988). 

350	 Desde 1825 André-Michel Guerry y Albert Bournet habían iniciado trabajos para regis-
trar en forma sistemática las estadísticas de criminalidad francesas, que se empiezan a publi-
car en 1827, por lo cual Francia es el primer país en iniciar la publicación regular de este tipo 
de estadísticas, Leon Radzinowicz. Oú en est la criminologie?, Paris, Cujas, 1965, pp. 55 y 56. 
En la actualidad, aún se percibe en los trabajos estadísticos acerca de la criminalidad, elabo-
rados por la Policía Nacional en Colombia, la subsistencia de numerosos criterios y factores 
tomados en cuenta en la época pionera de las estadísticas sobre delincuencia para establecer 
el tipo de materias que debían ser objeto de registro. 
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pero que no son constitutivos de delito351. En conclusión las categorías de 
criminalidad aparente, oculta y real son de poca o ninguna utilidad. A su vez, 
las estadísticas en la materia, con independencia de las categorías usadas, 
tienen algún valor, limitado por lo dicho y otras consideraciones que ense-
guida serán planteadas. En todo caso, debe hablarse de “casos denunciados”, 
también podrían hacerse referencia a “conflictos sociales denunciados” o 
“no denunciados”, lo que es útil para realizar análisis. 

La criminalidad oculta (conflictos no denunciados) ha sido objeto de 
indagación mediante encuestas de victimización, en las que se interroga a 
los afectados sobre los crímenes, pero para delitos sexuales o aún de índole 
económica como la estafa no son fiables, ya que la víctima se avergüenza de 
haberlo sido y no los reporta ni siquiera en encuestas anónimas. Las esta-
dísticas sobre criminalidad aparente (conflictos denunciados) son bastan-
te dudosas, pues muchas veces son manipuladas para mostrar el éxito de 
políticas públicas de seguridad, como en un caso sucedido en Colombia en 
que un tipo de eventos que eran definidos como “homicidios” pasaron a ser 
“muertes violentas”, ya que supuestamente se dudaba si habían sido suici-
dios. Las estadísticas de la Policía Nacional en Colombia, organizadas por 
departamentos según la división política interna, no sólo informan sobre 
los supuestos delitos que se cometen, también sirven para evaluar el des-
empeño de los comandantes de los distritos departamentales de la Policía y 
los mandos, lo que puede tener consecuencias a nivel de la confiabilidad de 
la información352. Además, lo cierto es que, en términos penales, aconteci-
mientos que no han sido calificados por autoridad judicial como criminales 
no pueden ser considerados como tales. Si son catalogados así a priori es 
muy posible que terminen siendo infladas, con poco fundamento, las cifras 
sobre impunidad, como en efecto sucede cuando los casos en los que hay 
sentencia absolutoria u otra decisión inculpatoria se incluyen en los datos 

351	 Una crítica completa que devela las implicaciones del uso de las categorías mencionadas, en 
Germán Silva García e Iván F. Pacheco. “El crimen y la justicia en Colombia según la Misión 
Alesina”, en Economía Institucional, n.º 5, Bogotá, Externado, 2001, pp. 188 a 191.

352	 La Procuraduría General de la Nación, en Colombia, sancionó con destitución a dos oficiales 
y un suboficial de la Policía que habían arrojado un cadáver a un río, con lo que el cuer-
po terminó en jurisdicción de otro municipio, para distorsionar las cifras sobre homicidio, 
“Decisión de Procuraduría. Policías son destituidos por tratar de ‘maquillar’ cifras de homi-
cidios”, en El Tiempo, Bogotá, 24 de junio de 2010, pp. 1 a 17. La práctica de deshacerse de 
cuerpos tirándolos en municipios vecinos o en otras zonas de una gran ciudad es una prác-
tica reiterada, tanto para alterar las cifras de homicidios en una localidad como para evitar 
tener que adelantar la investigación. Existen crímenes que se omiten en las tasas oficiales de 
criminalidad (fraudes de impuestos, crímenes corporativos, etc.), en cambio por lo general 
ellas revelan que los crímenes callejeros están en ascenso, así mismo, han estado enfocadas 
en las clases pobres y las minorías, lo que indica la manipulación a las que están sujetas las 
tasas de criminalidad en Estados Unidos, dentro de convenientes usos políticos, D. Stanley 
Eitzen y Doug A. Timmer. “The Politics of Crime Rates”, en Timmer y  Eitzen (eds.). Crime in 
the Streets and Crime in the Suites…, cit., p. 43.
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de impunidad. En el extremo opuesto, un incremento en las cifras de crimi-
nalidad aparente no necesariamente corresponde, como suele interpretarse 
en Colombia, a que la criminalidad se ha desbocado, ya que ese resultado 
podría obedecer a que la policía, con niveles de conflictividad equivalentes 
o incluso inferiores a los antes existentes, ha actuado de modo más eficiente 
para descubrirlos. Empero, en esos casos, se considera que la labor policial 
es de inferior calidad, lo que induce a un manejo perverso de las estadísticas 
de “criminalidad”353.

Al examinar los elementos que podían permitir interpretar el descenso 
en las estadísticas de criminalidad violenta registrada en Estados Unidos, 
sobre la década de los 1990, se acotaba que era necesario discernir si el 
retroceso obedecía a una disminución en las muertes provocadas o de la 
capacidad de la policía para hallar las pruebas en homicidios. Del mismo 
modo que también se señalaba, al intentar la interpretación de la reducción 
de las cifras de criminalidad referidas al asalto agravado, que debía tenerse 
en cuenta la subjetividad que intervenía en la definición de ese delito, esta-
blecido por oposición al asalto simple. Además correspondía examinar las 
políticas de los departamentos de policía en la materia, puesto que si bien 
los datos policiales mostraban variaciones en los rubros de asalto agravado, 
en cambio la encuesta nacional de víctimas no indicaba fluctuación alguna 
en los registros históricos354. El problema con el retrato de la versión oficial 
del crimen, es que tiene un efecto distorsionador de un modo grotesco en la 
imagen del ciudadano común de lo que es el crimen, pues minimiza y desvía 
la atención de una clase de crimen, aquel que de manera común comete el 
vecino, mientras exagera y destaca otro tipo de crimen, menos rutinario, el 
crimen callejero violento, supuestamente cometido por los auténticos cri-
minales, pese a que la mayoría de los crímenes no se cometen en las calles, 
la generalidad ocurre de modo corriente en lugares cerrados y sus partici-
pantes por lo general son conocidos y a veces están emparentados con las 
víctimas355.

353	 Sobre la manipulación de cuestionarios y encuestas, interesante ver Velandia Montes. La 
punitividad electoral en las políticas penales contemporáneas, t. i, cit., pp. 226 y ss.

354	 Sobre las explicaciones anteriores Alfred Blumstein. “Disaggregating the Violence Trends”, 
en Alfred Blumstein y Joel Wallman (ed.). The Crime Drop in America, 2.ª ed., New York, 
Cambridge University, 2006, pp. 15 a 19.

355	 William Ryan. “Crime Throughout the Class Structure”, en Timmer y  Eitzen (eds.). Crime 
in the Streets and Crime in the Suites…, cit., p. 78. Otra opinión apunta que “Las estadísticas 
criminales deben ser tratadas con gran precaución y mucho escepticismo”, en particular cabe 
interrogarse si se están midiendo lo que se dice y de dónde vienen los datos, pues debe re-
visarse si quien suministra la información puede beneficiarse de ella, pues en particular las 
estadísticas se alimentan de denuncias a la policía, pero esto no quiere decir que realmente 
se haya cometido un delito, adicionalmente la información del fbi tiende a maximizar la 
gravedad de los delitos mediante la manipulación de la clase de infracciones y sus denomina-
ciones, Victor E. Kappeler, Mark Blumberg y Gary W. Potter. The Mythology of Crime and 
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Las estadísticas de criminalidad registrada, o sea, de hechos que han 
sido reportados a las autoridades como delictivos, con todos los problemas 
metodológicos que tienen, que como se ha visto no son pocos, representan 
una muestra de conflictos sociales de determinadas especies o casos de di-
vergencia. Como es obvio muchos conflictos o casos de divergencia social 
no son denunciados a las agencias penales. Por ende, como se dijo antes, el 
valor de esas estadísticas es bastante relativo, pero no despreciable.

Anexo al concepto de criminalidad oculta se encuentra la categoría de 
impunidad. La impunidad, entendida como ausencia de punición o sanción, 
también como insatisfacción ante la respuesta represiva exhibida de cara a 
la infracción, debe estar referida a los casos en los cuales se ha declarado la 
responsabilidad penal, pero no ha sido posible hacer efectiva la sanción. Esa 
sería la definición de impunidad en términos jurídicos, puesto que esa pro-
piedad sólo podría ser reputada como concurrente cuando ha sido definida 
una situación como criminal de acuerdo con las cláusulas del derecho penal. 

Sin embargo, a la par, el término impunidad aparece en los usos socia-
les calificando un número superior de actos de calidades diversas. En ese 
tipo de eventos, las valoraciones sobre impunidad, con una cobertura mayor 
de situaciones, comprenden todos aquellos actos respecto de los cuales se 
aprecia, de modo subjetivo, descontento con la reacción punitiva. Un ele-
mento a tener en cuenta, radica en que la noción informal de impunidad, 
en tanto no vinculada a las autoridades penales, exhibe una diferencia de 
poder entre sus emisores y los agentes penales. Ese es el uso acostumbrado 
de la acepción impunidad, que al igual que la categoría criminalidad, sería 
de índole prescriptiva, una interpretación valorativa forjada en el saber de 
lo cotidiano o científico, sujeta a cambios históricos y sociales, nutrida por 
posiciones políticas, filosóficas, sociológicas y propias de la antropología 
cultural. En las condiciones anteriores puede y es usado el concepto infor-
mal de impunidad, aunque siempre deberá tenerse claro que se trata de un 
juicio subjetivo, formado en el imaginario social, informal y bastante impre-
ciso356. El concepto subjetivo de impunidad se funda en los mismos criterios 

Criminal Justice, 2.ª ed., Long Grove Ill, Waveland, 1996, pp. 31 y ss. Se ha agregado que las es-
tadísticas de criminalidad oficiales, usadas antes para medir la “salud moral” de una nación o 
la distribución espacial del crimen, hoy, aparecen más como una contabilidad administrativa 
de la justicia penal y del control del crimen, informada por las estadísticas policiales y peni-
tenciarias, puesto que Estados Unidos es uno de los pocos países democráticos en el mundo 
que no publica estadísticas judiciales, mientras que las de delitos denunciados son muy poco 
útiles como medida del crimen, Joseph G. Weis y Brian E. Wold. “Crime Statistics: Systems 
and Methods”, en Weis. The Sociology of Deviance, cit., pp. 50 y 51. También Velandia Mon-
tes. La punitividad electoral en las políticas penales contemporáneas, t. i, cit.

356	 La volatilidad y vaguedad del concepto de impunidad proviene de su naturaleza, finalmente, 
como se dijo, es subjetivo y emerge del imaginario social, por lo que más que un instrumento 
de la ciencia es un objeto de estudio de ella, en muchos casos para analizar la lógica de su 
construcción social. Un alegato de impunidad se defenderá con sus argumentos y la estructu-
ra lógica que lo soporta.
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utilizados para orientar la criminalización, aun cuando con una dirección 
opuesta, es decir, para discutir la ausencia de criminalización en la creación 
o aplicación de las normas penales o para cuestionar la indebida utilización 
de ellas. En este plano, el concepto de impunidad informal, resulta más útil, 
puesto que sirve para controvertir los procesos de criminalización, mien-
tras que el valor analítico del concepto jurídico es muy reducido.

Con todo, es preciso indicar que la noción de impunidad tradicional se 
presenta bajo una apariencia que la describe como objetiva y equivalente 
a la verdad. Esto fuera de suponer un conjunto de errores, como creer que 
siempre que se formula una denuncia hay un delito y que lo que son simples 
percepciones e interpretaciones sobre hechos corresponden a retratos de 
la realidad, cuando no a suponer que la criminalidad posee un substrato 
ontológico, cumple con varias funciones sociales: deslegitimar a la adminis-
tración de justicia penal, como efecto de las críticas y afirmaciones sobre su 
ineficiencia y, en segundo lugar, encubrir y sustraer de toda discusión los 
criterios que han servido de soporte para imputar el estado de impunidad 
argüido o, lo que es lo mismo, la clase de criminalización que se ha juzgado 
frustrada357. De esto dan cuenta visiones ultra-represivas que gustarían de 
sancionar toda sospecha de acto delictivo so pena de queja de impunidad, 
que también se oponen sutil o de manera abierta al garantismo, al conside-
rarlo una coartada para erigir la impunidad en favor de los criminales. En 
contrario, las valoraciones que estipulen impunidad deben hacer explícitos 
los criterios en los que apoyan ese juicio prescriptivo, sin negar ni disimular 
su carácter subjetivo.

Un concepto bastante problemático en el campo teórico es el de “crimen 
organizado”. Es claro que el “crimen organizado” como categoría de base 
empírica es inexistente. En términos objetivos lo que existen son actuacio-
nes o acciones sociales organizadas, las cuales pueden, lo que es otra cosa, 
ser definidas como criminales o como formas de crimen organizado. En el 
último caso, es la criminalización de ciertas actividades, lo cual es un acto 
prescriptivo que opera con criterios subjetivos. Así, la ley penal en varios 
países ha tipificado delitos de crimen organizado, llamados “asociación para 
delinquir”, “concierto para delinquir”, “conformación de banda armada”, etc. 
En cuanto fenómeno social, es decir, en el plano objetivo, la divergencia so-
cial puede ser organizada. Es más, la inmensa mayoría de actos divergentes 
que llegan a ser definidos como criminales son organizados, por lo que una 
distinción entre organizada y espontánea referida a la divergencia e, inclu-

357	 Buena parte de los errores citados, en el análisis de la impunidad y en el manejo de las cifras 
de la criminalidad registrada, pueden ser consultados en la crítica a un estudio de Steven Le-
vitt y Mauricio Rubio, que se encuentra en Silva García y Pacheco “El crimen y la justicia 
en Colombia según la Misión Alesina”, cit., pp. 192 a 196. 
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so, a la criminalidad, no sería de mucha utilidad teórica. Más bien sobre el 
supuesto de que la gran mayoría de hechos son organizados, lo que en cam-
bio puede interesar en el análisis es qué tipo de organizaciones, valga decir, 
por ejemplo, empresas, cuerpos o redes, son las utilizadas y cuáles son sus 
características. En el sentido anterior, George B. Vold –que no dudaba que 
el crimen era de manera principal un fenómeno organizado y dedicó va-
rias páginas a demostrarlo–, advirtió que “se acepta generalmente la idea 
del crimen como un negocio organizado, dirigido al provecho del negocio”, 
lo que representa la idea de la criminalidad y el control como un conflicto 
entre grupos por la realización de sus intereses358. Algunas notas para res-
ponder a los interrogantes introducidos se verterán en capítulo posterior.

Ahora, conviene resaltar que los criterios empleados para definir el de-
nominado “crimen organizado” como un ente objetivo son bastante dudo-
sos359. Se ha apelado a indicadores como el número de integrantes de la or-
ganización, la existencia de división del trabajo, de recursos tecnológicos 
avanzados, la disposición de una fuerza armada, la existencia de una estruc-
tura organizativa y la propensión a la violencia. Aún así, los anteriores repre-
sentaron vanos intentos de conceptualización, que ni siquiera son de mucho 
provecho para discernir en qué consiste la divergencia social organizada. 
En general los elementos citados no ilustran la noción de crimen organiza-
do, que ya se ha dicho no existe en un plano objetivo, y apenas pueden ser 
sopesados como herramientas para describir los atributos de la divergencia 
organizada. Desde luego, todos los elementos citados son relativos y, por 
ende, bastante discutibles. Lo anterior no significa que si una organización 
cuenta con un número considerable de integrantes sea más organizada que 
otra, pues organizaciones sofisticadas pueden tener un número muy bajo de 
miembros, ésta como las otras cualidades citadas, sirven es para describir 
y analizar la organización estudiada, pero no para caracterizarla. Con todo, 
la idea de crimen organizado no debe ser desechada ni despreciada aunque 
no tenga un respaldo empírico. En el imaginario social y en los discursos 
de la política penal sí tiene existencia, lo que significa que se trata de una 
creación subjetiva, valga acotar, es una construcción social. Las autoridades 
suelen manipular la creencia en el crimen organizado para obtener mayores 

358	 Vold. Theoretical Criminology, cit., p. 220.
359	 Un análisis y crítica metódica de la noción, en Damián Zaitch. “Mafiosos, terroristas, tra-

ficantes e inmigrantes… Discursos y políticas sobre el delito organizado en la Europa For-
taleza”, en Astrid Martínez (comp.). Violencia y crimen. Ensayos en memoria de Fernando 
Gaitán Daza, Bogotá, Externado, 2006, pp. 328 a 334. A su vez, también se ha considerado la 
idea de crimen organizado como un concepto “fallido”, lo que motivó que la investigación se 
concentrara más en examinar la manera como distintos actores, con objetivos diversos, han 
procurado categorizar como crimen organizado a un número distinto e incierto de fenóme-
nos, Eugenio Raúl Zaffaroni. El crimen organizado. Una categorización frustrada, Bogotá, 
Leyer, 1996, pp. 13 y ss.
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poderes o perseguir con especial intensidad ciertas actividades o a deter-
minados grupos, por lo que su imagen tiene consecuencias materiales. Así 
mismo, entre los medios de comunicación y componentes de la población 
común concurre una opinión de que el crimen organizado es real, y sobre 
ella se formulan demandas a las agencias de control penal. Lo importante 
será estudiar los parámetros que los aparatos de control y la población em-
plean para hacer la construcción social, y deconstruirlos cuando su examen 
crítico lo exija.

Al tiempo, la distinción entre criminalidad política y común resulta de 
interés teórico. En un plano muy general, toda infracción penal posee una 
naturaleza política, puesto que constituye un atentado o amenaza contra el 
orden político que ha sido establecido, el cual es regulado mediante el dere-
cho. Pero aunque ello sea así, en un plano específico, puede distinguirse en-
tre delincuencia política y criminalidad común, dada la diferencia de metas 
perseguidas por una u otra acción. Desde luego, en términos prescriptivos, 
delito político será sólo el que sea así definido por la ley penal, a raíz de una 
decisión en la que se pone en juego el proceso de criminalización. Pero aquí 
de lo que se trata es de establecer una definición referida a la divergencia 
social, para determinar si ella tiene una naturaleza política específica o si se 
trata de una expresión común de la misma. En consecuencia, se examinarán 
las acciones sociales para averiguar sobre la naturaleza de sus fines. 

En el análisis histórico, también de modo mayoritario, se ha considera-
do que los delitos políticos se encuentran animados por fines nobles y al-
truistas. Esto además justificó que muchas veces a tal clase de infracciones 
se le concediera un tratamiento punitivo más benigno. No obstante, lo que 
resulta noble y altruista para unos, será con probabilidad despreciable y vil 
para otros, según la diferente ideología política que se posea. De la misma 
manera, la nobleza y el altruismo están sujetos a juicios de valor, esto es, 
dependen de apreciaciones subjetivas. Por ello, se considera que la finali-
dad perseguida, que es el elemento que permite diferenciar entre el delito 
político y el común, o mejor entre las acciones sociales políticas y las que 
no lo son, será la pretensión de atacar el régimen político o el orden político 
y constitucional establecido360. Si la acción es política, incluso, se dirá que 
la divergencia social es política, aunque las autoridades del control penal 
le den otra definición. En realidad, en ese caso, la gente confunde lo social 
con lo jurídico, lo descriptivo con lo prescriptivo. Esto es común, para citar 
un ejemplo, cuando una acción política es calificada de terrorista por un 

360	 Una exposición sistemática sobre el delito político en Germán Silva García. “Delito político 
y narcotráfico”, en Richard Tovar Cárdenas (comp.). La problemática de las drogas. Mitos y 
realidades, Bogotá, Externado y Proyecto Enlace-Ministerio de Comunicaciones, 1998, pp. 65 
y ss.
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Estado, aun cuando también es política, ya que hay una lucha para etique-
tar, valga decir interpretar, el comportamiento. La definición de terrorismo 
suele cumplir una función política propagandística al ser usada contra los 
adversarios y, en todo caso, es ante todo una categoría prescriptiva, usada 
por quienes tienen el poder para imponerla361. Por esto será muy difícil no 
hablar de delito político, aunque en términos jurídicos no sea algo muy pre-
ciso ni exacto.

La discusión anterior es provechosa para ilustrar, de nuevo, las diferen-
cias existentes entre las definiciones jurídicas (criminalidad) y las defini-
ciones sociales (divergencia social). Conforme a lo dicho, una acción puede 
ser política porque en el ámbito social está orientada por fines de esa natu-
raleza (p. ej., transformar el modelo de Estado y de sociedad), pero haber 
sido definida por el control penal como un delito común. Una misma cosa 
no puede ser al tiempo dos cosas distintas, pero aquí no ocurre eso, porque 
precisamente, la definición prescriptiva de un comportamiento es algo muy 
diferente a los atributos descriptivos de una acción. Aunque también, en una 
segunda hipótesis, la acción social política también puede haber sido cata-
logada por el derecho como un acto de criminalidad política, caso en el que 
puede presentarse una concurrencia entre los prescriptivo y lo descriptivo. 

361	 En el ámbito prescriptivo, que desde luego no es objetivo, puede buscarse una definición 
adecuada en términos lógicos de terrorismo, que además sea legítima. En ese sentido, por 
ejemplo, se ha reseñado que el terrorismo es una dramatización de las formas más proscri-
tas de la violencia, que oscila entre guerra y teatro, perpetrado contra víctimas inocentes, 
con el propósito de generar miedo en una audiencia, como medio violento para lograr unas 
metas políticas, lo que condensa sus elementos, Cindy C. Combs. Terrorism in the Twenty-
First Century, Upper Saddle River NJ, Prentice Hall, 1997, p. 8. Otra opinión arguye que el 
terrorismo es un problema moral, como violencia política justificable en algunos casos, lo 
que hace difícil la conceptualización, Grant Wardlaw. Political Terrorism, Cambridge, Cam-
bridge University, 1984, p. 4. Sin embargo, el anterior es un problema filosófico, que puede 
ser relevante, pero es algo distinto, sobre todo, que para el análisis sociojurídico se requiere 
de una categoría desprovista de elementos morales, bastante más subjetivos. 



177

Capítulo cuarto
Objeto de estudio: el control social penal

Nunca he tenido problemas 
con la droga, sólo con la policía

Keith Richards (de los Rolling Stones)

Este capítulo comprende una revisión del segundo componente del objeto 
de estudio de la criminología: el control social penal. Después de analizar 
sus elementos fundamentales, van a examinarse los criterios principales 
expuestos para determinar qué es lo criminal. Aunque en este libro se ha 
insistido en que la etiqueta de criminal corresponde a una definición que 
recae sobre ciertas actividades humanas, ello no soslaya el gran debate his-
tórico de la criminología en torno a qué es el crimen. Conocer ese debate 
puede ser muy instructivo para discernir los alcances de la criminología en 
lo que a su objeto de estudio respecta. El tema será tratado en este capítulo 
porque, pese a que la mayoría de los criterios mencionados pretenden intro-
ducir un concepto de criminalidad referido a las acciones sociales, en reali-
dad, la condición o etiqueta de criminal es una atribución de status emanada 
del control penal, lo que justifica su inclusión acá. Al examinar cada uno de 
los criterios deberá indagarse no sólo por los fundamentos con los cuales 
pretenden probar que existen hechos de naturaleza criminal; también se 
procurará establecer si tales criterios son útiles a efectos de determinar qué 
hechos deben ser rotulados como criminales, es decir, si alguno de los cri-
terios sirve como base de las decisiones políticas que toma el control social 
penal de criminalización de ciertas conductas.

I. El control penal

El vocablo “control social” fue utilizado de manera original por Herbert 
Spencer362, quien lo refirió al “gobierno ritual”, sin prestarle atención con-

362	 Derby, Inglaterra, 27 de abril de 1820-Brighton, Inglaterra, 8 de diciembre de 1902, filósofo, 
sociólogo e ingeniero inglés. Nunca se licenció en una universidad y tenía aversión a la lectu-
ra de otros autores, la que jamás acometió, pues además de despreciarlos, consideraba sus 
propias ideas como la expresión única del estado del pensamiento sociológico. Padeció de 
desarreglos mentales que le ocasionaban insomnio, problemas físicos y crisis nerviosas. Fue 
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ceptual especial. Edward Alsworth Ross363 trabajó en forma sistemática 
la noción de control social (1896) y la introducción del concepto sería con-
tribución suya364. Ross consideró el control en relación con el orden social, y 
lo concibió, incluso, como un elemento que podía generar progreso365. Para 
este autor la idea de control social es tomada en sentido amplio, pues no será 
entendida sólo como un dispositivo del derecho o del Estado, sino como un 
producto social de los contactos y las relaciones entre los individuos366. En 
cuanto a los medios de control social, Ross ya advertía que no sólo estaban 
representados en la ley, pues examina de modo extenso la opinión pública, 
la educación, la religión y otros componentes; a la par que plantea un pro-
blema de relevancia, tanto en aquella época como hoy: los límites al control 
social367. En la tradición estadounidense el control social comparece como 
una cuestión de la sociedad, empeñada en preservar la cohesión social, sin 
el acento europeo, luego heredado en América Latina, de un control social 
fuertemente centralizado en manos del Estado, con un énfasis acentuado en 
la censura como medio para mantener el orden368.

El control social puede ser definido como el conjunto de instituciones, 
dispositivos y prácticas destinadas a preservar o imponer un determinado 

editor de The Economist, incursionó en los campos de la sociología, la biología y la psicología. 
Autor entre otras de Estática social (1850); Principles of Psychology (1860); First Principles 
(1862); Principles of Biology (1864-1867); Principles of Sociology (1876-1896); Data of Ethics 
(1893); Autobiography (1904). 

363	 Virden, Illinois, 12 de diciembre de 1866-Madison, Wisconsin, 22 de julio de 1951, soció-
logo y psicólogo social, admirado por su carácter firme e independiente. Fue profesor de la 
Universidad de Stanford, a cuya cátedra renunció como consecuencia de las críticas que hizo 
al uso de mano de obra china y la industria del ferrocarril. Doctorado en Economía Política 
(1891) fue también profesor de las universidades de Indiana, Nebraska, Cornell y Wisconsin-
Madison. Publicó cerca de 28 libros, entre los cuales se encuentra Social Control (1901).

364	 Iglesias de Ussel. “Socialización y control social”, cit., pp. 182 y 183. En sentido similar, Da-
rio Melossi. El Estado del control social, México D. F., Siglo xxi, 1992, pp. 150 y 151.

365	 Sean H. McMahon. Social Control & Public Intellect: The Legacy of Edward A. Ross, New Bruns-
wick, Transaction Publishers, 1999, p. 165.

366	 Imogene L. Moyer. Criminological Theories, Thousand Oak, Sage, 2001, pp. 131 y 132.
367	 Edward Alsworth Ross. Social Control. A Survey of the Foundations of Order, Brunswick, 

Transaction Publisher, 2009, pp. 89 y ss., 417 y ss. 
368	 Melossi. El estado del control social, cit., pp. 137 y ss. Puede concebirse el control social refe-

rido “a los procesos de inducción a la conformidad” como “conjunto de principios o mecanis-
mos activos, productores de consenso”, en un plano microsocial, caso en el que pierde impor-
tancia el derecho y la justicia penal, que cumplirían una tarea de “estabilización normativa”; 
de modo distinto, si se asume el control de manera preponderante como una cuestión coer-
citiva, en un plano macrosocial, donde la misión del control será la de mantener el orden y 
reprimir o censurar el disenso, Julio E. S. Virgolini. “El control social y su articulación con 
el sistema penal”, en Eugenio Raúl Zaffaroni, Julio E. S. Virgolini, Emiio García Méndez y 
Lucila Larrandart. El sistema penal argentino, Buenos Aires, Ad-hoc, 1992, pp. 76 y 77. En 
sentido similar, se acota que en “la tradición sociológica estadounidense por lo tanto, el con-
cepto de control social describe un dominio de los procesos y las instituciones en las que el 
sistema de justicia penal, de hecho la propia ley, ocupan un lugar periférico y residual”, para 
en cambio intervenir con “expertos” que refuerzan y suplen los mecanismos de socialización 
primaria, Tamar Pitch. Limited Responsabilities Social Movements & Criminal Justice, London, 
Routledge, 1995, p. 15.
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orden para regular las relaciones sociales369. El control penal es una especie 
del anterior, cualificada por el uso de instrumentos que de manera principal 
son concebidos o percibidos en términos sociales como de esa índole. Pun-
tualizar un asunto como penal corresponde a una decisión política, produc-
to de un juicio de valor. La clase de orden social pretendido dependerá del 
tipo de Estado existente, en menor medida, del régimen político vigente. Por 
ello mismo, el tipo de organización estatal y de régimen político serán esen-
ciales o claves para determinar la naturaleza y las características del control 
social. Inclusive, en Estados Unidos, donde el rol activo de las comunidades 
que integran la sociedad para buscar el consenso y asegurar el orden, con-
currente con las intervenciones de las agencias estatales, es posible también 
en razón de la forma estatal y el régimen político adoptados. 

El término reacción social es a veces utilizado como sinónimo de control 
social, aunque ambos conceptos contienen matices que los diferencian. La 
reacción social corresponde a la repuesta concreta dada por los agentes del 
Estado o los particulares a la divergencia social o a la amenaza de ella, me-
diante la cual el control social se materializa. El control representa una es-
tructura social, es macrosocial, y se manifiesta por medio de reacciones, esto 
es, un tipo singular de acciones sociales puestas en marcha por sus agentes. 
Las características de la reacción aparecen también subordinadas a los atri-
butos que posea el control. A su vez, la reacción social será penal cuando se 
perciben así los medios empleados en la respuesta o los ejecuta una agencia 
definida como penal. Entonces el derecho, el Estado, la administración de 
justicia, entre otros, son componentes del control social que, mediante la 
reacción social, es decir, un tipo singular de acciones sociales, se materializa, 
por ejemplo, cuando la policía requisa a un grupo de sospechosos, un juez 
dicta una sentencia dentro de un caso, un fiscal interroga a un testigo. 

El control social no puede ser visualizado sólo con el propósito simple 
de mantener la paz y la estabilidad. Ha de entenderse que el orden buscado 
refleja o contiene un proyecto político de organización de la vida social. En 
consecuencia, la tarea de protección que emprende el control es un medio 
para alcanzar metas de mayor complejidad y trascendencia. El ejercicio del 

369	 Stanley Cohen define el control social de modo diferente, como las “formas organizadas en 
que la sociedad responde a comportamientos y a personas que contempla como desviados, 
problemáticos, preocupantes, amenazantes, molestos o indeseables de una u otra forma” (Vi-
siones del control social, cit., p. 15), pero el control puede ser desorganizado, instrumentali-
zado por grupos o quienes apenas pueden ser reconocidos como segmentos de la sociedad, 
tampoco se concreta sólo en respuestas y, sobre todo, no pretende únicamente atender a los 
transgresores. Por su parte, el derecho, es el conjunto de normas que regulan las relaciones 
sociales en una sociedad con el fin de organizarla y, al hacerlo, otorgan titularidades o dere-
chos. El derecho es un mecanismo de control social, pero el derecho, además, reglamenta en 
gran medida al control social. Así mismo, el derecho “deriva de un determinado sistema de 
intereses y valores”, Díaz García. Sociología y filosofía del derecho, cit., p. 12.



180 Criminología. Teoría sociológica del delito

control no necesariamente se encuentra anclado en una visión conserva-
dora de mantenimiento del statu quo, los dispositivos del control pueden 
animar el cambio social370. En una sociedad progresista y democrática, el 
control social está orientado a la protección de los derechos fundamentales, 
no sólo al desempeño de tareas represivas, que las tiene. En esas condicio-
nes, puede contribuir a una sociedad más justa y plural, donde la salvaguar-
da de los derechos de las mayorías y de los grupos sociales más vulnerables, 
signifique el amparo de las oportunidades que permitan a sus integrantes 
alcanzar las metas anheladas y satisfacer sus necesidades. A pesar de las 
apreciaciones críticas que inspira, el estudio del control social y del devenir 
histórico de la sociedad, no permiten concebir una organización social des-
provista de control. El control social no es negativo de manera intrínseca. La 
clave del asunto apunta, más bien, a considerar cuál sería la estructura de 
control más apropiada para una democracia y un Estado social. 

La labor de regulación de la relaciones de interacción acometida por el 
control se fundamenta en normas sociales, no es indispensable su inserción 
en disposiciones jurídicas. Por ende, concurren varias estructuras norma-
tivas que guían las actuaciones del control, las cuales comprenden, además 
de mandatos de conducta, sanciones contra sus infractores. Según el tipo de 
sistema normativo en que está fundado, el control social puede ser formal 
o informal371. El primer tipo se refiere a los mecanismos previstos a nivel 
público o estatal para ordenar la sociedad y, en especial, arreglar la reacción 
ante aquellos que juzga contraventores. El protagonista del control formal 
es el Estado, a su vez, en él prima el derecho oficial. El control social formal 
no se constituye sólo por el perímetro penal, adquirirá tantas formas como 
especies de derecho estatal puedan encontrarse. Las normas o el derecho 
son un instrumento, entre varios, para ejercer el control. Por su parte, el de-
recho no es una herramienta coactiva, sino dotada de capacidad coercitiva, 
pues la obediencia a las normas no ocurre sólo porque los asociados se ven 

370	 Tomás Ibáñez. Poder y libertad, Barcelona, Hora, 1982, p. 111, explica que la palabra “con-
trol”, entendida de modo tradicional como “poder” o “autoridad” (en inglés) o “verificación” 
(en francés y castellano), lo que la asociaba a tareas de vigilancia, comprobación o revisión, 
ha alcanzado en la lengua inglesa un sentido suplementario, que se agrega al etimológico 
predominante, “que abarca la idea de intervención y dirección reguladora”, por lo cual sería 
“una equivocación igualar ‘control social’ con mantenimiento y reproducción mecánica del 
orden social. El ‘control social’ y esto constituye una de sus facetas sistemáticamente ignora-
das, promueve y orienta los cambios sociales encauzándolos en las direcciones compatibles 
con las características básicas del orden social instituido”.

371	 Roberto Bergalli además distingue entre control social “activo o preventivo”, mediante la 
socialización, y “reactivo o estricto, para evitar las formas de comportamiento no deseado 
o desviación”, que correspondería al penal, (“El control penal en el marco de la sociología 
jurídica”, en El derecho y sus realidades, Barcelona, ppu, 1989, p. 268). Sin embargo, el control 
penal puede ser también preventivo, existen así mismo manifestaciones del control social 
informal que son reactivas.



181Objeto de estudio: el control social penal

obligados a acatarlas, ya que pueden identificarse con ellas372. Por lo mismo, 
el control puede ser obedecido de modo voluntario debido a que sus reglas 
son aprobadas.

El control social informal abarcaría las instituciones y acciones que ema-
nan de segmentos de la sociedad y que, igual, están encaminadas a conser-
var un orden y regular las relaciones, para lo que disponen de sanciones de 
distinto tipo en su arsenal. Entre las instituciones de control social informal 
se hallan: la familia, el matrimonio, la escuela, la iglesia, los medios de co-
municación, el trabajo en la empresa, etc., aunque el ejercicio del control 
social no es el fin único de tales instituciones. El control informal también 
genera reacciones sociales ante la divergencia, que pueden ser concomitan-
tes o alternas a las reacciones irradiadas con las intervenciones estatales. 
No siempre el orden buscado por medio del control informal es compatible 
con aquel pretendido por la organización estatal. Tampoco sus medios son 
siempre lícitos. El control social informal, que cuenta con un gran número 
de instituciones que lo comprenden, es superior al formal en disposición de 
medios. Una sociedad aspiraría a lograr un cierto equilibrio con los medios 
de control social informales, dejando los casos difíciles al control formal, 
pues es imposible que el último atienda la mayoría de las transgresiones sin 
ser desbordado. 

El control social informal puede ser también penal, en razón de la afluen-
cia de reacciones que: 1. Son paralelas a las esbozadas por los aparatos pe-
nales del Estado y han sido definidas o son percibidas como tales; 2. Están 
relacionadas con materias que serían objeto probable de una reacción esta-
tal de índole penal; 3. Son ejecutadas por los miembros de la sociedad como 
respuesta a lo que definen como criminalidad; y 4. Buscan la realización de 
fines que son análogos o coincidentes con los pretendidos por el control 
penal formal. Así, por ejemplo, la censura que imparten los medios de co-
municación a las actividades de un funcionario público al que definen como 
criminal; la vigilancia de guardias privados en un centro comercial para evi-
tar la comisión de robos; la reacción de un grupo de vecinos que golpea a un 
asaltante al cual han detenido en su barrio; el fusilamiento aplicado por un 
grupo armado ilegal a un cuatrero, etc., son expresiones de la reacción penal 
informal. El control social informal alcanza áreas y materias muy variadas, 
la mayoría de las cuales no llegan a tener una significación penal.

En Estados Unidos, como ya fue anotado, desde las primeras décadas 
del siglo xx, a instancias de la sociología, el control social estaba en mayor 
medida desvinculado del Estado y de las instituciones políticas, para ser 
examinado más como parte de procesos sociales tendientes a la búsqueda 

372	 Giuseppe Lumia. Principios de teoría e ideología del derecho, Madrid, Debate, 1989, p. 19.
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de cohesión y de procesos de ajuste psicológico373. Esto proyectó la impor-
tancia de los mecanismos de control informal. Empero, ello no puede estar 
referido al contexto latinoamericano, donde el papel del Estado y de los ins-
trumentos de control formal son protagónicos y, desde luego, el tema pierde 
importancia frente al control penal.

Con relación a la divergencia social, al control penal le compete decidir 
cuáles son los márgenes de diversidad que pueden ser admitidos. El control, 
como se ha sostenido, define los niveles o grados de pluralismo aceptados 
o reconocidos. Esto tendrá repercusiones sobre las condiciones democráti-
cas y los estilos de vida en la sociedad. En forma análoga, el control penal 
tiene en el conflicto social, aquel considerado como de su incumbencia, el 
objeto principal de sus intervenciones. El conflicto social será gestionado 
por medio del control, con la pretensión de darle respuestas que desaten las 
contradicciones envueltas en la disputa. Para lo cual, en especial en el cam-
po del control formal ejercido por el Estado con el concurso del derecho, se 
buscará regularlo, canalizarlo y conducirlo a un escenario donde sea tratado 
de manera pacífica y, tal vez, eficiente y justa. El control penal no se ocupa 
apenas de aquellos sujetos definidos como disidentes o criminales, sino que 
en su campo y por medio de las pautas que establecen qué comportamien-
tos son admisibles y cuáles están prohibidos, regula las acciones y las rela-
ciones sociales del conjunto de la población sometida a su competencia o 
colocada bajo su influencia. De acuerdo con un equívoco común, se cree que 
el control penal está dirigido contra los criminales, aunque sus prescripcio-
nes y actividades afectan al conjunto de la población en su vida cotidiana. 

El control social penal se desarrolla en varias etapas y fases. Las etapas 
son dos: 1. Creación de las herramientas de control; y 2. Aplicación de los 
instrumentos de control. En cuanto a la primera, aparece concretada en el 
diseño de las políticas penales que deben ser implementadas, lo cual obtie-
ne su traducción en la planeación y creación de aparatos, normas, medidas 
y procedimientos que serían idóneos para cumplir los cometidos persegui-
dos. Respecto a la segunda etapa, ella se expresa en tres fases: 1. Vigilancia; 
2. Juzgamiento; y 3. Punición. La etapa de vigilancia tiene como agente cen-
tral a la policía, con tareas de prevención y represión; la etapa de juzgamien-
to encuentra como actores principales a los funcionarios encargados de ad-
ministrar justicia, quienes deben interpretar el derecho y decidir sobre su 
aplicación definitiva (que en el caso del sistema jurídico del common law, 
participan también en la creación del derecho); la etapa punición halla en el 
personal con competencias penitenciarias a sus agentes más relevantes, a 
cargo de la ejecución de las sanciones.

373	 También Cohen. Visiones del control social, cit., p. 21.
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El control social, formal o informal, sea en sus manifestaciones penales o 
en otras, puede ser proactivo, preventivo y represivo. Depende de la clase de 
reacción desplegada. El proactivo promueve ciertas conductas que son valo-
radas como compatibles con el ordenamiento normativo, deseables y con-
sideradas apropiadas para generar ventajas políticas, progreso y armonía 
social. Dario Melossi lo caracteriza como una clase de control social basado 
en la libre comunicación de contenidos y en las demandas de la interacción 
social, orientadas por el universo motivacional que acompaña a la acción. 
Allí, los sujetos desarrollan acciones socialmente integradas, y que por ello 
ayudan a generar situaciones de orden y estabilidad, pero sobre todo un 
cierto progreso social374. Sin duda, el control proactivo es más edificante que 
el preventivo y el represivo, pues con su carácter constructivo contribuye al 
entendimiento social. También sería más eficaz, ya que su virtud estriba en 
comprometer a los justiciables con sus metas. Empero, rara vez concurren 
medidas de control penal proactivas375. En el control social preventivo, se 
procura disuadir la amenaza de divergencia que podría devenir en situacio-
nes calificadas como criminales. El preventivo, muchas veces, es un tipo de 
control que asume un cariz antidemocrático, pues supone restringir liberta-
des o limitar derechos fundamentales de manera anticipada. El control so-
cial represivo implica ya el inicio de la ejecución de un acto de transgresión, 
ante el cual se produce la reacción que aspira a evitar su consumación cuan-
do ello es posible, la identificación y neutralización de los autores, junto a la 
imposición de una sanción con determinadas finalidades.

Alfred Reginald Radcliffe-Brown376, examinó el control social a partir 
de los distintos tipos de sanciones que identificó. Para el autor citado, siendo 
una sanción la fuerza que compele al individuo a cumplir un mandato, las 
actuaciones son objeto de sanciones “positivas” y “negativas”. Las primeras 
estarían dadas por las recompensas recibidas por la realización de una con-
ducta aprobada. Las sanciones negativas expresarían el rechazo a un compor-
tamiento prohibido, con la imposición de una consecuencia perjudicial para 
el infractor377. De igual modo, Radcliffe-Brown subdividió las sanciones 

374	 Melossi. El estado del control social, cit., pp. 151 a 159, 162 y ss.
375	 Ejemplos se encuentran en las medidas que incitan la colaboración ciudadana con las auto-

ridades penales, la recompensa a las delaciones, las confesiones a cambio de rebajas en la 
pena, etc. 

376	 Birmingham, 17 de enero de 1881-Londres, 24 de octubre de 1955, antropólogo y sociólogo 
inglés, estudió antropología en la Universidad de Cambridge y fue profesor en numerosos 
países, entre ellos Estados Unidos (Universidad de Chicago), Egipto, China, Australia, Rei-
no Unido (universidades de Oxford, Rhodes y Manchester) y Sudáfrica. Puede ser ubicado 
dentro de la tradición estructural-funcionalista. Publicó The Andaman Islander (1922); The 
Social Organization of Australian Tribes (1931); Taboo (1936); African Systems of Kinship and 
Marriage (1950); Estructura y función en la sociedad primitiva (1952); en forma póstuma A 
Natural Science of Society (1957).

377	 La pena de prisión, por ejemplo, correspondería a un caso de sanción negativa. La posibilidad 
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anteriores en “difusas” y “organizadas”. Las difusas reúnen las impuestas por 
miembros de la población, como una manifestación más o menos espontá-
nea, y serían, muchas veces, ejecutadas con poca fuerza. Las organizadas son 
practicadas siguiendo un procedimiento previsto con anticipación y recono-
cido por la sociedad378. En realidad, confluyen dos formas de control social: el 
organizado, que suele ser desarrollado por el Estado, pero también por otras 
organizaciones sociales; y el difuso, que comprende respuestas ocasionales, 
no calculadas y, por lo general, individuales, ante los fenómenos de divergen-
cia. Ambos tipos de control pueden abarcar reacciones de naturaleza penal. 
Con todo, Radcliffe-Brown redujo su estudio del control social a las sancio-
nes, olvidando que los individuos no actúan sólo motivados por ellas, puesto 
que pueden compartir las normas que regulan la organización social, y que el 
control tiene otros elementos que lo integran además de las sanciones. 

La perspectiva relacionada con las sanciones negativas y las positivas se 
conecta con la concepción utilitarista de Jeremy Bentham379, en tanto el au-
tor inglés hacía hincapié en que los individuos buscan aquello que les provee 
placer y evitan lo que les ocasiona dolor380. Este tipo de planteamientos rea-
parecen, de modo más radical, en la teoría conductista, que ya fue examinada 
en nuestro otro libro381, lo mismo que en la teoría del intercambio. Empero, 
es una conclusión dudosa asumir como supuesto que los individuos determi-
nan su actuación por el temor a la imposición de un castigo, o dado el deseo 
de beneficiarse con una sanción positiva. Desde luego las personas tienden 
a evadir aquello que pueda serles perjudicial, pero los individuos animados 
en la intención de alcanzar objetivos que son definidos como provechosos o 
necesarios pueden hacer caso omiso de las sanciones negativas y del control 
social mismo. La clasificación deja de lado las medidas preventivas. De otra 
parte, puede ser más precisa la clasificación del control en proactivo y repre-
sivo, que en sus equivalentes: positivo y negativo. Existen otras clasificaciones 

de obtener la libertad condicional, cuando el condenado ha cumplido una parte de tiempo 
de su condena y mantenido un comportamiento disciplinario adecuado, sería una sanción 
positiva.

378	 Alfred Reginald Radcliffe-Brown. Estructura y función en la sociedad primitiva, 2.ª ed., 
Barcelona, Península, 1974, pp. 233 a 239.

379	 Londres, 15 de febrero de 1748-6 de junio de 1832, filósofo, economista y jurista, (su cabeza 
se conserva embalsamada), estudió derecho en la Universidad de Oxford, el cual ejerció muy 
poco. Francia le reconoció la ciudadanía por sus aportes al conocimiento ilustrado y revolu-
cionario. Fue fundador y director de la Westminster Review, influyó de manera decisiva sobre 
los filósofos liberales radicales como John Stuart Mill. Sus ideas fueron definitivas en el 
proceso de gestación del Estado y los partidos políticos en Colombia. Publicó A Fragment on 
Government (1776); Defense of Usury (1787); Introducción a los principios de la legislación 
(1789); Essai sur la tactique des assemblées législatives (1815); A Table of Springs of Action 
(1817); Rationale of Judicial Evidence (1827); Código constitucional (1830). 

380	 Jeremy Bentham. Tratado de legislación civil y penal, Madrid, Nacional, 1981, p. 52.
381	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
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sobre tipos de control social, aunque de menor utilidad teórica, con las que se 
distingue entre control interno y externo, y entre el activo y el pasivo382. Ro-
bert Agnew propone tres tipos principales de control: 1. El control directo, 
que se refiere al control por parte de los otros, quienes aplican las sanciones. 
Este tiene cuatro componentes: a. Fijar reglas claras; b. Monitorear, de mane-
ra directa o indirecta, las conductas para verificar la vulneración de reglas; c. 
Reconocer la violación de las reglas cuando estas ocurren; y d. La sanción de 
las violaciones con un manejo consistente; 2. El interés en el compromiso, hace 
referencia a lo que se perdería en caso de incursionarse en la delincuencia, 
donde los sujetos tienen más que perder si participan en la criminalidad; y 3. 
El control interno, que comprende la habilidad de ejercer el autocontrol ante 
los impulsos o las tentaciones de caer en la delincuencia383. 

Con todo, el control interno o autocontrol no es un fenómeno individual, 
algo así como un reto personal aislado frente a la propia consciencia. El self 
o el “sí mismo” de una persona es definido en relación al self de los otros, tal 
como lo explica George H. Mead. Esto quiere decir, que para configurar su 
consciencia el individuo tiene en cuenta la actitud de los otros hacia sí mismo. 
Sin embargo, precisa Mead, contempla la actitud de los demás en tanto se 
trata de un número significativo de otros, esto es, corresponde a las “actitu-
des organizadas” de otros quienes cooperan en una actividad común, por lo 
cual al tomar esas actitudes asume los parámetros del control social. Así, el 
“control social dependerá del grado en el que el individuo asuma las actitudes 
de aquellos que están implicados con él en sus actividades sociales”. El sujeto 
asume las posiciones mencionadas en la medida en que dichas posturas es-
tán implicadas en un empeño común, al tratarse de actitudes uniformes en 
circunstancias similares, valga repetir, en tanto responden a las composturas 
generalizadas384. Bajo dichas características, emerge el autocontrol como una 
cuestión condicionada por las actitudes organizadas.

Dentro de la variada gama de mecanismos existentes para asegurar la 
obediencia o resolver conflictos sociales se encuentran distintos dispositivos, 
varios de los cuales, por supuesto, hallan su fundamento remoto en precep-
tos legales, pero en cuanto instrumentos de control propiamente dicho, no 

382	 Iglesias de Ussel. “Socialización y control social”, cit., p. 185, identifica el control interno y 
el externo. El primero se refiere al autocontrol, mientras el segundo alude a las actividades 
de control realizadas por terceros. Edwin M. Lemert, menciona el control social “pasivo” y 
el “activo”. El primero, expresaría “la conformidad con la norma tradicional”, el segundo se 
plasmaría “en un proceso tendiente a la consecución de una meta o valor” (Devianza, proble-
mi sociali e forme di controllo, cit., pp. 73 y 74). La distinción no agrega mucho.

383	 Robert Agnew. “The Interactive Effects of Social Control Variables on Delinquency”, en 
Britt y Gottfredson (eds.). Control Theories of Crime and Delinquency, cit., p. 57.

384	 George H. Mead. “La génesis del self y el control social”, en Revista Española de Investigacio-
nes Sociológicas –reis–, n.º 55, Madrid, Centro de Investigaciones Sociológicas, 1991, pp. 183 
y 184.
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aparecen de modo directo como normas jurídicas. Las redadas policiales, las 
medidas de protección privada ante la inseguridad, las ejecuciones extrajudi-
ciales, algunos parámetros específicos que regulan la vida en prisión, serían 
ejemplos de lo sostenido. Con todo, las normas legales constituyen uno de los 
más importantes mecanismos del control penal formal. Las normas son tras-
cendentes en cuanto que por su conducto se establecen los patrones de pro-
hibición, los procedimientos centrales para la imposición de sanciones y, por 
oposición, los espacios de la vida social definidos como no criminalizados. 
Tanto el derecho penal sustancial como el procesal, lo mismo que el derecho 
de policía y el penitenciario, serán componentes del control penal, parte por 
tanto del objeto de conocimiento de la criminología, aunque la mirada sobre 
ellos difiera en enfoque de la empeñada por la dogmática jurídica385. A ellos 
se suman las estipulaciones del derecho constitucional que resultan relevan-
tes, en particular aquellas que establecen derechos y limitan las potestades 
punitivas del Estado, junto a las que organizan la administración de justicia y 
demás agencias de control. 

Las tareas de las normas en el campo del control penal son múltiples. Im-
plantan valores, cuyo cumplimiento será exigido, que orientan los comporta-
mientos; expresan los intereses de grupos que intentan consolidarse dentro 
de procesos sociopolíticos particulares; son fuente de la legitimidad y límite 
de las atribuciones del poder controlador; establecen los campos de actua-
ción lícitos y los mojones de la diversidad admitida; constituyen el marco ge-
neral que determina la organización y las competencias de los aparatos de 
control; señalan los procedimientos para el ejercicio del control; contemplan 
las sanciones que se aplicarán a los transgresores. Una norma es un disposi-
tivo de regulación de la conducta. Con todo, para hablar de normas legales en 
estricto sentido, entendidas como preceptos que establecen pautas de con-
ducta de obligatorio cumplimiento, son requeridos otros dos elementos. Por 
una parte, la disposición debe contar con una sanción como contraprestación 
para aquellos que se separan del comportamiento exigido o, en algunos even-
tos, para quienes la acatan. Es decir, el cumplimiento de la norma debe ser 
respaldado por una fuerza coercitiva que sería la sanción. De otra parte, para 
que la norma sea derecho oficial (ley) debe emanar de una autoridad política, 
del Estado. Si la norma incluye como refuerzo una sanción, pero no se origina 
en el Estado, no tendrá el carácter de ley. Sin embargo, no por ello dejará de 
representar una regla de conducta y un recurso para el ejercicio del control 
social. 

385	 La relación es explicada por Carbonnier. Sociología jurídica, cit., p. 19: “Entre el derecho 
dogmático y la sociología del derecho, la diferencia no se refiere al objeto. Es una diferencia 
de punto de vista o de ángulo de visión”.
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Para Bronisław Kasper Malinowski386, partícipe de la visión amplia de 
la antropología, todas las reglas que conducen al mantenimiento del orden 
son ley, sin importar su origen estatal, ni su carácter oficial, como tampoco el 
que sean objeto de una regulación bajo formas especiales387. No obstante, una 
descripción tan general del concepto de ley impide ganar en precisión con-
ceptual. También existen diferencias, nada despreciables, entre las normas 
originadas en el Estado y aquellas que provienen de la práctica de grupos so-
ciales. Importa sí reconocer que coexisten varios derechos en cada sociedad, 
y que los sistemas normativos informales poseen una notable incidencia en la 
operación del control penal. Por ende, la expresión ley ha sido reservada para 
el derecho oficial, con sanción estatal, y los términos derecho y norma o siste-
ma normativo se usan de modo amplio para cobijar todo cuerpo de reglas que 
regulan el comportamiento, compuesto por pautas y sanciones.

De acuerdo con Norberto Bobbio388, las normas están sujetas a juicios 
sobre su eficacia –lo que involucra en forma directa a la sociología jurídica–, 
pero también acerca de su validez y justedad, cuestiones que competen a la 
dogmática jurídica y a la filosofía del derecho. La relación entre las tres di-
mensiones puede ser diacrónica o sincrónica, es decir, que una o dos dimen-
siones pueden estar ausentes, como cuando la norma es ineficaz e injusta, 
pero válida por cuanto se mantiene vigente o, para el segundo caso, conser-
va de modo simultáneo condiciones de eficacia, validez y justedad que están 
justificadas en su legitimidad389. En el ámbito del análisis del control penal, 
tendrán que tenerse en cuenta esas tres dimensiones de la norma. También 
en ese mismo campo, deberá considerarse que no sólo guarda importancia 
la observación de la aplicación de las normas penales, con la intención de 
discutir su eficacia y apreciar los efectos o funciones sociales ocasionadas por 

386	 Cracovia, Austro-Hungría (hoy Polonia), 7 de abril de 1884-New Haven, Connecticut, 16 de 
mayo de 1942, proveniente de una familia culta. Se doctoró en física en Cracovia y luego 
siguió sus estudios de antropología en Inglaterra, donde se estableció. Antropólogo inscrito 
en la tradición del estructural-funcionalismo, adelantó durante dos años y medio investiga-
ciones en Oceanía, que luego fueron la fuente continua de todas sus obras. Profesor de la Lon-
don School of Economics, publicó: Argonauts of the Western Pacific (1922); Crime and Custom 
in Savage Society (1926); Sex and Repression in Savage Society (1927); Moeurs et coutumes 
des mélanésiens (1933); Coral Gardens and Their Magic (1935); A Scientific Theory of Culture 
(1944).

387	 Bronisław Malinowski. Crimen y costumbre en la sociedad salvaje, 6.ª ed., Barcelona, Ariel, 
1982, p. 74.

388	 Turín, 18 de octubre de 1909-9 de enero de 2004, abogado y filósofo, profesor de las univer-
sidades de Camerino, Siena, Padua y Turín, además de senador vitalicio desde 1984. Pensa-
dor de izquierda, fue un crítico del fascismo y analista político. Autor de alrededor de 5.000 
trabajos, sobresalen: Política y cultura (1955); De Hobbes a Marx (1965); ¿Qué socialismo? 
(1977); Teoría de la norma jurídica (1960); Derecho natural y positivismo jurídico (1964); 
De la estructura a la función (1977); El futuro de la democracia (1984); Derecha e izquierda 
(1994); Diálogo en torno a la República (2001).

389	 Norberto Bobbio. Teoría general del derecho, 2.ª ed., Bogotá, Temis, 1994, p. 24.
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éstas. También es relevante el examen de las normas que no son ejecutadas. 
La ineficacia normativa suele tener significados cuyo esclarecimiento debe 
motivar averiguaciones. Se trataría de aclarar cuál es el sentido de la inapli-
cación normativa, pues en muchas ocasiones esto contrae repercusiones en 
el terreno social. Renato Treves390 presenta varios ejemplos de las tareas 
desarrolladas por normas inaplicadas, sin efectos en cuanto a sus fines pre-
tendidos, pero activas en un plano menos explícito391. La inspección acerca 
de la eficacia o ineficacia de las normas constituye un tema de investigación 
clásico de la sociología jurídica, también de la penal392. 

Los distintos rangos de control social, junto a los esquemas de reacción 
que emplean, están sujetos a juicios sobre su legitimidad, esto es, a evalua-
ciones que versan acerca de los fundamentos que los justifican. El control pe-
nal, tanto formal como informal, puede recaer en estados de ilegitimidad, que 
tienen que ver con los medios que usan o el orden que pretende asegurar, es 
decir, con el proyecto político de organización social que aspiran realizar. La 
falta de legitimidad puede emerger de la carencia de legalidad, de eficacia o 
de justicia. De hecho, en no pocas ocasiones, prácticas del control penal ade-
lantadas por agentes del Estado son contrarias a la legalidad estatuida y, con 
ello, ilegítimas. Los juicios de legitimidad suelen aparecer referidos a la juste-
dad, ayudados por la filosofía, pero no cabe duda que éstos pueden decidirse 
también por vía de la legalidad o de la eficacia. No implica lo anterior que, por 
ejemplo, una disposición penal sea legítima por su simple adscripción al de-
recho, puesto que todavía podría ser contraria a una noción de justicia y, por 
tanto, de plano ilegítima. También existe una relación imposible de descono-
cer entre las expresiones legales del control penal y las ilegales, donde la frus-
tración de las primeras, muchas veces, concluye estimulando la aparición de 

390	 Turín, 6 de noviembre de 1907-Milán, 31 de mayo de 1992, sociólogo del derecho italiano, 
uno de los principales teóricos que dieron lugar a la consolidación de la disciplina después de 
la Segunda Guerra Mundial. A fines de los años 1930, las leyes racistas expedidas por el régi-
men fascista de Benito Mussolini lo obligaron a abandonar Italia, entonces, se exilió en Ar-
gentina donde continuó su trabajo como docente e investigador hasta 1947. Fundador de la 
revista Sociologia del Diritto. Fue vicepresidente de la International Sociological Association 
–isa– y presidente del Research Committee on Sociology of Law. Profesor de la Universidad 
de Milán; allí ocupó en 1949, de manera inicial, la cátedra de filosofía del derecho, pues desde 
1976 se dedicó a la enseñanza de la sociología jurídica. Autor de: Il diritto come relazione 
(1934); Sociología y filosofía social (1941); Derecho y cultura (1947); Spirito critico e spirito 
dogmatico (1954); Libertá politica e veritá (1962); Introducción a la sociología del derecho 
(1977); La sociología del derecho. Orígenes, investigaciones, problemas (1987); Sociologia e 
socialismo. Ricordi e incontri (1990).

391	 Es citada una investigación de Wilhelm Aubert, que menciona una ley de control de pre-
cios aplicada durante la Segunda Guerra Mundial en Noruega, la cual después de la guerra 
fue conservada sin aplicarla, ya que al Partido en el poder sólo le interesaba dar señas a los 
empresarios de su poder económico, no intervenir los precios del mercado. Treves. Intro-
ducción a la sociología del derecho, cit., pp. 169 y 170. 

392	 Díaz García. Sociología y filosofía del derecho, cit., p. 51.
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las segundas. En una sociedad democrática y con un Estado social de derecho 
el control penal, ya sea preventivo, represivo o proactivo, debe ser garantista. 

En la teoría del control social de Travis Hirschi, que es una teoría micro-
sociológica, el control social debe generar en el individuo para con la sociedad 
vínculos de apego con otros y compromiso con las normas y valores sociales 
promovidos. Los conflictos interpersonales y la alienación inciden en la pér-
dida de apego. El compromiso social depende del modo como tales normas y 
valores puedan alentar al sujeto a invertir en proyectos acordes con la lega-
lidad y en los beneficios que pueda extraer de ellos. Los elementos claves del 
vinculo social son: 1. Adherencia: vínculos emocionales con otras personas, 
los cuales se desean conservar; 2. Compromiso: nexos con ciertas aspiracio-
nes como la educación, que no quieren arriesgarse; 3. Participación: concen-
tración en labores ajenas a las actividades de transgresión; y 4. Creencia: en-
tendimiento de la conveniencia de obedecer la norma. La teoría del control 
social de Hirschi asume que los individuos con pocos o débiles vínculos de 
apego y escaso compromiso, son más propensos a romper la ley, pues dentro 
de una relación de costo por beneficio tienen “menos que perder”. También 
las personas involucradas en actividades sociales convencionales tienen me-
nos tiempo y recursos para emplear en acciones de transgresión. A la par, 
entre menor sea la identificación con los valores y normas sociales propug-
nados, es más probable que el individuo no se sienta motivado a obedecer las 
reglas de la sociedad o grupo393. 

La teoría de Hirschi concibe al delito como resultado de una decisión ra-
cional, y entiende que la delincuencia es más improbable si existen sólidos 
vínculos sociales. También la teoría de Hirschi enfatiza en el autocontrol 
social. Recientes estudios pueden haber reforzado el planteo de Hirschi, al 
establecer la relevancia de la reducción de “capital social” en la producción 
de criminalidad. El capital social es definido como “las características de la 
organización social, tales como la confianza, las normas y las redes que pue-
den mejorar la eficiencia de la sociedad al facilitar acciones coordinadas”, y 
lo planteado al respecto significa, por ejemplo, que las posibilidades de invo-
lucrarse en acciones definidas como delictivas es más alta cuando los pares, 
dentro de un determinado ambiente, están dedicados a actividades delicti-
vas394. La propuesta de Travis Hirschi y Michael R. Gottfredson acerca del 
autocontrol, señala que las personas con bajo autocontrol tienen más pro-

393	 Travis Hirschi. Causes of delinquency, Berkeley, California University, 1969, pp. 26 y ss. 
394	 Pablo Fajnzylber, Daniel Lederman y Norman Loayza. “Crimen y victimización: una pers-

pectiva económica”, en Pablo Fajnzylber, Daniel Lederman y Norman Loayza (eds.). Crimen 
y violencia en América Latina, Bogotá, Banco Mundial y Alfa y Omega, 2001, pp. 12 y 13. Del 
concepto de capital social, Robert T. Putnam. Making Democracy Work: Civic Traditions in 
Modern Italy, Princeton, Princeton University, 1993, p. 173. 
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pensión a la comisión de delitos; cualidades de autocontrol que se forjan en 
el ambiente familiar con los padres, por lo que los errores de socialización 
primaria, a su vez, describirían la inclinación al delito. Frente al planteo de 
los dos criminólogos estadounidenses, se cuestiona la ausencia de investiga-
ción empírica de soporte, lo mismo que el desprecio de las razones biológicas 
para explicar la delincuencia395. Sin embargo se ha visto de manera bastante 
extensa acá y en nuestro otro libro396, la debilidad de las doctrinas biológicas 
y los prejuicios que acompañan sus ideas. De otro lado, la teoría de Hirschi 
fue criticada por no exponer las causas de la criminalidad397. Empero, tal no 
fue la tarea que él se propuso en este caso. 

La propuesta adaptada aquí, que se identifica con la de Hirschi, radica en 
que en torno a las relaciones de interacción social es posible la construcción 
de una “comunidad de intereses”, la cual supone que hay intereses, valores y 
creencias los cuales comparte un grupo, lo que es posible porque el acceso a 
recursos valiosos y escasos, lo mismo que a la titularidad sobre derechos, es 
promovida con amplitud. La base de lo anterior sería la inclusión social. En 
esas condiciones los integrantes del grupo son socios participantes de la co-
munidad, cuyas metas les interesan a todos. Los valores no serían impuestos, 
son compartidos, además funcionales para legitimar los intereses comunes. 
Un escenario como el descrito debe alentar el control social, pero bajo la for-
ma de un autocontrol. De igual modo, no debería necesitarse con asuidad de 
un control social coercitivo porque las normas de conducta existentes concu-
rren para salvaguardar los intereses de la comunidad, los cuales son también 
los propios. La racionalidad será importante para que los actores adviertan 
que tienen más que perder, que ganar, si trasgreden los derechos de sus so-
cios. Con todo, el problema no radica en la teoría, cuyos enunciados básicos 
pueden ser acertados, sino en que la operación del control penal apunta a 
promover o asegurar la exclusión social. Es decir, en sociedades como la co-
lombiana, se pretende un monopolio de los recursos, que son escasos y va-
liosos, lo cual imposibilita del todo o impide generar lazos sociales, ya que en 
vez de producir oportunidades que permitan a los otros acceder a una parte 
de esos recursos, es promovida su marginación y, además, los aparatos de 
control penal son utilizados para asegurar la exclusión social398.

395	 Robert M. Regoli y John D. Hewitt. Delinquency in Society, 4.ª ed., Boston, McGraw Hill, 
2000, p. 134.

396	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
397	 Al respecto, Marvin Krohn. “Sources of Criminality: Control Deterrence Theories”, en Joseph 

F. Sheley. Criminology, 3.ª ed., Belmont CA, Wadsworth, 2000, p. 383.
398	 En 2009, según el Departamento Administrativo Nacional de Estadística –dane–, el 45.5% 

de la población colombiana vivía en la pobreza y el 16.4% (7.159.000 personas) en la indi-
gencia, esto es, en la miseria absoluta. La desigualdad social en el ingreso medida en 0.578 
con el índice gini reportaba una de las peores del mundo. Sobre el desarrollo de políticas de 
exclusión social y económica en otros contextos, como el británico, Steven Box y Chris Hale. 
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En nuestro otro libro399 pudo verse con amplitud que el desarrollo de po-
líticas de exclusión social ha sido una nota característica, sobre todo, en la 
historia de las sociedades latinoamericanas, que aún persiste. Con todo, Jock 
Young400 encuentra que en Europa tal es la tendencia contemporánea dentro 
de la denominada modernidad tardía, pues de la sociedad del pleno empleo y 
sólidos núcleos familiares, donde los ejes del orden eran el trabajo y la fami-
lia, en la cual los derechos de ciudadanía y la inclusión social constituyen una 
realidad con pocas fisuras, después de la revolución cultural de los años 1960 
y de la crisis económica de comienzos de los 1970, se transitó a una sociedad 
cuyo énfasis estaba en la exclusión social401. En la nueva sociedad impera la 
precariedad económica para la mayoría de la población, el individualismo y 
el pluralismo (entendido como un permanente cuestionamiento de las creen-
cias establecidas y una diversidad de mundos sociales), que coadyuvan a la 
desestabilización, con el consiguiente incremento del delito (el cual produce 
aumento en los temores ante el crimen y en las demandas de seguridad) y de 
la exclusión social, con implicaciones en el campo penal (traducidas en un in-
cremento constante en la criminalización y la prisionalización, lo mismo que 
en el señalamiento de ciertos grupos como “peligrosos”)402.

En Colombia, además de los niveles extremos de pobreza, miseria y des-
igualdad que fueron citados, el desempleo es elevado y el fantasma del su-
bempleo oculta de manera muy deficiente los reales niveles de la precariedad 
social y económica. La familia parece en crisis, si son tomados como indica-
dores los altos niveles de divorcios, el abuso sexual a los menores, las cifras 
sobre violencia intrafamiliar (cuarto delito del país en 2009 con una parti-
cipación del 6.6% en el total) y el crecimiento de los delitos de inasistencia 
alimentaria (tercer delito del país en 2009 con una tasa de 11.7% en el total 
de infracciones). La Iglesia católica ha perdido ascendencia, afectada además 
por los escándalos de pederastia de sus ministros, lo que estropea su influen-
cia como mecanismo de control social informal. La preocupación y alarma 
social por el delito han aparecido reflejadas en las encuestas que le otorgan 
a la seguridad un lugar prioritario en la escala de necesidades insatisfechas. 

“Liberation-Emancipation, Economic Marginalization or Less Chivalry”, en Criminology, n.º 
22, 1984, pp. 473 y ss.

399	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
400	 Midlothian, UK, 4 de marzo de 1942-New York, 16 de noviembre de 2013, sociólogo y crimi-

nólogo, educado en la London School of Economics, su PhD lo obtuvo con una etnografía so-
bre el uso de drogas en Nothing Hill, West London, de la cual desarrolló el concepto de pánico 
moral, publicado como The Drugtakers: the Social Meaning of Drug Use (1971). Fue miembro 
fundador de las Conferencias en Desviación Nacional, grupo de criminólogos críticos, en el 
que escribió su obra máxima The New Criminology: For a Social Theory of Deviance (1973) 
con Ian Taylor y Paul Walton, y The Manufacture of News (1973), con Stanley Cohen.

401	 Jock Young. La sociedad “excluyente”. Exclusión social, delito y diferencia en la Modernidad 
tardía, Madrid, Marcial Pons, 2003, pp. 14 a 21.

402	 Ibíd., pp. 36 a 40.
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De conformidad con los entendimientos tradicionales acerca de los imagina-
rios sociales sobre la criminalidad, los pobres, los mestizos, los negros y los 
indios, es decir, “la plebe”, ahora, como antes, son percibidos como los “peli-
grosos” agentes del crimen. Aunque la Constitución Política de 1991 repre-
sentó un avance en materia de reconocimiento de derechos fundamentales 
de la población, junto a la intensa actividad de la judicatura en procura de 
los derechos de los justiciables, que algunos han llamado la judicialización 
de la política, lo cierto es que la mayoría de la población no puede acceder 
a la administración de justicia y la lentitud, la corrupción y la ineficiencia de 
los servicios de justicia limitan de manera considerable las posibilidades de 
protección de los grupos más vulnerables403. 

El papel de la judicatura, apoyado en las condiciones favorables a la inde-
pendencia de la justicia, en la existencia de un movimiento jurídico radical 
comprometido con el proyecto de Estado social de derecho, fue posible en 
virtud de cuatro factores adicionales: 1. El resquebrajamiento del clientelis-
mo: estrategia de control y sumisión de la población disminuida debido a la 
prohibición de los auxilios parlamentarios (dineros que podían repartir los 
parlamentarios), la imposición de la carrera administrativa (que restringía 
las posibilidad para nombrar y despedir funcionarios), la atomización de los 
partidos políticos tradicionales, la problemática fiscal que redujo los recur-
sos destinados a financiar el clientelismo y el aumento demográfico de la po-
blación, junto al de pobres, que elevaron la cantidad de necesitados; 2. La 
desintegración de los partidos políticos: convertidos en máquinas electorales, 
indiferentes ante los problemas sociales, que por ende podían ser suplidos 
por la justicia; 3. La debilidad de las organizaciones de la sociedad civil: escasa 
organización y participación de la sociedad civil; 4. El incremento de las titu-
laridades: un mayor reconocimiento de derechos, al lado de la instauración 
del mecanismo procesal de la tutela para reclamarlos; 5. El “nuevo derecho”: 
el notable avance de un derecho judicial, basado en la interpretación creativa 
de la ley, alineado con la defensa de los derechos de las capas más vulnerables 
de la población; y 6. Un aumento de las demandas y de la conflictividad social: 
originado en las grandes deficiencias sociales y la exclusión404. 

Pese a lo cual, como ya fue dicho, las limitaciones en las posibilidades de la 
judicatura para incidir en la protección de los más vulnerables son considera-
bles, mientras que en los últimos años las políticas de control penal imponen 

403	 Al respecto, Germán Silva García. “La administración de justicia: ¿escenario para la pro-
tección de los grupos sociales vulnerables?”, Revista Colombiana de Sociología, n.º 26, 2006, 
pp. 120 y 121. Acerca de la judicialización de la política, Manuel José Cepeda Espinosa. 
“The Judicialization of Politics in Colombia: The Old and the New”, en Rachel Sieder, Line 
Schjolden y Alan Angell (eds.). The Judicialization of Politics in Latin America, New York, 
Palgrave, MacMilan, 2005, pp. 67 y ss.

404	 Silva García. “La administración de justicia…”, cit., pp. 116 a 120.
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reglas legales y prácticas que ahogan los márgenes de maniobra de los jueces. 
En la dirección anterior, la tendencia dominante apunta a una sobrecrimi-
nalización de las problemáticas sociales, con 124 proyectos de reforma a los 
Código Penal y de Procedimiento Penal presentados entre 2006 y 2010, la 
creación de 22 nuevos delitos, el aumento de las penas de 32 infracciones 
penales sumado al incremento general que habían recibido todos los delitos 
con motivo de la aprobación del sistema procesal de tendencia acusatoria, al 
notable ascenso de la población carcelaria que arribó a 84.444 reclusos en 
2010, de los cuales el 42% no había sido condenado, a la vez que el índice de 
hacinamiento ajustó un 22.8%, en contraste con el volumen de la población 
penitenciaria en 1992 que era de 26.761 reos y un 51% de presos sin conde-
na. 

Con todo, el ordenamiento jurídico, en particular bajo un Estado social de 
derecho, debe ser una barrera para limitar el poder del Estado y de la violen-
cia que ejerce éste, un mapa de prerrogativas para los ciudadanos y, en tercer 
lugar, al evitar con la primacía de la ley el imperio arbitrario del más fuerte, 
debe ser el resguardo del más débil405. El punto de referencia central de los 
objetivos anteriores radicará en los derechos fundamentales, objeto del ga-
rantismo, entendidos como: 

todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a “todos” los 
seres humanos en cuanto dotados del status de personas, de ciudadanos o personas 
con capacidad de obrar; entendiendo por “derecho subjetivo” cualquier expectativa 
positiva (de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por 
una norma jurídica406. 

Se trata del reconocimiento del derecho, precisamente, lo que en un famoso 
texto clásico justificaba la lucha por el derecho407. 

En el campo penal, el garantismo fundado en la Constitución y la ley pro-
pias del Estado constitucional, tendrá como parámetros esenciales la racio-
nalidad, la justicia y la legitimidad de las intervenciones punitivas408. En el 
ámbito descrito, el derecho y el Estado deben actuar a favor del más débil 
para protegerlo de actividades lesivas, ilegales e injustas representadas en: 
1. El poder de las personas o agrupaciones que ejecutan acciones defini-
das como criminales o terroristas; 2. El poder ilícito y desproporcionado 
desplegado por sectores, agencias o individuos vinculados al Estado, que 
se valen de las atribuciones y medios estatales, para obrar con arbitrarie-

405	 Luigi Ferrajoli. El garantismo y la filosofía del derecho, Bogotá, Externado, 2001, pp. 120 a 
123.

406	 Luigi Ferrajoli. Derechos y garantías. La ley del más débil, Madrid, Trotta, 1999, p. 37. 
407	 Rudolf von Ihering. La lucha por el derecho, Bogotá, fica, Asonal Judicial, ilsa, 2007, p. 73.
408	 Luigi Ferrajoli. Derecho y razón, 2.ª ed., Madrid, Trotta, 1997, p. 851.
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dad y tiranía; 3. El poder de grupos, organizaciones o sujetos privados que 
actúan en escenarios microsociales, como el doméstico, o en el entablado 
macrosocial, como el de las grandes empresas, que abusan de su posición de 
privilegio; y 4. El poder de fuerzas internacionales públicas y privadas, las 
cuales operan de modo extralegal409. Donde el garantismo debe movilizarse 
contra todas las especies anteriores de abuso del poder, mediante: 1. Garan-
tías primarias: límites o vínculos normativos (prohibiciones y obligaciones), 
derivados de la tutela jurídica de los derechos; y 2. Garantías secundarias: 
concretadas en las diversas estrategias de reparación (anulación de actos, 
responsabilidad por acciones ilícitas), que deben seguir a las violaciones a 
las garantías primarias410.

Paul Quentin Hirst411, por su parte, planteó para Estados Unidos y el 
Reino Unido un enfoque de asociacionismo o de asociación democrática, que 
consiste en que el desempeño de las agencias públicas del Gobierno y de las 
privadas deben ser sometidos a un mayor control por parte de aquellos in-
tereses que son afectados por las políticas gubernamentales (comunidades 
que están fragmentadas); se trata de imponer una cultura de rendición de 
cuentas por encima del simple incremento del poder de los controladores; 
el asociacionismo supone que obramos en una sociedad organizacional y 
coloca en las manos de los ciudadanos el control del bienestar público, al en-
tregarles derechos y poderes de elección sobre cómo deben ser ejecutadas 
las prácticas del control, además en condiciones en las que las comunidades 
puedan ejercer un autogobierno diferenciado412. No obstante, la propuesta 
puede ser muy difícil de implementar en la práctica.

En lo que atañe al control social, no hay consenso en la criminología acer-
ca de los aspectos incorporados en su objeto de conocimiento. Las opinio-
nes se dividen entre los que limitan el objeto de estudio al control penal, en 
concordancia con la postura expuesta aquí, y quienes sostienen que abarca 
todo el control social413. Sin embargo, por razones metodológicas, de especi-

409	 Ferrajoli. El garantismo y la filosofía del derecho, cit., pp. 126 a 131.
410	 Ibíd. pp. 132 y 133.
411	 Holverton, Devon, 20 de mayo de 1946-Londres, 17 de junio de 2003, sociólogo y teórico 

político, estudió en las universidades de Leicester y Sussex, siendo uno de los miembros fun-
dadores del Departamento de Políticas y Sociología en el Birbeck College; profesor de teoría 
social en la Universidad de Londres hasta su muerte. Entre sus obras más importantes están 
Social Relations and Human Attributes (1982), Law, Socialism and Democracy (1986), Repre-
sentative Democracy and its Limits (1990), War and Power in the 21st Century (2001) y Space 
and Power: Politics, War and Architecture (2005).

412	 Paul Hirst. “Statism, Pluralism and Social Control”, en David Garland y Richard Sparks 
(eds.). Criminology and Social Theory, Oxford, Oxford University, 2000, pp. 138 y ss.

413	 Lola Aniyar de Castro. “Orígenes, fundamentos, aportes y líneas de desarrollo futuro de 
una criminología de la liberación en América Latina”, en Poder y Control, n.º 1, 1987, pp. 132 
y 133, afirmó la imposibilidad de renunciar al estudio integral del control social, tanto formal 
como informal, en todas sus expresiones.
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ficidad del objeto de conocimiento y de especialidad científica, es indispen-
sable delimitar el objeto de conocimiento414. Con todo, la cuestión funda-
mental que decide la restricción del trabajo criminológico al ámbito exclusi-
vo del control penal, formal e informal, es la existencia de una especificidad 
en las materias susceptibles de indagación. Tal especificidad está dada por 
el carácter penal de las instituciones y prácticas que se estudiarían. Especi-
ficidad ausente en otros campos del control social y que, por tanto, reclaman 
herramientas teóricas propias y diferentes. Precisamente, esa especificidad 
penal sería la que justifica el considerar el control social informal, cuando 
la reacción comprende materias definidas como penales. Desde luego, es 
necesario manejar un margen de elasticidad, lo que no niega la posición asu-
mida. Si el conocimiento de la especificidad, esto es, del control social penal 
o de la divergencia de interés penal, hace necesario analizar otras formas de 
control, nada lo impedirá. Existen importantes nexos entre el control penal 
con instituciones del control formal o informal que no tienen un carácter 
penal. Así, las relaciones que en múltiples oportunidades se tejen entre la 
justicia penal y la actividad de los medios de comunicación, un dispositivo 
típico del control informal, impiden despachar como inconducentes los es-
tudios sobre tales instituciones. Todo dependerá del caso. 

La reflexión sobre el objeto de estudio de la criminología se encaminó, 
entre algunos, hacia la búsqueda de un objeto de conocimiento para las na-
ciones de la periferia415. No obstante, es un error confundir objeto de estudio 
con problemas de investigación. El objeto de estudio de una disciplina tiene 
referentes universales, lo que cambian son los problemas de investigación, 
según las diferencias de contexto y las prioridades políticas. 

Incumbe al control social penal la selección de aquellos individuos y su-
jetos a quienes se les va a imponer la etiqueta de criminales. Ello depen-
derá de los fundamentos o elementos de índole social, económica, cultural 
y política que, dentro de un determinado marco histórico, sean utilizados 
para cumplir ese cometido. Empero, por años habíase supuesto que lo cri-
minal, más que por una decisión del poder político de control social, estaba 
dado por unos determinados hechos o razones, los cuales fueron expuestos 
como criterios teóricos que explicaban el por qué ciertas acciones debían 
ser entendidas como criminales. A continuación, dividido en dos apartes, se 
expondrán esos criterios. Los mismos definían qué debía ser considerado 
como criminal y, de modo paralelo, atendían a la pregunta que se ha reite-
rado por decenas de años: ¿quién es un criminal? –who is a criminal?–. En 

414	 Elbert. Criminología Latinoamericana. Parte primera, cit., pp. 103, 104 y 123, cuestiona la 
posición y considera inabarcable el objeto de estudio propuesto por Aniyar de Castro.

415	 Jesús Antonio Muñoz Gómez. “El objeto de la criminología para América Latina y para Co-
lombia”, en Revista del Colegio de Abogados Penalistas del Valle, n.º 14, 1987, pp. 62 y 63.
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algunos casos la criminalidad fue, incluso, concebida como un hecho social o 
comportamiento con esa índole. Por tanto, las respuestas a estas preguntas 
delinearían en gran medida el objeto de estudio de la criminología. De otra 
parte, al examinar los criterios valdrá la pena hacer una reflexión parale-
la indagando si ellos tienen alguna utilidad, para asistir a la política penal, 
como pautas para decidir lo criminalizable. El último tema sería muy di-
ferente al anterior. Una cosa es emplear unos criterios para descubrir qué 
eventos sociales son criminales y otra, la ahora referida, es usarlos para de-
cidir cuáles hipótesis de conducta deben ser criminalizadas.

II. Criterios tradicionales de definición de lo criminal

En este apartado se considerarán los criterios del delito natural, jurídico 
formal y de los estados peligrosos, todos ellos caracterizados por su rai-
gambre tradicional y conservadora. El primer criterio para definir qué es el 
crimen corresponde a la teoría del delito natural, cuya exposición exige pre-
cisar varios elementos. Con respecto al criterio, Raffaele Garófalo416 fue, 
entre varios, el principal postor de la supuesta naturaleza ontológica, con 
significantes criminales, que concerniría a ciertos comportamientos huma-
nos. Posición de bastante relevancia todavía hoy, dado que goza de mucha 
aceptación entre los profanos.

Para el autor italiano las definiciones de delito jurídica y criminológi-
ca no son análogas, siendo la sociología el marco de definición de la última, 
mientras la primera podría ser vaga e incierta, reconociendo además que era 
variable en el tiempo y en el espacio, lo mismo que dependiente del criterio 
del legislador417. Garófalo predica, como primer paso del método para deter-
minar por un medio sociológico qué es lo delictivo, la necesidad de examinar 
“si entre los crímenes y los delitos de nuestras leyes contemporáneas, los hay 
que hayan sido considerados como acciones punibles en todos los tiempos y 
en todos los países”418. Procedimiento equivocado, pues como pudo advertir-
se páginas atrás, virtualmente no existen tales delitos. En su concepto, de ma-
nera adicional, dado que los eventos más brutales han llegado a gozar de per-
misividad, deberían examinarse los sentimientos asociados a las conductas, 
buscando aquellos que se puedan identificar como continuos e invariables. 
De acuerdo con ello, un hecho cualquiera podía ser lícito en algún tiempo del 

416	 Nápoles, 18 de noviembre de 1851-18 de abril de 1934, jurista y criminólogo italiano, fue 
profesor de la Universidad de la misma ciudad desde 1887, donde también estuvo dedicado 
a la magistratura como fiscal. Junto a Lombroso y Ferri dirigió la revista Archivo de Psiquia-
tría, Antropología Criminal y Ciencia Penal. Entre sus obras se encuentran: Criterio positivo de 
la penalitá (1880); Criminología (1885); Indemnización de las víctimas del delito (1887).

417	 Raffaele Garófalo. Criminología, Madrid, Espasa, 1976, pp. 70 y 71.
418	 Ibíd., p. 72.
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devenir histórico, pero a pesar de ese carácter, constituir siempre objeto de 
repulsión para los sentimientos. Los sentimientos altruistas fundamentales y 
permanentes serían la “piedad” y la “probidad”. Al concurrir tales sentimien-
tos frente a la comisión de un hecho perjudicial emergería una acción negati-
va o criminal en un sentido ontológico. La piedad consistiría en evitar causar 
un dolor o en el endulzar el dolor ajeno; la probidad o la honestidad estarían 
representadas en ocuparse de prevenir dolores futuros y hacer mejor la vida 
de los otros419. De allí su famosa distinción entre el “delito natural” y el “delito 
artificial”, siendo el primero aquel que refleja los delitos que atentan contra 
los sentimientos de piedad y probidad, mientras los siguientes son producto 
de las conveniencias políticas del legislador.

No obstante, el soporte de la diferenciación entre la realización de una 
conducta y los sentimientos contradictorios asociados a ella, como una ge-
neralización, es muy débil. Las acciones, hoy juzgadas reprensibles, no apa-
recen divorciadas de la cultura imperante que, según la época, las hacían ino-
cuas, legítimas e inclusive exigibles. Y dentro de esa cultura que convalida-
ba dichos actos, estaban presentes o ausentes los sentimientos de piedad y 
probidad mencionados, que no son estados naturales, sino rasgos culturales. 
Es cierto que la piedad corresponde a una emoción, pero las esferas cultural 
y social son las que precisan las situaciones o asuntos que conmueven ese 
sentimiento420. A su vez, la probidad es, en realidad, un valor, pero al igual 
que en el caso anterior, su configuración y sentido aparecen conectados a los 
cambios culturales. 

Al proclamar el carácter continuo e indefectible de las actitudes que llama-
ba sentimientos de probidad y piedad, desconocía que éstos son productos 
sociales e históricos, por el contrario bastante discontinuos y mutables, que 
no están hechos allí de antemano, pues han sido construidos socialmente. La 
existencia del sentimiento de probidad, en los términos sostenidos por Ga-
rófalo, implicaría que el progreso de las personas o el “hacer mejor la vida 
de los otros” tienen también un mismo sentido dentro de varias sociedades 
en iguales o distintos periodos. Empero, el carácter conflictivo de la sociedad, 
con la confrontación entre intereses diversos, indica que la idea de progre-
so puede seguir caminos diferentes y, aún, el mejorar la vida de unos llega 

419	 Ibíd., pp. 106 y 136.
420	 Sin negar la base biológica de las emociones, existe acuerdo sobre su dependencia de lo so-

cial. Entendida la emoción como “un fenómeno afectivo intenso, breve, centrado en un objeto 
que interrumpe el flujo ‘normal’ de la conducta y la cognición reorientándolas”, sería una 
manifestación de un estado de activación fisiológica en concordancia con una evaluación 
cognitiva y social, apoyada o influida por los siguientes factores: las estructuras sociales, 
la socialización de la emoción, las normas sociales informales y las funciones sociales que 
cumplen las emociones, José María León Rubio, Silvia Medina Anzano, Silverio Barriga 
Jiménez y Francisco Javier Cantero Sánchez. “Bases sociales de la emoción”, en José María 
León Rubio (coord.). Psicología social, cit., pp. 59, 64 a 73.
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a hacerse con frecuencia a costa de empeorar la vida de otros. Desde luego, 
todos pueden poseer una noción de progreso, pero si ella no es compartida, 
será indemostrable la afirmación de Garófalo sobre los sentimientos altruis-
tas. Por otra parte, tampoco puede recurrirse a la idea de un derecho natural 
como fundamento de la existencia, en la orilla opuesta, de crímenes de índole 
equivalente, entendidos como atentados contra los derechos consustancia-
les a la condición humana o a los derechos otorgados por Dios, puesto que 
además de las razones ya expuestas, no existe fundamentación empírica que 
demuestre la existencia de tales derechos, mientras que el análisis histórico 
sí acredita que los catálogos de derechos han sido edificados por los actores, a 
imagen de sus intereses, en el transcurso de procesos y de prácticas sociales.

Ahora bien, las mismas críticas esgrimidas contra el criterio de los deli-
tos naturales como base para identificar los supuestos hechos sociales que 
deberían estudiarse por la criminología, sirven de fundamento para descali-
ficar su utilidad en el escenario de la política penal, a efectos de fundamentar 
las decisiones sobre qué comportamientos tendrían que ser criminalizados. 
Puesto que los sentimientos de piedad y probidad en los términos sugeridos 
por Raffaele Garófalo no existen, ellos no pueden orientar las decisiones 
de política penal.

En forma reciente Lee Ellis, en asocio con Anthony Walsh, de manera 
ingenua y sin enterarse ni de las tesis ni del debate frente a los planteos de 
Garófalo, definen el crimen “como aquellos actos socialmente dañinos y gra-
ves”, lo cual es una noción del todo subjetiva, pero que Ellis y Walsh preten-
den descifrar como algo “universalmente” condenado, lo cual representa lo 
“inherentemente malo”, los sucesos que “afectan nuestros instintos primor-
diales más profundos”, aunque tales cosas no existen según se ha visto421. No 
hay nada original en el discurso de Ellis y Walsh.

El segundo criterio expuesto con el propósito de delimitar e identificar los 
hechos o comportamientos sociales que serían materia de pesquisa para la 
criminología, el jurídico formal, a diferencia del anterior y de todos los demás 
que serán examinados más adelante, no pretende erigir una noción de crimi-
nalidad distinta a la utilizada por el derecho penal. En efecto, los fenómenos 
o conductas, también los sujetos o actores, contemplados como criminales, 
a cuyo estudio se dedicaría la criminología, serían los definidos como tales 
por la legislación penal. Respecto de la génesis del criterio jurídico-formal, 
cabe indicar que, al menos, ya a comienzos del siglo xx, Joseph Maxwell422 

421	 Anthony Walsh y Lee Ellis. Criminology. An Interdisciplinary Approach, Thousands Oaks 
CA, Sage, 2007, p. 6.

422	 Fort-de-France, Martinica, 1858-Bordeaux, 1938, doctor en medicina, magistrado substituto 
del procurador general ante la Corte de París (1920), procurador general ante la Corte de 
Apelaciones de Boudeaux. Entre sus obras más notables se encuentran Du concept social du 
crime (1914), Le Tarot (1933).



199Objeto de estudio: el control social penal

lo había planteado con claridad, aun cuando tocó el tema en forma concisa423. 
Luego, en los años 1930, en Estados Unidos, Jerome Michael424 y Mortimer 
J. Adler, también antes del famoso debate generado por Paul W. Tappan so-
bre el que en seguida se incursionará, en un estudio bastante pormenorizado 
plantearon: 

no podemos hacer una investigación empírica sobre el crimen y los criminales a me-
nos de tener una base para diferenciar el comportamiento criminal de otro compor-
tamiento y a los delincuentes de otros individuos [...] La definición del crimen, la 
más precisa y la menos ambigua, es aquella que lo define como un comportamiento 
prohibido por la ley penal425. 

En su momento, Michael y Adler, no entendieron que entre los dos tipos 
de comportamiento que pretendían deslindar y distinguir no había diferen-
cia alguna, salvo la definición político-jurídica que recaía sobre alguno de 
ellos en cuanto criminal.

Con posterioridad, en los años 1940, siguiendo una dirección similar, 
Paul W. Tappan retomó el asunto a fondo y criticó con dureza al sociólogo 
Edwin H. Sutherland y a quienes pretendían tomar distancia de la noción 
jurídico-formal de la criminalidad, a la que destacaba como legítima y mu-
cho más precisa y objetiva que cualquier otra426. Tappan había concluido 
que: 

Sólo son criminales aquellos a quienes las cortes les adjudican semejante estado. 
Crimen es un acto intencional de violación de la ley criminal […] cometido sin defen-
sa o excusa, y penalizado por el Estado como una felonía o fechoría. 

No sin reiterar y defender que la concepción sobre el crimen, como definido 
en términos legales, representaba el único campo de estudio significativo 
para la sociología, a la par que aseveraba que el trasgresor de las normas de 

423	 Joseph Maxwell. Le crime et la société, Paris, Ernest Flammarion, 1909, p. 3, establecía el 
dominio de la sociología criminal sobre “la actividad humana prohibida por la ley bajo la 
amenaza de una pena”.

424	 Graduado de la Columbia Law School en 1912, fue profesor en esa misma casa de estudios 
por más de 25 años.

425	 Jerome Michael y Mortimer J. Adler. Crime, Law and Social Science, New York, Bracey, 
1933, pp. 1 y 2.

426	 Para Paul W. Tappan. ”Who Is the Criminal?”, en American Sociological Review, vol. xii, n.os 
1-6, 1947, pp. 96 y 100, donde primero publicó su tesis. El tema (¿quién es el criminal?) es 
asunto de confusión corriente, aunque representa una cuestión de gran importancia porque 
delimita la materia objeto de la investigación criminológica, y Tappan lo acota en lo definido 
por la ley y el juez. En escrito posterior, sostuvo que no toda conducta antisocial es criminal, 
por tanto una definición precisa de lo criminal sólo podía ser adoptada de acuerdo con las 
formulaciones explícitas de la legislación, Paul W. Tappan. Crime, Justice and Correction, New 
York, MacGraw Hill, 1960, p. 10.
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conducta o el antisocial no son criminales para el científico social, si no han 
violado la ley penal y han sido declarados convictos427. En verdad, el plan-
teo de Tappan recogía sin mayores innovaciones, aunque con más apasiona-
miento y sectarismo, la argumentación expuesta por Michael y Adler, pero 
fue él quien suscitó, incluso hasta varios años después, las mayores contro-
versias, como se advierte en los cuestionamientos formulados por Herman 
y Julia R. Schwendinger428 en un trabajo bastante conocido429. 

Desde su planteo teórico originario, que en esencia es la problematiza-
ción del objeto de estudio de la criminología, el criterio jurídico-formal in-
gresa en distintas teorías criminológicas, ya sea para debatirlo o aprobar-
lo. La mayoría del pensamiento criminológico moderno lo reprueba, aun 
cuando en la actualidad, esta postura es todavía promovida por algunos 
autores430. Conforme al criterio se pretende, en el campo de la criminología, 
identificar el concepto de comportamiento criminal con la noción de delito. 
Como corolario del planteamiento se trabaría una equivalencia entre cri-
minalidad, considerada como evento o suceso material, y las tipificaciones 
contempladas en la ley penal. En pocas palabras, la ley penal fija o delimita 
la categoría de criminalidad como fenómeno social, además de jurídico. Así 
mismo, por criminal deberá entenderse al sujeto que realiza un hecho, con-
templado con anticipación en la ley como delito, siendo procesado y conde-
nado conforme a ella. 

Dicho postulado es, apenas en apariencia, equivalente a la definición de 
criminalidad desde el ángulo de la teoría sociológica del delito propugna-
da en este libro. Hay dos diferencias fundamentales. En primer término, de 

427	 Tappan. “Who Is the Criminal?”, cit., pp. 100 y 101.
428	 1926-17 de octubre de 2013, graduada del Queens College de Nueva York y de la Escuela de 

Trabajo Social de la Universidad de Columbia, obtuvo su doctorado en la Escuela de Crimino-
logía de la Universidad de California en Berkeley. Fue una activista política, co-fundadora del 
primer grupo de crisis anti-violación en Estados Unidos, comisionada de libertad condicio-
nal y directora del Centro de Recursos para la Mujer de la Oficina del Sheriff de San Francisco. 
Hizo contribuciones pioneras a los protocolos policiales para casos de violencia doméstica 
y tratamiento a víctimas de violación. Fue considerada como una entre los 50 pensadores 
claves en criminología.

429	 Herman y Julia R. Schwendinger. “¿Defensores del orden o custodios de los derechos hu-
manos?”, en Taylor, Walton y Young. Criminología crítica, cit., pp. 149 a 189.

430	 Por ejemplo, García-Pablos de Molina. Manual de criminología, cit., p. 74: “Ciertamente la 
criminología carece de un concepto privativo de delito distinto del jurídico-penal [...] Crimi-
nología y derecho penal abordan, en todo caso, el suceso criminal con enfoques diferentes”. 
También Pisapia. Fondamento e oggetto della criminologia, cit., pp. 5 y 8, aun cuando el re-
ferente para la criminología no serían sólo las normas jurídicas, sino las sociales. En otras 
palabras, “la materialidad del hecho criminal, debidamente comprobada y castigada según 
reglas precisas, basta por si sola para calificar de criminal a un individuo. Aquel cuyo acto es-
capa a la sanción penal no es un delincuente para la ley”, Denis Szabo. Criminología y política 
en materia criminal, México D. F., Siglo xxi, 1980, p. 21; Wolf Middendorff. La criminalidad 
violenta de nuestra época, Madrid, Espasa Calpe, Estudios de psicología Criminal, vol. xviii, 
1984, p. 15.
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acuerdo con el criterio jurídico formal se aspira a registrar y definir las ac-
ciones sociales que deben ser objeto de conocimiento de la criminología a 
partir de las prescripciones de la ley penal, punto en el cual ya fue advertido 
que, aun cuando relacionadas, las esferas descriptiva y prescriptiva de la 
vida social son distintas431. Es decir, una cosa sería afirmar que lo llamado 
criminal es un hecho objetivo, cuando en verdad se trata de una decisión 
basada en un juicio de valor subjetivo, utilizando esa noción para intentar 
describir la realidad y, otra cosa muy diferente, es tomar esa categoría como 
una prescripción que identifica y cualifica de modo valorativo a la divergen-
cia. En segundo lugar, se persigue restringir el estudio de la criminología 
sólo a aquellos hechos contemplados de manera hipotética como delictivos, 
lo que convoca varias críticas que serán expuestas adelante.

El criterio no escinde la actuación que deviene en delictiva, de la califi-
cación de criminal que le ha sido impuesta. Por tanto, habría una identidad 
de naturaleza entre el hecho y su definición legal. Ello sería apenas lógico, 
cuando la mayoría de los partidarios de este criterio consideran que el he-
cho delictivo tiene un carácter ontológico, donde la cualidad trascendental 
del acto es la de criminal. No obstante, ya se ha insistido bastante sobre lo 
errado de semejante aserto. Una conducta es criminal porque la ley lo decide 
así en ejercicio de una actividad prescriptiva, no porque ella lo sea en algún 
aspecto sustancial; por lo demás, las distintas acciones sociales no poseen 
diferencias entre sí, son fenómenos sociales que requieren de una categoría 
teórica descriptiva que los comprenda como hechos sociales. A su vez, los 
seguidores de este criterio que distinguen la conducta social de su adjetivi-
zación jurídica, a pesar de lo cual en todo caso piensan que la respuesta para 
precisar qué comportamientos deben ser considerados como criminales se 
encuentra sólo en las definiciones legales, aunque no aprueban la idea del 
carácter ontológico de la criminalidad, coinciden en todo caso en una serie 
de defectos también presentes en la anterior postura. Entre ellos, el princi-
pal es someter el esclarecimiento de las materias que deben ser abarcadas 
por la criminología a un mandato normativo. El segundo problema radica 
en que no se apropian de una categoría teórica para abarcar los conflictos 
sociales que les interesa abordar, pues persisten en usar para el efecto la 
noción de criminalidad. El tercero, consecuencia del anterior, es que con-
funden las dimensiones prescriptiva y descriptiva de la vida social. Mientras 
que, a diferencia de la corriente precedente, incurren en una incoherencia 
evidente, pues no puede sostenerse que lo criminal es apenas una etiqueta 

431	 La visión absolutista tradicional sobre el crimen sostiene que éste es una conducta que viola 
la ley, la versión relativista que emergió con los autores de la teoría del etiquetamiento, en 
contraste, establece que un acto se convierte en criminal sólo cuando es definido como tal 
por un grupo de observadores, Curran y Renzetti. Theories of crimes, cit., p. 229.
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sin fundamentación ontológica y, a la par, afirmar que tal etiqueta define lo 
criminal considerado como hecho social, pues entonces sí habría eventos 
materiales que por naturaleza tienen una esencia criminal. O sea, no puede 
decirse “a coro” que la criminalidad es una mera definición política y que la 
criminalidad es un hecho social. 

Una variante del criterio jurídico penal decidió adoptar el término cri-
minalidad para abarcar los hechos sociales que debería estudiar la crimino-
logía, pero advirtiendo que el significado de la noción criminológica de cri-
minalidad era diferente a la emanada del derecho penal, más amplia432. Un 
efecto con certeza no deseado, pero inconveniente, que emerge de abrazar 
una acepción criminológica de criminalidad, radica en que resulta necesario 
abandonar el principio de legalidad, pues de lo contrario la definición cri-
minológica no podría ganar la amplitud perseguida. Pero otra consecuencia 
reside en que al usar la misma acepción para cosas distintas se generaba 
confusión433.

Los argumentos aludidos sobre la precisión o ausencia de ambigüedad 
y la objetividad del criterio jurídico para definir los fenómenos sociales, lo 
mismo que los sujetos, que serían criminales, son inaceptables. El derecho 
penal, al igual que sus aplicaciones, no es siempre inequívoco: la ley será tan 
compleja como las sociedades que la producen434; los preceptos padecen de 
problemas técnicos que los hacen confusos en muchos casos; la hiperinfla-
ción legislativa enreda la tarea de identificación de las normas vigentes435; 
los usos lingüísticos, que constituyen el eje de las descripciones normativas, 
ofrecen problemas para desentrañar el significado de sus elementos436; con-

432	 Entre sus partidarios pueden mencionarse, además, a Garrido, Stangeland y Redondo. 
Principios de criminología, cit., p. 50.

433	 Serrano Maíllo, igualmente, juzga indispensable contar con un concepto de delito crimino-
lógico, distinto al penal, pero a diferencia de Garrido, Stangeland y Redondo, lo presenta 
y busca que no sea incompatible con el principio de legalidad. Entonces, declara que “Delito 
es toda infracción de normas sociales recogidas en las leyes penales que tienda a ser perse-
guida oficialmente en caso de ser descubierta”, (Introducción a la criminología, cit., p. 72). No 
obstante, el concepto anterior se identifica con el jurídico formal de manera plena y, en modo 
alguno, significa un concepto distinto o criminológico. En primer lugar, dado que en esa de-
finición, en todo caso, la infracción tiene que ser contraria a las leyes penales, pues sobra la 
cita de las normas sociales. En segundo lugar, decir que “tienda a ser perseguida en caso de 
ser descubierta”, puede implicar que 1. Que no haya sido descubierta; o 2. Que haya sido des-
cubierta, pero si no ha sido descubierta no existe para el estudioso de la criminología, que no 
puede estudiar lo que no se conoce, en cuyo caso sobra la distinción planteada, lo que acarrea 
que puede eliminarse la aclaración que integra la segunda parte del concepto, ya que además 
si es descubierta tenderá a ser perseguida. Por tanto, sólo queda en pie la idea de que “Delito 
es toda infracción de las normas penales”, o sea, el criterio jurídico formal de lleno. 

434	 Ost y Kerchove. “Pensare la complessità del diritto: per una teoria dialletica”, cit., pp. 5 y 6.
435	 Zaffaroni. Estructuras judiciales, cit., p. 16; Perfecto Andrés Ibáñez. “¿Neutralidad o plu-

ralismo en la aplicación del derecho? Interpretación judicial e insuficiencia del formalismo”, 
en Doxa, n.os 15 y 16, vol. ii, Universidad de Alicante, 1994, p. 870; Silva García. El mundo real 
de los abogados y de la justicia, t. i, cit., p. 82. 

436	 Sobre el lenguaje y los problemas que acarrea al derecho Fritjof Haft. “Derecho y lenguaje”, 
en Kaufmann y Hassemer (eds.). El pensamiento jurídico contemporáneo, cit., pp. 221 a 238.
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curren lagunas materiales e ideológicas en el derecho las cuales lo convier-
ten en anfibológico y difuso, a la par que permiten diversas interpretaciones 
y usos437; en ocasiones, se introducen tipos penales en “blanco” que se carac-
terizan por su imprecisión, aunque elevan la posibilidades de un uso discre-
cional y discriminatorio de las normas; las disposiciones jurídicas contienen 
espacios que propician las estimaciones y las elecciones entre distintas al-
ternativas, lo que repercute en el sentido que le son dadas al momento de su 
interpretación y aplicación438. 

Todavía imaginando un derecho penal dueño de un alto acierto y conci-
sión técnica, la adecuación de las situaciones concretas a los descripciones 
abstractas del derecho son de manera invariable discutibles, pues existe dis-
tancia entre los enunciados hipotéticos contemplados en la ley y el uso que 
se hace de ellos en la práctica jurídica. Así, las predilecciones ideológicas 
de los operadores jurídicos influyen en las decisiones judiciales439; existe 
un código secundario, distinto al primario u oficial, el cual establece pautas 
que inciden en la operación del derecho440; las prácticas jurídicas desarro-
lladas en el curso de la interacción social gestan micro-órdenes aperados 
con sus propias reglas, a veces contrarias al derecho, que los operadores 
se ven compelidos a acatar441; las demandas de justicia material, en no po-
cas oportunidades, encaminan la aplicación del derecho por vías distintas 
a las que en apariencia están previstas en sus mandatos; la selectividad en 
la operación del control penal, conduce a usos discriminatorios y desigua-
les en la aplicación de los preceptos penales. De allí que la ejecución de las 
normas penales arroje con frecuencia resultados inesperados y dudosos, lo 
cual pondría en tela de juicio la validez de los argumentos que soportan el 
criterio. En definitiva, todas las razones anteriores cuestionan la supuesta 
certeza y precisión de la ley penal para determinar lo criminal.

La razón de la objetividad ya ha sido refutada: la aplicación del derecho 
es un juego prescriptivo determinado por juicios de valor o interpretaciones 
subjetivas. Al contrario, tal noción de objetividad coincide con los postu-
lados del positivismo jurídico puro o formalismo jurídico que impregnó a 
alguna vertiente histórica del derecho, la cual considera la aplicación de la 
ley como un mero acto de subsunción lógica de unos hechos en enunciados 

437	 Mauro Cappeletti. Le pouvoir des juges, Paris, Economica, 1990, pp. 25, 28 a 32; Bobbio. 
Teoría general del derecho, cit., p. 226. 

438	 Jerzy Wróblewski. “Ideología de la aplicación judicial del derecho”, en Crítica Jurídica, n.º 10, 
México D. F., Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de Méxi-
co, 1992, pp. 19 a 35.

439	 Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. iv, cit., pp. 15 y ss.
440	 Peter McNaughton-Smith. “The Second Code. Toward (or Away from) an Empiric Theory of 

Crime and Delinquency”, en Journal of Research in Crime and Delinquency, n.º 5, 1969, pp. 15 
y ss.

441	 Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. ii, cit., pp. 185 a 200.



204 Criminología. Teoría sociológica del delito

jurídicos, cuando está demostrado que en la decisión judicial la ley es ape-
nas una variable, combinada con otras de índole social y política y que, por 
ende, existe un amplio campo permeable a un pluralismo jurídico el cual 
admite distintas opciones que conducen a resultados diversos. 

Sobre la legitimidad política del criterio, puede demostrarse el carácter 
democrático de un estatuto penal proferido por un Estado social de dere-
cho. Sin embargo, lo discutido no es la legitimidad de la ley penal, es el obje-
to de estudio de una ciencia social. Ahora bien, el objeto de conocimiento de 
una ciencia social, natural o básica no puede estar supeditado a un proceso 
político donde, por ejemplo, las mayorías del parlamento deciden que será 
reconocido como crimen. No es la democracia de las mayorías la que resuel-
ve qué debe ser materia de investigación por una disciplina, son las necesi-
dades y las posibilidades del conocimiento. El problema de la ciencia es de 
curiosidad no de legitimidad política, salvo las consideraciones éticas que 
puedan formularse al objeto o a los procedimientos para investigarlo, lo cual 
constituye otro problema442. La legitimidad de la ciencia aparece determina-
da por la calidad y la cantidad de los datos que provee, por los enunciados 
teóricos construidos y por los problemas de pesquisa que resuelve443. En 
la esfera del control penal, a la que pertenece el derecho como una de sus 
herramientas, desde luego, puede ser pertinente elaborar juicios sobre la 
legitimidad, valga decir de la justedad de las definiciones de criminalidad 
contempladas en la ley penal u objeto de aplicación por parte de los ope-
radores judiciales, entendiendo que tales asertos son un acto de poder que 
puede o no adolecer de la cualidad comentada444. No obstante, en este caso 
el asunto se presenta como parte de la segunda dimensión del objeto de 
estudio de la criminología, cual es el control social penal, no en la referida a 
las acciones sociales.

Ninguna ciencia puede definir su objeto de estudio por mandato de nor-
mas legales, ya que supondría subordinar la disciplina a los órganos polí-
ticos que legislan. Del mismo modo que sería imposible pensar en un par-
lamento decidiendo qué podría ser investigado por la física o la medicina. 

442	 El actual debate sobre las restricciones a la investigación científica en materias como la clo-
nación de seres humanos, aún no del todo resuelto, obedece a evaluaciones éticas y políticas. 
La censura repercutiría allí en limitaciones legales al desarrollo de la ciencia, nunca sería la 
negación de las probabilidades del conocimiento en esa área, puesto que no es el derecho el 
que determina las perspectivas o posibilidades del conocimiento.

443	 El derecho, en cambio, sí es una ciencia con un objeto normativo, pero ni siquiera cuando el 
derecho adoptado por el Estado carece de legitimidad política puede afirmarse que la ciencia 
jurídica posee un objeto de estudio ilegitimo, pues una cosa es la legitimidad de la ciencia y 
otra la de las prescripciones, hechos o actuaciones que debe estudiar.

444	 En el ámbito del control, la sociología jurídica sí encuentra acotado, en parte, su objeto de 
estudio por el derecho, pues éste constituye su referente, aun cuando hace un seguimiento 
de la operación de las normas desde otro punto de vista, esto es, el social.
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Supeditar el objeto de indagación de la criminología al contenido normativo 
penal equivaldría a sujetarlo a la tenencia de poder político, ya que es su 
disposición el supuesto indispensable para lograr la criminalización de un 
comportamiento. El derecho es un mecanismo de poder, un instrumento 
para decidir en un cierto sentido los conflictos sociales. Sus contenidos ex-
presan muchas veces los intereses de grupos que logran configurar los al-
cances del derecho o manejar su operación. Es más, no pocas veces tales in-
tereses conciernen a minorías de la sociedad o carecen de un soporte ético 
plausible. En tales eventos, el objeto de estudio de la criminología, al quedar 
circunscrito al derecho penal, terminaría definido por los intereses de las 
élites. Los defectos argüidos desembocarían en prácticas autoritarias y dog-
máticas, al someter la iniciativa científica a los dictados de los poderosos. 
Sobre los efectos del autoritarismo en el terreno científico, cabe recordar las 
nefastas repercusiones que para el avance de la ciencia tradujeron, en áreas 
como la astronomía, la geografía y la medicina, las prohibiciones legales y 
las acciones punitivas desarrolladas en el pasado por poderes políticos y 
religiosos intolerantes. Además, negarle un ámbito mayor a la criminología, 
que sobrepase los mojones del derecho penal, equivaldría a reducir la rea-
lidad sociopolítica, cultural y económica, a una “realidad” normativa. Esta 
sería una visión deformada de la materialidad.

Una criminología edificada sobre el pilar del concepto de divergencia, 
que tiene en cuenta, pero que no está atado a la definición jurídica del de-
lito, comprende comportamientos no consignados en la ley positiva como 
criminales, respecto de los cuales desde la política penal podría llegar a pos-
tularse su prohibición legal e, incluso, el análisis de las relaciones sociales 
divergentes es capaz de conducir a propuestas de descriminalización de 
conductas ilícitas en el terreno penal. Ninguna de las dos posibilidades an-
teriores, estudio de acciones no prescritas como criminales o elaboración de 
políticas de descriminalización, sera factible al convertirse la criminología 
en una disciplina accesoria al derecho penal. Igualmente, la línea discutida 
puede conducir a exabruptos tales donde acciones no contempladas en las 
prescripciones de la legislación penal, que generan conflictos sociales y po-
seen la potencialidad para producir graves daños no podrían ser materia 
de conocimiento criminológico. Una consecuencia o función latente de los 
defectos anteriores radica en que el criterio jurídico-formal se opondría al 
cambio jurídico y social, siendo por tanto con claridad conservador. 

El criterio jurídico-formal contiene yerros adicionales. Se sabe que mu-
chas actuaciones que tienen un elevado potencial para llegar a ser definidas 
como delictivas escapan a esa calificación, pues sus autores no son descu-
biertos por el sistema penal o siéndolo, no son acusados o condenados, ya 
por ausencia de pruebas o algún otro factor de orden técnico, o porque la 
naturaleza selectiva del sistema provoca desigualdades y omisiones en el 
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trato de los sospechosos. Mientras que en la otra orilla, sea por errores judi-
ciales o por el efecto opuesto del carácter selectivo del sistema, muchos indi-
viduos que no deberían ser juzgados responsables son hechos convictos445. 
Conforme a dichos eventos, según el criterio jurídico-formal, las acciones de 
los sujetos del primer grupo serían indiferentes a la criminología, y las del 
segundo constituirían parte del objeto de estudio de la ciencia, pues al tenor 
de las categorías legales representarían conductas criminales, lo cual es un 
absurdo lógico446.

Qué decir de aquellas situaciones donde la acción social reúne todos los 
requisitos demandados por la dogmática penal para ser imaginada como 
una infracción, excepto las condiciones de punibilidad. Para la criminología 
fundada en el criterio jurídico, dicha conducta no sería criminal, pues, por 
ejemplo, la pena ha prescrito. O cuando se tiene la convicción que la infrac-
ción ha sido cometida, pero en aplicación del principio de oportunidad, no 
es perseguida. Todos los ejemplos expuestos arrastrarían a la criminolo-
gía por senderos que implicarían contrasentidos lógicos, o inhibirían sus 
posibilidades de pesquisa frente a casos que pueden ameritarla. Si apenas 
fueran susceptibles de estudio las acciones sociales indicadas en forma hi-
potética en la ley penal, que ya aparecen allí provistas de determinadas ca-
lificaciones, la criminología sería una disciplina auxiliar del derecho penal. 
Habría una total identificación entre el objeto del derecho penal y el de la 
criminología o sociología jurídica penal. Ese objeto común equivaldría a la 
conducta consignada en la ley como delito. Por ende, cuando la dogmática 
penal variara su contenido, por motivo de una reforma legislativa, en las 
mismas proporciones cambiaría el objeto de la criminología. De allí el ca-
rácter subordinado de la disciplina respecto del derecho penal. Al depender 
del derecho penal, despojada de su autonomía, la criminología perdería su 
importante papel crítico de la legislación, sometida a cumplir, como efecto 
de todo ello, un rol de legitimación del sistema penal. La ausencia de crítica 
criminológica sería la renuncia a un espacio en el cual ya la disciplina ha 
demostrado la importancia de sus contribuciones447. En política penal, para 

445	 Ambas críticas ya habían sido señaladas en Schwendinger y Schwendinger. “¿Defensores 
del orden o custodios de los derechos humanos?”, cit., pp. 154 y 155.

446	 El contrasentido anterior ha sido sostenido por autores como Dennis Chapman. “El estereo-
tipo del delincuente y sus consecuencias sociales”, en del Olmo (comp.). Estigmatización y 
conducta desviada, cit., p. 164, que señala: “En mi análisis un delincuente es aquel que ha sido 
convicto por un delito, no aquel que ha efectuado una acción por la cual no ha sido castigado, 
pero incluyendo a una persona que ha sido declarada culpable por un delito que no ha come-
tido”. Semejante absurdo lógico era sostenido también por Paul W. Tappan.

447	 La criminología no debe ser confinada a los límites de la ley, lo que la haría una disciplina tra-
dicional y conservadora, pues los criminólogos deben estar abiertos y dispuestos a estudiar 
temas más amplios, Carrabine, Iganski, Lee, Plummer y South. Criminology. A sociological 
Introduction, cit., pp. 3 y 4.
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efectos de definir qué conductas hipotéticas deben ser incorporadas al de-
recho penal como delitos, como es apenas obvio, el criterio jurídico-formal 
será inútil, pues conllevaría a una tautología.

El tercer criterio para establecer el concepto de criminalidad en cuanto 
fenómeno social, denominado de los estados peligrosos, engloba un rango 
más amplio en comparación con el jurídico formal. La noción de peligrosi-
dad traduce la existencia de calidades personales o situaciones que pueden 
llevar con una probabilidad elevada a la delincuencia o, dicho en otras pa-
labras, serían factores que predisponen al crimen o constituyen entornos 
pre-delictivos, que por su potencialidad para conducir a la comisión de un 
delito deben ser parte de las observaciones criminológicas, además de de-
finir la noción de criminalidad. La idea de criminalidad, con implicaciones 
sobre el objeto de estudio de la criminología, envuelve a las conductas in-
mersas en la ley penal, que encarnarían peligrosidad, junto a aquellas señas 
o condiciones que pueden provocar o empujar a la realización de delitos 
y que, por el riesgo implícito en ellas, corresponden a categorías de peli-
grosidad. El criterio incorpora las actuaciones contempladas en el punto de 
vista jurídico-formal, si bien su eje es la peligrosidad, pero agrega al campo 
de estudio contextos, comportamientos y sujetos que son definidos como 
peligrosos, por su orientación o vocación hacia el delito o su naturaleza an-
tisocial. La noción de criminalidad, ante la inminencia delictiva emanada de 
pretendidos factores criminógenos, incorpora la amenaza en cuestión como 
su elemento central. 

El criterio, antidemocrático, fue introducido por la escuela positivista 
que contribuyó a desarrollarlo aliado con teorías biológicas sobre la crimi-
nalidad448. No cabe duda que la criminología positivista y la biológica, tam-
bién las teorías multifactoriales hermanadas con las anteriores, se nutrie-
ron de las prácticas e imaginarios sociales que habían precedido sus doc-
trinas, pues optaron por apropiarse de las tipificaciones sociales acerca de 
aquellos individuos considerados nocivos de quienes se debía desconfiar o 
que, de modo directo, personificaban “la maldad”. Esas percepciones sobre 
la peligrosidad de ciertos actores sociales perduran en las creencias de la 
población, como recetas sociales sedimentadas en el mundo de la cultura. 
Alimentan las interpretaciones del sentido común sobre la delincuencia, o 
sea, el imaginario de los miembros de la sociedad sobre qué es la crimina-
lidad, lo cual incluye a los operadores jurídicos. A partir de ellas, avanzan 
procesos de construcción social de la realidad social referidos a la criminali-

448	 Enrico Ferri. Principios de derecho criminal, Madrid, Reus, 1933, pp. 266 a 309; Filippo 
Grispgni. Derecho penal italiano, Buenos Aires, Depalma, 1949, pp. 22, 85 a 171; Enrico 
Altavilla. La dinámica del delito, t. i, Bogotá, Temis, 1961, pp. 6 y 7; Juan P. Ramos. Curso de 
derecho penal, t. ii, 3.ª ed., Buenos Aires, Biblioteca Jurídica Argentina, 1943, p. 161.
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dad, entendida como un problema de peligrosidad de determinados agentes 
sociales o situaciones. Esas recetas que pronostican peligrosidad, usadas de 
manera exitosa en ocasiones o confirmadas en casos puntuales, terminan 
definiendo la realidad social a su imagen y semejanza. Hoy el criterio apa-
rece representado en no pocos autores y corrientes contemporáneas del 
pensamiento criminológico449. Lo que evolucionó en parte, social e históri-
camente, son los eventos y grupos a los cuales se les imputa peligrosidad, 
mientras que en algunos otros casos, creencias tradicionales han perdurado 
en forma invariable450.

Desde esta óptica, el tema principal de indagación es quiénes clasifican 
en el rango de peligrosidad, en razón de la posesión de un rasgo que permi-
te identificarlos dentro de ese espectro y, en otras ocasiones, son determi-
nadas situaciones las cuales envuelven la fatalidad de propiciar el crimen. 
Así, la pertenencia a determinados grupos étnicos, atributos de la identidad 
social de las personas, los vínculos con estilos de vida, algunas preferencias 
personales y posiciones sociales, responderían a la visión de los estados pe-
ligrosos. Desde un ángulo étnico, en especial, los judíos, los afroamericanos 
y los gitanos han sido identificados en la historia como individuos peligro-
sos, los inmigrantes (en alguna época y respecto de ciertos países, los italia-
nos y aquellos provenientes de países del mediterráneo, hoy los hispanos y 
en general la población del Tercer Mundo), los musulmanes (con relación 
al terrorismo), los colombianos (respecto del narcotráfico), etc. Respecto 
de identidades sociales, los jóvenes, las personas analfabetas, aquellas con 
trastornos mentales, etc. Desde ángulos diversos conectados a estilos de 
vida, también las prostitutas, los homosexuales, los mendigos, los vagos, los 
jugadores, los bohemios, los alcohólicos, los consumidores de drogas, etc.451. 
En forma similar, los poseedores de antecedentes penales y los pobres están 

449	 En ese sentido, Garrido, Stangeland y Redondo. Principios de criminología, cit., p. 48, que 
mencionan las “conductas infantiles y juveniles problemáticas o antisociales que pueden ser 
predictoras de la posterior delincuencia”, entre las cuales citan el absentismo escolar. La per-
sistencia de esta tendencia es reconocida también en Kaiser. Criminología, cit., p. 19, cuando 
anota: “Finalmente, también se está de acuerdo en que los fenómenos del alcoholismo, de la 
asociabilidad, del causar molestias a la comunidad, de la prostitución y del suicidio son ya 
objeto de la criminología”. También, Giacomo Canepa. “La personnalité criminell”, en Revue 
Internationale de Criminologie et de Police Tecnique, n.º 1, Genève, 1987, p. 29; Jean Chazal. 
Les magistrats, Paris, Grasset, 1978, p. 251.

450	 Un relato de la evolución de la idea de peligrosidad en la legislación penal y en el pensamien-
to criminológico, en los que gozó de una muy elevada y larga influencia, en Marino Barbero 
Santos. Marginación social y derecho represivo, Barcelona, Bosch, 1980, pp. 1 a 48.

451	 Por ejemplo, la vagancia es concebida como un caso de especial peligrosidad, pues se arguye 
que el desempleo “no puede decirse que exista en Colombia porque es sabido que los recur-
sos de la naturaleza y el progreso económico de la Nación entera dan cabida a todo el que en 
alguna forma desee ocuparse lícitamente en cualquier menester”, Jorge Enrique Gutiérrez 
Anzola. Doctrina y práctica del Estado peligroso en Colombia, Bogotá, Diario Jurídico, 1956, 
pp. 33, 61, 63 y ss. 
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sujetos a encajar con preferencia dentro del cuadro de la peligrosidad. Son, 
pues, individuos amenazantes que participan de dos estadios: delincuen-
tes potenciales, debido a alguna característica que portan, la cual los hace 
propensos al delito; y antisociales, debido a su participación en actividades 
así definidas, en ocasiones ya reprendidas por la ley, pero que en todo caso 
constituyen una escala hacia la infracción de la ley penal.

La detección y estudio de los estados de peligrosidad como objeto de la 
criminología no es una labor apenas académica. Aparece conectada a la fi-
nalidad de la criminología, lo cual significa que a partir del examen de di-
chas condiciones, definidas como antisociales o pre-delictivas, se proponen 
medidas y acciones de política penal, sobre todo de carácter preventivo o 
relacionadas con la imposición de la pena452. Tales medidas pueden llegar 
a incluir la propia criminalización de los estados peligrosos. También las 
prácticas judiciales aparecen penetradas en grado considerable por concep-
ciones peligrosistas, tanto a efectos de la elaboración de juicios sobre la res-
ponsabilidad penal, como en lo que atañe a la concesión de los subrogados 
penales453. Con frecuencia el criterio peligrosista se introduce de manera su-
brepticia en la operación del control penal, pues sus elementos están de un 
modo profundo enraizados en los prejuicios ideológicos, pero a la vez son 
percibidos como políticamente incorrectos, además de probatoria o empíri-
camente insostenibles, lo que lleva a ocultarlos. Cabe anotar que integrantes 
de algunos de los grupos sociales calificados como peligrosos pueden, inclu-
sive con cierta iteración, ser partícipes de acciones con una elevada probabi-
lidad de obtener una interpretación como criminales. La criminalización no 
surge, propiamente, de su condición, sino de la discriminación y margina-
lidad a la que son sometidos los propietarios de las calidades comentadas. 
Del mismo modo, la posibilidad de incurrir en conductas delictivas tiene 
como contrapeso un elevado número de eventos en los cuales esto no ocu-
rre. Todo ello hace en alto grado discriminatoria e injusta la aplicación de 
medidas anticipadas de criminalización en contra de los grupos o las perso-
nas acotadas, por tanto el criterio es del todo inadecuado.

452	 Enrico Altavilla. La dinámica del delito, t. ii, Bogotá, Temis, 1962, pp. 471 y ss.
453	 La investigación empírica atestiguaba la ascendencia contemporánea de las tesis peligrosis-

tas entre los operadores jurídicos nacionales. La existencia de una personalidad criminal o la 
consideración de los antecedentes penales como signos de peligrosidad, con efectos directos 
en la negación de subrogados penales, son creencias enquistadas entre una facción impor-
tante de los operadores jurídicos. Una tipología de ellos (el 36% de los encuestados) partici-
paba de la creencia arraigada en cuanto a que existen estados predelictuales representados 
en el homosexualismo, la prostitución, la vagancia y la rebeldía. Ese parecer obtenía apoyo 
todavía superior entre los jueces penales municipales (55% de los encuestados). Así mismo, 
pensaba esa tipología de operadores que el sistema penal debía orientarse a la protección de 
la sociedad frente a sujetos propensos a la criminalidad en razón de su personalidad descom-
puesta, Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. iv, cit., pp. 173, 176, 212 
y 213.
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En términos sociales o empíricos no existen los estados de peligrosidad, 
esa valoración corresponde a un juicio subjetivo o a una interpretación que 
pretende un pronóstico sobre las actuaciones futuras de las personas. Esto 
convoca dos comentarios: como quiera que el juicio de peligrosidad repre-
senta una ponderación subjetiva, debe ser descartado como elemento útil 
para describir y analizar la realidad social; dada la variabilidad del compor-
tamiento humano y la libertad para autodeterminarse dentro de condicio-
nes y opciones alternativas, la conducta es en gran medida impredecible, 
razón por la cual no deben elaborarse pronósticos con propósitos de pre-
vención o represión penal. Ocurre, en cambio, que la pertenencia a ciertos 
grupos representa estados de vulnerabilidad los cuales propician interven-
ciones selectivas y discriminatorias de las estructuras de control penal. Se 
trata de actitudes intolerantes que reprueban la diversidad, consustancial a 
la divergencia social, sin una base de legitimidad. 

En la actualidad, de modo particular en Europa, la peligrosidad ha reco-
brado renovada vigencia bajo la forma de un discurso más moderno, ahora 
nominado con la expresión riesgo. La nueva doctrina, aun cuando hunde sus 
raíces en los antiguos dogmas de la peligrosidad, expone noveles elemen-
tos teóricos. No se trata de los riesgos tradicionales y comunes. El riesgo es 
sobre todo un sentimiento de incertidumbre y una sensación subjetiva de 
amenaza, característica en sociedades muy avanzadas en los terrenos po-
lítico y tecnológico, además con progresos notables en bienestar socioeco-
nómico, que conexo a esas condiciones ventajosas construyen un ambiente 
de miedo bastante singular. Es el miedo de quien tiene casi todo, que ya no 
debe preocuparse por la sobrevivencia, pero que por ello se alarma y tiene 
más razones en apariencia para estar asustado por las contingencias excep-
cionales, que ya dejan de ser fortuitas para tornarse en un riego latente454. 
La paradoja sería que, en verdad, el peligro es distante, lo que hace que se le 
tema más. Así riesgo y miedo aparecen confundidos en la misma categoría. 
Entonces, viene a hablarse de grupos de riesgo, también de situaciones de 
riesgo, y son adoptadas estrategias para controlar la potencialidad delictiva 
inferida de los rasgos o sucesos identificados. Para Europa, los extranjeros 
representan la nueva amenaza455, sin embargo, se suman las condiciones 

454	 Las diferencias entre habitantes del Tercer y del Primer Mundo, donde el segundo está arro-
pado por el miedo, traducido en riesgo, son palpables. Uno participa en una lucha continua 
para poder alimentarse diariamente, sin saber qué pasará al otro día; el otro sabe que nunca 
le faltarán comestibles, pero siente miedo de contraer la enfermedad de las “vacas locas” o 
duda si los alimentos transgénicos son malos para la salud. Uno convive con el homicidio, que 
como en Colombia puede ser la primera causa de mortalidad; el otro afronta tasas muy bajas 
de homicidio, pero la excepcionalidad, le hace temer de los inmigrantes. Uno se preocupa si 
existe una carretera en condiciones aceptables o de los costos de los pasajes aéreos; el otro 
hace elucubraciones sobre la posibilidad de descarrilarse en un tren de alta velocidad. 

455	 Sobre esto ver Velandia Montes. La punitividad electoral en las políticas penales contempo-
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generadas por los desarrollos tecnológicos. Todo ello ha dado lugar a un 
derecho penal de enemigo, tal vez, más lesivo para la democracia y los dere-
chos fundamentales que las viejas concepciones peligrosistas.

III. Criterios sociales de definición de lo criminal

En este segundo apartado dedicado a los criterios más relevantes para la 
definición de lo criminal, serán examinados aquellos de raigambre más so-
cial y crítica, esto es, los criterios de las normas de conducta, del daño so-
cial y de lo socialmente negativo. Entonces, el cuarto criterio en discusión, 
corresponde al denominado de las normas de cultura, normas de conducta 
o de la normalidad social. En este caso, la criminalidad estaría constituida 
por aquellos comportamientos que se contraponen al conjunto de valores y 
pautas de conducta predominantes en el grupo social o que, en otras pala-
bras, contravienen las normas de cultura o mandatos sociales. Tales precep-
tos, aun cuando pueden estar también consignados en el derecho, reúnen un 
espectro mayor de hechos en comparación con el criterio jurídico-formal. 
Esas normas, en tanto expresión de las costumbres, usos y valores de la ma-
yoría de la población, representarían la normalidad social.

Johan Thorsten Sellin456, sociólogo estadounidense, fue un precursor 
importante dentro de la línea que habría de poner en duda el monopolio del 
criterio jurídico para establecer qué era la criminalidad, entendida como 
fenómeno social. Sus cuestionamientos abrieron la polémica sobre la defini-
ción de criminalidad, puesto que, por una parte, tenía claro que las normas 
del derecho penal podían ser producto de los grupos dominantes, incluso 
minoritarios y, por otra, consideraba que “las ciencias deben ser libres para 
definir sus propias condiciones de investigación, basados sobre las caracte-
rísticas intrínsecas de sus materias”457. 

Sellin afirmaba que la idea central radicaba en que las normas de con-
ducta y los valores seguidos por la sociedad no están de un modo necesario 

ráneas, t. i, capítulo segundo, “Ley Orgánica 11/2003: Inseguridad ciudadana e inmigración”, 
cit., pp. 167 y ss.

456	 Ornskoldsvik, Suecia, 26 de octubre de 1896-Gilmanton, New Hampshire, 17 de septiembre 
de 1994, a edad temprana emigró, en principio, a Canadá. Estudió sociología en la Universi-
dad de Pensilvania, a cuya ciudad llegó con su familia en 1915 y en donde, además, laboró 
como profesor emérito. Fue presidente honorario de la Sociedad Internacional de Crimino-
logía, así mismo, un duro opositor a la pena de muerte. Se le considera uno de los grandes 
pioneros de la criminología, bajo una perspectiva sociológica y un enfoque avanzado. Autor 
de Police and the Crime Problem (1929); Crime in the Depression (1937) y Culture, Conflict and 
Crime (1938); The Measurement of Delinquency (1964, con Marvin Wolfgang).

457	 Famoso fue su cuestionamiento en cuanto a que había que romper las cadenas del derecho 
para constituir un concepto de criminalidad, pues se trataba de fijar el objeto de estudio de 
una ciencia social (sociología), que no podía ser predeterminado por el derecho, Thorsten 
Sellin. Conflits de culture et criminalité, Paris, A. Pedone, 1984, pp. 22 y 23.
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incorporados al derecho, ni aparecen sujetos a las decisiones políticas de las 
autoridades de un Estado, pues tienen un calado mayor y existencia propia. 
En consecuencia, para esclarecer la noción de criminalidad la tarea de inves-
tigación debería centrarse en establecer cuáles son las normas culturales 
adoptadas como punto de referencia de la desviación y de su opuesto, la 
normalidad. Donde lo normal o lo anormal, depende de aquello que esté de 
acuerdo o en desacuerdo con las “normas de conducta”. A su vez, las normas 
de conducta serían aquellos preceptos dominantes, en términos de contar 
con la aprobación de la mayoría de los integrantes del grupo, como normas 
colectivas o universales del grupo458. Se trataría de actitudes sociales del 
grupo, que han sido cristalizadas en reglas, cuya violación suscita la reac-
ción del grupo. El trabajo de Thorsten Sellin fue desarrollado en tiempos 
en los que grandes oleadas de inmigrantes del sur y este de Europa llegaban 
a Estados Unidos, lo que suponía problemas de adaptación e integración 
social, pero sobre todo conflictos derivados de las diferencias culturales. El 
mismo Sellin había sido un inmigrante. Él percibió cómo los grupos mayo-
ritarios que constituían la sociedad estadounidense de aquél periodo, los 
blancos anglosajones, imponían sus normas culturales. En ese contexto su 
teoría cobraba sentido. Incluso Sellin señalo que 

los inmigrantes sufren por el tratamiento diferencial en el proceso de administra-
ción de justicia. Ello, en parte se debe a su origen y en parte a su status económico 
y político. Cualquiera que sea la razón el extranjero está más sujeto a ser arrestado 
y convicto y cuando es mandado a prisión, por lo general, se le aplica una sentencia 
más fuerte459.

Los Schwendinger cuestionaron la definición de crimen propuesta por 
Thorsten Sellin, ya que al carecer de elementos éticos, es decir, ser “os-
tensiblemente libre de valoraciones”, carecía de un marco axiológico de fun-
damentación460. Sin embargo, como quiera que Sellin pretendía fundar un 
concepto relativo al hecho social cuyo conocimiento debía abordarse por 
la criminología, la crítica de los Schwendinger es injusta. Los fenómenos 
sociales deben ser aprehendidos mediante categorías teóricas con capaci-
dad descriptiva y analítica, no con instrumentos valorativos. Esto aplica en 
particular a la sociología, disciplina llamada a intervenir en la tarea anterior. 
Las alegaciones de los Schwendinger contra la ciencia no son afortunadas, 
pues su deseo de incorporar elementos morales y políticos al debate, tiene 

458	 Ibíd, pp. 28, 29 y 30. 
459	 Ibíd., p. 73. 
460	 Schwendinger y Schwendinger. “¿Defensores del orden o custodios de los derechos huma-

nos?”, cit., p. 151.
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cabida, pero sin necesidad de disfrazarlos de sociología, pues pertenecen a 
la ciencia política y a la filosofía. Más bien el defecto de Sellin, sobre el cual 
se volverá, radicaba en que su definición del hecho social no era tal, dado 
que en todo caso involucra un concepto normativo. Es decir, salvo por su 
mayor amplitud, en poco se diferenciaba del promovido por el criterio jurí-
dico formal. En efecto, la propuesta de Sellin, con la que pretendía superar 
al derecho como fundamento de la definición de lo criminal para introducir 
un criterio sociológico, no cumplía ese cometido. En realidad, recurría a otro 
sistema normativo distinto al del derecho del Estado, pero que al final era 
otro ordenamiento, aun cuando de carácter social. Incluso, al aceptar la de-
finición antropológica de derecho, que supone la existencia de un mandato 
de conducta y sanción, pero que no es adoptado en forma necesaria por el 
Estado, el planteo de Sellin estaba igualmente basado en el derecho, sólo 
que en otro derecho. Como es lógico, un sistema normativo social sería, así 
como el oficial, resultado de decisiones y juicios de valor, por lo que posee 
una índole prescriptiva. De allí que no pueda representar a los fenómenos 
sociales, de raigambre descriptiva.

El quinto criterio, denominado del daño social, involucra los comporta-
mientos consignados en la ley penal, pero también los registrados en otros 
ordenamientos jurídicos, siempre que comporten un daño social grave. 
Fue planteado por Edwin Sutherland, quien contribuyó a la definición de 
la criminalidad. Sutherland llamó la atención sobre la existencia de una 
gama de comportamientos cuyos daños eran de grandes proporciones so-
cioeconómicas, pero que no resultaban sancionados en la ley penal e, inclu-
so, apenas eran reprobados de modo benigno por la ley civil. Por esta vía, 
Sutherland no sólo creó el concepto de “delito de cuello blanco” (white 
collar crime), de gran importancia sobre todo en el campo de la política pe-
nal, sino que además evidenció la necesidad de recurrir a criterios sociales 
y éticos, orientados a evaluar el daño, como procedimiento para definir la 
noción de criminalidad, en vez de tomar como referente las prohibiciones 
consignadas en el derecho penal461. La propuesta de Sutherland sigue a 
una época de abusos de grandes empresas, que con defraudaciones multi-
millonarias ocasionaron daños muy cuantiosos, pero las cuales no recibían 
sanción penal. Sutherland había sido testigo en Estados Unidos del crack 
económico de 1929, de los excesos cometidos por los monopolios que el 
presidente Franklin Delano Roosevelt462 había procurado controlar y, él 

461	 Sutherland. White Collar Crime, cit., pp. 29 y 30. También, Edwin H. Sutherland y Donald 
R. Cressey. Principles of Criminology, 5.ª ed., Philadelphia, J. B. Lippincott, 1955, p. 18. La 
noción de delito o criminalidad de “cuello blanco” aparece referida a las acciones con impli-
caciones económicas o financieras ejecutadas por personas que pertenecen a las élites, las 
cuales producen un grave daño social y son realizadas usualmente sin violencia.

462	 Nueva York, 30 de enero de 1882-Warm Springs, Georgia, 12 de abril de 1945, trigésimo se-
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mismo, había llevado a cabo una minuciosa investigación empírica sobre 
fraudes, atropellos y operaciones maliciosas de grandes corporaciones pri-
vadas. Este ambiente marcó su trabajo teórico e investigativo.

Con todo, la mayor limitación del planteamiento de Edwin Sutherland 
consistía en seguir considerando la existencia del crimen, como categoría 
social, respecto de una norma fijada por el Estado. Al menos para efectos 
de construir una noción teórica referida a la acción o al hecho social, el cri-
terio, en realidad, aportaba muy poco, pues seguía siendo normativo, valga 
decir, prescriptivo. En principio, Sutherland no estaba muy alejado del cri-
terio jurídico formal, pues al final se remitía a las definiciones sobre ilicitud 
consignadas en distintos estatutos, es decir, en todo caso, el derecho era el 
referente. Sutherland intentó introducir parámetros más amplios para es-
tructurar la definición de lo criminal, pero como quiera que su propósito fue 
el de encontrar un concepto que describiera los fenómenos sociales, es decir 
los hechos empíricos, que podían ser tenidos como criminales, incurría en 
un error común a los distintos criterios explicados: confundía lo que corres-
ponde a una decisión, esto es, el acto de etiquetar un comportamiento como 
ilícito (civil, administrativo o criminal), que es prescriptivo y subjetivo, con 
el fenómeno social, que sería descriptivo y objetivo. A su vez, el yerro era 
doble, dado que la ponderación de la concurrencia de un daño social grave 
resulta un asunto también sometido a un juicio de valor, puesto que no es 
una propiedad empírica de la acción. El cálculo de la “gravedad” de un daño 
será algo subjetivo. El daño mismo puede ser comprobado por la vía empíri-
ca, pero su valoración no. Por ello el elemento “gravedad” del daño, segundo 
aspecto del criterio que proponía, tampoco pertenece a la sociología, ni sir-
ve al propósito de edificar una categoría descriptiva de las acciones sociales.

En el plano de la política penal, con la meta de juzgar qué comporta-
mientos hipotéticos deberían ser criminalizados, es decir, para efectos de 
establecer cuáles conductas deben prohibirse por el ordenamiento penal, 
lo que equivale a tomar una decisión política, de índole prescriptiva, la idea 
de ponderar la envergadura del daño ocasionado es del todo válida. En este 
terreno, el cual se nutre con juicios de valor, apreciar el monto y las con-
secuencias del daño social sería congruente y razonable. Desde luego sin 
que la prohibición de la conducta lesiva en algún ordenamiento jurídico sea 
necesaria como requisito.

Sobre finales de los años 1960, Herman y Julia R. Schwendinger, lue-
go de acometer un análisis crítico de varios de los criterios expuestos para 

gundo presidente de Estados Unidos por el Partido Demócrata, único en ganar la presidencia 
de ese país cuatro veces, jugó un papel fundamental durante la crisis de 1929 y la Segunda 
Guerra Mundial.
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definir la criminalidad, propusieron como clave la noción de lo socialmente 
negativo, que se dilucidaría con la observación de las acciones que impli-
caran una infracción a los derechos humanos. El criterio de éstos emerge 
en Estados Unidos en medio de un contexto bastante conflictivo que mo-
viliza a varios movimientos sociales, delineado de una parte por la guerra 
de Vietnam463, la cual acarreaba cruentas violaciones a los derechos huma-
nos y no pocos debates internos en el país y, por otra parte, con ocasión de 
la segregación, atentados y desconocimiento de los derechos civiles de los 
afroamericanos, lo que había provocado numerosos problemas de violencia. 
Muchos de los sucesos de la guerra de Vietnam, al igual que repetidos actos 
de discriminación racial, aunque eran socialmente reprochables, no estaban 
contemplados en la ley como delictivos. En cambio, en tanto acciones que 
comportaban infracciones a los derechos humanos, sí tenían recibo dentro 
de la definición de criminalidad y eran competencia de la criminología. El 
mérito de la propuesta de los Schwendinger radicaba en el planteamiento 
de un marco más amplio y completo para el estudio de la criminalidad, en 
comparación con el ofrecido por el criterio jurídico-formal. Los derechos 
humanos debían ser examinados en su contexto y proceso histórico, consi-
derando además el desarrollo político de los criterios de igualdad y libertad 
de las personas464.

Dentro del desarrollo contemporáneo de la teoría criminológica el tema 
de los derechos fundamentales, bajo esa denominación, o acogiendo las 
expresiones de derechos del hombre o derechos humanos, ha continuado 
presente en el centro del debate y del desarrollo teórico sobre el objeto de 
estudio de la criminología. Así, por ejemplo, para Dimitri Kalogeropoulos, 
el campo de la criminología debe aparecer referido a las condiciones de vida 
del hombre, dentro del marco de un nuevo contrato social, de cooperación 
y convivencia, cuya lectura tendría que obedecer al “contexto de la era de 
civilización de los derechos del hombre”465. Posición reiterada en distintos 
autores, como Eugenio Raúl Zaffaroni, con algunas variables466. Mientras 
que John Lea defiende la propuesta de los Schwendinger, pero agrega que 

463	 También llamada “Segunda Guerra de Indochina”, fue el conflicto que enfrentó entre 1955 y 
1975 a Vietnam del Sur (apoyado por Estados Unidos) contra Vietnam del Norte (apoyado 
por China y la ex Unión Soviética).

464	 Schwendinger y Schwendinger. “¿Defensores del orden o custodios de los derechos huma-
nos?”, cit., pp. 178 a 183.

465	 Dimitri Kalogeropoulos. “La délimination du champ de la criminologie”, en íd. (coord.). 
Regards sur la complexité sociale et l’ordre légal à la fin du xx siècle, Bruselas, Centre de Socio-
logie du Droit et de la Justice, 1997, p. 186.

466	 Se concibe a los derechos humanos como un referente para examinar la operación del control 
penal y, por otra parte, en tanto elemento que define los límites del saber criminológico, Eu-
genio Raúl Zaffaroni. “Derechos humanos y sistemas penales en América Latina”, en Lola 
Aniyar de Castro (ed.). Criminología en América Latina, Roma, unicri, 1990, p. 48.



216 Criminología. Teoría sociológica del delito

el punto de vista sería una entelequia retórica si no se observan las prácticas 
estatales de criminalización y las relaciones sociales (donde el Estado será 
apenas uno de los actores), pues el modo como la sociedad interpreta y de-
fine la criminalidad es decisivo para que haya criminalización467. 

Cabe señalar que desentrañar la noción de lo socialmente negativo no es 
asunto fácil. Sin embargo, los problemas principales son otros. El criterio de 
los derechos humanos sería también normativo, de naturaleza prescriptiva, 
en razón de que tales derechos suelen ser objeto de definición e identifica-
ción en el derecho internacional. No sólo el criterio jurídico-formal basado 
en el derecho penal, también el de las normas de conducta, el del daño social 
con fundamento en el catalogo de los derechos humanos, tienen una base 
normativa, aunque con distintos referentes en cada caso, que harían de la 
criminología una ciencia normativa, cuando se trata de una disciplina social. 
Por ello, los Schwendinger abandonaron en 1977 su concepto de derechos 
humanos, como los recogidos en la carta de las Naciones Unidas468. La opi-
nión de John Lea pretende combinar referentes materiales para definir el 
delito, pero los que agrega son más indicadores para medir la eficacia de 
las definiciones sobre el delito, que es cosa distinta a su conceptualización.

A su vez, en el terreno del criterio de los derechos humanos coinciden 
varios de los problemas que fueron anotados al cuestionar el criterio ju-
rídico-formal, ya que la conceptualización y la protección de los derechos 
humanos está, por igual, sometida a decisiones políticas fundadas en el po-
der, que responden a los intereses de las potencias en el escenario interna-
cional. Al tratarse de decisiones, pertenecen a la esfera de lo prescriptivo 
y no podrían ser utilizadas para describir y analizar la vida social. En los 
años 1960 y 1970, en el escenario de la Organización de Naciones Unidas, 
los grandes enfrentamientos entre Estados Unidos y la Unión Soviética con 
relación al reconocimiento de derechos humanos evidencian los problemas 
políticos e ideológicos que acarrea el criterio. Otra alternativa distinta para 
precisar cuáles son los derechos humanos y, en consecuencia, frente a qué 
clase de atentados se presenta la criminalidad, provendría del iusnatura-
lismo, corriente que afirma la existencia de un conjunto de derechos que 
serían consustanciales al ser humano dada su condición. No obstante, todos 
los derechos reconocidos son productos de procesos sociales e históricos, 
no existe un derecho natural. Propuestas adicionales para esclarecer qué 
es lo socialmente negativo han intentado desprenderse de todo referente 
jurídico. Para Lola Aniyar de Castro, la idea acerca de lo socialmente ne-

467	 Lea. Delito y modernidad, cit., pp. 45 a 49.
468	 Lola Aniyar de Castro. “La nueva criminología y lo criminalizable”, en Capítulo Criminológi-

co, n.º 15, Maracaibo, 1987, p. 32.
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gativo debe precisarse de acuerdo con juicios de valor, apoyados en consi-
deraciones pertenecientes a la ética, la ciencia política y la epistemología469. 
Para Alessandro Baratta revestía importancia analizar las “necesidades 
reales”, observando aquellos comportamientos que las negaran470. Las pau-
tas mencionadas pueden ser de recibo, pero todavía hay un largo trecho por 
recorrer a efectos de precisar el alcance del término.

En todo caso debe reconocerse que considerar los derechos humanos 
resulta bastante procedente y útil en el campo de la política penal. Las re-
soluciones políticas sobre criminalización y descriminalización, es decir, la 
etapa de creación de los instrumentos de control social penal, sí puede ilus-
trarse con la consideración de los derechos humanos y los derechos funda-
mentales. Los criterios del daño social y de los derechos humanos o funda-
mentales poseen un valor destacado para informar al derecho penal sobre 
qué debería ser definido como delito471.

Es posible señalar varios errores compartidos por las distintas posicio-
nes que han procurado fijar un concepto criminológico sobre el crimen. El 
más obvio que, en especial, comprende a los criterios jurídico formal (no a 
todos sus seguidores), del delito natural y peligrosista, era pensar que hay 
acciones sociales que se reputan por su naturaleza criminales. A pesar de 
que ello era contradictorio en forma evidente, se buscaba “redefinir las con-
ductas criminales” con relación a un “referente material del delito”, cuando 
éste es producto de una decisión política, de un juicio de valor; a la par que 
si se considera que no hay conductas criminales, sino que éstas son etique-
tadas como tales, no puede proponerse su redefinición472. 

La siguiente falla, común a todos los criterios, con la excepción del ju-
rídico formal, radicaba en suponer indispensable la fundación de una no-
ción criminológica de crimen, autónoma respecto del derecho penal. Si bien 

469	 Aniyar de Castro. “Orígenes, fundamentos, aportes y líneas de desarrollo futuro de una cri-
minología de la liberación en América Latina”, cit., p. 129.

470	 “Si se utiliza el término ‘negatividad social’ para las situaciones y comportamientos que 
pueden considerarse como la negación o la represión de necesidades reales, entendiendo 
necesidad real como la facultad de existir y desarrollar la propia existencia que tienen los 
individuos en función de la evolución de las capacidades de producción material y cultural en 
una sociedad dada, se podrá entonces tomar en consideración como ‘objetiva’ una construc-
ción de los problemas sociales en cuanto resultado de una ‘comunicación libre del poder’”, 
(Baratta. Criminología crítica y crítica del derecho penal, cit., p. 235). No obstante, siempre 
se tratará de una valoración subjetiva, nunca objetiva como lo recomendaba el autor italiano.

471	 Sin embargo, se declaraba que el daño social de la clase dominante no debía contemplarse, 
para afirmar que sería la “moral proletaria la que debe orientar el concepto de los derechos 
humanos”, porque a la postre los derechos humanos eran únicamente los del proletariado, 
Aniyar de Castro. “Orígenes, fundamentos, aportes y líneas de desarrollo futuro de una cri-
minología de la liberación en América Latina”, cit., p. 34. La crisis del capitalismo de Estado 
organizado bajo la forma de socialista, y la quiebra de las clases burocráticas que explotaban 
los privilegios del poder desinfló esos planteamientos.

472	 El yerro en Aniyar de Castro. “La nueva criminología y lo criminalizable”, cit., p. 30.
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podía entenderse ese propósito por el lastre que arrastraban al partir del 
viejo concepto de criminología en cuanto a ciencia dedicada al estudio de 
la criminalidad, en concordancia con el imperativo razonable de superar el 
carácter restrictivo del criterio jurídico formal, lo que obligaba a preparar 
otra acepción de criminalidad para satisfacer ambos requerimientos, cuan-
do ello no era necesario. Pretender fijar dos conceptos sobre la criminalidad 
equivalía a predicar dos cosas distintas sobre un mismo respecto, lo que 
es un contrasentido lógico. De manera adicional, la anterior pretensión no 
tiene ninguna utilidad. La idea de delito o crimen presupone que debe estar 
definido con antelación en la ley penal, luego pensar que la criminología 
propicia una definición de crimen al margen de la penal, que por ello sería 
ajena al principio de legalidad, es algo que sólo enreda las cosas y no suena 
muy compatible con un derecho penal democrático propio de un Estado de 
derecho. 

El tercer yerro, relacionado con los dos anteriores, del cual participaron 
todos los criterios examinados, aun cuando comparece agravado frente al 
jurídico formal, emergía de no haber comprendido que lo requerido era una 
categoría teórica referida a las acciones sociales que debían ser estudiadas 
por la criminología. No obstante, debe decirse a favor de los distintos crite-
rios examinados, desde luego excepto el jurídico formal, que nutrieron el 
debate sobre los parámetros que podía adoptar la política penal para, con el 
concurso del derecho como uno de sus instrumentos, esclarecer qué actua-
ciones debían ser criminalizadas.

La criminología y el derecho penal tienen objetos de estudio y finalida-
des distintas, de las indagaciones criminológicas de modo directo no van a 
derivarse consecuencias punitivas; pero a pesar de ello, dado que la crimi-
nología en parte está ocupada en examinar las reacciones penales ante las 
acciones que según el derecho penal son definidas como criminales, no tiene 
justificación incurrir en la incongruencia de disponer de dos nociones dis-
tintas de criminalidad, una del derecho penal y otra criminológica, pues esto 
sólo se traducirá en confusiones y en ausencia de claridad teórica. ¿Para qué 
establecer esa dicotomía entre crimen penal y crimen de la criminología? 
cuando el efecto ocasionado es introducir un galimatías. Confusión agrava-
da por el hecho de que la categoría demandada por el derecho penal sería 
prescriptiva, mientras que la requerida por la criminología es descriptiva, 
razón por la cual no puede ser en ambos casos la de la criminalidad, pues 
no son compatibles. La pretensión de contar con una conceptualización del 
crimen más amplia que la proveniente del derecho penal, se explicaba visto 
que no pocas acciones de trascendencia social podían escapar a su com-
prensión dentro de los estatutos penales y, por ende, quedar al margen de 
las exploraciones criminológicas. Empero, para ese efecto no era indispen-
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sable forzar una diferenciación de crimen entre la noción manufacturada 
por el derecho penal y una dada por la criminología.

El concepto de divergencia empleado en la teoría sociológica del delito 
no supone dos conceptos distintos, uno penal y otro criminológico, sobre 
la criminalidad. Al contrario, habría un concepto con claridad prescriptivo, 
el de delito o crimen, y otro de naturaleza descriptiva que correspondería 
al de divergencia social. Con conceptos diferentes, que tienen significacio-
nes y alcances muy distintos no habría lugar a confusiones. La noción de 
divergencia social no riñe, ni siquiera en el plano teórico, con el principio de 
legalidad. A la par que la categoría de divergencia permite englobar eventos 
sociales de interés criminológico, aunque no se encuentren registrados de 
un modo hipotético en la ley penal.

IV. Definición del crimen y objetivos del control penal

Tal como se ha insistido, el concepto de criminalidad, ya no como noción 
descriptiva, que no lo es, sino como categoría prescriptiva, estaría dado por 
las regulaciones del derecho penal. En pocas palabras, el derecho penal de-
termina qué es lo criminal. Se ha dicho que lo criminal constituye una eti-
queta o dividendo de la definición que el poder político estampa sobre cier-
tas conductas y sujetos, de acuerdo con un proceso de criminalización473. 
Para que puede hablarse de criminalidad se requiere de una ley penal con 
cuatro características: uniformidad, especificidad, politicidad y punibilidad. 
La uniformidad es una premisa del procedimiento legal (debido proceso), la 
especificidad demanda que la ley describa en detalle la conducta proscrita 
para que pueda ser aplicada (legalidad), la politicidad supone como requi-
sito que la conducta hipotética prevista en la ley debe haber sido creada o 
reconocida por el Estado como delito y, finalmente, cualquier ley en la que 
el castigo no ha sido descrito carece de punibilidad y su violación no será 
un crimen474. En consecuencia, criminalidad sería la definida como tal en 
el derecho penal y, además, objeto de una atribución de responsabilidad 
mediante una sentencia condenatoria que ha hecho tránsito a cosa juzga-
da. Posición que, por supuesto, no significa adherir al criterio jurídico for-
mal antes examinado, pues como se vio, éste pretende abarcar las acciones 
sociales y ellas, de modo contrario, son conceptualizadas recurriendo a la 

473	 En contra un autor contemporáneo crítica la posición referida, la cual sostiene que la defi-
nición de crimen es subjetiva y cambiante, lo que sólo ha generado confusión en el campo, 
cuando supuestamente esa definición es algo universal; sin embargo sería más fuerte su que-
ja que la argumentación que introduce para tratar de contrariar aquello que es tan evidente, 
Marcus Felson. Crime and Everyday Life, 3.ª ed., Thousand Oaks CA, Sage, 2010, pp. 17 y 18.

474	 Mark C. Kennedy. “Beyond Incrimination”, en Chambliss y Mankoff (eds.). Whose Law? 
What Order? A Conflict Approach to Criminology, cit., p. 37.
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noción de divergencia. Por otra parte, la condición de víctima resulta de un 
acto paralelo de interpretación subjetiva del control penal y, por tanto, no 
tiene base empírica ni es de índole descriptiva. Se trata de otro acto políti-
co y jurídico de definición, fundado en juicios de valor, con una naturaleza 
prescriptiva. El tema principal, desde luego, sería que para describir y abar-
car los fenómenos sociales de interés para la criminología, lo requerido es 
una categoría teórica referida a la acción social. 

Este problema, no entendido por las distintas corrientes de pensamiento 
reseñadas, alcanzó a ser planteado de manera indirecta, aunque no resuelto, 
por Léonce Pierre Manouvrier475 y, años después por Philippe Robert, 
Mark M. Lanier y Stuart Henry, Gregg Barak, Damián Zaitch y Ramiro 
Sagarduy en apartes ya citados, quienes insistieron en que un asunto de 
capital importancia para el desarrollo teórico e investigativo de la crimino-
logía, el cual permanecía irresoluto, era resolver el interrogante: ¿qué es el 
crimen?476. La anterior ha sido la pregunta secular de la criminología, cuya 
respuesta, como bien se ha dicho, comprende más que una definición, im-
plica la formulación de una teoría477. Con todo, la respuesta al auténtico pro-
blema: ubicar una categoría teórica para las acciones sometidas a estudio 
criminológico, no podía hallarse en esa pregunta que, aun cuando diagnos-
ticaba la falla teórica que aquejaba a la disciplina, inducía una ruta errónea 
para absolverla. Había que crear una categoría que describiera las acciones 
sociales, para lo cual aquí se planteó la de la divergencia, y limitar la de cri-
minalidad a los delitos definidos por el control.

Efectuadas las aclaraciones anteriores, cabe interrogarse sobre cómo se 
haría para establecer qué eventos hipotéticos deben ser declarados críme-
nes, esto como fenómenos prescriptivos. Cuáles bienes o intereses deben 
convertirse en objeto de protección por el derecho penal. Cuáles criterios 
imperarían para aleccionar los juicios de valor que deben llevar a asumir 
las decisiones políticas respectivas. Las determinaciones del legislador, que 
deben tener una estructura lógica que las soporte y una argumentación que 
demuestre sus razones, han de tener una base. Una primera opción para 

475	 Guéret, 20 de junio de 1850-París, 18 de junio de 1927, antropólogo, sus estudios más im-
portantes se refieren a la relación del peso del cerebro con las partes del cuerpo humano y el 
estudio comparativo del peso del cerebro en hombres y mujeres. También es importante por 
el método que desarrolló para determinar el largo del cuerpo humano basado en el tamaño 
de los huesos de las extremidades. Su obra cumbre es Recherches d’anatomie comparative et 
philosophique sur les caractères du crane et du cerveau (1882).

476	 Léonce Manouvrier. “Questions préalables dans l’etude comparative des criminels et des 
honnêtes gens”, Deviance et Société, vol. 10, n.º 3, 1986, pp. 210 y 213; Mark M. Lanier y 
Stuart Henry. “Crime in Context: The Scope of the Problem”, en Mark M. Lanier y Stuart 
Henry (eds.). What is Crime?, Lanham, Rowman & Littlefield, 2001, pp. 1 y 2.

477	 Jean-Paul Brodeur y Geneviève Oullet. “What Is a Crime? A secular Answer”, en aa. vv. What 
Is a Crime? Defining Criminal Conduct in Contemporary Society, Vancouver, Law Commission of 
Canada, 2004, p. 1.
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responder el cuestionamiento sería la de indagar lo que la gente piensa que 
debe ser criminalizado, o sea recurrir al saber del sentido común o saber 
popular. Tanto los agentes del control social formal como los individuos 
involucrados en el informal, poseen entendimientos sobre lo que debe ser 
definido como criminal, que son más variables en el segundo de los casos. 
Desde luego, miembros o grupos de la sociedad pueden tener bastante más 
poder que cualquier juez o legislador, pero aún en ese caso, deberán em-
plearlo para presionar o convencer al operador judicial, que es dueño de la 
atribución de interpretar y aplicar el derecho, sobre la procedencia de su 
valoración respecto de lo criminal. Igualmente, las percepciones ciudadanas 
acerca de la criminalidad y sobre la operación del control penal inciden en 
las definiciones y perfiles que en uno y otro caso asume éste. De allí que se 
haya insistido en la conveniencia de la investigación en torno a las actitudes 
y percepciones de la población en los dos campos478. 

Las interpretaciones sobre lo criminal de la población hacen parte de un 
saber cotidiano el cual, sin duda, repercute sobre el proceso de criminaliza-
ción, es decir, en las definiciones del Estado sobre las acciones que deben ser 
catalogadas como infracciones penales479. En esa misma dirección conviene 
apuntar que la noción de criminalidad resulta de procesos sociales de cons-
trucción de la realidad, en los que han participado tanto ese saber cotidiano 
como el emanado de concepciones científicas. A lo largo de la historia, el 
concepto de crimen ha sido concebido bajo perspectivas políticas, filosófi-
cas y sociológicas diversas. Un apartado posterior referido a la filosofía del 
delito retrata las líneas más gruesas de tales concepciones; mientras que en 
nuestro otro libro480 fue comentada la historia de las teorías criminológicas 
y esbozadas, de modo concreto, la multiplicidad de interpretaciones y las 
distintas variaciones a la que ha estado sometida la noción de crimen. Como 
quiera que la categoría no sería natural ni objetiva y posee un carácter social 
e histórico, en virtud del cual ha sido elaborada por las personas a partir de 
sus prácticas, es mutable y subjetiva. 

Así, el análisis puede encaminarse a examinar los procesos de construc-
ción social de lo criminal que se han sucedido y, de otro lado, a intentar una 
reconstrucción y deconstrucción social del concepto, lo cual fue acometi-
do también en nuestro libro recién citado, en los capítulos de historia de la 
teoría. Ian Taylor481, por ejemplo, identifica tres problemáticas centrales 

478	 Treves. Introducción a la sociología del derecho, cit., p. 172.
479	 “El sentido común encierra innumerables interpretaciones pre-científicas y cuasi-científicas 

sobre la realidad cotidiana, a la que se da por establecida”, Berger y Luckmann. La construc-
ción social de la realidad, cit., p. 38.

480	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
481	 Sheffield, 11 de marzo de 1944-Durham, UK, 19 de enero de 2001, sociólogo británico, fue 

profesor de las universidades de Sheffield, Carleton (Canadá), Salford y Durham (en las dos 
últimas fue decano). Criminólogo crítico, dentro del neorrealismo de izquierda. Publicó una 



222 Criminología. Teoría sociológica del delito

(1. La preocupación por los niveles del crimen; 2. La percepción sobre la 
naturaleza del crimen contemporáneo; y 3. La inquietud sobre la incapa-
cidad de los sistemas para reducir el crimen), en el discurso popular sobre 
el crimen (el cual aparece matizado por un miedo influido por los medios 
de comunicación), que sostiene pueden ser un fundamento alternativo para 
la teoría criminológica, y que supone la existencia de unos intereses en la 
población482. En conclusión, no es abrazado como el modelo a seguir, pero 
si se advierte la importancia “del saber del sentido común” o la ascendencia 
de los imaginarios populares sobre el delito en la configuración social de la 
idea de crimen, a lo que debe hacerse un seguimiento crítico.

Otra corriente común para definir lo criminal sostiene la necesidad de 
criminalizar lo contrario a la normalidad social. Donde lo socialmente nor-
mal sería lo aprobado por la mayoría. Si en el ámbito del control penal la as-
piración está enfilada a dilucidar qué comportamientos deben ser crimina-
lizados y, a ese propósito, se echa mano del criterio de la normalidad social, 
se resuelve el interrogante criminalizando aquellos comportamientos que 
chocan con los mandatos de conducta asumidos por las mayorías. Empero, 
entonces, es evidente el problema de la ausencia de un discurso ético para 
informar la política penal. La noción de normalidad, edificada sobre bases 
cuantitativas, ha sido utilizada en la sociología, la psicología y la psiquiatría, 
como pilar para discernir cuál es la conducta normal. Se 

emplea el término “normal” para indicar todo lo que sea estandarizado, sometido a 
pauta, recurrente y característico. Esto significa, desde luego, que estas regularida-
des de comportamiento y estructura se usan también como norma para descubrir lo 
que es “anormal”. Se presupone que el comportamiento normal goza de la aproba-
ción de la sociedad, mientras que el anormal sufre su desaprobación483. 

De allí que el criterio sea eminentemente cuantitativo. No obstante, lo an-
terior de una manera simple demuestra lo que sería frecuente, no lo que 
es normal o anormal. De hecho, comportamientos como la evasión de im-
puestos son muy frecuentes, pero por ello no podrían calificarse como “nor-
males”. En similar manera, la innovación, la originalidad, la distinción o, en 
suma, la diversidad, jamás deberían entenderse como muestras de anorma-
lidad. En verdad, no existen normas de conducta que puedan ser conside-

extensa obra en la que se destaca: Politics and Deviance (1972); The New Criminology: for a 
Social Theory of Deviance (1973, con Walton y Young); Law and Order: Arguments for Social-
ism (1982); Crime in Context: A Critical Criminology of Market Societies (1999).

482	 Ian Taylor. “Marché global et la question crimelle quelques perspectives théoriques en Eu-
rope”, en Kalogeropoulos (coord.). Regards sur la complexité sociale et l’ordre légal à la fin 
du xx siècle, cit., pp. 48 a 57.

483	 Joseph H. Fichter. Sociología, 16.ª ed., Barcelona, Herder, 1990, p. 389.
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radas como “universales”, acogidas por todos los grupos sociales, pues la 
evidencia empírica e histórica lo niega.

Con el fundamento apenas cuantitativo contemplado, se olvida que las va-
loraciones éticas condensan una de las herramientas a las que debe recurrir 
la política penal, ya que el derecho penal al introducir prohibiciones en sus 
mandatos aparece impregnado de determinados valores (aunque no de un 
modo necesario de las mayorías, ni por aquellos más legítimos). En conse-
cuencia, al momento de tomar las decisiones jurídicas y políticas sobre qué 
debe criminalizarse, en lo que constituye un ejercicio prescriptivo, deben te-
nerse en cuenta y hacerse juicios de valor morales y políticos. Cabe añadir 
que un punto de vista cuantitativo como el explicado deja al margen a las 
minorías y desconoce, sin argumentación ni razonamientos, las realidades de 
la diversidad cultural. La opinión de las mayorías, aunque sea emanada por 
quienes en esa situación estarían en condiciones de tomar las decisiones, no 
puede anular los derechos de las minorías, pues si pese a ser menos nume-
rosas sus acciones no vulneran intereses de terceros y tampoco carecen de 
legitimidad, no merecen censura alguna. Un Estado social de derecho, con un 
régimen democrático, debe garantizar un tipo de organización social donde 
siempre sean respetados los derechos fundamentales de las minorías, con in-
dependencia de lo que piensen quienes constituyan la mayoría coyuntural. 
La idea de la existencia de un conjunto homogéneo, extenso y significativo de 
normas de cultura, que resultan predominantes en las distintas sociedades, 
en el sentido de adoptadas por la inmensa mayoría o con cierta universalidad, 
es dudosa. No sólo subsisten diferentes sistemas normativos de carácter cul-
tural en cada sociedad, así mismo, las distintas agrupaciones sociales tienen 
percepciones variadas sobre las normas. Es posible que tal hipótesis se veri-
fique en algunos casos, que serían, sin embargo, pocos.

Una tercera alternativa para definir lo criminal pretendería diferenciar los 
hechos que por sus características deberían ser penales de aquellos de in-
cumbencia del derecho civil o administrativo. Los abogados, sobre todo, sue-
len pensar con la mayor naturalidad que hay algo que hace que los hechos 
sean asuntos de índole civil o, según el caso, penal. No obstante, la historia del 
derecho penal demuestra el yerro de la apreciación. Por ejemplo, por siglos 
el no pago de las deudas fue considerado un delito, cosa que hoy se creería 
escandaloso. Una posición intuitiva como la contemplada no resiste ningún 
análisis, ya que lo propuesto corresponde a un replanteamiento de la natura-
leza ontológica de los hechos, que los haría civiles o penales, tema ya tratado 
y descartado. En el derecho no hay ninguna pauta sólida para distinguir el 
ilícito civil del penal, en particular, cuando la misma definición de ilícito es 
subjetiva y variable. Más bien, si la etiqueta de criminal emerge del proceso 
de criminalización, el cual marcha adelante con fundamento en unos criterios 
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sociales, éticos, económicos y culturales, de lo que se trataría es de ahondar y 
polemizar sobre dichos parámetros. 

El interés público, como aquel que corresponde a la sociedad en tanto co-
lectividad, debe ser tenido en cuenta como pauta para resolver la criminaliza-
ción. La noción se identifica con el bienestar común. La búsqueda de justicia 
social debe perfilar, a la par, el alcance del concepto de interés público. Esto 
comprende el debate sobre los intereses sociales y los bienes jurídicos, su 
equivalente en el derecho penal, lo cual ha trascendido en la protección de 
intereses difusos que tienen en el conglomerado social a sus titulares. Cabe 
agregar que la idea de interés público no debe bastar para propender por la 
criminalización de las conductas que de modo hipotético puedan afectarlo, 
ya que es necesario considerar si la reacción penal es la única posible y la 
más apropiada. Es imperativo estimar que aun cuando los intereses de las 
mayorías son materia de protección especial, ellos no pueden ser impuestos 
por encima de los intereses legítimos de las minorías. Paralelo al tema de los 
intereses comparece el de los valores. En el trasfondo de las normas penales 
se encuentran determinados valores. Tales valores pueden proveer de legiti-
midad a las normas que han criminalizado determinadas conductas. Empero 
el derecho penal no debe ser empleado para la imposición de posturas mo-
rales484.

La ocurrencia de conflictos sociales no decide por sí sola la criminaliza-
ción, no todos los conflictos sociales deben estar sujetos a una intervención 
penal como fórmula de gestión. Sin conflicto social tampoco debe haber cri-
minalización. Los conflictos sociales, propios de la divergencia, se originan 
en disputas sobre intereses, valores y creencias; las intervenciones penales 
deben restringirse a las confrontaciones por intereses, pues en los dos casos 
siguientes la penalización sería una censura a las libertades de conciencia y 
expresión. En oportunidades la intervención sobre cierta clase de conflicto 
social torna en un imperativo la criminalización, a fin de evitar una escala-
da del conflicto o la ocurrencia de mayores daños. Pero como regla general 
debe evitarse la criminalización preventiva o lo que los penalistas llamarían 
“delitos de peligro”. Dentro de la misma línea, como regla general, con las ex-
cepciones principales de los delitos contra la vida y muy graves lesiones a 
la integridad personal, debe obviarse la criminalización de los actos culpo-
sos. Una ponderación sobre la entidad del daño ocasionado con el delito, lo 
que en realidad es un ejercicio subjetivo, pero que debe estar soportado en 

484	 Liberales, conservadores y marxistas estarían de acuerdo con que la ley establece qué es lo 
criminal, pero la diferencia emerge cuando respecto de tales definiciones normativas se de-
baten las cuestiones morales que aparecen como adyacentes, Drew Humphries. “Crime and 
the State”, en Timmer y  Eitzen (eds.). Crime in the Streets and Crime in the Suites…, Needham 
Heights MA, Allyn and Bacon, 1989, pp. 15 y 16.
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un análisis lógico y en una argumentación convincente, en concordancia con 
los parámetros culturales y las expectativas sociales, también tendría que ser 
considerado.

Los principios desarrollados por el garantismo penal o derecho penal 
mínimo son un instrumento valioso para resolver las condiciones de proce-
dencia de la reacción penal. Los principios del derecho penal mínimo, que 
pueden reconocerse un aporte de los criminólogos del denominado “minima-
lismo penal”, una vertiente de la criminología crítica, constituyen un cuerpo 
de parámetros que orientan la criminalización, tanto en la etapa de creación 
de los medios de control, como en su aplicación. Con ellos reaparecen los de-
rechos humanos como criterio para establecer qué debe ser tenido y tratado 
como crimen. Empero, no se trata de trasladar al derecho internacional y al 
escenario de la decisión política de los Estados qué debe considerarse un de-
recho humano y, en consecuencia cuál será el límite a la intervención penal, 
sino que son esbozados un conjunto de principios erigidos en un marco que 
delimita lo que sería criminalizado, es decir, lo que vendría a ser el delito. 

Una evaluación acerca de lo socialmente negativo en los ámbitos social, 
político, económico y cultural, que comprenda la gravedad del daño social, la 
conveniencia de asegurar los derechos fundamentales y humanos, referida al 
interés público y a la necesidad de controlar el conflicto social, pero también 
a establecer una ley que ampare a los más débiles, abarca todos los elementos 
que contribuyen a iluminar las decisiones políticas envueltas en los proceso 
de criminalización y de descriminalización de comportamientos. La teoría 
del garantismo o derecho penal mínimo es la más elaborada propuesta para 
orientar las determinaciones relacionadas con la criminalización. Los su-
puestos desde los cuales se formulan los principios sugieren que las interven-
ciones penales son representativas de una violencia institucional que suele 
proteger intereses de grupos dominantes privilegiados, caracterizada porque 
es en alto grado selectiva, que produce más problemas de los que pretende 
resolver y en la cual sus medios punitivos son inadecuados, razones todas 
que hacen pensar en la conveniencia de limitar esas intervenciones485. Son 
principios garantistas de índole prescriptivo que, por ende, están referidos 
al deber ser, con un origen que se remonta a los siglos xvii y xviii, los cuales 
suponen una opción ética y política de compromiso con los valores que están 
incorporados en el modelo del derecho penal garantista486. Estos principios 
fueron desarrollados de modo principal por Luigi Ferrajoli y Alessandro 

485	 Alessandro Baratta. “Principios del derecho penal mínimo”, en Doctrina Penal, Buenos Ai-
res, Depalma, 1987, pp. 623 a 625. 

486	 Ferrajoli. Derecho y razón, cit., pp. 92 y 93.
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Baratta, con algunas variantes, y muchos puntos en común, que a continua-
ción son relacionados.

Los principios, de acuerdo con Alessandro Baratta, serían de limitación 
formal y de limitación funcional. Los primeros son: 1. Principio de legalidad 
estricta de las penas: toda reacción punitiva debe ubicarse en el ámbito y bajo 
el control de la ley; 2. Principio de taxatividad: la pena sólo es aplicable en 
los casos contemplados de manera expresa en la ley (tipicidad); 3. Principio 
de irretroactividad: no será agravada la pena por circunstancia que no haya 
sido contemplada con anterioridad a la ocurrencia del hecho; 4. Principio de 
primado de la ley penal sustancial: las garantías de la ley penal predominan 
sobre otras normativas, como las administrativas o de policía; y 5. Principio 
de representación popular: la ley penal debe ser producto de un proceso de-
mocrático de participación.

Los principios de limitación funcional son: 1. Principio de la respuesta no 
contingente: la ley penal será la respuesta a problemas sociales fundamen-
tales, generales y duraderos de la sociedad; 2. Principio de proporcionalidad 
abstracta: sólo graves infracciones a los derechos humanos deben ser objeto 
de sanción y, ella, será proporcional al daño causado; 3. Principio de idonei-
dad: la pena debe ser útil para atender el problema que intenta tratar; 4. Prin-
cipio de subsidiariedad: una sanción será conminada si no existe otro medio 
de intervención sobre la situación social que pueda sustituirla; 5. Principio 
de proporcionalidad concreta o de adecuación del costo social: debe valorar-
se el costo que significa la pena para la sociedad y la familia; 6. Principio de 
implementabilidad administrativa de la ley: han de adecuarse los programas 
existentes a los recursos disponibles; 7. Principio de respeto de las autonomías 
culturales: es preciso respetar las percepciones diferentes de la realidad, de 
las normas y de los valores por parte de grupos culturales no hegemónicos; 
8. Principio de primacía de la víctima: la víctima debe estar en el centro de 
las intervenciones penales dentro del marco de un derecho restitutivo y no 
punitivo; 9. Principio de imputación personal: la pena sólo debe ser aplicada al 
autor del delito, lo que excluye la responsabilidad de las personas jurídicas y 
la responsabilidad objetiva; y 10. Principio de la responsabilidad por el hecho: 
sólo es posible un derecho penal de acto, luego no es factible derivar respon-
sabilidad de las características de las personas487. 

487	 Baratta. “Principios del derecho penal mínimo”, cit., pp. 628 a 639. Sobre la responsabili-
dad penal de las personas jurídicas existen posiciones encontradas. Hay quienes ven que sin 
ella sería imposible controlar a las instituciones en el sistema social moderno, al respecto 
Laureen Snider. ”Poisoned Water, Environmental Regulation, and Crime: Constituting the 
Nonculpable Subject in Walkerton, Ontario”, en aa. vv. What Is a Crime? Defining Criminal 
Conduct in Contemporary Society, cit., p. 180. Sin embargo, las personas jurídicas no actúan, 
no obran por tanto con culpabilidad; las sanciones penales son innecesarias cuando existen 
las civiles y administrativas; no tiene justificación afectar a terceras personas (socios de em-
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A los anteriores principios internos del derecho penal Alessandro Ba-
ratta suma los extrasistémicos, que comienzan con los principios de des-
criminalización: 1. De la no intervención útil: no hay intervención al existir 
otras formas de control alternativas más apropiadas; 2. De privatización del 
conflicto: se aplica un derecho restitutorio que devuelva el manejo del con-
flicto a sus actores en el marco de instancias públicas o comunitarias; 3. De 
politización del conflicto: pretende restituir al conflicto su dimensión política, 
favoreciendo la participación institucional de órganos administrativos y de 
representación política, para asegurar la participación y el control ciudadano; 
y 4. De preservación de las garantías formales: en caso de desplazamiento de 
la gestión del conflicto a otro escenario no deben disminuirse las garantías 
propias del sistema penal. También se plantean unos principios relativos a la 
construcción alternativa de los conflictos sociales: 1. De sustracción: propone 
analizar los conflictos con categorías distintas a las penales para explorar su 
valoración; 2. De especificación: el propósito es analizar el conflicto como un 
ente autónomo y no como parte de un sistema de control; 3. De prevención: 
debe primar la prevención sobre la represión; y 4. De articulación autónoma 
de los conflictos y de las necesidades reales: un Estado debe orientarse a la 
solución de las necesidades y derechos cuya privación conduce al conflicto488.

La relevancia y aceptación de los principios anteriores es variada, pese a 
lo cual no cabe duda de su contribución al debate. De modo crítico se acota-
ría que las penas no son proporcionales a los delitos, ni pueden serlo, como 
será evaluado más adelante. Apenas podría hablarse de una racionalidad en 
términos de sus costos y beneficios sociales, en la que se tenga en cuenta tam-
bién una ponderación del daño ocasionado. La idea de hacer primar el control 
preventivo debe ser recibida con prudencia, pues las medidas precautelati-
vas suelen conculcar derechos y libertades. La politización del conflicto exige 
cuidados análogos, puesto que ello puede dar lugar a su manipulación con 
propósitos electorales. La idea de ponderar el daño es crucial para limitar las 
intervenciones penales489.

Para Luigi Ferrajoli los principios esenciales son diez: 1. No hay pena sin 
crimen, que equivale al principio de retributividad de la pena respecto del 

presas privadas o ciudadanos en el caso de entidades públicas) que no han participado en la 
comisión de los hechos reprochados.

488	 Baratta. “Principios del derecho penal mínimo”, cit., pp. 643 a 647.
489	 Se ha sostenido que, por regla general, no deben ser criminalizadas las bromas. La posición 

considerada defiende que es necesario distinguir entre conductas inapropiadas y compor-
tamientos que deben ser criminalizados. La broma, muchas veces, por su magnitud y con-
secuencias ha de criminalizarse, como cuando se afecta gravemente un derecho en la broma 
que degenera en un delito, o la broma que engaña y conlleva un riesgo, también las bromas 
que ofenden gravemente la dignidad de las personas, al respecto Pierre Rainville. “From 
Practice Joker to Offender: Reflections on the Concept of ‘Crime’”, en aa. vv. What Is a Crime? 
Defining Criminal Conduct in Contemporary Society, cit., pp. 126 y ss.
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delito; 2. No hay crimen sin ley, principio de legalidad en sentido estricto; 3. 
No hay ley penal sin necesidad, principio de necesidad o economía penal; 4. No 
hay necesidad de intervención sin injuria, que corresponde al principio de le-
sividad; 5. No hay injuria sin acción, principio de materialidad o exterioridad 
de la acción; 6. No hay acción sin culpa, principio de culpabilidad o responsa-
bilidad personal; 7. No hay culpa sin juicio, principio de jurisdiccionalidad; 8. 
Principio acusatorio, de separación de la acusación del juzgamiento; 9. No hay 
acusación sin prueba, principio de la carga de la prueba o verificación para el 
Estado; y 10. No hay prueba sin defensa, principio del contradictorio o de la 
defensa y refutación de la acusación. Estos axiomas garantistas gozan de un 
extenso análisis en la obra de Ferrajoli, con lo que pretende dar respuesta 
al cuándo y cómo debe producirse la intervención penal, lo cual se traduce en 
el cuándo y cómo castigar, cuándo y cómo prohibir, cuándo y cómo juzgar490.

Creada la norma que criminaliza unos comportamientos, como instru-
mento del control penal tiene unos propósitos, relacionados con los anterio-
res u otros criterios. En efecto, el control penal, que de modo general persigue 
preservar un orden social específico, mediante sus normas busca la imposi-
ción de unas penas con unas finalidades determinadas y específicas que, es la 
suposición, resultan más adecuadas a esa meta superior enunciada de man-
tener o imponer un orden social en concreto. Por tanto, la discusión sobre los 
fines de la pena será el debate sobre las orientaciones acogidas por el control 
penal. Los fines de la pena son, para muchos, el objeto y la razón del derecho 
penal, puesto que todos los elementos y componentes de ese derecho apuntan 
a determinar cuándo, por qué y cómo debe imponerse una sanción; mientras 
que otros creen que la finalidad del derecho penal es la protección de bienes 
o intereses jurídicos. Empero, la razón última tiene que ver con los fines de las 
sanciones, ya que con total independencia de los bienes jurídicos objeto de 
protección, las variaciones producidas en el derecho penal están supeditadas 
a los objetivos de las penas. Claro, unos y otros, amparos a los bienes jurídicos 
y pretensiones punitivas coinciden en su subordinación a la meta superior 
de custodiar o instruir una clase de orden social singular, determinado por el 
tipo de Estado y el régimen político adoptados, pero también matizados por 
la clase de gobierno desarrollado. 

En la historia, las finalidades de las penas en la ley han sido la retribución, 
la intimidación o prevención general, la prevención especial y la resocializa-
ción. En la legislación colombiana, aunque hay fines entre los enumerados 
que son excluyentes, todos tienen cabida, dentro de la filosofía de que si no es 
por una razón será por otra, pero siempre la pena tendrá una justificación. En 
el ambiente legal, doctrinal, judicial y penitenciario colombiano, a pesar de la 

490	 Ferrajoli. Derecho y razón, cit., pp. 93 y 94.
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vetustez de sus postulados y de su quiebra generalizada en términos teóricos 
y prácticos, la resocialización monopoliza el discurso491. Sin embargo, es claro 
que la cárcel no rehabilita, no sería legítimo que intente hacerlo y, en todo 
caso, es imposible que pueda lograrlo. La falta de eficacia de la resocializa-
ción se comprueba en la persistencia de la criminalidad, en particular, de la 
reincidencia492. La ausencia de legitimidad de la resocialización proviene de 
su violación a la libertad de conciencia del ser humano y al derecho al libre 
desarrollo de la personalidad; también de la lesión de la dignidad humana 
como consecuencia de la aplicación de las técnicas conductistas propias de la 
resocialización; de su origen en un derecho penal de autor y no de acto; de la 
ausencia de sentido que tiene frente a los delitos culposos; de su inspiración 
en un modelo político totalitario493. Sobre su imposibilidad se acotó que in-
tentar enseñar a alguien a vivir en sociedad mediante su aislamiento de ella, 
equivalía a intentar enseñar a pilotar un avión en un submarino494. 

Es tan paradójica la institución de la resocialización que, en Colombia, los 
policías auxiliares (que prestan servicio militar en la Policía Nacional) desti-
nados a laborar en los establecimientos penitenciarios, después de concluido 
su servicio en las prisiones, son sometidos a un programa de “readaptación 
a la vida civil”, porque la cárcel no resocializa, sino al contrario, desadapta495. 
Pero, además, la resocialización está llamada al fracaso porque no es factible 
reproducir las condiciones de la socialización primaria ni borrar socializa-
ciones anteriores; sin aceptación voluntaria no funciona la resocialización y 
el fingirla no modifica la situación; la resocialización supone anormalidades 
en los delincuentes que no existen; la educación y el trabajo penitenciario no 
resocializan; el delito sería un producto social, luego rehabilitar al individuo 
para vivir en las condiciones de la sociedad es hacerlo en las que han provo-
cado la criminalidad496.

491	 Un análisis completo de su calado en el escenario colombiano, junto a su crítica, en Silva 
García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. iv, cit., pp. 121 a 188.

492	 Annie Kensey y Pierre Tournier. Le retour en prision, Paris, Ministère de la Justice, 1991, pp. 
15 y ss. En Colombia, por ejemplo, Alfredo Molano. Penas y cadenas, Bogotá, Planeta, 2004, 
pp. 11 y ss. La reincidencia se estima en 86% de la población encarcelada, Sergio Clavijo. 
“Situación de la justicia en Colombia: incidencia sobre el gasto público e indicadores de des-
empeño”, documento impreso preparado para la Corporación Excelencia en Justicia, abril de 
1997, p. 31.

493	 Francisco Muñoz Conde. “La resocialización del delincuente. Análisis y crítica de un mito”, 
en Doctrina Penal, Buenos Aires, Depalma, 1979, pp. 626 y ss.; Ferrajoli. Derecho y razón, 
cit., pp. 117 y 118.

494	 Una idea de Hans W. Mattick citada en Morris. El futuro de las prisiones, cit., p. 38.
495	 Andrés Gómez Osorio. “Servicio militar se presta tras las rejas”, en El Tiempo, Bogotá, 3 de 

marzo de 2007, pp. 1 a 21.
496	 De algunos de los cuestionamientos Iglesias de Ussel. “Socialización y control social”, cit., p. 

172. De otros, Roberto Bergalli. “¡Esta es la cárcel que tenemos… (pero no queremos)!”, en 
Derecho Penal y Criminología, n.º 45, Bogotá, Externado, 1991, pp. 131 y ss.
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La prevención especial ha resultado descalificada porque la imposición de 
las penas de prisión, que son habituales en Colombia y el mundo occidental, 
no parece impedir la comisión de nuevas infracciones, en y desde la cárcel. 
Pero además supone que el individuo debe ser “neutralizado” en la cárcel 
porque va a delinquir de nuevo, y al controlar esa amenaza se le sanciona por 
algo que aún no ha cometido y así es adoptado un criterio peligrosista que co-
rresponde a un derecho penal de autor. La prevención general ha fracasado, 
puesto que la pena no disuade la comisión de delitos en quienes toman esa 
decisión en determinadas circunstancias, sólo incide para que sean tomadas 
medidas a fin de no ser descubiertos. Se ha cuestionado también que el Esta-
do use al condenado y lo convierta en un instrumento de sus propósitos, ya 
que la pena impuesta no es una justa reacción por su delito, sino un intento 
para atemorizar por medio del ejemplo del castigo a los miembros de la so-
ciedad para que no delincan. La intimidación sólo tendría un valor bastante 
relativo al cumplir el efecto de refrendar el acatamiento a la ley en quienes no 
están dispuestos en principio a infringirla.

En el debate contemporáneo la retribución ha superado las viejas con-
cepciones teológicas y de la Edad Media, cuando la pena era penitencia y 
expiación, es decir, castigo y venganza. Una versión moderna, de inspiración 
estructural-funcionalista, sostiene que la pena es la retribución frente a la de-
fraudación de las expectativas de rol por parte del sujeto activo del delito, las 
cuales estaban aseguradas en el campo jurídico, y tiene por objeto restable-
cer las expectativas normativas497. No obstante, la teoría supone que todas 
las expectativas de rol son prescritas, es decir, tienen un carácter normativo, 
por ende están jurídicamente garantizadas. Entonces, más que restaurar las 
expectativas de rol escamoteadas, lo pretendido es restituir el imperio de la 
norma, lo cual por una parte no tiene nada de original, pues equivale a repli-
car la teoría retribucionista de Georg Wilhem Friedrich Hegel498 y, por otra 
parte, conlleva la adopción de una posición autoritaria que elige la mera res-
tauración del poder de la norma como substrato de la pretensión punitiva499. 

497	 Günther Jakobs. Sobre la teoría de la pena, Bogotá, Externado, 1998, pp. 21 a 218; Heiko 
Lesch. La función de la pena, Bogotá, Externado, 1999, pp. 75 y 77.

498	 Stuttgart, 27 de agosto de 1770-Berlín, 14 de noviembre de 1831, filósofo alemán, hijo de un 
funcionario público, fue impulsado por su padre a hacerse pastor protestante, para lo que 
adelantó estudios de filosofía y teología en la Universidad de Tübingen, aunque luego desistió 
de ese propósito. Trabajó como tutor, hasta que a la muerte de su padre heredó una pequeña 
fortuna de la que vivió algún tiempo, pero que al agotarse lo llevó a laborar como periodista y 
director de un colegio. Al poco tiempo continuó sus estudios de filosofía en la Universidad de 
Jena, de la que después fue profesor, al igual que en las universidades de Heidelberg y Berlín. 
Publicó: Fenomenología del espíritu (1807); Ciencia de la lógica (1812/1816); Enciclopedia 
de las ciencias filosóficas (1817); Filosofía del derecho (1821).

499	 Estas y otras críticas en Germán Silva García. “La resocialización y la retribución. El de-
bate contemporáneo sobre los fines y las funciones de la pena”, en Jaime Bernal Cuéllar 
(coord.). xxv Jornadas Internacionales de Derecho Penal, Bogotá, Externado, 2003, pp. 327 a 
329.
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Pero como se decía, no todas las expectativas de rol son normativas, pues tal 
como fue visto en el capítulo anterior, además de los roles prescritos, conside-
rados en algún cuerpo de normas escrito o no, comparecen los roles informa-
les, que no obedecen a ningún sistema normativo y cuyas expectativas de rol 
emergen de las relaciones de interacción social. En consecuencia, en muchas 
oportunidades, va a primar la expectativa de rol informal, que puede ser dis-
tinta a la prescrita y, entonces, no podrá hablarse de una defraudación de las 
expectativas de rol. Es más, la expectativa de rol informal puede ser contraria 
a la normativa, es decir, cabe admitir como una conjetura posible su ilicitud 
y, en tal caso, la conducta exigida sería la contraria al ordenamiento jurídico. 

Otra corriente retribucionista sostiene que la pena tiene por objeto des-
pojar al infractor de la “ventaja injusta” que obtiene mediante el delito, lo que 
justificaría el sufrimiento del penado, pues frente a tal ventaja, resultado de 
un acto lesivo en el que ha ocasionado daño a otros, es necesario irrogarle una 
desventaja compensatoria; sin embargo, ha sido cuestionado que la ventaja 
injusta que se supone logra el infractor pueda ser eliminada o cancelada de 
un modo que no sea metafórico mediante el castigo, por tanto la justificación 
de mantener un equilibrio en las ventajas es bastante rebuscada500.

Distintas vertientes de la teoría retribucionista hacen hincapié en la pro-
porcionalidad entre delito y pena. En contrario, ya Friedrich Hegel había in-
dicado que la proporcionalidad sería una exigencia insuperable y absurda501. 
La cuestión es que no se puede plantear una relación de proporcionalidad en-
tre cosas, delito y pena, que tienen una naturaleza diferente. Sólo, por vía de 
excepción, podía hablarse de proporcionalidad en la Ley del Talión, cuando el 
daño ocasionado con la infracción era de idéntica índole al provocado con la 
sanción. Lo que no obsta para buscar que la pena con la que es retribuido el 
delito sea lo más justa posible, que al final es la pretensión perseguida cuando 
se plantea el principio de proporcionalidad. 

Andrew von Hirsch promovió la finalidad de la retribución de la pena 
al buscar un tipo de castigo que fuera justo, lo que suponía oponerse al po-
pulismo penal y a la ideología del peligrosismo que han dominado en el sis-
tema punitivo de Estados Unidos y del Reino Unido. Su teoría de la censura 
supone que el delito es, mediante la imposición de la pena, objeto de re-
proche o censura. Imponerle un castigo penal a una persona que le depara 
sufrimiento porque ha ocasionado un daño a otro con su conducta, es una 
forma de expresar desaprobación ante ese comportamiento; se trata no sólo 
de gravar al destinatario de la sanción, sino de trasmitir el mensaje de que 

500	 Andrew von Hirsch. Censurar y castigar, Madrid, Trotta, 1998, pp. 32 y 33. 
501	 Friedrich Hegel. Filosofía del derecho, México D. F., Universidad Nacional Autónoma de Mé-

xico, 1975, p. 110.
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su actuación es reprobable, lo que no podría lograrse de otro modo; así mis-
mo, la censura implicada en el castigo traduce un juicio moral negativo para 
el infractor; la censura presupone también un desagravio para la víctima al 
reconocer el daño ocasionado y desaprobar al infractor, el cual es conside-
rado y declarado responsable; la censura envuelve el mensaje normativo 
de que tales comportamientos son social y éticamente reprobables, lo que 
no busca amenazar a los integrantes de la sociedad, sino convocar su apoyo 
al juicio moral y político que censura esa clase de acciones502. En realidad, 
aun cuando, hay identificación con buena parte de los enunciados de von 
Hirsch, la pena sería más que censura, retribución al delito, como una ne-
gación dialéctica de éste, que debe arrojar como síntesis el restablecimiento 
del derecho afectado. Con todo, tanto la teoría retribucionista de Friedrich 
Hegel, como la propia serán expuestas en el capítulo último, en el apartado 
referido a la filosofía del delito.

En el plano social alterno al jurídico, se exploraron las funciones sociales 
fundamentales que cumple la pena. Esto comprende visiones que si bien 
tienen en cuenta lo jurídico, lo trascienden y demuestran la complejidad de 
elementos asociados al castigo, frente a los cuales los fines del derecho pe-
nal son cosa secundaria. Se trata de interpretar su origen y los papeles que 
cumple, no en sí misma lo que es otro tema, sino respecto de la sociedad, 
lo cual supera el marco de sus finalidades legales. La consideración de la 
sanción penal como fenómeno real y con una dimensión que la refiere a la 
sociedad, implica reflexionar en derredor de la historia del control penal. 
Las teorías de Émile Durkheim, Georg Rusche503 y Otto Kirchheimer504, 

502	 Von Hirsch. Censurar y castigar, cit., pp. 34 a 38.
503	 Hannover, 17 de noviembre de 1900-Londres, octubre de 1950, hijo de un médico, de an-

cestros judíos por el lado materno, estudió filosofía, derecho y ciencias sociales en las uni-
versidades de Münster, Frankfurt y Göttingen, se doctoró en Filosofía y en Economía en la 
Universidad de Köln. Fue profesor de economía política de la Universidad de Frankfurt entre 
1928 y 1933, fecha de su exilio a causa del nazismo. Sus tratos con el Instituto de Investiga-
ción Social de Frankfurt ocurren ya en el exilio. Entre 1936 y 1939 vivió en Palestina, luego 
de lo cual retornó a Londres. En 1941 sería deportado a Canadá, pero el barco es torpedeado 
y hundido, por lo que regresó a Inglaterra. Su vida en el exilió fue precaria. Publicó Pena y 
estructura social (1939) con Otto Kirchheimer (encargado de revisar su trabajo, pero a 
quien nunca trató), a partir de un artículo suyo de 1933. No emigró a Estados Unidos como 
los demás miembros del grupo de Frankfurt, pero su manuscrito sí llego a Columbia, donde 
comisionaron a Kirchheimer para emprender su traducción, corrección y ampliación, aun 
cuando parece que Rusche nunca estuvo satisfecho con la labor final de su colega. En 1959 
fue arrestado acusado de fraude, poco después del episodio, se suicidó en su casa.

504	 Heilbronn, Alemania, 11 de noviembre de 1905-Washington D. C., 22 de noviembre de 1965, 
de origen judío, estudió derecho en las universidades de Müenster, Berlín, Köln y Bonn, que 
ejerció durante algunos pocos años en Berlín. Ante la amenaza del nazismo abandonó Ale-
mania en 1933 para refugiarse en París, desde donde siguió en 1937 a Estados Unidos. In-
corporado al Instituto de Investigación Social de la Universidad de Columbia como profesor 
e investigador, también trabajó en Oficina de Servicios Estratégicos –oss– y fue profesor de 
las universidades de Howard y Freiburg. Publicó Pena y estructura social (1939, con Georg 
Rusche); La justicia política: el uso de procedimientos legales para usos políticos (1961).
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Michel Foucault, Massimo Pavarini y Dario Melossi, junto a la de David 
Garland son, sin duda, las cinco teorías sobre pena/sociedad más impor-
tantes que han sido formuladas. Para Émile Durkheim la pena tiene por ob-
jeto restablecer los valores de la sociedad, por lo que es en particular impor-
tante para estimular la solidaridad social en la sociedad orgánica. Considera 
que “el crimen consiste en un acto que ofende determinados sentimientos 
colectivos, dotados de una energía y de una firmeza particulares”. Esa fuer-
za de los sentimientos colectivos, valga decir, los valores, se verá reforzada 
como resultado de la aversión que produce el delito y como consecuencia 
de la aplicación de la sanción penal. Por ello, para Durkheim la tarea del 
derecho penal consiste en proteger esos sentimientos colectivos505. Puede 
reconocerse que el crimen, aunque en ocasiones singulares, genera fuertes 
sentimientos de solidaridad entre la población, incrementando la cohesión 
social y también, a raíz de ello, de manera puntual, puede servir para reafir-
mar la solidaridad y otros valores sociales, dado que la pena revalida la idea 
de la necesidad y del imperio de esos valores. Todo lo anterior opera entre 
quienes ya comparten los valores afectados.

En Georg Rusche y Otto Kirchheimer, con un enfoque marxista y ads-
critos a la escuela de Frankfurt, fue emprendida una ambiciosa investigación 
histórica sobre los sistemas punitivos, en la que pudo observarse que si bien 

las necesidades que se derivan de combatir las prácticas delictivas ocupan un lugar 
significativo en la transformación de los sistemas penales, las mismas no pueden ser 
explicadas sólo con relación a ellas. 

De allí que los autores comentados sostengan una correlación entre el sistema 
económico y las realidades punitivas. En sus palabras: “Cada sistema de pro-
ducción tiende al descubrimiento de métodos punitivos que corresponden a 
sus relaciones productivas”. Todo lo cual no significa que los fines de la pena 
no tengan ninguna relevancia, Rusche y Kirchheimer la reconocen, pero 
ellos no pueden ser entendidos sólo de un modo intrínseco, desvinculados 
de la estructura social506. Sin embargo, el planteamiento que sería muy claro 
frente a ciertas modalidades punitivas –las galeras o el destierro en ultramar, 
por ejemplo–, no es aplicable a las penas de prisión empleadas hoy de modo 
generalizado, ni explican cómo en algunas sociedades aparecieron esas mis-
mas instituciones penales desconectadas de las condiciones de producción 
o cómo se mantuvieron en otras después de transformadas las estructuras 
económicas. En resumen, la teoría sobre pena y estructura socioeconómica 

505	 Durkheim. Las reglas del método sociológico, cit., pp. 74 y 75.
506	 Georg Rusche y Otto Kirchheimer. Pena y estructura social, Bogotá, Temis, 1984, p. 3.
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tiene un valor relativo y debe estar acompañada de otras miradas distintas a 
la económica, a fin de no reducir el fenómeno a esa única variable.

Michel Foucault encuentra que la pena moderna, la prisión, surge como 
un sistema de conocimiento, entendiendo que el saber es poder, y se trata de 
uno aplicado para lograr un eficaz ejercicio del control. Así, Foucault expone 
el modelo disciplinario que comporta la invención de la prisión moderna. La 
consciencia se torna en un objeto de conocimiento, que debe ser disciplinado, 
para lo cual es estudiada, clasificada y convertida en blanco de un conjunto de 
disciplinas como la criminología, la psiquiatría y la psicología, además objeto 
de tratamiento y domesticación en la cárcel. A fines del siglo xviii y comienzos 
del xix se establece una sociedad disciplinaria, que corresponde a la sociedad 
contemporánea, la cual emerge de las prácticas del poder y de los discursos del 
“saber”, que tiene un eje fundamental en la noción de peligrosidad impuesta 
de un modo definitivo a fines del siglo xix507. La búsqueda de la disciplina lleva 
al desarrollo del modelo al que se ha aludido, el cual incluye como elementos 
el control sobre: el espacio, el tiempo y el cuerpo, cuyo propósito inmediato 
es el “buen encausamiento de la conducta”, la corrección y la transformación 
del sujeto508. Se impone también el “examen” como modelo de saber/poder, 
que pretende la reconstrucción de los hechos mediante testimonios y otros 
medios de prueba, pero que también es el examen de la mente y el cuerpo del 
sujeto, el cual se transforma en su vigilancia permanente, que lo controla, con 
la ayuda de un conjunto de disciplinas científicas nacientes509. A esos efectos, 
Foucault redescubre el panóptico de Jeremy Bentham como el gran disposi-
tivo de tal tipo de poder que ejerce una vigilancia permanente, el cual es pro-
yectado a la sociedad como un nuevo modelo de control social omnipresente.

La teoría de Massimo Pavarini y Dario Melossi sobre los orígenes de la 
pena de prisión, pues se trata de una interpretación histórica desde una pers-
pectiva marxista, establece que la cárcel efectuó una tarea de disciplinamien-
to de la mano de obra, además de lo cual realiza una función variable de regu-
lación del mercado de trabajo, donde el proletariado representa un “ejército 
industrial de reserva” 510. Puede reconocerse que la cárcel, aunque apenas en 
sus inicios, cumplió tanto una función de disciplinamiento de la mano de obra 
para la producción capitalista, en particular las casas correccionales, como de 
regulación del mercado de trabajo (sobre todo abaratando los costos de los 
salarios con la competencia del trabajo forzado), pero esas tareas desapare-

507	 Foucault. La verdad y las formas jurídicas, cit., pp. 91 a 98.
508	 Michel Foucault. Vigilar y castigar, 9.ª ed., México D. F., Siglo xxi, 1984, pp. 140 a 160, 175 y 

ss.
509	 Foucault. La verdad y las formas jurídicas, cit., pp. 99 a 101, 117 a 140.
510	 Dario Melossi y Massimo Pavarini. Cárcel y fábrica. Los orígenes del sistema penitenciario, 

5.ª ed., México D. F., Siglo xxi, 2005, pp. 55, 56, 60, 63, 66, 67, 86, 88 y 89.
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cieron pronto. La idea de la existencia de un “ejército industrial de reserva” 
fue sugerente para algunos autores que la proponen para el análisis de la cri-
minalización y de los fenómenos de prisionalización contemporáneos. Así, se 
sostiene que ese “ejército” está constituido por proletarios que son criminali-
zados e internados en prisiones, en épocas en las cuales hay exceso de oferta 
de mano de obra que no es requerida para la producción capitalista. Para esos 
efectos el sistema penal incrementa las medidas represivas y de prisionali-
zación, que convierten a la cárcel en un “silo” que almacena la mano de obra 
de reserva. A su vez, cuando hay una expansión en la producción capitalista 
se producen medidas de descriminalización o de desprisionalización, cuyo 
objetivo es liberar mano de obra para la fábrica511. Ivan Jankovic acometió la 
tarea de revisar la relación entre las sanciones penales y las estructuras socia-
les en el escenario de las sociedades contemporáneas. Al investigar sobre el 
uso de la prisión y de la institución de la probation, explorando sus efectos en 
las condiciones del mercado de trabajo, planteó que el desempleo y el uso de 
la prisión están en forma directa vinculados, con independencia del tamaño 
de la criminalidad, con lo cual el volumen de la población penitenciaria es 
inversamente proporcional a la tasa de empleo, es decir, a mayor prisionali-
zación menor demanda de trabajo y viceversa512. 

Empero, no se hallan datos consistentes para demostrar que, de un modo 
efectivo, la prisión regula la oferta de mano de obra bajo el capitalismo, pues-
to que en la actualidad la regla es que siempre se encuentran excedentes de 
mano de obra. En países como Colombia con un exceso de mano de obra cró-
nico no tendría ninguna cabida esta tesis. Medidas coyunturales que conlle-
van a liberaciones parecen producirse más como consecuencia de problemas 
de saturación en las cárceles.

David Garland procura demostrar que el castigo es una institucional so-
cial, como la familia o la religión, dotada de una alta complejidad, cuyas aris-
tas sobrepasan los fines de la pena y poco tienen que ver con la evitación del 
delito. Por tanto, se hace necesario un enfoque multidimensional que abar-
que las distintas facetas del castigo. Por esa complejidad de la institución 
y los polifacéticos papeles sociales que desempeña, para Garland resulta 
apresurado proclamar el fracaso de la prisión como hacen sus críticos. La 

511	 El derecho penal es un medio para controlar el exceso de población que no puede ser absor-
bida por el sistema de producción, pero además “La retórica del derecho penal, y la de la cri-
minología convencional, es que las prisiones tienen por objeto encarcelar a los delincuentes. 
A pesar de esta confusión, las cárceles se utilizan para controlar a esa parte de la población 
excedente”, Richard Quinney. Clases, Estado y delincuencia, México D. F., Fondo de Cultura 
Económica, 1985, pp. 181 y 185. También, Fernando Rojas. Criminalidad y constituyente, 
Bogotá, cinep, 1977, p. 59.

512	 Ivan Jankovic. “Labor Market and Imprisonment”, en Tony Platt y Paul Takagi (eds.). Pun-
ishment and Penal Discipline, Berkeley, 1980, pp. 96 y 101.
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institución tiene varios fines y cumple distintos papeles, en unos con mayor 
éxito que en otros casos, pero ello permite entender por qué subsiste a pesar 
de varias frustraciones en materia penal. Como institución, el castigo es un 
“artefacto cultural y social”, valga decir, un producto cultural y social resul-
tante de las concepciones, entendimientos y significaciones de la sociedad 
sobre las sanciones penales, que posee una trayectoria histórica, por ende, 
corresponde a las mentalidades, percepciones y sensibilidades culturales 
de la sociedad acerca del castigo, es decir, representa sus expresiones cul-
turales513. Existiría entonces una relación entre patrones culturales y patro-
nes punitivos, que funciona en las dos direcciones, pues el castigo a su vez 
repercute sobre las definiciones y comprensiones culturales sobre el poder, 
las relaciones sociales, la normalidad y la moralidad, etc. La prisión cumple 
varias funciones sociales, entre ellas, incapacita mediante la exclusión de la 
sociedad y provee de sufrimiento y privaciones a los penados. La teoría de 
Garland implica la adopción de una perspectiva fenomenológica, ya que las 
mentalidades mencionadas son socialmente construidas; así mismo, ha sido 
receptiva al trabajo de Norbert Elias514 sobre la configuración de la cultura 
(1939)515. De otra parte, la visión general de Elias sobre la civilización y la 
cultura desarrollada en el ámbito punitivo por Garland, es de lleno apro-
piada para el análisis de la mitificación de la “humanización” de los castigos. 
Las penas no se han humanizado, siempre han sido ideadas y aplicadas por 
seres humanos, incluso aquellas más crueles, lo que ha ocurrido, entre otras 
cosas, es un cambio de mentalidades y sensibilidades frente a algunas de 
sus modalidades.

513	 David Garland. Punishment and Modern Society, Chicago, Chicago University, 1990, pp. 193 
y ss.

514	 Breslau, 22 de junio de 1897-Ámsterdam, 1.º de agosto de 1990, sociólogo alemán de origen 
judío, se había doctorado en filosofía y estudió sociología en Heidelberg. Fue soldado en la 
Primera Guerra Mundial, ante el nazismo escapó a Francia y luego a Inglaterra, pero su ma-
dre murió en un campo de concentración. Se desempeñó como asistente de Karl Mannheim 
en Frankfurt (1930-1933), y como profesor de la Universidad de Leicester, tuvo de alumno a 
Anthony Giddens. Su obra principal El proceso de la civilización (1939) se hizo muy popular 
a mediados de los 1970, de hecho el trabajo de Elias sólo salió del anonimato hacia los años 
1960.

515	 Norbert Elias. The History of Manners: the Civilizing Process, vol. i, Oxford, Basil Blackwell, 
1978, p. 207 y ss.
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Capítulo quinto
La sociología integral de la divergencia y del control penal

La ignorancia de la ley no exime de su cumplimiento.
Pero su conocimiento a menudo sí.

Stanislaw J. Lec

Este capítulo comprende la revisión de una combinación de componentes 
neurálgicos que, de modo simultáneo, aplican al análisis de la divergencia 
de interés penal y al control social penal. Se trata de un conjunto de aspectos 
fundamentales de la vida en sociedad, cuyo estudio y esclarecimiento son 
necesarios para ulteriores avances en el desarrollo de la teoría sociológica 
del delito. Constituyen, entonces, un marco o los presupuestos que, después 
de la exploración teórica sobre las cuestiones básicas de la divergencia y el 
control, representan el siguiente piso sobre el cual ha edificarse el análisis. 

I. El juego del poder

El poder es la capacidad para superar toda resistencia y hacer que otros 
obren de acuerdo con las propias pretensiones, sea que se actúe en forma 
directa sobre ellos o mediante la manipulación de las situaciones o los fe-
nómenos. Por tanto, la tenencia de poder coloca a su detentador en dis-
posición de realizar los objetivos que persigue, aunque no asegura el re-
sultado, pues corresponde a una capacidad. Tratándose de una capacidad 
es, además, algo más que una “probabilidad” de “dirigir el curso de ciertos 
acontecimientos”516. Circunscribirse a una probabilidad no nos dice nada 
acerca de las cualidades del poder. Desde luego, si la capacidad ha sido bien 
sopesada se transformará en un ejercicio efectivo del poder; pero es la capa-
cidad el eje del concepto, pues ella implica la posesión o el manejo de unos 
elementos en los cuales el poder aparece fundado, gracias a los cuales éste 
puede convertirse en una probabilidad y, aún más, en una realidad. A su vez, 
lo que en esencia define la naturaleza del poder son aquellos elementos en 

516	 Tal concepto es de Geiger. Estudios de sociología del derecho, cit., p. 303. Además, no sobra 
agregar que el poder obra sobre las acciones de otros y, en esa medida, sobre el rumbo de los 
sucesos.
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los que está basado. Por consiguiente, se toma alguna distancia de la defini-
ción de Max Weber, para quien “el poder significa cualquier probabilidad 
de imponer la propia voluntad, dentro de una relación social, aún contra 
toda resistencia y cualquiera que sea el fundamento de esa probabilidad”517. 

Utilizar la capacidad como epicentro del concepto de poder permite vi-
sualizarlo como un componente dinámico. Si se dijera que el poder es “ha-
cer que otros obren de determinada manera”, sería ver el poder como algo 
estático, sólo reconocible en aquellos casos en los que ha logrado alcanzar 
el cometido perseguido, es decir, hacer que otros actúen518. A la par, tal idea 
es de poca utilidad teórica, puesto que podría inducir a centrar la atención 
en la acción para que otros obren y no sobre los elementos que permiten la 
obtención del resultado buscado, al proveer de una capacidad a quien ejerce 
el poder. En realidad, las dos cuestiones son relevantes, ya que un intento in-
terpretativo acerca del poder debe observar los aspectos en que éste incide 
o participa en la interacción social, al tiempo que toma como punto de par-
tida analítico los elementos en los que la capacidad de poder busca apoyo. 
En cambio, el poder, valga decir, la capacidad en la que aparece fundado, se 
transforma en dominio o dominación cuando es ejercido de manera efecti-
va haciendo que otros obren de acuerdo con la voluntad de quien ejecuta 
el poder519. La existencia de un estado de dominación afecta las relaciones 

517	 Weber. Economía y sociedad, cit., p. 43. En cambio no se comparte la crítica de Geiger a 
Weber, quien reclama contra su referencia a las relaciones sociales como ámbito del poder. 
Geiger cita en ese sentido el poder que un individuo puede ejecutar sobre una cosa, pero 
dicha fuerza sobre la naturaleza o no interesa a las ciencias sociales, o no comporta el ven-
cimiento de una resistencia lo que excluye la idea de poder, o es un medio para incidir sobre 
el comportamiento de otros, en cuyo caso vuelve a situarse en el campo de la interacción 
social, asunto que el autor termina reconociendo al afirmar que el dominio de los aconteci-
mientos está destinado, en última instancia, a obrar sobre las acciones humanas, al respecto 
Geiger. Estudios de sociología del derecho, cit., pp. 303 y 304. Se ha dicho que Weber utilizó 
el concepto de probabilidad pretendiendo distinguir la realidad efectiva de la ejecución del 
poder de su contemplación teórica, pero no obstante la mayoría de la literatura optó por las 
nociones de “capacidad” o “potencial” que no desconocen la posibilidad de la no realización 
del poder, Arnold M. Rose. La estructura del poder, Buenos Aires, Paidós, 1970, p. 61.

518	 De modo algo distinto, en la visión foucaultiana del poder éste es concebido como el acto de 
estructurar el campo de acción de los otros, pero el poder sólo será visto en cuanto ejercicio 
del mismo, para prestar atención a la acción y a los procesos y no a los atributos materiales 
en que se funda, Antonio Serrano González. “Poder legal y poder pastoral”, en Droit et So-
ciété, n.os 11 y 12, 1989, pp. 202 y 203. Empero, precisamente al sólo identificar el poder en la 
acción que lo activa, recae en lo que pretende evitar: una visión estática sobre el poder que, 
incluso, se vuelve más historia que sociología. 

519	 Aquí de nuevo se disiente de Weber, para quien por “dominación debe entenderse la pro-
babilidad de encontrar obediencia a un mandato determinado contenido entre personas da-
das”, Weber. Economía y sociedad, cit., p. 43. El concepto criticado remite, de nuevo, a la idea 
cuestionada de probabilidad, pero además significa que el poder no logra realizarse, con lo 
cual no se diferencia de la noción de poder, salvo que centra el término en la parte dominada. 
Con la última variación olvida su propia ponderación del poder (del cual la dominación es 
una forma), en la que concurre una interacción entre dominantes y dominados. Aun cuando 
agrega la virtud de referir el concepto de dominación a una situación y a unos actores espe-
cíficos y concretos, con lo cual puede haber en una sociedad poder sin dominación, en poco 
se diferencia de la idea que describe sobre el poder. 

http://n.os
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sociales de interacción, las cuales aparecen mediadas por el poder realizado 
(relaciones de dominación), lo mismo que la definición de las situaciones 
sociales, los roles y las expectativas de acción.

Los medios utilizados para maniobrar el poder, en un plano general, son 
dos: la coacción y la persuasión520. Implica lo anterior que, a diferencia de lo 
sostenido por distintos autores, el poder no exige coerción como condición 
indispensable para su configuración. Esos medios generales están fundados 
en unos elementos. Los factores del poder, en los cuales se basa la capacidad 
de ejercerlo, pueden ser de clases muy diversas. Theodor Julius Geiger521 
distingue entre factores “primarios”, como los provenientes de condiciones 
naturales, de situaciones fácticas, de destrezas singulares o del acceso a 
medios materiales y, por otro lado, de factores “secundarios”, derivados de 
la organización social, a partir de construcciones políticas complejas522. La 
variedad de elementos que sirven de fundamento al poder, junto a la diver-
sidad de características en las propiedades que componen cada elemento, 
nutren la naturaleza de las formas específicas de poder. Así, a grandes ras-
gos, puede hablarse de poderes de naturaleza económica, política, social, 
cultural, física y de la personalidad, que en casos concretos pueden aparecer 
combinados. Con todo, la clasificación de Geiger no aporta mucho, mien-
tras que la contribución teórica de Pierre-Félix Bourdieu523 es bastante 
más rica para entender los fundamentos del poder. Dentro de su teoría de la 
sociedad, como uno de los aspectos de ella, Bourdieu refiere la existencia 

520	 Se mencionan la coerción, la persuasión, la influencia y los premios, Remo F. Entelman. Teo-
ría de conflictos, Barcelona, Gedisa, 2002, p. 123. Sin embargo, el pago o reconocimientos de 
premios es claramente una forma de persuasión, al igual que la influencia. 

521	 München, 9 de noviembre de 1891-a bordo del Waterman, 16 de junio de 1952, sociólogo, 
desarrolló su trabajo en Dinamarca a donde marchó en 1933 por su oposición al nazismo. 
Profesor de la Universidad de Aarhus, en 1943 se refugia en Suecia, para volver a Dinamarca 
al final de la guerra. Publicó: La masa y su acción (1926); Mandar y obedecer (1928); Sociolo-
gía general (1930); La estratificación social de los pueblos alemanes (1932); La sociedad de 
clases en el crisol (1949); Estudios de sociología del derecho (1964).

522	 Primarios: fuerza corporal, disposición de armas, astucia, superioridad en número, encanto 
sexual, talento para sugestionar, manejo de información privilegiada; secundarios: como el 
poder de mando de los superiores jerárquicos dentro de las estructuras burocráticas, Geiger. 
Estudios de sociología del derecho, cit., p. 304. El autor define los factores del poder como “las 
circunstancias en las que se apoya la probabilidad de dirigir la conducta de otros hombres”. 
Se dirá, en cambio, que son las circunstancias en las cuales obtiene respaldo la capacidad de 
dirigir el comportamiento de otras personas.

523	 Denguin, Francia, 1.º de agosto de 1930-París, 23 de enero de 2002, de familia campesina. 
Estudió en el Liceo Louis Le Grand, donde conoció a Jacques Derrida, en la Escuela Normal 
Superior y filosofía en La Sorbona (1951-1954). Los estudios sobre la cultura ocupan un 
lugar principal en su obra. En 1975 fundó la revista Actes de la Recherche en Sciences Sociales. 
Ocupó la dirección del Centro de Sociología Europea. Fue director de la Escuela de Altos Estu-
dios en Ciencias Sociales y profesor de sociología del Colegio de Francia. Autor de alrededor 
de 33 libros y numerosos artículos, entre los que se cuentan: Sociologie de l’Algérie (1958); 
Los herederos (1964, coautor); La reproducción: elementos para una teoría del sistema de en-
señanza (1970); La distinción (1980); El sentido práctico (1980); Homos academicus (1984); 
La ontología política de Martin Heidegger (1988); La miseria del mundo (1993).
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de varios tipos de capital, a los que recurren los individuos cuando compi-
ten para la realización de sus intereses. Ellos son el económico, el cultural 
y el social, que están basados en bienes o recursos de su misma especie o 
naturaleza, y los cuales obtienen diferentes valores o disponen de distintas 
posibilidades de transformación en otras clases de capital, según las condi-
ciones del “mercado” de capitales y las condiciones históricas de la sociedad 
respectiva524. De tales elementos, que constituyen los dispositivos que gozan 
de las propiedades necesarias para vencer la resistencia del adversario do-
blegándolo, surge la potencialidad del poder.

Para Steven Michael Lukes el poder existe cuando es ejercitado sobre 
otro de manera contraria a sus intereses, lo que conlleva asumir una posi-
ción valorativa o evaluativa, como lo reconoce este autor525. En contrario, 
ha de afirmarse que no es indispensable que quien realiza el poder actúe 
contra los intereses de aquel que resulta sometido a la voluntad del primero, 
pues bien puede ocurrir que la acción sea conveniente para quien es forzado 
o seducido a subordinarse. Tampoco toda teoría sobre el poder sería valo-
rativa, ni tales evaluaciones son compatibles con la sociología o la ciencia 
política, aun cuando ello no obsta que con apoyo en la filosofía política se 
formulen valoraciones, pero en todo caso ellas no son imprescindibles para 
forjar una teoría. 

El poder no sólo es la capacidad para que otros procedan como desea 
quien tiene la expectativa de imponerse. El poder también será, por regla ge-
neral, una atribución. Es decir, la disposición para determinar el comporta-
miento de los demás no emerge de modo absoluto, sino con relación a unos 
campos, facultades o competencias puntuales, por lo cual son, en realidad, 
varios los poderes. Aunque el caso del padre que despliega un poder casi 
absoluto sobre la vida de su hijo con algunos meses de edad puede citarse, 
sin duda es apenas una excepción, entre pocas que podrían ser relatadas. 
Por su parte, el derecho es una forma bastante reglamentada de adscripción 
formal de competencias de poder que, en todo caso, aparecen delimitadas y 
divididas entre distintas agencias y sujetos.

El poder se encuentra desigualmente distribuido en la sociedad. Esto es 
algo que puede ser verificado por medios empíricos, y ocurre en virtud de la 
existencia de diferentes elementos o factores en los que se gravita el poder 
y, por otra parte, resulta de la división del poder en atribuciones. Ningún 
grupo o sujeto, en especial en la época contemporánea, está en condiciones 
de acceder a la totalidad de los elementos en los que se basa el poder, ni de 

524	 Pierre Bourdieu. Poder, derecho y clases sociales, Bilbao, Desclée de Brouwer, 2000, pp. 131 
y ss.

525	 Steven Lukes. El poder. Un enfoque radical, Madrid, Siglo xxi, 1985, p. 41.
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monopolizar todas las atribuciones. Por ende, hay agrupaciones o personas 
que disponen de mayor poder que otras, pero todos poseen algún grado de 
poder. De allí que no tenga sentido establecer una escisión entre dominan-
tes y dominados, en donde hay una lucha entre quienes tienen poder y aque-
llos que carecen de él526. Otra implicación radica en que concurren sujetos 
con poder en campos específicos de competencias, mientras que su poder 
aparece disminuido o desaparece en otros. Así, las relaciones no se presen-
tan con simplicidad entre una unidad que cuenta con el poder en su haber 
y otra que carece de él. De hecho el poder no tiene existencia como tal si no 
enfrenta y procura someter una capacidad de resistencia (poder) presente 
en el adversario. No habría poder en quien nada debe hacer para imponerse, 
ni donde no hay requerimientos de fuerza para doblegar o someter al otro. 
El poder es apenas una capacidad, porque su destinatario acumula propie-
dades que le permiten resistir y, acaso, evadir su dominación o aún vencer. 
Esto significa que para reconocer el poder debe haber otro en condiciones 
de oponer su fuerza527. Como consecuencia de lo expuesto se tiene que en 
las sociedades hay una red de relaciones de poder extensas y múltiples, con 
espacios macro y microsociales, donde el poder tiende a fragmentarse. Bajo 
el Estado moderno, donde el poder es regulado y objeto de restricciones, 
que además genera relaciones más o menos democráticas y con ciertas ga-
rantías de libertad, la dimensión plural del poder que ha sido acotada se 
multiplica.

Con todo, se sostienen posturas contrarias. Desde un ángulo ideológico 
clasista que promueve la exclusión y pretende legitimar la autoridad ejerci-
da por las élites, el poder comparece concentrado en los pocos que lo me-
recen528. A la par, atrincherados en una posición ideológica inversa, son más 
habituales los diagnósticos que ocultan la complejidad y la pluralidad del 
poder dentro de una ecuación inexorable y una mecánica de dominantes/
dominados. No obstante, un discurso reduccionista que remite la cuestión 
del poder al examen de las relaciones unilaterales entre dominantes y do-
minados es demasiado simple. Si bien el poder se encuentra distribuido de 

526	 La postura contraria en, por ejemplo, Alicia González Vidaurri y Augusto Sánchez Sando-
val. Criminología, México D. F., Porrúa, 2005, p. 113.

527	 En cambio, se deduce de la noción citada sobre el poder de Weber que la resistencia no es 
una condición necesaria, sino aleatoria. Punto que Geiger lleva más adelante, pues sostiene 
en su crítica a Weber que puede haber poder y obediencia sin oposición alguna (Estudios de 
sociología del derecho, cit., p. 303).

528	 En la criminología tradicional se encuentran opiniones que perciben el poder como un asun-
to propio de élites o individualidades con cualidades excepcionales, lo que apenas es un páli-
do esfuerzo para legitimar como natural el mayor poder a disposición de ciertos segmentos 
de la sociedad, así: el “poder es una energía de la voluntad que se manifiesta en quienes 
asumen la empresa de gobierno de un grupo humano y que les permite imponerse gracias al 
doble ascendiente de la fuerza y la competencia”, Garófalo. Criminología, cit., p. 130.
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modo desigual en diferentes grados, incluso con inequidad, lo que coloca a 
unos grupos en el centro del poder y a otros en la periferia o marginalidad, 
no hay grupos del todo desposeídos de poder y, por ende, de alguna capa-
cidad de resistencia. De manera análoga, el tema del poder tampoco puede 
ser restringido al Estado, ni siquiera tratándose del control social penal. Las 
organizaciones de la sociedad poseen, además, poder, el cual aplican incluso 
en el campo de la reacción penal. La secuencia Estado-poder-control penal 
es sólo una de las direcciones en las que puede seguirse el análisis.

Las claves teóricas mencionadas son comunes al análisis de la divergen-
cia social y el control penal. El poder ejercido en el ámbito del control penal 
se origina en las estructuras sociales, para luego descender al campo de las 
interacciones sociales, dentro de una dimensión microsocial, en la medida 
en que es operado por los agentes del control. El poder ejecutado en el ám-
bito de la divergencia social participa de una dimensión micro, pero está 
compenetrado con las condiciones macrosociales e, incluso, desde el campo 
de las interacciones sociales puede incidir en la gestación de transformacio-
nes en las estructuras de la sociedad.

El Estado u otro tipo de organizaciones sociales que ejercen el control, jun-
to a sus agentes, cuentan con poder, al igual que los actores de la divergencia 
social. El poder estatal de control será utilizado con el fin de imponer o con-
servar el orden social. El poder en el plano de la divergencia social, a dispo-
sición de los sujetos o grupos que se trenzan en el conflicto, será empleado 
para la realización de sus respectivos objetivos. En el terreno de la divergen-
cia el poder estará, de manera similar, repartido en forma desigual entre los 
actores, por lo cual es posible que una de las partes imponga sus metas. Los 
actores de la divergencia podrán intentar también cooptar el poder de control 
del Estado a favor de los intereses, valores o creencias que esgrimen. La in-
tervención del Estado sobre el conflicto, que obra como un tercero, tendrá el 
carácter de una lucha de poder entre éste y aquel sujeto o grupo que ha sido 
seleccionado para imponerle la etiqueta de criminal. Ese enfrentamiento es, 
por lo general, bastante desigual, dado el mayor poder que reúne el Estado, en 
particular ante la divergencia que se presenta de manera poco organizada. Sin 
embargo, todavía los divergentes que de modo hipotético están llamados a ser 
criminalizados pueden neutralizar la intervención estatal, usar su ascenden-
cia social, económica o política sobre los agentes del control, la corrupción o 
la violencia u organizarse políticamente para resistir o derribar al Estado. En 
uno y otro caso, esto es, respecto del control penal o en el campo de la diver-
gencia, el poder será ejercido con la intención de lograr que los otros actúen 
conforme a las pretensiones fijadas529.

529	 Puede agregarse, de manera complementaria, que desde el punto de vista del control, el po-
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Aun cuando el Estado pretende erigirse como el ente que monopoliza 
la fuerza, es decir, el poder de coacción para la conservación del orden, tal 
aspiración puede llegar a ser apenas formal o, inclusive, pueril. Los actores 
de la divergencia no sólo usurpan al Estado el uso de la fuerza con la fina-
lidad de lograr sus metas, también oponen resistencia al poder estatal o, 
cuando existen riegos de criminalización, procuran cooptar a miembros de 
las agencias de control para que actúen en su beneficio. La desigualdad en la 
distribución del poder incide en las relaciones entre los grupos o personas 
divergentes, pero también en las alternativas, las modalidades y las posi-
bilidades de éxito al enfrentar las intervenciones del control penal. En el 
terreno de la divergencia social el poder cuenta para activar la intervención 
del control penal, donde por ejemplo, dificultades para acceder a la justicia 
pueden ser decisivas. En términos similares, el poder disponible repercute 
sobre las posibilidades de criminalización o en la capacidad para evadir las 
intervenciones penales. Para la primera situación cabe recordar la noción 
de marginalidad de Morris L. Ghezzi explicada en capítulo anterior, confor-
me a la cual entre menor sea el poder, mayores son las probabilidades de ser 
criminalizado en caso de conflicto. Esto implica que en la sociedad existen 
grupos sociales más vulnerables a la criminalización, al ser partícipes de 
una situación relativa de carencia de poder530.

der constituye es una herramienta para la realización de las decisiones políticas y los manda-
tos normativos que las materializan, a fin de preservar el ordenamiento jurídico y regular las 
relaciones en la sociedad, en aras de los valores sociales y de los intereses públicos adopta-
dos. Con todo, según el tipo de organización estatal y de sociedad imperantes, el poder puede 
ser una herramienta para la persecución de ciertos grupos, dentro del propósito de mante-
ner la exclusión social y contener a los marginados, también a fin de sostener privilegios o el 
acto de apoderamiento por parte de facciones sobre las cosas públicas. El resultado será la 
selección política, mediante el proceso de criminalización, de los grupos o individuos vulne-
rables, dado su poder disminuido. En esa misma línea, es posible que las agencias de control 
penal, como una estrategia sistemática o en razón de actuaciones aisladas, incurran en actos 
de abuso de su poder. El poder es, pues, un componente teórico fundamental para inter-
pretar la divergencia social y observar sus relaciones con el control penal. En gran medida, 
el tipo de modalidades de la divergencia que presentan una frecuencia estadística superior 
(que implican atentados contra el patrimonio económico), junto a la mayor participación de 
ciertos grupos sociales en situaciones divergentes que llegan a ser criminalizadas (personas 
de clase baja, poca escolaridad o jóvenes), puede ser interpretado como una consecuencia de 
una disposición relativa de menor poder. 

530	 El poder podría ser, así mismo, instrumentalizado en forma extensa y generalizada, como 
una política de Estado, no en razón de acciones específicas que comprometen a agentes ais-
lados de la organización política, para la realización de intereses de grupos sociales espe-
cíficos, ora mediante la criminalización positiva o negativa de acciones o acontecimientos, 
para la represión de grupos de competidores o la asignación de derechos, lo que equivale al 
reconocimiento de intereses en provecho de grupos determinados. El carácter del Estado, de 
modo particular en lo que hace relación a sus condiciones de derecho, social y democrático, 
es el factor que logra delimitar la utilización del poder estatal en la dirección antes descri-
ta. Sin embargo, todavía en una organización política que en grado apreciable comparta las 
condiciones apuntadas acaecen situaciones en las que es instrumentalizado por grupos en 
detrimento de los intereses, valores o creencias de otros. Por su parte, el proceso de crimina-
lización será un acto de poder, por ello mismo un proceso político de selección de sujetos o 
comportamientos para su reproche penal.
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En la franja del poder relacionada con el control penal y, sobre todo, de 
modo más amplio con el Estado como uno de los protagonistas del poder de 
control penal, es de gran utilidad la distinción clásica de Max Weber en la 
cual establece tres tipos puros de dominación, vinculados a los fundamentos 
que legitiman el poder. Ellos son: 1. El racional: “que descansa en la creencia 
de la legalidad de ordenaciones estatuidas y de los derechos de mando de 
los llamados por esas ordenaciones a ejercer la autoridad”; 2. El tradicional: 
“que descansa en la creencia cotidiana en la santidad de las tradiciones que 
rigieron desde lejanos tiempos y en la legitimidad de los señalados por esa 
tradición para ejercer la autoridad”; y 3. El carismático: “que descansa en la 
entrega extracotidiana a la santidad, heroísmo o ejemplaridad de una per-
sona y a las ordenaciones por ella creadas o reveladas”531. 

El poder requiere de razones que lo legitimen para operar con eficacia, 
y los tres modelos anteriores sirven al propósito de comprender los funda-
mentos que justifican o han legitimado a lo largo de la historia el poder del 
Estado, en términos generales, y del control penal en particular. En la actua-
lidad la forma predominante en el poder político institucionalizado (estatal) 
es el racional. No obstante, como lo advierte Weber, en la realidad histórica 
y social estas manifestaciones de poder aparecen rara vez como expresiones 
“puras”, por lo que entremezclan elementos de unas y otras. Ahora bien, en 
gran parte, la fuerza del control social penal adquiere legitimidad por su 
validez formal, o sea, dado su origen en ordenaciones legales. Este es uno de 
los grandes, aunque discutidos logros, del positivismo jurídico.

Aquí es posible hacer un parangón entre la teoría de la norma jurídica de 
Norberto Bobbio y el problema del poder, en lo que concierne a la legiti-
midad de uno y otro, tarea posible en razón de que, finalmente, el derecho 
sería una herramienta de poder. Bobbio señala la existencia de tres com-
ponentes en la estructura de la norma jurídica que, conforme a lo dicho, 
pueden extenderse al análisis del poder. Estos son la legalidad, la eficacia y 
la justificación, cuestiones que tienen que ver con el derecho, la sociología 
y la filosofía. De ellos se derivan tres planos de análisis a saber; los juicios 
sobre validez, es decir, si guardan consonancia con el ordenamiento jurídico 
o están vigentes; la función social desempeñada, en otras palabras, las con-
secuencias sociales que pueden abstraerse de su operación o inaplicación; 
y la justedad, o sea, su concordancia con los valores que fundan la justicia. 
Así, la cadena que va de lo particular a lo general constituida por el poder, 
la norma jurídica y el control penal, puede ser examinada, en conjunto o de 
manera separada, dentro de los supuestos de Bobbio532. Ahora, con relación 

531	 Weber. Economía y sociedad, cit., p. 172.
532	 Así lo hace el autor italiano (Norberto Bobbio. Contribución a la teoría del derecho, Madrid, 

Debate, 1990, pp. 298 a 302, especialmente).
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al tema del poder, aunque otro tanto se afirma de las normas jurídicas, su 
legitimidad descansaría en la tercera esfera, es decir, la justedad del poder, 
los valores que le sirven de pilar, serían el soporte que lo justificaría. Sin 
embargo, aunque el juicio acerca de la legitimidad del poder debería apo-
yarse de modo único en ese debate, en la práctica social éste también está 
resguardado en apreciaciones sobre su validez o su eficacia, esto es, porque 
rige de acuerdo con la legalidad o debido a que funciona con eficacia, lo cual 
de paso implica una justificación avalorativa. En consecuencia, la legitimi-
dad del poder o de la norma estaría comprendida en un proceso superior de 
fundamentación de sus supuestos o razones, que puede estar respaldado, 
de manera simultánea o alternativa, en su validez, eficacia o justedad.

En cuanto a la operación del control penal, conviene recordar lo dicho 
por Max Weber a propósito del poder burocrático, propio de la autoridad 
racional, donde los funcionarios –lo cual cabe para policías, jueces, fiscales, 
personal subalterno de las oficinas judiciales, guardias y empleados peni-
tenciarios–, poseen un poder que no sólo descansa sobre unas competen-
cias atribuidas con antelación por la ley, sino que además se les supone fun-
cionarios en razón del saber y del entrenamiento profesional especializado 
recibido. Saber qué han demostrado en el proceso de formación o median-
te concurso de méritos, para ponerse en condiciones de desempeñar esas 
facultades. Competencias que, desde luego, varían según la posición social 
ejercida dentro de las estructuras de control penal533. Aunque las suposi-
ciones anteriores de Weber no son siempre ciertas. A su vez, la burocra-
cia del sistema penal compone un grupo social de intereses desagregado, 
el cual encuentra en la administración del control la posibilidad de adquirir 
porciones de poder, y una opción inmediata para satisfacer sus necesida-
des materiales e, inclusive, espirituales. Los intereses corporativos de los 
integrantes de las agencias de control penal pueden incidir para impulsar 
mayores actividades represivas534. Con todo, entre las distintas agencias de 

533	 Sobre el poder burocrático, Weber. Economía y sociedad, cit., pp. 173 a 175.
534	 Así, la criminalización de ciertas conductas y, sobre todo, el mantenimiento dentro del ámbito 

penal de determinados comportamientos, es una cuestión que puede comprometer los mismos 
intereses de subsistencia burocrática de las agencias encargadas de definir los campos de con-
trol y de aplicarlo. “Al justificar la existencia de su cargo, el impositor de reglas se enfrenta con 
dos problemas. Por una parte debe demostrar a los demás que el problema aún existe: las reglas 
que él debe imponer tienen algún sentido, debido a la existencia de las infracciones. Por otra 
parte, debe demostrar que sus intentos de imposición son efectivos y valederos, que el mal que 
él debe solucionar esta siendo realmente manejado en una forma adecuada. Es así que lo típico 
es que las organizaciones de imposición de reglas oscilen, particularmente cuando están bus-
cando fondos, entre dos tipos de afirmaciones. En primer lugar, dicen que, como resultado de 
sus esfuerzos, el problema que les toca enfrentar está cercano a su solución. Para, casi al mismo 
tiempo, afirmar que la gravedad del problema es mayor que lo que nunca ha sido (aunque no 
por culpa de ellos) y que requiere de nuevos y mayores esfuerzos para mantenerla bajo control”, 
Becker. Los extraños. Sociología de la desviación, cit., p. 146. Situación ambivalente que exhibe 
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control, por su autonomía, formación intelectual y status, la integrada por 
los funcionarios judiciales será la más propensa a la adopción de posturas 
críticas, y a la protección de los derechos fundamentales de los justiciables.

Sobre el poder, la organización y las oportunidades de divergir, de modo 
adicional, conviene recordar a un autor ya citado, George B. Vold, quien 
sostuvo que la mayoría de los crímenes organizados eran resultado de las 
luchas entre grupos envueltos en conflictos sociales, donde uno de los ban-
dos empleaba al control penal para la realización de sus intereses poniendo 
en jaque, esto es, criminalizando al otro grupo. De igual modo, el desarrollo 
de la divergencia asume determinadas características según la posición so-
cial de sus actores. La posición social tiene un vínculo directo con el poder, 
en tanto éste suele emanar de aquel. También la posición guarda relación 
con las oportunidades sociales. Por ende, el status también incide en la clase 
de delitos en los que pueden verse involucrados los actores. La posición so-
cial, por ejemplo, puede proveer el acceso a información y recursos que no 
cualquier persona posee, lo que implica una oportunidad para la comisión 
de una clase de delitos535. 

La participación en ciertas acciones sociales, dentro de situaciones de di-
vergencia, exige un tipo de entrenamiento o de educación especial. Este es, 
en realidad, un elemento de poder. En esto no hay diferencias con otros pro-
cesos sociales, los cuales son considerados lícitos que requieren de procesos 
educativos formales o informales para colocarse en condiciones de reali-
zar ciertas tareas. Cuando algunas formas de divergencia social hacen parte 
de una clase de carrera, como un oficio profesional, lo que en la literatura 
criminológica se ha llamado las “carreras criminales”, esa educación será 
altamente especializada y estará precedida de instrucción y entrenamien-
to. En algunas oportunidades la formación para el desempeño de un oficio 
común provee los conocimientos y las habilidades para el delito, como en el 
caso de un químico empleado en un laboratorio de drogas, un médico que 
practica abortos ilegales, un policía convertido en sicario, etc. Para Frank 
Tannenbaum la educación para el crimen es una manera de habituarse a 
un estilo de vida; como todo proceso educativo implica instrucción, aproba-
ción, estimulación, idealización, curiosidad, conocimiento y aventura; este 

dos polos opuestos. En un extremo la cuestión debe ser definida como un problema, pero ade-
más matizada como grave y creciente. En el extremo opuesto debe mostrarse que el problema se 
ha afrontado con grandes éxitos, y que el triunfo total esta cercano. Desde luego, la única manera 
de aproximar los extremos de este diagnóstico, en todo caso contradictorio, es señalando la in-
cidencia de un factor no controlado –un elemento de la coyuntura internacional, por ejemplo– o 
la responsabilidad de un tercero –tal vez, la actividad de los mismos opositores al control, o las 
tareas de supervisión de otra organización–.

535	 Raymond J. Michalowski. Order, Law, and Crime, New York, Random House, 1985, pp. 259 y 
260.
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tipo de educación es informal, más personal, íntima e interesante; también, 
internar en prisión al acusado es llevarlo a una plataforma privilegiada para 
que aprenda más sobre el crimen, ya que el reo tiene la oportunidad de con-
vivir e instruirse con gente experimentada en la comisión de acciones defi-
nidas como delictivas, a lo que se agrega el ambiente de vejaciones, corrup-
ción y violencia propio de las prisiones536.

En el área específica del control social penal un tema clave sería el refe-
rido a las relaciones entre poder y derecho. Antes de indicar las líneas que 
sirven a tal enlace, debe precisarse que no toda relación de poder es tam-
bién una relación jurídica. Es obvio que el poder muchas veces se ejerce al 
margen del derecho, en ámbitos donde lo jurídico no está presente, o concu-
rre con una impronta muy tenue y lejana. En cambio, toda relación jurídica 
es en el fondo una relación de poder, pues aparece siempre impregnado por 
éste. Son siete las relaciones principales que resultan de la conexión entre 
poder y derecho: 1. El derecho racionaliza el poder; 2. El derecho limita y 
precisa el poder; 3. El poder asegura el derecho; 4. El derecho legitima el 
poder; 5. El derecho regulariza el poder; 6. El derecho crea situaciones so-
ciales apropiadas para la práctica del poder; y 7. El derecho es una moda-
lidad de ejercicio del poder. Con todo, las zonas de intersección anteriores, 
cuya vigencia puede reconocerse como plena en la actualidad, han gozado 
de suerte diversa en cada periodo histórico de la sociedad, lo que traduce 
que han subsistido con no pocos matices y, a veces, variaciones sustanciales.

El derecho racionaliza el poder afectándolo en el nivel de su ejercicio, al 
dotarlo de un bagaje técnico, que pretende convertirlo en un medio idóneo 
para la realización de las metas de regulación de la vida social. En virtud de 
la relación, se podrá contar con un conjunto de reglas atinentes a los prin-
cipios y procedimientos útiles para la ejecución del poder, compatibles con 
sus fines. Tales reglas deben ilustrar a quienes operan el poder, que será un 
poder jurídico. La racionalización sería, entonces, importante para suminis-
trar parámetros claros y generales a la burocracia que administra el poder, 
pero también un aditamento que deberá procurar que no se produzcan des-
viaciones en cuanto a los fines perseguidos. Por último, como agente para 
la racionalización del poder, el derecho constituye un medio para la realiza-
ción de las políticas acordadas.

536	 Frank Tannenbaum. Crime and Community, New York, Columbia University, 1938, pp. 51 a 
62 y 71 a 79. Insiste de modo particular en el aprendizaje: un criminal profesional aprende 
después de un largo proceso de entrenamiento especializado, como un proceso de prepara-
ción similar al de otros profesionales como los médicos y los abogados, y el sujeto se instruye 
además en la sociedad que le suministra los materiales para el aprendizaje, Frank Tannen-
baum. The Balance of Power in Society, New York, Macmillan, 1969, p. 303.
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Se dice que el derecho limita el poder, pues con la salvedad del despotis-
mo donde el detentador dispone de forma arbitraria de los demás, el dere-
cho fija límites a las atribuciones que pueden desarrollarse, al señalar los 
términos y las condiciones dentro de las cuales deben ponerse en práctica 
(limitación negativa). Allí el derecho es un referente para supervisar que los 
administradores no obren por cuenta propia, haciéndose al poder mismo, 
lo que derivaría en abusos de poder. Empero, el reconocimiento de los dere-
chos sociales e individuales de los miembros de la comunidad constituiría 
la barrera más trascendente, por su carácter constructivo o promocional, 
para el ejercicio del poder (limitación positiva). Ahora bien, en la tarea de 
limitar el poder, el derecho culmina también precisándolo, pues para cum-
plir con ese propósito debe tratar de fijar con la mayor exactitud posible sus 
contenidos537. Cuando el derecho no realiza este cometido, al abrir grandes 
márgenes para las actuaciones discrecionales del personal o de los operado-
res jurídicos, cuando consigna tipos penales en blanco o sus enunciados no 
son unívocos, el poder gana espacios para una aplicación del control penal 
discriminatoria, arbitraria y desmedida.

El derecho legitima el poder dado que expresa una suma de condiciones 
que hacen justificado su ejercicio. Estas condiciones son regulaciones reuni-
das en el derecho relativas a la titularidad del poder, los procedimientos de 
elección de los agentes del poder, la forma de controlarlo, la validez de las 
atribuciones que confiere, etc. En este caso la legitimación del poder sucede 
por vía de su legalidad.

En estrecha conexión con la relación precedente, también ha de afirmar-
se que el poder asegura el derecho. Sin la capacidad coactiva del poder, el 
cual descansa sobre la posesión de la fuerza y que, desde luego, puede im-
plicar el uso de la violencia, no sería posible imponer el derecho. Es, pues, 
el poder, necesario para realizar los contenidos del derecho. Así, en sede de 
las dos últimas relaciones anotadas, la intersección entre derecho y poder 
llega a operar de manera simbiótica. Donde el primero obra como agente de 
legitimación del segundo y, a la vez, éste intenta resolver los problemas de 
eficacia del primero. De allí la sentencia de Norberto Bobbio: “El poder sin 
derecho es ciego, pero el derecho sin poder es vacuo”538.

Igualmente, el derecho regulariza el poder al transformarlo en una insti-
tución social. De tal modo, el ejercicio del poder sobre la población se vuelve 
un acto normalizado que debe ser aceptado en forma indiscutida, como un 
evento virtualmente “natural”. Si el poder no fuera regularizado podría po-

537	 “El derecho, gracias a la precisión de sus conceptos y de sus sanciones, da al comportamiento 
humano un grado de certeza que ningún otro tipo de control social puede alcanzar”, Thomas 
B. Bottmore. Introducción a la sociología, 8.ª ed., Barcelona, Península, 1978, p. 301.

538	 Bobbio. Contribución a la teoría del derecho, cit., p. 357.
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nerse en duda cada vez que se pretendiera ejecutarlo; pero el derecho tiene 
la cualidad de permitir la reproducción continua del poder por conducto de 
los actos en los que es concretado, puesto que lo convierte en reglas simbó-
licas con un carácter general y una vigencia permanente539. Y establecer un 
ambiente que permita el ejercicio incesante del poder es indispensable para 
promover su pervivencia, objetivo que puede acometerse por intermedio 
del derecho, lo cual refrenda con contundencia Jean-Jacques Rousseau540: 
“El más fuerte no lo es nunca lo suficiente para ser siempre el dueño si no 
transforma su fuerza en derecho y la obediencia en deber”541. Así, la regula-
rización contribuye también a asegurar el poder, aun cuando constituye una 
propiedad autónoma que cabe destacar por separado.

El derecho crea situaciones sociales apropiadas para la práctica del poder. 
El derecho es un universo simbólico, con un lenguaje propio, que al orien-
tarse sobre las condiciones materiales de vida llega a modificarlas, no en un 
plano natural o físico, sino en términos sociales. De esta manera un fenóme-
no, luego de ser definido, calificado o interpretado por el derecho, se con-
vierte en una situación social con connotaciones distintas a las puramente 
materiales, que las gentes no pueden rehuir, y resultan apropiadas para que 
el poder alcance un desarrollo en nuevos niveles.

El derecho es una modalidad de ejercicio del poder. Es decir, el derecho 
sería poder en sí mismo, como quiera que asume la capacidad para deter-
minar la conducta de otros. Pero como variable del ejercicio del poder ad-
quiere unas características propias, de modo particular con la adopción de 
reglas que regulan sus competencias. En palabras de Theodor Geiger: la 
“situación jurídica no es lo contrario de la situación de poder, sino el estado 
de un poder disciplinado”542.

539	 La identificación de esta relación ya se insinuaba en Geiger, quien sostenía: “La regla, una 
vez dada, tiene la capacidad de seguir actuando como una institución. Sin tal regla, la proba-
bilidad de gobierno que tiene el más poderoso seguiría en cada momento las fluctuaciones 
del equilibrio de los factores primarios del poder. Pero una vez estatuida una regla para el 
uso del poder, estas fluctuaciones se neutralizan dentro de ciertos límites” (Estudios de socio-
logía del derecho, cit., p. 306).

540	 Ginebra, 28 de junio de 1712-Ermenonville, Francia, 2 de julio de 1778, francés por adopción, 
hijo de un relojero, educado por sus tíos a raíz del fallecimiento de su madre a poco de su 
nacimiento, ocupó a lo largo de su vida los más variados oficios y sufrió, en sus últimos años, 
de problemas mentales. Filósofo, novelista, músico y botánico, fue amigo de Denis Diderot, 
pero blanco de las críticas de Voltaire con quien sostuvo una larga enemistad; también man-
tuvo varias polémicas con su amigo David Hume. Sus ideas sobre el pacto social serían la 
punta de lanza de las críticas a los regímenes absolutistas y a la teoría de la revolución bur-
guesa, aun cuando también el epicentro ideológico sobre el cual se fundaría el nuevo orden. 
Publicó Discurso sobre las ciencias y las artes (1750); Discurso sobre el origen y fundamento 
de la desigualdad entre los hombres (1755); El contrato social (1762); Emilio, o tratado de la 
educación (1762); Las confesiones (1782), un texto autobiográfico; La botánica (1802); la 
novela Julia o la nueva Eloísa (1761).

541	 Jean-Jacques Rousseau. El contrato social, Madrid, Alba, 1985, p. 25.
542	 Geiger. Estudios de sociología del derecho, cit., p. 313.
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II. La sociedad en conflicto

El conflicto es un fenómeno natural de toda sociedad, en tanto concurren 
seres humanos que tienen relaciones sociales. Como lo apuntó Georg 
Simmel543, no existe ni puede existir sociedad sin conflicto544. La vida social, 
además, vendría a ser en extremo aburrida sin conflictos, ya que para no 
haberlos sería necesario que todas las personas fueran iguales en su apa-
riencia, gustos, intereses e ideologías, pues de comparecer diferencias ha-
bría conflicto e, incluso, tampoco podrían concurrir distinciones de sexo, 
pues habría conflictos de género y, entonces, la humanidad sin poder repro-
ducirse desaparecería. El conflicto social ha sido el motor principal de los 
cambios en la historia de la humanidad, animados por el afán de emular o 
dominar a los otros. John Dewey545 bien lo precisaba, al interrogarse sobre 
las funciones sociales que cumple: 

El conflicto es el tábano del pensamiento. Estimula nuestra percepción y nuestra me-
moria. Fomenta la investigación. Sacude nuestra pasividad de ovejas, incitándonos a 
observar y crear. No es que siempre produzca este resultado, pero el conflicto es el 
sine qua non de la reflexión y de la inventiva546. 

Incluso, la gran mayoría de las más importantes innovaciones sociales pro-
vienen de las guerras, la especie más cruenta del conflicto. Desde luego, hay 
distintas clases de conflicto, desde la competencia, una forma pacífica del 
conflicto, hasta las conflagraciones bélicas, pero siempre el conflicto ocupa 
un lugar esencial en la vida.

Frente a la descripción anterior cabe agregar que la vida es una lucha 
continua por la adquisición de poder y prestigio, en la cual todos invierten 
sus recursos, lo que implica la reinversión del poder disponible a fin de lo-

543	 Berlín, 1.º de marzo de 1858-Estrasburgo, 28 de septiembre de 1918, de origen judío. Se 
doctoró en filosofía en la Universidad de Berlín en 1881. Tuvo enormes dificultades para 
alcanzar una cátedra universitaria, ya que sólo le eran permitidos puestos menores, en razón 
de sus raíces étnicas. Empero, lo logró poco antes de su muerte en la Universidad de Estras-
burgo, aunque allí también fue marginado. Con todo, dado que era un excelente conferencista 
lograba atraer público, que pagaba por escucharlo, a sus charlas en Berlín. Amigo de Max 
Weber y Edmund Husserl, obtuvo notable incidencia en la fenomenología, el interaccionis-
mo simbólico y la sociología confictualista. Publicó: La filosofía del dinero (1900); Sociología 
(1908); El individuo y la libertad (1986).

544	 Georg Simmel. Sociología, t. i, 2.ª ed., Madrid, Alianza, 1977, p. 270.
545	 Burlington, Vermont, 20 de octubre de 1859-Nueva York, 1.º de junio de 1952, filósofo, peda-

gogo y psicólogo social. De origen humilde, estudió en la Universidad John Hopkins, donde se 
doctoró. Fue profesor en las universidades de Chicago y Columbia, es considerado uno de los 
fundadores de la filosofía del pragmatismo. Publicó Psychology (1887); Outlines of a Critical 
Theory of Ethics (1891); Studies in Logical Theory (1903); Experience and Education (1938) y 
otros muchos libros.

546	 John Dewey. Human Nature and Conduct. An Introduction to Social Psychology, New York, 
Cosimo, 2007, p. 300.
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grar todavía más. Randall Collins advierte en ese sentido que la vida es 
de manera esencial una lucha por el status, donde nadie puede ignorar que 
algunos tienen cierto grado de poder sobre otros individuos, donde cada 
quien utiliza los recursos propios para lograr que los demás los ayuden a la 
realización de sus intereses, lo cual representa el principio guía para enten-
der la estratificación social547.

La visión anterior no es compartida por las teorías del consenso. En un 
plano bastante general, la teoría sociológica puede ser escindida entre teo-
rías del consenso y teorías del conflicto, disyuntiva en la que podrían ser 
ubicadas todas las teorías sociológicas de acuerdo con el aspecto en el que 
hacen énfasis. Pero de modo específico, y ya no global, puede hablarse de 
teorías sociológicas conflictualistas, que en sus expresiones más importan-
tes, aunque no únicas, se dividen en liberales y marxistas, cuyas aplicacio-
nes al campo de la criminología fueron examinadas en nuestro otro libro548. 
Concepciones teóricas que encuentran su mayor oposición en la doctrina 
estructural funcionalista, la especie más emblemática entre las teorías del 
consenso que, como se dijo antes, no comparten un panorama como el des-
crito, y que tienen la idea de que la armonía y la cooperación rigen las rela-
ciones sociales por regla general. Mientras que la sociología conflictualista, 
de la cual la teoría sociológica del delito plasmada aquí puede considerarse 
un desarrollo que le da continuidad, aunque librada a varios ajustes y a su 
integración con teorías microsociológicas, adopta al conflicto como eje fun-
damental.

Para las teorías del consenso, como en la tradición estructural-funciona-
lista (Talcott Parsons, Robert K. Merton, Niklas Luhmann549), el conflic-

547	 Randall Collins. Conflict Sociology: Toward an Explanatory Science, New York, Academic, 
1975, p. 60.

548	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas cit.
549	 Lüneburg, Alemania, 8 de diciembre de 1927-Oerlinghausen, Alemania, 6 de noviembre de 

1998, abogado y sociólogo, hijo de padre alemán y madre suiza, durante la Segunda Guerra 
Mundial fue reclutado para la aviación y, luego, hecho prisionero por el ejército de Estados 
Unidos. Estudió derecho en Freiburg, donde se doctoró. Estudiante de sociología en la Uni-
versidad de Harvard, en la que recibió la influencia de Talcott Parsons; se doctoró en so-
ciología política en la Universidad de Münster. Fue profesor de las universidades de Münster 
y, en especial, de Bielefeld, donde desarrolla la mayor parte de su carrera académica. Buena 
parte de su obra tuvo un importante impacto muchos años después de haber sido publicada. 
Fue editor de la revista Zeitschrift für Soziologie –zfs–. Luhmann se negaba a ser identificado 
como un estructural/funcionalista, pues se concebía a sí mismo como un funcionalista. Autor 
de numerosos libros entre los cuales sobresalen: Funktionen und Folgen formaler Organisa-
tion (1964); Ökologische Kommunikation. Kann die moderne Gesellschaft sich auf ökologische 
Gefährdungen einstellen? (1986); Die Realität der Massenmedien (1995). La mayor parte 
de su trabajo ha sido traducido al castellano y publicado: Fin y racionalidad de los sistemas 
(1983); Sistema jurídico y dogmática jurídica (1983); El amor como pasión (1985); Sistemas 
sociales (1991); Teoría de la sociedad (1993, coautor); Teoría política del Estado de bienestar 
(1994); Poder (1995); Confianza (1996) Observaciones de la modernidad (1997); Compleji-
dad y modernidad (1998); La realidad de los medios de masas (2000).
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to que se expresa como desviación social es algo anómalo y excepcional, por 
cuanto de conformidad con sus creencias más acendradas, las relaciones de 
cooperación son las que dominan el tejido de intercambios entre los sujetos 
en la sociedad. Relaciones armónicas que permiten preservar la estabilidad 
social. Donde, además, los distintos subsistemas que componen el sistema 
social, esto es, la sociedad, obran de modo integrado para realizar los fines 
comunes y compartidos de la vida social. La sociedad, supuestamente, exhi-
be altos niveles de cohesión, por ende, los grupos que hacen parte de ella, 
que participan de una división del trabajo, aparecen dominados por relacio-
nes de colaboración y reciprocidad, además de lo cual son complementa-
rios. Esto es posible porque predominarían como soporte y orientación de 
la organización y de las actuaciones sociales unos valores comunes, respal-
dados además en reglas y acuerdos consensuados. La misma desviación ex-
presada en conflictos, mientras no sea disfuncional, contribuirá a refirmar 
y perfeccionar el sistema social, inclusive a reformarlo, lo que ocurriría de 
manera lenta, paulatina y pacífica. La desviación, como anomalía producto 
de defectos en la socialización o de la inadaptación social sería tratada y 
objeto de resocialización. 

De modo opuesto, para la sociología conflictualista, la sociedad está com-
puesta por grupos motivados por intereses e ideologías que buscan realizar 
o imponer, que por ello mismo se traban en forma continua en conflictos, 
aun cuando en ocasiones deben hacer acuerdos que los evaden. Donde, por 
tanto, las relaciones sociales están mediadas por el conflicto o la pretensión 
de evitarlo, lo cual arroja como panorama una sociedad diversa fragmen-
tada en múltiples facciones, guiadas en su organización y actuaciones por 
la aspiración de realizar sus fines (intereses e ideologías), lo que provoca 
permanentes situaciones de divergencia que desatan conflictos. Caso en el 
que las reglas del derecho son, con frecuencia, instrumentalizadas para de-
cidir los conflictos a favor de una de las partes. Conflictos que a veces serían 
obviados, pues la situación de divergencia presentada puede ser gestionada 
por medio de acuerdos, sobre todo cuando no se tiene el poder suficiente 
para imponerse o es más útil evitar el conflicto por los daños que acarrea. El 
conflicto social genera con un alcance temporal situaciones de desorganiza-
ción social que son enfrentadas con acciones de reorganización, seguidas de 
nuevas crisis, por lo que siempre hay algún grado de desorganización social. 
Hay un equilibrio dinámico entre organización y reorganización social, con 
periodos en los que puede prevalecer alguna de las dos tendencias, y cuando 
es impuesta la reorganización se estabilizan los cambios sociales550. Se defi-
ne la desorganización social “como la reducción de la influencia de las reglas 

550	 Thomas. On Social Organization and Social Personality, cit., pp. 5 y 6
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sociales de comportamiento entre los miembros individuales de un grupo”, 
lo cual ocurre porque el sujeto está perdiendo la capacidad mínima de or-
ganizar su propia vida, lo que es necesario para continuar conformándose a 
los designios del grupo y, al tiempo, inobserva las normas porque ellas le im-
piden alcanzar los propósitos que se ha fijado en la organización subjetiva 
de su vida551. En esa disposición subjetiva el individuo define sus intereses 
e ideologías. Luego se asociará con otros que tengan fines similares para 
realizar sus objetivos y enfrentar una eventual oposición.

Un resumen sobre las diferencias entre las dos perspectivas aparece re-
gistrado en la siguiente gráfica, que puede comenzar a leerse por su colum-
na central, para enseguida comparar los ítems a mano izquierda y derecha.

Gráfica iv
Teorías del consenso y del conflicto: Elementos comparativos

Un punto de relevancia teórica es el examen de la relación entre coopera-
ción y conflicto. Para algunos autores conflictualistas lo determinante sería 
el conflicto. Sin embargo, pese a que en el escenario histórico el conflicto 
puede haber tenido mayor importancia cualitativa en la gestión de cambios 
sociales, lo cierto es que en la teoría cooperación y conflicto se encuentran 
en igualdad de condiciones. Pero, sobre todo, no puede entenderse la coo-
peración y el conflicto como oposiciones, dentro de una dicotomía ante la 
cual hay que optar por el conflicto o por la cooperación. En realidad, con-

551	 Ibíd., pp. 4 y 5.
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curre una relación dialéctica entre cooperación y conflicto, razón por la que 
ambas alternativas son ubicadas en condiciones iniciales equiparables552. 
En términos dialécticos el conflicto es la negación de la cooperación y vice-
versa, pero el conflicto contiene en su seno a la cooperación y se define por 
oposición a ella, y lo mismo ocurre con la cooperación. Si no hubiera conflic-
to no habría cooperación y, otro tanto ocurre al inverso, sin cooperación el 
conflicto no existiría como alternativa. Por ello, cooperación y conflicto son 
de un modo dialéctico inseparables553. 

La sociedad es una acumulación de grupos contrarios y dinámicos en 
permanente reconstitución que pretenden realizar sus intereses e ideolo-
gías, de los cuales se desprenden relaciones de cooperación y/o conflicto, 
que generan un cierto orden social y, también, alguna clase de desorden554. 
La noción advierte que la sociedad no puede ser aceptada como una gene-

552	 Para Georg Simmel las relaciones entre los individuos, es decir, la sociedad, constituye una 
unidad entre los elementos que generan armonía y los que provocan la lucha, entre amor 
y odio, atracción y repulsión, asociación y competencia, armonía y desarmonía, donde “la 
sociedad, tal como se presenta en la realidad, es el resultado de ambas categorías de acción 
recíproca”, Simmel. Sociología, cit., pp. 266 y 267. Dahrendorf sostenía que ambos elemen-
tos debían considerarse en igualdad de condiciones dentro del análisis social, Ralf Dahren-
dorf. “Hacia una teoría del conflicto social”, en Amitai Etzioni y Eva Etzioni (comps.). Los 
cambios sociales, México D. F., Fondo de Cultura Económica, 1968, p. 101. Barak, que define 
al conflicto como “el resultado de la existencia real e imaginada de creencias, intereses, me-
tas y actividades incompatibles”, se refiere a los dos modelos de interacción social, el ad-
versarial (basado en conflicto de intereses, guerras y de la oposición de personas entre sí y 
con la naturaleza), el cual ha tenido predominio histórico, y al mutualista (con cooperación, 
atención, cuidado y amor) que califica como el alternativo, pero concurrentes en forma si-
multánea, como dos formas de organizar las relaciones sociales, Gregg Barak. Violence and 
Nonviolence. Pathways to Understanding, Thousand Oaks CA, Sage, 2003, p. 273.

553	 En el plano microsociológico de la acción, la posibilidad de llegar a un acuerdo con el ad-
versario, del cual se deriven relaciones de cooperación, depende del cálculo realista de lo 
que implicaría envolverse en un conflicto. Un acuerdo, que permite desarrollar relaciones 
de cooperación entre dos partidos, puede acaecer al final de un conflicto entre ellos como 
un pacto de paz; puede también ocurrir que el arreglo sea una forma de rendición que ha 
sido impuesta al bando perdedor, que acepta los términos del vencedor y se somete a ellos. 
Así mismo, el temor al conflicto, la creencia en que se dispone de un poder insuficiente para 
imponerse al adversario, la preocupación porque los daños provocados por el conflicto sean 
considerables, la ponderación de que resolver mediante la lucha el conflicto puede llevar un 
tiempo excesivo, la conveniencia de complacer a algún aliado en otro campo con la evitación 
del enfrentamiento, son todas razones que podrían llevar a evadir la confrontación. También 
el alistamiento de un grupo para enfrentar a otro contrario, presupone que dentro de ese 
grupo se han desarrollado unas relaciones de cooperación las cuales permitieron darle cohe-
sión al grupo como tal y organizarlo. Por tanto, la negociación se entiende como un resultado 
del conflicto, y viceversa. Por ello mismo, el conflicto puede activarse con el único propósito 
de buscar una negociación en condiciones más favorables; también, al inverso, un acuerdo 
puede buscarse como una estratagema para ganar tiempo a fin de esperar un momento más 
favorable para aplastar al adversario. Esto, valga decir, la unidad dialéctica entre conflicto y 
cooperación influye en la configuración de las relaciones sociales, cabe decir, en la sociedad.

554	 Ese concepto se inspira, con algunas variaciones sustantivas, en la noción de George B. Vold, 
donde la sociedad es definida como “una acumulación de grupos unidos en un equilibrio 
oscilante, pero dinámico, de intereses y esfuerzos contrarios de grupo”, Vold. Theoretical 
Criminology, cit., p. 204.
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ralización, como algo homogéneo, está constituida por una suma de grupos 
distintos que tienen sus propios fines: intereses e ideologías (concepciones, 
valores y creencias), los cuales son contrarios. Pero tales grupos no serían 
permanentes ni estáticos, sino que se forman, son ajustados y se recons-
truyen de manera continua en la interacción social. Esos grupos realizan 
esfuerzos para materializar sus intereses, lo que a veces deriva en acuerdos 
y en otros eventos en disputas. Los grupos alcanzan un equilibrio relativo 
o un balance oscilante que representa el orden social, el cual es inestable y 
cambiante. También, en forma paralela y con diferentes acentos, provocan 
la gestación de desórdenes sociales. Los disturbios son así mismo un pro-
ducto de la sociedad, normales, como también lo es la divergencia social y 
la criminalidad. El equilibrio aludido se logra como resultado de los ajustes 
en la interacción social entre diferentes grupos con diversos intereses. En 
otras oportunidades, dicha participación en interacciones sociales con otros 
grupos, en el curso del proceso social, concurre muchas veces de un modo 
conflictivo. Y el conflicto, tal como fue explicado en capítulo anterior, emer-
ge como una consecuencia de la divergencia social, de la no convergencia. 

La mentalidad conservadora tiende a considerar la sociedad como un 
todo (la sociedad dividida no es “normal” ni “moral”, la sociedad “buena” 
sería la cohesionada), de allí la equivalencia de ese tipo de pensamiento con 
las teorías sistémicas en general y con el estructural funcionalismo en par-
ticular, que no entiende la sociedad como una serie de partes antagónicas 
agregadas que luchan entre sí, dentro de contiendas por poder y recursos 
escasos555. Los elementos subsiguientes desprendidos de dicha concepción 
de la sociedad radican, como consecuencias necesarias, en creer que las nor-
mas adoptadas emergen de ese todo, por ende, reflejan la voluntad social y 
la cultura de la generalidad y, a la vez, imaginar que el conflicto social, in-
cluida la delincuencia, es marginal. En contra, una comprensión de la socie-
dad integrada por partes o fraccionada en grupos sociales los cuales poseen 
intereses, valores y creencias distintos, lo mismo que grados de poder dife-
rentes, lleva a poner en primer plano el estudio de las relaciones entre ellos, 
cabe decir las disputas que los enfrentan, a dudar o interrogarse acerca de 
cuál grupo social ha promovido en su favor las normas, ya que los preceptos 
surgirían en forma frecuente de alguna de las partes y, como derivación, a 
examinar el conflicto social, también la criminalidad, como constantes co-
munes y predominantes en la sociedad. En definitiva, en tal visión de la so-
ciedad fragmentada, los grupos son unidades de referencia fundamentales, 
envueltos en procesos permanentes de contradicción y cambio.

555	 Coser. Las funciones del conflicto social, cit., pp. 153, 156 y 157.
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Un “agregado social”, esto es, un grupo, una clase, una organización, un 
conglomerado social, 

fuertemente cohesionado y débilmente diferenciado en su interior tiende a entrar 
en conflicto sobre todo en el exterior, en confrontación con otros agregados. Un agre-
gado social internamente articulado y diferenciado en una multitud de posiciones 
tiende, al contrario, a escindirse y dar vida al conflicto interno556. 

Las sociedades contemporáneas han venido desarrollándose cada vez con 
grados más altos de diferenciación, con bastante movilidad social y niveles 
considerables de competencia y mayor variabilidad en la conformación de 
los grupos sociales, todo lo cual ha repercutido para transformar a fondo las 
relaciones de conflicto y cooperación557.

Según George B. Vold, los grupos son “asociaciones” de personas en torno 
a intereses o necesidades comunes que pueden alcanzarse con mayor proba-
bilidad cuando obra una acción colectiva558; pero también se organizan con-
forme a sus ideologías (creencias, valores, concepciones) e, incluso, algunos 
grupos precarios y temporales debido a elementos casuales o accidentales 
que permiten una identificación simbólica. Desde luego, alcanzar algún grado 
de organización sería una cualidad indispensable del grupo para que tenga 
existencia. El grupo en sí es una forma de organización. La vida en grupo, 
como un “agregado relativamente estable de individuos”, resulta inevitable e 
indispensable para los seres humanos; al tiempo, los grupos deben ser con-
siderados más en términos de sus acciones, como personas actuando juntas, 
más que como estructuras, es decir, de manera dinámica, por lo que el objeti-
vo al estudiarlos se centra de modo principal en su participación que no en su 
simple membresía559. Los esquemas de organización de los grupos serán bas-
tantes disímiles. La participación en las actividades del grupo y los valores del 
mismo son elementos que refuerzan la identidad del grupo y la lealtad a sus 
ideales y organización. La aparición del conflicto y con mayor razón su agudi-
zación, sea con las autoridades o con otros grupos rivales, tienden a reafirmar 
con una nota muy superior la identidad del grupo, lo mismo que el compro-
miso de luchar por sus intereses560. Otro tanto ocurre con las demás actitudes 

556	 Ferrari. Lineamenti di sociologia del diritto, cit., p. 129.
557	 Ibíd., pp. 129 y 130.
558	 Así, en la dinámica que orienta la actuación de los grupos sociales: “El resultado final es más 

o menos la lucha continua por mantener, o defender, el lugar del propio grupo en la interac-
ción de grupos, siempre con la debida atención a la posibilidad de mejorar la posición de 
status. Por consiguiente, el conflicto se ve como el principal y esencial proceso social sobre 
el cual depende el continuo ir y venir de la sociedad”, Vold. Theoretical Criminology, cit., pp. 
204 y 205.

559	 Shibutani. Society and Personality, cit., pp. 32 a 36.
560	 Sobre el papel del conflicto para reforzar las actitudes de grupo y su cohesión, Frank Tan-
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de grupo y su cohesión. El grupo está sometido a ajustes constantes en cuanto 
a los intereses que persigue, dados los cambios producidos en el acceso al 
poder, valga decir, debido a la dependencia respecto de la fuerza del grupo. 
Los grupos no son uniformes, están formados por individuos diferentes, con 
actitudes que varían según la personalidad y las historias de vida. También 
se forman nuevos grupos en razón de la aparición de intereses nuevos o ellos 
desaparecen debido a que los intereses que los motivaron pierden relevancia.

Los grupos pueden ser formales e informales. Hay grupos en los que el actor 
puede matricularse en forma libre (un partido, una barra de hinchas), otros 
demandan de petición y aceptación según distintos procedimientos y pruebas 
(un club, la burocracia). Hay grupos a los cuales los individuos son adscritos 
(como los formados por la clase social o la nacionalidad) o a los que a veces han 
sido forzados a ingresar (por el reclutamiento obligatorio). La pertenencia a un 
grupo comporta, muchas veces, la asunción de un determinado status social. 
Los rituales que acompañan la iniciación en el grupo o la participación en el 
mismo suelen reforzar el sentido de pertenencia. Existen elementos discursi-
vos y simbólicos que sirven para legitimar al grupo, y proveerlo de identidad 
y cohesión. Entre mayor consistencia posea el grupo, la solidez organizativa, 
profundidad e integridad de sus valores (solidaridad, lealtad, etc.) será supe-
rior. La consistencia estará dada por su antigüedad, el grado de interiorización 
de los valores e ideales, la expectativa sobre las necesidades que pueden ser 
satisfechas o las ventajas que pueden lograrse, el sentido de pertenencia que 
es promovido, los símbolos que sirven para engrandecer el grupo, la ideología 
que anima su movilización.

El compromiso ético de los actores sociales que integran los grupos socia-
les tiene un peso real en las situaciones de divergencia, también desde luego 
en la operación del control penal, por ende, en el escenario del conflicto social. 
Los valores son pautas para orientar la acción con un contenido moral, que 
permitirían distinguir entre el bien y el mal, pero tienen el problema de cons-
tituir, a veces, parámetros muy generales frente a los complejos imprevistos 
de la vida social. El núcleo de valores comunes de los distintos grupos de una 
misma sociedad es muchas veces mínimo, al contrario concurren numero-
sos sistemas y variables axiológicas, por lo que con dificultad puede hablarse 
de valores mayoritarios. Puede haber sistemas de valores contradictorios, y 
las diferencias étnicas, regionales, etáreas, políticas, religiosas, profesionales, 
de género y de clase social, todas ellas variables que gestan la creación de 
grupos distintos, conllevan variaciones en el campo de los valores las cuales 

nenbaum. Darker Phases of the South, United States, Read Books, 2007, pp. 66 a 71. También, 
Vold. Theoretical Criminology, cit., pp. 204 a 206.
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repercuten sobre la conflictividad561. Los valores provienen en gran parte de 
los procesos de socialización, ligados a mecanismos de control social, pero 
son redefinidos ante nuevos eventos de interacción social, situación en la que 
emergen vinculados al cambio social. La moral y los valores están sujetos a 
transformaciones sociales e históricas, por lo que no han sido inmutables, 
sino cambiantes. Los valores sirven como un elemento de legitimación de las 
actuaciones, por lo cual en no pocas ocasiones aparecen asociados a los inte-
reses para limitarse a justificarlos. Hay, desde luego, valores que promueven 
la divergencia social. En las sociedades los grupos de mayor poder procuran 
imponer sus propios valores a los demás, como verdades reveladas, y hacer-
los pasar como los valores de toda la sociedad y de todos los tiempos. Los 
principios de igualdad y de evitación del daño deben orientar la definición 
de los valores, además apoyados en consensos562. Con fundamento en ellos 
debe edificarse una ética civil, incluyente, propia de la sociedad, lo que puede 
reducir la conflictividad o coadyuvar a su gestión.

La cultura y la ideología son cuestiones sustanciales en la configuración 
de los grupos sociales involucrados en el conflicto. Varios aspectos relativos 
a la cultura fueron examinados en nuestro otro libro563, al considerar lo que 
se llamó las teorías culturales sobre la criminalidad, pero pueden comentarse 
algunos aspectos adicionales. Muchas veces los discursos de legitimación de 
la divergencia que es definida como delito están enganchados a la cultura, 
como expresiones de ella: el racismo en los crímenes de odio, la cultura del 
consumo en delitos contra el patrimonio económico, el machismo en los deli-
tos sexuales o en la violencia intrafamiliar, etc. Y con más frecuencia de lo es-
perado esas manifestaciones de lo cultural no se relacionan con expresiones 
minoritarias sino con la cultura mayor dominante. En la gestación del conflic-
to la cultura es un elemento importante, no sólo porque establece modelos 
en torno a los cuales se van a organizar los grupos y será posible una cierta 
interacción social, sino porque además la cultura provee de identidad y cohe-
sión a los grupos que están envueltos en los litigios sociales. La cultura puede 
también legitimar el conflicto. En el plano ideológico concurren además dis-
cursos que justifican, con razón o sin ella, el conflicto social y la divergencia 
etiquetada como criminalidad. Desde la delincuencia política hasta la pede-

561	 Por ejemplo, diferencias en normas y valores tendrían alta incidencia en la gestación de 
la delincuencia entre los jóvenes, que exponen sistemas axiológicos distintos a los de sus 
padres, Peter C. Kratcoski y Lucille Dunn Kratcoski. Juvenil Delinquency, 4.ª ed., Saddle 
River NJ, Prentice Hall, 1995, p. 134.

562	 La cuestión es si un valor propicia o no la igualdad y la evitación de daños, Luis Villar Bor-
da. “La corrupción oficial de los Estados contemporáneos”, en Derecho Penal y Criminología, 
n.º 68, vol. xxi, Bogotá, Externado, 2000, p. 125.

563	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cap. séptimo, iv, 
cit.
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rastia. De allí la trascendencia capital de las ideologías, que nutren de ideas y 
razones los procesos de divergencia. 

Entonces, en la ruta del delito otro componente de relevancia es la justi-
ficación de la divergencia social, aquella que llegará a ser definida como de-
lictiva. Los actores de la divergencia que son etiquetados como delincuentes 
con frecuencia no se perciben como criminales o encuentran formas de jus-
tificar o excusar sus actuaciones. Los llamados criminales profesionales, que 
manifiestan una postura muy distinta en comparación con los delincuentes 
ocasionales, según Frank Tannenbaum, tienen una actitud ante la vida, sus 
colegas y la profesión, que les permite explicar su modo de vida y racionali-
zar su comportamiento564. La legitimación de la divergencia calificada como 
delictiva tiene fuentes variadas y expresiones muy diversas, pero siempre es 
una constante significativa. Además, de otro modo, sería muy difícil mantener 
un equilibrio psicológico, los sujetos no tolerarían los complejos de culpa o el 
arrepentimiento y sucumbirían, como el personaje Rodión Raskolnikov, de 
Crimen y castigo escrita por Fiódor Mijáilovich Dostoyevski565. La presencia 
de un sentimiento de injusticia enfocado en las actuaciones del adversario es 
muy importante para legitimar el conflicto.

En ese sentido, la teoría de las “técnicas de neutralización” cobra la mayor 
importancia, al explicar tanto las actitudes asumidas frente al control penal, 
como las formas ideadas para evadir la criminalización. La teoría sobre las 
técnicas de neutralización explica cómo responden los sujetos que han sido 
definidos como criminales o aquellos a los que se busca imponer ese rótu-
lo, a fin de evadir tales definiciones. Es decir, los sujetos que aparecen como 
blancos en el proceso de criminalización procuran neutralizarlo mediante la 
aplicación de las siguientes técnicas: 1. Negación de la responsabilidad: don-
de los actos son presentados como accidentes, resultados del azar o, en todo 
caso, de factores ajenos al agente; 2. Negación del daño: cuando la conducta 
puede ser contraria a la ley, pero se aduce que no ha ocasionado ningún daño, 
un daño auténtico o un daño relevante; 3. Negación de la víctima: el delito es 
presentado como una reacción justa a una acción injusta de quien aspira a 
ser tenido como la víctima, por ende, la víctima no existe o el victimario es 
presentado como ella; 4. Condena a los jueces: los condenadores se convierten 

564	 Tannenbaum. Crime and Community, cit., p. 174.
565	 En ruso, Фёдор Михайлович Достоевский, Moscú, 11 de noviembre de 1821-San Peters-

burgo, 9 de febrero de 1881, considerado en el grupo de los más importantes escritores ru-
sos de todos los tiempos, que explora en sus escritos la psicología en un contexto político, 
social y espiritual de altísima complejidad en la sociedad rusa del siglo xix. Entre sus princi-
pales obras se encuentran El sueño del príncipe o el sueño del tío (1859), Humillados y ofendi-
dos (1861), Recuerdos de la casa de los muertos (1861-1862), Memorias del subsuelo (1864), 
Crimen y castigo (1866) considerada junto con Guerra y paz (1865) de León Tolstoi como la 
más influyente y universal de la literatura rusa, El jugador (1866), El idiota (1868-1869), Los 
hermanos Karamázov (1879-1880).
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en condenados, al ser expuestos como hipócritas, verdaderos delincuentes 
o corruptos; y 5. Concurrencia de intereses superiores: pese a la infracción a 
la ley, comparecen normas de mayor exigibilidad por ser superiores, justas 
o nobles566. Entre otras razones, las técnicas son asumidas para mantener 
una identidad social de no criminal y mitigar el castigo, mediante una “defi-
nición de la situación” que desemboca en un exceso de definición favorable 
al crimen567. En el curso del conflicto social, las técnicas de neutralización ex-
presan la forma dinámica como puede prolongarse el conflicto y tiene plena 
vigencia como instrumento para analizarlo.

Importa, además, considerar la presencia de terceros, grupos o agentes 
que podrían influir en la definición del conflicto, aunque en principio no se 
encuentran involucrados en el mismo. Los terceros deben ser distinguidos 
de los actores múltiples del conflicto, donde todos son parte de la confron-
tación y luchan entre ellos para realizar sus propios intereses. Para Georg 
Simmel los terceros podían corresponder a: 1. El mediador, definido como 
imparcial, que procura la unión de las partes hostiles; 2. El oportunista, que 
transforma el conflicto de los otros en una oportunidad para sacar partido 
y lograr la realización de sus propios objetivos; y 3. El que divide, que busca 
separar a las partes enfrentada, es decir, anima la desavenencia entre los 
otros para obtener una posición dominante de la división y el conflicto que 
genera568. Es de relevancia considerar las facciones que pueden encontrarse 
dentro de un mismo grupo, las cuales le hacen perder cohesión, lo debilitan 
y repercuten sobre las decisiones que debe tomar el líder del grupo, que no 
sólo tendría que contemplar las variables propias de la disputa con el otro 
grupo adversario, sino atender las demandas de los distintos subgrupos 
dentro de su propio círculo. Los límites y las debilidades del orden político 
interno establecido dentro del mismo grupo, son en forma simultánea los lí-
mites y las debilidades propias de las facciones más frágiles que hacen parte 
de la agrupación569. De allí la importancia de las regulaciones internas del 
grupo las cuales, según su naturaleza, alcanzan distintos grados de formali-
zación. En los colectivos, varios actores pueden colisionar para conseguir la 

566	 Gresham M. Sykes y David Matza. “On Neutralizing Delinquent Self Images”, en Rubington 
y Weinberg. Deviance. The Interactionist Perspective, cit., pp. 432 a 435. Baratta criticó la 
teoría de las técnicas de neutralización como una teoría explicativa de la criminalidad, que 
representaba un ajuste a la teoría de las subculturas criminales, pero se trata de una teoría 
relativa a la operación del control penal, que relata la forma como éste es enfrentado en 
busca de la evasión, y nada tiene que ver con las subculturas, puesto que las técnicas son 
utilizadas por todos los afectados, Baratta. Criminología crítica y crítica del derecho penal, 
cit., pp. 75 y ss.

567	 Walsh y Ellis. Criminology. Interdisciplinary Approach, cit., p. 130.
568	 Simmel. Sociología, cit., pp. 115 a 135.
569	 Marshall D. Sahlin. “Poor Man, Rich Man, Big-Man, Chief”, en Spradley y McCurdy (eds.). 

Conformity and Conflict, cit., p. 368.
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posición de liderazgo dentro del grupo. También el adversario puede buscar 
generar divisiones y contradicciones internas, como una estrategia para de-
bilitar la fuerza de una facción contraria. 

Fue adoptada como unidad de análisis básico la categoría de grupo so-
cial, no la de clase social. Desde luego, la sociedad se encuentra dividida en 
clases sociales, pero la noción de clase resulta demasiado general para abar-
car las complejas expresiones del conflicto contemporáneo, al igual que sus 
distintas variables. Dentro de una misma clase social hay diferentes grupos, 
por lo que la categoría de clase social no serviría para analizar los conflic-
tos dentro de una misma clase, que no son pocos. De manera adicional, la 
noción de clase es de índole socioeconómica, lo que corresponde apenas a 
una de las variables que pueden incidir en la manifestación del conflicto. Los 
conflictos culturales, nacionales, de género, etáreos, etc., en muchas ocasio-
nes poco tienen que ver con elementos económicos. Este punto diferencia la 
visión marxista y la liberal sobre el conflicto, puesto que en el marxismo la 
clase social es el actor principal570. Es difícil concebir como satisfactoria una 
interpretación sobre la sociedad donde ella aparezca descrita en un cuadro 
en el que existen dos grandes facciones siempre cohesionadas, enfrentadas 
en forma permanente entre sí, diferenciadas por un interés único y central. 

En concordancia con lo anterior debe considerarse, tal como ya se ex-
plicó, que las acciones sociales, también aquellas divergentes, son muchas 
veces racionales, es decir, están ajustadas a los fines que persiguen, sin 
perjuicio de que la acción divergente pueda ser también irracional. Esos fi-
nes son los intereses, aunque a veces los objetivos que guían las acciones 
guardan relación con la imposición de creencias o la protección de valores. 
Los intereses serían el factor motivador principal en la configuración de los 
grupos, aunque también las ideologías (valores, concepciones y creencias) 
son relevantes. El conflicto social es un resultado de la confrontación por 
la realización de intereses, donde un grupo procura subordinar o someter 

570	 “Sabemos ahora que el intento de reducir todos los conflictos sociales que actualmente tie-
nen lugar entre grupos sociales a un principio común, por ejemplo, los conflictos entre cla-
ses, es estéril. Lleva a generalizaciones vacías”, Dahrendorf. “Hacia una teoría del conflicto 
social”, cit., p. 98. En realidad, Dahrendorf había cuestionado la categoría de clase social 
de Marx, que podía ser válida en el siglo xix, pero ya no resultaba útil, por lo que primero 
propone, sin cambiar el término (a veces habla de cuasigrupos y grupos de intereses), darle 
otro contenido, al que nutre de contenidos políticos (asociaciones de dominación definidas 
mediante la característica de su participación o exclusión del poder legítimo), Ralf Dahren-
dorf. Class and Class Conflict in Industrial Society, Stanford CA, Stanford University, 1959, pp. 
3 y ss., 151 y 213, en especial. Los conflictos dominantes no están ligados a las fuerzas pro-
ductivas, ni los conflictos de clase conllevan de manera necesaria cambios revolucionarios, 
son parte de las críticas. Con todo, habría sido mejor reemplazar la categoría de clase social 
por la de grupo, y no circunscribir el grupo a elementos políticos. Así mismo, el poder político 
se encuentra presente en distintos grados en los grupos sociales, pero el acceso al poder no 
define los grupos. 
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al otro y vencer su resistencia, como medio propicio para alcanzar los in-
tereses pretendidos. Caso último en el cual el conflicto será un producto 
racional, mientras que el odio tiende a hacer del conflicto algo crónico571. 
Montesquieu572, al igual que otros autores de la Ilustración se ocupó del 
conflicto social e introdujo alguno de los elementos para su interpretación, 
al apuntar que los individuos actúan siempre motivados por razones de in-
terés, a lo que deben anteponer razones de justicia573. Es decir, un grupo 
puede movilizarse en torno a intereses, pero siempre requiere proveerles 
de un soporte ideológico en términos de justicia, que le otorgue legitimidad 
a la acción del grupo. Entre más grande y complejo sea el grupo, más sólidas 
deben ser las bases de justicia que justifican sus acciones. Incluso una banda 
dedicada a actividades que con razonables probabilidades llegarían a ser 
juzgadas como ilícitas, recurre a un discurso para dotar de alguna base de 
justicia a sus actuaciones. 

Ralf Dahrendorf explica que, en el escenario de los intereses, los con-
flictos se presentan en razón de la disputa por “titularidades”, esto es, por 
la adquisición o el reconocimiento de derechos de ciudadanía, en un plano 
político y jurídico y, en segundo término, en la lucha por acceder a “provi-
siones”, recursos materiales escasos y, por ende, valiosos, que pueden ser 
tasados en términos económicos574. Las titularidades y las provisiones es-
tán distribuidas de modo desigual en la sociedad, lo que contrae también 
una disímil distribución de las “oportunidades vitales”, lo que a su vez es 
resultado de las estructuras de poder existentes, ante las cuales subyace el 
conflicto social como una consecuencia y pone pie en escena el cambio en 
la sociedad575. El conflicto social por intereses se manifiesta en razón de las 
luchas por titularidades y por provisiones. Con todo, en especial avanzado 
el siglo xx se elevó el reconocimiento de titularidades, como signo de una 
mayor inclusión social, por lo que la mayoría de los conflictos emergen de 
las confrontaciones por provisiones. La extensión de las titularidades, a ins-
tancias del Estado social de derecho puede ser un puente para una mayor y 
más equitativa distribución de provisiones. 

571	 Edward Alsworth Ross. New-Age Sociology, New York, Appelton-Century, 1940, pp. 111 y 
112.

572	 Charles Louis de Secondat, Señor de la Brède y Barón de Montesquieu, Burdeos, 18 de 
enero de 1689-Paría, 10 de febrero de 1755, filósofo y sociólogo francés, nació en el Casti-
llo de La Brède, estudió en Burdeos, donde además fue secretario del Parlamento (1714) y 
presidente del mismo (1716-1728). Miembro de la Academia de Francia (1728), se le consi-
dera uno de los más grandes teóricos de la Revolución Francesa y, por ende, del movimiento 
emancipatorio contra la colonia española en América Latina. Publicó: Cartas persas (1721); 
Consideraciones sobre las causas de la grandeza y decadencia de los romanos (1734); El espí-
ritu de las leyes (1748).

573	 Montesquieu. Cartas persas, cit., p. 12.
574	 Ralf Dahrendorf. El conflicto social moderno, Madrid, Mondadori, 1990, pp. 34 a 36.
575	 Ibíd., pp. 48 a 72.
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La reducción de la conflictividad pasa por la edificación de estructuras 
más justas, lo que requiere la gestación en la sociedad de una comunidad 
de intereses incluyente. Lo anterior debe significar que los miembros de la 
sociedad participen de los recursos disponibles, tengan oportunidades, y 
debido a ello, se muestren más inclinados a la convergencia social y a la 
evitación del conflicto, puesto que la lucha no sería la única alternativa para 
alcanzar los propios intereses.

Otra diferencia sustancial entre la sociología conflictualista liberal y la 
marxista asiste en el tema de los intereses. Para la teoría marxista la con-
tradicción principal es aquella concurrente entre capital y trabajo, que se 
considera antagónica, es decir sólo puede ser superada dialécticamente 
mediante la destrucción de uno de los contrarios y el surgimiento de una 
nueva síntesis, a la par, que las demás contradicciones son secundarias. Esto 
hace parte de su visión sobre la inevitabilidad del conflicto576. Empero, en la 
sociología conflictualista liberal no existe ninguna contradicción principal, 
ello depende de la situación social específica; así mismo, no hay contradic-
ciones antagónicas per se, tampoco contradicciones secundarias, el grado 
de antagonismo depende de la dinámica de cada conflicto, por lo que en 
principio toda contradicción es susceptible de una negociación que lleve a 
un acuerdo, y cualquier controversia podría tornarse irreconciliable. Las 
contradicciones que generan el conflicto pueden ser de muy diversa índo-
le y, desde luego, no es de modo necesario una contradicción económica, 
como la que surge entre capital y trabajo, la de mayor importancia. Los con-
flictos son sociales, económicos, políticos y culturales, y en principio, todas 
esas variantes comparecen en igualdad de condiciones. En el plano de los 
intereses, la estratificación social, de la cual las divisiones socioeconómicas, 
sexuales y de género, étnicas y etáreas son las de mayor impacto, es un ele-
mento relevante para entender el conflicto y, por ende, la criminalidad, por 
cuanto ella corresponde muchas veces a un producto de las desigualdades 
suscitadas en alguno de esos campos577. 

Cabe concluir a este respecto, que la teoría marxista, pese a la importan-
cia de lo económico, es monista, aunque la sociedad no debe ser considerada 
en esos términos578. En la visión adoptada por no pocos autores marxistas, 
la producción es el proceso primario de toda la sociedad y la estructura eco-

576	 Una descripción de la teoría sociológica de Karl Marx acerca del conflicto, en Randall Co-
llins. Three Sociological Traditions, New York, Oxford University, 1985, pp. 49 a 62. Dahren-
dorf, por su parte hablaba de intereses latentes y manifiestos, distinción que no parece te-
ner ninguna utilidad, Dahrendorf. Class and Class Conflict in Industrial Society, cit., p. 178. 
Intereses son sólo aquellos que son tenidos como tales por los actores sociales o motivan sus 
actuaciones, por lo que su origen es subjetivo.

577	 Carrabine, Iganski, Lee, Plummer y South. Criminology. A sociological Introduction, cit., p. 5.
578	 Collins. Conflict Sociology: Toward an Explanatory Science, cit., p. 49.
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nómica sirve de base para todas las instituciones sociales y políticas, para la 
vida cotidiana y para la conciencia de clase, por lo que la justicia penal sería 
un eufemismo para el control de la lucha de clases que demanda la conser-
vación del capitalismo579. Esto, tal como fue explicado, se antoja demasiado 
mecánico y simplista.

La dinámica del conflicto puede conllevar un ataque contra otro suje-
to o grupo, para usurpar sus derechos o intereses en beneficio del propio 
grupo580. Es decir, el conflicto comprende una agresión directa contra el ri-
val, sin embargo, muchas veces la contienda es implícita, como cuando el 
agente apenas persigue la realización de sus objetivos y, con independencia 
del otro, realiza actos con ese único cometido581. El punto es que, por regla 
general, los grupos e individuos tienen un “plan” en torno al cual articulan 
sus metas, el cual abarca la protección de sus intereses582. Esto hace parte de 
la racionalidad que caracteriza la acción social. Cuando el sujeto se contenta 
con buscar la realización de sus objetivos, con independencia o indiferencia 
respecto de los otros, también habrá lucha cuando esa clase de actuacio-
nes provocan respuestas que son parte de la competencia por los mismos 
objetivos, y a partir de ese momento, habrá conciencia de la existencia del 
conflicto583. La disputa puede orientarse a luchar para impedir la utiliza-
ción de determinados medios dentro del conflicto, no es indispensable que 
aparezca concentrada de modo directo en los objetivos perseguidos. En el 
análisis del conflicto resulta indispensable considerar tanto sus aspectos es-

579	 Richard Quinney. Class, State and Crime, New York, David McKay, 1977, pp. 32, 107 y 108.
580	 La naturaleza del conflicto indica que no hay en la sociedad un consenso de valores; lo an-

terior genera una sociedad pluralista, no unitaria, donde las actuaciones de sus miembros y 
las relaciones de los grupos están definidas con referencia a sus intereses; la mayoría de las 
veces la situación conflictiva expone un desequilibrio de poderes; la lucha puede decidirse 
por un conjunto diverso de variables como el liderazgo, la fuerza de las aspiraciones de los 
integrantes, la capacidad de organización, la posesión de medios para poner en práctica la 
violencia, el número y las atribuciones en la sociedad; emergen relaciones de dominación 
a consecuencia del conflicto, en las que las relaciones de poder preexistentes son objeto de 
grandes transformaciones; las instituciones sociales y la cultura de los vencedores en el con-
flicto se impone a los vencidos; del conflicto puede emerger una situación de equilibrio con 
nuevas instituciones que gozan de legitimidad, John Rex. Problemas fundamentales de la teo-
ría sociológica, Buenos Aires, Amorrortu, 1977, pp. 160 a 162.

581	 Simmel. Sociología, cit., p. 302.
582	 James P. Spradley. “Beating the Drunk Charge”, en Spradley y McCurdy (eds.). Conformity 

and Conflict, cit., p. 379.
583	 Se discurrió extensamente sobre la posibilidad de la existencia de un conflicto objetivo, sin 

que los participantes fueran conscientes del mismo, Gerald M. Edelman. Teoría, cit., pp. 89 
a 95. Sin embargo, el conflicto emerge de la interacción social, como resultado de la ejecución 
de acciones que pretenden la realización de los intereses o ideologías, por tanto es imposible 
que exista un conflicto sin que los actores lo sepan. A lo sumo, de manera temporal, un grupo 
que es atacado puede demorar un tiempo en darse cuenta, porque su adversario emplea el 
sigilo o busca sorprenderlo para así obtener mayores ventajas, pero no tardará mucho en 
entender que se ha planteado un enfrentamiento. 
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tructurales como los microsociales involucrados584. La habilidad personal 
y la personalidad de los participantes en la confrontación juegan también 
su parte en los resultados que contrae. La violencia es un medio eficaz de 
acción en el desarrollo del conflicto, que puede compensar la falta de poder 
en otros campos585. El conflicto tenderá a escalarse una vez iniciada la con-
frontación, pues los ataques estimulan la hostilidad contra el antagonista y 
la solidaridad de los amigos, al igual que la estructuración de formas de or-
ganización favorables al conflicto, razones a las que se agregan los cambios 
en las relaciones con los adversarios que al volverse más distantes coadyu-
van al conflicto (polarización), la expansión de las cuestiones en disputa (al 
trabarse el conflicto emergen nuevas cuestiones que lo agravan) y la inter-
vención de terceros que, por regla general, juega a favor del escalamiento 
del conflicto586.

El conflicto podría ser también latente, cuando no se manifiesta median-
te acciones sociales efectivas dirigidas a la realización de los propios obje-
tivos o a atacar al antagonista, pero permanece allí en forma potencial. Las 
múltiples facetas que asume el conflicto entre grupos de interés impiden la 
elaboración de análisis simples. El conflicto se expresa de modos bastante 
complejos que dependen de numerosos elementos: las características y la 
composición de los grupos sociales mezclados (cohesión, jerarquía, identi-
dad, valores, etc.), el número de grupos participantes, lo que puede multi-
plicar la presencia de variables a nivel de los intereses implicados, la fuerza 
impositiva o el poder de cada grupo, la capacidad de los grupos para hacer 
concesiones, la habilidad de los protagonistas en el conflicto y, por tanto, 
los errores cometidos por los participantes, la publicidad dada al conflicto, 
el contexto socioeconómico y político que lo envuelve, el cual puede incidir 
debilitando o reforzando posiciones.

El poder, tema examinado a fondo en el acápite anterior, es un elemento 
clave en la teoría del conflicto. A diferencia de la teoría del consenso pro-
movida por el estructural-funcionalismo donde las circunstancias reales de 
poder están ausentes587. El poder aparece involucrado en la decisión racio-
nal que van a tomar los actores en cuanto a si recurren al conflicto o a la 
cooperación, también el objeto de la conformación de un grupo es la acumu-

584	 Un error de planteo de la teoría clásica radicaba en sostener que la teoría del conflicto debía 
encontrar en las condiciones estructurales las razones de su génesis, sin contar con las ca-
racterísticas de la interacción social en un plano microsociológico, tal fue el caso de Dahren-
dorf. “Hacia una teoría del conflicto social”, cit., p. 102.

585	 Ha sido cuestionada la idea corriente de que a la violencia se recurre sólo en situaciones 
extremas, Henry Bienen. Violence and Social Change, Chicago, University of Chicago, 1968, p. 
25. La idea criticada sería posiblemente cierta para explicar las revoluciones o las insurrec-
ciones exitosas, pero no el uso cotidiano y común de la violencia.

586	 Louis Kriesberg. Sociología de los conflictos sociales, México, Trillas, 1975, pp. 191 a 200.
587	 Ralf Dahrendorf. Sociedad y sociología, Madrid, Tecnos, 1966, p. 151.
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lación de poder e, igualmente, las posibilidades de realización de los fines 
perseguidos dependen del poder a disposición y del que posee el grupo rival 
para oponerse. El poder comparece en el plano de las relaciones sociales 
divergentes, como medio para la realización de los intereses o la imposición 
de las ideologías, antes de la intervención del control penal. De conformi-
dad con el poder poseído, ciertos grupos sociales serán clasificados bajo la 
imputación de “desviados” o “antisociales” por otros que reaccionarán ante 
el temor, la amenaza, la competencia o la desconfianza que les producen los 
primeros, como partidos dentro del conflicto588. Entonces, 

Uno empieza a ser un delincuente realmente en el momento en que se le define como 
tal, por alguien con el poder legal coercitivo para definirlo, lo que implica la adscrip-
ción del status de criminal589. 

En consecuencia, el poder es la pieza fundamental del proceso de criminali-
zación que se activa en medio del conflicto. 

Resulta interesante el modelo expuesto por John Arderne Rex590 para 
estudiar el conflicto en un nivel microsociológico, como disputa entre in-
dividuos o grupos, donde debía establecerse cuáles eran: 1. Las metas de 
las partes (que pueden ser materiales o ideales); 2. La expectativas mutuas 
(un malentendido sobre ellas puede exacerbar el conflicto); 3. El grado de 
conocimiento de cada parte respecto de las expectativas del otro; 4. Las mo-
tivaciones para “amoldarse a las expectativas” del otro, en razón de a. El 
propio interés; b. El orden normativo (es invocado como favorable cuando 
avanza el conflicto); y c. Los lazos emocionales mutuos (deben ser excluidos 
para adelantar el conflicto, con algo así como “no tengo nada personal con-
tra ti”); 5. Si existe un orden normativo (cuando el conflicto concurre en una 
organización siempre hay un orden normativo), las razones para acatarlo o 
transgredirlo; 6. Las “sanciones” en manos de las partes para imponer sobre 
sus oponentes; y 7. La capacidad de las partes para sostener y proseguir el 
conflicto; fuera de lo cual el poder es contemplado como el medio utilizado 
por las partes para promover sus intereses591. Lo anterior, como lo pone de 

588	 Lofland. “Deviance as Social Conflict”, cit., pp. 30 a 33.
589	 Austin T. Turk. Criminality and Legal Order, Chicago, Rand McNally, 1972, pp. 22 a 24.
590	 Port Elizabeth, South Africa, 5 de marzo de 1925-18 de diciembre de 2011, sociólogo radicali-

zado luego de trabajar para el South African Bantu Affairs Administration. Fue catedrático en 
las universidades de Leeds (1949-1962), Birmingham, (1962-1964), Durham (1964-1970), 
Warwick (1970-1979, 1984-1990), Aston (1979-1984), Toronto (1974-1975), Cape Town 
(1991) y New York (1996). También fue miembro del Comité de Expertos para el Racismo y 
el perjuicio Racial de la Unesco (1967) y Presidente del Comité de Investigación en Minorías 
Raciales y Étnicas de la Asociación Sociológica Internacional (1974-1982).

591	 John Rex. El conflicto social. Un análisis conceptual y teórico, Madrid, Siglo xxi, 1985, pp. 121 
a 123.
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presente Rex, implica una actuación racional que, claro, puede tomar otro 
rumbo debido a la interferencia de las emociones o los mecanismos de ín-
dole psicológica.

El derecho es un mecanismo que regula el conflicto social592. Aun cuando 
a veces hay diferencias abismales entre la teoría y la práctica, la ruta jurídi-
ca en una sociedad democrática y con un Estado de derecho es, además, un 
medio pacífico para tratar el conflicto, con la salvedad de la violencia insti-
tucional que debe desplegar la organización estatal. En las condiciones an-
teriores, sería un medio más o menos equilibrado, que se supone impulsado 
por criterios de justicia, por lo cual es considerado adecuado para intervenir 
sobre el conflicto. Por ende, el papel del derecho y de la administración de 
justicia no sería el de rechazar, reprimir o repudiar el conflicto social, es el 
de canalizarlo por los conductos procesales que le son propios para darle 
un tratamiento que procure resolverlo. Es decir, la tarea básica del derecho 
y la administración de justicia es tratar el conflicto. Por ello se señaló que 
debía entenderse “el derecho como estructura del conflicto”, lo cual significa 
que le sirve de vía de expresión, pero también que lo organiza y reconduce, 
sancionando la distribución de poder, entre los intereses en disputa y entre 
los grupos enfrentados593. El derecho y la administración de justicia son un 
medio y un escenario del conflicto social. La “contienda jurídica es, pues, en 
ese sentido lucha absoluta, porque en toda ella no entra nada que no per-
tenezca a la lucha como tal y no sirva a su fin”594. Las regulaciones jurídicas 
pueden buscar limitar la naturaleza y reducir la cuantía de los daños, como 
ocurre con el derecho internacional humanitario, cuyo objetivo no es resol-
ver el conflicto, sino restringir sus daños. 

Empero, como ocurre con frecuencia cuando es bajo el nivel de acepta-
ción y de legitimidad de la justicia, la intervención jurídica sobre el conflicto 
puede agravarlo, que no resolverlo de modo necesario. En igual modo, el de-
recho es también un medio o un instrumento en el desarrollo del conflicto, 
que podría decidirlo a favor de una de las partes, y va a ser utilizado con ese 
propósito595. La ley y la administración de justicia serían medios democráti-

592	 Simmel. Sociología, cit., p. 284.
593	 Tomeo. Il diritto come stuttura del conflitto. Una analisi sociologica, cit., pp. 77 y ss., en espe-

cial p. 85.
594	 Simmel. Sociología, cit., p. 284. También consideraba la lucha jurídica como despiadada.
595	 A modo de ejemplo sobre los niveles de conflictividad en Colombia, también acerca de su 

radicalización, pero así mismo como expresión de los deseos de instrumentalizar la ley penal 
como arma en el conflicto social, en la Encuesta Nacional de Hogares se identificó una tasa 
de 2.960 conflictos por cada 100 mil habitantes, de los cuales una cifra bastante elevada del 
84.6% fueron definidos como penales por los encuestados, y de ellos fueron sometidos a la 
intervención de la justicia penal el 52.2%, apenas un poco más de la mitad, tratados de ma-
nera privada el 10.3% y objeto de abstención el 37.5%, Consejo Superior de la Judicatura. 
Indicadores de la justicia, Bogotá, Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, 
1998, pp. 96, 97 y 101. 
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cos y justos para el tratamiento de los conflictos, pero las facciones enfren-
tadas van a intentar apropiarse de esos medios e instancias para ganar en la 
lucha de intereses. El derecho, con frecuencia, es producido por los grupos 
con mayor poder para preservar sus intereses. También la ley padece de se-
rios problemas de eficacia, en distintos grados según la sociedad de la cual 
se trate, lo que tiene un impacto para nada deleznable sobre la evolución del 
conflicto, por tanto sobre el bienestar social y la justicia596.

En el caso anterior, la ley expresa una relación de fuerza, que debe ma-
terializar el mayor poder de un bando para “suprimir lo que le resulta in-
deseable”, puesto que todo proceso político de promulgación y aplicación 
de las leyes es un reflejo directo de la tensión entre los intereses, el con-
flicto que desatan y las luchas por el control del poder coactivo del Estado. 
Así, los vencedores en el conflicto son los que deciden “quién es el que ha 
transgredido la ley”. Un grupo interesado en usar la ley a su favor puede 
empezar a actuar desde el momento en que ésta va a ser formulada y ne-
gociada en el Legislativo, hasta cuando llega a debatirse en juicio la acusa-
ción597. El crimen es un tipo de carrera violenta especializada, que refiere la 
violencia que no ha sido exitosa para legitimarse a sí misma598. Cuando los 
grupos tienen posiciones de poder análogas, las leyes son el tratado de paz 
entre los grupos sociales enfrentados. Otro tanto ocurre con las agencias de 
control, la policía o los jueces, también con los agentes del Gobierno, que 
pueden ser cooptadas por bandas o partidos para evitar la criminalización 
o lograr la del contrario. No debe olvidarse el planteamiento básico de la 
teoría del conflicto en cuanto a que la ley no aparece por sí sola, y ella no 
muestra siempre los valores de la sociedad; la ley, en cambio, será con harta 
frecuencia el reflejo de la competencia entre grupos para proteger intereses 
económicos, ideológicos y de status599. El modelo de Vold, como bien ha sido 
interpretado, sugiere que la producción y la aplicación de códigos legales es 
el producto de la competencia entre un diverso y extenso número de grupos 
de interés que están en la búsqueda de fortalecer su posición competitiva 
criminalizando el comportamiento de aquellos con los que están en conflic-
to y, por otro lado, resistiéndose a la criminalización de aquellos tipos de 

596	 Un punto de vista, considerado falso, sostiene que es necesaria la aceptación informal de las 
normas para lograr su eficacia; en cambio, en una posición más moderada, la en todo caso 
limitada eficacia de las normas legales dependería de las bases sociales inculcadas sobre la 
obligación de respetar las normas y, en segundo lugar, de las propias consideraciones teleoló-
gicas del individuo, que hace cálculos sobre beneficios y desventajas esperadas de acatarlas, 
lo que puede ser compatible o no con el orden legal, Adam Podgórecki. Law and Society, 
London, Routledge & Keagan Paul, 1974, pp. 247, 248 y 257.

597	 Vold. Theoretical Criminology, cit., pp. 208 y 209.
598	 Collins. Conflict Sociology: Toward an Explanatory Science, cit., p. 462.
599	 Joseph F. Sheley. “Shaping Definitions of Crime”, en Sheley. Criminology, cit., p. 51.
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conductas en las cuales ellos mismos pueden verse implicados600. Entonces, 
la definición como crimen de un comportamiento tiene una relación directa 
con el conflicto social, el cual asume distintas formas bajo diferentes condi-
ciones601.

El conflicto que deviene en criminalidad es en esencia un acto político, 
como manifestación del ejercicio del poder. El crimen corresponde a un tipo 
de actividad normal del proceso social que es definido en esos términos, 
pero que de manera sustancial expresa una búsqueda de la realización de 
los intereses de un grupo o individuo. En esa medida el crimen equivale, 
con harta frecuencia, a una empresa. La teoría del conflicto observa la inte-
gridad del proceso de elaboración de la ley, de su contravención o efectiva 
obediencia, como implicado o envuelto en el conflicto originado en las di-
ferencias de poder de distintos grupos. El comportamiento definido como 
criminal es, por ende, un reflejo de este conflicto colectivo en proceso602. Se 
intenta identificar las relaciones de poder en la sociedad, y luego llamar la 
atención sobre el papel de tales relaciones en la promoción de la criminali-
dad, con fundamento en diferencias sociales, lo que supone rechazar la idea 
de que la ley representa el consenso de la sociedad603.

George B. Vold fue el autor pionero en la introducción dentro de la cri-
minología de la tesis sobre el carácter conflictivo de la sociedad, como fun-
damento teórico necesario para la interpretación del control social. Vold 
sostenía que el problema de la criminalidad es una cuestión tanto del poder 
político y social, como de los valores usados para definir lo que puede o no 
permitirse. La determinación de lo calificado como ilícito penal sería una 
imposición de ciertos grupos a aquellos que se encuentran en condiciones 
de inferioridad, por la no tenencia de poder suficiente. Al instrumentalizar-
se la estructura penal como un conducto para la realización de intereses, 
por encima o a pesar de los sostenidos por otros grupos o individuos, que-
da evidenciada la naturaleza política del sistema penal. Los mismos grupos 
cuya conducta divergente puede ser definida como criminal intentan hacer-
se al poder, controlando por ejemplo a la policía, para contrarrestar las de-
finiciones que los comprometen. Al neutralizar a los aparatos de control el 
grupo divergente en riesgo de criminalización pretende la realización de sus 
intereses. Por ende su actuación es, también, un comportamiento político, 
tanto como el acto de establecer el tipo de conductas que han de conside-

600	 Charles W. Thomas y John R. Hepburn. Crime, Criminal Law, and Criminology, Dubuque IA, 
Brown, 1984, p. 196.

601	 Tannenbaum. Crime and Community, cit., pp. 30 a 44.
602	 Akers. Criminological Theories, cit., p. 153.
603	 Siegel. Criminology, cit., p. 263.
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rarse delictivas en la legislación o en la aplicación de las herramientas del 
control penal604.

En los delitos de corrupción es frecuente que se forjen grupos con bas-
tante apoyo político, es más, con frecuencia están integrados por políticos 
profesionales. Estos grupos tienen un alto capital político el cual utilizan 
de dos formas. En la primera, emplean ese poder para integrarse a posicio-
nes privilegiadas desde las cuales acceden a grandes cantidades de recur-
sos patrimoniales del Estado que expolian; en razón de la segunda, logran 
ocupar o aliarse con quienes ocupan cargos de dirección en los organismos 
estatales con competencias de control fiscal, disciplinario y penal, a fin de 
asegurar la impunidad total. Ocurre la cooptación del Estado por parte de 
empresas o bandas. Ese fenómeno no es ninguna novedad, Vold lo describió 
y analizó en detalle al observar como las bandas pugnaban por controlar a 
jueces y policías para evadir la criminalización y lograr la de los contrarios. 
Pero cuando la corrupción alcanza al más alto nivel en los organismos de 
control, sobre todo penales, la organización estatal sucumbe para caracteri-
zarse por la anomia y el bandidaje. Con lo cual ese es el hito (la cooptación 
de las agencias de control) que representa la frontera después de la cual, al 
cruzarla, se encuentra lo que algunos llaman el Estado “mafioso”, pero que 
se ha preferido describir para no recurrir a una receta bastante discutida 
del crimen organizado, como un Estado cooptado por el bandidaje y en con-
diciones de anomia (ausencia real de normas y valores). 

Todo estriba en el poder disponible. Este no es mucho, por ejemplo, 
cuando una banda delata ante la policía a su rival a fin de eliminarlo del 
mercado ilegal, o al sobornar a un policía en la calle para que no actúe en un 
caso determinado. Sin embargo, en el caso examinado de la corrupción, las 
proporciones son mucho mayores, en concordancia con el poder con que se 
cuenta. Pocas veces se alcanza tanto poder, aunque en oportunidades pan-
dillas logran un control territorial importante sobre barrios enteros, como 
ocurre en Brasil, Colombia, El Salvador y Venezuela; también sucede con 
las milicias de guerrillas o de bandas de paramilitares en Colombia, o con 
los poderosos ejércitos privados organizados por bandas de narcotrafican-
tes, por ejemplo en México y Colombia. En los casos anteriores, el Estado es 
cooptado de modo parcial y las agencias de control penal son presionadas, 
infiltradas y alquiladas para evitar la criminalización o sus consecuencias. 
Pero, ya se dijo, nunca es alcanzado tanto poder político y, por ende, capaci-
dad de maniobra, como en el caso de la corrupción, que a diferencia de las 
otras prácticas consideradas, no utiliza en forma asidua la violencia.

604	 Vold. Theoretical Criminology, cit., p. 204.
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Un conflicto puede concluir por la desaparición del interés o de la creen-
cia que lo motivaba. Pero, en términos generales, el conflicto podría concluir 
como consecuencia de la fusión de grupos, de la neutralización del grupo 
contrario y de la negociación con el grupo antagonista. La fusión consiste en 
una unión de los grupos enfrentados que pasan a constituir uno solo. Por lo 
demás, un grupo puede anular o destruir al adversario, ser a su vez neutra-
lizado o sometido por el rival, como también llegar a un “compromiso”, esto 
es, una negociación que conduce a un acuerdo. El grupo que tenga una capa-
cidad inferior en términos de poder será subyugado por regla general. Del 
mismo modo, no habrá acuerdo cuando un grupo es vulnerable por estar en 
condiciones de inferioridad, ya que la parte más fuerte con probabilidad lo 
aniquilará605. La capacidad mencionada depende, sobre todo, del poder acu-
mulado. En definitiva, lo que resuelve que un actor decida negociar o aplas-
tar a su adversario no es su bondad o belicosidad, sino el grado de poder 
a su disposición. También resulta indispensable que el interés en querella 
sea, por su naturaleza, susceptible a una avenencia entre las partes606. Con 
todo, para hablar de negociación será necesario que los grupos enfrentados 
estén en una posición relativa de igualdad, puesto que si uno de los grupos 
es mucho más poderoso que el otro, en realidad, el acuerdo no sería el resul-
tado de una negociación, sino que significaría una rendición. En ese sentido, 
algunos sistemas legislativos introducen cláusulas especiales en materia de 
derecho laboral o de familia, porque la desigualdad existente entre las par-
tes envueltas en el conflicto puede ser tan abismal que una conciliación o 
transacción, judicial o extrajudicial, sólo enmascara lo que en realidad es la 
neutralización y sometimiento de una de las partes. 

Aún la parte vencida por completo en un conflicto, con frecuencia con-
serva algún poder, que lo coloca en condición de negociar su rendición ob-
teniendo algunas ventajas pequeñas, lo cual puede ser atractivo para el ven-
cedor que reduce el conflicto en tiempo y en costos. Para la materia penal 
han sido introducidas fórmulas que favorecen la confesión, la delación y la 
aceptación de cargos, a cambio de algunas ventajas. En ocasiones el proble-
ma principal para terminar el conflicto deriva de que el grupo derrotado 
no es consciente de ella o se niega a aceptarla, lo que puede prolongarlo en 
forma innecesaria. Es de mucha importancia establecer el momento en que 
el conflicto termina. En la historia han sido acordados distintos mecanis-
mos simbólicos para que las partes enfrentadas entiendan que el conflicto 
llegó a su culminación607. En el campo jurídico el dispositivo procesal de la 

605	 Vold. Theoretical Criminology, cit., p. 209.
606	 Simmel. Sociología, cit., p. 348.
607	 Lewis Coser. Nuevos aportes a la teoría del conflicto social, Buenos Aires, Amorrortu, 1970, 

p. 42.
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cosa juzgada es el aditamento para concluir y dar por cerrado el conflicto, al 
englobar una de las tareas principales que le corresponden al derecho y a la 
administración de justicia.

En realidad, toda solución a un conflicto es temporal y relativa, puesto 
que de inmediato los actores sociales plantean metas novedosas que impli-
can nuevas confrontaciones, a veces, después de producido un reagrupa-
miento de los bandos enfrentados. Como fue acotado al comienzo del apar-
tado, la conflictividad es inherente a la vida social, por ello el conflicto nunca 
desaparece, y decir que fue “resuelto” es algo que se manifiesta siempre con 
un sentido relativo.

III. El Estado y otras organizaciones sociales

Tanto la divergencia como la operación del control penal son, por regla ge-
neral, fenómenos organizados en grados diversos. Este acápite emprende 
un análisis de las estructuras que adaptan sus distintas modalidades y ca-
racterísticas organizacionales, lo que se hará enseguida.

Si es considerado el control social jurídico como un arma del poder insti-
tucional, valga decir, del poder soberano ejecutado por el Estado; será indis-
pensable examinar la forma Estado, en tanto ella habría de determinar el tipo 
y la naturaleza del control social puesto en práctica. O sea, siendo el Estado el 
sujeto-agente del control penal, sus propiedades y particularidades moldea-
rán por igual las actividades de control, lo mismo que los fundamentos que 
permiten entender y legitimar los poderes que ejerce. No ocurre cosa distinta 
con las leyes que representan la voluntad del poder o que, en otras palabras, 
constituyen el lenguaje o el conducto por medio del cual se expresa, en gran 
parte, el control social formal. En la medida en que las leyes son la concre-
ción de los planes trazados en materia de control penal, comparte con éste 
su dependencia, en materia de contenido, respecto de la forma de Estado. 
Ya de manera temprana Montesquieu había señalado con precisión que las 
características y el sentido de las leyes dependían del tipo de Estado que ha 
sido adoptado. Dentro del estudio que efectuó de las sociedades, para lo cual 
utilizó un sistema de análisis por tipos que le permitía desarrollar un método 
sociológico comparativo, identificó tres modelos de Estado: la república, la 
monarquía y la tiranía, que en cada caso generaban formas legales particula-
res adecuadas al respectivo patrón seguido608. Dedujo que cada ordenamien-
to legal, cabe decir cada sistema de control social, recurre a medidas y normas 
jurídicas adecuadas a sus fundamentos, esquemas organizativos y objetivos. 

608	 Montesquieu. De l’esprit des lois, Paris, Garnier, 1777, Primera Parte, Libro ii, “De las leyes 
que se derivan directamente de la naturaleza del Gobierno”.
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Por tanto la ley como forma jurídica no es igual, adquiere connotaciones que 
varían dependiendo de la tipología de organización estatal que las expide.

El Estado sería una expresión prolongada del carácter conflictivo de la so-
ciedad. Es, en consecuencia, un instrumento privilegiado en las confronta-
ciones por intereses que envuelven a los distintos grupos sociales, los cuales 
pugnan por hacerse a su manejo o, por lo menos, a una porción del poder 
que reside en el Estado. Asumidas posiciones en el Estado, los grupos que 
logran acceder a su gestión dirigen los mecanismos de control social a la con-
solidación de sus intereses y valores y a la persecución de quienes puedan 
transgredirlos. Las principales líneas históricas de progresión del Estado lo 
muestran, aunque a grandes rasgos, asociado a las facciones sociales y a los  
intereses económicos, políticos y culturales predominantes en la época. El 
Estado premoderno del absolutismo sirve al avance del mercantilismo, con 
la formación del Estado nación y un mercado articulado. Y cuando las formas 
políticas y sociales subsistentes del feudalismo se oponen a los requerimien-
tos del desarrollo capitalista irrumpe el Estado moderno, democrático liberal, 
bajo el control principal de la nueva clase que lo gesta. El llamado socialismo 
“real”, equivalente a un tipo de capitalismo de Estado monopólico, exhibe a 
su vez el predominio de los grupos burocráticos enquistados en el aparato 
estatal. Sin embargo, aunque la aspiración ideal de los actores sociales con 
mayor disposición de poder es la de adquirir un predominio más o menos 
hegemónico sobre el Estado, este efecto no se suele alcanzar. En cambio, la 
competencia en la lucha por el Estado y el poder que dimana de él tiende a 
traducirse en la fragmentación del mismo en parcelas de dominio, bajo for-
mas que no acostumbran ser explícitas, por distintos grupos de interés. Como 
fue advertido hace algunos años a propósito de un estudio que comprendió 
el análisis de los conflictos entre los poderes Ejecutivo y Judicial, en el que 
se planteó la fragmentación del poder político estatal, como consecuencia, 
la fragmentación es un fenómeno real que supera las definiciones formales 
del derecho609. Entendimiento sobre la fragmentación del poder que hoy ha 
ganado un mayor consenso en las ciencias sociales610.

En el Estado moderno, se hace referencia al democrático liberal, sobre 
todo en sus expresiones contemporáneas avanzadas, esa tendencia a la frag-
mentación que acarrea la mencionada apropiación de fracciones del Esta-
do y de su poder por parte de algunos grupos, en primer término, debe ser 
comprendida en el contexto de la dinámica del conflicto social y de las luchas 
por el poder, como una emanación de la existencia de grupos y subgrupos 

609	 Silva García. “Justicia, jueces y poder político en Colombia”, cit., pp. 77 y ss.
610	 Fernán E. González, Ingrid Bolívar y Teófilo Vázquez. Violencia política en Colombia, Bo-

gotá, cinep, 2009, de modo algo distinto hablan de una nación fragmentada y un Estado en 
pleno proceso de construcción, pp. 11, 193 y ss. 
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diversos en competencia que tejen diferentes alianzas políticas, orientados 
por intereses y concepciones ideológicas variadas. Estos grupos disponen de 
poder político, social o económico en distintos grados, ya que el poder está 
distribuido de modo inequitativo entre ellos y, por ende, sólo en forma parcial 
y disgregada, logran ocupar espacios en el poder político estatal.

En segundo término, la fragmentación deriva de la cesión de espacios pro-
pios del poder de competencia estatal en aras del establecimiento de condi-
ciones de gobernabilidad. Tal es el caso de los mesogobiernos, formas de go-
bierno intermedio, donde el Estado central delega parte de sus atribuciones a 
otras instituciones, oficiales o privadas, con el fin de configurar un ambiente 
que facilite la gobernabilidad. El mesogobierno puede ser de dos clases: po-
lítico, canalizado en gobiernos autónomos regionales; socioeconómico, con-
cretado en el neocorporativismo. El mesogobierno se caracteriza por: 1. Es 
refrendado por el Estado central; 2. Se orienta a satisfacer necesidades de 
grupos específicos; 3. Tiene una base social de poder constituida por tales 
grupos; y 4. Los grupos poseen una escala media lo que da lugar a la exis-
tencia de mesogobiernos en espacios de una entidad limitada. En cuanto a 
las condiciones propicias para la aparición de mesogobiernos se cita: 1. La 
presencia de una clase política débil; 2. La existencia de una crisis económica 
o de integración social; 3. La concurrencia de élites dotadas de poder, pero 
dispuestas a la negociación; 4. Una cultura favorable a la asociación de intere-
ses y a la transacción; y 5. El apoyo de la población611.

En tercer lugar, la segmentación acotada en razón de la misma estructura 
de organización del Estado moderno que, al intentar hacer operativas las ins-
tituciones o los espacios democráticos que se supone lo caracterizan, abre las 
compuertas para la fragmentación. Sobre el esquema de organización estatal 
la llamada división de los poderes públicos justificada en la necesidad demo-
crática de separar las atribuciones ejecutiva, legislativa y judicial contribuye, 
de modo claro, a la fragmentación. En ese sentido, tiene lógica la discusión 
sobre poder o función referente a las tres ramas del estamento público. De 
acuerdo con el pensamiento clásico de Montesquieu sobre el Estado, fue de-
sarrollada una noción de su organización que lo define como un ente com-
puesto por los tres poderes indicados, separados entre sí, independientes si 
se quiere, aunque dispuestos para una colaboración armónica con el objeto 
de realizar los fines del Estado612. Pero esta idea ha sido revisada con base en 

611	 Los apuntes teóricos anteriores son extraídos de Víctor Pérez Díaz. El retorno de la sociedad 
civil, Madrid, Instituto de Estudios Constitucionales, 1987, pp. 45 a 55.

612	 El principio de separación de los poderes públicos del Estado continúa predominando en el 
pensamiento constitucional moderno. Sobre su acogida se pueden consultar varios autores 
clásicos. Maurice Duverger. Instituciones políticas y derecho constitucional, 6.ª ed., Barce-
lona, Ariel, 1980, pp. 164 y ss.; Carl Schmitt. Teoría de la Constitución, México D. F., Editora 
Nacional, 1970, pp. 212 a 217; André Hauriou, Jean Gicquel y Patrice Gelard. Derecho 
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los argumentos de Karl Loewestein613, donde el Estado es un ente único e 
indivisible que, en consecuencia, no puede aparecer descompuesto en varios 
poderes. Ocurriría, en cambio, que tal Estado conteniendo un poder hegemó-
nico ha separado sus funciones o competencias para una mejor gestión614. 
Empero, se sostendría, más allá del debate semántico y de las prescripciones 
formales del derecho, previa consulta de las evidencias de la realidad social, 
que el Estado democrático liberal está, más o menos, fragmentado en distin-
tos poderes con diferentes grados de interdependencia, que pueden llegar a 
colaborar en varios aspectos, pero también con frecuencia a entrar en contra-
dicción. Estos poderes tienen asignadas, desde luego, distintas competencias, 
no obstante, las pugnas de poder llevan a la usurpación, la limitación o a la 
neutralización de ellas por unos u otros. Con todo, lo que interesa destacar es 
que no se trata en realidad de un Estado, sino de un Estado fragmentado con 
varios poderes que concurren en su seno615.

En cuarto orden, la necesidad de racionalidad burocrática, la cual impo-
ne reglas y condiciones que tienen como efecto secundario el incremento de 
la fragmentación estatal. El ejercicio de un poder racional o burocrático, tal 
como lo señala Max Weber, es una característica sobre todo desarrollada en 
el Estado moderno, que supone la organización del poder político de acuerdo 
con un ordenamiento legal, que distribuye competencias entre los funciona-
rios y determina quiénes y en razón de qué requisitos tienen autoridad616. 
El Estado posee un tamaño considerable, está imbuido en los requerimien-
tos de la división social y la especialización en el trabajo, además de lo cual 
aparece dotado de altos niveles de complejidad en cuanto a sus ámbitos de 
atribuciones. Las condiciones anteriores, junto a la racionalidad, obligan a la 

constitucional e instituciones políticas, 2.ª ed., Barcelona, Ariel, 1980, pp. 261 a 279; Frie-
drich Hegel. Filosofía del derecho, 5.ª ed., Buenos Aires, Claridad, 1968, pp. 230 y ss.

613	 München, 9 de noviembre de 1891-Heidelberg, 10 de julio de 1973, filósofo, considerado 
por muchos como el padre del constitucionalismo moderno. Doctor en Derecho Público y 
Ciencias Políticas, exiliado en Estados Unidos al subir los nazis al poder.

614	 Este autor consideraba anticuada la teoría de Montesquieu y obra de su ingenuidad la pre-
tensión de garantizar por medio de sus postulados la libertad individual. Afirma además: 
“Lo que corrientemente, aunque erróneamente, se suele designar como la separación de los 
poderes estatales, es en realidad la distribución de determinadas funciones estatales a dife-
rentes órganos del Estado”. Pero a pesar de la discusión que plantea, el autor alemán culmina 
reconociendo la importancia del control político del legislativo y la autonomía del judicial: 
“La independencia de los jueces en el ejercicio de las funciones que le han sido asignadas y su 
libertad frente a todo tipo de interferencia de cualquier otro detentador del poder constituye 
la piedra final en el edificio del Estado democrático constitucional moderno”. (Karl Loewes-
tein. Teoría de la constitución, 2.ª ed., Barcelona, Ariel, 1986, pp. 54, 55 y 294).

615	 De allí que también se haya señalado que la aceptación de la división de poderes contrae, 
para quienes lo detentan, la renuncia a una parte del poder, Geiger. Estudios de sociología 
del derecho, cit., p. 336. Para Weber la misma división de poderes, llamada “división de los 
poderes de mando supremos”, es una de las formas de reducción y limitación del poder de 
dominación, (Economía y sociedad, cit., pp. 21 y 227).

616	 Ibíd., pp. 173 a 179.
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distribución de competencias y al establecimiento de órganos de control y su-
pervisión, multidividiendo el poder con el propósito de lograr una mayor efi-
ciencia o más transparencia en la gestión. De allí que la racionalidad estatuida 
preste también su aporte a la fragmentación, pues el ordenamiento jurídico 
no es prenda que asegure la coordinación ni la congruencia en las actividades 
desplegadas por los funcionarios, a más que en algunas oportunidades las 
competencias se confunden o son intersecantes. 

En conexión con la razón anterior comparecen las características del Es-
tado como agente de un sistema político y jurídico617. La configuración del 
Estado como un sistema de poder, a la par, dividido en subsistemas, cada uno 
de los cuales dispone de líneas que lo relacionan con todo el sistema, pero que 
también poseen una franja de autonomía o vida propia, auxilian la fragmen-
tación del poder estatal. Según la teoría sobre los sistemas expuesta, bastante 
distinta a la estructural-funcionalista que suponen relaciones de cooperación 
entre los componentes del sistema y los objetivos comunes, un sistema o es-
tructura se encuentra compuesto por un conjunto de elementos que integran 
un complejo dinámico, que resulta afectado y condicionado por la actividad 
de sus partes. En cuanto a los componentes de la estructura, ellos son depen-
dientes del sistema en general y, en mayor o menor proporción, de los otros 
componentes, motivo por el cual establecen relaciones con las otras partes, 
pero también vienen a ser dueños de una capacidad de autorregulación. Esta 
última facultad, que puede sobresalir como una opción de hiperdesarrollo 
de las atribuciones propias y el despojo de competencias a los otros, generan 
fragmentación o, con más exactitud, discordancia o conflicto en el sistema.

Un quinto factor se refiere a la gestación en el seno del Estado moderno 
de una clase burocrática, para la cual la defensa de sus intereses gremiales 
singulares puede servir de parapeto para alentar la fragmentación. El creci-
miento de los grupos burocráticos que participan en la administración estatal, 
corresponde en especial a un fenómeno de la modernidad. Estos grupos que 
son numerosos y pueden ser distinguidos por sus variadas características so-
ciales, están provistos de intereses específicos y de una cultura singular, se 
encuentran en condiciones de desenvolverse orientados por sus finalidades 
exclusivas y objetivos gremiales, a pesar de los canales jerárquicos de la ad-

617	 Tal como se advirtió en Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones 
teóricas, cit., la noción “sistema penal” es usada para englobar al conjunto de instituciones, 
relaciones, medidas, agencias, actores y fines que conforman el control penal, más nunca 
pretendiendo que ellos integran una unidad sistémica. La expresión sistema penal alude, 
entonces, a un deber ser configurado como un ideal perseguido de organización e interrela-
ción entre las diferentes partes que lo componen, alcanzado en distintas proporciones, pero 
jamás en términos óptimos. Otro tanto se piensa de otros sistemas, como el político o el 
económico. La idea de sistema, al igual que la de estructura, sugiere la existencia de una 
dimensión macrosocial en la organización societaria.
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ministración estatal, lo que los expone como un nuevo ingrediente de la frag-
mentación.

Una sexta pieza que contribuye al cuadro descrito de segmentación, radica 
en la intervención de grupos o entes ajenos al Estado nación, los cuales han 
emergido y alcanzado un notable desarrollo en virtud a la globalización, pero 
que ya tenían un asiento importante en las naciones del llamado Tercer Mun-
do, en razón del imperio de relaciones políticas bilaterales de dominación y 
dependencia. Al apropiarse de atribuciones que antes pertenecían a órganos 
nacionales, hacen mella en los poderes del Estado, para fragmentarlo dentro 
de un horizonte que sobrepasa los linderos tradicionales del poder estatal o, 
si se quiere, erosionan ese poder, con efectos idénticos a los que corresponde 
a la fragmentación.

En los términos anteriores, el Estado considerado no es un poder sobera-
no único e indivisible, aparece fragmentado, con poderes reales fraccionados. 
Una primera consecuencia de la fragmentación sería la pérdida de coherencia 
en la gestión. La incoherencia es producto de la segmentación del Estado y 
sus poderes, con el efecto consecuente de la obstrucción de políticas contra-
rias y el desarrollo de las propias, en particular por la naturaleza conflictiva 
de la sociedad, en tanto ella significa la presencia en el Estado de grupos de 
interés con concepciones ideológicas variadas, que persiguen fines distintos 
y están motivados por intereses diferentes. En el campo del control penal la 
incoherencia resultante aflora en múltiples sectores, con expresiones que se 
manifiestan como contradicciones entre las agencias de control, disparidad 
de objetivos, diferencias en los medios empleados, desperdicio de recursos, 
competencia y celos. Por lo cual fue acotado: 

Se deduce tanto de las investigaciones criminológicas como del funcionamiento coti-
diano de la justicia penal que el conjunto del sistema se caracteriza por una falta de 
cohesión, de coordinación y de integración618.

La segunda consecuencia del fraccionamiento del Estado, deducida o refor-
zada por otro factor, cual es la búsqueda de legitimidad democrática para el 
poder político, sería el carácter ambivalente del control penal. La ambiva-
lencia se manifiesta en el doble carácter que, de modo simultáneo, revelan 
las leyes y las prácticas de la operación del control penal. De una parte, son 
un acervo de dispositivos para la prevención y la represión de las acciones 

618	 El fraccionamiento, además, se caracteriza entre las agencias penales por la ausencia de una 
filosofía común, de un conjunto de objetivos compartidos, M. D. W. Steenhuis. “Los proble-
mas de coordinación y cooperación en la perspectiva cotidiana entre los diversos órganos del 
sistema de justicia penal”, en Documentación Jurídica, La justicia penal y la política criminal 
en el Consejo de Europa, n.º 56, t. xiv, octubre-diciembre 1987, Madrid, Ministerio de Justicia, 
1987, pp. 212 y 219.
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divergentes, aplicados por un poder estatal que reclama el monopolio de la 
fuerza, restringe las libertades y censura ciertas formas de la diversidad. Y, 
por otra parte, representan un conjunto de herramientas garantistas, donde 
el poder queda sujeto a regulaciones que lo limitan, que amparan derechos, 
desempeñan una tarea proactiva y toleran o promueven otras especies de 
diversidad. Es la condición referida por Giuseppe Lumia para el derecho, 
que se extiende al Estado y su poder de control, puesto que el primero es un 
pertrecho del segundo: 

Puesto que la esfera de libertad, o espacio jurídico, de todo individuo puede ser más 
o menos amplia, según plazca a los que detentan el poder político, el derecho se 
presenta con características intrínsecas de ambivalencia. Pues, en efecto, el siste-
ma jurídico, si por un lado constituye un medio eficaz para garantizar la libertad 
individual y favorecer la consecución de altas metas de justicia y bienestar social, 
por otro representa un poderoso instrumento para el control del individuo, y de ese 
instrumento pueden abusar con facilidad los que manejan las palancas del poder 
para anular aquella misma libertad y reforzar sus propias posiciones de superiori-
dad económica y social619.

Ahora bien, son numerosas las variantes de organización de los Estados que 
se definen como democrático liberales, a secas o con otros adjetivos. Dentro 
de la gama de alternativas surgen formas que gradúan en mayor o menor 
medida el fraccionamiento estatal, contando además con una escala variada 
de democratización real. También la ambivalencia del control penal es elás-
tica y variable, lo que incide sobre la frecuencia e intensidad en el uso de 
mecanismos preventivos y represivos o, por otra parte, en el recurso a me-
didas garantistas. Las necesidades de legitimidad política influyen en las dos 
caras de la ambivalencia, en un sentido cuando se incrementan las deman-
das de autoridad y eficacia en las tareas de contención, en otro al elevar-
se los reclamos de democratización, justicia y protección a los justiciables. 
Similarmente, como fue señalado en capítulo anterior, el curso específico 
de ambas cualidades, la contención preventiva o represiva y la promoción 
garantista, sólo puede ser comprendido dentro del respectivo contexto his-
tórico y social que las acompaña.

En torno a los factores particulares que inciden sobre la orientación de 
una u otra característica, deben examinarse al tratar en profundidad sobre 
las etapas de aplicación del control (seguridad, judicial y punitiva), lo que 
escapa a los propósitos de este trabajo. Por el momento, además de las pre-
cisiones anteriores, basta señalar que la tendencia que orienta la actividad 
de Gobierno, propia del poder Ejecutivo, acostumbra perseguir como un 

619	 Lumia. Principios de teoría e ideología del derecho, cit., p. 21.
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ideal la eliminación de la fragmentación estatal y de la incoherencia política, 
junto a los aspectos positivos de la ambivalencia del control penal, cuando 
las condiciones sociopolíticas y económicas se lo permiten.

La incoherencia y la ambivalencia del control social penal tienden a re-
ducirse, de modo considerable, en otras formas de Estado, aun cuando pa-
ralela es la disminución o supresión de espacios democráticos en el Estado 
y en la sociedad. Tal es la situación del Estado absolutista. En éste la so-
beranía reside en el príncipe, como un poder estatal y personal supremo, 
perpetuo e indivisible. Propiedades descritas por el teórico de la soberanía, 
Jean Bodin620. Supremo, ya que ningún poder terrenal puede oponerse al 
del monarca, y si el orden sucesorio, su palabra o los contratos lo obligan, es 
porque en todos estos casos se ha comprometido ante Dios y, por ello, aún 
puede retractarse de la palabra empeñada y el contrato celebrado, cuando la 
justedad lo recomienda, pues esa sería la base de su compromiso con Dios, a 
la vez que la línea de sucesión es regla derivada también del poder de Dios. 
Perpetuo, pues su única limitación temporal corresponde a la muerte del 
príncipe, y si su poder no alcanza a prolongarse en ausencia, es porque el 
poder del nuevo soberano goza de las mismas características, lo cual lo au-
toriza a derogar por razones de justedad lo que su antecesor ha ordenado. 
Indivisible, dado que concentra todas las atribuciones de la administración, 
que se confunden con su persona y patrimonio621. Si bien la naturaleza con-
flictiva de la sociedad persiste, en ese marco el fraccionamiento del Estado 
disminuye de manera creciente y las fisuras en el poder son escasas622. El 
principal aditamento que contribuye acá a la fragmentación proviene de la 
multiplicidad de ordenamientos jurídicos que rigen en la época, lo cual in-
troduce a distintos agentes en la aplicación de la ley, que obedecen a grupos 
de interés político y religioso diverso, ante lo cual los soberanos procurarán 
la formación de un cuadro profesional de funcionarios y abogados dentro 
de sus orientaciones, además de la unificación del derecho lo que avanzó 

620	 Angers, 1529/30-Laon, junio de 1596. Conocido también como Juan Bodino. Filósofo, econo-
mista y abogado francés, estudió en Toulouse y se convirtió en uno de los grandes teóricos de 
la monarquía. Abogado en el Parlamento de París, fue funcionario de la corona con distintos 
cargos. Publicó Método para facilitar el conocimiento de la historia (1566) Respuesta a las 
paradojas de M. Malestroit (1568); Seis libros de la República (1576).

621	 Jean Bodin. Los seis libros de la República, México D. F., Fondo de Cultura Económica, 1986, 
pp. 47 a 66.

622	 Con todo, el fraccionamiento y la incoherencia disminuidas no estaban del todo ausentes, así 
por ejemplo: “no hay que olvidar que los tribunales encontraban no pocos medios para sos-
layar los rigores de la penalidad regular, bien fuera negándose a perseguir infracciones que 
se castigaban con penas muy graves, o ya modificando la calificación del delito”, Foucault. 
Vigilar y castigar, cit., p. 39. Por su parte, dentro del proceso de introducción del capitalismo, 
los tribunales ingleses se las ingeniaban para introducir reglas que favorecían el comercio, 
en detrimento de las pretensiones del rey, Michael E. Tigar y Madelaine R. Levy. El derecho 
y el ascenso del capitalismo, México D. F., Siglo xxi, 1978, p. 144.
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con lentitud. Es notario el descenso en la ambivalencia, a tono con el tipo de 
Estado.

La coherencia en el ejercicio del control penal pasa a ser la nota predomi-
nante. El príncipe acumula no sólo los poderes de gobernar, sino también los 
de legislar e impartir justicia. Dar leyes a sus súbditos es la principal expre-
sión de la soberanía real. La administración de justicia no puede ser conce-
bida como atribución separada, pues además de contrariar el elemento de la 
indivisibilidad de la soberanía, al decir de los teóricos del absolutismo, con-
llevaría una situación de caos e inestabilidad la cual tendría que dilucidarse 
por las armas623. Por tanto, la estructura de organización del Estado no pre-
vé la separación de ningún poder o función. El monarca puede transformar 
su política en leyes, que son mandatos personales, tomar después las medi-
das de gobierno necesarias para ejecutar los preceptos y luego sancionar de 
acuerdo con su criterio a los transgresores, todo ello dentro de una línea de 
concepción y aplicación del poder de control social formal provista de una 
cohesión elevada. La administración del Estado, subordinada al príncipe, es 
más pequeña y sus relaciones con la sociedad guardan una complejidad in-
ferior a la del Estado moderno. Las actividades de los funcionarios apenas 
están sometidas a un control: el del soberano, mientras él debe responder 
por sus actos únicamente ante Dios, de quien ha recibido su poder. No existe 
una clase burocrática que, como tal, en estricto sentido, no surge hasta la 
formación del Estado moderno. El poder no será racional, sino tradicional, 
y la racionalidad no es un criterio de gestión, pues predomina el buen juicio 
del monarca como factor orientador de la tarea de administración, ya que el 
poder sería personal. 

El carácter ambivalente del control y la ley penal encuentra en el Estado 
absolutista espacios muy angostos. El sistema jurídico penal no desempeña 
tareas garantistas, salvo de modo muy incipiente cuando logra limitar el po-
der del rey. Por regla general, el príncipe posee un poder soberano desligado 
de las leyes624. Las leyes del monarca obligan a los súbditos, pero no al prín-
cipe, quien puede derogarlas o prescindir de ellas conforme a su arbitrio, 
como efecto de la naturaleza soberana de su poder. Las características expli-
cadas pueden ser percibidas con facilidad en distintos ejemplos. Los delitos 
de lesa majestad, aquellos que atentan contra el poder soberano del prínci-
pe, directo y personal, son las infracciones más graves y acarrean sanciones 
de enorme drasticidad625. Empero, todo delito, en tanto infracción contra la 

623	 Bodin. Los seis libros de la República, cit., p. 92.
624	 Ibíd., pp. 52 y 53.
625	 Se considera que “el regicida, a su vez, no es ni más ni menos que el criminal total y absoluto, ya 

que en lugar de atacar, como cualquier delincuente, una decisión o una voluntad particular del 
poder soberano, ataca su principio en la persona física del príncipe. El castigo ideal del regicida 
sería, pues, la suma de todos los suplicios posibles”, Foucault. Vigilar y castigar, cit., p. 59.
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voluntad y la ley del monarca, es un crimen contra el poder supremo, una 
afrenta al príncipe626. Conforme a otro ejemplo, puede percatarse que apa-
ratos de la justicia penal, como la Inquisición española627, se convierten en 
instrumentos del poder real para intervenir en las provincias asegurando la 
primacía de los intereses del monarca sobre los fueros, es decir, como arma 
de la unificación española bajo el Gobierno centralista del absolutismo628.

En los Estados totalitarios de distinto signo, símiles modernos del Estado 
absolutista, la unidad y la cohesión estatal es la propiedad característica. Por 
ende, el control social penal se presenta, de modo predominante, como un 
todo congruente y sin ambivalencias. Aun cuando acostumbra sostenerse 
formalmente el principio de separación de los poderes Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial, las posibilidades de disenso son estrechas con la concentración 
en el Ejecutivo de las competencias legislativas, en forma directa o por con-
ducto de una autonomía artificial del Parlamento, junto a la subordinación 
real del poder Judicial mediante una conjugación de intervenciones políti-
cas directas, a veces brutales, o la consagración de esquemas jurídicos que 
aseguran la servidumbre de la judicatura. Las demandas de racionalidad bu-
rocrática, si bien subsisten de modo parcial, encuentran que puede obrarse 
al margen de los estatutos legales y que la eficiencia de la administración no 
es meta principal, como tampoco hay espacios o necesidad de procurar la 
legitimación democrática del poder. De modo opuesto, el poder tiene como 
fin primordial la dominación, a la vez que la fuerza será el sostén de éste y 
no el apoyo popular refrendado en elecciones. La clase burocrática no es 
un elemento extraño al Estado totalitario, puede incluso constituir el grupo 
más importante de interés en los Estados estalinistas, pero sería seleccio-
nada con rigurosidad y sometida a continua y cercana vigilancia. En los Es-
tados religiosos fundamentalistas concurre una fusión entre derecho penal 
y moral, que niega libertades personales, pero estimula la congruencia del 
control social en general.

En términos generales, resulta evidente que las formas de Estado abso-
lutista y totalitario comprenden modelos de control social rígidos y autori-

626	 “El delito, además de su víctima inmediata, ataca al soberano; lo ataca personalmente ya que 
la ley vale por la voluntad del soberano; lo ataca físicamente ya que la fuerza de la ley es la 
fuerza del príncipe [...] El suplicio desempeña, pues, una función jurídico-política. Se trata 
de un ceremonial que tiene por objeto reconstituir la soberanía por un instante ultrajada: 
la restaura manifestándola en todo su esplendor [...] hacer sensible a todos, sobre el cuerpo 
del criminal, la presencia desenfrenada del soberano. El suplicio no restablecía la justicia, 
reactivaba el poder”, Bodin. Los seis libros de la República, cit., pp. 53 y 54.

627	 También conocida como Tribunales del Santo Oficio, fue una institución fundada en 1478 por 
los Reyes Católicos para mantener a toda costa la ortodoxia católica en sus reinos. Se abolió 
definitivamente en 1834, por orden de la reina Isabel ii, a pesar de haber sido abolida por 
mayoría absoluta en las Cortes de Cádiz en 1812.

628	 Bartolomé Bennassar. Inquisición española: poder político y control social, Barcelona, Críti-
ca, 1981, pp. 321 a 329.
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tarios, en los cuales la dominación total es el objetivo primordial. Se recor-
tan al máximo los espacios privados, la franja de asuntos sujetos al arbitrio 
personal, para ampliar en su detrimento la esfera de lo público, sujeto a la 
intervención vigilante del Estado. La moral ciudadana sería convertida en 
objeto de escrutinio de acuerdo con la tabla rasa de la moralidad oficial. En-
tonces, la sociedad es limitada y estrangulada en pro del mantenimiento del 
orden y en contra del cambio social. Las consecuencias son el crecimiento 
del volumen y las competencias de los aparatos de control penal, en especial 
del policivo; y el aumento de la normatividad penal, con una criminalización 
severa y extendida, al lado de menos garantías.

El régimen político adoptado tiene también una influencia relevante en 
las formas que adopta el control penal. Dentro de un mismo tipo de Estado 
son múltiples las variables que asume el control, de acuerdo con el tipo de 
régimen desarrollado. En el caso de gobiernos con un sistema presidencia-
lista dotado con fuertes atribuciones, como en Colombia, sería fácil incu-
rrir en abusos y excesos, bajo un estilo autoritario y personalizado para el 
ejercicio del poder. También, el camino del autoritarismo es recorrido con 
frecuencia por las democracias liberales bajo la doctrina de la crisis. Allí 
donde una situación sea declarada excepcional con el argumento de grave 
amenaza a la supervivencia de la democracia, el Estado se siente autorizado 
para socavarla. Destruir la democracia para salvarla resume un razonamien-
to paradójico. Aquí vuelve a colocarse en primer plano el sistema de control 
penal, con toda su capacidad de coerción, en el papel de salvador, afirmán-
dose como fórmula contra la crisis. En esta dirección el Estado democrático 
liberal puede parecer apenas una entelequia puramente formal. 

La doctrina de la emergencia del Estado se anuncia, por lo general, como 
un antídoto contra la fragmentación estatal y la ambivalencia del control 
penal. Sectores del Estado y franjas del cuerpo de reglas legales son mante-
nidos al margen de la intervención definida en la crisis, así por ejemplo, el 
sistema electoral que funda la democracia representativa es intocable, cómo 
si este reuniera todo el parabién de la democracia y lo demás fuera pres-
cindible. Entonces las porciones del poder estatal no afectadas siguen frag-
mentadas, con rasgos de incoherencia y ambivalencia. Sobre los segmentos 
envueltos en la emergencia, las acciones apuntan a la articulación de facul-
tades en busca de la recuperación de espacios para el poder estatal median-
te la subordinación o la disciplina y, si esto no es posible, con la estrategia de 
edificar aparatos e instituciones paralelos a los que no han sido sometidos, 
con el fin de ejercer el control penal629. También, en otros casos, mediante 
la utilización de prácticas ilegales que infringen los derechos humanos. De 

629	 Silva García. “Justicia, jueces y poder político en Colombia”, cit., pp. 59 y ss.
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igual manera, sólo ciertas zonas de la legislación penal constituyen el blan-
co de la doctrina de la crisis, intentando inclinarlas hacia la prevención y la 
represión, con lo cual la ambivalencia tiende a desaparecer en las materias 
afectadas.

De modo contrario, en el Estado constitucional, democrático y social de 
derecho, el imperativo es imponer limitaciones a la potencialidad punitiva 
estatal, restringida a la protección del núcleo esencial de necesidades del 
conjunto social, indispensables para asegurar el orden que garantice la con-
vivencia630. El orden debe ser un medio para la realización de los proyectos 
de vida y de los derechos de los integrantes de la sociedad. El papel esencial 
del Estado y del control social será la salvaguarda de los derechos funda-
mentales. Lo último no sólo significa la protección de los derechos de los 
justiciables ante el control penal, sino también la defensa de los intereses de 
quienes pueden verse afectados por acciones sociales divergentes con reso-
nancia penal, lo que implica el uso de la fuerza del Estado para reprimir y 
sancionar por la vía penal las manifestaciones de divergencia inadmisibles.

Hasta el momento, para efectuar una primera lectura de las implicacio-
nes de la forma Estado sobre el control penal, se ha hecho referencia a la 
fragmentación estatal, subrayando la incoherencia y la ambivalencia deri-
vadas de ella. Ahora conviene seguir el examen con hincapié en la noción ya 
mencionada de soberanía, con el objeto de ampliar la revisión de las reper-
cusiones principales que se desprenden para la configuración y la práctica 
del control penal de la forma Estado adoptada. El concepto de soberanía fue 
construido durante el imperio y bajo las razones propias del Estado absolu-
tista y, después, sería retomado y revestido de distintos contenidos depen-
diendo de las nuevas formas de Estado desarrolladas, pero la “transición 
de la soberanía del soberano al Estado jamás cuestionó la naturaleza del 
poder”631. La modificación fundamental hace referencia a la titularidad del 
poder soberano, en forma sucesiva radicada en el Estado, la nación y, por 
último, en el pueblo.

La noción de soberanía indica cuáles son las características del poder 
político estatal. De allí que los conceptos de soberanía y de poder político 
del Estado sean equivalentes. Ahora bien, las cualidades reputadas de la so-
beranía en el Estado absolutista –supremacía, perpetuidad e indivisibilidad 
del poder– serían, con ligeros ajustes, propiedades asignadas al Estado li-
beral moderno. Por tanto, tales atributos constituyen un factor clave para 
incursionar en el análisis de las modalidades de operación del control social 

630	 Bergalli. “Las funciones del sistema penal en el estado constitucional de derecho, social y 
democrático…”, cit., p. 44.

631	 Juan Ramón Capella. Los ciudadanos ciervos, Madrid, Trotta, 1993, p. 21.
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penal, ya que éste pertenece y expresa ese poder soberano. En torno a la 
indivisibilidad del poder político estatal, se han planteado profusas anota-
ciones a propósito de la discusión sobre la fragmentación estatal y al intro-
ducir referencias a las distintas formas históricas del Estado. Corresponde 
en los párrafos siguientes volver a examinar la cuestión de la indivisibilidad, 
al igual que las restantes propiedades que fueron señaladas, pero de cara a 
un tema fundamental: las relaciones entre el Estado y la sociedad, dentro 
del campo del ejercicio del control penal. De la idea de soberanía, de modo 
específico del concepto de supremacía, se infiere el monopolio estatal sobre 
la violencia, además de la disposición de capacidad de coercibilidad, a fin de 
preservar y desarrollar el orden social. Dicho monopolio estatal no es otra 
cosa que la prerrogativa para emplear el sistema penal como la manifesta-
ción de mayor violencia institucional y potencialidad coercitiva. Empero, el 
punto presenta varios aspectos problemáticos referidos a distintos temas. 
En primer término, ¿hasta dónde puede ejercer esa violencia institucional y 
capacidad de coerción? O, dicho de otro modo, ¿cuáles son los límites al con-
trol penal?; el poder de control del Estado opera en condiciones de igualdad 
o es por el contrario selectivo, en cuyo caso la idea de supremacía legitimada 
en el interés general pierde sostén.

La argumentación original que fundamentó la noción sobre el poder so-
berano del Estado, en plena transición del Estado absolutista al liberal, no 
contemplaba la posibilidad de que pudiera convertirse en instrumento de 
dominación de unos sectores sociales sobre otros, como tampoco la posibi-
lidad de su fragmentación. Para Thomas Hobbes632, quien desarrolla toda su 
teoría sobre el Estado a partir del convencimiento según el cual el individuo 
vive enfrentado a sus semejantes para alcanzar sus metas y que en esa lucha 
“tratan de aniquilarse o sojuzgarse uno a otro”, el Estado se justifica como 
el poder supremo que evitará la lucha fratricida e impondrá el orden sobre 
los intereses particulares. No desconoce, pues, la naturaleza conflictiva de la 
sociedad, justificando en ella la necesidad imperiosa del “Leviatán”, es decir, 
el Estado soberano, poder omnímodo terrenal: 

632	 Westport, Wiltshire, 5 de abril de 1588-Derbyshire, 4 de diciembre de 1679, filósofo y cien-
tista político inglés. Teórico del absolutismo, no obstante su obra sirvió para la justificación 
del Estado liberal. Estudió en la Universidad de Oxford, viajó por el mundo como tutor de 
miembros de la nobleza y, así, tuvo oportunidad de conocer a eminentes pensadores euro-
peos de la época. La guerra civil inglesa, de aproximadamente 1640 a 1660, dejó una huella 
en su trabajo teórico. Publicó De cive (1642); Elementos de derecho natural y político (1650); 
Leviatán (1651).
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es manifiesto que durante el tiempo en que los hombres viven sin un poder común 
que los atemorice a todos, se hallan en la condición o estado que se denomina gue-
rra; una guerra tal es la de todos contra todos633. 

Empero, al concebir al Estado como producto del pacto social y garante for-
zoso de su cumplimiento, erigido por el voto popular en la forma de “Estado 
institución”, cree encontrar en él un tipo de poder ajeno al conflicto, ubicado 
por encima de los intereses particulares, cabe precisar: neutral. Su error, si 
se puede llamar así, sería no prolongar su visión conflictualista de la socie-
dad al Estado, no reconocer que el Estado es un producto de la sociedad, 
que expresa sus características. Con todo, semejante concepción sobre el 
Estado será fuente de su legitimidad que, en muchos casos, obrará como 
una cortina de humo que ocultará a la vista las intervenciones políticas para 
beneficio principal de los detentadores del poder estatal.

Con Hobbes, todavía los poderes del Estado son inseparables, incluida 
la tarea de impartir justicia, no sólo en razón de la necesidad de evitar el 
desorden civil el cual, al igual que Jean Bodin, imputa a la división de pode-
res, sino sobre todo para sostener la conveniencia de una coherencia plena 
del poder estatal al ejecutar sus políticas634. Para Jean-Jacques Rousseau, 
teórico por antonomasia del Estado liberal, la soberanía también es indivisi-
ble. Aun cuando repara que ella reúne tareas o derechos diversos los cuales 
requieren de una administración separada, no puede concebirla como un 
poder dividido y critica a quienes, a su parecer, creen ver partes de la so-
beranía en lo que sólo son emanaciones de ésta635. Las repercusiones de la 
tesis sobre la no divisibilidad de poderes del Estado pueden advertirse de 
manera más diáfana en Rousseau. Estas implican una negación vertical del 
carácter conflictivo de la sociedad, al menos luego de levantado el pacto so-
cial, lo que constituye una condición necesaria para introducir la noción de 
Estado neutral, incluida su justicia penal. Si el Estado en virtud del contrato 
social representa la voluntad general, aparece guiado por el objetivo del in-
terés común, además de lo cual gobernaría por medio de leyes abstractas, 
generales e iguales para todos los ciudadanos, con lo que no puede presen-
tarse de modo fraccionado en términos de sus políticas636. Para Rousseau la 
división de poderes, al igual que la conformación de partidos políticos que 

633	 Aunque su visión sobre el conflicto social es demasiado pesimista, individualista y carente de 
conexión con las estructuras sociales, Thomas Hobbes. Leviatan, 2.ª ed., México D. F., Fondo 
de Cultura Económica, 1987, pp. 101, 102 y 141.

634	 “Son estos derechos, ciertamente, incomunicables e inseparables [...] si el soberano transfie-
re la militia, será en vano que retenga la capacidad de juzgar, porque no podrá ejecutar sus 
leyes; o si se desprende del poder de acuñar moneda, la militia es inútil”, ibíd., pp. 148 y 149.

635	 Rousseau. El contrato social, cit., p. 45.
636	 Sobre las cualidades de la soberanía: inalienable, indivisible y absoluta, véase ibíd., pp. 43, 45 

y 48.
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juzga inconveniente, podrían llevar a la pérdida de neutralidad, dejando el 
Estado de representar la voluntad general, que sólo puede ser imaginada si 
la soberanía es un elemento absoluto. Por su parte, a los particulares les co-
rresponde la enajenación total de sus derechos sociales al Estado soberano, 
puesto que los derechos cedidos son los indispensables para desarrollar el 
interés general, dentro del cual se encuentra representado el interés singu-
lar; en lo que atañe al Estado obrara una asunción absoluta e indivisible de 
los derechos sociales de los ciudadanos, pues al gobernar apodera por igual 
el interés común.

Ya en Montesquieu la concepción sobre la organización del Estado y su 
poder político es objeto de un viraje radical: hay 

en todo Estado, tres clases de poder [...] Por la primera de ellas, el príncipe o el ma-
gistrado crea leyes para un cierto tiempo o para siempre, y corrige o abroga aquellas 
que ya están hechas. Por la segunda, hace la paz o la guerra, envía embajadas o las re-
cibe, establece la seguridad y toma medidas para prevenir invasiones. Por la tercera, 
castiga a los criminales o juzga las diferencias entre los particulares. A esta última se 
le denomina la potestad de juzgar [...] Todo estaría perdido si el mismo hombre, o el 
mismo cuerpo de principales, o de nobles, o de pueblo, ejerciesen estos tres poderes: 
el de hacer leyes, el de ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar los crímenes 
o las diferencias de los particulares637. 

Para Montesquieu la separación de poderes del Estado tiene por objeto di-
recto preservar la libertad política de los ciudadanos. Es entonces una con-
dición esencial para generar una relación democrática entre el Estado y la 
sociedad, donde el primero respete los derechos de los ciudadanos. Garantía 
que se reproduce tanto a nivel de la creación de los instrumentos de control, 
en el ambiente legislativo, como en el plano de su aplicación en el entablado 
judicial. En forma análoga, al observar que el ejercicio simultáneo de los 
poderes estatales por cualquiera de los sujetos que distingue conduce a la ti-
ranía, Montesquieu advierte, al tiempo, la existencia de grupos sociales con 
intereses variados, y la posibilidad de usar tales poderes en pro o en contra 
de unos u otros. Deducción sobre la naturaleza conflictiva de la sociedad 
que no es posible atemperar con la simple creación del Estado democrático 
liberal, lo que demanda delinear un tipo de organización política donde sec-
ciones del Estado controlen a otras agencias.

Con relación al tema de la soberanía, como expresión de las característi-
cas del poder político y de la fórmula de legitimación de éste, su transición 
histórica en conexión con el control social permite notar la concurrencia de 
otros problemas y efectos. Si en el Estado absolutista el sistema de justicia 

637	 Montesquieu. De l’esprit des lois, cit., pp. 142 y 143.
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sería una manifestación del poder personal y superior del príncipe donde, 
por ejemplo, la policía, sobre todo en sus comienzos, es en realidad una 
guardia o escolta personal del monarca, o la 

forma secreta y escrita del procedimiento responde al principio de que en materia 
penal el establecimiento de la verdad era para el soberano y sus jueces un derecho 
absoluto y un poder exclusivo638. 

Que no incumbe a la población; en el Estado democrático liberal originario, 
tal prerrogativa será, también, una tarea a desarrollar con exclusión de los 
justiciables, al ser asumida por el Estado como poder omnímodo. Por ello 
para Thomas Hobbes la justicia sólo puede existir gracias a la constitución 
del Estado, no propiamente como representante de los ciudadanos, sino 
como poder supremo situado por encima de estos: en 

esta guerra de todos contra todos, se da una consecuencia: que nada puede ser in-
justo. Las nociones de derecho e ilegalidad, justicia e injusticia están fuera de lugar. 
Donde no hay poder común, la ley no existe: donde no hay ley, no hay justicia639. 

La autoridad habrá de determinar lo justo, sin que quepa la posibilidad del 
abuso de poder. En consecuencia la condición esencial del ejercicio del con-
trol social en el Estado democrático liberal primigenio será, ante todo, la 
reafirmación del principio de autoridad, más que impartir justicia, resolver 
conflictos o satisfacer las necesidades de la sociedad civil. 

No lejos está localizada la versión de Rousseau para quien la libertad 
personal de los individuos es inviolable, pero siempre que no interfiera con 
los intereses comunes, cuya titularidad le corresponde al Estado y frente 
a la cual nada se puede oponer, dado el carácter absoluto de la soberanía 
estatal640. El ciudadano ha enajenado o cedido al Estado, en razón del pac-
to social, todos aquellos derechos que incumben al bienestar general, con 
exactitud, para que el Estado pueda asegurarlo a todos. En tales condicio-
nes, los espacios para la sociedad en su relación con el Estado son mínimos o 
inexistentes. El ciudadano no tiene derechos sociales frente al Estado, pues 
éste encarna sus derechos sociales.

En el Estado democrático liberal postulado, el delito es visto como un 
atentado contra el poder elevado y distante del Estado, así mismo, contra 
el pacto social del cual será creación. También las infracciones que lesio-
nan intereses privados son, por excelencia, ataques al poder del Estado, que 

638	 Foucault. Vigilar y castigar, cit., p. 41.
639	 Hobbes. Leviatan, cit., p. 104.
640	 Rousseau. El contrato social, cit., pp. 37, 48 y 49.
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toma en sus manos la tarea de restablecer el imperio de ese poder. Por ello 
el Estado monopoliza la acción penal, mientras que la reparación de los da-
ños ocasionados con el delito es asunto secundario y la víctima viene a ser 
relegada. Como poder omnímodo y superior, Leviatán no debe compartir 
espacios con la población. Pensamiento de la filosofía de la Ilustración que 
se retrata en los enunciados del derecho penal clásico, el cual recoge la pre-
tensión autoritaria del mantenimiento del orden, así Paul Johann Anselm 
Ritter von Feuerbach641 afirma: toda “forma de lesión jurídica contradice 
el objetivo del Estado, o sea, que en el Estado no tenga lugar ninguna lesión 
jurídica”, con lo que uno de los tres objetivos de la pena consiste en: “la segu-
ridad del Estado frente a los criminales penados”642. En efecto, aun cuando 
von Feuerbach fija otros objetivos al derecho penal, la finalidad central que 
defiende a lo largo de su obra es la protección del Estado643. Todo atentado 
delictivo no lo será a un interés particular o a la sociedad, sino a la autoridad 
del Estado. Planteamiento también reiterado por Francesco Carrara644: 
el “fin primario de la pena es el restablecimiento del orden externo de la 
sociedad”645.

Con posterioridad a la consolidación del Estado liberal, las luchas políti-
cas de la población motivadas en las desigualdades sociales, condujeron a 
una gradual reivindicación de los derechos colectivos y a la introducción del 
Estado de bienestar, cuya forma política se ha expresado en el Estado social 
de derecho. A nivel del ejercicio del control social, el Estado social de dere-
cho intenta una paulatina reducción entre el Estado y la sociedad, fuente de 
su poder, al aumentar los canales de participación ciudadana en la estructu-
ra de administración de justicia y, en general, en el control penal (jueces de 

641	 Hainichen, Alemania, 14 de noviembre de 1775-Frankfurt a. M., 29 de mayo de 1833, estudia 
en la Universidad de Jena, donde se doctoró en filosofía. Inicialmente se había dedicado a esa 
disciplina, la que abandona por motivos económicos, empeñándose entonces en el campo 
del derecho. Funcionario del Estado (fue ministro de Justicia de Baviera, entre otros cargos), 
teórico del derecho, abogado litigante y juez, fue autor del Código Penal Bávaro de 1813. Pu-
blicó, entre sus trabajos principales: Sobre la única demostración posible acerca de la existen-
cia y validez de los derechos naturales (1795); Crítica del derecho natural como propedéutica 
para una ciencia del derecho natural (1796); Anti-Hobbes (1797); Revisión de los principios y 
conceptos fundamentales del derecho penal positivo (1799); Tratado del derecho penal común 
vigente en Alemania (1801). Feuerbach es el primer teórico de la finalidad intimidatoria de 
la pena.

642	 Paul Johann Feuerbach. Tratado de derecho penal, Buenos Aires, Hammurabi, 1989, pp. 58 
y 125.

643	 “La conservación de los derechos es el objetivo general de las leyes penales”, ibíd., p. 65.
644	 Lucca, Italia, 18 de septiembre de 1805-15 de enero de 1888, su padre era ingeniero, estudió 

en Pisa, donde fue alumno de Giovanni Carmignani y luego profesor, se desempeñó además 
como senador del reino de Toscana, autor de Programa del curso de derecho criminal (1859); 
Lineamenti di practica legislativa penale esposti mediante svariate esemplificazioni (1874) Re-
minicenze di catedra e foro (1833); Opúsculo de derecho criminal (1889).

645	 Francesco Carrara. Programa del curso de derecho criminal, vol. 1, Parte General, Buenos 
Aires, Depalma, 1944, p. 438.
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paz, jurados, protección de la víctima, participación de la mujer en la justicia, 
extensión de la querella o acusación privada, acusación popular, concilia-
ción, transacción, indemnización integral, publicidad de los juicios, policía 
cívicas, etc.). Se han acrecentado los espacios jurídicos de la sociedad, valga 
decir, los ámbitos dentro de los cuales los justiciables pueden desenvolverse 
con libertad dentro de marcos de licitud (principios de mínima intervención 
penal, descriminalización, etc.), al lado de incrementos en el reconocimiento 
de la diversidad. La participación de los justiciables en el sistema de justicia 
penal no ha sido la única línea de expresión del modelo de Estado social de 
derecho. Existen canales diversos, varios de ellos en debate. 

La actividad de intervención del Estado social de derecho se concentró 
en la esfera socioeconómica, dentro de un esfuerzo que tenía entre sus va-
rios objetivos la reducción de la criminalidad por medio del mejoramiento 
de las condiciones de vida de la población, lo que tuvo el efecto de generar 
mayor igualdad y prosperidad en varios países, pero consecuencias bastan-
te relativas en la merma del delito. De otra parte, el papel asistencialista del 
Estado alentó –sobre todo en los años 1970– intervenciones tempranas con 
fines preventivos sobre grupos considerados de riesgo, con la activa parti-
cipación de profesionales de las ciencias sociales y humanas, lo que muchas 
veces afectó derechos y libertades, además de ocasionar daños psicológicos 
y sociales a los sujetos tratados, pero sin lograr resultados en la disminución 
global de los índices de criminalidad. Todavía hoy existen programas pre-
ventivos de la criminalidad denominados “intervenciones primarias”, que 
son aplicados en la familia y en los colegios, los cuales comprenden el cui-
dado de menores, la provisión de atención durante el día, apoyo psicosocial 
y asistencia médica, con un equipo interdisciplinario, que se han traducido 
en mayor asistencia a clase y un reporte, en sus propios términos, de un 
número menor de casos “predelictuales”; pero los casos registrados en las 
evaluaciones de estos programas son muy pocos, hay también evidencias de 
la manipulación de las muestras, y tampoco es conocida cuál será la efecti-
vidad del plan a largo plazo646. Estos programas son invasivos en un grado 
considerable.

El Estado social de derecho es apenas una de las variantes del Estado 
intervencionista. Dentro del intervencionismo hicieron carrera versiones 
autoritarias que restringieron las libertades individuales y los derechos so-
ciales, con una aguda instrumentalización de los mecanismos de control pe-
nal en contra de determinados grupos sociales. En especial, en las primeras 
décadas del siglo xx en Europa hubo un intervencionismo estatal muy acti-

646	 Curt R. Bartol y Anne M. Bartol. Delinquency and Justice, 2.ª ed., Upper Saddle River NJ, 
Prentice Hall, 1998, pp. 246 y 247.



290 Criminología. Teoría sociológica del delito

vo, con altas dosis de autoritarismo, que desencadenó en varios genocidios. 
Se insistió en la intervención social, económica y política para eliminar los 
que eran considerados factores criminógenos, en especial para prevenir la 
criminalidad, lo cual promovió la persecución de grupos sociales calificados 
de peligrosos. Por ende, en el escenario de las relaciones Estado-sociedad, 
el Estado liberal autoritario propugnó por la restricción de los derechos ciu-
dadanos y un derecho penal de autor.

En los tiempos contemporáneos, la condición suprema del poder político 
estatal resulta vulnerada a raíz de procesos internacionales. Los esquemas 
clásicos de internacionalización, dentro de relaciones bilaterales de domi-
nación y dependencia, han jugado de tiempo atrás un papel clave en materia 
de control penal. Un ejemplo corresponde al control de las drogas ilícitas. 
La globalización ha sustraído la autoridad real de decisión de los Estados 
nación, es decir, ha anulado los principios de la soberanía, para desplazarla 
a escenarios internacionales. El carácter supremo del poder estatal es tam-
bién afectado y transformado en sede del control penal como resultado de 
procesos orientados a la constitución de súper Estados. Es el caso de Euro-
pa, donde las tareas de discusión y determinación de las políticas de control 
han sido asumidas por organismos técnicos y políticos que dependen de 
los ejecutivos de los Estados de la Unión Europea, adoptados por medio de 
tratados y convenciones internacionales, con restricción de las tareas que 
corresponden a los parlamentos647. 

El neoliberalismo es una regresión al Estado liberal clásico, que en los 
tiempos actuales implica una mengua del intervencionismo estatal, apare-
jada a la disminución del tamaño del Estado y del volumen de sus gastos, en 
especial sociales, esperando que las tareas de asistencia social a los ciudada-
nos sean asumidas por la dinámica “natural” del mercado. Proceso impues-
to en varios países por conducto de medidas autoritarias y de represión. 
El resultado ha sido un crecimiento económico superior, con generación de 
mayor riqueza en beneficio de algunos sectores, pero con aumento elevado 
de los niveles de pobreza. La intervención estatal cede en todos los campos, 
pero es de un modo sustancial menor en el campo del control penal, donde 
incluso llega a incrementarse648.

647	 Lo “secuestrado por los poderes Ejecutivos no es entonces una parcela de la soberanía de los 
Estados miembros sino, directamente, el poder constituyente de los ciudadanos europeos, 
reducidos a la condición de espectadores del proceso de constitución del Super-Estado”, Ca-
pella. Los ciudadanos ciervos, cit., p. 12. En sentido similar Juan Bustos Ramírez. “Estado y 
control: la ideología del control y el control de la ideología”, en Bergalli y Bustos Ramírez 
(dirs.). El pensamiento criminológico, cit., p. 33.

648	 Por ejemplo, en el Reino Unido, durante la oleada neoliberal, las políticas penales inspiradas 
en la criminología conservadora afectaron las libertades civiles, con un crecimiento de los 
poderes otorgados a la policía, dentro de una línea que, ante todo, reflejó más policía, en 
todos los sentidos de la expresión, pero también un mayor incremento de la criminalidad, lo 
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En la mayoría de naciones latinoamericanas el Estado de bienestar no 
fue desarrollado más que en forma precaria. El desequilibrio social se ha 
sostenido con el recurso a la fuerza, en particular gracias a la coercibilidad 
penal. En algunos aspectos de la política jurídica del neoliberalismo existen 
coincidencias con políticas progresistas. La despenalización de ciertas con-
ductas delictivas, la instauración de mecanismos paralelos de tratamiento 
de los conflictos como la conciliación, constituyen ejemplos singulares. Sin 
embargo, la concordancia entre ambas políticas es de medios no de fines. 
Desde el punto de vista neoliberal las medidas citadas persiguen restringir 
las intervenciones estatales a las cuestiones consideradas relevantes, dismi-
nuir las inversiones de la administración, descongestionar los canales de la 
administración de justicia, todo ello en busca de eficacia a bajo costo. En la 
política progresista las medidas enunciadas intentan lograr una democrati-
zación superior por medio de la ampliación de los mecanismos de participa-
ción, una limitación a la actividad intervencionista del Estado, una recupera-
ción de la gestión del conflicto por sus protagonistas. Recortar las distancias 
entre el Estado y la sociedad, mediante el aumento de la democratización y 
la promoción de mayores condiciones de igualdad, en términos generales 
y en el campo del control penal, es un camino que tiene aún mucho por re-
correr y obstáculos a superar, entre ellos la instrumentalización del control 
penal en pro de intereses de las élites, el logro de equilibrios en las tareas 
contradictorias de vigilar y proteger las garantías, en el amparo de los gru-
pos más vulnerables de la población, en el estímulo al desarrollo pleno de 
los derechos y libertades.

Otro fenómeno contemporáneo es la irrupción del Estado regulatorio 
que, en parte, aparece asociado a la sociedad del riesgo649. La cuestión de 
la sociedad del riesgo será tratada en el capítulo final. El Estado regulativo, 
por su parte, ha implicado una transformación tanto del Estado como del 
derecho. En el contexto de un Estado con fuerte inclinación intervencionis-
ta, a fin de subsanar los desequilibrios sociales presentes y de enfrentar los 
“riesgos” contemporáneos, lo que incluye las formas de criminalidad más 
preocupantes, emerge un derecho regulativo o “dúctil”, donde el Estado va 
a utilizar el derecho como un medio regulativo para la consecución de los 
valores y de los intereses que ha hecho propios650. El derecho regulativo, 
sobre todo desarrollado en el ámbito del derecho administrativo, crea gran-

cual demostró el fracaso de la política, aun cuando con el agravante de elevar los costos esta-
tales. Al respecto, Michael Brake y Chris Hale. Public Order and Private Lives. The Politics of 
Law ad Order, London, Routledge, 1992, pp. 94 y ss.

649	 John Braithwaite. “The New Regulatory State and the Transformation of Criminology”, en 
Garland y Sparks (eds.). Criminology and Social Theory, cit., p. 54.

650	 Manuel Calvo García. Transformaciones del Estado y del derecho, Bogotá, Externado, 2005, 
p. 23.



292 Criminología. Teoría sociológica del delito

des franjas de elasticidad o ambigüedad en las normas, lo que permite una 
aplicación bastante discrecional, conforme a las necesidades variables de la 
intervención social, a la vez que promueve el principio de oportunidad, en 
ambos casos para responder de manera eficaz a los objetivos de las políticas 
públicas; al mismo tiempo, el derecho regulativo dispone de intensos conte-
nidos materiales (económicos, políticos, axiológicos, técnicos, etc.), que ha-
cen más compleja su aplicación, para la cual está más cómodo en escenarios 
desjudicializados y busca jugar un papel preventivo más activo651. Este de-
recho supera el marco tradicional, basado en el principio de legalidad, de un 
derecho preciso e inequívoco, rígido y formal, al igual que pretendidamente 
neutral, con sanciones positivas y negativas, altamente judicializado. El pro-
blema principal del derecho regulativo es la pérdida creciente de garantías, 
donde su alta politización puede animar un ejercicio arbitrario652.

En lo que concierne a la divergencia social, que sería el segundo aspecto a 
analizar en este apartado después de considerar las formas de organización 
del control penal, puede acotarse que también adapta sus propios esquemas 
organizativos. La divergencia social que deriva en criminalidad, tal como lo 
clarificó George B. Vold, es casi siempre un fenómeno organizado. Son gru-
pos sociales, organizados de muy distinta forma, los enredados en la reali-
zación de acciones que llegan a ser definidas como delictivas. De allí que, 
como fue anotado, no tuviera mucho sentido hablar de “crimen organizado”, 
como antinomia del no organizado o espontáneo, pues éste tiene muy poca 
incidencia. En consecuencia, el quid será establecer cuáles son las formas de 
organización utilizadas. En ese sentido puede señalarse que la divergencia 
social se organiza, de modo principal, a través de: 1. Redes sociales y econó-
micas; 2. Corporaciones; 3. Bandas; 4. Milicias; y 5. Grupos de apoyo. 

La divergencia de interés penal, al igual que otras formas ordinarias de 
interacción social que pueden resultar anodinas para el derecho penal, apa-
rece muchas veces organizada en redes sociales (social networks), puesto 
que aun cuando existen canales organizativos con una entidad más o menos 
formal (p. ej., la banda), ésta es un pequeño grupo autónomo, que cumple 
determinadas tareas especializadas, el cual, por intermedio de un represen-
tante establece contacto con el agente de otro grupo que, a la par, realiza 
otras competencias especializadas y éste, a su vez, entra en relación con una 
tercera agrupación, también independiente y especializada en un tipo espe-
cífico de labores. Así, un grupo puede procesar una droga declarada ilícita, 
otro comprarla y encargarse de su exportación, mientras un tercero se ocu-
pa de la distribución y un último de la venta al detal a los consumidores y, al 

651	 Ibíd., pp. 31 y 44.
652	 Ibíd., p. 53.
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margen de ellos, otra facción presta asesoría o intermedia para “blanquear” 
las utilidades proveyéndoles de una apariencia lícita. También un grupo está 
encargado de apropiarse de automotores, otro procede a desarmar los ve-
hículos y un tercero vende autopartes a los clientes. Las redes de trabajo 
son una forma común de organización empresarial de ciertas formas de di-
vergencia de interés penal, que se organizan como carreras ocupacionales 
o formas laborales permanentes (etiquetadas por las agencias de control 
como “crimen organizado” o “carreras criminales”), que probablemente no 
podrían subsistir bajo otra forma organizativa653. Pero esas redes, compues-
tas por individuos que son definidos como los criminales, no podrían exis-
tir sin la concurrencia de comerciantes, quienes supuestamente actúan de 
manera lícita, y son los encargados de vender los artículos que reciben o de 
suministrar los servicios, como tampoco podrían existir sin un mercado de 
consumidores, integrados por gentes comunes, que constituyen los ciuda-
danos.

Este modelo dificulta la operación del control penal, pues resulta apro-
piado para mantener la clandestinidad de las actividades y reduce los ries-
gos de neutralización de la totalidad de los miembros de cada grupo. Una 
investigación empírica que indagó sobre distintas formas de divergencia de 
interés penal estableció para Bogotá, precisamente, el predominio del mo-
delo de redes informales que conectan a proveedores de productos o servi-
cios y a clientes o usuarios, además de regular los mercados ilícitos654. Por 
su parte, los aparatos de control tienden a desconocer la existencia de redes 
sociales y a visualizar los grupos que enfrentan como una gran organiza-
ción, en la que priman las relaciones jerárquicas, en vez de las relaciones 
sociales horizontales que matizan a las redes de trabajo, bajo el mando de 
un gran capo que cuenta con empleados o asociados subordinados, lo cual 
distorsiona la realidad, pero resulta conveniente para alcanzar ciertas me-
tas políticas: engrandecer los éxitos obtenidos, inflar la amenaza enfrentada 
y obtener mayor poder o recursos, etc.

Otra expresión de la organización de la divergencia es lo que se conoce 
como el “crimen corporativo”. Este tipo de criminalidad, en realidad de di-
vergencia social etiquetada como tal, es reconocida como una variante de 

653	 “Cuando el número de miembros sobrepasa la cifra de diez o doce personas, los grupos con 
relaciones cara a cara tienden a romperse en subgrupos que requieren una organización más 
formal”, Calhoum, Light y Keller. Sociología, cit., p. 76. Parece que, por regla general, el 
crimen se desarrolla en redes, con la participación de muy distintos actores, con diferentes 
posiciones de poder, en las que hay algunos sujetos en condiciones de tomar decisiones, con 
mayor poder, que juegan un papel decisivo, William J. Chambliss. “The Crime Network”, en 
Timmer y  Eitzen (eds.). Crime in the Streets and Crime in the Suites: Perspectives on Crime 
and Criminal Justice, cit., p. 228.

654	 Ariel F. Ávila Martínez y Bernardo Pérez Salazar. Mercados de criminalidad en Bogotá, 
Bogotá, Taller de Edición Rocca y Corporación Nuevo Arco Iris, 2011, pp. 42 y ss.
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la llamada criminalidad de cuello blanco, pero no se trata de empresas o 
de bandas creadas ex profeso para la comisión de actos que con toda pro-
babilidad serán calificados de ilícitos, sino de corporaciones que tienen un 
registro legal y, posiblemente, por años han aparecido ajenas a toda infrac-
ción a las leyes penales. En realidad, existe una continuidad, que representa 
un espectro con fronteras casi imperceptibles, entre los negocios legales de 
una parte y las actividades del crimen organizado en el otro extremo655. El 
crimen corporativo es realizado por ejecutivos de empresas con un status 
social alto y gran respetabilidad, que usan su posición para obtener ventajas 
que implican la violación de la ley, lo cual se lleva a cabo para provecho de la 
organización, a fin de mantener los beneficios, controlar el mercado, redu-
cir costos o eliminar rivales, lo que sería alcanzado mediante la contamina-
ción del ambiente, fraudes y manipulaciones financieras, arreglo de precios, 
mantener condiciones de trabajo peligrosas, afectar la seguridad o calidad 
de los productos, etc., a veces soportados en culturas organizacionales que 
facilitan esas prácticas656. 

En términos organizacionales, el crimen corporativo es un problema se-
rio, pues sus estrategias desequilibran el mercado y rompen las reglas de 
competencia, por lo cual los grupos sociales que van a aleccionar en primer 
lugar la persecución y criminalización de tales formas de divergencia serán 
otras corporaciones afectadas. El crimen corporativo, ejecutado dentro de 
un contexto organizacional, supone posiciones jerarquizadas, diversas y con 
altos niveles de especialización, en donde los administradores laboran de 
modo autónomo, pero en contextos interactivos, socializados en las metas 
de la organización, lo que implica determinados imperativos morales de-
rivados de su ambiente de trabajo; allí los actos que se reputan criminales 
no son diferentes a otras decisiones y acciones de negocios donde la moti-
vación es lograr que las ganancias económicas estén por encima de las pér-
didas potenciales657. Hacer un seguimiento al crimen corporativo puede ser 
bastante difícil; este delito presupone el establecimiento de una relación de 

655	 Martin R. Haskell y Lewis Yablonsky. Criminology: Crime and Criminality, 3.ª ed., Boston, 
Hoghton Mifflin, 1983, pp. 354 y 355.

656	 Sally S. Simpson. Corporate Crime, Law, and Social Control, New York, Cambridge University, 
2002, pp. 6 y 7. La posición privilegiada de poder es un aspecto clave para el desarrollo de 
los crímenes corporativos, en ese sentido Marshall B. Clinard. “Illegal Corporate Behav-
ior”, en Timmer y  Eitzen (eds.). Crime in the Streets and Crimen in the Suites: Perspectives on 
Crime and Criminal Justice, cit., p. 241, quien acota que hay prácticas corporativas que son 
económica, política y éticamente bastante cuestionables, que no dependen de factores de 
competencia, sino de decisiones que son tomadas aprovechando la posición (fraudes en la 
publicidad, comestibles y drogas inseguras, sobornos a Gobiernos extranjeros, condiciones 
laborales riesgosas, contaminación ambiental, fijación de precios monopólicos, manipulacio-
nes financieras, expedición de bonos fraudulentas, fraudes fiscales, contribuciones políticas 
ilegales, acciones discriminatorias en el empleo, etc.).

657	 Simpson. Corporate Crime, Law, and Social Control, cit., pp. 8, 9, 26 a 28.
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confianza, lo que permite una victimización repetida; la investigación empí-
rica en Estados Unidos ha establecido que los ejecutivos de las corporacio-
nes creen que las prácticas contrarias a la ética y la legalidad son comunes y 
eran parte de los procedimientos estándar de muchas corporaciones658. Se 
encuentran criminales de cuello blanco que atentan contra la propiedad y 
aquellos que causan lesiones, enfermedad o muerte, distinción importante 
para formular políticas sociales y penales, y aunque las consecuencias son 
muy distintas, ambas formas tienen una misma génesis y dinámicas, lo que 
permite comprenderlos bajo parámetros muy similares659. El punto radica 
en que la criminalidad responde a una racionalidad económica competitiva 
propia del capitalismo660.

La banda o pandilla es una organización informal, que a veces no com-
porta de modo necesario la intención de organizar un grupo para la reali-
zación de actividades definidas delictivas, como ocurre en la “barra” y otros 
grupos similares. Este tipo de organización, como sucede con otras que han 
sido examinadas, sirve para el propósito de obrar conforme a las reglas le-
gales o al margen de ellas. Sin embargo, en muchos casos existe la intención 
de participar o involucrarse de modo permanente en actividades que la gran 
mayoría de las veces serían interpretadas como delictivas de llegar a cono-
cimiento de las autoridades. Existen niveles de organización variables los 
cuales dependen del tipo de banda; los grados de poder que acumula son 
disímiles, lo mismo que el tipo de entrenamiento para hacer parte de ella, su 
especialización, la aplicación de pruebas para el acceso, la sofisticación en la 
división interna del trabajo; también con frecuencia la banda asume rasgos 
culturales distintivos.

La organización en milicias se asocia sobre todo al delito político. Gue-
rrillas, ejércitos revolucionarios, grupos paramilitares y comandos son ex-
presiones de este tipo de organización de la divergencia social. El modelo 
organizacional adoptado es el propio de las estructuras militares, por ende, 
suelen tener elevados grados de jerarquización, una ideología con la que 
buscan legitimar sus actuaciones, exigencias considerables de obediencia 
y disciplina, división del trabajo, normas internas formales y medios para 
el ejercicio de la violencia. En el ámbito urbano están organizadas de modo 
compartimentado, en células compuestas por pocos miembros que desco-
nocen la identidad de los integrantes de otras células. El soporte logístico 

658	 Michael Dawson. Crime. A Serious American Problem, Wylie TX, Information Plus, 2001, p. 
110.

659	 James William Coleman. The Criminal Elite. Understanding White-Collar Crime, 5.ª ed., New 
York, Worth, 2001, p. 11.

660	 David M. Gordon. “Class and the Economics of Crime”, en Chambliss y Mankoff (eds.). 
Whose Law? What Order? A Conflict Approach to Criminology, cit., p. 200.
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es complejo e involucra muchas veces a simpatizantes sin una vinculación 
profesional a la organización. En ocasiones van acompañadas de un aparato 
político paralelo, como un partido o una agrupación legal, a cargo de tareas 
de proselitismo político, que funciona con independencia de la milicia para 
evitar compromisos de seguridad. De manera corriente buscan o requieren 
del apoyo de la población, voluntario o forzado, como condición indispen-
sable para subsistir y desarrollarse. Recurren en ocasiones al reclutamiento 
forzado de combatientes.

Para la última tipología, debe considerarse que la realización de acciones 
divergentes muchas veces aparece como ejecutada por pequeños núcleos o 
individuos aislados, pero detrás de ellos hay grupos de apoyo que cumplen 
roles que facilitan perpetrar las actividades que podrían llegar a ser crimi-
nalizadas o, sobre todo, concurren de modo subsecuente para brindar so-
portes de distinto tipo a los actores de tales comportamientos. Estos grupos 
de apoyo pueden acompañar también a los distintos tipos de organizaciones 
que fueron descritos antes.

Jay S. Albanese considera que hay tres tipos de actividades característi-
cas del crimen organizado: 1. La provisión de mercancías ilícitas y servicios 
ilegítimos, mediante la infiltración en negocios legales; 2. La participación 
de varias personas en la conspiración para cometer delitos; y 3. La incursión 
en el Gobierno o en empresas para realizar sus intereses mediante prácti-
cas corruptas o amenazas. Sin embargo, frente a la anterior tipología debe 
decirse de modo crítico que no toda forma de divergencia organizada tiene 
pretensiones económicas; mientras que la “conspiración”, que con frecuen-
cia es llamada “asociación” o “concierto” para delinquir, aun cuando sería 
usada para agravar la situación de los imputados, lo cierto es que constituye 
una condición consustancial al crimen organizado y, con ello, a prácticamen-
te toda forma de divergencia social; al final, tampoco se despliegan de mane-
ra necesaria actividades para cooptar o subordinar a los miembros de otras 
organizaciones661. Mientras que Pino Arlacchi encuentra que en los mer-
cados ilegales hay dos sectores principales que los identifican, en primer 

661	 Jay S. Albanese. “The Mafia Mystique: Organized Crime”, en Sheley. Criminology, cit., p. 266. 
Por tanto, es bastante relativa la contribución de Albanese que, además, parece dejar de 
lado muchos otros elementos. Con todo, señala ingredientes de relevancia para estudiar la 
organización de la divergencia social. También se ha indicado que el moderno crimen de 
cuello blanco, definido más genéricamente como crimen económico, se concreta en cuatro 
modalidades: 1. Crímenes personales, que incluyen acciones individuales; 2. Crímenes de 
confianza, cometidos en el curso de las ocupaciones ordinarias por trabajadores que operan 
en negocios del Gobierno o privados; 3. Crímenes empresariales, cometidos en el desarrollo 
de operaciones comerciales, pero que no representan el propósito central del negocio; y 4. 
Crímenes fraudulentos, cometidos como un negocio o actividad central del negocio, Leonard 
Territo, James B. Halsted y Max L. Bromley. Crime and Justice in America: A Human Per-
spective, Minneapolis, West, 1992, p. 5.
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lugar, un “sector competitivo”, que está ocupado por multitud de pequeñas 
y medianas empresas, junto a las firmas semi-independientes que suminis-
tran bienes y servicios a los consumidores finales. En segundo término, un 
sector oligopólico, ocupado por un número limitado de empresas, con di-
versos antecedentes y composición, cuya existencia suele desconocerse por 
la mayoría de los consumidores finales y, a menudo por las mismas firmas 
que operan en el sector competitivo, lo que a partir de un examen detallado 
de los mercados ilegales, permite identificar algunos rasgos relevantes: 1. 
Presencia frecuente del sector oligopólico; 2. Altos costos de transacción; y 
3. La ausencia de un aparato formal destinado a garantizar la fluidez de las 
transacciones662. 

Las cinco tipologías de organización que fueron expuestas deben ser con-
sideradas como tipos ideales o modelos puros, al estilo de la propuesta de 
Max Weber en la materia. Eso traduce que en ocasiones se mezclan o com-
parten características que son propias de más de un modelo. Igualmente, 
como tipos ideales, su papel principal es el de animar análisis comparativos, 
a modo de hipótesis. En esas estructuras el grado de división del trabajo, 
conforme a las pautas suministradas por la sociología de las organizaciones, 
depende de los niveles de racionalidad vinculados a la organización, al igual 
que de las condiciones del mercado y de las necesidades tecnológicas; pero 
bajo la modalidad de las redes sociales la figura fundamental en cada grupo 
será el “patrono”, el agente que posee los contactos por medio de los cuales 
la organización puede procurarse o dispensar los servicios necesarios con 
cierta cobertura663. Todas las formas de organización de la divergencia de 
interés penal pueden operar en los mercados ilegales, incluso la cuarta tipo-
logía referida a la milicia, pues éstas participan en múltiples negocios que de 
manera habitual son considerados ilegales. Por su parte, 

los mercados ilegales pueden ser definidos como lugares en los que los bienes y 
los servicios se intercambian, cuya producción, venta y consumo están prohibidos o 
estrictamente reglados por las regulaciones nacionales y/o por la legislación inter-
nacional664. 

Donde, salvo el decreto de ilegalidad, en términos sustanciales no existen 
diferencias económicas entre el mercado calificado como legal y el defini-
do como ilegal. Ha habido poco interés en analizar cómo se logra el éxito 

662	 Pino Arlacchi. “Some Observations on Illegal Markets”, en Vincenzo Ruggiero, Nigel South 
e Ian Taylor (eds.). The New European Criminology: Crime and Social Order, in Europe, New 
York, Routledge, 1998, pp. 204 y 205.

663	 Mary McIntosh. La organización del crimen, 2.ª ed., México D. F., Siglo xxi, 1981, pp. 15 a 17, 
76 y 77. 

664	 Arlacchi. “Some Observations on Illegal Markets”, cit., p. 203.
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en actividades como el crimen, a diferencia de lo que ocurre con otros ne-
gocios, pues la noción de prosperidad ilegal desafía la idea de que el éxito 
requiere de la participación en actividades legales; empero, el punto es que 
los factores con incidencia en la actividad legal, también operan en el éxito 
de empresas ilegales, como la especialización, la disposición a colaborar y 
el deseo de enriquecimiento y la competencia que se intensifica y le da di-
rección a los factores anteriores, a lo cual ha de sumarse la disposición para 
tomar riesgos665.

665	 Bill McCarthy y John Hagan. “When Crime Pays: Capital, Competence, and criminal Suc-
cess”, en Weis. The Sociology of Deviance, cit., p. 458.
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Capítulo sexto
Los procesos de la divergencia y del control penal

Todo delito que no se convierte en escándalo no existe para la sociedad
	 Heinrich Heine 

En este capítulo final el propósito principal es estudiar los supuestos teóri-
cos y las expresiones de los procesos de la divergencia y de la operación del 
control penal. Se concluirá con un acápite que permite diseccionar y compa-
rar las distintas teorías criminológicas, incluida la expuesta en este libro, lo 
que sintetiza las tesis principales del texto.

I. Estigma e identidad social

Dentro del proceso de criminalización, la imposición de un estigma juega 
un papel muy importante como fuente para la selección de las conductas y 
personas criminalizables. La actividad de estigmatización parte del recono-
cimiento o la identificación de un elemento de diferencia en otros sujetos, 
transformándolo en una marca negativa, desde la cual no sólo se distingui-
rán las limitaciones o características propias de la diferencia, sino que ade-
más se le endosarán otra serie adicional de atributos de desprestigio. La di-
ferencia puede ser de distintos órdenes, aunque no todos ellos sirvan como 
fundamento de la criminalización: una limitación física, la carencia de una 
habilidad, el color de la piel, la religión practicada, los antecedentes pena-
les, la condición social, un hábito, la nacionalidad, una enfermedad, etc. Ya 
el contexto socioeconómico y político, ubicado históricamente, distinguirá 
entre aquellas diferencias, convertidas en estigmas, que sirven al proceso de 
criminalización, aun cuando todos los estigmas están provistos de una carga 
social negativa. Howard S. Becker subraya este último punto: 

la posesión de un rasgo desviado puede tener un valor simbólico generalizado, de 
modo que la gente supone automáticamente que su poseedor tiene también los 
otros rasgos indeseables supuestamente asociados al mismo. 
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Para luego, apoyándose en Everett Cherrington Hughes666, señalar 
que pueden existir rasgos principales y auxiliares en un sujeto, donde el 
principal habrá de ser determinante en la construcción de la imagen social 
de su portador667. El estigma, casi siempre, actuará como un rasgo principal, 
totalizador, absorbiendo o eclipsando las demás cualidades del sujeto668. 

Con el fin de examinar el modo de operación del estigma se seguirán las 
líneas de análisis teórico propuestas por Erving Goffman669, desechando 
algunas otras visiones no complementarias670. Para este autor, la sociedad 
tiende a ubicar a los individuos en categorías, de acuerdo con parámetros 
preestablecidos. De conformidad con cada categoría se asigna al sujeto una 
identidad social de la que se deducen ciertos atributos, los que no son estig-
matizadores de manera necesaria. Tal identidad social permite a las perso-
nas construir un perfil general de los extraños adjudicándoles determinadas 
propiedades, sin necesidad de tratarlos con profundidad671. La identidad 
emana de elementos conforme a los cuales los demás se forman una opinión 
sobre un sujeto. Tales elementos son su nombre, nacionalidad, extracción 
social, factores étnicos, educación, ocupación laboral, aspecto físico, reli-
gión, etc. Estos elementos son, junto a la definición de la situación específica 
y las expectativas de rol, útiles para alcanzar las compresiones necesarias 
para el desarrollo de la interacción. Los elementos citados dan lugar a la 

666	 Beaver, Ohio, 30 de noviembre de 1897-Cambridge, Massachusetts, 4 de enero de 1983, so-
ciólogo, estudió en la Universidad de Chicago donde se graduó en 1928, para de inmediato 
asumir un puesto de profesor en la Universidad de McGill. Volvió a la Universidad de Chicago 
como profesor en 1938, luego sería también profesor en la Universidad de Brandeis (1958). 
Fue editor del American Journal of Sociology y presidente de la Asociación Americana de So-
ciología (1963). Publicó: French Canada in Transition (1943); Men and Their Work (1958); 
The Sociological Eye. Selected Papers (1971) y otros trabajos en coautoría.

667	 Becker. Los extraños. Sociología de la desviación, cit., pp. 39 y 40; Everett C. Hughes. “Dilem-
mas and Contradiction of Status”, American Journal of Sociology, vol. l, n.º 1, 1945, pp. 353 a 
359, citado en ibíd., p. 39.

668	 En psicología se habla del “efecto halo”, para significar que a partir del conocimiento de unas 
características de un sujeto se presupone que posee otras, es decir, por unas característi-
cas de la persona, el individuo termina siendo estimado o desestimado en todas las demás 
facetas de su personalidad, José María León Rubio y Tomás Gómez Delgado. “Percepción 
social”, en León Rubio (coord.). Psicología social, cit., p. 97.

669	 Mandeville, Alberta, 11 de junio de 1922-Philadelphia, 19 de noviembre de 1982, estudió so-
ciología en las universidades de Toronto y Chicago. Profesor de las universidades de Chicago, 
California en Berkeley, Pennsylvania y Edimburgo. Fue presidente de la Asociación America-
na de Sociología, la mayor parte de su obra se desarrolla inspirada en el interaccionismo sim-
bólico, pero luego integra elementos de otras teorías microsociológicas y, finalmente, aco-
mete algunos trabajos dentro de la óptica del estructuralismo. Publicó: Behaviour in Public 
Places (1963); Interaction Ritual (1967); Relations in Public (1971); Encounters (1961); The 
Presentation of Self in Everyday Life (1959); Stigma (1964); Asylums (1974); Frame Analysis 
(1974); Gender Advertisements (1979).

670	 Chapman. “El estereotipo del delincuente y sus consecuencias sociales”, cit., sigue una pers-
pectiva muy distinta para el examen del estigma, poco compatible y tampoco crítica del traba-
jo de Goffman, ya que utiliza el término en un sentido diferente.

671	 Erving Goffman. Estigma. La identidad deteriorada, Buenos Aires, Amorrortu, 1986, pp. 11 y 
12.
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configuración de la identidad social; ella a su vez, como se verá en segui-
da, es utilizada para determinar el status social; luego ambos componentes 
(identidad y status) conjugados con las particularidades de la situación so-
cial e influidos por las pautas de conducta institucionalizadas originarán los 
roles sociales. El juego dinámico de todos los factores convocados impulsa 
y matiza el proceso de interacción. Ahora interesa examinar la identidad y 
el status.

De acuerdo con la identidad social del sujeto, los otros lo ubicarán en 
una categoría social o status. El status, como se vio en capítulo anterior, es 
la posición que ocupa un individuo, familia o grupo dentro de la estructura 
social. Por ende, hablar de status significa referirse a una escala de posicio-
nes, construida de conformidad con criterios socio-económicos y/o mora-
les, utilizada para hacer comparaciones. Como ya fue indicado, dependiendo 
de la identidad y status del individuo, las demás personas ajustan sus roles. 
Es decir, las expectativas sobre la conducta del sujeto por una parte, y las 
actitudes ante él en la interacción social, por otra, están determinadas por 
la identidad y el status que le han sido asignados. Pero también la identidad 
personal del sujeto puede estar en gran medida influida por la identidad so-
cial y el status atribuido. O sea, la propia percepción del yo, que sería la de-
finición de identidad personal, no escapa a las valoraciones de los demás672. 
Estas funcionan como un espejo. De allí también que a nivel de los roles, no 
sólo los demás esperan determinado comportamiento del individuo, sino 
que el mismo sujeto suele ajustar sus pautas de conducta a dichas expecta-
tivas.

Existe una correlación entre identidad social y estructura social, siempre 
mediada por los procesos de interacción (donde asisten los roles). Conexión 
manifestada en las repercusiones que la estructura social tiene en la confi-
guración de los elementos de definición de la identidad y sobre el sentido 
significativo que posee el status. Una lectura similar de Peter Ludwig Ber-
ger y Thomas Luckmann, tal vez con una densidad menor de componentes 
en juego, subraya las conexiones entre identidad y estructura, pero sobre 
todo, la propiedad dialéctica de esa relación, en cuanto que cada esfera tiene 
la cualidad de modelarse o cambiar por la acción de la otra: 

La identidad se forma por procesos sociales. Una vez que cristaliza es mantenida, 
modificada o aún reformada por las relaciones sociales. Los procesos sociales in-

672	 Dentro de su perspectiva de integración macro/micro, Sheldon Stryker señalaba que la 
definición de la identidad era un producto de las interacciones, pero también está determi-
nada por las posiciones de individuo en la estructura social. La identidad a la que se refiere 
Stryker es la tiene que ver con el self, la identidad personal, no identidad en sentido étni-
co o social. Sheldon Stryker y Peter J. Burke. “The Past, Present, and Future an Identity 
Theory”, Social Psychology Quarterly, vol. 63, n.º 4, 2000, pp. 284 y ss.
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volucrados, tanto en la formación como en el mantenimiento de la identidad, se de-
terminan por la estructura social. Recíprocamente, las identidades producidas por 
el interjuego del organismo, consciencia individual y estructura social, reaccionan 
sobre la estructura social dada673. 

La identidad social es la base dentro de la cual opera el estigma. Ella se de-
fine de acuerdo con los referentes materiales mencionados, en tanto sean 
percibidos, y se enriquece en los estereotipos. Estereotipo y estigma no son 
sinónimos, aun cuando es difícil escindir ambos conceptos. El estigma es 
un rasgo del sujeto, de su identidad social virtual, sobre el cual hay unas 
creencias específicas (estereotipos). Los estereotipos están constituidos 
por creencias simplificadas, que responden a determinados modelos de 
pensamiento y comprensión. Sin creencias que respalden al estigma, éste 
desaparece.

Sobre una determinada clase de sujetos puede concurrir un estereotipo, 
sin que alcance las proporciones negativas indispensables para llegar a ser 
apreciado como un verdadero estigma. El género femenino ha sido objeto 
de múltiples estereotipos, explicados como limitaciones naturales: cerebro 
más pequeño y menor capacidad intelectiva, alto desarrollo de la facultad 
mental de la memoria, escasa disposición para disfrutar de la sexualidad, 
etc. Sin embargo, a pesar de semejantes prejuicios desvalorativos, en tér-
minos generales, la condición de mujer no es un estigma. De igual manera, 
hay o han existido muchas creencias generales (estereotipos) no asociadas 
a ninguna clase de persona o de grupos. Situación en la que no hay ninguna 
relación entre estereotipo y estigma. Empero, también hay una correlación 
entre estereotipo y estigma, por lo regular caracterizada por la coinciden-
cia. En cuyo caso, la percepción del estigma se ve reforzada y nutrida por 
la preexistencia del estereotipo. Entonces el estereotipo cumple un papel 
ideológico, destinado a justificar o alentar los juicios negativos sobre el es-
tigmatizado. Un ejemplo puede ilustrar tanto las diferencias entre estigma 
y estereotipo, como su relación. La simple pertenencia al grupo étnico judío 
es un estigma. Los estereotipos que se han elaborado sobre los judíos a lo 
largo de la historia, con el fin de descalificar sus atributos, son bastante nu-
merosos: la realización de sacrificios de niños en sus rituales religiosos; el 
responsabilizar al pueblo, incluidas las generaciones contemporáneas, del 
asesinato de Cristo; el carácter avaro y codicioso que se les imputa; su par-
ticipación en una conspiración mundial para apoderarse del planeta. Aquí 

673	 Berger y Luckmann. La construcción social de la realidad, cit., p. 216.
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es claro que el estigma es apenas un rasgo, mientras los estereotipos son 
creencias674.

Goffman acota la existencia de tres tipos de estigma diferentes: 1. Los 
físicos: expresados en limitaciones funcionales o características corporales 
tales como la ceguera, los daños auditivos, la obesidad, etc.; 2. De persona-
lidad: relativos a las enfermedades mentales, los defectos del carácter, las 
preferencias sexuales y ciertos hábitos; y 3. Los “tribales”, que mejor llama-
ríamos estructurales o sociales: referentes a las características socio-cultu-
rales o étnicas de algunos grupos, como por ejemplo, la clase social, el credo 
religioso, el oficio, etc.675. Entre las distintas clases de estigmatización plan-
teadas por Goffman, todas ellas pueden servir de base y, de hecho, han sido 
usadas, dependiendo de la coyuntura histórica, para la criminalización. Una 
revisión de la obra de los fisonomistas, la escuela positiva y las diferentes 
teorías biológicas sobre la criminalidad, indican la conexión estrecha entre 
el proceso de criminalización y la estigmatización física. Relación que aún 
en la actualidad subsiste. No obstante, en nuestros tiempos, son los estig-
mas de personalidad y, en especial, los tribales o estructurales, aquellos que 
en mayor medida propician la rotulación como peligrosos o desviados, val-
ga decir como criminales, de ciertos individuos. Varias investigaciones han 
constatado que la criminalización es resuelta no sólo en razón de la realiza-
ción de ciertos hechos objetivos constitutivos de conductas delictivas, sino 
debido a señas físicas, el atuendo y la apariencia personal, la presencia de 
enfermedades mentales, el grupo étnico de pertenencia, el género y la clase 
social676. 

Debe agregarse que con relación a los estigmas impuestos a ciertos gru-
pos de personas, ellos podrían provenir de su presencia o pertenencia a un 
espacio determinado también estigmatizado. De modo inverso, también los 
atributos negativos adjudicados a ciertas personas pueden ser extendidos 
a su entorno ambiental. De tal suerte surgen las calificaciones sobre zonas 
“negras” o “rojas”. Así, un lugar estigmatizado cobra autonomía asumiendo, 
por sí mismo, una imagen de desvalor. En ese caso, un sujeto ajeno al grupo 
que de manera tradicional habita el espacio descalificado puede ser estig-
matizado por el solo hecho de concurrir al sitio en cuestión. Una implicación 
penal de lo anterior, es la asunción como indicio de responsabilidad penal 
de la simple presencia de un sujeto en un lugar estigmatizado, a veces según 
la hora.

674	 Baste ver a manera de ejemplo la obra de William Shakespeare El mercader de Venecia, 
donde la estigmatización de la raza judía es extrema.

675	 Goffman. Estigma. La identidad deteriorada, cit., p. 15.
676	 Roger Hopkins Burke. An Introduction to Criminological Theory, 2.ª ed., Devon, Willan, 

2005, p. 145.
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Respecto de los sujetos estigmatizables se distinguen dos categorías, los 
desacreditados y aquellos desacreditables. En los primeros, la diferencia 
que funda el estigma es una condición evidente que con facilidad puede ser 
reconocida por el interlocutor, como la desfiguración facial, la pertenencia 
a algunos grupos culturales como los gitanos o el alcoholismo. Para los se-
gundos, la distinción del estigma no acaece de inmediato. En consecuencia, 
la primera impresión no comprende la percepción del estigma. En este caso, 
el sujeto conserva una relación potencial con el descrédito, dependiendo 
de la revelación de la condición que lo hace estigmatizable, la cual trata de 
ocultar677. Aunque, es muy posible, que en el esfuerzo por encubrir el ele-
mento en potencia estigmatizador llame la atención y, a raíz de ello, facilite 
la detección e incremente los niveles de reacción, pues los otros ante el de-
seo de ocultar el rasgo actuarán subrayando la estigmatización al notar la 
vulnerabilidad. 

Para evitar que el estigma se oculte, en la historia ha sido un recurso tra-
dicional la imposición de una marca o un signo especial sobre criminales u 
otros sujetos perseguidos por los aparatos de control social. El marcar con un 
hierro candente al delincuente, amputarle alguna parte de su cuerpo u obli-
garlo a llevar la estrella de Judá sobre sus ropas o más recientemente marcar 
las casas de inmigrantes con una “D” para demolerlas, han sido todas formas 
para transformar en desacreditado al desacreditable, con el fin de aumentar 
la eficacia del control. En tal estado, es conveniente rescatar las reflexiones so-
bre la importancia de la comunicación en el proceso de selección y atribución 
de responsabilidades, que fueran vertidas en la explicación sobre la definición 
del proceso de criminalización. En este caso, marcar o desfigurar al individuo 
divergente persigue, mediante una seña simbólica, comunicar todos los sig-
nificados de la criminalización. De no advertirse el estigma, el sujeto podría 
interrelacionarse con los demás sin ser descartado a priori, e inclusive podría 
ser aceptado por lo que en realidad es, o en cualquier caso, el estigma no eclip-
saría con anticipación sus demás atributos. A ese último respecto cabe recor-
dar que el estigma, con bastante frecuencia, puede poseer tal fuerza como 
para englobar de una forma total al individuo bajo su dictado, anulando sus 
demás atributos, es decir, los rasgos restantes de su identidad social. 

El estigma opera descalificando al individuo, para catalogarlo como 

alguien menos apetecible –en casos extremos, en una persona casi enteramente mal-
vada, peligrosa o débil–. De ese modo, dejamos de verlo como una persona total y 
corriente para reducirlo a un ser inficionado y menospreciado678. 

677	 Goffman. Estigma. La identidad deteriorada, cit., p. 14.
678	 Ibíd., p. 12.
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De allí que en algunos casos la instrumentalización del estigma pueda 
conducir a una anulación total del individuo como ser social, donde los efec-
tos del estigma se extienden no sólo a los campos de manera directa com-
prometidos por el rasgo diferenciador, sino a todos los ámbitos de la vida 
social, aunque en términos lógicos no tuvieran que verse interferidos por el 
atributo en cuestión. Otra consecuencia de la estigmatización, es la reduc-
ción de las expectativas de vida de sus víctimas, dada la restricción de sus 
posibilidades de interacción social, que lo conducen al aislamiento. Las re-
percusiones negativas del estigma pueden ser extendidas a un grupo mayor, 
al que pertenece el estigmatizado, como su familia, clase social o etnia679. 
El estigma comprende una forma de segregación espacial, como resultado 
de una separación del estigmatizado. Dicho en otras palabras, que además 
comprenden el empleo del estigma como un mecanismo idóneo para avan-
zar en procesos de construcción social de la realidad mediante el empleo de 
recetas, donde el estigma es la tipificación utilizada: 

La estigmatización es la función nuclear de la segregación espacial, reduce y com-
prime la percepción del otro: las cualidades individuales y las circunstancias que 
normalmente son consideradas en el intercambio social cotidiano son eliminadas 
cuando este intercambio es restringido o prohibido del todo: la tipificación entonces 
remplaza la familiaridad personal y las categorías legales se utilizan para borrar la 
diferencia y para permitir la eliminación de la singularidad de las personas y de los 
casos680.

El papel primario del estigma, cuando menos en lo que atañe a nuestra ma-
teria de interés, será el de facilitar el ejercicio del control penal, proveyendo 
una señal de identificación que sirve para hacer visible el blanco sobre el 
cual los aparatos de control deben concentrar su acción. Al lado de ello, el 
estigma desempeña un papel esencial en la definición del status y de la iden-
tidad del estigmatizado. Ahora bien, poseyendo el estigmatizado una iden-
tidad social devaluada y colocándolo en un status inferior, será tanto más 
fácil activar el control en su contra que lo hallará menos protegido, como 
legitimar la reacción ejercida. Cuestión crucial, cuando el status atribuido 
es el de criminal o desviado. No obstante, es también importante considerar 
que el estigma ha de mediar en las relaciones sociales. Dicho de otro modo, 
la interacción entre los individuos se ve interferida y afectada por la exis-
tencia del estigma. Casi siempre el estigma interfiere en las relaciones de 
interacción social, sea por el esfuerzo del interlocutor para que no se note 

679	 Ibíd., pp. 15 y 35.
680	 Zygmunt Bauman. “Social Uses of Law and Order”, en Garland y Sparks (eds.). Criminology 

and Social Theory, cit., p. 27. 
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que lo ha tomado en cuenta, o porque de modo efectivo varía su actuación 
en razón del estigma, o porque despierta en él sentimiento de solidaridad, 
compasión o rechazo. A su vez, el sujeto estigmatizado, sea que intente de-
mostrar a los otros que el estigma no cuenta o debido a que, más bien, trata 
de aprovecharse del estigma, se verá por igual afectado en el desempeño de 
sus roles por la presencia del estigma.

Por ende, el estigma está presente en la operación del control penal como 
una señal que guía sus intervenciones, pero también concurre a nivel de 
las situaciones de divergencia social, afectando la interacción social. En los 
llamados “delitos de odio”, muchas veces la divergencia que deriva en deli-
to se origina en una actuación de intolerancia ante una diferencia valorada 
como algo negativo, es decir, en razón de un estigma presente. A nivel de la 
divergencia y enlazado con las teorías de interpretación de la criminalidad, 
la estigmatización puede promover la formación de guetos o culturas de 
estigmatizados, que coadyuvan a hacer persistente la divergencia. En tales 
casos el sujeto se refugia en un grupo que tiene en común su diferencia, pero 
donde no va a ser desvalorizado por ella. Por el contrario, el individuo pue-
de encontrar que dentro de ese grupo se reivindica la diferencia como una 
cualidad positiva, descalificándose como negativas las propiedades contra-
rias, presentes en el grupo de los llamados “normales”. No obstante, en este 
punto no puede haber lugar a predicciones deterministas. Las reacciones 
del estigmatizado pasan por una larga gama de alternativas, que además de-
penden del tipo peculiar de estigma impuesto. Lo cierto y universal es que 
sus actitudes siempre aparecen mediadas por el estigma.

El uso del estigma para discriminar, marginar o criminalizar se apoya en 
una ideología explicativa de la inferioridad o peligrosidad del estigmatizado, 
apoyada, como se ha dicho, en los estereotipos sociales. El empleo de un 
lenguaje descalificador es de gran importancia en el procedimiento de estig-
matización, pues refuerza los significados sociales negativos del estigma. En 
el campo jurídico, en especial el procesal, es frecuente el uso de expresiones 
con esta propiedad. También los medios de comunicación juegan un rol im-
portante en la difusión de los contenidos negativos asociados a un estigma, 
cuando quiera que publicitan una situación (p. ej., un robo) donde uno de 
los sujetos que han interactuado es portador de un estigma, que es exalta-
do. La posesión de información sobre la población es otro punto clave, pues 
determina la capacidad para convertir en desacreditado a quien sólo era 
potencialmente desacreditable. En este último sentido, a modo de ejemplo, 
se pueden citar algunos casos. Se ha cuestionado el sistema de información 
sobre los ciudadanos implementado por el aparato policial en Alemania. Su 
poder de información, por tanto de control, es casi absoluto. También fue 
puesto en entredicho el uso de la información efectuado por la policía britá-
nica, para desacreditar a ciertos sujetos fichados como peligrosos o proble-
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máticos, evitando que pudieran acceder a un empleo681. Un debate más am-
plio ha seguido al manejo estigmatizador de la información sobre los sujetos 
registrados en las redes de información financiera, que le impide acceder a 
créditos, empleos o al alquiler de viviendas.

En la operación de la estigmatización pueden distinguirse dos niveles. En 
el primero, el sujeto lleva sobre sí una diferencia, de personalidad o de ori-
gen estructural, que sirve a los propósitos de una estigmatización primaria. 
Ocurre cuando se le define como loco, pobre, inmoral, negro, etc. En un se-
gundo nivel se encontraría la estigmatización penal, resultante de haberse 
detectado o registrado una transgresión a dicho ordenamiento jurídico. En 
el juego de relaciones entre las dos clases de estigmatización, la primaria 
sería en no pocos casos, una selección preliminar, a partir de la cual el su-
jeto pasa a ser estigmatizado en el ámbito penal. Desde luego, un individuo 
puede ingresar en la esfera del sistema penal, sin que de manera previa haya 
recibido algún tipo de estigma. Lo que se desea señalar al separar los dos ni-
veles, es la mayor probabilidad que posee de ser penalmente estigmatizado 
quien ya lo ha sido en el primer nivel, y diferenciar dos tipos de estigmati-
zación con contenidos y consecuencias diversas. En ese sentido George H. 
Mead señalaba que el estigma criminal “asegura el mantenimiento de una 
clase criminal” al constituirse en una sanción infinita682. Al contrario, los cri-
minales de baja frecuencia, con no más de dos arrestos, según se ha estable-
cido encajan menos en los estereotipos de criminalidad que los criminales 
crónicos683.

Al aplicarse la etiqueta de delincuente o al poner en práctica la estigma-
tización, quien ha sido calificado de tal modo asume una identidad social 
equivalente, que lo identifica de manera característica y total como una per-
sona no confiable, peligrosa, deshonesta y sin escrúpulos. Es la identidad 
social deteriorada a que se refiere Erving Goffman, cuyos efectos pueden, 
también, seguirse en Howard S. Becker: 

De cualquier modo, el ser descubierto y calificado de desviado tiene importantes 
consecuencias para la participación social posterior y la imagen de sí mismo de la 

681	 Dennis Chapman. “El estereotipo del delincuente y sus consecuencias sociales”, cit., pp. 177 y 
183: “El mantener fichas de ‘rojos’, subversivos, homosexuales y personas sospechosas y la co-
municación de tal información a través de canales informales es un rasgo no sólo de la policía 
y de todas las partes del sistema administrativo que mantiene fichas incluyendo las agencias 
de empleo, sino también es una forma de discriminación que opera en todas las instituciones 
[...] Si su delito ha sido en el campo político industrial o simplemente, si ha sido destacado en 
las actividades sindicales, una de las varias agencias de la Gran Bretaña tendrá su ficha y por 
su cuenta se la mostrará a un posible patrono”.

682	 George H. Mead. “The Psychology of Punitive Justice”, en American Journal of Sociology, n.º 
23, 1928, pp. 577 y ss.

683	 Weisburd, Waring y Chayet. White-Collar Crime and Criminal Careers, cit., pp. 53 a 55.
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persona afectada. La consecuencia más importante es un cambio drástico en la iden-
tidad pública del individuo. El haber cometido un acto prohibido y el haber sido 
públicamente descubierto le otorgan un nuevo status. Se lo ha revelado como una 
persona de una clase diferente de la que se pensaba que era. Se lo llama “puto”, “dro-
gadicto” o “chiflado”, y se lo trata en consecuencia684.

En el ámbito penal son los antecedentes criminales el principal elemento 
estigmatizador. La policía ha asimilado los contenidos de este estigma con 
gran fuerza685. Así, frente a la ocurrencia de un hecho delictivo sin indicios 
de responsabilidad, los sujetos con antecedentes serán los primeros sospe-
chosos. De allí la ejecución de redadas policiales, donde el único fundamen-
to que orienta la acción es la existencia de antecedentes entre los individuos 
a capturar. Sin embargo, en el ámbito judicial la incidencia de los antece-
dentes no es mucho menor. En la convicción ideológica del juez acerca de 
la posible responsabilidad del procesado, los antecedentes tienen un peso 
específico determinante. Es más, concurriendo el estigma con indicios no 
necesarios, indicios leves, evidencias circunstanciales o meras sospechas, a 
veces con otras propiedades estigmatizadas, las probabilidades de condena 
son altas.

Sobre la gestión del estigma penal, en términos generales, Howard S. 
Becker anota: 

Para ser calificado de criminal uno sólo necesita cometer una sola ofensa criminal, 
y eso es todo lo que dice el término desde el punto de vista formal. Sin embargo, la 
palabra arrastra una cantidad de connotaciones que definen los rasgos auxiliares 
que se suponen característicos de cualquier persona así calificada. Se supone que 
un hombre que ha sido condenado por robar en una casa y que, en consecuencia, es 
considerado criminal, es una persona que puede meterse en otras casas para robar; 
la policía, al interrogar a los delincuentes conocidos en el curso de la investigación de 
un crimen, opera sobre esta premisa. Más aún, se le considera una persona capaz de 
cometer asimismo otros tipos de crímenes, ya que ha demostrado ser una persona 
sin “respeto por la ley”. Así, el haber sido descubierto en un acto desviado expone a 
la persona a la posibilidad de ser considerado desviado o indeseable en otros aspec-
tos686. 

684	 Becker. Los extraños. Sociología de la desviación, cit., p. 39.
685	 En Colombia, aunque, técnicamente, sólo es antecedente penal la condena ejecutoriada por 

una infracción penal, los entes policiales y judiciales hacen un uso amplio de los registros 
y en la practica consideran antecedentes: desde un simple telegrama judicial donde se han 
solicitado los antecedentes del encartado, hasta la antigua condición de procesado, pasando 
por la existencia de órdenes de captura que hayan sido canceladas. Entonces, en virtud a esta 
cultura del estigma, en la práctica, cuando una oficina judicial solicita información acerca de 
los antecedentes penales de un sujeto, le contestan incluyendo todos los factores anteriores, 
cuando son conocidos.

686	 Becker. Los extraños. Sociología de la desviación, cit., p. 40.
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Es más, con el concurso de la investigación empírica la sociología demos-
tró los efectos de degradación del status que comportaba una condena penal, 
los cuales superaban los supuestos beneficios de la rehabilitación, parecían 
además permanecer después de bastante tiempo y representaban una situa-
ción que se extiende a los procesados que en la práctica son tratados como 
culpables, con lo cual la pena y la reacción penal no sólo no cometerían su 
cumplido disuasorio, sino que animarían el crimen como alternativa de vida 
ante la marginalidad que produce la estigmatización687. 

La selección de los individuos criminalizables no opera de modo exclusi-
vo con fundamento en el estigma penal. Otras cualidades sociales, recono-
cidas como estigmas, pueden ser utilizadas al respecto. Entre ellas la con-
dición socio-económica del sujeto ocupa un lugar preferente. Un individuo 
perteneciente a un status social bajo, portador del estigma de la pobreza, es 
siempre sospechoso de la comisión de delitos contra el patrimonio econó-
mico. A la falta de medios socioeconómicos, la estigmatización agrega otras 
cualidades de desprestigio: suciedad, ignorancia, torpeza, ebriedad, vulga-
ridad, deshonestidad y criminalidad. Jeffrey Reiman sostiene que las es-
tructuras penales asumen determinadas características con el propósito de 
preservar la imagen social sobre el crimen como una amenaza generada por 
los pobres, con lo cual se desvía el descontento que puede provocar la exis-
tencia de privilegios y desigualdades en beneficio de los grupos poderosos. 
Por tanto, no interesa la eficacia de los sistemas penales, sino la función de 
protección de las élites y la legitimación de ese orden social688.

En sentido inverso el status, cuando aparece referido a un sujeto colocado 
cerca de la cúspide de la escala de valoración social, tiene el efecto de con-
trarrestar la criminalización. Puede incluso evitarla o interrumpir en alguna 
fase el proceso de criminalización. Ahora bien, si el sujeto es criminalizado y 
pasa a registrar antecedentes penales, su status social entra en conflicto con 
el estereotipo que sustenta la estigmatización. Recobrando lo anotado por 
Howard S. Becker y Everett C. Hughes, acerca de la existencia de rasgos 
principales y subordinados en la definición de la identidad social, al entrar en 
conflicto los distintos rasgos del sujeto, con probabilidad importante la con-
dena penal quedará reducida a un rasgo subordinado. Sencillamente, siguien-
do la teoría de los roles, lo que se espera de un sujeto de status alto es que sea 
culto, esmerado, elegante, inteligente y honesto. De allí que no pocos crean, 
entonces, que la calificación como conducta criminal sea un error judicial, o 
que la infracción fuera un bache pasajero que no demerita los demás atri-

687	 Richard D. Schwartz y Jerome H. Skolnick. “Legal Stigma”, en Rubington y Weinberg. 
Deviance. The Interactionist Perspective, cit., p. 263.

688	 Jeffrey Reiman. The Rich Get Richer and the Poor Get Prison, 5.ª ed., Boston, Allyn and Bacon, 
1998, p. 5.
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butos del individuo. En tales condiciones, el sujeto en cuestión no pierde su 
antigua identidad social y no adquiere el status de los criminales. El status de 
criminal es atribuido por las demás personas, como los otros tipos de status. 
Como lo señalara Austin T. Turk689, la acción de etiquetar a un sujeto como 
delincuente, lo que se ha definido como el proceso de criminalización, com-
porta además la asignación del status de criminal690. El estigma sirve como re-
ferencia para la ubicación del sujeto en el status criminal. Cosa parecida suce-
de también con la condición social adjudicada que en general obedece a una 
distribución jerárquica donde el status criminal ocupa la última y peor posi-
ción, apenas compatible con los más indeseados grados de la locura. Como el 
status señala el prestigio o desprestigio social de una persona, normalmente 
de acuerdo con valoraciones de aptitud moral y poder económico y social, la 
situación del sujeto criminalizado será de un desprestigio profundo y exten-
dido. En esas condiciones la acción penal, motivada en criterios peligrosistas, 
encuentra fáciles y propicios objetos para la criminalización.

En materia de delitos políticos los elementos anteriores son relevantes. El 
problema, en los tiempos modernos, es que la condición de preso o reo políti-
co posee connotaciones relativas de prestigio, explicadas de manera histórica 
en el estereotipo que sobre el delito político se edificó con el arribo de los Es-
tados liberales en Occidente. Entonces se les calificó como acciones alentadas 
por fines nobles y altruistas. El delincuente político no era pues el criminal 
tradicional estigmatizado. No obstante, el status social positivo adherido a la 
condición de reo político, entra en contradicción con los intereses del Esta-
do amenazado. Esto explica la redefinición de toda una serie de conductas, 
con el fin de rotularlas de modo distinto, de tal suerte que se le pueda negar 
toda distinción de prestigio o status favorable al opositor político. Se trata de 
evitar que del prestigio señalado puedan desprenderse situaciones de identi-
ficación popular, simpatía o legitimidad. Surge así el uso generalizado del es-
tigma de terrorista, que al margen de la posible asignación de esa calificación 
a conductas que se adecuan al concepto, ha sido extendida a toda divergencia 
política salvo, tal vez, las disidencias de pensamiento. El estigma de terrorista 
tiene además la ventaja de poseer connotaciones más negativas que las que 
se pueden adjudicar a otros tipos de criminalidad. También, dentro de la mis-
ma línea, la forma de recuperar el papel estigmatizador de la imputación pe-

689	 Gainsville, Georgia, 28 de mayo de 1934-1.º de febrero de 2014, sociólogo, miembro de la So-
ciedad Americana de Criminología y de la Sección de Criminología de la Sociedad Americana 
de Sociología, docente en el Departamento de Sociología de la Universidad de California-
Riverside. Entre sus principales obras están: Criminality and legal order (1969), Legal sanc-
tioning and social control (1972), y Political criminality: The defiance and defense of authority 
(1982).

690	 Austin T. Turk. “Toward Construction of a Theory of Delinquency”, en Journal of Criminal 
Law, Criminology and Police Science, vol. 55, 1964, p. 216.
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nal frente a transgresiones políticas ha sido la acusación por delitos comunes. 
En este caso el Estado ejerce su poder selectivo, variando la calificación que 
como delito político le correspondería a un hecho, para situarlo como delito 
común. Operación a veces animada, también, por la mayor gravedad de las 
penas consignadas para los delitos comunes. 

Siguiendo las anotaciones precedentes se deduce que el estigma penal 
obra de modo diferenciador, aún frente a las infracciones penales. Existen 
categorías de delitos con diversos grados de capacidad desacreditadora. El 
homicidio, los delitos sexuales y los atentados contra el patrimonio econó-
mico ocupan las primeras posiciones en términos negativos. En el otro ex-
tremo se sitúan los delitos culposos o imprudentes. En esa misma propor-
ción afecta el estigma a los involucrados.

Importa destacar aquí el fenómeno de la reincidencia. Frente a la reinci-
dencia, ni siquiera un sujeto con una posición social o status elevado podrá 
evitar el recaer en un status de criminal. Hay que tener en cuenta, como fue 
advertido al hacer referencia a la naturaleza conflictiva de la sociedad, que 
existe una distribución social y política de las posibilidades de un sujeto de 
incurrir en una infracción penal. Dichas probabilidades son inversamente 
proporcionales a su posición social y pertenencia a los grupos de poder, con 
capacidad para seleccionar las conductas y personas criminalizables. A este 
respecto, incumbe también considerar las actitudes de los sujetos frente a 
las normas de conducta, su grado de compromiso frente a ellas y las nece-
sidades que pueden llevarlo a la transgresión. Lo cierto es que las posibi-
lidades de que individuo con un status elevado incurra en una infracción 
penal son menores. Y si llega a ser partícipe de un hecho punible, con se-
guridad lo será de un tipo de infracción que, por su naturaleza, difícilmente 
se repetirá. Por ejemplo, un individuo con un status social alto, con todas 
las posibilidades de acceso y oportunidades, puede incurrir en un delito de 
“cuello blanco”, cometiendo una defraudación por una cuantía sustanciosa. 
Si tiene éxito puede retirarse a disfrutar de su fortuna recién adquirida. Si 
fracasa y es descubierto no tendrá de nuevo otra oportunidad para acceder 
a una cantidad de dinero semejante, lo bastante tentadora para arriesgar su 
posición y liberarse de sus compromisos con el establecimiento. Por el con-
trario, un sujeto con un status social bajo en términos socioeconómicos, que 
funda sus posibilidades de sobrevivencia o relativo progreso en la comisión 
de pequeñas infracciones contra el patrimonio económico, permanece en 
una situación del todo diferente. Tanto si logra el éxito como si fracasa, los 
niveles de acumulación a los que tiene acceso son minúsculos. Su opción 
siempre será la de la reincidencia.

De esta manera, las llamadas “carreras criminales” (actividades u oficios 
que se ejercen de modo más o menos permanente, que tienen elevadas pro-
babilidades de ser calificados como delictivos), constituyen una alternativa 
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preferente para los sujetos con un status socioeconómico bajo691. Y las ca-
rreras “criminales” son la principal fuente para el registro de antecedentes 
penales. Igualmente el estigma penal actúa con mayor intensidad frente a 
los reincidentes. Estos son considerados, sin duda, como pertenecientes al 
status criminal. No importa que una sola infracción contra el orden econó-
mico y social o un solo caso de corrupción pública puedan remontar con 
creces los valores económicos comprometidos en centenares de delitos con-
tra el patrimonio económico. El estigma opera con mucha mayor intensidad 
frente al reincidente, aunque lo sea de infracciones menores. Y a nivel de la 
actividad policial o de los juicios de responsabilidad realizados en el ámbito 
judicial, en este último evento porque las legislaciones suelen contener un 
tratamiento más drástico para el reincidente, su situación será más gravo-
sa. Aquí reside además un elemento que expresa la desigual e inequitativa 
selectividad del sistema penal692. Cuando la legislación considera los antece-
dentes penales como causa de agravación de la sanción, o como motivo para 
excluir al procesado de beneficios como la libertad provisional o la condena 
de ejecución condicional, hace eco a una situación social: las mayores posi-
bilidades de los sujetos de status bajo de reincidir.

El otorgamiento de efectos legales a los antecedentes penales es, desde el 
punto de vista del derecho penal democrático, la imposición de una sanción 
por un hecho anterior a aquel que se juzga. Desde la perspectiva de la crimi-
nología es la ejecución de una sanción por causa del estigma. En particular, 
se sancionan los rasgos auxiliares derivados del estigma. Si el atributo re-
prendido o estigma es la comisión reiterada de una infracción penal, lo que 
en especial será motivo de castigo será la supuesta peligrosidad del sujeto, 
atributo auxiliar derivado del estigma. Otra consecuencia de la estigmatiza-
ción en el campo penal, por medio de la adjudicación de una identidad social 
“desviada” y la ubicación del individuo en un status criminal, radica en que 
es desvirtuado el principio de presunción de inocencia. Si bien el juez po-
see instrucciones legales que lo obligan a considerar al reo inocente, a falta 
de pruebas en contrario, la manifestación del estigma lo seduce a pensar a 
priori lo opuesto: el procesado es culpable, mientras no se demuestre lo con-
trario. En tal caso, el carácter más palpable o perceptible del estigma, junto 

691	 La idea de “carreras criminales”, de modo amplio, hace relación a las actividades ocupaciona-
les profesionales dedicadas al delito, ejecutadas por quienes se consideran a sí mismos como 
criminales, asociados a otros que también se perciben como criminales, los cuales además se 
sienten orgullosos de su trabajo y respetan a sus colegas, Joel Samaha. Criminal Justice, 5.ª 
ed., Belmont CA, Wadsworth, 2000, p. 47.

692	 Las percepciones prejuiciosas, por ejemplo de los policías, según datos empíricos, han in-
cidido de manera intensa en la selectividad penal sobre miembros de grupos minoritarios, 
Wayne R. Lafave. “Police Perception and Selective Enforcement”, en Richard L. Henshel y 
Robert A. Silverman (eds.). Perception in Criminology, New York, Columbia University, 1975, 
p. 276.
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al peso ideológico de los contenidos negativos que arrastra, son más fuertes 
que una abstracción jurídica.

Una cuestión de interés es la necesidad que tienen ciertos sujetos juz-
gados de modo convencional como disidentes de exhibir el estigma que los 
identifica en vez de procurar su ocultamiento693. Es el caso de prostitutas y 
homosexuales, entre otros, quienes para poder ejercer su oficio o conocer 
a otros sujetos con las mismas preferencias deben tomar ciertos símbolos 
que evidencien su condición al público. En tales eventos, las actividades de 
las agencias de control encuentran también más fácil la identificación del 
trasgresor. A su vez, la persona envuelta en estas situaciones de divergencia 
debe abrazar el status y la identidad de desviado o criminal adjudicada, con 
todas las demás connotaciones negativas que contrae.

La concurrencia de estigmas, con las varias significaciones que ellos 
contienen, permite de manera simultánea que los agentes del control penal 
actúen con mayor rigor, tal como ha sido puesto de presente por distintas 
investigaciones provenientes del ámbito de la psicología: 

también la agresión se hace más fácil, y llega a ser especialmente intensa, cuando se 
diluye la responsabilidad, se deshumaniza a la víctima y se desconoce su identidad. 
Esto fue puesto de manifiesto por los trabajos, ya clásicos, de [Albert] Bandura, 
[Bill] Underwood y [Michael E.] Fromson, [Stanley] Milgram y [Philip] 
Zimbardo. Sus resultados muestran que los sujetos dieron mayores castigos y más 
intensos a sus víctimas cuando la responsabilidad recaía en el grupo y no en un su-
jeto particular, se había puesto una etiqueta peyorativa a la víctima, o éstas estaban 
despersonalizadas al ser tapadas y encapuchadas con fundas, y permanecían en el 
anonimato durante todo el proceso694. 

La estigmatización puede ser contrarrestada por la sociedad. El aumento 
del respeto y aceptación de la diversidad social por la pluralidad es una vía 
eficaz. Admitir que quienes poseen rasgos diversos a los predominantes en 
nuestro entorno no son inferiores. Por el contrario, la diversidad puede ser 
fuente de riqueza cultural o contener otros atributos que favorecen un de-
sarrollo especial. Paralelamente, coadyuva saber que con dificultad un indi-
viduo corriente puede escapar a algún tipo de estigma. De un modo u otro, 
todas las personas poseen algún “defecto”, colocándose en posición poten-
cial de ser sometidas a la infamia. En tanto los sujetos se hacen conscientes 
de esta situación aumentan los márgenes de aceptación frente a los demás. 
Por otra parte, la creciente organización de los individuos estigmatizados de 

693	 Goffman. Estigma. La identidad deteriorada, cit., p. 12.
694	 Inés Carrasco Galán y M. Dolores Avia Aranda. “Personalidad y socialización”, en del Cam-

po Urbano (ed.). Tratado de sociología, cit., p. 155. Los nombres entre corchetes están fuera 
del texto original.
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forma tradicional, señalada por Erving Goffman, con la intención de mejo-
rar sus niveles de aceptación e integración social, ha contribuido al derrum-
bamiento de estereotipos, a disminuir el aislamiento social y a reivindicar la 
identidad social de los estigmatizables695. 

A nivel de la cultura, la revisión crítica de los estereotipos que funda-
mentan los atributos negativos asociados a los individuos dueños de una 
situación o rasgo diferenciador, constituye otra ruta para desestigmatizar la 
interacción social. Entonces un sujeto puede haber sido condenado o sindi-
cado por una infracción penal, lo que significa que tuvo un problema legal; 
pero esto no demuestra, al menos no de modo necesario, que es portador 
de cualquiera de las propiedades que la estigmatización juzga anejas a ese 
hecho. En este sentido, juega un papel importante la creciente conciencia 
social acerca de la naturaleza normal de la divergencia, aún aquella etique-
tada con un significado penal. Si la divergencia no es una anormalidad, si 
todos los individuos han incurrido en algún tipo de disidencia con signifi-
cación penal, y el conjunto de las personas no son seres inferiores y menos-
preciables, es posible pensar que las cualidades que se anexan a la comisión 
de un hecho divergente no son ciertas con un sino inexorable. El terreno de 
la divergencia de interés penal es, no obstante, una zona deficitaria en este 
punto. Prevalece en líneas generales una percepción descalificadora del su-
jeto con antecedentes penales. Los programas post-penitenciarios orienta-
dos a la reinserción tienen como objetivo eludir la desvalorización general 
del ex-convicto. Con el fin de evitar que el estigma penal extienda sus efectos 
a todos los campos de la vida social, impidiendo que el reo liberado pueda 
adquirir empleo, o participar de una vida social corriente, existen en algu-
nos países asociaciones de penados.

Otro medio de combatir la estigmatización es la descriminalización de 
conductas sometidas a regulación penal. Su transformación en ilícitos ci-
viles o administrativos preserva la protección jurídica, dentro de campos 
donde las connotaciones negativas son inexistentes o mucho más leves. Con 
mayor razón se llega a la misma conclusión respecto de aquellas conductas 
convertidas en lícitas, manteniéndose su control, si es el caso, en el escena-
rio de la reacción social informal. 

Los yerros y las manipulaciones en la interpretación de los hechos so-
ciales se pueden contrarrestar por medio de una deconstrucción de sus sig-
nificados, tratando de evidenciar la objetividad de los hechos; pero como 
lo pone de presente Robert K. Merton, al referirse a las limitaciones de 
la educación como posible solución: “En la esfera social, no más que en la 
esfera psicológica, la ideas falsas no se desvanecen en silencio cuando se 

695	 Goffman. Estigma. La identidad deteriorada, cit., pp. 34 y 35.
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las confronta con la verdad”696. Empero, pese a ello, ante las disyuntivas, la 
deconstrucción social, el debate de los estereotipos en que se fundan los 
estigmas y la discusión de los mismos estigmas, de modo público, pueden 
ser las mejores vías para lograr sistemas penales que funcionen con mayor 
transparencia social y acento democrático. Ahora, los prejuicios entre los 
agentes del control penal, por ejemplo los policías, podrían disminuir al ele-
varse los niveles educativos, también el reclutamiento de policías deberían 
adelantarse seleccionando personas que se caractericen por la ausencia de 
prejuicios, o sometiéndolas a procesos de formación profesional críticos 
frente a los prejuicios697.

II. Proceso de criminalización y grupos sociales vulnerables

Cabe plantear un problema adicional a los ya examinados a lo largo del tex-
to: ¿existe alguna diferencia entre los sujetos calificados como delincuentes 
y aquellos que no han sido objeto de tal rotulación? Desde luego, la adjeti-
vización de ciertas personas o de sus comportamientos como criminales es 
ya una discrepancia. O sea, el rótulo es la primera distinción. Éste registra 
la efectiva realización del proceso de criminalización en su caso. Pero, en 
realidad, la pregunta es: ¿concurre alguna diferencia distinta a la etiqueta 
entre los individuos que han sido condenados y, a veces, tan solo acusados 
por el sistema penal y aquellos que no han sido criminalizados? Al respecto 
Dennis Chapman afirmaba que “aparte de la condena, no hay diferencia en-
tre delincuentes y no delincuentes”698. Con probabilidad el autor citado que-
ría significar, en lo que tiene razón, que en términos de “normalidad” no hay 
diferencias entre unos y otros, o que no hay razones objetivas que permi-
tan distinguir a los criminales de las gentes honestas, tal como lo demostró 
Léonce Manouvrier699. Por su parte, Alexander Liazos sostenía de modo 
similar que los llamados desviados no son diferentes700. Con todo, Chapman 
y Liazos estaban equivocados o, al menos, no situaban el interrogante en el 
contexto apropiado. 

Sobre el punto, se afirma aquí que sí existen diferencias entre los indivi-
duos, más allá de la imposición a unos y no a otros de la etiqueta de criminal. 
La disparidad no proviene de la realización de acciones sociales divergen-
tes, puesto que en una situación de interacción social, tanto la parte etique-

696	 Merton. Teoría y estructura sociales, cit., p. 422.
697	 Thomas J. Crawford. “Police Overperception of Ghetto Hostility”, en Henshel y Silverman 

(eds.). Perception in Criminology, New York, Columbia University, 1975, p. 271.
698	 Chapman. “El estereotipo del delincuente y sus consecuencias sociales”, cit., p. 170.
699	 Manouvrier. “Questions préalables dans l’etude comparative des criminels et des honnêtes 

gens”, cit., pp. 210 y ss.
700	 Liazos. “La pobreza de la sociología de la desviación”, cit., p. 189.
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tada de criminal como la definida como víctima son divergentes de manera 
simultánea y recíproca. La desigualdad surge cuando los individuos llegan a 
la interacción social con posiciones sociales variadas y, sobre todo, al portar 
atributos de status (poder y prestigio), intereses, valores y creencias disími-
les. Para la pregunta planteada al comienzo, debe decirse que la operación 
del proceso de criminalización, ora en la definición del derecho o en su apli-
cación, evidencia que comparecen variaciones relevantes entre los sujetos 
y las acciones que despliegan, las cuales son fundamento de la selectividad 
con la que actúa el control penal. Las diferencias y contradicciones socioeco-
nómicas, étnicas, de status, de género, etáreas, biológicas, etc., repercutirán 
como fundamento, muchas veces ilegítimo, de la criminalización.

La situación no es muy distinta al confrontar la situación de la masa de 
individuos que fueron criminalizados con la de aquellos que no han sido 
objeto de una intervención penal efectiva en su contra, aun cuando en este 
campo se comparan sujetos que no han interactuado entre sí; respecto de 
unos y otros pueden haber o hay variaciones sociales, étnicas, económicas, 
ideológicas y políticas, etc. En algunos casos, esas diferencias han motivado 
a las agencias de control para proceder a criminalizarlos, en otros eventos 
ellas sirven para comprender por qué sus titulares han obrado de determi-
nada forma y, en veces, son apropiadas para entender por qué no pudieron 
evadir la criminalización, esto es, debido a que reflejan condiciones agudas 
de marginalidad, en el sentido apuntado por Morris L. Ghezzi que fue co-
mentado en su momento. Las personas no son iguales, ni sus acciones socia-
les siempre convergentes o alguna vez idénticas. Entender esas variaciones 
es imprescindible para comprender las relaciones entre la divergencia so-
cial y la intervención del sistema penal que recaen sobre ella, ya que tales 
diferencias orientan la criminalización. En efecto, esas discrepancias que 
existen entre los sujetos en divergencia, sobre la disimilitud de los grupos a 
los que pertenecen, de status, roles, intereses, valores, creencias, etc., a más 
de aquellas referidas a sus acciones, constituirán una información nada des-
preciable para la operación del sistema penal que, en parte, sostendrá so-
bre ellas las definiciones en sus actividades de criminalización701. Se quiere, 
pues, señalar que los hechos de la divergencia, en particular los elementos 
de diversidad envueltos en ella, son considerados para la producción y co-
municación de calificaciones en el proceso de interpretación de los mismos 
por los agentes del sistema de control penal. 

701	 En contrario se ha señalado que los jueces son condescendientes con los delitos de miembros 
de las minorías discriminadas, y que la clase social, la edad y el sexo no son de mucha rele-
vancia en el proceso penal, pues es la gravedad de la ofensa y los antecedentes criminales los 
dos principales factores que influyen en el curso de la justicia, Martha A. Myers. “The Social 
World of America’s Courts”, citada en Sheley. Criminology, cit., p. 458. Empero, las muchas 
evidencias relacionadas en este libro permiten sostener lo contrario.
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El proceso de criminalización será el dispositivo previsto, mediante un 
reconocimiento de la diferencia, para seleccionar aquellos comportamien-
tos que serán reprochados con la sanción a sus actores. Frank Tannenbaum 
y después Edwin M. Lemert702, concibieron los elementos esenciales sobre 
los cuales se desarrolló la teoría contemporánea del control social, en lo que 
a la imposición del adjetivo de desviado o criminal supone703. Ya en relación 
al componente político involucrado en el proceso, George B. Vold había 
asentado con precisión las bases: 

Si el comportamiento criminal es el normal en unos individuos que responden 
normalmente en situaciones definidas como indeseables, ilegales y, por tanto, cri-
minales, entonces el problema fundamental es un problema de las organizaciones 
políticas y sociales y de los valores o definiciones de lo que se puede, y no puede, 
permitirse704. 

Dicho en palabras de Austin T. Turk, el “punto es que nada y nadie es in-
trínsecamente criminal; la criminalidad es una definición aplicada por los 
individuos con el poder de denominarlos”705. Con posterioridad, también 
desde el terreno de la sociología, Howard S. Becker apuntalaba el concepto 
de criminalización: 

los grupos sociales crean la desviación al hacer las reglas cuya infracción constituye 
la desviación, y al aplicar dichas reglas a ciertas personas en particular y calificarlas 
de marginales. Desde este punto de vista, la desviación no es una cualidad del acto 
cometido por la persona, sino una consecuencia de la aplicación que los otros hacen 
de las reglas y las sanciones para un ofensor. El desviado es una persona a quien se 
ha podido aplicar con éxito dicha calificación; la conducta desviada es la conducta 
así llamada por la gente706. 

702	 Cincinnati, Ohio, 1912-Reno, Nevada, 10 de noviembre de 1996, sociólogo de la Universidad 
Miami de Ohio (1934), PhD en Sociología de la Universidad Estatal de Ohio (1939). Profe-
sor en las universidades Kent State, Western Michigan y California Los Angeles, miembro 
fundador de la Facultad de Sociología de la Universidad de California Davis en 1953, donde 
permaneció por más de 40 años. En 1974 recibió el premio E. H. Sutherland por su trayecto-
ria, de la American Society of Criminology y en 1995 el premio a su trayectoria de la Ameri-
can Criminal Justice Research Association. En 1996 recibió el premio Paul Tappan de la Wes-
tern Society of Criminology. Lemert es reconocido por ser pionero en la teoría del etiqueta-
miento de la desviación social. Entre sus principales trabajos se encuentran Social Pathology: 
A Systematic Approach to the Theory of Sociopathic Behavior (1951); Human Deviance, Social 
Problems, and Social Control (1967); y “Paranoia and the Dynamics of Exclusion” (1963).

703	 Tannenbaum. Crime and Community, cit., pp. 19 y ss. La participación de Lemert aparece, 
inicialmente, en Social Pathology, New York, McGraw Hill, 1951 y, puede ser consultada en: 
Lemert. Devianza, problemi sociali e forme di controllo, cit., p. 87. Sobre la contribución de 
Tannenbaum y Lemert, Roberto Bergalli. “Perspectiva sociológica: desarrollos ulteriores”, 
en Bergalli y Bustos Ramírez (dirs.). El pensamiento criminológico, t. i, cit., pp. 150 y ss.

704	 Vold. Theoretical Criminology, cit., p. 202.
705	 Turk. Criminality and Legal Order, cit., p. 10.
706	 Becker. Los extraños. Sociología de la desviación, cit., p. 19. 
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Mientras que Edwin M. Schur, quien acuñó la expresión ”proceso de 
criminalización”, lo consideraba como un proceso de interacción entre las 
agencias de control y los individuos que son tratados como criminales707.

Dicha noción seguida por los autores contemporáneos envueltos en esta 
vertiente de la criminología, con apenas diferencias de matiz, puede y debe 
ser correlacionada con los presupuestos del control social explicados en 
apartes anteriores. En primer término, cabe advertir que la capacidad de 
definición de lo lícito por parte de los grupos sociales, es decir, la prerroga-
tiva para crear las normas de conducta respecto de las cuales se va a predi-
car el delito o la conformidad, requiere de un elemento esencial: el poder. 
Precisamente como un poder político de definición que no sólo se atribuye, 
sino que además posee la fuerza necesaria para crear y aplicar las reglas de 
comportamiento, los instrumentos de control social. Este poder, en cuanto 
procreación de normas de conducta en general, reside en distintos segmen-
tos sociales, con diferentes grados de poder, y de acuerdo con competencias 
definidas según el caso y las condiciones involucradas. Pero si se trata de los 
preceptos que expresan el control social penal, proceden de forma inmedia-
ta del Estado, de sus distintos aparatos, como un poder político institucio-
nalizado. En segundo lugar, tenemos que el poder de adjetivar como crimi-
nales ciertas conductas o rasgos de los individuos, ocupado por el Estado, 
opera en razón de los intereses económicos, políticos, étnicos o sociales que 
los grupos partícipes en el manejo del Estado intentan imponer o proteger. 
Por tanto, los intereses que dan pie a la instrumentalización del poder polí-
tico para asegurar tales prerrogativas grupales son el fundamento a partir 
del cual se explica el conflicto social en general, y se produce la selección de 
los objetos de protección que habrán de recibir atención penal. Entonces, las 
normas penales creadas serán una representación de los intereses grupales 
y, a su vez, un arma dentro del conflicto motivado por los mismos intereses. 
Empero, los conflictos varían en el tiempo y en el espacio. De allí que la com-
prensión del papel de los intereses que motivan el conflicto, y la dinámica 
del conflicto mismo, no pueda ser desvinculada de los procesos sociales e 
históricos en que están envueltos.

El proceso de criminalización, aunque es un mecanismo propio de la ope-
ración penal, puede decirse que tiende un puente entre la divergencia social 
y el control penal. La criminalización genera una relación entre control y 
divergencia social en la que éste le comunicará unas características que la 
van a definir. En efecto, el nexo que se teje entre divergencia y control repre-
senta una relación de comunicación con múltiples manifestaciones, donde 
los aparatos penales pretenden reconstruir los hechos sociales acaecidos y 

707	 Edwin M. Schur. Our Criminal Society, New Jersey, Prentice Hall, 1969, p. 116.
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conocer los rasgos principales que identifican a los actores de la divergen-
cia, a fin de transmitir el rótulo, mientras que estos últimos procuran infor-
mar a las agencias de control con sus propias versiones sobre los sucesos 
acaecidos y los datos pertinentes acerca de ellos y sus contradictores. Es 
también indispensable poner en juego un proceso de comunicación, donde 
ha de hacerse público el hecho divergente y la demanda de reacción social. 
Howard S. Becker, explica así el procedimiento en su conjunto: 

En primer lugar, la imposición de una regla es un acto de iniciativa. En segundo lugar, 
la imposición se da cuando aquellas personan que quieren que la regla sea pública-
mente impuesta (los instigadores de la moral) llaman la atención de los otros sobre 
la infracción, ya que, cuando ésta se hace pública, ya no puede ser ignorada. En otras 
palabras, la imposición se produce cuando alguien hace el llamado de atención. En 
tercer lugar, la gente realiza dicho llamado, haciendo la imposición necesaria, cuan-
do ve alguna ventaja en ese acto. Por último, el tipo de interés personal que incita 
a la imposición varía de acuerdo con la complejidad de la situación en la cual se 
produce708.

La conexión entre normas penales, intereses y conflicto social, permite ad-
vertir además el carácter selectivo del sistema penal. La selectividad penal 
implica, como se ha explicado, escoger unos comportamientos y sujetos 
para atribuirles la calidad de criminales y, en términos negativos, excluir de 
tal etiqueta a otros sujetos y acciones709. La selección, a nivel de la creación 
de las normas penales, obra a través de la incorporación en la ley penal de 
ciertos intereses, paralela al descarte de otros. En otras ocasiones, atadas al 
contexto político, se llega a la sobreprotección de algunas materias, mien-
tras otras quedan protegidas en forma leve o lo son en condiciones tales que 
resultan ineficaces. En cuanto a la ejecución de las normas y demás instru-
mentos de control penal, la selectividad opera con la desigual aplicación de 
las mismas normas frente a distinta clase de individuos o grupos sociales710. 

708	 Becker. Los extraños. Sociología de la desviación, cit., pp. 113 y 114.
709	 Por ejemplo Chambliss estudia a dos grupos de jóvenes, que denomina “santos” y “malan-

dros”, los primeros de clase acomodada, los segundos de clase baja, los cuales participan de 
conductas disonantes y pequeños delitos, y a pesar de que el primer grupo participa con 
mayor frecuencia en la comisión de infracciones, es el segundo el que es visto como un grupo 
delincuente, es decir, como un problema, y activamente controlado por la comunidad, la es-
cuela y la policía, probablemente porque los “santos” no se veían involucrados públicamente 
en actos de violencia llamativos, es decir, no tenían mucha visibilidad, lo que era facilitado 
por su posición socioeconómica, todo lo cual hacía a los “malandros” vulnerables a un escán-
dalo que exaltará su índole criminal, es decir a la intervención sobre sus actos, William J. 
Chambliss. “The Saints and Roughnecks”, en Chambliss y Mankoff (eds.). Whose Law? What 
Order?, cit., pp. 148 y ss. 

710	 Cuando la prostitución fue de nuevo criminalizada en los años 1970 y 1980 en Norteamérica, 
más mujeres que hombres fueron acusadas, en una relación de siete a uno, lo que implicaba 
una desproporción entre las mujeres que ofrecían sus servicios y los hombre que los de-
mandaban, y también las condenas contra las prostitutas eran más severas que la expedidas 
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Por conducto de la criminalización el control interviene sobre la divergen-
cia, a través de una labor de selectividad. La naturaleza del proceso de cri-
minalización encuentra su rasgo distintivo en la selectividad. Esa selecti-
vidad conduce a identificar diferencias en los comportamientos exhibidos 
por los sujetos (en sus líneas de acción social) o en los sujetos mismos. De 
manera coetánea esa selectividad suele ser negativa frente a los poderosos, 
que obtienen inmunidad ante sus acciones. Por ello se ha dicho que tanto 
la ley como la policía están al servicio de los intereses de las élites, donde 
“los poderosos son capaces de hacer pasar sus valores morales como leyes 
de la tierra y, esto, en sí mismo, es parte de la definición de poder”711. Sin 
embargo, a pesar de las tendencias en ese sentido, no puede pensarse que 
la selectividad es per se o en sí misma negativa. Toda intervención penal, 
aún sobre el delito más reprobable, supone una actividad selectiva sobre 
la divergencia. La cuestión radica en dilucidar qué tipo de selectividad se 
aplica, si ella es legítima o no. Los procesos de criminalización orientados 
por la estigmatización que fuera examinada en el apartado anterior carecen 
de justificación.

El derecho penal democrático propio de un Estado social es un derecho 
penal de acto, como quiera que pretende sancionar las actuaciones que son, 
conforme a definiciones previas, antijurídicas. En consecuencia, apenas de-
berían ser objeto de reproche las acciones realizadas y no las condiciones 
o características de los individuos. Tales acciones serían criminalizadas con 
fundamento en los criterios del derecho penal mínimo, los cuales obrarían 
como razón de la selectividad penal. No obstante, en los sistemas legales 
de muchos países, inclusive reputados como democráticos, las definiciones 
penales involucran condiciones singulares de las personas, convertidas en 
blanco de la censura penal. Pero, sobre todo, más allá de las prescripciones 
consideradas en la ley, en la práctica de la operación de la reacción social pe-
nal sobre la divergencia, tal como se ha visto de manera repetida, las calida-
des y las características de los individuos son tomadas en cuenta, en muchos 
casos, por los operadores o el personal jurídico del sistema para activar el 
proceso de criminalización. Por ende, no sólo existen variaciones entre los 
sujetos de diversa índole, sino que tales singularidades inciden para conte-
ner o desviar una intervención penal, o para estimular un tipo de criminali-
zación que persigue sancionar al portador de esas diferencias. Desde luego, 
los eventos anteriores contrarios a un derecho penal democrático deben ser 

contra los clientes, Frances M. Shaver. “The Regulation of Prostitution: Setting the Morality 
Trap”, en Bernard Schissel y Linda Mahood (ed.). Social Control in Canada, Don Mills (On-
tario), Oxford University, 1996, p. 24.

711	 Evelyn L. Parks. “From Constalbury to Police Society”, en Chambliss y Mankoff (eds.). 
Whose Law? What Order?, cit., p. 141.
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rechazados, pues niegan el pluralismo y promueven la exclusión, pero no 
por ello puede desconocerse su ocurrencia. 

Dentro del viejo positivismo criminológico se aseveraba la existencia de 
diferencias entre los individuos: sociales, étnicas, psicológicas y biológicas 
(morfológicas y fisiológicas). Sus propuestas de criminalización estaban 
fundadas en tales variaciones, luego tenían hondas repercusiones. Tales di-
ferencias en muchos casos eran reales, aunque cosa distinta radicaba en el 
valor que les asignaban o el modo como las interpretaban. En el último caso, 
a partir de las singularidades que dentro de la heterogeneidad habían sido 
seleccionadas como anormales, la escuela positivista deducía la concurren-
cia de propiedades ontológicas que calificaba como negativas, cualidades 
de peligrosidad, amoralidad, degeneración, agresividad o propensión al de-
lito. Raciocinio falso como la pretensión de considerar esas discrepancias 
propiedades exclusivas de los criminales y de una minoría de inadaptados, 
cuando estaban presentes en extensos grupos de la población y en personas 
no criminalizadas. Conclusiones del positivismo criminológico tan carentes 
de fundamento, como equivocada es la propia negación de la diferencia, ya 
que desconoce el impacto que acarreaba en el proceso de criminalización.

La persecución de sujetos partícipes de los estados anteriores o carac-
terizados por la concurrencia de alguna circunstancia que los diferenciara 
del conjunto de la masa o de los detentadores del poder es, por cierto, un 
ejercicio bastante antiguo en Europa. Desde la Edad Media temprana los va-
gabundos, los gitanos, los juglares y los buhoneros fueron objeto de especial 
acoso. La reacción social apuntaba contra los grupos anteriores por diversas 
razones. Las riadas de vagabundos y mendigos, bastante heterogéneas, se 
habían formado como resultado de las guerras continuas que arrojaban a 
los campesinos a la ruina y a los caminos, cuando no era la presión de los 
señores feudales por apropiarse de las tierras. Los judíos expulsados de las 
ciudades engrosaban los ejércitos de errantes. También los soldados y los 
mercenarios desmovilizados, los lisiados, los grupos de vividores y mujeres 
que seguían a las tropas en campaña se sumaban a los torrentes de por-
dioseros y prostitutas una vez culminaban las guerras. Aunque la mendici-
dad había sido estimulada por la Iglesia, que encontraba en ella el objeto y 
la justificación para ejercer la virtud cristiana de la caridad, vagabundos y 
mendigos llegaron a ser tenidos como un problema por las pillerías a que se 
dedicaban de modo eventual y, en consecuencia, fueron objeto de la repre-
sión por los sistemas penales.

Los gitanos, el pueblo rom, una etnia en tránsito permanente por tierras 
siempre ajenas, ni siquiera podían acomodarse en la Europa de aquellos 
tiempos, para la cual aparecían como un rezago arcaico. Posiblemente origi-
narios de India, constituían un pueblo nómada y cazador, en un mundo se-
dentario y excluyente, por tanto condenado a la marginalidad. Su atipicidad 
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cultural no tardó en hacerlos blanco de persecuciones sociales y penales. 
Sus integrantes esquivos a la inserción social, con dificultades para proveer-
se de medios de sustento, con escaso poder, eran tanto susceptibles a recaer 
en conductas definidas como criminales como a convertirse en un grupo 
vulnerable a la criminalización. En poco, la estigmatización rondó a los gita-
nos para definirlos como proclives a la criminalidad, tal como lo retrataba y 
difundía la sabiduría popular y aun la literatura712. Luego de siglos de hos-
tigamientos y amenazas, que habían configurado con vigor la tipificación 
sobre su peligrosidad criminal, el pueblo romaní fue objeto de exterminio 
en los campos de concentración de la Alemania nazi y, ya en la posguerra, 
sometido a programas de ubicación o residencia forzosa en los países de 
Europa oriental que hacían parte del bloque soviético, lo que se acompañó 
con una fuerte represión a los resistentes.

Los negros han sido así mismo objeto de intervenciones penales selecti-
vas713. Algo de ello, también respecto de los indios, los mestizos y los pobres, 
se vio en el primer y segundo capítulo de nuestro otro libro714 para el caso 
de América Latina y Colombia. Con todo, desde un punto de vista históri-
co la situación ha sido bastante crítica en Estados Unidos. La experiencia 
es que el manejo policial y el funcionamiento de la justicia estadounidense, 
sobre todo en los momentos preliminares, es una “cuestión de color”, pues 
en temas como la aceptación de la fianza, el monto de ella, los jurados sin 
representación de las minorías, la negociación de las penas y el resultado 
de las sentencias, lo mismo que la cuantía de las penas y las prácticas de 
brutalidad policiaca, son eventos en los que se constata el tratamiento dis-

712	 Es ilustrativa la descripción con la que Miguel de Cervantes Saavedra inicia el relato de 
una de sus novelas: “Parece que los gitanos y gitanas solamente nacieron en el mundo para 
ser ladrones: nacen de padres ladrones, críanse con ladrones, estudian para ladrones y, fi-
nalmente, salen con ser ladrones corrientes y molientes a todo ruedo, y la gana de hurtar y 
el hurtar son en ellos como accidentes inseparables, que no se quitan sino con la muerte”, La 
gitanilla, Madrid, Aguilar, 1968, p. 27.

713	 De manera crítica, no obstante, conviene reseñar un estudio que demostró que, aun cuando 
desde luego en la práctica de la aplicación de castigos en la sociedad estadounidense incidían 
razones relacionadas con la discriminación racial, existía una sobresimplificación que, por 
ejemplo, tendía, de acuerdo con las recetas típicas, a afirmar que los tribunales en el Sur 
obraban de manera más severa en comparación con los tribunales del Norte, lo que no era 
cierto, Darnell F. Hawkins. “Beyond Anomalies: Rethinking the Conflict Perspective on Race 
and Criminal Punishment”, en Social Forces, vol. 65, n.º 3, 1987, pp. 719 y ss. Una teoría bas-
tante discutible, por su acentuado interés por demostrar la incidencia de la discriminación, 
sostiene que lo que define como el carácter colonial de la sociedad estadounidense estruc-
tura un patrón racial de criminalidad, donde la violencia de los colonizadores es un factor 
que estimula la violencia de los colonizados para generar fisuras en las estructuras de poder, 
y donde la agresión contra los negros precede a la agresión contra los colonizadores, Robert 
Staples. “White Racism, Black Crime, and American Justice: An Application of the Colonial 
Model to Explain Crime and Race”, en Phylon, vol. 36, 1972, pp. 14 y ss.

714	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
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criminatorio a las minorías715. La sobrerrepresentación en el sistema penal 
es todavía mayor cuando se combina la pertenencia a minorías étnicas con 
la adscripción a grupos etáreos de jóvenes716.

La selectividad penal afecta de modo considerable a ciertos grupos ét-
nicos. En el caso de los negros en Estados Unidos, ella ha sido objeto de 
distintas interpretaciones. Para una opinión, los negros están sobrerrepre-
sentados como víctimas y como predadores en las tasas de criminalidad, 
por una especie de desesperanza que predomina en los guetos urbanos 
y un nihilismo de esquina de barrio, una sensación de que no existe nada 
que tenga algún valor717. Empero, sin despreciar las actitudes sociales que 
pueden forjarse en determinados contextos, ellas son consecuencia del pro-
blema de fondo, que podría ser identificado en la ausencia de poder de los 
negros y su marginalidad. De acuerdo con otro punto de vista, que refleja 
la posición opuesta, hay un mito de que los crímenes de los negros contra 
los negros requieren de un análisis separado respecto de otros delitos co-
metidos en Estados Unidos; no hay nada peculiar en que un negro victimice 
a otro negro, ello puede ser explicado en las fuerzas sociales y económicas 
que producen la victimización, no es la relación entre la víctima y el victima-
rio, sino entre la víctima y la estructura capitalista de producción718. Empe-
ro, los afroamericanos constituyen un grupo social con particularidades que 
difieren de otros, entre ellas las que inciden sobre su mayor participación en 
acciones sociales divergentes; así mismo, no son tratados igual a otros por 
las agencias de control penal, pero sobre todo, no puede suponerse que las 
particularidades del contexto socioeconómico y político pesan en una forma 
tal que no tienen relevancia las relaciones de interacción social que llevan al 
conflicto, puesto que ello insinúa que lo único importante son las condicio-
nes estructurales, con un deje determinista que niega la autodeterminación. 

En la antigüedad los juglares, artistas y bufones circenses, rechazados 
por la Iglesia como agentes de un mundo de vida licenciosa y de placeres, 
despreciados por el pueblo que los juzgaba indignos, fueron bien pronto 
objeto de abusos legitimados por la ideología imperante, también de manio-
bras del control penal. 

715	 Coramae Richey Mann. Unequal Justice, Bloomington IN, Indiana University, 1993, pp. 166 
y ss. Sobre el monto de las penas y la brutalidad policial, Samuel Walker, Cassia Spohn y 
Miriam DeLone. The Color of Justice, Belmont CA, 1996, pp. 96 y 161.

716	 Michel J. Leiber. The Context of Juvenile Justice Decision Making, Albany, State University of 
New York, 2003, pp. 3 y 4.

717	 Richard Stengel. “When Brothert Kill Brother: Black-on-Black Violence”, en Timmer y  Eit-
zen (eds.). Crime in the Streets and Crime in the Suites…, cit., p. 114.

718	 Bernard D. Headley. “’Black on Black’ Crime: The Myth and the Reality”, en Timmer y  Eit-
zen (eds.). Crime in the Streets and Crime in the Suites…, cit., p. 127.
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La justicia se burla de los juglares dándoles derechos aparentes: cuando con ellos 
se ha cometido una injusticia, se les permite según el Código de los sajones o de los 
suevos (Sachsenspiegel y Schwabenspiegel) tomar su venganza en la sombra que el 
que les ha perjudicado proyecta en la pared719. 

A la par con los juglares, los buhoneros, los prestidigitadores, los traficantes 
y vendedores ambulantes son acorralados por las leyes. Por ello, como lo 
anotan Gustav Radbruch y Heinrich Gwinner720, frente a los atropellos 
cometidos se hace sentir la amargura del legendario cazador de ratas de 
Hamelin721. A la postre, el flautista de Hamelin luego de haber sido burlado 
por la población a la que había salvado de la plaga de roedores, desampa-
rado por un sistema de justicia desigual, toma por su mano cruel venganza. 
Con el correr del tiempo, en general la gente bohemia, los extraños o los 
diferentes, se convierten en grupos vulnerables a la criminalización, catalo-
gados como peligrosos.

Los ejemplos anteriores son representativos de las versiones estereoti-
padas de algunos grupos sociales, e ilustran su incidencia en la criminali-
zación selectiva de esas colectividades. Los estereotipos son las creencias 
generales y simplificadas que constituyen modelos de pensamiento o com-
prensión, los cuales se sostienen sobre alguna cuestión, al margen y aún en 
contra de las evidencias existentes de orden empírico, racional, lógico o, si 
se quiere, científico722. Pero aun más, los estereotipos, constituyen la conso-
lidación de una representación simplista de la naturaleza o características 
de una persona, una situación, una institución o una cultura. En consecuen-
cia, los estereotipos guardan relación con dos conceptos fundamentales: la 
cultura y la ideología. En relación a la cultura, en tanto los estereotipos se 
integran y extienden de modo generalizado, dentro de los rasgos y usos se-
guidos en una sociedad. Respecto a la ideología, en el sentido en que los 
estereotipos nutren los prejuicios que hacen parte de las creencias. El este-
reotipo es también muchas veces, cuando se refiere a perfiles personales o a 

719	 Radbruch y Gwinner. Historia de la criminalidad, cit., pp. 104 a 106.
720	 1906-1967.
721	 Radbruch y Gwinner. Historia de la criminalidad, cit., p. 105.
722	 El concepto de estereotipo fue introducido por Walter Lippman como una función de eco-

nomía. A fin de no reflexionar ante cada situación o evento el sujeto introduce estereotipos, 
Michel Matarasso. “La sociología económica”, en aa. vv. La sociología, Bilbao, Mensajero, 
1975, p. 146. En psicología se introducen otras visiones sobre los estereotipos: “tendencia a 
percibir a una persona con base en los atributos que caracterizan a una determinada cate-
goría o grupo social”, se dice además que “tienen un valor funcional y adaptativo, pues sim-
plifican y ordenan nuestro medio social, lo que facilita una comprensión más coherente del 
mismo, e incluso su predicción, a la vez que ahorramos esfuerzo analítico y tiempo. Aún más, 
los estereotipos facilitan la identidad social e integración grupal y el ajuste a unas normas 
sociales”,  León Rubio y Gómez Delgado. “Percepción social”, cit., p. 97. Todos los estereoti-
pos son creencias, pero no todas las creencias son estereotipos, ya que no todas constituyen 
modelos simplificados de pensamiento o entendimiento.
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grupos de personas, un modelo caricaturizado de ellas. El proceso de crimi-
nalización se encuentra supeditado a una intensa influencia de los estereoti-
pos, tal como se vio al analizar la estigmatización. No obstante, la influencia 
de los estereotipos es variable, dada la diversa naturaleza de los mismos, 
y como quiera que el tipo de conflictos sociales involucrados, a los cuales 
están vinculados, es también diverso. En ocasiones los estereotipos inciden 
en la propia creación de las normas penales, aunque su importancia suele 
ser mayor respecto de la aplicación de los instrumentos de control penal. 

Un ejemplo de la operación de los estereotipos puede ilustrarse en el tra-
tamiento social, sexual y jurídico-penal dispensado a las mujeres. La tradi-
ción penal que materializa dichos estereotipos sugiere que las mujeres son 
demonios de la tentación, sea que lo hagan de manera consciente o incons-
ciente, se supone que además requieren de protección moral y de acuerdo 
con una particular lógica, esa protección debe contener el peligro que repre-
sentan los encantos sexuales de las mujeres que pueden corromper a otros; 
se presume que las mujeres requieren de protección contra empleadores 
explotadores, lo mismo opera respecto de su sexualidad con relación a al-
guna edad que se toma como referente, en cambio los maridos que violan a 
sus esposas con dificultad llegan a ser condenados y en algunos países esa 
posibilidad es de plano imposible, al considerar que accederlas es un dere-
cho de los varones derivado del matrimonio723. 

Se advierte que la valoración del status social de los participantes en la 
interacción podrá reafirmar el carácter selectivo del sistema penal, lleván-
dolo a altas cotas de discriminación en la aplicación de los instrumentos 
de control penal. Los roles sociales de los operadores poseerían probabi-
lidades potenciales de variar, de conformidad con su susceptibilidad ante 
individuos con una posición social superior, o de acuerdo con la asunción 
de una postura desvalorativa del sujeto colocado en un plano social que se 
interpreta como inferior. Al definir el status del procesado, como el corres-
pondiente al de una persona propicia al delito (criminal reincidente, negro, 
pobre, etc.) no será extraño que el operador de la justicia tenga fundadas 
expectativas sobre su conducta, en cuanto que ella es delictiva, procediendo 
a atribuirle responsabilidad penal en el hecho que investiga. 

En la actualidad, fuera de los factores considerados páginas atrás –la 
pobreza, las características étnicas, los antecedentes penales, etc.–, existen 
mecanismos más complejos por medio de los cuales se desarrolla la selec-
tividad penal. En alrededor de la mitad de los miembros de la federación 
norteamericana opera un procedimiento que incrementa de modo bastante 

723	 Laurie Davidson y Laura Kramer Gordon. The Sociology of Gender, Chicago, Ran McNally 
College, 1979, pp. 180 y 181.
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elevado la pena (de 25 años a cadena perpetua) cuando concurre una ter-
cera falta o infracción, en el sistema que se conoce como three strikes and 
you’re out (tres faltas y estás fuera), que representa todo un culto a la ideo-
logía de la peligrosidad y simboliza el profundo atraso del sistema punitivo 
estadounidense. En realidad, tal sistema es discriminatorio de un modo no-
table, puesto que los delincuentes reincidentes suelen ser personas de clase 
baja, con muy poco poder, que se empeñan en delitos de poca monta que 
deben cometer con frecuencia, ya que viven de actividades que permiten 
pocos márgenes de acumulación en cada “golpe”. Todo lo anterior hace a 
tales sujetos más vulnerables frente a las agencias de control penal. Luego 
el sistema se encarga de castigarlos con severidad. Pero la selectividad tam-
bién se materializa, en forma injusta, cuando el trato dado por las agencias 
de control penal a los responsables de la comisión de infracciones es inequi-
tativo. Por ejemplo, se ha establecido que en Estados Unidos “quienes matan 
afroamericanos reciben sentencias más cortas, mientras que los asesinos de 
mujeres son más severamente castigados”724. Una clase ilegitima de selec-
tividad también opera cuando no son criminalizados comportamientos de 
personas o grupos que han infringido la ley, pero poseen poder en un grado 
que les permite evadir la intervención penal. 

El desarrollo de la política de “cero tolerancia” o de las “ventanas rotas”, 
cuyo objeto es el mantenimiento irrestricto del orden, puestas en práctica 
en Nueva York en los años 1990 y promovidas como un modelo a imitar en 
todo el mundo, suponen que cualquier desorden o falta, por pequeña que 
fuera, debía ser sancionada con prisión, puesto que la benevolencia o la to-
lerancia constituyen una invitación para la comisión de delitos cada vez más 
graves. Empero, además de aumentar la prisionalización, afectaron a los 
grupos sociales más vulnerables que se involucran en conductas de crimi-
nalidad visible o en contravenciones (no en los delitos graves), puesto que la 
política impulsa a la policía a concentrarse en la persecución de conductas 
callejeras poco trascendentes (mendicidad, prostitución orinarse en la calle, 
vandalismo, etc.), además de orientar a las fuerzas policiales a enfocarse en 
el control de minorías, al suponer que sus miembros son más propensos a la 
realización de las conductas comentadas725. Para los postores de la política 

724	 Fajnzylber, Lederman y Loayza. “Crimen y victimización: una perspectiva económica”, cit., 
p. 10.

725	 John E. Eck y Edward R. Maguire. “Haves Changes in Policing Reduced Violent Crime? An 
Assessment of the Evidence”, en Blumstein y Wallman (eds.). The Crime Drop in America, 
cit., pp. 224 a 226. Sobre la criminalidad visible, se ha indicado: “Para alcanzar las institu-
ciones represivas, los hechos y sus circunstancias tienen que ser suficientemente visibles 
o alguien tiene que llamar a la policía […] No es necesario ser un erudito para darse cuenta 
de que algunas personas pasan la mayor parte de sus vidas protegidas de las miradas indis-
cretas mientras otros viven casi permanentemente al descubierto, las ilegitimidades de los 
últimos son más visibles que las de los primeros y esta notoriedad está fuertemente ligada 
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citada, a la cabeza de ellos James Quinn Wilson726, sociobiólogo con trayec-
toria en el ámbito de las nuevas teorías biológicas sobre la criminalidad, una 
pandilla se puede reunir, reclutar y organizar sin vulnerar la ley, y su control 
rara vez dependerá de un arresto, dada la complejidad de su estructura, por 
lo que la policía procura atemorizar y expulsar de su zona a la pandilla, pero 
el problema prevalece, por lo que la aplicación de la ley en sí misma no es 
la respuesta, y una pandilla puede destruir una comunidad con su sola pre-
sencia. A su vez, una reacción laxa contra una conducta que sólo afecta a un 
individuo, pero resulta indiferente para los otros, a la postre puede afectar 
de un modo serio a toda la comunidad, puesto que se genera una masa de 
desorden de proporciones tales que hace ineficaces los mecanismos de con-
trol social informal, los cuales son indispensables727. De allí que, se supone, 
la única forma de enfrentar a la pandilla, sea mediante una acción represiva 
que castigue con dureza cualquier trasgresión, por pequeña que sea, lo cual 
debe mantener al tope los mecanismos de control social informal y el papel 
de la comunidad en la lucha contra la “desviación”.

Otro ejemplo cuestionable de selectividad comparece en el aborto. En Co-
lombia el aborto provocado es delito salvo algunas excepciones singulares. A 
la vez, la tasa de abortos es muy elevada, pero en cambio las intervenciones 
penales son muy escasas, pues muy pocas personas son procesadas y con-
denadas. Sin embargo, las muertes de mujeres por malas prácticas abortivas 
son muy significativas. A la postre, la criminalización no es ineficaz, al forzar 
al aborto a sumergirse en la clandestinidad por la prohibición penal, de ma-
nera no oficial, condena a muerte a decenas miles de infractoras de la ley, en 
especial, de clase baja, que no pueden costear una clínica segura ni un viaje al 
exterior para una intervención adecuada en un país donde sea legal728.

III. Dinámicas de reacción y divergencia social 

En este apartado se van a estudiar ciertas facetas específicas que tienen que 
ver con la operación del control materializada en la reacción penal y, en se-

al estatus (particularmente profesional) de los agentes y, finalmente a su lugar dentro de la 
estructura social”, Philippe Robert. ”El sistema de justicia criminal y la opinión pública”, en 
Mednick y Shoham (dirs.). Nuevas sendas en criminología, cit., p. 257.

726	 Denver, Colorado, 27 de mayo de 1931-Boston, Massachusetts, 2 de marzo de 2012, académico, 
científico político y una autoridad en administración pública. La mayor parte de su carrera fue 
como profesor de las universidades de California Los Angeles y Harvard. Ganó atención nacio-
nal gracias a su artículo de 1982 en el que introduce la teoría de las ventanas rotas.

727	 James Q. Wilson y George L. Kelling. “Broken Windows”, en Timmer y  Eitzen (eds.). Crime 
in the Streets and Crime in the Suites…, cit., pp. 363 a 365.

728	 Germán Silva García. “El control penal sobre la sexualidad. Fundamentos, extralimitaciones 
y limitaciones”, en Jaime Bernal Cuéllar (cord.). xx Jornadas Internacionales de Derecho 
Penal, Bogotá, Externado, 1998, pp. 251 y 252.
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gundo término, con el análisis del desenvolvimiento de la divergencia en 
formas especializadas que llegan ser rotuladas como delictivas.

Las características de la profesión jurídica repercuten en la operación 
del control penal o, en otras palabras, en cómo se ejerce el derecho o se ex-
presan las prácticas jurídicas. En cuanto a la noción de profesión, es preciso 
aclarar que ella corresponde a una posición que emerge de percepciones 
sociales de la población, erigidas con fundamento en determinados elemen-
tos o características que han surgido de las relaciones de interacción social, 
lo que significa que se trata de una categoría subjetiva; ello sin perjuicio de 
la existencia de grupos de trabajo que se movilizan con el propósito de ob-
tener para sí esa posición social, a fin de ganar poder y prestigio729. Dichas 
características o elementos, al menos en Colombia, son: 

1. Una formación sistemática y homogénea en términos básicos; 2. Un saber, cono-
cimiento y habilidades, que por su grado de especialidad los diferencia de los legos; 
3. La vinculación a una cultura profesional propia; 4. El uso práctico y predominante 
de ese saber en un campo profesional, a cambio de algún tipo de recompensa; 5. Un 
monopolio sobre el ejercicio de ciertas atribuciones, dispensado de acuerdo con re-
glas profesionales; 6. La posesión de un determinado status730. 

Varios de los cuales son reconocidos en la visión de la profesión en otros 
contextos731. La profesión es también un campo de organización de com-
petencias técnicas (saberes) y del poder (monopolio) en un ámbito de re-
levancia social y política considerable732. A continuación, de manera muy 
breve serán comentadas las características de la profesión, con el propósi-

729	 Howard S. Becker. “The Nature of a Profession”, en íd. Sociological Work, Chicago, Aldine, 
1970, pp. 91 a 93 y 94 a 97. Comparte tal entendimiento sobre las profesiones, como una 
categoría negociada que tiene un origen subjetivo, Mike Saks. “Deconstructing or Recon-
structing Professions? Interpreting the Role of Professional Groups in Society”, en Vittorio 
Olgiati, Louis Orzack y Mike Saks (eds.). Professions, Identity, and Order in Comparative 
Perspective, Oñati, iisjo, 1998, p. 353.

730	 Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. i, cit., pp. 30, 31, 241 y 242.
731	 Para Zvekic, entre otros elementos, la profesión se caracteriza por la tenencia de una cultu-

ra profesional, de un monopolio o competencia profesional y de un status, Ugljesa Zvekic. 
“Professionalism Scale: An Empirical Assessment of Judges Professional Ideology in Yugosla-
via”, en Sociologia del Diritto, n.º 2, Milano, 1985, p. 56. La posesión de una extensa educación 
jurídica es el elemento de definición clave de la profesión para Jon T. Johnsen. “Professional 
and Common Legal Understanding”, en Vincenzo Ferrari (ed.). Law and Rights, Milano, Gi-
uffrè, 1991, p. 219. Se la define también como un grupo de trabajo con un conocimiento o 
saber especializado, con un campo de trabajo o labores apreciadas, Lennart G. Svensson. 
“From Professional Organization to Professionalism: Changing Conditions for Professionals 
in Sweden”, en Olgiati, Orzack y Saks (eds.). Professions, Identity, and Order in Comparative 
Perspective, Oñati, iisjo, 1998, p. 307. También es vista como una ocupación con status, poder 
y prestigio, con un entrenamiento formal prolongado, que cuenta con un saber y habilidades 
especiales, David S. Clark. “The Role of Legal Education in Defining Modern Legal Profes-
sions”, en Ferrari (ed.). Law and Rights, cit., p. 110.

732	 Maria Rosaria Ferrarese. “Potere e competenza nelle professioni giuridiche”, en Sociologia 
del Diritto, n.º 1, Milano, 1992, p. 43.
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to de ilustrar con algunos pocos ejemplos la relevancia que tiene sobre las 
prácticas jurídicas.

En lo que atañe a la formación, acaece una preparación especializada que 
es producto de un largo proceso de entrenamiento que se surte en la carrera 
para obtener el grado abogado en la universidad. La universidad de egreso 
tiene una relevancia equivalente al origen social para configurar el perfil de 
abogados y operadores judiciales, sus inclinaciones ideológicas y orientacio-
nes profesionales733. Aunque también se cuestiona la adecuación de la cultura 
reproducida en la universidad y su falta de correspondencia con las deman-
das de la sociedad734. En el caso colombiano existe una enorme disparidad 
en cuanto a escuelas de derecho y orientaciones en la formación profesio-
nal, dado que existen programas influidos por ideas liberales, conservado-
ras, marxistas, de la masonería, de los militares, de distintas comunidades 
religiosas, del Opus Dei, de bandas de narcotraficantes, de sindicatos de la 
empresa privada, todo esto dentro de universidades públicas y privadas, lai-
cas y católicas, inclinadas a la preparación de operadores para la justicia y los 
tribunales, para la administración pública o para el sector privado, mientras 
que algunas facultades de derecho se muestran del todo ajenas al ejercicio del 
derecho penal. Entre los operadores jurídicos que actúan en los tribunales o 
llevan un ejercicio privado del derecho se ha establecido que existe una pro-
funda estratificación, dada por la universidad de origen, el tipo de clientelas, 
las distintas especialidades profesionales seguidas, las ramas del derecho e, 
igualmente, por las diferencias de valores e intereses735. 

El saber especializado es un factor de legitimación del poder de los opera-
dores jurídicos. La racionalización del derecho, su forma escrita, la sistema-
tización normativa, la posibilidad de desarrollarlo por medio de la interpre-
tación, sirven al propósito de generar un saber jurídico736. El saber comporta 
teorías sobre la interpretación del derecho penal y referidas a la percepción 

733	 Entre otras opiniones en ese sentido, Edwin M. Schur. Law and Society. A Sociological View, 
New York, Random House, 1968, p. 104; Jerome E. Carlin. Lawyers on their Own. A Study of 
Individual Practitioners, New Brunswick, Rutgers University, 1962, p. 17; Roberto Bergalli. 
“Justicia y jueces en Latinoamérica”, en Ferrari (ed.). Law and Rights, cit., p. 519; Roberto 
Cartocci. “L’università di provenienza, le precedenti esperienze lavorative e il ruolo delle 
scuole di preparazione”, en Giuseppe di Federico (redactor). Caratteristiche socio-culturali 
della magistratura. Le tendenze degli ultimi vent’anni, Padua, cedam, 1989, pp. 109 y ss.; Silva 
García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. iv, cit., pp. 58 y ss.

734	 Pietro Barcellona. “I conflitti spenti sotto la coperta della giustizia”, en aa. vv. Il potere dei 
giudici, Roma, Manifesto Libri, 1994, p. 21.

735	 Giovanni Cossi. “Professionalità e personalità: riflessioni sul ruolo dell’avvocato nella socie-
tà contemporanea” en Sociologia del Diritto, n.º 3, Milano, 1985, pp. 67 y 68; Jerome E. Car-
lin y Jan Howard. “La representación en juicio y la justicia de clase”, en Wilhelm Aubert 
(ed.). Sociología del derecho, Caracas, Tiempo Nuevo, 1971, pp. 354 y ss.

736	 Julien Freund. “La rationalisation du droit selon Max Weber”, en Archives de Philosophie du 
Droit, t. 23, “Formes de rationalité en droit”, Paris, Sirey, 1978, pp. 72 y 76.
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de la criminalidad, que repercuten sobre la aplicación del derecho y, por ende, 
con independencia de lo que representen en términos de conocimiento, son 
instrumentos de poder. La posesión exclusiva del saber jurídico es un elemen-
to que distingue al operador jurídico del lego. Pero, a su vez, los operadores 
del derecho harán lo posible por mantener a los legos, esto es, a los no aboga-
dos, alejados del conocimiento jurídico737. También al interior de la profesión, 
distintos grupos buscarán colocarse en posición de participar e influir en la 
definición de las reformas, con la que ganan una ventaja profesional conside-
rable sobre sus pares competidores, además de derogarles el conocimiento.

La cultura jurídica, interna de los miembros de la profesión y externa de 
los legos, está configurada por corrientes de pensamiento, valores, mores, 
costumbres y usos, lo mismo que por productos738. Se mencionaba renglones 
atrás que la extracción social, junto a la universidad de origen, que influyen 
en las características culturales, tienen repercusiones directas sobre perfiles, 
ideologías y orientaciones profesionales de los operadores jurídicos, lo que 
resulta de un modo particular importante en tratándose de los miembros de 
la judicatura. A ese último respecto, cabe considerar que, por regla general, la 
judicatura se ubica en el espacio de la clase media739. E, inclusive, como en la 
situación colombiana, en la clase media baja740. Los operadores judiciales son 
sometidos a procesos intensos de socialización en los roles propios del cargo 
en la vida cotidiana de la administración de justicia, en las escuelas de forma-

737	 Johnsen. “Professional and Common Legal Understanding”, cit., pp. 219 y ss. Las diferencias 
entre los legos o justiciables y los operadores jurídicos se inscriben en una relación de poder, 
fundada en diferentes visiones del mundo, Pierre Bourdieu. “La forcé du droit. Eléments 
pour une sociologie du champ juridique”, en Actes de la Recherche en Sciencies Sociales, n.º 64, 
1986, p. 9.

738	 “La cultura es un conjunto complejo constituido por ideas y por un repertorio de pautas o 
costumbres (usos, hábitos y mores), junto a sus productos y símbolos, adquiridos y difun-
didos socialmente, los cuales pueden llegar a hacer parte de la tradición social e histórica”, 
Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. i, cit., p. 85. La cultura interna 
es la propia de los miembros de la profesión, la externa es la cultura jurídica de los legos, 
Erhard Blankenburg. “Legal Culture on Every Conceptual Level”, en Johannes Feest (ed.). 
Globalization and Legal Cultures, Oñati, iisjo, 1999, p. 18.

739	 En la antigua Yugoslavia (Serbia) se encontraba, además de una pertinencia a la clase baja, 
una influencia muy fuerte en la actividad de administrar justicia dada por los valores y acti-
tudes originados en esa posición social y en el carácter intelectual de los jueces, Ugljesa Zve-
kic. “Le caratteristiche sociali del giudice jugoslavo”, en Sociologia del Diritto, n.º 3, Milano, 
1981, pp. 45 y ss. En algunos países europeos, por ejemplo, Francia, la judicatura enfrenta una 
pérdida de presencia e imagen económica y social, a lo que se adiciona una recarga intensa de 
trabajo, desde los años 1960, aun cuando aparece acompañada de posiciones jurisprudenciales 
más progresistas e innovadoras, dentro de una ubicación que se encuadra en la clase media, 
Pierre Mounier. “Du corps judiciarie â la crise de la magistrature”, en Actes de la Recherche 
en Sciences Sociales, n.º 64, 1986, pp. 21 y ss.

740	 Una primera referencia al respecto, ya con una proyección histórica, en Dennis O. Lynch. Le-
gal Roles in Colombia, Upsala, Scandinavian Institute of African Studies e International Center 
for Law in Development, 1981, p. 43. 
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ción judicial y, en ocasiones harto frecuentes, en su propio ambiente familiar 
ya que provienen de familias de jueces741. 

El valor justicia, se supone, es la principal pauta de orientación axiológica 
de la profesión. En general, los operadores jurídicos tienen una comprensión 
un tanto abstracta, en realidad vaga, de los que es la justicia; como afirma Ma-
ria Rosaria Ferrarese la noción de justicia posee una naturaleza sobre todo 
evocativa, pero no teóricamente precisa742. La investigación empírica demos-
tró que los jueces estaban dispuestos a realizar el valor justicia, incluso, por 
encima de los requerimientos de la ley, pero a la par estableció que los jueces 
no tenían ideas muy precisas acerca de qué es la justicia y, en cambio, esta-
ban impregnados con profundidad de prevenciones y sesgos sociales, lo que 
llevaba a pensar que su forma de hacer justicia se nutriría de predilecciones 
ideológicas fundadas en prejuicios743. Los abogados, en razón de las complica-
ciones que ofrece el lenguaje jurídico, el derecho y el saber jurídico a los legos, 
que a veces se torna en criptográfico, deben convertirse en intérpretes de los 
justiciables que comparecen ante la administración de justicia, la cual a su vez 
aparece distante, ajena e, incluso con frecuencia, atemorizante744. De forma 
similar, la cultura de los operadores jurídicos puede tender a la litigiosidad o a 
la evitación del conflicto745. Dennis O. Lynch indicaba que los operadores jurí-
dicos vinculados a la administración tendían a percibir sus ocupaciones como 
transitorias, escalas hacia posiciones superiores en el ámbito privado, en las 
que se aprendía, eran adquiridas experiencia, algún renombre y contactos746. 
Por ello su compromiso con el interés público es bajo.

En las prácticas profesionales repercuten factores como la manera de co-
brar honorarios. El sistema de cobro de honorarios puede terciar en la cali-
dad del servicio de defensa que recibe el procesado, por ejemplo, cuando se 
cobran los honorarios por etapa del proceso puede predecirse que el asunto 
llegará a juicio, la última etapa, con la pasividad del defensor747. También los 
procesados de bajos recursos deben recurrir a abogados con una clientela de 
clase baja y poca capacidad de pago, por lo cual para obtener una remune-

741	 En el último sentido, se ha detectado una fuerte tendencia en Francia a la reproducción fa-
miliar de la judicatura, al respecto Alain Bancaud. La haute magistrature judiciare entre 
politique et sacerdoce, Paris, lgdj, 1993, pp. 21 y ss. También, Jean-Luc Bodiguel. “Qui sont 
les magistrats francaise? Esquisse d’une sociologie”, en Povoirs, n.º 16, Paris, 1981, pp. 35 y 
ss. 

742	 Maria Rosaria Ferrarese. L’istituzione difficile. La magistratura tra professione e sistema 
politico, Nápoles, Università di Bari, 1984, p. 153.

743	 De la investigación empírica, Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. iv, 
cit., pp. 100 y ss.

744	 Arnaud. Clefs pour la justice, cit., pp. 120 a 122.
745	 Erhard Blankenburg. “Legal Cultures Compared”, en Ferrari (ed.). Law and Rights, cit., p. 

95.
746	 Lynch. Legal Roles in Colombia, cit., pp. 59 y ss.
747	 Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. i, cit., p. 143.
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ración satisfactoria tenderán a tomar un gran número de casos a los que les 
dedicarán poco tiempo de atención748. 

El monopolio profesional le asegura a los abogados que los justiciables es-
tán obligados a recurrir a ellos en la casi totalidad de asuntos, y ello es todavía 
más obligante en materia penal a fin de garantizar el derecho a una defensa 
técnica. Aun cuando muchas veces la representación judicial del procesado la 
lleva un defensor público, el cual se afana más por terminar rápido los casos, 
en particular, cuando sus honorarios son saldados luego de concluir un de-
terminado número de casos. En Colombia la profesión carece de autonomía, 
por ende, de capacidad de autoregulación, pues no está organizada en barras 
o colegios de abogados, pero esto no le resta poder político a la profesión que 
encuentra además resguardo en el poder gremial de las universidades749.

En general, el status de los miembros de la profesión jurídica en Colom-
bia, al igual que en otros países, es alto. No obstante, en Colombia es para-
dójico que el prestigio de los abogados penalistas, también de los jueces en 
el área, sea en extremo negativo, de acuerdo con los estudios en la materia, 
puesto que las cualidades negativas de los procesados por la justicia penal 
eran transferidas por la opinión a los miembros de la especialidad, a lo que 
se agrega una imagen general de deshonestidad y falta de ética asociada al 
abogado, presente entre los legos, pero así mismo a nivel de los estudiantes y 
de los profesionales del derecho750. Esa imagen de corrupción deja una huella 
negativa en la operación de la administración de justicia, puesto que genera 
expectativas de rol entre los justiciables, que estarían dispuestos a intentar 
sobornar a los funcionarios, dada la creencia de que todos los abogados son 
corruptos.

Los operadores jurídicos ocupan distintas posiciones dentro de la profe-
sión, con roles diferentes. Esos distintos operadores compiten por el control 
del derecho dentro del campo jurídico, por lo que se traban conflictos entre 
ellos751. Tales operadores poseen además ideologías variadas. Las ideologías 
de los miembros de la profesión jurídica, entendidas ellas como el conjunto 
de ideas interpretativas acerca de los fenómenos sociales, que se expresan 
como creencias, valores y concepciones, tienen un calado profundo en el cur-
so o sentido de las decisiones que adoptan los operadores del derecho752. Las 
ideologías son influidas por el perfil sociocultural de los operadores. En el 
caso colombiano, la investigación empírica ha demostrado la penetración de 

748	 Carlin y Howard. “La representación en juicio y la justicia de clase”, cit., pp. 349 y ss.
749	 Silva García. El mundo real de los abogados y de la justicia, t. i, cit., p. 177.
750	 Ibíd., pp. 213 y ss. 
751	 Vincenzo Ferrari. Diritto e società. Elementi di sociologia del diritto, Bari, Laterza, 2004, p. 

154. 
752	 Sobre el concepto de ideología, Germán Silva García. Las ideologías y el derecho penal, Bogo-

tá, Instituto Latinoamericano de Altos Estudios –ilae–, 2007, pp. 15 y ss.
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esas ideologías en las actuaciones de los operadores, en particular de jueces 
y fiscales. La noción de “segundo código” o seconde code es una contribución 
clave para entender la operación del control penal, en particular, la filtración 
de las predilecciones ideológicas en las decisiones judiciales. El criminólogo 
inglés Peter McNaughton-Smith introdujo y describió el concepto de se-
gundo código como un sistema de reglas informales y exigibles, que se dife-
rencia del código oficial o “primer código”, cuyas reglas son utilizadas para 
resolver los casos, pese o aún contra las normas del primer código753. Como 
destaca Alfred Büllesbach, la reacción penal de etiquetamiento es más una 
respuesta a la vulneración del segundo código, “implícito y latente”, que una 
respuesta a la inobservancia de normas jurídicas (primer código)754. 

Por su parte, la realización de acciones sociales divergentes adquiere con-
notaciones singulares que serán examinadas a continuación, relacionándolas 
con las etiquetas penales que el control les suele imponer. Desde la década de 
los años 1990 varios países latinoamericanos y del Caribe experimentaron 
un notable ascenso de las cifras de criminalidad, en particular de los delitos 
violentos. Esto ha llevado a la región a convertirse en una de las más violentas 
del mundo755. En particular, Colombia ha ostentado varias veces el primer o 
segundo lugar entre las naciones con más muertes violentas. La gravedad del 
fenómeno en América Latina parece muchas veces asociada a la presencia 
de conflictos armados y al narcotráfico (Colombia y El Salvador), pero no en 
otros casos (México, Brasil, Honduras, Venezuela). Sin embargo, en Colombia 
entre 1980 y 1995 el número de muertes violentas de todo tipo llegó a 300 
mil, de las que sólo una parte era imputada al conflicto armado (en 1987 tan 
solo el 7%)756. Así que lo que parece más importante es el aprendizaje de la 
violencia, inducido por conflictos armados o por el narcotráfico, que abre las 

753	 Por segundo código “se alude a mecanismos selectivos que representan principios sociales fir-
memente institucionalizados y estructuralmente arraigados y que se sitúan, en su mayor parte, 
subliminalmente en el marco de las acciones que corresponde a los roles y que son susceptibles 
de manipulación. El funcionamiento del seconde code, en cuanto a nivel más amplio de acciones 
conforme a reglas, depende en gran medida de que dicho nivel no sea evidente a simple vista y 
que actúe subliminalmente. El seconde code, por lo tanto, solamente es comprobable mediante 
investigaciones empíricas”, McNaughton-Smith. “The Second Code. Toward (or Away from) 
an Empiric Theory of Crime and Delinquency”, cit., pp. 15 y ss.

754	 Alfred Büllesbach. “La ciencia jurídica ante las ciencias sociales”, en Kaufmann y Hassemer 
(eds.). El pensamiento jurídico contemporáneo, cit., p. 384.

755	 En 1994 la tasa de homicidios era de 51.9 por 100 mil habitantes en la región Andina, 30.1 
en Brasil, 21.1 en Centroamérica y el Caribe hispanoparlante y 6.2 en el Cono Sur, Andrew 
Morrison, Mayra Buvinic y Michael Shifter. “América violenta: factores de riesgo, con-
secuencias e implicaciones para las políticas sobre la violencia social y doméstica”, en Hugo 
Frühling y Joseph S. Tulchin (eds.). Crimen y violencia en América Latina, Bogotá, Fondo 
de Cultura Económica, 2005, pp. 118 a 120. Colombia, El Salvador, Honduras y México pre-
sentan figuraciones notablemente altas en las tasas de homicidio de los últimos 20 años; 
Sao Paulo, Caracas, Bogotá y Medellín igualmente. Argentina, Chile, Costa Rica, Paraguay y 
Uruguay presentaban tasas más bajas que el promedio mundial.

756	 Daniel Pecaut. Guerra contra la sociedad, 2.ª ed., Bogotá, Espasa, 2002, pp. 90 y 187.
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compuertas para el desarrollo de usos sociales vinculados a la violencia, lo 
mismo que a conocimientos, experiencias, referentes culturales y formas de 
organización aptas para el ejercicio de la violencia junto al acceso a armas.

Comparece una preocupación considerable y bastante legítima por los 
costos económicos y sociales, en especial de los crímenes violentos; a la par, la 
problemática de la criminalidad violenta pasa a disputar el primer o segundo 
lugar en las encuestas sobre necesidades prioritarias de la población; lo cual, 
a su vez, corre paralelo al incremento de un miedo de los habitantes a la de-
lincuencia violenta que, en no pocas ocasiones, parte de supuestos equívocos 
sobre sus características y razones y llega a conclusiones bastante distorsio-
nadas, pese a que la divergencia social definida como delito es una realidad 
de grandes proporciones757. 

En Colombia la tasa de muertes y lesiones en accidentes de tránsito es tam-
bién considerable, pues suele superar al número de víctimas por el conflicto 
armado, lo que parece responder a la desobediencia general de las normas de 
tránsito, muchas de las cuales son absurdas y por ello quedan sumergidas en 
un estado de ilegitimidad, al consumo de alcohol, la imprudencia, lo mismo 
que a fallas técnicas y mal estado de las vías. Con las muertes en accidentes de 
tránsito se hace bastante populismo penal (discurso que exalta la necesidad 
de una mayor represión), pero es evidente la ausencia de una política sólida, 
técnica y sistemática de seguridad vial758.

El narcotráfico expone en Colombia el fenómeno de un gran número de 
bandas dedicadas a la actividad, con muy distintos grados de complejidad. Se 
puede constatar el predominio de un tipo de organización empresarial en red 
bastante extenso, con la participación de muchos grupos; las 

redes clandestinas podrían caracterizarse como los canales a través de los cuales las 
unidades de un mismo o varios mercados ilegales se interrelacionan o, en ocasiones, 
buscan contactarse con el ámbito legal759. 

Aunque en algunas ocasiones una misma banda reúne varias de las etapas 
del proceso bajo su dirección, siempre comparecen múltiples grupos con 
tareas especializadas distintas, orgánicamente diferenciados y, a veces, para 

757	 Sobre los costos del crimen existen diferencias importantes acerca de los parámetros y varia-
bles que deben ser tomadas en cuenta, pero con todo el Banco Interamericano de Desarrollo 
calculó los costos sociales del crimen en América Latina para 1999 como equivalentes al 
14.2% del producto interno bruto –pib–, una cifra exorbitante, casi tres veces más que en 
Estados Unidos, Fajnzylber, Lederman y Loayza. “Crimen y victimización: una perspectiva 
económica”, cit., pp. 2 y 3. 

758	 Sobre esto, ver Velandia Montes. La punitividad electoral en las políticas penales contempo-
ráneas, t. ii, cit., pp. 9 y ss.

759	 Ciro Krauthausen y Luis Fernando Sarmiento. Cocaína & Co., Bogotá, Tercer Mundo e 
iepri, 1993, pp. 25, 131 y ss.
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ciertas labores los participantes son individuos aislados760. No existen car-
teles de drogas, pues ello supone la presencia de organizaciones que ejer-
cen un control monopólico sobre los procesos de producción, distribución y 
venta lo que no corresponde a la realidad del mercado, además con estruc-
turas jerárquicas y verticales cuando se trata de redes de grupos, aunque 
en Colombia algunas bandas alcanzaron grandes dimensiones y resonancia 
por sus tentativas de infiltrar el Estado e influir en sus políticas, lo mismo 
que por el uso reiterado de la violencia761. 

Los antecedentes de una economía de contrabando fuertemente desa-
rrollada, que dentro de una “cultura” de la ilegalidad proveyó capitales ini-
ciales de inversión, rutas, conexiones internacionales, armas, experiencia, 
contactos con la policía y autoridades estatales, fueron importantes para 
el desarrollo del narcotráfico en Colombia, lo mismo que en otros países 
como España, a lo que se agrega también con un papel similar el negocio de 
las esmeraldas762. Los narcotraficantes, con origines sociales muy diversos, 
parecen partícipes de largas carreras delictivas por las que registran ante-
cedentes penales antes de su arribo al negocio de la droga, el cual perciben 
como legítimo, a la par que adoptan sus propios marcos normativos y expo-
nen en general una falta de respeto por la ley, también con frecuencia son 
ellos mismos consumidores de drogas763. En el país al igual que en otros con 

760	 Por ejemplo, en el mercado de la cocaína hay cultivadores, jornaleros o “raspachines” que 
recolectan y raspan las hojas de coca, que ganan tres veces más que por un producto lícito; 
intermediarios o “chichipatos” que se encargan de acopiar las hojas; propietarios, guardaes-
paldas y obreros de las “cocinas” donde se elabora la pasta de coca; grupos a cargo de su 
transporte; compradores que la exportan por las “rutas” que han organizado; importadores 
que las reciben a veces en países de paso hacia el mercado de consumidores; mayoristas que 
compran los embarques; distribuidores que emplean a gran cantidad de personas en las ca-
lles, y en esa cadena varios de los grupos reclutan abogados, contadores, banqueros, sicarios 
y funcionarios del Estado a sueldo.

761	 Con todo, el mito de los carteles, que es una construcción social de la realidad, cumple varias 
funciones sociales: 1. Mostrar viable y por tanto legitimar la lucha contra las drogas; 2. Exhi-
bir “grandes” éxitos en el combate a las drogas; 3. Reeditar la idea de que el crimen no paga, 
ejemplarizada en la muerte y captura de los jefes; y 4. Presentar el problema de las drogas 
como ajeno a Estados Unidos, Silva García. ¿Será justicia?, cit., pp. 313 a 316. Otros autores 
dudaron de la existencia de carteles y tendían a describir organizaciones más próximas a un 
esquema de redes, Pecaut. Guerra contra la sociedad, cit., p. 158. La receta de los “carteles” 
para describir y analizar las bandas de traficantes se extendió en Colombia a una cantidad 
innumerable de bandas, lo que anulaba la noción misma de cartel, y luego involucró también 
a múltiples bandas mexicanas. La cuestión era ¿cómo podían tantas bandas, en Colombia y 
México, a la vez, ejercer el monopolio sobre el negocio? En la literatura especializada esta-
dounidense se llegó al extremo de hablar de “carteles de esquina”, dirigidos por pequeños 
traficantes, lo que contradice del todo el concepto económico de cartel, e ilustra el abuso de 
la tipificación, como puede verse en Gilda Berger. Violence and Drugs, New York, Franklin 
Watts, 1989, pp. 47 y ss.

762	 Silva García. ¿Será justicia?, cit., pp. 327 y 328; Krauthausen y Sarmiento. Cocaína & Co., 
cit., pp. 140 y ss.

763	 Francisco Thoumi. Economía, política y narcotráfico, Bogotá, Tercer Mundo, 1996, pp. 155 a 
162.
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conflictos armados internos, la guerrilla y las bandas paramilitares se han 
financiado del cobro de impuestos, venta de protección y de la participación 
directa en el narcotráfico. 

La producción y exportación de marihuana ha perdido importancia co-
mercial con el desarrollo de los cultivos en Estados Unidos donde se con-
virtió en el producto agrícola más importante de su economía, en términos 
de valores. La siembra de la amapola, materia prima de la heroína, es casi 
incontrolable, pues en muy pequeñas extensiones se cultiva con altos rendi-
mientos, por lo que es difícil detectarla, a la par que reemplazar un plantío 
erradicado es muy fácil, ya que la planta crece con velocidad. Así las misio-
nes de erradicación, manual o con fumigaciones aéreas, se concentran en los 
arbustos de coca. Sus resultados son muy dudosos, pues aunque aumenta 
el número de hectáreas eliminadas, también crecen los cultivos nuevos, lo 
que significa migraciones de los cultivos y más daños ecológicos resultantes 
del derribo constante de selva para las nuevas plantaciones. Esto animó la 
colonización de regiones donde la presencia estatal es precaria o inexisten-
te, salvo la de la fuerza pública, en procesos que envuelven grandes trans-
formaciones culturales764. A lo largo de la historia de la guerra de las dro-
gas, no ha sido afectado de modo sensible el precio para los consumidores, 
lo que indica el fracaso de la prohibición. El impacto del narcotráfico en la 
distorsión de la economía, la grave afectación de derechos e instituciones 
democráticas (libertades políticas, libertad de prensa, justicia, etc.), la pro-
moción de la corrupción y en la concentración de la tierra agraria ha sido 
mayúsculo765.

Son varios los delitos motivados en alicientes económicos. En Colombia 
el secuestro extorsivo es uno de ellos766. Acometido por bandas altamente 
especializadas, suele contar con el apoyo de inversores externos, pues es 
una práctica muy costosa; investigadores que reúnen por meses informa-
ción financiera y familiar, y hacen seguimientos a la posible víctima; coman-
dos armados (que se apoyan en conductores, ladrones de autos y dueños 
de garajes) encargados de tomar a la víctima; negociadores, que suelen ser 

764	 Jaime Jaramillo, Leónidas Mora y Fernando Cubides. Colonización, coca y guerrilla, 2.ª ed., 
Bogotá, Universidad Nacional de Colombia, 1986, pp. 74 a 89.

765	 Sobre las consecuencias del narcotráfico, Alonso Salazar Jaramillo. La cola del lagarto, 
Medellín, Enlace y Corporación Región, 1998, pp. 103 y ss.; Silva García. ¿Será justicia?, cit., 
pp. 325 y ss. Ha habido periodos en los que las compras en el exterior han superado las ex-
portaciones, pero el ahorro de divisas en el país ha aumentado. La excesiva oferta de dólares 
tiene un impacto sobre la revaluación del peso, lo que afecta a la industria nacional de expor-
tación.

766	 En 1977 el secuestro fue declarado por los medios de comunicación colombianos como el 
“personaje” del año, aunque las cifras de entonces fueron bastante inferiores a las alcanzadas 
en las décadas de los 1980 y 1990. En época reciente los secuestros han registrado descensos 
notables.
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personas muy “duras”, con grandes habilidades psicológicas; “cuidanderos”, 
que custodian y alimentan al secuestrado en su sitio de encierro. Las bandas 
de delincuentes comunes “venden” a sus víctimas a la guerrilla, que posee 
en parajes selváticos aislados mayores posibilidades de mantener asegura-
do al secuestrado, además sin grandes costos, pues las negociaciones llevan 
meses y, en oportunidades, años. Esas mismas condiciones permitieron a 
las farc, a fines de los 1990, hasta comienzos del siglo xxi, desarrollar una 
práctica de secuestros masivos de todo tipo de personas por las que pedían 
pequeñas sumas de dinero, lo que se denominó “pesca milagrosa” (obtuvo 
ese mote al ocurrir los primeros casos durante la Semana Santa de 1998, lo 
que aludía a un pasaje de la fiesta religiosa), que culminan cuando las farc 
pierden el acceso a las grandes carreteras y deben replegarse después de 
las ofensivas militares en el primer Gobierno de Álvaro Uribe Vélez767. La 
guerrilla “compra” secuestrados o secuestra niños, ancianos, mujeres y, en 
ocasiones, cobra varias veces por la misma persona o por el secuestrado a 
quien ya han asesinado y también por su cadáver, o por cuenta de distintos 
frentes (una división de sus unidades militares) secuestra a la misma per-
sona o a sus familiares. El secuestro también se ha vuelto una lucrativa acti-
vidad para intermediarios contratados, particulares y agentes de empresas 
de seguridad privada multinacionales, a fin de adelantar las negociaciones 
en representación de las familias afectadas. La ausencia de relaciones fami-
liares y emocionales con el secuestrado reduce la vulnerabilidad frente a las 
presiones de los secuestradores768.

Las estadísticas alrededor del mundo demuestran que la mayoría de los 
delitos reportados son cometidos contra el patrimonio económico o la pro-
piedad769. Los ladrones profesionales, que perciben el oficio como cualquier 
otro, planean sus actividades en forma minuciosa, le otorgan prioridad a la 
seguridad y están divididos en varias especialidades muy diversas, como los 
carteristas, los que trabajan en tiendas, los asaltantes de bancos, etc., operan 
orientados por reglas morales, códigos de procedimiento y estrategias770. 

767	 Medellín, 4 de julio de 1952-, abogado y político colombiano, Presidente de la República por 
el Partido de la U por dos períodos consecutivos, del 7 de agosto de 2002 al 7 de agosto de 
2010.

768	 Sobre el secuestro en Colombia ver el interesante artículo de Mauricio Rubio. “Del rapto 
a la pesca milagrosa. Breve historia del secuestro en Colombia”, Documento cede 2003-36, 
Bogotá, Universidad de los Andes, diciembre de 2003, pp. 27 y ss., disponible en [www.ver-
dadabierta.com/documentos/victimas-1/secuestros].

769	 Carrabine, Iganski, Lee, Plummer y South. Criminology. A sociological Introduction, cit., p. 
131.

770	 Edwin Sutherland. Ladrones profesionales, 2.ª ed., Madrid, La Piqueta, 1993, pp. 37 a 56, 71 
y ss. Rara vez los carteristas actúan en solitario, hay un trabajo en equipo, respaldado por una 
entrenada habilidad para sustraer los objetos sin ser notado. La mayoría de los ladrones de 
tiendas arrestados son aficionados, mientras en las joyerías se recurre a cambios por piezas 
falsas.

http://www.verdadabierta.com/documentos/victimas-1/secuestros
http://www.verdadabierta.com/documentos/victimas-1/secuestros
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Detrás del ladrón, apoyándolo, está el reducidor; a través de él vuelve al mercado 
lo sustraído. El ladrón es el perpetrador externo del delito contra la propiedad; el 
reducidor frecuentemente el empresario771. 

Existen además evidencias, en Colombia y con relación a los delitos contra 
el patrimonio económico, que sustentan la idea de que “a medida que los 
delincuentes invierten más capital y organización en sus actividades, este 
proceso va acompañado de mayor violencia”772. El ladrón está dispuesto y 
preparado para asumir ciertas actitudes en determinadas situaciones, por 
ejemplo para asustar o intimidar a su víctima en caso de ser sorprendido 
en una situación cara a cara773. Entre los ladrones, los crímenes cometidos 
por principiantes tienen sus propias motivaciones singulares, exhiben poco 
compromiso con la delincuencia y no se perciben a sí mismos como ladro-
nes, fuera de lo cual tienden a actuar de modo oportunista y, a diferencia de 
los profesionales, carecen de experiencia, planificación y especialización774. 

Las invasiones de tierras rurales y urbanas, con frecuencia vinculadas a 
luchas sociales, exponen sus propias dinámicas. Las ocupaciones urbanas, 
incrementadas en Colombia con las distintas violencias y la atracción de las 
urbes, que han tenido un peso considerable en el desarrollo de las ciudades 
grandes e intermedias, se desarrollan de conformidad con ciertos modelos 
organizativos que involucran desde bandas de urbanizadores piratas, pe-
queños poseedores y organizaciones políticas de izquierda, a la par que in-
volucran a pobladores que exponen características culturales de relevancia 
para entender los procesos de ocupación de tierras y las dinámicas de los 
conflictos775. 

771	 David. El mundo del delincuente, cit., p. 19.
772	 Édgar Trujillo y Martha Elena Badel. “Los costos económicos de la criminalidad y la vio-

lencia en Colombia: 1991-1996”, en Planeación & Desarrollo, vol. xxviii, n.º 4, 1997, p. 272.
773	 Andrew Hacker. “Getting Used to Mugging”, en Chambliss y Mankoff (eds.). Whose Law? 

What Order?, cit., p. 221.
774	 Carrabine, Iganski, Lee, Plummer y South. Criminology. A sociological Introduction, cit., p. 

138. También, sobre el oportunismo de los ladrones aficionados, Siegel. Criminology, cit., p. 
306.

775	 Un estudio profundo sobre las invasiones de tierras, en especial urbanas, tanto en lo que se refie-
re a las situaciones de divergencia que conducen a las ocupaciones, como a las características y 
estrategias de las reacciones y control policial, en Silva García. ¿Será justicia?, cit., pp. 234 a 284. 
Las políticas estatales sobre el espacio han incidido en la problemática. Entre otros elementos a 
considerar, existen procedimientos para la selección de los inmuebles que van a ser invadidos, 
estrategias para la ocupación que comportan desde la preferencia por ciertos días de la semana 
hasta modelos urbanísticos, las técnicas de los enfrentamientos con la policía, el papel de las 
empresas estatales de servicios públicos, el uso del derecho como medio para defender la ocu-
pación, etc. El control involucra aspectos como el uso de la inteligencia, el empleo de la policía 
y del Ejército, los procedimientos para el uso de la fuerza, etc. Sobre la formación de los barrios 
populares y de invasión en Medellín, Alonso Salazar Jaramillo (ed.) y otros. La génesis de los 
invisibles. Historias de la segunda fundación de Medellín, Bogotá, Programa para la Paz Compañía 
de Jesús, 1996, pp. 13 y ss.
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En la revisión de las prácticas divergentes con acento delictivo es evi-
dente que en Colombia, al menos desde los años 1920, lo que se repite de 
manera continua hasta nuestros días, el tema de la posesión de la tierra 
aflora en un primer plano en conexión con esas prácticas. En el trasfondo 
de la violencia no sólo se halla la cuestión de una inequitativa distribución 
de la tierra, que existe reflejada en sus altas tasas de concentración (el 4% 
de propietarios poseía el 61%, en 2008), sino que las usurpaciones con el 
empleo de la fuerza y el fraude son una constante histórica. De los conflictos 
de los años 1920 y 1930, se pasó a las expoliaciones durante La Violencia 
(1946-1962), siguió un aumento de las invasiones a fines de los años 1960, 
después sucedidas por las expulsiones de propietarios o poseedores por la 
guerrilla y la desvalorización de los predios rurales, para que desde la dé-
cada de los años 1980 hasta fines de la primera década del siglo xxi, con la 
acción del narcotráfico y de las bandas llamadas de autodefensa o parami-
litares, se acelerara la concentración de la tierra y su apropiación violenta 
y por medios fraudulentos. Procesos de usurpación que en no pocos casos 
fueron ejecutados con el concurso de las agencias de control penal y, en todo 
caso, como ha sucedido en los últimos años, con la complicidad de las auto-
ridades estatales. Complot de las bandas con las autoridades que llevaron a 
la adjudicación de tierras baldías a su favor. Entonces, acciones divergentes 
que bien pueden ser tildadas de criminales promueven el despojo de tierras, 
las expulsiones y los desplazamientos, pero paralelamente, las prácticas pe-
nales desarrolladas en forma activa u omisiva, y la connivencia de los agen-
tes del Estado, aseguran el éxito de tales desalojos.

En materia de inasistencia alimentaria, una infracción penal con una ele-
vada tasa de ocurrencia en Colombia, cuya criminalización en realidad cons-
tituye un modo coactivo penal para el cobro de deudas civiles, según una 
investigación en la materia, aunque las situaciones denunciadas no encajan 
dentro de los supuestos de la norma penal, la prevalencia de una especie de 
“sentido de justicia”, en el que se advierte una visión ideológica particular 
sobre lo que debe ser la paternidad, moviliza en una dirección punitiva al 
aparato penal776. Los jueces que conocen de los asuntos de inasistencia ha-
cen un uso repetido de recetas o tipificaciones sociales para construir las 
realidades de los procesos y emitir las sentencias y resolver el monto de las 
condenas, adicionado con juicios morales, a lo que se agrega la particulari-
dad, con importantes implicaciones políticas y sociales, de considerar res-
ponsable al infractor por no conseguir empleo; a su vez, con la intervención 
penal se busca imponer un modelo tradicional de organización de la familia, 

776	 Manuel Fernando Moya Vargas. Los fallos penales por inasistencia alimentaria, Bogotá, Uni-
versidad Santo Tomás, 2007, pp. 232 a 236.
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que no es preponderante; por su parte, los transgresores son hombres de 
clase baja en su inmensa mayoría, que muchas veces no tienen ningún con-
tacto con los hijos, los cuales obran de un modo machista, con otras particu-
laridades culturales conforme a las cuales la idea es que la atención de los 
hijos es una tarea femenina, lo que los lleva a un estado de irresponsabilidad 
social, acompañado de indiferencia y desconocimiento de las consecuencias 
penales; mientras que en la dinámica del conflicto de pareja la acción penal 
es utilizada como un mecanismo de retaliación por el abandono, lo que tam-
bién muchas veces motiva la insolidaridad para el pago de las obligaciones 
alimentarias por el padre777.

Los límites entre las exageraciones y los fraudes de seguros son difíciles 
de determinar. Tal como se ha advertido en Norteamérica, las compañías 
de seguros presionan con fuerza para que se profundice la criminalización 
como fraudes de conductas indebidas relacionadas con los seguros. Ocurre 
que las personas tienden a exagerar las pérdidas en sus reclamaciones de 
seguros, porque de alguna manera han pagado por años, a veces decenas 
de años, algo que no han visto nunca. Entonces el reloj perdido se vuelve un 
Rolex, cuando se puede obrar de modo oportunista. La cuestión es que este 
tipo de conducta es bastante común, y representa el rubro mayor de mer-
mas financieras de las agencias. Sin embargo, las empresas aseguradoras 
tienden a ver esas exageraciones como parte del negocio e, incluso llegan a 
calcular como costos un nivel aceptable de pérdidas. Las compañías pagan 
muchas de las reclamaciones porque resultaría más costoso y dispendioso, 
en muchos eventos, emprender una acción legal para obviar el pago, así que 
la suma perseguida como parte de un fraude debe ser cuantiosa para que 
esté justificado buscar la intervención penal y, además, ella debe tener posi-
bilidades de éxito778. El defraudador es un hombre común de clase media o 
alta, con la capacidad económica suficiente como para asegurarse, que obra 
con oportunismo y que, como ocurre frente a otras hipótesis delictivas, con-
sidera que “no hay víctima” porque ella es una persona jurídica, una compa-
ñía impersonal, lo que le facilita su actuación. 

Un caso parecido, en lo que toca con las presiones de las corporaciones 
para intensificar la criminalización, tiene que ver con las infracciones a los 
derechos de autor en la era digital, que se han visto expandidas con la In-
ternet. Esto se ha traducido en la creación de nuevos delitos y unidades es-

777	 Germán Silva García. “Exploración sociojurídica sobre el delito de inasistencia alimentaria”, 
en Gonzalo Cataño (coord.). Teoría e investigación en sociología jurídica, Bogotá, Externado, 
2003, pp. 329 y ss.

778	 El análisis en Richard V. Ericson y Aaron Doyle. “Criminalization in Private: The Case of 
Insurance Fraud”, en aa. vv. What Is a Crime? Defining Criminal Conduct in Contemporary 
Society, cit., pp. 102 y ss.
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pecializadas para su persecución en la policía y la fiscalía, elevación de las 
penas, junto a grandes presiones de Estados Unidos para aumentar la repre-
sión. Los infractores suelen ser bastante jóvenes, muchas veces no actúan 
motivados por intereses de lucro, participan en redes de amigos que bajan e 
intercambian música, software, etc., y no tienen conciencia de obrar con ili-
citud779. La ausencia de conciencia sobre la propia ilicitud también está pre-
sente en delitos que implican la violación de reglamentaciones técnicas, en 
los que el ciudadano común, aunque sabe que el hecho está prohibido por la 
ley, no lo percibe como un crimen, pues no advierte maldad, ni una vulnera-
ción de los valores aprendidos en los procesos de socialización primaria780.

La ley penal que persigue los delitos sexuales, tanto en sus descripciones 
como en sus sanciones, históricamente ha tenido una influencia muy fuerte 
de las teorías criminológicas dispuestas para explicar la criminalidad bajo 
claves tradicionales781. Las penas bajas, la atenuación de la muerte por celos, 
la despenalización o atenuación de la violación de las prostitutas, etc., son 
consecuencias de ello. La divergencia sexual envuelta en acciones definidas 
como violación, según datos bastante conocidos y universales, de un modo 
muy habitual involucra a personas conocidas, amigos cercanos y parientes, 
fuera de lo cual suele ocurrir en la propia casa de la víctima782. Pese a ello, 
por regla general, la amenaza de la violación o el temor inducido por ella, es 
presentada como una amenaza generada en terceros y fuera del hogar, con 
el propósito de evitar que hijas o esposas se alejen de la casa y de la tutoría 
de padres y esposos. Esto sucede así porque lo que está envuelto es una 
cuestión de poder y control. Susan Brownmiller identifica a la violación 
como un problema de propiedad, donde los hombres subyugan a las muje-
res sobre la base de la amenaza de violación, lo que obliga a las mujeres a 
someterse en propiedad a un hombre a cambio de protección, por lo que la 
violación se convierte en un crimen para proteger la propiedad masculina 
sobre las mujeres esposas e hijas783. 

779	 Steven Penney. “Crime, Copyright, and the Digital Age”, en aa. vv. What Is a Crime? Defining 
Criminal Conduct in Contemporary Society, cit., pp. 61 y ss.

780	 Edwin M. Lemert. Human Deviance, Social Problems and Social Control, New Jersey, Prentice 
Hall, 1967, pp. 22 a 25.

781	 Natalie J. Sokoloff y Barbara Raffel Price. “The Criminal Law and Women”, en Natalie 
J. Sokoloff y Barbara Raffel Price (eds.). The Criminal Justice System and Women, 2.ª ed., 
New York, McGraw Hill, 1995, p. 21.

782	 Ronald Berger, Marvin D. Free Jr. y Patricia Searle. Crime, Justice and Society. Criminol-
ogy and the Sociological Imagination, New York, McGraw Hill, 2001, pp. 202 a 204.

783	 Susan Brownmiller. Against Our Will: Men, Women, and Rape, New York, Simon & Schuster, 
1975, pp. 2 y ss. Se ha considerado que no es conveniente asimilar el problema de la violación 
a las relaciones de propiedad masculina sobre la mujer, Herman Schwendinger y Julia R. 
Schwendinger. “Rape, the Law, and Private Property”, en Timmer y  Eitzen (eds.). Crime in 
the Streets and Crime in the Suites…, cit., p. 172. Sin embargo, el razonamiento de Brown-
miller es convincente, y no implica una reducción en términos de relaciones de producción. 
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En general, los delitos sexuales son delitos de poder. En esa línea, que 
destaca al poder y a la propiedad, debe mencionarse a modo de ejemplo 
que el tener relaciones sexuales forzadas con la esposa no era considerado 
violación en Estados Unidos, debido a que el matrimonio implica un acceso 
sexual permanente, según la doctrina Halen, incorporada a la jurispruden-
cia en 1857784. En la violación, con frecuencia, existe la idea en el agresor de 
que hay una “señal de disponibilidad” al contacto sexual, representada en 
su anuencia inicial y pese al arrepentimiento posterior, en la aceptación de 
un trago, en usar ropa percibida como provocativa; situaciones que llevan a 
estereotipos como que la mujer es la culpable de la violación, o que la mujer 
al final se relaja y disfruta la violación o que los hombres tienen impulsos 
sexuales incontrolables, mitos que se reproducen en el escenario judicial y 
hacen difícil una criminalización efectiva785. La vulnerabilidad femenina a 
los delitos se incrementa en los subgrupos con menos poder786. Desde 1993 

Las mujeres son enseñadas desde niñas a desconfiar de su cuerpo o de su propia carnalidad, 
a temer, a percibirse como objeto, a buscar la protección masculina, lo que repercute en su 
incapacitación en distintas áreas de la vida, Susan Griffin. “Rape: The All-American Crime”, 
en Chambliss y Mankoff (eds.). Whose Law? What Order?, cit., p. 234.

784	 La doctrina estableció que “el esposo no puede ser culpado de una violación cometida a la 
esposa, porque por su matrimonio mutuo y el contrato que suscribieron la mujer no se puede 
retractar de sus obligaciones contraídas”, Freda Adler, Gerhard O. W. Mueller y William S. 
Laufer. Criminology and the Criminal Justice System, 5.ª ed., New York, McGraw Hill, 2004, p. 
253.

785	 En el tribunal se espera que la mujer aparezca enojada y avergonzada, pero guardando la 
compostura, si ella aparece muy lucida y tranquila, como un testigo, corre el riesgo de no ser 
tomada como una víctima, si aparece muy enojada corre el riesgo de verse como histérica 
y al tiempo como poco creíble, Carrabine, Iganski, Lee, Plummer y South. Criminology. 
A sociological Introduction, cit., p. 155. Un análisis de las alternativas de prevención de la 
violencia contra las mujeres y los niños en Maureen Cain. “Orientalism, Occidentalism and 
the Sociology of Crime”, en Garland y Sparks (eds.). Criminology and Social Theory, cit., pp. 
87 y ss. Así mismo, distintos estudios en Estados Unidos permitían concluir que la violación 
no era un problema de los hombres. Cuando la violación es vista como una enfermedad el 
infractor es observado como un enfermo no culpable, la idea de que la mujer propicia la vic-
timización tiene los mismos efectos, de igual modo, la atención se concentra en los motivos y 
el comportamiento de la víctima, con lo que la responsabilidad también se traslada a ella, a la 
par, prevalece la imagen psico-biológica de que el comportamiento masculino sexualmente 
agresivo es muy extraño y por ello no está asociado a hombres normales, por todo lo anotado 
es que muchas veces en las cortes termina siendo juzgada la mujer, Diana Scully. “Rape is 
the Problem”, en Sokoloff y Raffel Price (eds.). The Criminal Justice System and Women, cit., 
pp. 203 y 204.

786	 En Estados Unidos, las mujeres negras y jóvenes son más propensas a ser víctimas de los 
delitos violentos, las niñas blancas tienen mayor susceptibilidad a ser víctimas de los delitos 
contra la propiedad, mientras que un tercio de las víctimas de delitos sexuales son niñas, 
aunque se estima que sólo uno de cada diez casos son reportados a las autoridades y que 
ello ocurre sobre todo en eventos que involucran a niñas. A la vez, proporcionalmente, las 
mujeres que son cabeza de familia tienen la participación más alta como víctimas en casos 
de abusos sexuales y negligencia. Las niñas son más vulnerables a la comisión de abusos se-
xuales por miembros de su familia, el 71% de las víctimas de abuso sexual infantil son niñas, 
y se ha estimado que el 25% de las niñas estadounidenses fueron víctimas de abuso sexual 
antes de los 16 años. Igualmente, es mayor la vulnerabilidad al delito en las mujeres de clase 
baja. En forma análoga, ha sido detectada una correlación entre la condición de víctima y 
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varios centenares de mujeres y niñas pobres han sido asesinadas en Ciudad 
de Juárez, después de torturadas y violadas, en un auténtico feminicidio. Re-
lacionado con los delitos sexuales comparecen también formas de violencia 
simbólica y homofóbicas bastante agresivas787. El acoso sexual representa 
por igual la problemática del poder, donde más que la satisfacción por algu-
na ventaja sexual, lo que se busca es subordinar a la mujer victimizada, lo 
que además produce placer. También es un problema de poder debido a que 
el acoso es posible en razón de que el agresor tiene una posición relativa de 
poder superior, en el campo laboral o social, de la que pretende valerse.

Muchos, aunque no todos aquellos que realizan acciones divergentes que 
caen en la categoría de delitos sexuales, padecen de trastornos psiquiátri-
cos788. A su vez, aun cuando las leyes tienden a definir a los psicópatas se-
xuales como pacientes, el tratamiento no ha suplantado al castigo; las polí-
ticas y las prácticas penales los manejan como criminales789. Por su parte, la 
explotación sexual a cambio de incentivos económicos, que tiene múltiples 
modalidades, varias de ellas constitutivas de delito, se convierte en un tráfi-
co de personas que involucra distintos servicios y modelos de organización; 
mientras que el control penal ha recurrido a diferentes paradigmas, que van 
desde la prohibición total de la prostitución, hasta esquemas que privilegian 
la atención asistencial, aunque con poco éxito; cuando de crimen organiza-
do se trata, el cual aparece conectado a otros negocios como el de las drogas 

posterior paso a la posición de victimario. De las anotaciones anteriores, Meda Chesney-
Lind y Randall G. Shelden. Girls. Delinquency and Juvenile Justice, Pacific Grove CA, Brooks-
Cole, 1992, pp. 24 a 27 y 90. Las mujeres negras son el 97% de las mujeres condenadas a más 
de tres meses de prisión, luego su vulnerabilidad se representa también en la gestión penal, 
Coramae Richey Mann. “Women of Color and the Criminal Justice System”, en Sokoloff y 
Raffel Price (eds.). The Criminal Justice System and Women, cit., p. 124. Las variables con 
mayor incidencia en la victimización son el patriarcado, la violencia familiar, la marginalidad 
económica, el racismo y la inadecuada educación; las variables de la criminalización serían 
el abandono de la familia, la asociación con criminales y drogadictos, el enjuiciamiento como 
delincuente recurrente y las relaciones familiares dentro del mundo delincuencial, Regina 
A. Arnold. “Processes of Victimization and Criminalization of Black Women”, en Sokoloff y 
Raffel Price (eds.). The Criminal Justice System and Women, cit., p. 137. En Canadá el perfil 
típico de las víctimas de delitos sexuales corresponde a mujeres con menos de 25 años, en 
un 70% entre 16 y 25, solteras y de estratos sociales bajos, Ron Hinch. “Sexual Violence and 
Social Control”, en Bernard Schissel y Linda Mahood (eds.). Social Control in Canada, Don 
Mills (Ontario), Oxford University, 1996, pp. 35 a 37. 

787	 La aprobación de una ley federal en Estados Unidos sobre elaboración de estadísticas refe-
ridas a crímenes de odio, en 1990, consideró necesario aclarar que los recursos dispuestos 
para su aplicación no podían ser utilizados para promover el homosexualismo, Ruthann 
Robson. “Violence Against Lesbians”, en Sokoloff y Raffel Price (eds.). The Criminal Justice 
System and Women, cit., pp. 313 y 314.

788	 Además, muchos de los trasgresores sexuales no parecen ser tratables con las psicoterapias 
existentes, Murray L. Cohen, Ralph Garofalo, Richard Boucher y Theoharis Seghorn. 
“The Psychology of Rapists”, en Timmer y  Eitzen (eds.). Crime in the Streets and Crime in the 
Suites…, cit., p. 132.

789	 Edwin Sutherland. “Perception and legislation: The Diffusion of Sexual Psychopath Laws”, 
en Henshel y Silverman (eds.). Perception in Criminology, cit., p. 238.
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ilícitas y tiene también vocación trasnacional, a su vez, se imponen códigos 
informales que incorporan normas de conducta, un control sobre los terri-
torios, a más de la prestación de servicios de seguridad a clientes y traba-
jadoras sexuales, que con frecuencia involucra a autoridades policiales790. 

La problemática de las infracciones a los derechos humanos es crítica 
en América Latina y, en especial, en Colombia. La guerrilla, en especial las 
farc, los paramilitares y las bandas de narcotraficantes se empecinaron en 
la instauración de un Estado de terror como medio para la realización de 
sus objetivos, lo que se tradujo en una tragedia humanitaria de la población 
civil. El caso de los llamados “falsos positivos”, acecido durante el segundo 
Gobierno de Álvaro Uribe Vélez es también representativo791. Los riesgos 
de introducir sistemas de alicientes han sido advertidos por la investigación 
criminológica: 

los investigadores crecientemente reconocen que los oficiales encargados de hacer 
cumplir la ley responden a sus propios incentivos, los cuales no siempre son consis-
tentes con el bienestar de la sociedad792. 

Las percepciones sociales sobre la criminalidad son socialmente construidas 
con la intervención activa de las agencias de control, la participación de los 
“eruditos” a los que se ha hecho referencia en otros capítulos y, desde luego, 
también con la contribución protagónica de los medios de comunicación. 
Estos constructos sociales que delinean una imagen de la criminalidad y los 
criminales, lo mismo que un determinado entendimiento acerca de tales fe-
nómenos, tienen un impacto real en las actitudes de la población y en las 
mismas políticas penales, que terminan autocumpliendo la profecía que han 
edificado. Por ejemplo, en Estados Unidos el Federal Bureau of Investigation 
–fbi– concentraba en los homicidios, robos y violaciones sus informes es-
tadísticos periódicos sobre criminalidad a la opinión, los que acompañaba 
de recursos dramáticos (el reloj del crimen, que muestra la frecuencia de 
violaciones, entre otros), lo cual permite exhibir una imagen de que esos 
delitos eran los más graves, dejando de lado las infracciones de cuello blan-

790	 Misael Tirado Acero. Comercio sexual, Bogotá, Instituto Latinoamericano de Altos Estudios 
–ilae–, 2013, pp. 49 y ss., 124 a 126; Carlos Alfonso Laverde Rodríguez. Prostitución y tra-
bajo. Condiciones sociales y laborales de mujeres trabajadoras sexuales en la ciudad de Bogotá, 
Bogotá, Instituto Latinoamericano de Altos Estudios –ilae–, 2015, disponible en [www.ilae.
edu.co]; Carmen Torres Malaver. Niños, niñas y adolescentes víctimas de delitos sexuales 
en el proceso penal colombiano, Bogotá, Instituto Latinoamericano de Altos Estudios –ilae–, 
2015, disponible en [www.ilae.edu.co].

791	 Los miembros de las Fuerzas armadas recibían premios, en realidad de poca monta, por dar 
de baja o capturar a miembros de las guerrillas, lo que llevo a ejecutar a civiles y presentarlos 
como subversivos muertos en combate. Más de 3.000 militares han sido investigados.

792	 Fajnzylber, Lederman y Loayza. “Crimen y victimización: una perspectiva económica”, cit., 
p. 10.

http://www.ilae.edu.co
http://www.ilae.edu.co
http://www.ilae.edu.co
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co793. En términos generales las estadísticas de criminalidad se concentran 
en los crímenes violentos que son más visibles, lo que distorsiona la imagen 
social sobre el crimen. Del mismo modo, los crímenes más graves, que son 
los menos frecuentes, vienen a ser los que aparecen con mayor frecuencia 
en los reportes de los medios de comunicación, lo que genera la imagen dis-
torsionada de que son los delitos más comunes794. A la par, la población no 
califica como crímenes ciertos problemas sociales significativos, pese a que 
son más dañinos, dado que no concuerdan con su percepción social sobre 
qué es el crimen (más cercana a la del violador y potencial asesino que ace-
cha en la oscuridad a su víctima)795. En general la gente común no vincula 
los atentados a intereses difusos con la criminalidad, pese a los daños que 
ocasionan, pues el sujeto se percibe ante todo como individuo y de manera 
bastante más distante como miembro de un grupo o de la sociedad. 

Ciertas personas creen que pueden ser víctimas de esos delitos graves, 
violentos y visibles, aunque las probabilidades reales de serlo son remotas. 
La información inexacta sobre la criminalidad lleva a que la gente no adopte 
medidas necesarias o a limitar y cambiar su vida debido al miedo, porque 
el crimen no sólo afecta a sus víctimas reales, sino también en una propor-
ción mayor a quienes tienen miedo de llegar a serlo; hay más temor en las 
mujeres de ser víctimas y, pese a los prejuicios en la materia, menor temor 
entre personas ancianas796. En suma, estas creencias generan sentimientos 
de inseguridad y temores. La producción de sentimientos de inseguridad es 
común en muy distintos países, como Italia y Colombia, y ellos se encuen-
tran en la base de los reclamos ciudadanos de seguridad797. La sensación 
de inseguridad y el miedo a la criminalidad se traducen en la adopción de 

793	 Michalowski. Order, Law, and Crime, cit., pp. 261 a 263. Así mismo, la sobredimensión de los 
delitos graves y subestimación de los menos graves tiene un impacto negativo en el éxito de 
las políticas de prevención de esos delitos, Berl Kutchinsky. “Ley, crimen y actitudes legales: 
nuevos avances en la investigación escandinava sobre conocimiento y opinión de la ley”, en 
Mednick y Shoham (dirs.). Nuevas sendas en criminología, cit., p. 288.

794	 Warr. “Public Perceptions of and Reactions to Crime”, cit., p. 23. Países con altas y bajas tasas 
de homicidio presentan rangos casi idénticos de temor al crimen, Gabriel Kessler. “Miedo 
al crimen”, en Alejandro Isla (comp.). En los márgenes de la ley, Buenos Aires, 2007, p. 71.

795	 Michalowski. Order, Law, and Crime, cit., p. 4.
796	 Mark Warr. “Public Perceptions of and Reactions to Crime”, cit., pp. 13 y 14. El crimen y el 

miedo al crimen han permeado a la sociedad estadounidense, en especial afectando a los más 
pobres y a las minorías, Warren E. Burger. “Crime and Punishment”, en Timmer y  Eitzen 
(eds.). Crime in the Streets and Crime in the Suites…, cit., p. 7. “Miles de personas inocentes 
son víctimas de crímenes graves. Pero millones son víctimas del temor al crimen, creado 
o transmitido y amplificado por los medios masivos”, Kutchinsky. “Ley, crimen y actitudes 
legales…”, cit., p. 311. En esos casos la disminución del delito no afecta el miedo al crimen, 
pues éste no es ocasionado por los niveles de criminalidad, también el miedo a la inseguridad 
ánima sentimientos de venganza, Lucía Dammert y Patricia Arias. “La construcción de una 
sociedad temerosa: crimen y castigo en Chile”, en Isla (comp.). En los márgenes de la ley, cit., 
p. 195.

797	 Guido Vittorio Travaini. Paura e criminalità, Milano, Franco Agnelli, 2002, pp. 18 y 19. 
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medidas de control (prohibir a los hijos salir de noche, comprar sistemas de 
alarma, adquirir armas, etc.), la elevación de demandas a las autoridades de 
mayor represión del crimen, fuera de lo cual generan situaciones de “pánico 
moral”, en las que las características anteriores se repiten acentuadas.

El término “pánico moral” fue introducido por Jock Young, pero desarro-
llado por Stanley Cohen, en cuyo trabajo la noción alcanza toda su dimen-
sión798. El concepto es un avance de la perspectiva teórica relativa a la cons-
trucción social del delito, cuyos principales elementos fueron examinados 
en el capítulo tercero. La categoría de pánico moral implica la construcción 
de un estado de zozobra y temor, acompañado de descontento e irritación 
social, con el apoyo de los medios de comunicación y por la vía de la elabo-
ración de un escándalo con un tono exagerado acerca de una clase singular 
de situaciones o acciones, que también puede versar sobre un grupo de per-
sonas, relacionadas con la criminalidad799.

A ese efecto, los llamados empresarios morales, que obran orientados 
por sus intereses políticos específicos, actúan en cuatro pasos sucesivos: 1. 
Generan alarma e intranquilidad social, en parte explotando los estereoti-
pos existentes entre la población acerca del crimen; 2. Cuestionan las medi-
das que se toman para combatir el fenómeno de criminalidad; 3. Provocan 
pánico moral, lo que se traduce en miedo, odio o animosidad en la población 
y en una crisis política para la administración; 4. Exigen más poder para 
enfrentar el fenómeno, sobre la base de que es muy difícil, pero asegurando 
que ellos –con más recursos y atribuciones– son los únicos capaces de aca-
bar con la amenaza; y 5. Ocurre una reacción desproporcionada para ata-
car la criminalidad o al grupo peligroso, lo que muchas veces tiene alcances 
apenas simbólicos. En Estados Unidos a mediados de los 1980 se denunció 
la concurrencia de una auténtica epidemia de crímenes de odio, pero ella 
fue cuestionada como una construcción social de la realidad sin bases em-
píricas800.

798	 Burke. An Introduction to Criminological Theory, cit., p. 148.
799	 Stanley Cohen. Folks Devils and Moral Panics. The Creation of the Mods and Rockers, Oxford, 

Martin Roberson, 1980, pp. 25 y ss. El pánico satánico de los años 1980 fue bastante rel-
evante en Estados Unidos, cuando se creía que en ese país pululaban grupos satánicos que 
cometían sacrificios de animales y abusos sexuales en medio de rituales, pero en realidad 
la campaña correspondió a un caso específico de pánico moral, presentado de una manera 
estilizada y elaborada por los medios de comunicación, con barricadas morales erigidas por 
editores, obispos, políticos conservadores y expertos que difundían sus diagnósticos y so-
luciones, en misiones orquestadas por grupos de interés, aunque el problema que se de-
nunciaba era prácticamente inexistente, más allá de algunas figuras pintorescas que fueron 
entrevistadas, Michael Shermer. “Epidemics of Accusations Medieval and Modern Witch 
Crazes”, en Weis. The Sociology of Deviance, cit., p. 209.

800	 James B. Jacobs y Kimberley Potter. Hate Crimes. Criminal Law & Identity Politics, New 
York, Oxford University, 1998, pp. 45 y ss.
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Se trata de una satanización a partir de un escándalo moral, que reafir-
ma intereses y valores que son considerados amenazados por las personas 
“malas”801. Al tratarse de una construcción social, en realidad, no existe la 
amenaza o ella no comparece en las proporciones denunciadas, pero se edi-
fica una percepción subjetiva sobre inminencia, verdad y objetividad del pe-
ligro. Los medios de comunicación utilizan relatos o crónicas de casos extra-
vagantes, los cuales serían presentados en forma descontextualizada, como 
si fueran representativos de la situación o del grupo social que ha sido aso-
ciado a la criminalidad. Los medios al exagerar los problemas, interesados 
en tomar una participación del mercado, aplicarían el principio de “darle al 
público lo que quiere”, para lo cual amplifican y dramatizan la gravedad de 
los delitos802.

El pánico moral y los sentimientos de inseguridad han sido, a su vez, 
enlazados con la llamada posmodernidad. La sociedad contemporánea es 
definida por algunos como posmoderna, pues ya no está relacionada con la 
industrialización, la burocratización y la fe ciega en la ciencia, sino que apa-
rece vinculada con la revolución tecnológica y mediática desde la segunda 
mitad del siglo xx. Esta sociedad ha convertido al crimen en un espectáculo 
de entretenimiento e, incluso, al control, cuando por ejemplo se trasmiten 
videos de golpizas policiales, llevando tanto al crimen como al control a ex-
tremos de publicidad inimaginables, que eliminan las franjas de privacidad 
con efectos sustanciales; dentro de una revolución que también ha significa-
do la aparición de crímenes tecnológicos, en particular informáticos, como 
una novedad, en la que no hay relaciones cara a cara, donde la computadora 
es un medio para la comisión de fraudes, el espionaje industrial, la loca-
lización de víctimas de delitos diversos, la venta de pornografía infantil y 
el tráfico pedófilo, etc., mientras que el control penal se desarrolla y colo-
niza nuevos escenarios con los recursos tecnológicos avanzados (cámaras, 
vigilancia electrónica, escuchas, detectores de metales, equipos de rayos X, 
bases de datos y pruebas de adn803. Existen realitys en los que en directo 
son trasmitidos operativos policiales, referidos a ciertas infracciones, que 
por regla general involucran a individuos de clase baja o de minorías étni-
cas, emitidos en Estados Unidos, pero que en virtud a la televisión satelital 
llegan directo a las casas de los televidentes del mundo con sus imaginarios 
sobre el crimen; aparecen grupos de Facebook en los que personas busca-

801	 Mary de Young. “Moral Panics. The Case of Satanic Day Care Centers”, en Patricia A. Adler 
y Peter A. Adler (eds.). Constructions of Deviance, 3.ª ed., Belmont CA, Wadsworth, 2000, p. 
169.

802	 Carrabine, Iganski, Lee, Plummer y South. Criminology. A sociological Introduction, cit., p. 
336.

803	 Berger, Free y Searle. Crime, Justice and Society. Criminology and the Sociological Imagina-
tion, cit., pp. 153 a 156.
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das por la policía se burlan de ella y enganchan seguidores; en Internet se 
encuentran instrucciones para cometer delitos que involucran tecnologías 
elaboradas o saberes especializados. 

Pero el tema de la posmodernidad tiene otras aristas. Varios sociólogos 
han insistido en que ha surgido una nueva sociedad, una nueva modernidad, 
una modernidad tardía, o una sociedad posmoderna, en la que no sólo el Es-
tado nación ha perdido importancia tal como se analizó en capítulo anterior, 
lo mismo ha ocurrido con las clases sociales y la familia (desplazamiento de 
la mujer al mercado laboral, aumento del divorcio y escasa vigilancia sobre 
los hijos adolescentes), transformaciones en la producción capitalista (au-
mento del trabajo informal de sobrevivencia y del consumo), transforma-
ciones culturales (reducción de la importancia de las culturas locales como 
resultado del uso de los medios electrónicos), todo lo cual tiene un impacto 
sobre lo que se considera el bienestar, en el control penal y en la criminali-
dad804. Así mismo, ha emergido la noción de “sociedad del riesgo” aparejada 
a varios de los cambios descritos.

La idea de la “sociedad del riesgo” es típicamente europea. El bienestar 
y el progreso social y económico avanzados, la estabilidad política, junto al 
desarrollo de la revolución tecnológica, además de la alarma por la crimi-
nalidad, son las condiciones principales que la han propiciado805. A esto se 
agregan, como una característica contemporánea, las mayores posibilidades 
de hacer toda clase de cálculos y previsiones, lo cual hace que las socieda-
des se tornen más sofisticadas en sus análisis, y ello las lleva a plantearse 
el problema del riesgo806. A su vez, la preocupación por el futuro conduce a 

804	 Carrabine, Iganski, Lee, Plummer y South. Criminology. A sociological Introduction, cit., pp. 
90, 95 a 98. Todo esto ha significado un cuestionamiento de las matrices empleadas por la 
criminología, que afronta nuevos retos teóricos para atender los fenómenos emergentes con la 
modernidad tardía o posmodernidad, en especial las transformaciones en: 1. La dinámica de 
la producción e intercambio en el capitalismo (emergencia del consumo masivo, reestructura-
ción de los mercados laborales e inseguridad del empleo); 2. Los cambios en la estructura de la 
familia y de los hogares (trabajo asalariado de las mujeres, disminución del tamaño de las fami-
lias, incremento de las tasas de divorcio y fracturas familiares, separación de los adolescentes y 
falta de supervisión); 3. El cambio en la ecología social y la demografía (estiramiento del tiempo 
y del espacio con el empleo de automóviles y tecnologías de la información y la comunicación); 
4. El impacto social de los medios masivos electrónicos (la generalización de la expectativas y 
de los miedos); y 5. La democratización de la vida social y cultural (la des-subordinación de las 
clases bajas y los grupos minoritarios, el cambio de las relaciones de poder entre hombres y 
mujeres, el cuestionamiento de la autoridad y la emergencia del individualismo moral). David 
Garland. “Criminology, Social Theory and the Challenge of Our Times”, en Garland y Sparks 
(eds.). Criminology and Social Theory, cit., p. 15.

805	 “En la modernidad avanzada, la producción social de riqueza va acompañada sistemática-
mente por la producción social de riesgos. Por tanto, los problemas y conflictos de reparto 
de la sociedad de la carencia son sustituidos por los problemas y conflictos que surgen de la 
producción, definición y reparto de riesgos producidos de manera científica-técnica”, Ulrich 
Beck. La sociedad del riesgo, Barcelona, Paidós, 1998, p. 25.

806	 Carrabine, Iganski, Lee, Plummer y South. Criminology. A sociological Introduction, cit., p. 
104.
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plantearse el riesgo, lo que coloca en primer plano el problema de la crimi-
nalidad y la cuestión de la seguridad807. 

Los grandes avances en materia de bienestar, que despejan toda una serie 
de preocupaciones básicas (no habría desvelos por atender las necesidades 
de supervivencia), se han consolidado; la regla es la previsibilidad política, 
pues las amenazas de la guerra (fronteriza o nuclear) se alejan y prima el 
orden y el equilibrio político sin mayores sobresaltos ni extremismos, sal-
vo pocas excepciones; las innovaciones tecnológicas y los avances científi-
cos han mejorado la calidad de vida, pero producido un nuevo conjunto de 
amenazas (enfermedad de las vacas “locas”, comida transgénica insegura u 
hormonalmente alterada, accidentes de avión o de trenes de alta velocidad, 
parálisis o fraudes informáticos, enfermedades derivadas de experimentos 
biológicos, amenazas nucleares, daños ecológicos severos…); el crimen vio-
lento, que aparece de manera repetida en los medios de comunicación, es 
visto como una amenaza potencial y cercana. El estado favorable de los dos 
primeros elementos permite desviar la atención a otros campos, es decir, a 
los dos siguientes. El tercer y cuarto elemento son los nuevos campos de pre-
ocupación (amenazas por avances en ciencia y tecnología; criminalidad), en 
tanto son percibidos como las nuevas amenazas que configuran los riesgos; 
mientras que los dos primeros factores (bienestar, previsibilidad política) 
son logros muy apreciados, pero que por ello aumentan los temores frente 
a la criminalidad y la tragedia tecnológica o científica. La mayor posibilidad 
para adelantar cálculos se concentra en estos dos tipos de peligros latentes. 
También, dado que se impone entre los expertos la idea del crimen como un 
fenómeno social normal por completo y, además, susceptible de afectación, 
pero no de eliminación, pues entonces el tema es calcular los riesgos que 
implica y tomar las medidas necesarias808. 

La posibilidad de desastres ambientales, tecnológicos, nucleares, epidé-
micos, etc., con gravísimos daños masivos, sería el aspecto objetivo del ries-
go. De otra parte, aunque en Europa occidental las tasas de criminalidad re-
gistrada por crímenes violentos son bajas, ocurren algunos, lo que también 
es objetivo. El ciudadano europeo de comienzos del siglo xxi no teme morir 
de hambre o sufrir privaciones, más bien la obesidad es el problema, y pien-
sa que tiene una cómoda y muy larga vida asegurada, pero en forma paradó-
jica ese confort incrementa el miedo ante aquello que se lo pueda arrebatar, 
esto es, el riesgo del crimen, una falla de la tecnología, un daño ambiental 

807	 Sandra Walklate. Understanding Criminology, 2.ª ed., Philadelphia, Open University, 2003, 
p. 11.

808	 Sobre riesgo y políticas penales, Blanca Mendoza Buergo. “Gestión del riesgo y política 
criminal de seguridad en la sociedad del riesgo”, en Juan Antonio García Amado et al. (eds.). 
La seguridad en la sociedad del riesgo. Un debate abierto, Barcelona, Atelier, 2003, pp. 80 y ss.
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o un error de la ciencia. En esas condiciones, por encima de los leves indi-
cios objetivos, lo que comparece es un proceso de construcción social de los 
miedos, a partir de percepciones e interpretaciones, como un proceso en 
esencia subjetivo809. Frente a la criminalidad, el temor toma como referente 
los grupos sociales catalogados como criminales en potencia, en especial 
los inmigrantes, agravados por los tipos que corresponden con las imáge-
nes del terrorista; ante las transformaciones tecnológicas, el temor apunta 
a reforzar las medidas de precaución y los deberes de cuidado, al lado de la 
protección de los derechos del consumidor y a la necesidad de replantear la 
relación entre el medio ambiente y la sociedad. Todo esto se traduce en me-
didas legales y, cómo tipo principal, acciones policiales muchas veces discri-
minatorias, aunque también en programas preventivos de asistencia social 
contra los grupos causantes del riesgo. De igual modo, en un incremento de 
las regulaciones administrativas para controlar los riesgos tecnológicos y 
en la creación de tipos penales de mero peligro con lo que se sancionarían 
las transgresiones a las normas administrativas. En el fondo, se trata del 
viejo peligrosismo expuesto por los criminólogos positivistas, bajo nuevos 
supuestos. 

Una consecuencia de lo analizado, pero también un resultado directo de 
la preocupación de Occidente por la criminalidad, que por tanto abarca a 
países de otros continentes distintos al europeo, es el populismo penal. La 
seguridad ha ingresado como uno de los temas de mayor prioridad, con fre-
cuencia el primero, en las agendas políticas810. Las promesas de “mano dura” 
(más policía, penas más altas, menos garantías) monopolizan el discurso de 
los políticos. Esto media en la nueva relación entre el Estado, dirigido por 
políticos populistas que explotan la histeria de la ley y el poder, y la opinión 
pública811. Esto, en varios países, se traduce en un incremento enorme del 
gasto y de los presupuestos destinados a sostener las políticas de seguridad 
populistas. Parte de las acciones que se toman son apenas simbólicas, pero 
efectivas para dar la sensación que se actúa con eficiencia y severidad con-
tra el crimen812. En cambio, los resultados reales en la lucha contra el delito 

809	 Se ha señalado que las sociedades de Europa occidental son más seguras que nunca, pero al 
tiempo viven de una adicción al miedo y una obsesión por la seguridad sin parangón, Zyg-
munt Bauman. Miedo liquido, Barcelona, Paidós, 2007, p. 168.

810	 En Estados Unidos, “Desde hace ya más de una década, las promesas de ser implacables ante 
el delito y de aumentar el número de criminales condenados a muerte han figurado de hecho 
como primer tema de los programas electorales, independientemente de la denominación 
política del candidato. Para los políticos actuales, o aspirantes, el fortalecimiento de la pena 
de muerte es el billete ganador de la lotería de la popularidad. Inversamente, la oposición a 
la pena capital implica el suicidio político”, Zygmunt Bauman. En busca de la política, 2.ª ed., 
México D. F., Fondo de Cultura Económica, 2002, pp. 20 y 21.

811	 Lea. Delito y modernidad, cit., pp. 319 y 320.
812	 Acá ver Velandia Montes. La punitividad electoral en las políticas penales contemporáneas, 

cit. 
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son muchas veces limitados. Los costos del populismo penal, al igual que las 
cifras de retorno muy bajas cuando se trata de apreciar los beneficios de las 
políticas penales represivas que se advierte sobre todo en materias como el 
control de las drogas, o en el desarrollo de nuevas prisiones que luego deben 
ser sostenidas, han significado una carga muy pesada para las sociedades 
contemporáneas813. En Estados Unidos se ha establecido que las innovacio-
nes en la justicia penal y los cambios radicales en las políticas penales se 
concentran en periodos de estancamiento económico, hay una conexión en-
tre largos ciclos económicos y la historia de la administración de la justicia 
penal, donde las motivaciones de quienes toman las decisiones son factor de 
alta relevancia814.

También aparejado a los procesos anteriores surgió una corriente de-
nominada del “derecho penal de enemigo”, que privilegia la prevención y la 
persecución discriminatoria de individuos definidos peligrosos815. La vieja 
dicotomía planteaba una distinción entre derecho penal, el cual está desti-
nado a tratar a los criminales, y derecho de la guerra, que se emplea para 
combatir los enemigos. Mientras que la fórmula del llamado “derecho penal 
de enemigo” al parecer intenta combinar ambos objetos y derechos, que tie-
nen una naturaleza del todo distinta. Por tanto, hablar de un derecho penal 
de enemigo, en especial dentro del marco de un Estado social de derecho, 
es un contrasentido, que sólo puede derivar en la perversión o deformación 
del derecho penal que, como se dijo, está previsto para enfrentar a los delin-
cuentes, con todas las garantías que son propias del derecho penal democrá-

813	 Sobre los costos de la lucha contra las drogas, Arnold S. Trebach. Legalize it? Debating 
American Drug Policy, Washington, American University, 1993, p. 33. El número de encarce-
lados en Estados Unidos pasó de 150 a mitad del siglo xx a 700 por cada 100 mil habitantes, 
una de las tasas más altas del mundo. A pesar del descenso actual de las tasas de criminali-
dad no se han reducido las prisiones, y el crecimiento de la prisionalización habría generado 
toda una economía política que vive del encarcelamiento, Mark A. R. Kleiman. When Brute 
Force Falls, Princeton, Princeton University, 2009, p. 34.

814	 Así, los tomadores de decisiones creen usualmente, con base en entendimientos del sen-
tido común, que las crisis económicas amenazan el orden social y conllevan criminalidad, 
la segunda creencia es que los grupos económicos más afectados (minorías, personas sin 
vivienda, jóvenes desempleados, etc.), son bastante más propensos a cometer crímenes y 
perturbar el orden social en situaciones de crisis y, así mismo, la sabiduría convencional del 
sentido común sostiene que el incremento de los castigos disuade a las personas de parti-
cipar en comportamientos delictivos o socialmente disociadores, lo que junto a la creencia 
generalizada en cuanto a que el desempleo promueve el crimen, lleva a los operadores jurí-
dicos a aumentar la potencialidad del castigo y empuja los cambios en el sistema penal entre 
los tomadores de decisiones a fin de evitar el crimen y evadir el consecuente descontento 
social (porque el público comparte las mismas creencias y, por ende, temores, en situaciones 
de crisis económicas), David E. Barlow, Melissa Hickman Barlow y Theodore G. Chiricos. 
“Long Economic Cycles and the Criminal Justice System in the U.S.”, en Crime, Law and Social 
Change, vol. 19, 1993, pp. 143 y ss.

815	 Un análisis crítico en Alejandro Aponte Cardona. ¿Derecho penal de enemigo o derecho 
penal de ciudadano?, Bogotá, Temis, 2005, pp. 12 y 13. Críticas adicionales en Alessandro 
Baratta. Criminología y sistema penal, Buenos Aires, BdeF, 2004, pp. 73 y ss.
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tico. Y, en efecto, el derecho penal de enemigo supone una vía alterna a la del 
derecho penal ordinario. Su sólo planteamiento, es decir, la mera distinción 
entre derecho penal de enemigo y derecho penal ordinario, aunque ese no 
sea el propósito declarado, tiende a inducir un trato no garantista y antide-
mocrático contra los enemigos, valga decir, diferente al dispensado a quie-
nes son usuarios del derecho penal. De otro modo, ¿para qué la distinción? 
Como consecuencia de lo anterior, la idea de un derecho penal enfocado en 
los enemigos, esto es, en grupos especiales de actores sociales, sería algo 
propio de un Estado totalitario, que no provee de garantías y derechos a los 
sujetos que son blanco de sus intervenciones816. De manera análoga, la no-
ción de derecho penal de enemigo es con frecuencia citada como contracara 
de un “derecho penal del ciudadano”, lo que de modo implícito convierte al 
inmigrante extranjero, que no ostenta la calidad de ciudadano, en enemigo. 
La privación de derechos fundamentales a los extranjeros inmigrantes es 
también algo característico de los Estados totalitarios.

IV. La filosofía del delito

Varios son los enfoques que en la evolución del pensamiento criminológico 
han llegado a predominar como justificación de la criminalización de ciertas 
conductas o personas y como legitimación de las intervenciones del sistema 
penal817. Al revisar las distintas teorías criminológicas plasmadas en nues-
tro otro libro818, el lector podrá ubicar varias de ellas entre los enfoques que 
aquí se presentan, de acuerdo con la respectiva concepción que las sustenta. 
Empero, ahora interesa analizar los enfoques filosóficos sobre la crimina-
lidad, en cuanto modelos teóricos con unos rasgos generales; subrayando 
que la concepción sobre el delito, forma de entender su origen y naturaleza, 
es crucial para determinar las características de la operación del sistema 
penal. En realidad, uno de los aportes de este apartado es que demuestra 
que existe un hilo conductor desde la forma como se comprende el delito, 
hasta la manera como se conciben las reacciones contra él. Las principa-
les concepciones tradicionales comprenden el crimen como un fenómeno 
de: 1. Anormalidad social; 2. Inmoralidad; 3. Amenaza a la autoridad; y 4. 
Desviación social. A ellas se suma, como un quinto enfoque, el que corres-
ponde a la divergencia, que será expuesto al final. Cada enfoque contiene sus 

816	 Eugenio Raúl Zaffaroni. El derecho penal de enemigo, Buenos Aires, Ediar, 2009, pp. 12 y 
13.

817	 La explicación de dichos enfoques había sido presentada de manera más extensa en Silva 
García. “La concepción sobre el crimen: un punto de partida para la exploración teórica”, cit., 
pp. 846 a 856.

818	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
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propiedades en cuanto a la definición del crimen, su naturaleza y acerca de 
las cualidades características del delincuente; de todo ello se desprende el 
rol que le corresponde desempeñar a los operadores de la ley penal, los me-
dios que deben ser aplicados para combatir el delito y los fines perseguidos 
por el sistema de control penal.

Entender el crimen como una anormalidad social significa definirlo 
como una patología social, es decir, considerarlo un trastorno presente en 
los individuos que delinquen. En tanto problema, es una enfermedad pro-
ducto de condiciones naturales de las personas. El delincuente sería un ser 
diferente a los sujetos que actúan conforme a la ley, concebido como anor-
mal e inferior819. A los operadores del sistema, en particular jueces, fiscales, 
galenos y psicólogos, les cabría el papel de higienistas sociales, “médicos” 
con la misión de curar o extirpar el crimen820. Aquí el delito es una cuestión 
individual que debe ser tratada por la ciencia, ajena a toda consideración 
política. Los medios de actuación del sistema penal tendrían una naturaleza 
terapéutica. La finalidad del sistema penal es en forma primordial preven-
tiva y, en menor medida, rehabilitadora. La teoría de la peligrosidad social 
(James Q. Wilson, etc.) como explicación sobre el origen de la ley, que ilustra 
la operación de la criminalización en muchos casos, en particular por razo-
nes biológicas, está evidentemente conectada con el enfoque de la anorma-
lidad social.

Como expresión de inmoralidad la idea de crimen es imaginada con una 
naturaleza pecaminosa, es pecado y maldad. El problema consiste en la pér-
dida de valores, los que en forma previa han sido estipulados de manera 
vertical, autoritaria y dogmática. El delincuente es un ser inescrupuloso o 
lábil que encarna la carencia de moral o su debilidad. El rol de los operado-
res jurídicos será el de obrar como “sacerdotes” o educadores, custodios de 
la moral de la cual deben dar ejemplo público. El medio empleado por el sis-

819	 Por ejemplo, una defensa de la idea sobre la naturaleza anormal del delincuente en Paul W. 
Tappan. “Florida’s Enquiry Into the Causes of Crime”, en The Journal of Criminal Law, Crimi-
nology, and Police Science, vol. 44, n.º 1, 1953, pp. 17 a 20. La idea del delincuente anormal, 
una categoría indefinida y confusa, se impone desde fines del siglo xix, Michel Foucault. 
La vida de los hombres infames. Ensayor sobre desviación y dominación, Madrid, La Piqueta, 
1990, pp. 83 y ss. 

820	 “Las analogías con la medicina, que por entonces se construían conscientemente, muestran 
que el delito debía ser comprendido como una enfermedad social, pero como una enferme-
dad curable mediante el tratamiento. En lugar del juez debía ingresar el médico, en el pro-
ceso penal el diálogo terapéutico, en el de la pena privativa de la libertad la residencia en 
el establecimiento entendido como tratamiento de cura, en el lugar de la ejecución penal el 
tratamiento, en el lugar del funcionario de vigilancia el equipo terapéutico, en el lugar del re-
cluso el paciente. La duración del internamiento en el establecimiento no debía depender de 
lo que el autor merecía por el hecho cometido, sino de la cantidad de tiempo necesaria para 
su resocialización”, Hans-Heinrich Jescheck. “La crisis de la política criminal”, en Doctrina 
Penal, Depalma, Buenos Aires, 1980, p. 45.
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tema penal es la penitencia impuesta por conducto de la sanción punitiva. El 
fin de las intervenciones penales es lograr la expiación, que habrá de concre-
tarse en la retribución y la corrección. Este enfoque se identifica sobre todo 
con el derecho penal del Antiguo Régimen, donde se entremezclan pecado 
y delito821; pero subsiste en distintos grados en la modernidad. En efecto, el 
comportamiento criminal es reconocido como racional, de acuerdo con el 
pensamiento del siglo xviii, y no resultado de la fuerza de los demonios822. 
Sin embargo, pese a ello, subsisten miradas contemporáneas dotadas de una 
gran fuerza política de respaldo que persisten en asociarlo con el pecado y 
verlo como un problema moral. 

A modo de ejemplo del enfoque expuesto, puede citarse que en Estados 
Unidos, en la actualidad, en el entendimiento sobre la criminalidad se dis-
tingue entre delitos que son mala in se, como expresión propia y natural de 
la maldad o de lo intrínsecamente malévolo, y la mala prohibitum, como un 
tipo de criminalidad de creación legal, actos ilegales pero no inmorales823. La 
primera clase de crimen representa la concepción que anida en el enfoque 
analizado. También en Estados Unidos la Fiscalía y unidades como el fbi 
utilizan un “índice de maldad” para valorar la conducta del acusado y tomar 
decisiones punitivas. En Italia, por su parte, en el análisis histórico se ha 
reportado una amplia relación entre criminalidad y maldad, ubicada en el 
contexto histórico y cultural de la sociedad824. Frank Tannenbaum indicaba 
que en la historia el concepto de crimen ha sido enunciado como una bipo-
laridad entre el bien y el mal, la batalla de Dios y el Diablo y, a pesar de la 
evolución de las teorías criminológicas, ello no ha cambiado, pues la maldad 
que define al crimen no desaparece, sino que es acompañada de otros giros, 
como su percepción como anormalidad825. Las teorías sobre el origen de la 
ley, valga decir, acerca de la fundamentación de la criminalización, que co-
rresponden a la dramatización del mal (Tannenbaum) o de los empresarios 
morales (Howard S. Becker), de la indignación moral (Svend Ranulf) y del 
pánico moral (Stanley Cohen), han contribuido a materializar el enfoque 
de la inmoralidad.

821	 Elisa Speckman Guerra. Crimen y castigo, México D. F., Colegio de México y Universidad 
Autónoma de México, 2007, p. 34.

822	 Clarence Ronald Huff. “Historical Explanation of Crime: From Demons to Politics”, en Weis. 
The Sociology of Deviance, cit., p. 179.

823	 Dantzker. Criminology and Criminal Justice, cit., p. 82. En igual sentido, Curt T. Griffiths. 
“Introduction: The Criminological Enterprise”, en Margaret A. Jackson y Curt T. Griffiths 
(eds.). Canadian Criminology. Perspectives on Crime and Criminality, Toronto, Harcourt Brace 
Jovanovich, 1991, pp. 5 y 6.

824	 Giovanni Greco. Peccato, crimine e malattia tra ottocento e novecento, Bari, Dedalo, 1985, pp. 
10 y ss.

825	 Tannenbaum. Crime and Community, cit., p. 3.
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El enfoque del crimen como amenaza a la autoridad reduce la cuestión 
a la vulneración o riesgo de trasgresión de la ley, lo que constituye un mo-
tín. El problema es la verificación de una situación de insubordinación. La 
existencia de un daño social o la resolución del conflicto carecen de interés, 
lo relevante es el desafío a la norma, que comporta un atentado contra su 
jerarquía y su valor como símbolo del poder. No importa la persona del de-
lincuente, sus condiciones o la situación, se trata sólo de un rebelde o ene-
migo. La tarea de los operadores jurídicos es la de servir como guardianes 
del orden. El medio seleccionado es la represión. La meta del sistema penal 
es evitar el desorden. 

La teoría de los intereses burocráticos (William J. Chambliss), como 
fundamento de la criminalización o del origen de la ley está conectada al 
enfoque del crimen como amenazada a la autoridad. Una perspectiva en la 
que lo que importa es la ley en sí misma considerada, deriva con facilidad en 
su conversión en un instrumento para la realización de los intereses corpo-
rativos de los agentes del control penal, pues ellos encarnan la autoridad de 
la ley penal que se quiere salvaguardar, es decir, su poder. Otro tanto ocurre 
con las teorías de las clases sociales en decadencia (Joseph R. Gusfield), del 
“populismo penal” (Zygmunt Bauman, entre otros) y del “derecho penal de 
enemigo” (Eugenio Raúl Zaffaroni), pues todas ellas registran la vulnera-
ción de la ley como único dato relevante.

La concepción del crimen como acto de desviación sugiere la existencia 
de un defecto o desarreglo en el individuo. Se trata de una variación socioló-
gica de la tesis de la anormalidad como patología social. El problema deriva 
de las carencias del sujeto, falta de integración social o desacertado proceso 
de socialización. Los operadores de la justicia, no sólo abogados, también 
trabajadores sociales, psicólogos y pedagogos, tienen por papel buscar la 
readaptación de la personalidad y conducta del delincuente. Los medios 
aplicados sobre el criminal son de modificación de su carácter, valores y ac-
titudes. El fin del sistema penal es buscar la resocialización, un nuevo pro-
ceso de socialización cuyo objeto es reeducar al individuo en los valores y 
pautas de conducta correctos, suprimiendo los defectos. La teoría acerca de 
la peligrosidad social, que obra como fundamento de la criminalización, en 
su brazo sociológico, que tiene como exponentes a múltiples autores, por 
ejemplo a Travis Hirschi y a Michael R. Gottfredson, sirve al enfoque de 
la desviación social. También la teoría de la “sociedad del riesgo” (Ulrich 
Beck, Sandra Walklate, Eamonn Carrabine et al.), concurre para desa-
rrollar este mismo enfoque. 

Las concepciones anteriores pueden ser examinadas comparativamente 
en el cuadro siguiente:
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Tabla i
Enfoques sobre el delito

Enfoque Naturaleza Problema Sujeto Rol Medio Fin

Anormalidad Patología Enfermedad Inferior Médico Terapia Prevenir
Curar

Inmoralidad Pecado Pérdida
Valores Malo Sacerdote

Educador Penitencia Retribuir
Castigar

Autoridad Antinormativa Motín Rebelde Guardián Represión Mantener
Orden

Desviación Desviación Defectos
Socialización

Desviado
Diferente Corrector Modificar Resocializar

Divergencia Diversidad
Conflicto por
Intereses
Ideologías

Divergente Político Restablecimiento Reparación

En todos los modelos anteriores sobresale un tipo de discurso especulativo 
que encubre la naturaleza política de las intervenciones del sistema penal; 
donde además se hace caso omiso de la consideración de los intereses y 
valores envueltos en la situación que da origen a la comisión de la acción ca-
lificada como delictiva; siendo al tiempo soslayada la dimensión conflictiva 
de las relaciones sociales trabadas. De modo especial en los enfoques de la 
anormalidad, la inmoralidad y la desviación la propiedad principal, la fuerza 
que les otorga toda la consistencia a tales concepciones es el discurso, como 
agente constructor de realidades. No son evidencias empíricas inducidas 
por un procedimiento lógico analítico las que conducen a las conclusiones 
esgrimidas, aunque se intente darle esa presentación. Mucho menos, puede 
identificarse un punto de vista dialéctico en la exploración previa del objeto 
como fundamento de los descubrimientos argüidos. Es un discurso retórico, 
en verdad bastante limitado, pero con un enorme poder para hacer defini-
ciones que edifican realidades, con el uso de un lenguaje que, aun cuando 
dice poco sobre la problemática de fondo, está lleno de significaciones que 
devalúan al sujeto y suelen ser suficientes para la opinión pública. Así, los 
enfoques de la anormalidad y de la inmoralidad se hayan enraizados de un 
modo profundo en el saber cotidiano o popular sobre la criminalidad, con 
lo cual los discursos que comunican los elementos que informan cada pers-
pectiva y los señalamientos a los sujetos identificados como casos verídicos 
encuentran fácil eco.

En la operación de las categorías comentadas, el lenguaje cumple una ta-
rea definitiva. “La lengua se adquiere con el uso social, en el proceso de comu-
nicación –y la comunicación es, evidentemente, su función fundamental–”826. 
Ahora bien, el proceso de criminalización, que aquí aparece representado en 
determinadas fórmulas para concebir lo criminal, debe ser comunicado a los 
transgresores y por conducto de ellos a toda la sociedad. Pues sin el acto de 

826	 Luckmann. Teoría de la acción social, cit., p. 96.
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comunicar la calidad de inferior, malvado, rebelde o diferente no hay reacción 
social y, para que ello pueda surtirse, es indispensable un lenguaje determi-
nado (valorativo, interpretativo) apropiado para difundir y legitimar las de-
finiciones827.

El discurso pletórico en adjetivos calificativos intensos no resiste un aná-
lisis pormenorizado, pero es que el análisis no es visto como necesario, no 
hay reflexión mayor, la definición dada como cierta, por más superficial que 
sea, zanja el asunto, puesto que se encuentra engranada con una tipificación 
aceptada (forma de entender el problema). Como tipificaciones, de modo 
paralelo las definiciones usadas corresponden a categorías que son fami-
liares, que han sido empleadas en la vida cotidiana en asuntos muchas ve-
ces distintos, pero por una ruta analógica asimilados, aumentando su poder 
de convicción o penetración. La enfermedad y el pecado son reconocidas 
en múltiples expresiones de la cultura, son conceptos con profundas raíces 
en la conciencia colectiva, lo que agrega más refuerzos. Por su parte, en el 
campo de la ciencia, la definición es un preconcepto teórico que sirve de 
punto de partida a la “investigación”, entonces los parámetros establecidos 
también habrán de caracterizar al objeto de estudio en los mismos térmi-
nos, luego toda investigación finaliza refrendando sus supuestos de manera 
acrítica.

El saber sobre la criminalidad elevado a la categoría de tipificaciones, 
esto es, fórmulas manidas y por lo general aceptadas de interpretación del 
fenómeno, queda objetivado mediante el discurso que lo convierte en reali-
dad. Coinciden en esa faena dos tipos de saberes, uno cotidiano o del “senti-
do común” y otro “teórico”. Ambos saberes concurren combinados para re-
forzar esos entendimientos sobre la criminalidad, junto a sus conclusiones, 
que ya aparecen institucionalizadas828. Pero ese conocimiento representado 
en las concepciones sobre la criminalidad, también es un predicado sobre lo 
normal, lo sano, lo moral, lo correcto y sus polos opuestos: 

dado que dicho conocimiento se objetiva socialmente como tal, o sea, como un cuer-
po de verdades válidas en general acerca de la realidad, cualquier desviación radical 
que se aparte del orden institucional aparece como una desviación de la realidad, y 
puede llamarse depravación moral, enfermedad mental, o ignorancia a secas829. 

827	 El lenguaje “brinda el material en bruto para la formulación de la justificación de los actos; 
la lengua es insustituible en la interpretación de todos los actos complejos e indispensables 
cuando se deben compartir las interpretaciones de los otros”, ibíd., p. 94. 

828	 Recuérdese, por ejemplo, el concepto de clase criminal en el siglo xix, del cual se dio cuenta 
en Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit., junto a la 
adaptación que la Escuela Positivista de la criminología hizo del mismo.

829	 Berger y Luckmann. La construcción social de la realidad, cit., p. 89.
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En contraposición a las concepciones precedentes, es introducido el en-
foque de la divergencia, cuyas características centrales han sido explicadas 
en apartados anteriores. Frente a éste, el delito no sería visto como patología 
(asociación con la anormalidad) pecado (asociación con la moralidad) in-
subordinación (asociación con la autoridad) defecto (asociación con la des-
viación). Ni el problema radicaría en la existencia de enfermedades sociales, 
pérdida de valores, violación de normas o carencias. Ninguna de tales ver-
siones es compatible, en términos lógicos, con la noción de divergencia. En 
ella el delito, previa calificación jurídica, emerge como divergencia social, su 
naturaleza característica es la diversidad, el problema es la contradicción o la 
separación por intereses, creencias y valores en disputa que deviene en con-
flicto social. Por ende, el papel de los operadores jurídicos será en esencia de 
intervención política, teniendo como objeto el conflicto social. 

Las explicaciones sobre el origen de la ley, esto es, referidas a la fundamen-
tación de la criminalización en las teorías de las necesidades sociales percibi-
das (Jerome Hall), del interés público (Samuel Auerbach, Lloyd K. Garrison, 
Willard Hurst y Samuel Mermin), pueden relacionarse con el enfoque de la 
divergencia social, en la medida en que expresan distintos modos de gestionar 
el conflicto social, a partir del reconocimiento de la concurrencia de intereses. 

El ejercicio de ese rol político puede seguir direcciones muy variadas. Pue-
de concentrarse en preservar condiciones de dominación o aumentar las des-
igualdades sociales, si ellas están en la base del proceso de criminalización 
aplicado. Podría actuar por conducto de una sanción punitiva frente a la le-
sión de un interés seleccionado para su protección, tal vez, legítima, asumien-
do un propósito de castigo. O en un sentido distinto, intervenir buscando un 
tratamiento adecuado al conflicto usando medidas tentativas de reparación, 
que buscarían el efecto de restablecer los intereses vulnerados. En ese último 
caso, el restablecimiento del derecho puede ser material o simbólico. 

El campo de las finalidades del sistema penal pertenece al mundo del de-
ber ser, luego serán las justificaciones que se formulen para soportarlas la 
medida que determinará su legitimidad. En todo caso, al momento de esco-
ger una opción dentro del abanico de alternativas mencionadas en el párrafo 
anterior, tendrá una elevada influencia el tipo de régimen político existente 
en la sociedad respectiva. Un sistema democrático debe situar a los justicia-
bles o ciudadanos en un primer plano, luego la preservación de las garantías 
contempladas para su protección, y el restablecimiento de sus intereses en 
caso de vulneración debería ocupar un lugar primordial en la definición de 
las metas del sistema penal. También, desde un punto de vista democrático, 
resulta importante reconocer y asumir el conflicto social existente de modo 
transparente, lo que implica aceptar que las diferencias por intereses, creen-
cias y valores se localizan en su trasfondo.
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La idea expuesta de un sistema penal orientado al restablecimiento de los 
intereses lesionados, por medio de la reparación, exige de mayor profundiza-
ción, en especial, cuando el aserto anterior sostenía que esta podía ser mate-
rial o simbólica. Friedrich Hegel, desde una perspectiva dialéctica, afirmaba 
que la pena constituye la negación del delito y que, a la vez, cada una con-
servaba en su seno la simiente del otro. Respecto de la primera parte de su 
aseveración, de pleno compartida, se tendría que el delito constituye la tesis y 
la pena que se opone a éste representa su antítesis. De la lucha contradictoria 
que se traba entre ambas, para Hegel, emerge como síntesis la restauración 
del orden830. Conclusión última no compartida, que podría inscribirse en el 
enfoque criticado de la amenaza a la autoridad visto hace poco. Visualizar 
la recuperación del orden como objetivo del sistema penal significa perse-
guir el orden por el orden, con lo que se recae en una posición autoritaria 
y conservadora. El orden en las relaciones sólo es una condición apropiada 
para el ejercicio o la preservación de los derechos ciudadanos, por lo cual lo 
importante son tales derechos. El derecho es un medio no un fin. La postura 
hegeliana también adelanta la suposición, no aprobada, de la perfección del 
derecho, cuando éste es a veces injusto e imperfecto. Igualmente, Hegel sitúa 
al Estado, detentador de la norma, como epicentro al determinar de confor-
midad con sus intereses la imposición de la pena, ya que la sanción pretende 
recuperar su imperio. 

De allí que, a diferencia de Hegel, cuyo razonamiento es punto de partida, 
pero no punto de llegada, la relación dialéctica entre divergencia y control 
debe ser, a manera de síntesis de la contradicción referida, el restablecimien-
to de los derechos afectados831. Mientras que otros autores retribucionistas, 
por ejemplo el español Juan Córdoba Roda, sostienen que la pena será la re-
tribución en el plano de la justicia al rompimiento del deber de no dañar que 
encierra el delito832. En otras palabras, como el delito es la representación del 
injusto, la retribución será el restablecimiento de la justicia. Aseveración más 
o menos adecuada, pero insuficiente, ya que la justicia sólo es realizada si se 
produce el restablecimiento del derecho o interés vulnerado con el crimen. 
Para Andrew von Hirsch, tal como había sido visto, en tanto retribución la 
pena será censura, es decir, la reprobación del hecho dañino ocasionado con 
el delito. Pero ese aspecto es apenas el primero de la relación dialéctica entre 
delito y pena, es la antítesis que se opone a la infracción. Pero la sanción no 
sólo debe ser negación, una función meramente negativa sería muy restringi-

830	 Hegel. Filosofía del derecho, cit., pp. 111 y 223.  
831	 Para una explicación detallada de la tesis Silva García. “La resocialización y la retribución. El 

debate contemporáneo sobre los fines y las funciones de la pena”, cit., pp. 330 a 334.
832	 José Cid Moliné. ¿Pena justa o pena útil? El debate contemporáneo en la doctrina penal 

española, Madrid, Ministerio de Justicia, 1994, p. 288.
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da, debe ser también la síntesis de esa negación, esto es, el restablecimiento 
del derecho.

Ahora bien, en la práctica el restablecimiento material será muchas veces 
imposible. En un caso de hurto de un bien corriente, donde el objeto sustraí-
do no es recuperado, la reparación podrá ser de tipo compensatorio procu-
rando el pago de los daños y perjuicios ocasionados, con lo que el perjudica-
do estará en condiciones de restablecer su derecho adquiriendo un bien de 
características análogas, es decir, retornando la situación a su estado previo. 
Pero piénsese, por ejemplo, en un homicidio, donde en estricto sentido el res-
tablecimiento del derecho no opera, aunque se cancele una indemnización. 
También en un caso de hurto donde el bien perdido era irremplazable o el 
condenado no posee medios para compensar el despojo. En tales eventos la 
reparación es apenas simbólica, el sistema penal se remite a declarar que le 
asistía la razón a quien ha sido tildado como víctima o sujeto pasivo de la 
infracción, siendo la pena impuesta al condenado su afirmación y, a la vez, la 
negación de la infracción penal. En tanto que lo anterior se cumple en el es-
cenario del derecho penal es bastante eficaz, pues una desaprobación en ese 
escenario tiene una fuerza considerable, que no podría ser dispensada por 
otro derecho, en esos términos el derecho penal es indispensable. La pena 
será restablecimiento del derecho y censura, y la censura como indica Hirsch 
requiere de la imposición de dolor para “mostrar que la desaprobación va en 
serio”833. El sufrimiento es consustancial a la idea de pena.

En los enfoques analizados sobre el delito es posible hacer un seguimiento 
que inicia con las concepciones macrosociales acerca del crimen, pero que 
pasa por elementos de índole microsocial como la identidad de los criminales 
y los roles de los operadores jurídicos. En ellos también puede advertirse con 
claridad, lo que tendría gran importancia teórica, que la concepción sobre la 
criminalidad guarda una conexión estrecha y relevante sobre la forma como 
se entienden el papel de los agentes de control, los medios utilizados y los 
fines perseguidos por el control social penal. Ambos temas suelen ser consi-
derados de manera separada, en especial por los penalistas, pero también por 
los sociólogos del derecho, pero en la lectura de los modelos expuestos puede 
observarse la unión y la coherencia que comparece entre ellos. 

Los distintos modelos anteriores resumen las grandes corrientes de 
pensamiento relativas a la criminalidad, al igual que las propuestas sobre 
el tema. Los paradigmas expuestos sintetizan, sobre todo, los enfoques pre-
dominantes en materia de filosofía del delito. Y, desde luego, constituyen 
también un sumario de las posturas engendradas desde la sociología acer-
ca del crimen y la reacción penal. También representan una recapitulación 

833	 Von Hirsch. Censurar y castigar, cit., p. 38.
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histórica, a grandes rasgos, de las comprensiones sobre la criminalidad y el 
control penal. En este punto, es importante señalar que, más allá de los en-
foques descritos, que constituyen modelos ideales en el sentido planteado 
por Max Weber, comparecen procesos históricos y sociales muy específicos 
en los que se hace una construcción del problema de la criminalidad, en los 
cuales ella asume determinadas connotaciones y alcances. Tales procesos 
singulares pueden ser ubicados dentro de los grandes arquetipos tratados 
en este acápite, pero en todo caso asumen rasgos distintivos con matices 
únicos, indispensables para comprender los procesos en toda su comple-
jidad. Ejemplos al respecto fueron considerados cuando, en el capítulo pri-
mero de nuestro otro libro834, por una parte, se estudió la noción de clase 
criminal y, por otra, cuando en los capítulos segundo y tercero de ese mismo 
texto fueron examinadas la irrupción de la criminología y sus acoplamientos 
sobre la interpretación de la criminalidad en América Latina y, de manera 
particular en Colombia.

834	 Silva García. Criminología. Construcciones sociales e innovaciones teóricas, cit.
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